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de la» materia* contenidas en el volúmen CXII 



Acciones civiles.— Las acciones civiles á que se refiere el articu- 
lo 2: 1 inciso 2. ile la ley núm, 48. son las que nacen del de- 
recho común y en tal condición no se encuentra el pedido de. 
regulación dé honorarios procedentes «le escrituras públi- 
cas hechas ikmt un escribano provincial, cuya capacidad para 
el cargo, lugares donde puede ejercerlo y manera de fijar 
abono de sus servicios, es del resorte exclusivo de las leye* 
locales, sin que á ello se opongan los artículos 67. inciso 1 1 
y 108 de la constitución nacional. I*os jueces locales son 
competentes para entender en tales regulaciones. Pág. 71. 
Acción improcedente— Es improcedente una acción entablada 
para obtener la declaración, en abstracto, de ¡iKonstitucio- 
nalidad de una ordenanza municipal que establece un ittt 
puesto, si este impuesto no lia sido pagado ;ior el actor. Pá- 
gina 348- , ;¿ 
Aclaración de senlem w.— En un juicio por reivindicación, la 
alegación de que no se posee la cosa que se trata de reivin- 
dicar debe hacerse en la contestación á la demanda y no 
como argumento para pedir la aclaración de la sentencia. 
Página 204. 

Adhesión ai recurso en materia penal.— La petición de aumento 
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de pena hecha |ior el fiscal en segunda instancia contestando 
el tratado de la expresión de agravios importa en realidad 
«na adhesión al recurso, para los efectos del artículo 522 
del código de procedimientos. { Én el caso no se dió á la 
petición del fiscal la debida tramitación; pero no se alegó 
la nulidad de las actuaciones en la oportunidad permitida 
por e¡ articulo 535 del código de procedimentos, ó en otra, 
ni se interpuso el recurso autorizado por el articulo 509 del 
mismo código). Dados estos antecedentes, el articulo 693 
del código de procedimientos no obsta al aumento de pena 
dtttí la sentencia de la cámara impone at reo. con relación á 
la establecida en la de primera instancia. Pág. 39. 
Ipelacián pura ante la oírte suprema.— Es procedente el re- 
enrsi' previsto en el artículo 3. . inciso 2* de la ley núm. 
4055. si -resulta de la manifestación del consignatario que 
el valor cuestionado, en una causa de aduana, alcanza a' 
que determina aquel articulo. Pág. 12. 
Apelación para ante la corte suprema.— I* resolución por la que 
un juez federal se declara incompetente para conocer de 
una causa, no es apelable para ante la corte suprema. Pá- 
gina 51& 

Apelación para ante la eorie suprema,— En las cansas de adua- 
na no procede el recurso de apelación para ante la corte 
suprema cuando la suma que se manda l>agar por concepto 
te derechos ó multas no excede de la cantidad de cinco 

pesos, l^g. 425. 
rtnra de nn testamento cerrado.— ha aiwrtnra de un tes- 
tamento cerrado verificada en los tribunales de Monte- 
video tiene en la república argentina el misino valor eme si 
se hubiera realizado en su propio territorio. í Art. 8 del tra- 
tado de derecho procesal aprobado por ley 3192 y art. 44 
del tratado de derecho civH internacional de Montevi- 
deo). Pág. 282. 
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Mén cmlnmjahh-.— Ks emliargable un terreno ele propiedad «le 
«na provincia, adquirido por expropiación con el objeto 
de levantar un edificio para mía oficina pública. (En el 
ca¡«n A la fecha del embargo, no se había construido el 
edificio, y. |»or lo lanío, el inmueble no servía de asiento 
:i la oficinal. Pág- '5 K - 

c 

Circunstancia ateníanle.— El luirlo de un objeto del victimario 
imputado á la víctima, no conctituye provocación en el sen- 
tido del artículo 17. inc. 4", letra A., ley 4»«9. »' con- 
signado como circunstancia atenuante en el artículo 83 del 
código penal. Pág. 387. 

Citación de a keión.— Declarada la perenció» de la instancia 
queda anulada la citación de evicción que en ella se ha 
hecho. Pág. 113- 

Competencia.— Véase "Jurisdicción". 

Cotia /Wriíriíi.— Véase " Emlargo" 

Competencia de h corte sufrcma.—So corresponde á la corte 
suprema lijar en definitiva los honorarios de un conjne* 
de la cámara federal, nombrado para integrarla en un 
juicio seguido contra el jefe de Ixmitieros de la capital. 
Pág. 314- 

ConstiUtcianalidad dr una disposición del código de procedtmten- 
tos de Córdoba.— 2? El articulo tf del código de procedi- 
mientos de la provincia de Córdolia que faculta á los jueces 
para exigir á los litigantes firma \le letrado, no es repugnante 
al artículo 18 de la constitueioVi nacional que garante la in- 
violabilidad de la defensa en juicio de personas y derechos. 
Pág. 229. 

Contienda de competcncia.—Xv se baila en condiciones de ser 
dirimida, una contienda de competencia en la que la resolu- 
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ción denegatoria del pedido de inhibición no lia sido comu- 
nicada a) juez exhortante y lia quedado suspendida en sus 
efectos en razón de recursos deducidos y concedidos. Pá- 
gina 201. 

Contienda de competencia.— Revocada por la cámara respectiva 
la resolución de un juez federal en cjtíe se declaraba compe- 
tente con íiu juez local i>ara conocer del caso', no hay base 
para que la corte suprema ejercite las atribuciones que le 
confiere el artículo 9. inciso 6 de la ley «útil. 4055. Pág. 45 2 - 

Conticndas de competencia entre jueces federales.— Xo corres- 
ponde ;i lá corte suprema dirimir las contiendas de compe- 
tencia entre jueces federales. Pág. 242. 

Corte suprema ,— La corte suprema puede conocer y resolver las 
cuestiones que se susciten ante ella con la mayoiía absoluta 
de sus miembros. 

E! procedimiento establecido por el art. 8 de la ley nú- 
mero 4055 no permite que se corra traslado de la memoria 
«pie él autoriza á presentar. 

til tribunal, sin incurrir en nulidad, puede tomar en 
consideración, en sus faltos, únicamente las cuestiones que 
á su juicio estime necesarias para fundarlo, y reproducir en 
lo demás, los fundamentos de la sentencia del inferior. Pá- 
gina 332- 

D 

Dañas v perjuicios.— La nación, como persona jurídica, es res- 
ponsable de los daños v perjuicios derivados del dolo ó de 
la culpa de sus representantes ó empleados, no solamente 
en el cumplimiento de sus obligaciones convencionales, sino 
también fuera de las relaciones contractuales cuantío dispo- 
siciones legales han establecido expresamente esa responsa- 
bilidad, como sucede con las empresas ferroviarias y con el 
servicio de guinches en el puerto. í Artículo 10 de la ley 
49.12 >. Pág. 104, 
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Dañfis. v perjuicios.— I** provincias no son responsables de l*s 
consecuencias ríe tos actos ilícitos de sus empleados. (En el 
caso, se hacía derivar los perjuicios de un embargo trabado 
sobre unos cueros i>or no haber sido satisfecho e! impuesto 
correspondiente, omisión (pie. según el actor, fué debido á 
un ermr cometido por la dirección de rentas ile la provincia, 
que informó eme esos frutos estalan exentos de todo dere- 
cho J. Pág. 144. 

Defensor de pobres c incapaces —A\ defensor de pobres é inca- 
paces del Paraná eorresiionde intervenir, no solamente en las 
causas qtíe vayan á la cámara federal de esa ciudad, de tos 
juzgados federales de la sección de Entre Ríos, sino 
bién en las eme se radiquen ante aquel tribunal, proveni 
tes de los demás juzgados federales comprendidos en 
eircuuscri|K'ión. Pág, ,124. 

Defraudación á la renta de aduana— % habiendo manífest 
erróneo ó falsa calidad, no son aplicables los arts. 128 y 
de tas ordenanzas de aduana. Pág. 12. 

Domicilio especial.— I*os convenios entre partes, relativos á con 
tit ución de domicilio especial, no pueden sobreponerse á las 
facultades que las leyes acuerdan á tos jueces del concu 
sobre los bienes del concursado. Pág. 373. 




mbargo.—\Í\ hecho de halier procedido un juez de ta 

decretar un embargo á petición de un juez de uno de k» 
países que celebraron el tratado de derecho procesal firma- 
do en Montevideo, no lo inhabilita jiara decidir respecto a 
los incidentes del mismo ni acerca de su legitimidad ó con 
tinuación. Pág. 43& 
Exención de impuestos municipales.— El art. 8.° de la ley núme- 
ro 5315 no exonera á tos ferrocarriles del pago de tos servi- 
cios municipales. Pág. 165, 
,vlu>rto.—Vn despacho precatorio de un juez nacional a ot 
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provincial, á efecto de practicar uiia notificación, debe ser 
cumplido, sin necesidad de que se remitan recaudos que 
comprueben la competencia del exhortante. Pág. 170, 
Extradición —La apreciación de la prueba relativa á si eí reque- 
rido se encontró ó no fuera del país (pie lo reclama en la 
época en que se dice cometido el delito que se le imputa, co- 
rresponde a! fondo del proceso y del* este punto ser re- 
suelto jior los tribunales del país requeriente. Pág. jfy- 
Lrtradfctón.— l>elic juzgarse llenado el requisito del tratado de 
extradición vigente entre la República Argentina y el reino 
de Italia, respecto á la indicación «le la fecha del delito que 
ta motiva, si la forma en que la orden de captura está redac- 
tada y la naturaleza del delito imputado indican que en el 
momento en que esa orden fué dictada, el requerido era 
miembro de presente de una asociación de malhechores. Pa- 
gina ,V»9. 

F 

'Otsificación y circulación de billetes de banco.^E* justa ta sen- 
tencia qtie condena al máximum de la pena establecida en el 
art. i.° de la ley núm. 3072 al autor de los delitos de fabrica- 
ción y circulación de billetes falsos de banco. Pág. 4<*h 

c 

de justicia.— Var gastos de justicia deben entenderse los 
riheados en la conservación de la cosa y tienen privilegio 
perior al del fisco y municipalidades. Pág, 5. 

H 

Odio.— Ks justa la sentencia que condena ú quince años de 
presidio al autor de un homicidio simple, mediando en favor 
del reo la atenuante mencionada en el inciso cuartn fiel ar- 
tículo 83 del código penal. Pág. 178. 
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Uomh'iiiw.—K* justa ta Demencia que condena á la nena de once 
añns de presidio y accesorios legales a! autor de «n homicidio 
perpetrado con las circunstancias atenuantes previstas en 
Uis incisos primero y cuarto del art. 83 del código penai. Pá- 
gina 500. 

Homicidio.— lis justa la semencia que condena a la |»na de noce 
años de presidio y accesorios legales al autor del delito de 
homicidio penetrado con la circunstancia atenuante de 
briaguez incompleta. Pag. 305. 

Homicidio.— justa la sentencia que condena á once años 
presidio y accesorios legales á un reo de homicidio, cometido 
mediando las atenuantes de ebriedad iwrcial y la especifica- 
da en el art. 83 inc. 5 de la ley penal. Pág. 340. 

Homicidio,— Corrcsjionde ta i>ena de seis años y medio de peni- 
tenciaría y accesorios legales al autor de un homicidio come- 
tido mediando á favor del reo la atenuante fie agresión pro- 
vocada é insultos proferidos por la víctima. Pág. 359- 

Homicidio.— Ks justa la sentencia que condena ¡i la pena de diex 
y siete años y incdio de presidio al autor del delito de homi- 
cidio pendrado sin circunstancias agravantes ni atenuantes. 

Homicidio.- Es justa la sentencia que condena a la pena de doce 
años ,1c presidio al autor de un delito de homicidio perpe- 
trado con las circunstancias atenuantes de ebriedad parcial 
y voluntaria, Pág. 447. 



i 
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InvoiuUctonaltdad de disposiciones del código civiL—h* ínter- 
prefación del art. 32R+ del código civil, en el sentido de que 
los juicios sucesorios abiertos en una provincia atraen las 
acciones personales promovidas ante los tribunales de otra, 
no es repugnante á los arts. 104 y 105 de la constitución na- 
cional. Pág. m 

Incottstitucionatidad del impuesto de y nías.— Es improcedente la 
demanda contra una provincia |K>r devolución úr impuesto 
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de guias cobrado con motivo de la remisión de ganado de un 
punto á otro, dentro de la misma provincia, 1%. 54- 
trisdicciótt.—Es competente para conocer de un contrato de 
transporte por ferrocarril el juez del lugar donde se halla la 
estación de arribo, aunque esta no pertenezca á la línea fé- 
rrea de la empresa que hizo el contrato. Corresponde el 
asunto á la justicia federal si el fuero surte jx>r razón de las 
personas. Pág. io. 

J 

risdicción.—Es competente para conocer de una sucesión el 
juez del lugar en que falleció el causante, si consta en una 
. escritura pública otorgada por éste días antes de su muerte 
que estaba domiciliado en dicho lugar : no obstante declara- 
ciones contrarias prestadas ante otro juez. Pag. 19. 
Uirisdiccióu. — El juez del domicilio del deudor es el competente 
l»a ra entender en el juicio universal de concurso, al que de- 
ben acumularse los otros juicios que se siguen ante otros 
jueces. Pág. 22. 
'urbdicción.—EX juez federal «le la capital es el competente para 
conocer de un juicio por falsedad cometida en una solicitud 
redactada y firmada en lugares sujetos exclusivamente á la 
jurisdicción provincial, pero presentada al ministerio de ma- 
rina en su carácter inequívoco de autoridad federal. En tales 
condicione* es aplicable al caso lo dispuesto en el inciso 4. a 
del artículo 1 10 y siguientes de la ley núm. 1893. Pág, 47. 
Jurisdicción.— \\ juicio universal de concurso deben acumularse 
los otros juicios que se siguen contra el concursado ante 
otros jueces. Pág. 81. 
Jurisdicción.— El contrato por el que una persona se compromete 
á buscar comprador para un buque que se pretende enajenar, 
no cae dentro de los términos de la cláusula final del inciso 
10. artículo 2. lev número 48: correspondiendo ser juzgado 
por los tribunales locales, Pág. 128. 
Jurisdicción.— La justicia federal es incompetente para conocer 
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ilel delito de substracción de mercaderías de un vagón 
cncomieiulas de un ferrocarril particular, imputado á 
guardas del misino. Pág. 1 50. 
htristiiccióu.— Es jues competente |)ara el conocimiento de 
pleitos en cpic se ejerciten acciones personales, con prefe- 
rencia al del domicilio de! demandado, el del lugar señalado 
explícita ó implícitamente para la ejecución de un contrato, 
cualesquiera que sean las pretensiones de él míe se -t 
den, Pág. 152. 

htñsdírc m .-Si el causante no hubiere dejado más que un solo 
ho redero, las acciones á que se refieren todos los incisos 
artillo 3284 del código civil, deben dirigirse ante el : 
del domicilio de este heredera como lo dispone el ar 
$285 del mismo código. Pág. 174. 
Jurisdicción. -B conocimiento de una demanda por cobro cte 
honorario!; de un depositario corresponde al jue* que enten- 
dió en la causa en que aquéllos fueron devengados. Pag. Jl* 
Jnrisdición.— La declaración de que un juicio por injurias y ca- 
lumnias deducido ante la justicia ordinaria local, es de com- 
petencia del jurado y no de ésta, envuelve una " 
jurisdicción de orden local, cuya decisión no co- 
á la corte suprema. Pág, 229. 
irisdtceióu.— Corresponde á la justicia nacional el conocimien- 
to de una demanda por daños y perjuicios causados pord 
retardo en el transporte de una carga, deducida por un - 
ciño de una provincia contra una empresa de ferrocarril 
tiene su domicilio reconocido en esta capital. 

El art. 205 del código de comercio, se refiere á la au 
ridatl judicial local dentro del orden jurisdiccional estabk- 
ci<k> por la constitución y leyes orgánicas, que no ha podido 
ni entendido revocar, Pág. 235* 
/«rúrfiYciVín.— El juicio promovido para el cumplimiento de obli- 
gaciones emergentes de actos comerciales debe sustanciarse 
ante el juez del lugar en que dichas obligaciones fueron con- 
traídas. Pág. 243. 
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Jurisdicción. — El conocimiento dd juicio sucesorio corresponde 
al juez del lugar del último domicilio del causante. Pág. 26 u 

Jurisdicción. — Los jueces federales sólo deben conocer de los de- 
rechos que afecten el orden nacional ó <mc se lian cometido 
eii alta mar o en lugares donde el gobierno nacional ejercí 
autoridad exclusiva. 

El detito de arrojar explosivos causando estragos y 
heridos en un teatro de la capital es, prima jacic ce caiáeler 
común, á diferencia de otros definidos y castigados por la 
ley de defensa social numero 7029, pues sólo importa un 
atentado análogo al previsto en el art. 25 de la ley número 
4180,, sin que afecte la soberanía ni la seguridad de la na- 
ción ó revista los caracteres de los otros delitos enumera- 
dos en el inciso tercero, capítulo 23 del código de procedi- 
mientos en lo criminal. 

Si hubiera de darse el articulo 32 de la ley número 
1029 el alcance de eme lodos los delitos reprimidos por 
ella, sin distinción de inst tuiciones ó de personas ofendidas, 
ni de lugares de ejecución, son de competencia de los jueces 
federales, se haljría investido á éstos en la capital y provin- 
cias de una jurisdicción más extensa de la eme el con 
puede conferirle, desnaturalizando su misión por el mismo 
hecho de convertirlos en jueces de fuero común. Pág. 263. 

Jurisdicción. — Es competente para conocer de acción de petición 
de herencia y de las incidencias de un juicio sucesorio, el 
juez míe pronunció la declaratoria de heredero y <mc es el 
del domicilio del heredero. Pag. 274. 

Jurisdicción.— En los casos de jurisdicción concurrente. la de- 
manfla deducida ante nn juez local puede. 110 habiendo siel 
contestada, inteqionersc ante los tribunales federales. Pá- 
gina 290. 

Jurisdicción.— corresponde á la justicia nacional el conoci- 
miento de una causa por el delito de hurto de mercaderías 
cometido en una estación de un ferrocarril de propiedad de 
la nación, en con^tnicción en una provincia. Pág 330. 
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nrisdicción.—S» correspondo á la justicia federal el conoci- 
miento de una demanda sobre petición de herencia, cuar. 
el juicio sucesorio en que ella ha sido instaurada se halla 
estado de indivisión. Pág. 336. 
Jurisdicción.— Es juez competente para el conocimiento de lo» 
pleitos eti «pie se ejerciten acciones personales, con preferen- 
cia al domicilio del demandado, el del lugar señalado, explí- 
cita ¿ implícitamente para la ejecución de un contrato, cua- 
lesqiúcra que sean las prestaciones que se demanden, *- 
principales, ya accesorias. Pág. 356. 
Jurisdicción.— Deben acninularse al juicio universal de concurso 
tuda* las acciones contra el fallido, de cualquiera naturaleza 
que sean» máxime cuando se trata fie ejecución hipotecaría 
sobre un inmueble situado en la jurisdicción del juez del 
concurso. Pag. $7.\. 
Jurisdicción.— Es juez competente para el conocimiento de los 
pleitos en que se ejerciten acciones personales, con prefe- 
rencia al del domicilio del demandado, el del lugar señalado 
explícita ó implícitamente para la ejecución de un contrato, 
cualesquiera que sean las prestaciones de él que se deman- 
den, ya principales, ya accesorias. Pág. $92. 
Jurisdicción.— No corresponde á la justicia militar el conoci- 
miento de una cansa por homicidio perpetrado por un cons- 
cripto en tugar no sujeto exclusivamente á la autoridad mi- 
litar ni en acto de servicio militar. Pág. 405, 
jurisdicción.— Véase "Acciones civiles"*. 

Jurisdicción federal.— i* tramitación de un exhorto de un joei 
de la Asunción fiel Paraguay no es del resorte exclusivo de 
la jurisdicción federal, Pág, 44¿- 

isdicción originaria.— I* ley mim. 3052, de 6 de Octubre de 
1890. sobre demantlas contra la nación, no es aplicable á las 
que se deduzcan contra una provincia, y ¡>or lo tanto, el ejer- 
cicio tic la jurisdicción originaria de la suprema corte no 
está subordinada para ser eficiente en juicio, á la condición 
de una previa gestión administrativa t*"" medio de actuacio- 

I 



nes oficíale» ante el gobierno ík* la provincia t'éiuai litada. 



L 

Levantamiento de cmbartjo. — Antes del cumplimiento de 
la forma lidad establecida en la segunda parte del articulo 
8¿8 del oVItgo civil, no procede el levantamiento de un eni- 
l>argo, solicitado por el deudor á título de hahe. cumplido 
las obligaciones que le imponía la transacción. 

Xo procede el levantamiento de un embargo trabado 
para asegurar el pago del crédito, «íus intereses y costas, si 
éstas se hallan aún impagas. Pág. 225, 

Locación. — El art. 1622 del código civil parte de la liase fie que 
ni el locatario lian becho manifestaciones fie voluntad ex- 
presa ó implícitamente aceptadas <jite alteren en algún sen- 
tido los términos del contrato de locación. IVig. ,v>5- 

Locación. — El une por vencimiento del contrato de locación y 
¡negó, por haber sido anulado el remate en que le fué ad- 
judicada la tierra que tuvo arrendada, queda en las condi- 
ciones de mi simple tenedor, carece de derecho para exigir 
el pago de b siembra, invocando (os artículos 153Ó y 1539, 
me. 4." del código civil. Dado lo dispuesto en los artículos 
citados y 110 concurrieron las circunstancias previstas en el 
iuc. 4.° del 1539,, el locatario, si nada establece al respecto el 
contrato, no puede cobrar el valor de las poblaciones, alum- 
bra do> y árlioles. que se hubieran hecho y plantólo doran li- 
la vigencia de éste. IVig. 433. 

M 

- 

Morca de fábrica. — Ka regla de que sólo las designaciones con- 
signarlas en el code.v medicatnetftarius sean de uso común 
ó puedan considerarse del dominio público, no e* absoluta ; 
hallándose establecido, por el contrario, que las denomina- 
ciones adoptadas como marca para designar un producto 
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farmacéutico. deben >er de pura fantasía, sin relación con la 
naturaleza de éste ó m$ propiedad^ medicinales. Pág. 212. 
Musites. --La* muelles no forman parte de la línea del ferroca- 
rril Córdoba y Knüario. autorizada por la ley 2540. Pág. 248, 

N 

X orificación til cesionario del ejecutante — Xo procede la 
notificación al cesionario del ejecutante, del auto de prueba 
f Helado en el juicio ordinario deducido de conformidad al 
articulo de la ley nacional de prf>cedim lentos. Pág, 150. 

XulUlad.— Véa>c "Corte Suprema". 



Pacto comisorio.— \\\ pacto comisorio estaWecMo sólo á favor 
de! veiideflor. no puede ser invocado por el comprador para 
demandar la rcctsión del contrato. Sí el vendedor no lia 
cumplido sus obligaciones. 110 puede, tampoco, exigir la re- 
cisión del contrato fundándose en el pacto comisorio esta- 
blecido á su favor. Pág, i $9 

Pacta de c nota-litis. — La nulidad de un pacto de cuola-lítis, ten- 
dría por resultado la ineficacia del pacto cuando el apodera- 
do pretendiera reclamar los beneficios estipulados ; pero no 
afecta la validez de la personería invocada por el apodera- 
do. Pág. 187. 

Payo ó Un falso mandatario— lü pago de buena fe por el deudor 
mediante error ó fraude de un falso mandatario del acree- 
dor, no extingue la obligación en perjuicio de éste, si no hay 
falta ó negligencia que pueda ser imputable al mismo. 

Perenciéit de instancia.— & articulo 4 " de ta ley numero 4550, al 
prescribir que la caducidad de la instancia no extingue la 
acción, lia querido favorecer al litigante originario, ó sea á 
quien compete dicha acción y no á su recmplizantc acci- 
dental para objetos determinados. Pág. íljf. 
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Pcrcnáótx de instancia.^ Patios los términos del articulo 9* de, 
la ley número 4550, dictada la providencia de "auto*" en 
im juicio de apremio, 110 puede ufarse la caducidad de la 
instancia. Pág. 222. 

Personería.— \m dispuesto en el articulo 1004 del código civil 
respecto de tas procuraciones ó documento* habilitantes, se 
refiere á las representaciones r gidas |)or el derecho priva<lo. 
y no á las que en desempeño de funciones pulseas ejercen 
los gobernantes de provincia y sus miniaros, Pág. 113. 

rrc*íc'n>cí.íi:.— 1>cIk- declararse operada la prescripción sea de 
acción real reí vindicatoria, sea de la personal subsidiaria, si 
han transcurrido más de treinta años sin que los demandan- 
tes tii sus antecesores hayan ejercitado acción áiguna para 
interrumpirla, ni haya mediado el caso previsto en el ar- 
tícnln .V)** det código civil. Pág. 194. 

Prescripción de documentos del Ham o Xachtiat en liquidación. 
— Los artículos 1 1 y u> de la ley núm. 3037 no acuerdan al 
I". anco Nacional en liquidación respecto á los deudores que 
ejecuta, el plazo extraordinario de catorce añ«** además de 
los tres del derecho común para el ejercicio .le mi - arciones. 



sea cual fuese la naturaleza de éste. Rl artículo 19 de la 
ley 3704 un consagra una excepción á los principios genera- 
les que rigen en materia de privilegios. l\'ig. 5. 
FroecdwtienUh— Véase "Corte Suprema". 



fcc&r/(/ía,--lJeclarada la reheldia, no corresponde acordar al re- 
lielde para que contóte la demanda, el término de 24 horas 
á que ae refiere el art. 12 tic la ley nacional de procedimien- 
to Pásí- 

decurso de nulidad.— VA artículo fi> de la ley 4«55 autoriza 
al recurso de nulidad para ante la corte suprema. T'ág. 212. 
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8&nm di qWfe fW afvkeMn á.wt/wla.—K* improcedente el 
recurs*. de queja iw>r apelación denegada, contra una sen- 
tencia de la cámara en lo comercial de la capital interpuesto 
ame la curte después de vencido él término previsto en los 
articulo* 231 de la ley nacional de procedimientos y 235 
código de procedimientos de la capital, I'ág. 34- 

tu tano </c ra -isián.—Ks improcedente el recurso de revisión 
fundado en él articulo 241 «le la ley 50, interpuesto contra 
una sentencia <|uc liizo lugar en jKirle á la demanda, sin 
contener decisión algtttta sobre cosas pedidas ,>or el actor. 
ÍVig. 04. 

Recurso de rvr/xñm.— De los fallos de la corte suprema no hay 
recurso alguno á excepción del de revisión, I'ág. 332. 

Ocurso cx!nlor<iuiarh.--K> procedente el recurso autorizado 
en el art. u de la ley 48, cuando se han invocado o|H.rtuna- 
menle en e] juicio los artículos 1 1 y tg de la ley níim. 3037, 
sosteniéndose que ellos hacían improcedente la prescripción 
prevista en el art. 8^H del código de comercio.— I'ág. 25. 

Ocurso extrtttmimarío.—Ks improcedente el recurso autorizado 
en el articulo 14. ley núm. 48. interpuesto, alegando cor re s- 
ijcmder el fuero federal en una ejecución, si una sentencia 
de la corte estableció que era de competencia de la justicia 
local la causa principal <k- míe deriva dicha ejecución. 

rág. 31 . 

Recurso extritonihwritK—E^ improcedente el recurso extraordi- 
nario previsto en el inciso 3." del articulo 14. ley 48. funda- 
do t-11 que se han desconocido las garantías acordadas por el 
articulo t8 de la constitución al resolver la cámara en se- 
gunda instancia, después de dictada y consentida la provi- 
dencia de - autos", sin sustanciar la causa con la expresión 
tle agravio* y contestación: 110 habiéndose cuestionado en el 
proceso la inteligencia de la citada cláusula constitucional 
v limitándose la sentencia apelada á interpretar y aplicar 
h-ye* de procedimientos judiciales que no han sido impugna- 
das como vinlalorias de la ley* fundamental. Pág. $L 



i 
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Hcc tirso extraordinario— Tus improcedente el recurso extraordi- 
nario autorizado por el artículo 14 de la ley 48. contra «tía 
sentencia f mirlada en el derecho común. que resuelve un in- 
terdicto en que son partes dos empresas de ferrocarriles na 
cionales. tas que no invocan derechos emergentes de 
la ley nacional de su concusión, ni lian cuestionado en id 
juicio la validez ó inteligencia de algunas de su* clásulas. 
Tág- 5«- 

Reeurso extraordinario. — La prueba de un hedió invocado 
en autos para fundar el fuero federal, es ajena al recurso 
extraordinario previsto en el articulo 14 de la ley núme- 
ro 487. artículo íi." ile la ley número 4055. Tág. 89. 
Recurso extraordinario,— Es procedente el recurso extraordina- 
rio previsto en el art. 14 de la ley iiúni. 4** >" art. ó." de la ic\ 
núm. 4055 contra una semencia (pie continua una pena im- 
puesta por infracción á la ley de aduana, fundada en míe se 
alegó la inconstitucionalidail de! tribunal de vistas de aduana 
que no impuso pena por diferencia de calidad de 'as merca- 
derías, síno que se limitó á practicar diligencias que sirvie- 
ran de base para la resolución condenatoria pronunciada por 
el administrador de aduana, y debe continuarse la sentencia 
recurrida en la parte materia del recurso, l'ág. 92. 
Recurso extraordinario.— So es definitiva, á los efectos del re- 
curso del art. 14. ley 4* >' r, ° fe* -*°55. "na sentencia que sin 
pronuncia r<e sobre el fondo de" la cuestión, deja sin efecto 
el fallo del inferior, ordenando se de á la causa el curso (pie 
corresponde, l'ág. o/). 
Recurso extraordinario. — La simple aplicación é interpretación 
de la ley procesal núm. 4550. complementaria de procedi- 
mientos, es ajena al recurso extraordinario previsto en el 
artículo 14 de la ley número 48 y rV' de la ley número 4055. 
Pág. í24. 

Recurso extraordinario.— Xa es definitiva á los efectos del recur- 
so extraordinario previsto en los artículos 14. ley 48 y ó, 
ley 40:5. una sentencia que declaró inaplicable la ley 5315 
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íiivocadü (Mi un juicio ejecutivo qwedaiido al recurrente Ja 
vía ordinaria donde puede hacer valer sus derechos. 
I'ág, too. 

Kciiirso cstraprdiñjarip, — !,a i nur prefación y aplicación de las 
consMtttciones y leyes locales de procedimientos, sin que en 
días st* contenga una decisión cum rafia la constitución 
nacional, tratado ó ley del congreso, ni» pueden fundar e. 
recurso extraordinario del artículo 14. ley mun. 48 Pág. 201. 

Recurso extraordiharhi — La decisión acerca de una palabra 
■■ni picada como marca de fábrica ha pasado ó no al uso 
común y era del dominio púhlic< M "a fecha dada, iuipuf 
ta mu pronunciamiento, no sobre 1 icrpret ación ó inteligen- 
cia de la ley núm. 075. sino sobre una cuestión de hecho, que 
la corte suprema im puede rever en el recurso extraordina- 
rio del articulo 14. ley nútn. 4Í*. Págj 212. 

'ftytwrsa i'.vlititinfimtrto.—l/d simple declaración de eme la justi 
ei;i lueal de la capital es competente para conocer de 11 
querella por lo> delitos de cahimuia é. injurias cometidos |kit 
medio de la prensa, sin ¡niponer i»eiia alguna al acusado, no 
impliea la de la ley que corresponda aplicar, ni la de que ha- 
brá condena: por lo ¡qué es improcedente contra rd decisión 
el rectirso extraordinario del art. 14. ley núm. 48. fundado 
eu el art. ¿2 de la constitución nacional. IVig. ¿31, 

h'irttfso cxtnhirtHttiti'io c/f materia penak — Las resoluciones con- 
denatorias fundadas en la ley número 400.7, n,ne prohibe los 
juegos de azar en la capital y territorios nacionales, no pue- 
den fundar el recurso autorizado por el artículo 550 del 
código de procedimientos en lo criminal, Pág. ¿40, 

Kccnrjio twtrttonthhtrm. — El recurso extraordinario autorizado 
ésta sujeto á las restricciones, en cuanto á la cantidad liti- 
giosa, que existen respecto del ordinario previsto en el ar- 
tículo .v w de la citarla ley núm. 4055. I'ág J4R 

Recurso extraQrdhiaru). — tía Corle Suprema no puede rever en 
un recurso extraordinario la- coiteulsiones de hecho de I 
sentencia recurrida en cuanto á la forma irregular con que 



w extraordinario.— Es improcedente el recurso extraordi- 
nario airtoriaado por et articulo 14 de la ley 4$, contra una 
sentencia fundada en el derecho común, que resuelve un in- 
terdicto en que son partes dos empresas de ferrocarriles na- 
cionales, las que no invocan derechos emergentes de 
ta ley nacional de su concesión, ni han cuestionado en el 
juicio la validez ó inteligencia de algunas de si» clásulas. 

Recurso extraordinario.— La prueba de un hecho invocado 
en autos para fundar el fuero federal, es ajena al recurso 
extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley núme- 
ro 487, artículo 6.* de I» ley número 4055. Pág 80. 
Recurso extraordinario— Es procedente el recurso extraordina- 
rio previsto en el art. 14 de la ley núm. 4* y »«■ 6 -° ta ,e > 
núm. 4055 contra una sentencia que confirma «na pena im- 
puesta por infracción á la ley de aduana, fundada en que se 
alegó la ínconstitucionalidad del tribunal de vistas de aduana 
que no impuso pena por diferencia de calidad de 'as merca- 
derías, sino que se limitó á practicar diligencia* qne 
ran de base para la resolución condenatoria pronunciada pw 
el administrador de aduana, y debe confirmarse la sentencia 
recurrida en la parte materia del recurso. Pag. 9a. 
Recurso extraordinario. — No es definitiva, á los efecU-s del re- 
curso del art. 14. ley 48 y 6 • ley 40$$, «na sentencia que sin 
pronunciarse sobre el fondo de' la cuestión, deja sin efecto 
el fallo del inferior, ordenando se de á la causa el curso que 
corresponde. Pág. 99. 

vrso extraordinario.— La simple aplicación é interpretación 
de la ley procesal núm. 455o, complementaria de procedi- 
mientos, es ajena al recurso extraordinario previsto en el 
articulo 14 de la ley número 48 y 6* de la ley número 4055. 
Pag. 124. 

R*c*rso extraordinario— es definitiva á los efectos fiel recur- 
so extraordinario previsto en los artículos 14, ley 4* >' 6 - 
ley 4055. una sentencia que declaró inaplicable la ley 5315 
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invocada 011 un juicio ejecutivo quedando al recurrente U 
vía ordinaria donde puede hacer valer sus derechos. 
Pág. KJO. 

Rec tirso extraordinario, — La interpretación y aplicación de las , 
constituciones y leyes locales de procedimientos, sin que en 
ellas se contenga una decisión contraria á la constitución 
nacional, traiado ó ley del congreso, no pueda» fundar e» 
recurso extraordinario de! artículo 14. ley núin. 48 Pág. 201. 

Recurso extraordinario. — f«a decisión acerca de nna palabra 
empleada como marca ele fábrica ha pasado ó 110 al uso 
común y era del dominio público en una fecha dada, impor 
ta un pronunciamiento, no sobre interpretación ó inteligen- 
cia dé la ley núm. 075. sino sobre una cuestión de hecho, que 
la corte suprema no puede rever en el recurso exlraordína- 
rio del articulo 14. ley núm. 48. Pág. 213. 

Recurso extraordinario. — La simple declaración de que la justi- 
cia local de la capital os coi upe ten te para conocer de una 
querella |>or los delitos de calumnia é injurias cometidos por 
medio de la prensa, sin imponer pena alguna al acusado, no 
implica la de la ley que corres|x>nda aplicar, ni la de que ha- 
brá condena; |x>r lo que es improcedente contra tal decisión 
el recurso extraordinario del art. 14. lev núm. 48. fundado 
en el art. de la constitución nacional. Pág. 231. 

Recurso extraordinario en materia penal. — Las resoluciones con- 
denatorias fundadas en la ley número 4007. que prohibe los 
juegos de azar en la capital y territorios nacionales, no pue- 
den fundar el recurso autorizado por el artículo 550 del 
código de procedimientos en ln criminal. Pág. 240. 

Recurso extraordinario, — El recurso extraordinario autorizado, 
está sujeto á las restricciones, en cuanto á la cantidad liti- 
giosa, que existen respecto del ordinario previsto en el ar- 
tículo %* de ta citada ley núni. 4055. Pág. 248. 

Recurso extraordinario. — l,a Corte Suprema no puede rever en 
1111 recurso extraordinario las conculsiones de hecho de la 
sentencia recurrida en cuanto á la forma irregular con que 
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una empresa de ferrocarril lia llevado sus libros y en cnanto 
á la omisión de aviso oportuno de la llegada de la carga. 
Pág. 270. 

Kcatrso extrat>niimrio.~& los efectos de la procedencia del re- 
curso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley núm. 48. 
110 es menester (pie la sentencia recurrida haya sido pronun- 
ciada en juicio ordinario, hasta que ella tenga el carácter de 
definitiva y la autoridad judicial que la haya dictado sea el 
superior tribunal de !a provincia en la materia sobre que 
versa Ja cuestión. 

F.s procedente el recurso del art. 14 de la ley núme- 
ro 48 contra una resolución tic la Corte Suprema de una pro? 
vincia que niega eficacia á un título de calígrafo expedidu 
por la autoridad nacional. Pág. 294. 
Recurso extraordinario— Vara la procedencia de la tercera in>- 
tancia autorizada por el art. 14. «*é la ^ »» m - 4**. 110 

basta que se haya disentido durante el juicio la inteligencia 
tic alguna clausula de la constitución 3 de un tratado ú ley 
dei congreso ó una comisión ejercida en nombre de la auto- 
ridad nacional: es indi>peiisable que la decisión definitiva 
sea contraria á la validez del titulo, derecho, privilegio ó 
exención f mulada en dicha cláusula. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra una 
resolución que se limila á establecer que un ministro nacio- 
nal no puede, por actos cometidos en el desempeño de su 
cargo, ser traido ante los tribunales, sin que previamente 
haya sido despojado del fuero en juicio político. Pág. 317. 
'xscurso extraordinario. — Es improcedente el recurso extraor- 
dinario previste en el art. 14 de ta ley núm. 48. cuando en 
el pleito 110 ha sido cuestionada la inteligencia de la cláusula 
constitucional que se cita al fundarlo y que sólo se la men- 
ciona después de tallada la causa. Pág. 345. 
Recurso extraordinario*— La interpretación de disposiciones del 
tratado de derecho penal concluido en Montevideo íley nú- 
mero 3702 ) hecha sólo en el concepto de que ellas se hallan 
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incorporadas á In legislación nacional, sin que el apelante 
haya hecho valer en el juicio derecho alguno especi al mente 
consagrado por el citado convenio internacional, no da lugar 
al recurso previsto en el art. 14 de lay númñ 48. Pág. 351. 

{¡¿curso extraordinario.— %s improcedente el recurso extraordi- 
nario previsto en el art. 14 de la ley núm, 48, deducido contra 
una resolución definitiva de un juez del crimen, después de 
vencido el plazo de cinco días señalado en el art. 502 dql 
código de procedimientos en lo criminal. Pág. 377- 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordinario 
del art. 14, ley núm. 48, contra una resolución pronunciada 
en un juicio de expropiación en el que no se ha planteado 
cuestión alguna de carácter federal, y basada en la constitu- 
ción provincial y leyes procesales, (pie no han sido impug- 
nadas como contrarias á la constitución nacional. Pág. 38 í. 

Recurso cxtroordinark>.—\.a admisión del fuero federal no auto- 
riza el recurso extraordinario del artículo 14, ley 48. 
La determinación de los requisitos de la cosa juzgada co- 
responde al derecho común, cuya aplicación es ajena á dicho 
recurso. Pág. 427. 

Recurso extraordinario. — Habiéndose sostenido que la interpre- 
tación en tal sentido de un articulo del código civil seria re- 
pugnante á la constitución nacional, procede el recurso ex- 
traordinario del artículo 14. inciso 3° de la ley núia 48* 
aun cuando el superior tribunal haya omitido pronunciarse 
sobre este pumo, si es que no ha consignado en su resolu- 
ción que la ley respectiva de procedimientos le impidió to- 
mar en cuenta la cuestión planteada, en razón de la opor- 
tunidad en que lo fue. Pág. 429. 

Recurso extraordinario —So obsta á la procedencia del recurso 
extraordinario del art. 14 ley 48. la circunstancia de no ha- 
ber pronunciamiento expreso en la resolución apebda, 
acerca del alcance de disposiciones del tratado de derecho 
procesal que se ha invocado en la gestión. 

La corte suprema no puede en el recurso extraordina- 
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rie del art. 14 ley 48. rever una resolución de los tribimafe* 
locales, que. interpretando y aplicando el art. 527 del códi- 
go de procedimientos de la capital, establece que el soste- 
nimiento de un embargo trabado á petición de un juez de 
la Asunción >e opone á la eficacia ó efectos legitimas de 
otro anteriormente trabado por un juez del país en ejecución 
en que ya existía sentencia tí míe. Pág. 4,$, 

Recusación. — Es improcedente la recusación de un ministro de 
la corte deducida vencido el plazo de tres días contados des- 
de la notificación de !a providencia de "autos". Pág. 281. 

Reivindicación.— Procede la acción rei vindicatoria, entablada 
contra una provincia [jara recuperar una faja de terreno 
destinada por el gobierno á camino público y usada como 
tal sin haberse indemnizado al propietario. Pág. 64. 

Reivindicación,— V,s improcedente la aceión reivindicatoría fun- 
dada en que el demandado no ba cumplido el caigo resolu- 
torio impuesto por el actor, mu plazo para mi cumplimiento, 
al vender el terreno que demanda. Kn tal caso, á falta de 
termino convenido para la ejecución del cargo, ba debido 
solicitare la determinación judicial de dicho término, con- 
forme á lo prescripto en el articulo 561 def código civil. 
Página ido. 

Reivindicación.- Kas provincia- pueden reivindicar, sin necesi- 
dad de presentar un título especial, la> tierras míe se hallen 
en las condiciono determinadas por el articulo 2342, inciso 
r. n . del código civil, no obstante la disposición general con- 
tenida en el articulo _» t VM del mismo. Pág. 204. 

Regulación de honorarias.— la* decisiones judiciales sobre ho- 
norario- tienen el carácter de sentencias ante el tratado de 
derecho procesal de Montevideo, aprobado por la ley nú- 
mero $H)2. Pág. lio. 

Representación en junco.-- Las atribuciones conferidas por el 
articnlfi 152 de la constitución de la provincia de Buenos 
Aires v lev de 12 de Abril de ojoi al fiscal del estado, son 
para ejercer-e dentro de la jurisdicción territorial de la 



provincia y ii" ante un tribunal de ajena jurisdicción y 
que tiene su asiento en territorio distinto, l'ág. 187, 

Revisión de sentencia. — Kl recurso de revisión no constituye un 
juicio nuevo, no pudiendo las partes pretender se resuelva 
por mayor número de ministros de los une intervinieron 
en la sentencia principal, sin separar de su conocimiento 
á éstos, mediante reculación sin causa deducida fuera 
del término legal. IVig, 281, 

A\»/xi. — El robo en despoblado y con arma* cometido mediando 
Complot y nocturnidad debe castigarse con Ja pena de diex 
años de penitenciaria. Pág. 30,. 



Sentencia. — La parte dispositiva tic la sentencia es lo que cons- 
tituye el fallo y nú su- considerandos ó la apreciación de 
los elementos de prueba. IVig. 04. 

Sobrantes de tierra pública en h provincia de Hítenos .tires,— 
l,a mensura de que habla la ley sobre sobrantes de tierra* 
públicas y la intervención del departamento de ingenieros, 
son las pruebas comunes de las que puede resultar com- 
probada la exigencia de sobrantes : pruebas que 110 excluyen 
la que importa el propio recouoi'iniiento fie jos particula- 
res en actos públicos, fie que poseen tierras fuera de sus ; 
títulos. Pág. 204. 



Tratado de derecho procesal de Montevideo. — Los artículos 9 y 
10 del tratado de derecho procesal de Montevideo no tienen 
en vista el cumplimiento de sentencias, sino el de medidas 
dictadas, durante la substanciación de los juicios, y el art. 
7 * según el cual, cuando se trata de ejecución de éstas y el 
juicio á que su cumplimiento dé lugar serán los (pie de- 
termina la ley de procedimientos del estado en donde sé 




pide la ejecución, no establece distinciones entre los casos 
de inscripción, anidación ú otros análogos y los de simple 
condena al pago de sumas de dinero que se intente hacer 
efectiva fuera del estado donde se haya seguido el juicio 
y dictado la semencia. IVig. 44 2 * 
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iContinuaciún) 

CAUSA CXVII 

Fisco Nacional contra i'alcntín Qitirós, sobre derecho prefe- 
rente para cobrar impuesto 

SltítiárioS i." I<a ley uitiii. 37ÍV4 no ha establecido que los crédi- 
tos ]>or impuestos deban satis facerse antes <|ue cualquiera 
otro, sea cual fuese la naturaleza de éste. Kl artículo 19 
* de la ley 3704 iui consagra una excepción á los principios 

generales que rigen en materia de privilegios. 
2." Por gastos tic justicia detien entenderse los verificados en 
la conservación de la cosa y tienen privilegio sujwrior al del 
fisco y municipalidades. 

Coso: l.o explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Mendoia, Octubre IG de IW 

Vistos y considerando: 

Qne la cuestión á resolver en el presente caso es si el depo- 
sitario de los objeto-; etnliargados y rematados, don Nicanor 
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fraga Sánchez, tiene derecho preferente para el pago dé su> 
honorarios, cobrándolos del precio obtenido en el remate de 
aquéllos, salvo el <|iic corresponde al fisco por el crédito proce- 
dente de imputólos internos contra don V alentín Q«iroz, 

El señor procurador fiscal en su oposición sostiene la lié- 
gativa, fundándose en lo dispuesto en el art. lo de la ley 37' 
y en que existe un embargo pendiente sobre las boletas de de- 
posito á i|iie «te refiere el solicitante. 

Este ei tilia rgo, desde luego, resulta sobreabundante, y su 
único e f celo es sólo et de inducir en error, desde que el dinero 
que ha sido su objeto no es sino el producido de la venta de las 
cosas rjue la parle representada \tor el señor fiscal ya había em- 
bargado, copia fs. 8. 

Que aún cuando la sanción de la ley ¿7Í4 es de í celia pos- 
terior á la del código civil, la disposición del art. uj de aquélla 
creando á favor del nsco el privilegio cs|xrcial de <¡ut -e hac.r-. 
mérito, no puede entendérsela cuino i|ue deroga las reglan del 
derecho común sobre preferencia de los créditos provenientes 
ric gastos de justicia, cuino son honorarios y demás que cobra 
el depositario, cuya gestión ha tendido precisamente á asegurar 
la efectividad del jwgo pretendido por el fisco, (arg. art-. ,í«»oo. 
.v>»i. 3^7'! y conc. eód. civil). 

Que el pi opósito de ta ley 37Ó4 al establecer el privilegio de 
su art. uj es, por una parte, el de asegurar el jwigo de los créilit' is 
provenientes de impuestos internos. \. por la otra, colocar á 
e*Oh misinos ciéditos en una situación más ventajosa para el 
erario público que la de los demás créditos fiscales ya favoreci- 
das ;jor el privilegio del art. 3914 del código eivi!. I'en» quctfc 
dicho ya que los gastos de justicia, ó sea, en el caso, el cobro de 
depositario, tienden á alcanzar ese propósito, y no es por tanto 
contradictorio el derecho preferente de los gastos de justicia 
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con el privilegio especial asegurad" al risco por la cítaífe ley 

Jít-rííi tamhiéu inconveniente |Kira los bien entendidos inte- 
reses tíel risco una jurisprudencia que negara sus derechos á los 
distintos auxiliares de la justicia qtK?, corrió Braga Sánchez, en 
el raso, han contribuido á que el erario público perciba lo que se 
1e adeuda pOff Concepto de la ley especial. 

A «i lia .M>ido entenderlo vi niismo señor procurador riscal, 
cuando á fs. 5 descontaba >a I"" gastos de dcpof.it o. y en su 
vista de fs. ¿2 -e limitó a observar las parí irlas de la cuenta pre- 
citada por lirada Sánchez, cuando á K 17 vta. se noticia y 
consiente en el pago de la cítenla del martiliero y sin que el 
reñíale estuviera aún aprobado, y finalmente, cuando en los b 
autos núm. 75W i íí f& -|o pide que se pase a la cuenta de la 
administración ^ ¡mptífestOS internos c! -aldo de los fondos 
depositados. e> decir, lo tute quedaba después de -atisíaecr los 
honprípos y demás costas, entre ellos, los honorarios del tnisroo 
señor riscal. 

IW estos fundamenlos, no ha lugar a la oposición formu- 
lada por d señor fiscal, á fs. 7.V >" «te» ,11 entrega ordenada 
á fs. ;> vta. C'.piese. rci/mg;w y hága*e -aWr. 

/Vífr<j 7". Jurera. 

SENTENCIA DE I.A CAMARA t EDERAL 

V victos: 

tW Slts fundamentos se confirma el auto a|x-lado *le ís. 77. 
Notifiqitefe y devuélvase. 

Aiujct Ih tfajtu.— . I ¡10 I'crn-ira Corivs. 

- JlUlil . I. (i'íItYÍH. 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR OENERAL 



Suprema Corte: 

Reproduzco mi dictamen de fs. 83, y, atento lo que dispone 
e* att. ííj de la ley 3764, que acuerda un privilegio especial á fa- 
vor del fisco por los créditos provenientes de impuestos internos 
subre todas las maquinarias, enseres y edificios de la fabricación 
pido á V. E. se siiva revocar ta sentencia de la cámara inferior, 
y la 'le 1 A instancia, declarando procedente la oposición de! pro- 
curador fiscal, en sn vUta de fs. 73. 

Luis ü. Molina. 

FALLO DÉ LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires, Diciembre 2a de l'iOO. 

Vistos y considerando : 

<}ue e! art. 19 de la ley 37(14 se limita á disponer que los eré- 
ditos por impuestos internos gozarán de privilegio especial sobre 
tedas las maquinarias, enseres, edificios de !a fabricación y pro- 
ductos en existencia, sin que el legislador haya establecido que 
dichos créditos deban satisfacerse antes que cualquiera otro, sea 
cual fuera la naturalc7a de éste. 

Que les privilegios son de derecho estricto ó de aplicación 
literal y restrictiva, y dado el carácter de ios gastos de justicia, 
cuyo pago ha querido la ley común que se haga en primer tér- 
mino, no hay motivo para suponer que el citado art. n> consagre 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



9 



una exección á los principios que rigen en la materia desde que 
el iisco lia tenido tjue hacer efectivo? sus derechos en juicio y 
nulo mediante las erogaciones propias de éste, puede cobrar c! 
impuesto íart. 25, ley 3Éfe-£t| y sig. ley 50; arts. 3870. jrjoo. 

código Civil). 

( Hie en el caso. |>or gastos de justicia, deben entenderse los 
verificados en la conservación de la cosa (nota al art. 387») cita- 
do}, y con arreglo al art. código civil, ios gastos de con- 
servación tienen privilegie superior al del fisco y mu^ricipali- 
iíades. 

(jue correspuiilc, sin embargo, eliminar de la cuenta del de- 
positario la |»rlida de |>esos 201 i ís, 64) por alquileres de la 
casa en que se hállala la destilería y permanecieron los útiles 
etc., de és:a hasta su venta ' fs. 8 y g vta, ». «lado que el inmueble 
está afectado al crédito del Iisco. 

|n sn mérito y por los fundamentos concordantes á que se 
1 enere el auto de fs. 83 vta,. se lo confirma con la salvedad in- 
dicada en el ultimo considerando. Las costas de la instancia se 
abonarán en el orden causado, en atención á la modificación he- 
día en el auto recurrido. 

Notifkpiese con el original y devuélvanse, debiendo reponer- 
se los sellos ame el inferior. 

A. Bermejo - Nicanor G. del So- 
lar - M, Daract. 
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CAUSA CXVNI 

Tomás Atjnero contra el ferrocarril Gran Oeste Argentino por 
rc petición de pago y dañas y perjuicios. Competencia 

Sumario Es competente* para conocer de mi contrato de tran- 
jK>rie por ferrocarril el juez del lu¿;ar donde >e halla la La- 
lación de arribo, áíííitiíte ésta no pertenezca á la lima férrea 
de la empresa une hizo el contrato. Corresponde el asunto 
ü la iu*tu*ia federal si el fttero surte por taitón dé las per- 

tVwi>: Se explican la* siguientes piezas: 

DICTAMEN |>KL SI SOR PROCL'HAOOR OEW-RAI. 

Buenos Aitvi, Dirivrnliic 2 de 

Suprema forte: 

Pi r él o intrato de transporte de ipte aipti se trata, la uiipre- 
si demandada Sfi obligó á conducir l.i mercadería materia de 
aquel, desde San Juan hasta Santiago de! KMero; interviniendo 
en el transporte las varias empresas enyo recurrido es necesario 
utilizar, para ir fie un punto á otro di- los expresados, siendo de 
aplicación en tal taso el art. 10,3 del Código de Comercio y la ju- 
Aprudencia c< instante de V. Iv. e¡tie consideran como si fuera 
una ta empresa naiisportadora. conservando sus obligaciones ¿e 
acarreador i»ara con el cargador, la empresa que contrató el 
transporte, y justiciable ante el juez competente del lugar de la 
elación de partida ó de arrilio. á voluntad del cargador y dc- 
imindantí' (art. 305 riel Código de Comercie . 1 . siendo de enten- 
derá, en el caso, que las expresadas estaciones üou aquellas en 
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que se expidió la mercadería i San Juan» y la de su destino 
(Santiago del Kstem». (Tomo 68, pág, 413). 

Kn tal situación, y dentro de tales conceptos, aun cuando el 
fcTroL-iinl demandado no tenga estado» en Santiago del latero, 
ía obligación comraida de poner allí la mercadería nbjeto del 
c< mi rain, importa hacer de esa ciudad el lugar designado para su 
cumplimiento, siendo el juez de esa jurisdicción el competente 
para entender en el juicio, con tanta mayor razón cuanto que lia 
*ido elegido por el actor á mérito del derecho que le reconoce 
el ya citado articulo 305 del Código de Comercio. V re*i litando 
que la empresa demandada tiene sn domicilio en Mendoza, 
usidieiido el actor en Santiago del Estero, procede la competen- 
cia cíe la jurisdicción federal por razón de la distinta vecindad de 
la- panes .cuya nacionalidad argentina no ha sido puesta en 
duda. 

La claridad de las disposiciones citadas, la uniíornie juris- 
prudencia de Y. K. al respecto, así como la fatla de consistencia 
en la iiUc»'pretacu.n dada por la sentencia de ís. 150 á aquella-, 
me eximen de entrar en mayores desenvolvimientos, para ¡Jedir á 
V. I?, como lo hago, que dando trámite al presente recurso, por 
tratarse de una -enteneia que niega la jurisdicción federal re- 
ferida por una de las parles ( Tomo 87. pág. 77), se sirva revo- 
car la sentencia del inferior í fs. 159». declarando que el señor 
juez federal de Santiago del latero, es y lia sido competente para 
conocer Cli este asunto, y mandando devolver estos autos á lo* 
1 fíelo* que corre-] tonda. 

Julio PoU t. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire*. S8 de Diciembre de I9W 

Vistos : 

He acuerdo con lo dictaminado |*,r el señor procurador ge, 

mral y lo resuelto por esta corte en los casos de los tornos 68. 

pagina 413 y 06 1>% 21 y otros, se revoca el aut.. recurrido de 
fojas 159. 

Xoiifíi|iicsc con el original y repuesto el p*rjéj, devuélvanse 
a los efectos que eonspoiide 

A. Bermejo- Nicanor G. del Solar - 
M. P. Daract. 



CAUSA CXÍX 

j 

I.ufnry ¡i. Pulcstuti afielando di- iota resolución de aduana 

ttwiatios ü£ lís procedente el reeursn previsto en el articulo 3,", 
inciso 2." de la ley núm. 4055 si resulta de la manifestación 
del consignatario que el valor cuestionado, en «na cansa de 
aduana, alcanza al que detennina aquel articulo. 
2 '° Xo l>»lHMtilo manifestación errónea ó falsa calidad, no son 
aplicables los arts. 128 y 930 de las ordenanzas de aduana 



í uso : Lo explican las piezas siguientes : 
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SENTENCIA DEL JUEZ DE F i DERAL 

La Plita, Mayo 5 de 1909 

Vistos: 

l'or él recurso de apelación interpuesto ríe la resolución fiel 
administrador (le aduana de esta ciudad corriente de f. i¿ vuc!- 
t<i :i 1 5 de estos ailtOS. 

Considerando: 

[.* En cuanto á la improcedencia alegaría tleí parle de foja 
primera, devado por el empleado Pedro Moy, el recurso es in- 
f lindado, pues lia sido formulado por escrito, art. 1039. ordenan- 
ras fie ar luana y contiene enunciaciones tme encuadran dentro 
de ln dispuesto por el art. 1040 siguiente. J«a ley no establece 
furnias estrictas para las denuncias ele defraudaciones á la renu 
publica. Aun pueden fundarse en sospechas tío tpic se pretende 
cometerlas, 'decreto de .20 r!c Noviembre de 1900). Basta^pues, 
nne tengan algún ilato concreto y pertinente. |»ara que se prr>ccda 
;'i la instrucción del sumario, ó sea á la averiguación de los lie- 
dlos en el caso de que se trate, sin perjuicio, se entiende, de en- 
contrarse ó no. mérito para la imposición de |>enas. 

2." En cuanto al fallo recaído en el sumario originado |wr 
la aludida denuncia del empleado Moy, atenta las constancias 
del mismo, y las del expediente gulx-rnativo iiíim. 2787. núme- 
ro 908, pedido ad effceUuit vivendi al ministerio de hacienda, 
el jurgado no puede confirmarlo. Se establece en dicho tallo qne 
para los derechos á cobrarse por los 4000 cajón s marca M. C, 
pedidos á despacho por pe/miso número 1036, debe estarse á la 
tasa impuesta al kerosene. Pero habiendo el ministerio de bacien- 
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da resuello con ocasión tic la consulta de los señores «Molinero 
y Comi>añia que la asparína (mercadería contenida en los expre- 
sados cajones y de que son dueños según ío decoran á i. i del 
expediente mencionado!, debe considerarse como de valor de- 
corado con el derecho general del 25 l*»r ciento el fallo del ad- 
ministrad, ir de aduana, aunque dictado con autoridad, pero 
suspendido en sus efectos ]K»r él recurso, 110 puede prevalecer 
sobre aquella, proveniente de la autoridad á quien compele deci- 
dir en definitiva sobre la forma de despacho de las mercadería-. 

Insultarían de lo contrario, dos resoluciones: una del infe- 
rior y otra del superior (jerárquico, incompatibles en % lo que 
no C*s admisible dentro del orden administrativo. 

3* En cuanto a la pena de dobles derechos impuesta jHtr 
el fallo mencionado, si bien era justificable desde que para el 
cobro ile los derechos se equiparaba at kerosene la mercadería 
manifestada después de la resolución del ministerio estableciendo 
una clasificación distinta para el producto de une se tn-ta. ó sea 
la correspondiente á las mercaderías no incluidas en la tarifa de 
avalúos, la expresada pena 110 tiene ya razón de ser : debiendo se- 
gún la última, liquidarse los derechos en 1a forma prcseripia 
por el inciso segundo del artículo 12 de la ley de aduana vigente, 
y si el valor declarado se considerase bajo, seria enlomo de 
aplicarse el art, 134 de las ordenanzas y sus correlativos 59 y 00 
del decreto reglamentario de aquella, fecha Mayo 31 de njof». 

F.s de considerar además, que la consulta de Molinero y 
Compañía, dueños de la mercadería aludida, se hizo c .11 ante- 
rioridad á la ititroducióu tic los 4000 cajones que ta contentan ; 
y fué después de una accidentada tramitación con informes di- 
versos y reconocimientos técnicos, <pie el ministerio expidió su 
citada resolución definitiva de 16 de Noviembre ifiott. modifican- 
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do otra d»! mismo, fecha 7 dé Julio. Se ve también del sumario, 
tute el ¡efe de l;i oficina de vistas opinó cu sentid*» desfavorable 
;> la denuncia. Tudas estas circunstancias, demuestran, en eou- 
junn». t|iie tintes de ];i resolución mi Historial, el caso sometido 
á la decisión de la aduana, lejos de ser clara, nírecía dudas y con- 
fusiones (¡ue aquella vino á despejar. 

Por estas consideraciones, el juzgado resuelve dejar sin 
efecto el fallo apelado, debiendo estarce á lo dispuesto por el 
umuíMcHii de hacienda e» la resolución tlje 16 de Noviembre de 
tipS. inserta en el Itoletiu Oficial núm. 4407: con aplicación del 
ai líenlo 147 «le las ordenanzas y correlativos del decreto regla- 
mentario de la ley de aduana, si ocurriese lo previsto por el ci- 
tado artículo— sin especial condenación en cOStító por no cxi>tir 
mérito para íninotterlás, 

llagase sal te r. y ejecutoriada íjtte fuese la presenta, de- 
vuélvase al ministerio de hacienda el expediente (raido mi c//*v- 
t'.tm vldcndi. 

Bmilip I lllafañc. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Li Plata- OctubTt? 3C de 19(9. 

Vistos y considerando: 

<Jue el presente proceso formado contra el agente del vapor 
'Swedish Trince'", no se bahía seguido seguramente basta el 
estado actual tlé la cansa, con perjuicio del comerciante importa- 
dor, si el empleado de aduana denunciante ele la supuesta infrac- 
ción á las ordenanzas de aduana, hubiese cumplido, en cuanto á 
la forma y tivni|io de hacer la denuncia, con las disposiciones 
«L- los artículos mil treinta y nueve y mil cuarenta de las citadas 
ordenanzas. 
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Que estos autos prueban acabadamente <¡uc el comerciante 
introductor «Id jietróleo imimro no ha infringirlo ninguna dis- 
posición de la* leyes de ordenanza que le haga merecer la pena 
prevista por la ley. Si, pues, no se ha proliado introduce iún clan- 
destina, error ó falsa declaración que ocasionase t*er juicio á la 
renta fiscal. En el "manifiesto" aduanero declaró el importador 
la introducción de naftarína ó |it*tró'"i impuro, y según el infor- 
me del vista i\ H. dos, el análisis cualitativo de los técnicos de la 
administración, y resolución autorizada del ministerio de Ha- 
cienda, cu " Noviembre id de 1908, á fs. 6t". la naftarina no es 
kerosene, como opinó el empleado denunciante, sino "aceites so- 
lares impuros". 

Luego, la mercadería importada, está de acuerdo con el 
"manifiesto aduanero". 

Que por otra |>arte, no se ha ocasionado perjuicio á la renta 
aduanera, como lo reconoce el ministerio fiscal ú fs. 8a 

l'or estos fundamentos, concordantes de la sentencia de 
fojas 07 y dictamen del señor procurador fiscal de cámara, se 
confirma la sentencia apelada, en cuanto absuelve de pena al 
acusado, sin perjuicio^de la obligación «te pagar los derechos 
aduaneros míe corresponden á la mercadería iuiportada. 

Las costas de esta instancia á cargo de la parte apelante 
vencida, de acuerdo con el artículo 144 del Código «le Procedi- 
mientos en lo criminal y articulo y." «te la ley «le aduana vigente. 

Devuélvase y repóngase. 

Daniel Goitia. — Joaquín Carrillo. — Mar- 
celino Escalada. 
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VISTA DEL PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Altes, Diciembre 22 de 1509. 

Suprema Corte: 

El recurso interpuesto es procedente por estar amparado 
\ or lo* artieuta iiidsoj? 2 y 6 de la ley 4GV. 

Por las razones <|ue tundan las semencias del señor j«¿ 
federal y de la excelentísima cunara .le ablación, considero 
t¡oé tlebe confirmarse el fallo de la >etíiinda, en cuanto absuelvo 
t!e pena al acusado, y mandar pagar los dereclms «le arliiana. que 
correspondan a la mercadería tiitn ^Titcúla. cíe acuerdo con la 
resolución del señor ministro «le hacienda de fecha ífí de Xo- 
\ iembre cié 1903. 

Pido h \". [•.. se sirva re-olvcrlo. 

Julia Bote*. 



FALL"? DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire*, Dkftmbre 30 de I9C0. 

Vistos y considerando; 

Que las constancias de autos autorizan á considerar que el 
valor cuestionado en esta causa sobre el pago de dobles derechos 
alcanza aí <jne determina el articulo 3^, incido 2." la ley nú- 
mero 4055. desde que el único antecedente al respecto es la ma- 
nifestación del consignatario de la mercadería, hecha á fs. vuelta 
del expediente administrativo número 2281 letra M. 1808 <| e i 
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ministerio ile hacienda, por lo qi$ se declara procedente él re- 
curso, no apareciendo comprobación, de lo manifestado á fs. 128. 

0«e !a solicitud de despacho que h;i motivado ta denuncia 
fíe fs. i. ha sido precedida i*>r la' gestión del consignatario do 
la mercadería en el éKpedienté citado, ;'i fui de aclarar ia> dudas 
i|tie ofrecía la libre introducción del petróleo llamado harparina 
ú naftarína ífs. 8, expediente administratft <• número ¿28-, M, 
año 1008. fs. i \. 

íjne con anterioridad la presentación de e>a ilicitud de 
despacho, se había producido h: resolución del tribunal de vistas, 
<¡t 22 de Mayo de ujoS, en la que. i»ir imán unidad efe vp(<5s ex- 
presaría que iv «lia acordarse á la "harparina". euya clarificación 
no encuadraba en ninguna de las finidas de la tarifa de avalúos, 
la liberación de derechos solicitada, éqtiipafattttíblá á las nafta- 
que se einpíean en los automóviles i Expediente citado, fs, r,>, 

Ouc esas dudas fueron salvada- por ti otinistorio de ha- 
cienda en resolución de id de Noviembre de nK>K i i". í»i t. cs- 
tahleekndr que ese producto debía considerarse como de valor 
declarado con el derecho general de 2^ *>'o. 

Ouc no lia habido en el caso manifestación errónea ú falta 
de calidad, no siendo de aplicación los artieidos i_»S y 030 de tas 
ordenanzas de aduana i Fallo*, tomo % pag, 170, tomo pá- 
gina 334 >■ 

l'or estos fundamentos. ln> de la sentencia apelada, y de 
conformidad con lo pedido por el señor procurador general, sé 
la couhrma CQrt costas* 

Xotiíupicse con él original y devuélvale. ré^piéMoStí él 

pape!. 

A. Bennt'ii>.--\'iiano! .V. f/W St>hfr. — 
l\n disidencia. M. /'. PanwL 
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DISIDENCIA 

Xo apareeiviidn que <I valor disputada exceda de la suma 
cinco mil pesos* y con arreglo á 1" dispuesto en el art. 3.", mci- 
2> tle la ley m'irti. 4055. «B «Aclara mal concedido el recurso. 

Xotií«me«e cotí el original, y repuesto el papel, devuélvase. 

M. I\ thtract. 



CAUSA CXX 

Contienda de competencia entre el juez de l* instancia 
en 1<> civil de la capital y é de la Pampa Central en la sucesión 
de Timóte» Cnyheiiexpe. 

Suiníintt : Es compéleme para conocer de una sucesión el juez 
del lugar en que falleció el causante, si consta en una escri- 
tura pública otorgada por éste días antes de su muerte tpie 
estaba domiciliado en dicho tugar; no obstante declaraciones 
contrarias prestadas ante otro juez. 

i'tuo: explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 1-1 de tlKfl. 

^upréitKi Carie: 

A V. E. eomspomle «íirimir l;i presentí.' contienda de eom- 
1 ciencia, trabada cutre el juez letrado de la Pampa Central y el 
juez de lo civil de ia capital federal, con arreglo á lo dispuesto 
por el art. inciso c, de la ley 4055. 

I'.l último domicilio míe tuvo el causante. d«*n Timoteo Coy- 
henexpe, queda demostrado 01:1 la propia nmu¡ testación hecha 
ante escriban" público «jue extendió el testamentó otorgado 
en la ciudad de Bueno? Aires, donde consta <¡ue dielm cateante 
dijo e*tar doniciiliado en la casa <jue habítale 

Conforme á lo.qiíe dispone el art. 97 del código civil, el do- 
micilio puede cambiarse de un lugar á otro* y el cambio se verifica 
instantáneamente p«>r el hecho de la traslación de la residencia, 
con áflímo de permanecer en el lugar en tjtte se habite, y la niá- 
ni testación recordada es bastante papa determinar la voluntad 
líe constituir nuevo domicilio en esta capital, abandonando el 
anterior, establecido en la Pampa Central. 

Las deposiciones de los vecinos de este territorio, no son 
inficientes para destruir la prueba ¿jilE resulta de la propia de- 
liaración del cansante, pues los testigos se refieren á hechos an- 
Itriores al cam1>Í0 de domicilio, y rio han estado en situación de 
cotn cer la decisión posterior del mismo causante. 

Justificado míe el último domicilio del causante fuó en esta 
capital, ei juicio sucesorio respetivo dcl>e tramitarse ante las 
autoridades judiciales de la misma, con forme á la prescripción 
dtl art. ,V'**4 del código civil, y en cMe sentido pido á \*. E. -e 
Hrva (lirimir la presente contienda. 

Julio fh'tet. 
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¡ FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Puchos Aires, Diciembre de VM. 

Y ví-li->: 

La coiitieiKla de competencia trabada entre el juez tle pri- 
mera ¡ramuda de la capital . doctor Nicanor González del Solar, 
y el de la ^iuitpíi Central, doctor Baltasar S. Ik-ltrán. para cono- 
cer del juicio lesiamcntario de don Timoteo GoyhcncNpc 

CoiiM'.k-rando : 

(jiu- un oleante las declaraciones prestadas ante el juez de 
¡a PaiujKi Central, consta en la escritura púHica otorgada por 
GoyheneNpc (los dias antes de su iallccimieiito. une estaba do- 
miciliado en U capital en la calle Casen* número 1200. 

Oue á lo expuesto debe agregarse «pie, i* la ¡celia en que 
arrece recibido j>or el juzgado dé la capital, cj oficio de inhibito- 
ria dirigido por é! de la Pampa Central í fs. 50 vuelta), habían 
sido aproliadas judicialmente las tasaciones y liquidados y satis- 
fechos los impuestos fiscales, con intervención de todos los here- 
deros y legatarios ( fs. 23 vuelta y 41 vuelta!. 

Por ello, y de conformidad con lo pedido |?or el señor procu- 
rador general, se declara: qitf es comitente para conocer de 
esta sucesión el señor juez de la capital . á (|tiicn se remitirán los 
autos, dando el aviso correspondiente al del territorio de la Pam- 
pa Central. 

Xutiííquese con el original y rc|KPiiga>e el papel. 

A. Bermejo, - Octavio Blnge. — M. P. 
Daract. 
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CAUSA CXXI 

Contienda de competencia entre el juez de primera instan- 
cia en !« civil de la capital y el t!e ta ciudad de ta I "lata en auto* 
del I tunco de la Provincia contra el concursado José M. López. 

Sumario : El juez del domicilio del deudor íes el competente para 
entender en el juicio universal de concurso, al que deben 
acumularse los otros juicios que se signen ante otros jueces. 

{ aso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL SEK0R PROCURADOR (KMEftAL 

Bueno» Afits, Diciembre 3 «c 

Suprema Corte: 

Esta contienda de competencia, relativa al conocimiento 
del juicio ejecutivo seguido por el 1 lauco de ta Provincia t\a 
Unenos Aires contra el doctor José M. López, corresponde ser 
lirimida por Y. E. de acuerdo con el inciso e. del art. g de la ley 

4°55- 

So puesto en duda el «Aomkilio del concursante, el que, 
aparece ser en esta capital, sin que el juez de La llata lo dcs- 
conozea en su aut» de fs. 2 vuelta, no es discutible la legitimidad 
del concurso iniciado al expresado doctor López, ni solí de desco- 
nocerse los efectos legales de ese acto. En tai concepto, y tenien- 
do en cuenta el texto expreso del art. 2 de la ley 0^7. art. 12 de 
la ley 48. art. 1 18 y 720 del código de procedimientos vigente en 
la capital, y en la provincia de Hílenos Aires, y jurisprudencia 
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omítanle (je V, E. (tonto 101. |Kig. 168), corresponde conocer 
í I jilea tic esta capital ( juez del concurso) del juicio ejecutivo 
í¡i;c se menciona, el que ílébé traerse y acumularse á los otros 
¡iiidoí que se hayan inii iado ú inicien contra el concursado ante 
i' expresado juez. 

Sny de opinión que V. É& debe resolver la presente contien- 
tn el -cutid" efe la competencia del señor juez civil de la ca- 
pital. 

Jtltli* /Í"(C/. 

FALLO DK LA CORTE SL'PRKAIA 

Baent» Aíks. Okkmlitcandc ÜftS. 

V visto-: 

i.a contienda de competencia entre el señor juez de primera 
instancia de esta capital y el de la ciudad de I*a l'lata. docto 
Fernández 1 ¡lauco, para conocer del juicio seguido p?r el Itanco 
de la Provincia contra el enneursado doctor josé M. L«pef. 

Y considerando: 

One no se lia puesto en duda míe el domicilio del doctor José 
M. l7.pez en esta capital ante el juzgado de primera instancia de 
)a qtie lia sido concursado por auto de íecha 7 de Septiembre del 
tórnente año. 

i tac el jtitv del domicilio del deudor, es el com|ietciite para 
entender del juicio universal de concurso, ai que deben acumu- 
larse los otros juicios que se siguen ante otros jueces (artículos 
f ié y ;¿o del código de procedimientos de la capital, y articulo? 
>"i \ y 7 '5 del código de procedimientos de la provincia de Hue- 
llos Aires.) 
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Que, como $c lia observadu |x»r esta furto en caso? ánálo- 
1a coexistencia, dentro <!<.■ la República, de diversos cjoficür- 
■ orinados á «na misma per-oiia ante distintos tribunales, Ó 
do ni: concurso y de juicios' independiente- promovido* contra 
ci deudor común, haría de una parte difícil si no imposible la' 
distribución de tos bienes de dicho deudor en la forma estableci- 
da por la sección segunda, libro IV del CÓtlígo civil, y de otra, 
impediría la economía de gastos, simplicidad de procedimientos 
y eliminación de conflictos entre las autoridades judiciales Ma- 
madas á tomar medidas inmediatas ó por exhorto, sobre los mir- 
tilos objetos, resultados todos de con ven ¡enua recíproca para 
acreedores y deudor: ú que responden los juicio^ universales y 
que sirven de fundamento á lo dispuesto en el inciso i. art. 12, 
de !a ley núm. 4H (rallos, tomo ,17. pátf. 154; lomo 101. |>á¿í. 
168). 

l'or estos fuiiilameulos. y de cmi formulad con lo pedido 
p>r c! señor procurador general, st declara; ijue el juez del con- 
curso del doctor José M. López cu e>ta capital, es el competente 
para conocer del juicio seguido |M>r ti flanco de la l'rovincia con- 
tra el concursado. En consecuencia, remítanse los autos, dando al 
juez de la ciudad de La Plata el aviso corre spond ¡ente. 

Xotifíqucsecon el original y repóngase el papel. 

A. Bermejo. — Octavio Bunce. — M. P. 

DARéCT. 
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Maneo Nacional en liquidación con! ra Domingo Arce por co- 
bro de pgsos. Recurso extraordinario. 

Sumario: i. Es procedente el recurso autorizado en el arl. 14 de 
la ley 48, toando .se han invocado oportun amenté en el jui- 
cio los artículos 1 1 y 10 tío la ley nínn. 3037. sosteniéndose 
qiifi elfos nacían improcci lente la prescripción prevista en el 
art. S4H det código de comercio, 

j Los artículos 1 1 y 19 de la ley mun. 3037 no acuerdan al Ran- 
eo Xaeíonal en liquidación respecto á los deudores que eje- 
cuta, el plazo extraordinario de catorce años adema» de los 
tres del derecho común para e! ejercicio de sn> acciones. 

Caso: % oeNpliean las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEI. JUEZ FEÜER % 



V vistos: 

Estos autos seguidos por el Manco Xaeíonal en liquidación 
umtra el señor Di «ningo Arce |mr cotiro de |>esos, y resulla : 

Que á fs. I se preseqnta el doctor Juan J. da vira coino apo- 
( erad" del Banco Nacional en liquidación. eNiioineudo: 

Que el señor Pedro Antonio Peñaloza firmó un documento 
de matteomutu insolidutn junto con el señor Domingo Arce» á 
lavor «le ese establecimiento, cuyo documento fué dehidatnente 
] lotcstado. Que habiendo ve/ticiclo ese documento el doce de Di- 
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fallos de i.a corre slimo:m\ 



uentbre de 1893 se enlabió demanda el 3 «le Mayo «lo 1874 onitra 
ti señor IVñaloza, quedando paralizado el juicio por ignorar^- érl 
paradero de esc se flor. Qnc conviene á los intereses que reí irescn- 
ta continuar el juicio dirigiendo sus acciones contra c! señor Do 
mingo Arce, á quien pide se notifique la demanda que amplia has- 
ta la Mima de nueve mil ochocieattos sesenta y «cho posos moheda 
nacional |x>r capital é interés y se le requiera de pago por dicha 
suma más las costas tic! juicio. 

(Jnc despachada la ejecución y trabado cntliargo eu 1 tiene-* 
del ejecutado, se le citó de remate en cuya estación de juicio 
opone por intermedio de sn mandatario doctor Amñar la cx~ 
cepción de prescripción alegando: Qnv el documento que sirve 
de liase á la ejecución es la letra de cambia transcripta en la es- 
critura de protesta corriente en autos. Une el art, uj de la ley 
nacional número 3037 de 18 de Diciembre de 1873 establece que: 
los beneficios de esa ley, á 110 ser que garantice suficientemente 
sii deuda, y \nx\rit ser ejecutado por el importe total de ti» qtp 
deba y no habiendo su mandante garantido ni of reculo garantía 
su débito para con el l Janeo este lo cansa por intermedio de su 
mandatario, y recibiéndose el jnicit» á prueba, ninguna se gfí>dtíjo 
por las partes y previos los trámites de ley quedaron los auto* 
para semencia. 

Considerando : 

!. One la presente ejecución se funda en «na letra de cam- 
bio á noventa días, jmr la suma de seis mil ochocientos cuarenta 
y cinco pesos girada por don Medro Antonio IVñaloza. á la orden 
del I Saneo Nacional el dia trece de Septiembre de 18)3. aee fi- 
lada por el señor Domingo Arce y protestada personalmente á 
este señor por falta de pago el irece del mes de Diciembre del 
misino año. 

2. tjue no existe en autos prueba alguna une demuestre que 
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el señor Arco haya garantido, \tera que ni siquier» ofrecido ga- 
rantir su deuda. 

3. Que si és verdad que la ley 3037. al acordar moratorias á 
los deudores |>ara saldar sus deudas, privó al Manco del derecho 
de exigir el |>ai¡o íntegro de ellas, no lo es menos que |*>r ta mis- 
mu ley tío gozan de tal beneficio los deudores que se dejaren 
protestar sus letras, á ñó ser qUe garantiesen suficientemente su 
deuda (art. 19). 

4. " Otie habiendo vencido y protestado la letra que moti- 
va la ejecución el dia trece fie I >ieienil>re de mil ochocientos no- 
venta y tres y dirigídosc la acción ejecutiva contra el señor \")í¡- 
11 ingo Arce, recién e! día siete de Agosto de) corriente ano. es 
v\ ¡dente que se lia cumplido el término de la prescripción, de 
acuerdo con la disposición del artículo K48 del código de cfniier- 
■*¡i j>or haber corrido inú> de tres años fíesele su vencimiento has- 
t'i la lecha de la demanda ó cuatro desde su otorgamiento. 

One en oí ligaciones de la naturaleza de la que funda 
h presente ejecución, la interrupción de la (írcscripctiVi operada 
con relación á uno de los coohli gados no puede fiponerse a tos 
oíros, según expresamente se consigna en la última parte fiel ar- 
tículo 848 del código de comercio y asi lo lia resuelto la suprema 
c irte en el fallo corriente a' tomo «7, nág. 374 y la cámara fefle- 
ial fie la cuarta circiinseri|icióii al tomo 4, página 34- cotwMe- 
.\indo 4" 

6." One siendo el protesto posterior en su fecha :'i la pro- 
mulgación de la ley número 3037, lo que ocurrió el diez y ocho 
de Xovienibrc fie mil ochocientos noventa i tres, el deudor no 
ha forado del prvilepio ai ^flauo por el aníu. 1 © 11 fie la citada 
k-v v el Naneo ha pedido ejecutarlo por la totalidad <le la dcuiUi 
y j or lo mismo correr la prescripción sobre » 1 todo. 

Tor estas consideraciones. Resuelvo: 
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Hacer lugar á la excepción de prescripción opuesta por e! 
ejecutado; y cu consecuencia rechazar la éjecucíóti con costas al 
ejecutante. 

llágale saber, levántese el embargo, traucríhasc y oportuna- 
incnte archívese. 

* 

Kobcrio J. if'túc. 
SI: NT ENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 



Vistos : 

En el recurso tic apelación interpuesto por parle del Banco 
Nacional en liquidación, contra la sentencia de fecha treinta de 
Noviembre del año próximo pasado corriente, á í>. 4¿. dictarla 
por el señor juez federal de esta sección, en el juicio jvir cobro 
no pesos seguido por el recurrente contra don Uoiniiiyo Are- 1 . 
V considerando: 

tjue la letra uuc sirve de base á la ejecución ha sido protes- 
tada en persona por falta de pago á su vencimiento el 13 de 1 >i- 
cumbre de 189,1, es decir, con posterioridad á la vigencia fie la 
Ií, iiiim. 3037, y bajo el imperio de la misma. 

Que ni al efectuarse el protesto ni amo, ni después. "1 
(ítíiidpr ha hecho observación alguna á la validez uel protesto, ni 
sconocido el derecho del Banco par,; llevarlo ú calió. 

<Jue según lo tiene resuelto la suprema corte en casos an:'i- 
( gos. el artículo diez y nueve de la citada iey 30.17 convierte en 
pupas y simples las deudas ú favor del líanco Nacional en Li- 
V ¡dación, protestadas por falta de pago, dando acción ai citado 
'•anco para cobrar el importe total del crédito, tomo 70. pág. 419. 
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Que desde til fecha del protesto á la de la demanda contra 
<loi; Dnmingn Arce, ha transcurrido su ^abundantemente el tér- 
mino fijad" por el articulo 848 del código de comercio pitra la 
prescripción 'le las accionéis procedentes de documentos uidosa* 
1 les y aún el establecido por el artículo 4023 del código civil para 
I. - prescripción de las acciones j>er.sonales en general. 

(Jue es indudable entonces que la acción cid Uanco ci ntra 

el ejecutado, emanada de la Y 'ra dé cambio de (pie se trata; se 

c .cuentra pre*cripla. 

Vor estos fundamentos y los del juez ií .jito, se confirma con 
.-ojítas la sentencia apelada. 

Hágase saber, transcríbase y devuélvanse. 

Xi'mrsio González.— A, G. Passe. — VV- 
mistoclcs Castellanos. 

■ * 

KALU) DE LA CORTE SUPREMA 

Buena» Aire*, Diciembre 3J tic IMO. 

Vistos v considerando : 

<jne el recurso ha *ido bien concedido. t<x1a vez ipie se invo- 
caron oportunamente en el juicio los artículos li y 10. de la 
ley 3037, sosteniéndose que ellos hacían improcedente la pres- 
t-noción de tres años establecida en el artículo 848 del código de 
comercio ('fs. 35-), y el auto de fs. 153 decidió lo contrario t ar- 
ticulo 1 j, inciso 3.", ley 4^ '■ 

Q¡lie en cimillo ni f» *iif b~>, ni de los términos ni propósitos de 
lv recordarlos artículo* 11 y 19, se infiere qué el legislador haya 
•.nerido acordar al l'anco Nacional en liquidación respecto á los 
deudores que se encontrasen en el caso del ejecutado Arce. «I 
plazo extraordinario de catorce años, á más de los tres del derecho 
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común para el ejercicio <lc su* acciones, pues esos artículos se 
hmitan ;i establecer ta forma y condicione* «le la cobranza de 
tvxlos tos valores <|ue se adeudaran á dicho Banco y á facultar al 
mismo para proceder ejecutivamente ñor el importe total de tu 
debido contra todo deudos que se dejase protestar sus letras ó 
no garantiese suficientemente su deuda. 

<Jue la ejecución aludida, á falta de disposiciones sobre el 
1 articular en la ley 3037, debió hacerse dentro del término con 
anterioridad fijado por la ley mercantil. 

H11 su mérito y por los fundamentos concordantes del auto 
apelado, -¡e lo confirma en la parle que lia sido materia del re- 
cürso. 

Xotifiquese COll el original, y repuesto ti papel, devuélvase. 



A, Bermejo. Nicanor c¡. del Solar. 
M. P. Daract. 
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Re&tfso extraordinario deducido ¡>or él Ferrocarril Central 
Argentino en autos con Pedro Saroli (sus he reí le re >s ) . Compe- 
tí ncia. 

.-i lituano: Es improcedente el recurso autorizado en el artículo 
14, |ey núhi. 48 interpuesto, alegando corrcs|M)nder c] fuero 
federal en uno ejecución, sí 1111» sentencia de la corte esta- 
bleció que era de competencia de la justicia local la causa 
principal de qué deriva dicha ejecución. 

■ 

í iíííp. Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL SEKOR l'ROCURADOR GENERAL 

Buenos Airrs. Diciembre 23 di- IV !> 

Suprema a irte : 

l'na sentencia de la suponía corte domo 100. pág. $0% 
t stableció que la causa principal de ijite deriva la ejecución por 
¡-premio en que w euuhla el presente recurso, era de la compe- 
tencia del señor jfltfií Í$$£] del Rosario: en aquélla, como en el 
presente juicio, no se lia puerto en cuestión, íú se ha resuelto so- 
lire cuestión alguna de carácter federal, ni se Ha contrariado. 
;p'icado ni discutido ninguna prescripción constitucional ó de ley 
e .pedal tic la nación, 

F.sta circunstancia y las razonen apuntadas |>or el inferior, 
en el caso, son bastantes para reputar que el recurso que. de nue- 
vo se interpone, por cuestión de competencia, no encuadra den- 
tro del articulo 14 «le la ley 48 y su correlativa 6 de la 4053. y 
^íté, ¡H>r onde, del* 1 ser desestimado por V. K., cuino asi lo pido. 
11 et hitándolo hien denegado |w>r el inferior. 

Julio Botet. 
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FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Buenos Aira, Diciembre 3(1 de tUUJ. 

Autos y vistos: 

Considerando: 

tjuv iOftiu, resulta de los testimonios remitidos por vía tic 
orine pot el señor juez de priinéra instancia de la ciudad del 
lozano de Santa I-e, esta corte, por amo de Septiembre i « de 
lyOfc resolvió que e) |«Mt> seguido fior doti i'edro Saroli contra 
oí Ferrocarril 0. S- Santa I V y Cónlolia. de quien es sucesor e! 
apelante 1 is. $ y jj ] sobre el pajjo del valor del terreno á que se 
reitere eJ recurrí ira competencia de la justicia local (fs. 00). 

Qi'w en el amo posterior de esta misma corte, ( )ctnbrc j8 de 
tgOQ; se invoca el reconocimiento de la competencia tic los tribu - 
t otes ik Santé Fe jara cntswler en el juicia aludido ( fs. 62 ). 

Qut existe asi cosa jitzgada r*n cuan lo al punto de que Ea 
acción personal de Saroli ó ai.s herederos por elprecio del terre- 
ara prciiitíicailo. 1:0 debía ventilarse ante fa justicia federal; sitio 
*& los rriüiinalejs de Santa Fe, que quedaron, por lo truno, ftábi- 
¡ lados para determinar dicho precio y hacer cumplir sus sen- 
tercias. 

Que la ci reluctancia «le que el pleito no estuviera trahado 
l»or c^iiiaitda v comentación cuando se pronunció e! auto pre- 
ciado de Septiembre 1." de k.ííj. carece de eticada pira derruir 
tos Meetos ile la cosa juzgada desde míe aquél se dictó en la de- 
ííída oportunidad de la substanciación del juicio, con Huios ] . 
.■m'ecedenie- necesarios relativos á su naturaleza y condiciones 
personales de lo, litigantes, ó ||¡zt» inadmi-ible toda discusión 
I o-terior -f lirt- el particular. 
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Que aun cuando sea cierto que el rechazo por el auto d& 
Diciembre 7 del corriente año í fs. 65) del fuero federal prc- 
del recurso de <|ue se trata, no hay objeto práctico en admitirlo 
de! recurso fie que se trata, no hay objeto práctico en admitirlo 
y substanciarlo, dadas tas observaciones precedentes. (Fallos, 
lomo 73, pág. 287 y otros). 

En su mérito, de acuerdo con lo dictaminado por el seflof 
procurador general y fundamentos concordantes aducidos por el 
inferior, se declara no haber lugar a la apelación. 

Xoti Tiquete con el original, repónganse los selfos y archi- 
va se. 



A, Bermejo. - Nicanor O. del Solar — 
W. P. Djumct. 
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Recurso de hecho deducido en los autos de M 'ujucl Garda I'er- 
ntUtdcs contra la Sociedad "Palacio Florida" sobre cobro de 
pesos 

» 

Sumario : Es improcedente el recurso de queja |wr apelación de- 
negada, contra una sentencia «le la cámara en lo comercia! ele 
la capital, interpuesto ante la corte des|Hiés de vencido el tér- 
mino previsto en los artículos 231 de la ley nacional tic pro- 
cedimientos y 235 del código de procedimientos de la capital. 

C aso : Lo explica el siguiente 



PALLO DG LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Febrero 3 de I9W. 

Autos y vistos : 

Para resolver el recurso de queja por apelación denegada 
deducido en la presente causa seguida ante los tribunales de esta 
capital por la sociedad "Al l'alacio Florida", con el doctor Miguel 
Carcia Fernández y 

Considerando: 



Que según resulta de los autos que se tienen á la vista y que 
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s« han remitido ]>or la excelentísima cámara de lo comercial por 
vía cíe informe, la sentencia de fojas 99 <|iie confirma por sus fun- 
damentos el auto del inferior de fojas H4. fué pronunciada en 23 
de Octubre último y notificada en ta misma fecha á la parte de 
García Fernández. { Diligencia de fojas 100 vuelta). 

Que a] telada esta resolución para ante la corte suprema fué 
denegado el recurso ]x>r nu concurrir en el caso los requisitos exi- 
gidos por la ley de 14 de Septiembre de 1863, invocada por el re- 
currente, como se expresa en el auto de 6 de Noviembre ( fojas 
104 vuelta t notificado también en la misma fecha. (Diligencia de 
fojas 100 vuelta). 

Que de estos antecedentes resulta que la resolución reclama- 
da «|tiedó ejecutoriada el 10 del mismo mes de Noviembre y que 
transcurrido el término legal dentro del cual pudo interponerse 
contra ella el recurso de hecho de que se trata, pues, como acre- 
ce del cargo pitesto en el escrito de foja primera éste ha sido pre- 
sentado después de vencido dicho término (artículo 231, ley de 
procedimientos nacionales y 235 código de procedimientos de la 
capital ) . 

Por ello, oído el señor procurador general, asi se declara y 
archívense estas actuaciones, reponiéndose los sellos, devolvién- 
dose á la cámara de apelaciones los autos remitidos por vía de in- 
forme con testimonio de esta resolución. 

A. Bebmejo — Nicanor G del 

SOLAR — M. P. DARACT. 
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Recurso extraordinario deducido de hecho en la causa contra 
Bdelmiro Días por sustracción de un giro postal 

Sumario: Es improcedente el recurso extraordinario previsto en 
el inciso 3> del artículo 14, ley 48, fundado en que se han 
desconocido tas garantías acordadas por el artículo 18 tle la 
constitución al resolver la cámara en segunda instancia, des* 
pues de dictada y consentida la providencia de "autos", sin 
sustanciar la causa con la expresión de agravios y contesta- 
ción ; no habiéndose cuestionado en el proceso la inteligencia 
de la citada cláusula constitucional y limitándose la sentencia 
apelada á interpretar y aplicar leyes de procedimientos judi- 
ciales que no han sido impugnadas como violatorias de la ley 
fundamental. 




Caso : l,o explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte: 

T>c la relación de los antecedentes que hace el señor defensor 
de pobres, al promover el presente recurso de hecho, se desprende 
que el fundamento de la nulidad que ha alegado contra la resolu- 
ción de la cámara federal, se basa en la violación de las disposi- 
ciones que establece el código de procedimientos, respecto del or- 
den y trámite de ios procesos criminales. 
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Tal circunstancia es Instante para demostrar la improce- 
dencia del rrairso extraordinario, amparado por los artículos 6 
tic la ley 4055 y 14 de la ley 48, desde que según lo tiene declara- 
do V. E. en diversos casos, la aplicación é interpretación de las 
leyes de procedimientos, no autorizan por sí solas el expresado 
recurso, (lomos 96, páginas 37 y 1 18, tomo 109, página 45). 

Las alegaciones que se formulan en esta oportunidad, relati- 
vas á los derechos que el recurrente dice le han sido desconocidos 
l»r la cámara federal, y que se hallan amparados por la consti- 
tución nacional, no podrían tampoco dar margen á la apelación 
extraordinaria, puesta que no se trata de cuestiones que hubie- 
ren sido sometidas á la decisión de los tribunales inferiores, y re- 
suelto por éstos en contra de los derechos invocados, como termi- 
nantemente lo exige el referido articulo 14 de la ley 48. 

Los recursos de apelación y nulidad que autoriza el artículo 
3, inciso 5. de la ley 4055, no son procedentes en este caso, atento 
el monto de la pena impuesta por la cámara federal. 

Por lo expuesto pido á V. E. se sirva no hacer lugar al re- 
curso de hecho interpuesto. 

Julio Bolet. 
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Bueno* km*. Febrero 3 áe ¡91© 

Autos y vistos : 
El recurso de queja por apelación denegada interpuesta por 
*! defensor del procesado Edelmiro Díaz, de sentencia pronuncia- 
d» por I» excelentísima cámara federal de apelación de ta capital. 

Y considerando: 
Que el recurso que se interpone, invocando el inciso 3. del 
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artículo 14 de la ley número 48. se furnia en que se lian descolo- 
rido las garantías acordadas por el artículo 18 de la constitución, 
al resolver la cámara en segunda instancia, después de dictada y 
consentida la procedencia de "autos", sin sustanciar la cansa con 
la expresión de agravios y contestación. 

Que la inteligencia del citado articulo t8 de la constitución 
no ha sido cuestionado en el proceso y la sentencia apelada se ha 
limitado á interpretar y aplicar la< leyes que rigen los procedi- 
mientos judiciales que no lian sido impugnados como velatorios 
de la ley fundamental. 

Por éstos y de conformidad con lo dictaminado con el señor 
procurador general se declara bien denegado el recurso. 

Notifíquesc con el original y repuesto el papel archívese. 



A. Bermejo - Nicanor O. del 

SOLAR - M. P. DAHACT 
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( liminal contra Francisco González y Mateo Gutierres por robo 
y violación de domicilio 

Sumario; t." La jictición de aumento de |wtia hecha por el fiscal 
en segunda instancia contestando el tratado i*é. la expresión 
de agravios im|K>rta cu realidad una adhesión al recurso, pa- 
ra los efectos del articulo 522 del código fie procedimientos. 
( Kn vi caso no se dió á la petición del fiscal la debida trami- 
tación : pero no se alegó la nulidad de las actuaciones en la 
oportunidad permitida p«>r el articulo 535 del código de pro- 
cedimiento. ó en otra, ni se interpuso el recurso autorizado 
por el articulo 500 del mismo código). Dados estos antece- 
dentes, el artículo G03 del código de procedimientos no olwta 
al aumento de pena ijue la sentencia de la cámara impone al 
reo, con relación á la establéenla en la de primera instancia. 

2. El robo en despoblado y con armas cometido me- 
diando complot y nocturnidad debe castigarse con la pena de 
diez años de penitenciaría. 

C aso : Ijo explican las siguientes piezas : 



SENTENCIA MU. JUEZ LETRADO 

Xt*4tt$*, Mano Z <ta itto. 



\ isla esta causa contra Francisco González y Mateo Gutié- 
rrez por c¡ ttelito de rol» y violación fie domicilio, el primero sin 
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sobrenombre, chileno, de veintidós años, soltero, agricultor, do- 
miciliado en "Santa María", jurisdicción de Tcmuco, República 
de Chite, y el segundo de ñliación desconocida por haberse fugado 
antes de ser aprehendido por la policía, de lo que resulta: Que 
el 17 de Noviembre de 1007, en el paraje llamado "Espinaío del 
Zorro", en la casa de Francisco Funes, se presentaron los encau- 
sados pidiendo se les permitiera i«isar la noche ; como en dicha 
casa estuvieran tan solo los mujeres Luisa Uylíjoan y Marcelina 
Penden, no les dieron alojamiento (véase declaración fs. 19 á fs. 
22). Que siendo ya de noche regresaron los mismos sujetos á la 
casa mencionada y ataron las dos mujeres, robándoles varios ob- 
jetos de su propiedad. Que previo los demás trámites de ley, el 
ministerio fiscal se expidió á fs. 35 á 36 acusando á González para 
quien pide se le aplique la pena de un año de arresto, y el defen- 
sor á ís. 38 pide la absolución. Que cerrado el término de pruet* 
por liabersc vencido éste sin que las parte hayan produciado al- 
guna, se llamó autos para definitiva y á fs. 41 vuelta, corre la 
constancia, de que tuvo lugar el informe ¡nvoce, y 

Considerando; 

l« Que Francisco González á fs. 5 vuelta, á 9, confiesa ple- 
namente ser autor del delito de robo de varios ohjetos y de un 
animal yeguarizo, robo efectuado en la casa de las mujeres enu- 
meradas en el resultando, confesión corroborada por las declara- 
ciones de las victimas y demás constancias de autos, que ponen 
fuera de duda la responsabilidad penal en que ha incurrido. 

2'- Que habiendo la policía incurrido en la omisión de ava- 
luar por medio de peritos el valor de lo robado y manifestando á 
fs. 29 la imposibilidad de cumplir este requisito legal, es induda- 
ble que en cuanto á la clasificación legal de la pena en lo que se 
relaciona al robo, os aplicable el principio sentado por el procura- 
dor fiscal iii dttbh prono previsto por el artículo 13 del código 
de procedimientos criminal, y en este caso, la pena que le corres- 
,)onderia sería la de un año de arresto, como máximum proscrip- 
to por el artículo 24, hy de reformas del código pena! ; pero como 
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leñemos el delito lie violación tic domicilio punido con mayo 
nalidad v cayende *.! caso snb judice por las constancias de autos 
liajo ta prescripción del artículo vú$ código penal, del* conside- 
rarse entonces para establecer la responsabilidad penal el delito 
más grave, castigando con mayor pena y los otros como circuns- 
tancias agravantes (artículo 87 y demás concordantes del código 

Tor estas consideraciones y habiendo sido la violación de 
domicilio con violencia é intimidación y teniendo en cuenta las 
circunstancias agravantes de los incisos 4, 10, 13 del artículo 84 
del código penal y la del artículo 87 del mismo código, se resuel- 
ve : en oposición fiscal en cuanto á la clasificación de la pena, con- 
denar de conformidad á la última parte del artículo 165 del códi- 
go penal al procesado Francisco «onzález á sufrir la pena de dos 
años de prisión y quinientos pesos de multa, con costas, descuen- 
to de la prisión preventiva sufrida y accesorios proscriptos por el 
artículo 6n del código |ienal y en cuanto al procesado Marcelino 
Gutiérrez, cítesele por cilicios tic conformidad á ta ley y resér- 
vese sus antecedentes hasta que sea aprehendido el citado pró- 
fugo. 

Notifiquese original é inscríbase. 

Manuel BoneL— Ante mí : Marcelo Sa- 
pa!. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE LA PLATA 

La PtaU, Junio 30 de 190». 

Vistos y considerando: 

Que la apelación concedida al ministerio público, tkbe consi- 
derarse como no avenida en contra del reo. pues la sentencia del 
inferior no le infería agravio, por haber solicitado la pena de un 
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año de arresto y haber sitio condenado González á la de dos años 
<ie prisión, pena mayor que la pedida y que eso comprende : 

Que aun cuando es cosa muy puerta en razón y emanada de 
ia naturaleza del recurso de apelación cu materia criminal, mu: 
el juez a quo un puede modificar el fallo, sino en ínteres del con- 



lo apelante y nunca en su perjuicio, cuando él sólo ha afiela- 
do de la sentencia, como lo enseña Faustin í folie ( Tratique Cri- 
ininelli tomo primero, página 264 y Traite de L'tnstuction Cri- 
minellc, párrafo 5035 h este principio de estricta justicia lia sitio 
restringido por el artículo 603 de nuestro coligo de procedimien- 
tos en materia ]>enal. 

K11 efecto, él establece que cuando el acusado particular y el 
ministerio liscal no se han alzado del fallo, y sólo cuando el con- 
denado ha apelado |)em 110 ha expresado agravios, no puede el 
suptrior agraviar la condición del apelante, tratándose de pena de 
presidio ó penitenciaría. 

Kn el caso, el procesado 110 sólo ha apelado y expresado 
agravios, sino que la |iena impuesta es |jena menor, y puede por 
consiguiente el tribunal de ablación, empeorar la pena si de autos 
resulta que el delito cometido es mayor que el lijado por la sen- 
tencia. 

One prescindiendo de la calificación fiscal, toda vez que como 
Jo ha resuelto otras veces e<te tribunal, ésta 110 puede ligar al 
juez _\ éste debe pronunciar pena con arreglo al delito realmente 
constatado en autos, resulta del espediente que el hecho llevado 
á caito por el condenado, es el previsto y castigado en el articulo 
22 "Rnljo". letra b, inciso 2 — "rolio cometido en elespoblado". 
debe aplicarse en su término medio, esto es. doce y medio años. 

Por los fundamentos expuestos se modifica la sentencia ape- 
lada, imponiendo á González ta |>ena de doce años y medio de 
presidio, con sus accesorios legales y costas. 

Devuélvase para su cumplimiento. 




Daniel Coitia íen disidencia — Joaquín 
Carrillo íen disidencia de fundamen- 
tos \— Marcelino Escalada. 
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¡Suprema corte : 

Resulta de las constancias de este expediente, que el agente 
liseal de primera instancia pitlió para el procesado Francisco Can- 
sóte* la pena ríe un año de arresto < ís. 35 >, y que la sentencia del 
Ííicí letrado condenó al mismo procesado á sufrir dos aflos de 

prisión {fs. 42). 

En consecuencia, la apelación concedida al mencionado agen- 
te fiscal contra la sentencia dictada debe considerarse como in- 
existente, pites dicha sentencia no le causaba agravio, y por ende 
no era susceptible del recurso que contra eila se interpuso. 

i-Ue principio es elemental en materia de procedimientos, y 
Ha s¡.l.> adobado |*.r \ - K. en diversos fallos (tomo 42, página 
m \H») : tomo 54. página tomo 39. jugina 1 17), no siendo nece- 
sario hacer mayores digresiones á su respecto en ti caso acttiaf, 
pues está admitido en los diversos votos de une consta la senten- 
cia venida en apelación onte V. E., 110 obstante el resaltado en 
contrario á míe se arriba. 

Dada la improcedencia de la apelación liscal de primera ins- 
tancia v <|iie el procurador fiscal no hiciese uso ante la cámara del 
tlcrecho que le acuerda el artículo 522 del código de procedimien- 
tos en ib criminal, liara adherirse al recurso, la cámara inferior 
-,ebió considerar consentido, respecto del ministerio fiscal, el ía- 
|i n <\ c \ j llcz letrado, y no mulo modificarlo en sentido desfavora- 
ble pa»a el procesado, ni agravar la pena impuesta de conformi* 
tlád ;i la rloctrina que surge de Jos artículos 460, 461 y 093 del 
código de procedimientos citado, que ha skk> aplicada en tal sen- 
tid* por V. E. (Tumo 36. página 226). 

I ¡i disposición del artículo 693 citado, según la interpreta; 
ción que se ic ha dado uniformemente, importa una restricción á 
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las iicultades del tribunal de apelación, que queda sin potestad 
para modificar el falto del inferior en sentido desfavorable al pro- 
ce.^aóY. si el ministerio fiscal se da por satisfecho con sus conclu- 
siones y no interpone los recursos que son procedentes. El ejer- 
cicio re la acción publica está atribuido á los funcionarios del m¡- 
tiiv.eri<; fiscal (articulo 14, código citado), quienes están someti- 
dos ii todas las reglas de procedimientos fijados por el código, y 
le> es aplicable, como á las demás partes, él artículo 508, según 
el c-.tal las sentencias quedan consentidas si no se interpone en," 
lieiiif o el recurso de apelación. 

í or io expuesto, y no obstante el grave y notorio error en 
que incurrió el juez letrado al calificar el delito perseguido en este 
procero considero que la cámara federal no ha podido agravar la 
pena impuesta al procesado González, por lo que corresponde, así 
io t'idrt á V. E„ se revoque la sentencia apelada, y se deje subsis~ 
ter.ie cí fallo del juez letrado. 

Julio Botct. 



FALLO DE LA SUPREMA CORTE 

BuciH» Al reí. Febrero 17 de |»I0 

Vistos y c msiderando : 

Que aun en el supuesto de que tío debiera considerarse pro- 
cedente la apelación interpuesta por el fiscal á fs. 44, concedida 
á fs. 44 vuelta, sería de tenerse en cuenta que el reo ha expresa- 
do agravios en segunda instancia (fs. 46 vuelta), y que el fiscal 
ucstando el traslado de la expresión de agravios, solicitó ñu- 
de pena (fs. 48). 

esta petición del ministerio público importa, en realidad, 
una adhesión al recurso, para los efectos del artículo 522 del có- 
digo de procedimientos : y si bien es cierto que no se dió á ella 
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la debida tramitación, también lo es que no se ha alegado la nuli- 
dad de las actuaciones en la oportunidad permitida por el articulo 
535. fuligo de procedimientos, ó en otra, ni se ha interpuesto el 
recurso autorizado por el artículo 500 del mismo código. 

Que dados estos antecedentes, el articulo 693 del código de 
procedimientos, no obsta el aumento de pena que la sentencia de 
fs, 49 impone al reo, con relación á la establecida en ta de prime- 
ra instancia. 

Que por lo que hace al fondo, el artículo 24 de la ley de re* 
formas al código penal, que se invoca en la defensa {fs. 68) se 
refiere al inciso a) del robo y no comprende los robos cometidos 
en despoblado. 

Que aun cuando el inciso b) "robo" , del artículo 22 de la 
k-y número 4 impone al robo en despoblado, la pena de diez 
ii quince años de presidio, cualquiera que sea el valor de lo roba- 
do, el inciso c) número 1 de la misma sección y artículo, establece 
la pena de penitenciaria de seis á diez años para el robo en des- 
poblado y con armas ; para que, en el caso debe aplicarse en su 
grado máximo, en razón de haber mediado complot y noctur- 
nidad. 

Por estos fundamentos y los concordantes fie la sentencia 
apelada, se la confirma, con la modificación de que la pena que 
deberá sufrir el reo, es la de diez años de penitenciaría. 

Xotifíquese con el original y devuélvase. 

A, Bermejo.— M. P. Daract, — Nicanor G. 
del Solar (en disidencia). 



DISIDENCIA 

Vistos estos autos y considerando : 

Que por la sentencia de fs. 42 pronunciada por el juez de la 
cansa, se condena al procesado á sufrir la pena de dos años d«t 
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prisión y quinientos pesos de umita, con las costas y acccsorktí 
proscriptos por el artículo <*} del código penal. 

Que esta pena es mayor que la solicitada por el ministerio 
fiscal en su acusación de fs. 35. en la que, teniendo en considera- 
don el principio consagrado |»or el articulo 1 3 del código de pro- 
cedimientos en lo criminal y que los objetos robados son de poco 
valor, según su estimación, pitle se le imponga la pena de un año 
de arresto. 

Que de estos antecedentes se deduce que la sentencia iiien- 
cioifhda. no contiene, por lo cjtie al ministerio fiscal se refiere, de- 
cisión alguna que sea contraria en su parte dispositiyá á la acu- 
sación formulada por el delito cometido y que ha motivado la 
formación de este proceso, circunstancia que hace improcedente 
el recurso de apelación deducido ;i fs, 44. desde que falta el agra- 
vio que pudiera justificarlo; de lo que se sigue, también, que no 
lia [xhIkIo tomarse en consideración esa apelación y modificarse 
en sentido desfavorable al reo ta pena impuesta, de acuerdo con 
la doctrina que informa el articula 693 del código de priK-cdt míen- 
los citado y lo establecido en casos an ¡dogos ( fallos de la supre- 
ma corte, tomo 36. |*ágma ¿ih y 82. página 207!. 

Que por lo que hace á lo alegado por la defensa no hay mé- 
rito para modificar la |>ena impuesta por la sentencia de primera 
instancia «lados los antecedentes de la causa, de lo que resulta la 
responsabilidad en que ha incurrido el procesado. 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se revoca la sentencia apelada de fo- 
jas 

N'oti tupiese con el original y devuélvase. 



Nicanor Q del Soi.au. 
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S'amir'm: El jliea federal de la capital es el competente para co- 
•locer de mu fúicío por falsedad enmeiida un una solicitud 
redactada y firmad :i on lugares «líjelos exclusivamente á la 
jurisdicción provincial; pero presentada al ministerio de ma- 
rina en su carácter ine(|i!tyocp de autoridad federal. Kn tales 
condiciones es api i ra Me al caso lo dispuesto en el inciso 4" 
del articulo i fo y siguientes de 'a ley niirn. 

Caso: Lo explican las si'jmenles p¡e;<as: 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

C del Uiu K u*y, Mayo 14 de I9(t. 

Y V istos; Ivitos promovidos por el defensor del pr*icesado 
deduciendo excépcMh de falta de jurisdicción del juzgado, de los 
que resulla: l" ijiw se alega como fundamento del artículo la 
consideración de <jue el hecho míe ha tlado margen á la formación 
de esta causa, aun cuando constituyera un delito, no caería bajo 
la competencia del infrascripto, puesto que la acción punible ó sea 
la falsedad injustamente alrilmída al procesado, se había cometi- 
do en la capital federal y no en esta ciudad ó en |>unto alguno de 
esta jurisdicción, aun cuando pudiera argüirse que aquí se prc- 
|»aró la consumación del hecho motivador del sumario, lo míe so- 
lo acepto como mera hipótesis, T Que el procurador lineal á fs. 3 
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se adhiere á la excepción, aunque fundado en consideraciones de 
otro orden, sosteniendo que los hechos que han originado el jui- 
cio, constituyen el delito de falsedad previsto por el art. 293 del 
código penal, cuyo conocimiento comiste á la justicia ordinaria ó 
local y solo por excepción al fuero federal, en el único caso que 
el delito halla sido cometido en lugares donde el gobierno nacio- 
nal tenga absoluta y exclusiva jurisdicción art, 3\ inc. 4 de la 
ley 48 de 14 de Septiembre de 1863 ; míe -ninguno de los firmantes 
de la solicitud de fs. 1 y 2 dicen que fueron requeridos por el pro- 
cesado en la jurisdicción del puerto ú otra exclusivamente nacio- 
nal, pues la mayor parte de ello* declaran que el pedido se les hi- 
zo en sus domicilios ó en casas de negocio; 110 siendo admisible 
que el delito se haya cometido en la capital federal, por más que 
la solicitud estuviera destinada á producir efecto en aquella ciu- 
dad, siendo en Concepción del Uruguay, donde se había alterado 
11 ocultado maliciosamente la verdad, con el fin de obtener las fir- 
ma» de la referencia, quedando así consumado el delito y la úni- 
ca llamada í\ conocer en él. seria la justicia ordinaria del juez del 
crimen, de esta ciudad, y Considerando : 

1 S Que han motivado la causa hechos de falsedad cometidos 
ai requerirse firmas para la solicitud de fs. 1 y 2 de tos autos prin- 
cipales, sin que algunos rirniantes la hubieran leído ni impuestos 
tie su contenido, habiendo consentido suscribirla á pedido de ter- 
cero por manifestarles estos como propósito ó motivo de la soli- 
citud otros completamente distintos de los contenidos en ella ; y 
también por indicios que hacen presumir apócrifa la firma de An- 
tonio Benedettí. Todo ello resulta de la prueba producida en es- 
tos actuados y constancia de los autos principales, hecho que pri- 
ma facíc están comprendidos y penados por el art. 203 del código 
penal. 

2." Que esas firmas como la mayoría de los que suscriben 
la solicitud fueron puestas en lugares no sujetos á la jurisdicción 
del juzgado, pues tratándose de un delito común sólo ella emerge 
en las circunstancias de excepción que señala el art. 3- 4 
de la ley 48, de 14 de Septiembre de 1863. 

3* Que es fuera de duda que tales hechos se han realizado 
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cti esta ciudad y la circunstancia de que la petición debía producir 
su efecto en él ánimo del señor ministro de la ..ación á quien fué 
dirigida y presentada, no es bastante para que se considere (a ca- 
pital federal como el lugar efectivo de la verdadera consumación 
de los hechos. 

IV estos fundamentos y concordantes del procurador fiscal, 
fallo: Haciendo lugar á la excepción sin cosías. v ejecutoriado 
que sea remítase el proceso at señor juez del crimen fie esta cir- 
ciinscn|icion judicial para que tome la intervención que le corres- 
DOnde por ser la causa de su com ( >etei!cÍa. Regístrese. 

i 

A. Bcrátu-. 



AUTO DEL JUEZ LOCAL 

Uiufuijr. Septítmbreai \<m 

Y Vistos para resolver el incidente de incompetencia de ju- 
risdicción, en la causa que f»r "falsedad" se sigue contra don 
Manuel (iaribaldi y otros: Considerando: 

i " Que siendo juez competente j>or razón del territorio, 
aquel con jurisdicción en et sitio en que el acto incriminado se ha 
cometido .art. 45 «leí procedimiento criminal en la capital concor- 
dante con el art. 23 del mismo y con los arts. 353 y siguientes de 
la ley de 14 de Septiembre de 1863 sobre jurisdicción y procedi- 
mientos nacionales, es necesario determinar el sitio en que t¿ con- 
sumó el acto que sirve de cabeza de proceso en esta cansa v que 
es el documento de fs. 1 y 2 (principal). 

2." Que como enseñaba el profesor Minero v con él y antes 
|UC él todos los tratadistas de derecho penal, desde la concesión 
de un acto criminoso hasta la culminación con el último detalle 
que leMa perfección y realidad, existe una serie de momentos ci 
gradaciones, la mayor parte de las cuates quedan fuera del alcan- 
ce de los magistrados y de la tc>. sea iwrque aun no se traducen 
en actos y entonces los aunara el art. ly de la constitución na- 
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cional. m pOFqitc coi»» actos preparatorios, aun no han causado 
agravie ó pueden servir indistintamente a fines nocivos o a Imes 
mm ó innocuos. F.n su consecuencia ta ley reprime el herfm 
cúmplalo ó el principio dé ejecución man i i es lado por > actos que 
tengan una relación directa é inequívoca con el delito ' art. 2 (de- 
rogado > v 8 del código penal. 

i » Qué el hecho incriminado en esta causa, falsedad dii^ 
lamen fiscal de ís. $i,hu\o de fs. gú arts. 277 á 204 M P 
nal no se comete, sin duda, con la simple imitación o falsihea- 
ción de un hecho, ele «na fecha, de mía firma ú otra circunstancia 
cualquiera, ¿ino que ^ menester el daño consecutivo, no precisa 
v necesariamente el daño económico. pues laminen el daño moral 
ó IcKal la simple atención ocrita de una circunstancia simula- 
da la escritura de un nombre, ó la imitación de una rúbrica, tanto 
pueden *er delitos como m»cciitcs pasatiempos <le eM-nlar o apren 
di* de pendolista, y asi. en el caso suh judice. la expostam, , de 
í< , v 2. mientras ,»ermancció en poder «le M<*** " 
mantés, á nadie agraviad y por lo tanto, ninguna ley rep res iva 
no f V, a 'ancionarlopunit. .ñámente. Fué al ser presentado en Une- 
nos \ires. ante la prefectura de pu.-rtos. como expresión de ver- 
dad ríe sus enunciaciones y de sus firmas, que se cometí» delito 
de falsedad si la huí* y en consecuencia, las disposiciones leales 
citadas en el primer considerando 411 presente auto m*rd,ccn 
clarameme la intervención y jurisdicción del tribunal ordinario 

del Uruguay. , 

4 " Oue ,w>r último el presente delito de esta causa estaña, 
encuadrada en el inciso 3- del art. 23 del pr^ed i miento criminal, 
para la justicia federal y tribunales ordinanos de la capí al y n- 
Stortos nacionales, pues, indudablemente con la falsedad se- obs- 
truía v corrompía el buen servicio de los empleados de la na, ion 
desde' que se pedía injustamente y se auspiciaba con falsedades, 
la remoción del señor subprefecto, don Ernesto Vieyra. a estar a 
la, dcclaraeinncs administrativas de fs. 44 ? f 4* vía. una razón 
legal más y bien clara que excluye á la justicia ordinaria en este 

iirticeso. ■ „ . ii- 

Por lo expuesto y concordantes «leí ministerio hseal, el ni- 
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íraseripto resuelve declararse incompetente y declinar la juris- 
dicción que le atribuye V. S. el señor juez federal á quien se de- 
volverán estos autos con nota de estilo. Notifiques*-, regístrese. 

Antonio Saga/na^ — fin fací Pondai, 

i 

DICTAMEN DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema curte: 

De acuerdo COil el inc. h del art »> de la ley 4055. correspon- 
de resolver á Y. K. la contienda de competencia trabada, por de- 
clinatoria, entre ei señor juez del crimen y el señor juez federal 
de la provincia de Kuire Kjos. con motivo de la querella que don 
Ernesto Vieyra. suhprefccto de Concepción del l'rtiguay. prb- 
1 nueve contra don Manuel (*aril>aldi. por falsedades míe dice lia- 
Ikt cometido este último en perjuicio del (|Uerellanle, en el docu- 
mento de fs, t del expediente agregado. 

Dsde luego, consistiendo la imputación de ente se trata, en el 
delito previsto y penado en el art. 2*>3 del código penal el caso 
ocurrente es ajeno á la jurisdicción nacional, puesto rjue él no es- 
tá comprendido, liajo ningún concepto, entre los míe enumeran 
los incisos 12 y j de la ley 48. como delito de carácter federal. 

La imputación se concreta únicamente á la falsedad, cuya 
clasificación y castigo funda el acusador, exclusivamente, en di 
citado art. 293 de la ley penal, teniendo como cuerpo del delito 
el documento de fs. 1 que aparece elaliorado en Concepción del 
Uruguay. 

La circun.-tancia de que las falsedades que contenga el do- 
cumento de la referencia, hayan sido llevadas á conocimiento del 
ministerio de hacienda fie la nación como iuiput aciones calumnio- 
sas contra el querellante. 110 implica ó mí juicio, que el delito acu- 
sado se haya perpetrado en el lugar donde el gobierno nacional 
tenga jurisdicción exclusiva; de donde resulta, por otra parte. 
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improcedente la jurisdicción federal para conocer del caso sub 
jitdice, en ratón del lugar donde se ha cometido el delito, con 
arreglo al inc. 4 del citado art. 3 de la ley 48 { fallo del tomo 77, 
página 420). 

Por último, el hecho de que el damnificado por esas false- 
dades, sea subprefecto de Concepción del Uruguay, no encuadra 
el caso dentro de lo* previstos en el inc. 3 del art. 23 del código 
procesal en lo criminal para los tribunales nacionales, por cuanto 
no existe tle |>or medio violación de una ley de la nación con pro- 
pósiio de obstruir ó corromper el buen sen icio de aquel empleado 
nacional. 

En consecuencia, no estando comprendido el caso ocurrente, 
1.1 por la naturaleza del delito ni por el lugar de su perpetración, 
¿uño; fuentes que determinan la jurisdicción federal, dentro de 
ÍO* citados preceptos que la rigen, fuera de cuyo alcance ella no 
puede hacerse extensiva por stt misma condición excepcional, y 
privativa, pienso que el caso sub jitdice cae l»ajo la competencia 
del señor juez del crimen de Entre Rios, por lo que pido á V. E. 
se sirva resolver en este sentido, la contienda producid». 

Julio BoM. 
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Rucan Alt**. Febrero 17 1910 

Vista* las de contienda de competencia negativa entre el juz- 
gado tederal de Concesión del Uruguay y el juez del crimen de 
!¡t drci'nscriiwión judicial del mismo nombre para conocer en el 
juicio po r falsedad seguido contra don Manuel Garibaldi y con- 
siderando: 

Que dicho juicio tiene por origen ta resolución del ministe- 
rio de" marina, (foja 48 vta. autos principales) por la cual se or- 
dené la remisión de las actuaciones administrativas á la prefee- 
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luía general de puertos para cjtie las elevara á la justicia federal" 
.-111 determinarse sección. 

Que las falsedades aludida» >e hacen consistir en que algu- 
nos de lus hrmantes de la solicitud de fojas i, presentada al mi- 
nisterio de marina para que se separara de su puesto al subpre- 
fecto de Concepción del Uruguay, por incompetente y otros de- 
fectos, fueron engañados acerca del contenido de esa solicitud y 
se lia puesto además, abustv amenté en la misma, la ñnna de Be- 
nedetti fdict. fiscal de fs. 51 y decreto de fs. 52). 

Que aún en el supuesto de que el documento fie fe», 1 ¡»e haya 
redactado y firmado en lugares sujetos exclusivamente á la ju- 
risdicción provincial, y de que él contenga las falsedades que se 
trata de castigar el delito, si existe» y de acuerdo con la doctri- 
na que informa el art. 65 de la ley 49 y la jurisprudencia estable- 
cida en casos análogos, se liabría consumado en realidad al pre- 
sentarlo en el ministerio de marina á quien iba dirigido y dte 
quien se inténtala obtener la destitución ó remoción del subpre- 
fecto ( fallos, tomo i. n , página 295 : tomo 109, pág. 279 y otros). 

Que la medida de destitución ó remoción aparece pedida en 
esta capital al ministerio de marina en su carácter inequívoco de 
autoridad federal, dado que lo relativo á puertos es ajeno al go- 
bierno y administración local de la capital de la República ; y en 
tales condiciones es aplicable al caso lo dispuesto en el inc 4.* 
del art. 23 del código de procedimientos en lo criminal y en el art 
1 10 y siguientes de la ley núm. 1803. 

Por estos fundamentos y los concordantes del auto de i s. 70 
(cxp. declinatoria de jurisdicción, etc.), oído el señor procura- 
dor general, se declara que el juez competente para el conoci- 
miento del presente proceso es el juez de sección de esta capital, 
a quien se le remitirán los autos, avisándose por oficio al juei de 
sección fie Concepción del Uruguay. Notifiquese con el original. 



A. Bermejo— Nicanor G. del 
Solar — M. P. Daract. 
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CAVÍ A C\XVIll 



Abcllá Fernando y otros, contra ¡n provincia de Rneuos Aires 
sobre iHcoHstitutionatidud de la ley de impuesto de guias y 
desolación de dinero. 

Sumario*. Es improcedente la demanda contra una provincia por 
devolución cto impuesto He guias cobrado con motivo tic la 
remisión de ganado de nn punto á otro, dentro <fe la misma 
provincia. 

Caso: Lo explican los piezas si<juicntes: 



DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL. 

Bucitoi Air». Octubre 12 de VA». 

Suprema corte : 

U sucesión de do» Pedro M. Aljellá promueve acción de in- 
constitucional idad de la ley denominada de "Guia* de ganados y 
irutf >s". contra el goWerno de la provincia tic Buenos Aires, fun- 
dando* en míe. la suma cuya devolución reclama, le lia sido re- 
querida con motivo de la aplicación tic la ley de impuestos, al 
transporte de haciendas destinadas á venta y remitidas del |iarti- 
■lo de Rauch al de Us Flores, de la misma provincia. 

Dé los términos en que se expresa la demanda 110 resulta, en 
el casu, que el impuesto local se liaya efectuado en virtud de Ja 



PB JUSTICIA l>R LA NACION 



55 



exportación de la* haciendas de que se habla, ni menos que sea 
un derecho ik- tránsito; puesto c|iic ni los grava á su salida para el 
extranjero, ni al pasar á otra provincia, sino que únicamente w.* 
ha aplicado al movimiento de los ganados de nn partido á otro, 
dentro del territorio provincial. 

¡ .a tey local i ni) Humada ha sido declarada inconstitucional 
en repetidos fallos de V. K. en virtud de que se hacia efectiva o»n 
motivo de la circulación interprnviucial ó internacional de los 
productos que gravaba: en tales casos pugnalia con las garantías 
que consagran los arts. io, ti é inciso i," del art. 67 de la consti- 
tución nacional. 

Tero, aplicada esa ley local, al hecho del transporte de lia- 
ciendas de un punto á otro del territorio de la provincia deman- 
dada, como parece resultar de la demanda, 110 afeetti tales pre- 
rrogativa» de la carta fundamenta! de la tición. sino que importa 
el ejeicicio de facultades impositivas, que la misma constitución 
consagra, en favor de los gobiernos de provincia, dentro de su 
territorio y sobre la riqueza incorporada á su sucio. 

En virtud de lo expü&sto. considero que, en el caso sab jmíite 
la ley local impugnada no esta viciada de inconstitucioiialidad y 
en consecuencia pido á V. E. se sirva asi declararlo. 

Julio Hott't. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Biimk» Afra», Febrero IT de 1910. 

Y vistos: 

Ilion Luis Cominos Ceballos por don Femando C. Alielli, y 
otros, demanda á la provincia de liuenos Aires por la devolución 
de nueve mil trescientos cincuenta y siete |>esos con veinte cen- 
tavos, cobrado* á sus mandantes por impuesto de guias, con los 
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intereses desde la fecha en que se efectuó el de|»ósito judicial y 
¡as costas del juicio, fundando la demanda expresa: 

Que la sucesión de don Fernando Ccbelli, propietario de un 
establecimiento de campo el el partido de Rauch í provincia de 
Buenos Aires) remitió en Abril de 1901 una trocía de haciendas 
de dicho establecimiento á consignación de los señores B. Alchon- 
non v Hermanos, de Las Flores, con destino á venta. 

Que tas autoridailes locales, fundadas en las prescripciones 
de la ley de impuesto de guías, detuvieron eso tropa y exigieron 
el pago del impuesto y mulla correspondiente por la infracción 
que importaba la falta de pago de ese tributo. 

Que fundado en eme ese impuesto es contrario á los artículos 
10 y 1 1 de la constitución y jurisprudencia, que cita, protestó con- 
tra su eolwo, pero apremiado por el fiscal ante los triliunales du 
la provincia, la cámara de apelaciones, en Septiembre 4 de iqofi: 
lo condenó al pago, por lo que depositó la cantidad que demanda 
y llevó su causa á la suprema corte de la provincia, la que judi- 
cialmente no hizo lugar al recurso. 

Contestando el traslado conferido, el rqjresentantc de la pro- 
vincia pidió el rechazo de la demanda con especial condenación 
en costas, en razón de que el pago cuya devolución se reclama se 
había aplicado al movimiento interno de los productos en la pro- 
vincia de Buenos Aires. 

Oído el señor procurador general, fué dictada la providencia 
de autos para definitiva. 

Y considerando : 

Que como se expresa en la demanda, el impuesto cuya devo- 
lución se reclama, fué cobrado con motivo de la remisión de una 
tropa de hacienda del partido de Rauch en la provincia de Bue- 
nos Aires al de Las Flores de la misma provincia, con destino á 
venta. 

Que ha sido asi gravado un acto de comercio interno, (pie? 
cae dentro de las facultades impositivas de las provincias, puesto 
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<jue no afecta al comercio ínterprovíncial ó internacional, que es 
lo que la constitución ha sometido á la reglamentación exclusiva 
del Congreso (fallos, tomo loó, página 294). 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo expuesto y 
l>cdido por el señor procurador general, se absuelve a la provin- 
cia <le Buenos Aires de la demanda deducida, siendo las costas á 
cargo de los demandantes. 

Notifique se con el original y repuesto el papel archívese. 

A. Bermejo — Nicanor G. del 
Solar -M. P. Daract. 
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CAtSA CXXTX 



Recurso extraordinario deducido en los autos compañía general 
de ferrocarriles con el ferrocarril Rosario y Puerto BeUjrano 
sobre posesión. 

Sumario: Ks improcedente <á recurso extraordinario autorizado 
por el artículo 14 de la ley 4**. contra una sentencia fundada 
en el derecho común, que resuelve un interdicto en que son 
lurtes dos empresas de ferrocarriles nacionales, las que rio 
invocan derechos emergentes de la ley nacional de su conce- 
sión, ni han cuestionado en el juicio la valide? ó inteligencia 
de algunas de .sus cláusulas. 

Caso : Lo explican las siguientes piezas : 



SEimNCtA DEL JUEZ FEDERAL 

Rahfi BImci. Junio 23 de IMS. 

Autos y vistos : 

Resultando de estas actuaciones haberse opuesto la compa- 
ñía general de ferrocarriles de la provincia, según consta del es- 
crito corriente á fs. 3 de este incidente, á la posesión provisional 
decretada por el juzgado á favor de ta empresa del ferrocarril Ro- 
sario y Puerto ttelgrano, en el expediente principal sobre expro- 
piación que en este acto se tiene íi la vista; y habiéndose sustan- 
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ciado «Licha oposición en la fonna del recurso de revocatoria del 
auto mencionado, pues que implícitamente importaba dicho re- 
curso el hecho de pedir se dejara sin efecto una providencia ju- 
dicial, y recibido á prueba el incidente, se ha producido por la 
parte aétora exclusivamente, la f|uc corre agregada en estos autos, 
tendiente á demostrar el mejor derecho de aquélla á la posesión 
.leí terreno expropiado por la empresa del Rosario y Erario Bel- 
grano, fundándose en que el expropiado había firmado á favor 
del actor una promesa de venta en documento privado. 



Y considerando ; 

Primero. Que el instrumento que invoca el actor, si bien no 
se ha »gregado*cn autos, ha existido con carácter de un compro- 
miso privado, según consta de la declaración del escribano señor 
Ahnandos, h quien como funcionario público se del* considerar 

testigo calificado. 

Segundo. Que en tal concepto, es decir, considerando el 
mencionado instrumento privado como una promesa entre las 
partes contratantes, dolo surte el efecto legal determinado en el 
artículo 1210 del código civil, de modo que la acción emergente 
de dicho acto, consiste en el ilereclio de las partes á obligaifc ;i ( 
reducir á escritura pública dicho instrumento. 

Tercero. Que como consecuencia de las relaciones jurídicas 
que nacen del carácter de la obligación mencionada, ésta no sur- 
te efecto alguno respecto de terceros de acuerdo con los términos 
implícitos del artículo citado y de las que expresamente contiene 
el articulo iof* del mismo código, de las que resulta que no pue- 
de el actor en manera alguna invocar la prelación que pretende 
para oponerse á la jurisdicción judicial que impugna. * 

Cuarto. Que en el supuesto que invocase justo título de do- 
minio el actor, mediante instrumento en forma para fundar su 
oposición, habría tenido que deducir la acción reivindicatoría que 
nace de la naturaleza de aquel derecho real ; pero no habiendo si- 
do esto procedente por las consideraciones expuestas, sólo ha 
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existido en este incidente por parte del actor la tentativa de de- 
ducir el interdicto de retener la posesión, el cual no ha podido 
prosperar en forma alguna, puesto que, dicho interdicto no ha si- 
do expresa y claramente interpuesto ni la prueba producida recae 
directo ni indirectamente sobre dicho punto, en cuanto nada se re- 
fiere á la posesión actual del actor. Por estas consideracioies, de- 
clárase no haber tugar, con costas, á la oposición deducida contra 
el auto corriente á fs. 9 vuelto, del expediente principal, debiendo 
aquél mantenerse en todas sus partes y continuarse el juicio se- 
gún su estado. 
Repóngase. 

Gregorio Uriarte . 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

U Ptati. Noviembre 12 de IMS 



Vistos y considerando: 

Que en el presente caso, la compañía del ferrocarril de Rosa- 
rio á Puerto Iklgrano ha sido puesta en posesión del terrena que 
ocupará la vía del tren á pedido de la compañía expropiante, en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 4 * de la ley nacional de ex- 
propiación, que autoriza á que las empresas de obras públicas sean 
puestos en posesión provisoria. 

Que esto posesión, en su carácter de provisoria, puede ser 
dada por mandato judicial, antes que comience el juicio por de- 
manda y contestación, y sin previa audiencia del propietario ó 
del poseedor del terreno en el momento de la expropiación. Esta 
excepción á las reglas generales del procedimiento judicial, ha 
sido establecida por la ley especial de expropiación fundado el 
legislador en superiores razones de orden público, para que las 
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obras de interés -nacional no sean obstaculizadas por el trámite de 



Que la oposición de la compañía de ferrocarriles de la Pro- 
vincia de Buenos Aires á la posesión judicial del terreno ministra- 
da á la compañía del ferrocarril del Rosario á Puerto Belgrano, 
de donación del mismo por su propietario. El titulo de la dona- 
ción no se ha justificado en autos, y aunque se hubiese presen- 
tado, tal título no es suficiente para tener la posesión del terreno, 
jiorqtic uu título por donación es un acto jurídico ineficaz por sí 
para dar la posesión electiva del terreno, sino que es un derecho 
á la posesión, la que, en caso de oposición, debió solicitarla judi- 
cialmente (artículo 2468 del código civil). 

En este caso, la empresa de los ferrocarriles de Buenos Ai- 
res al oitoncrse á ta posesión judicial dada á la otra empresa, no 
invoca derechos emergentes de ta ley nacional de su concesión, 
sino la donación por acto privado hecha |>or el propietario del te- 
rreno. 

Luego, la empresa oponente actúa en este caso, como cual- 
t|*er persona ó individuo que escrilie una promesa de donación 
fiara oponerse á que el ferrocarril del Rosario, expropiante, to- 
mara la posesión judicial provisoria del terreno autorizada por el 
artículo 4." de ta ley de expropiación. La posesión emanada de 
ia citada ley fie orden público, se del>e dar y se da ministerio legis 
mal grado la oposición que hiciese un titulado donatario, pues 
ninguna acción de tercero podrá impedir la expropiación y susj 
efectos (articulo 14 de la ley de expropiación). 

Además, el donatario es sucesor singular del donante, y en 
tal carácter, no puede por sí tener nías ó mejor derecho que su, 
autor, de quien sucede ta causa (artículos 3263 y 3270 del código 
civil). 

Es así. que el donante, actual propietario del terreno, no ha 
podido ni puede obstaculizar la expropiación, ni sus efectos, cual 
es la posesión del terreno. Sí el propietario no puede oponerse á 
la posesión provisoria, como ha resuelta varias veces esta cámara, 
menos puede oponerse el titular de una promesa de donación. 
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Que la circunstancia de haber sido puesta la empresa del fe- 
rrocarril del Rosario á Puerto Bctgrano en posesión del terreno 
por el juez de paz de T renque Lauquen, en vez de serlo por ti 
juez de paz de Ouamini. tal hecho no altera el valor jurídico de 
la posesión, puesto que el jnez de paz lia obrado por comisión del 
juez federal de Bahía Blanca» quien está facultailo por la ley para 
hacer cumplir sus resoluciones |»or comisión ó exhorto á las au- 
toridades de la provincia. 

Por estas consideraciones y concordantes del auto de fs. 46 

vuelta, se confirma con costas. 
Devuélvanse y rept'mgansc. 

Joaquín Corrillo— Marcelino Escalada. 
— Daniel Goytítt, 



FAi LO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aire», Febrtio 24 de 1910. 

Vistos y considerarte lo : 

yue la presente causa ha versado sobre el hecho aducida 
por la compañía general de ferrocarriles de la Provincia de láte- 
nos Aires, de hal)er sido, en virtud de im mandato judicial, vio- 
lentamente expulsada de terrenos que ¡Kiseía en el partido de 
Guaminí, donde se estallan efectuando trabajos relacionados con 
la construcción de la linea á Salüqucló. por lo que se encontral»a 
privada fie su legitima |josesión. adquirida |Htr donación del se- 
ñor Salazar. actual propietario, según el boleto de i de Octubre 
de 10X7 ( fs, 3). 

Ouc desconocida esa posesión por la empresa «leí ferrocarril 
del íí osario :'i fuer tu líclgrano. quedó planteada y lia sido discu- 
tida, una causa regida por el derecho común, con preseindeneia 
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de las leyes de concesión de una y otra empresa, leyes eme se li- 
mitaron á ilcqlarar fie utilidad pública la ocupación de tos terre- 
nos necesarios jwira vías, estaciones, etc., de acuerdo con los pla- 
nos que apruebe el P. % quedando facnllados los concesionarios 
|>ara gestionar ]tor su cuenta ta expropiación, con arreglo á la 
ley general I leyes 4279 y 4417. art, 8."). 

Que en esos términos lia sido considerada y resuelta, en la 
sentencia apelada de fs. 6j¡, ta que se halla fundada en el derecho 
común, haciendo constar que "!a empresa de tos ferrocarriles de 
Buenos Aires, al oponerse á la posesión judicial dada á ta otra 
empresa, no invoca derechos emergentes de la ley nacional de su 
concesión, sitio la donación ¡»or acto privad,» hecha por el pro- 
pietario del terreno", y qué no ha justificado en autos ese título, 
ni éste le atriliuiría la posesión con arregla al artículo 2468 del 
código civil, lo qite hace improcedente el presente recurso (artf. 
15. ley tutu i. 48 1. 

One los incisos y ,V del art. 14. ley 48. que se invocan 
al deducir este recurso extraordinario, no ln autorizan en el ca- 
so, porque no se ha cuestionado la validez de la ley 4417. de con- 
cesión de la comjKiñia general, ni tampoco la inteligencia de algu- 
na de sus cláusulas. 

l*or estos fundamentos, se declara mal concedido el recurso. 
Xotifiquese con el original y devuélvanse, reponiendo los sellos 
;inte el superior. 



A. » iíkmejo- Nicanor G. del 
Solar — M. P. Daract. 
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CAUSA CXXX 



/lian PaMo Cabrito contra ¡a provincia de Huertos Aires 
por reivindicación 

Sumarió: iS Trocéete la acción reivindicatoría, entablada contra 
una provincia fiara recuperar mía faja de terreno destinada 
por el gobierno á camino público y usada como tal sin hatier- 
se indemnizado al propietario. 

2.* La parte dispositiva de la sentencia es lo que constituye el 
fallo y nó sus considerandos 6 la apreciación de los elemen- 
tos <le prueba. 

3. Ks improcedente el recurso de revisión fundado en el ar- 
tículo 241 de la ley 50, interpuesto contra una sentencia que 
ln>o lugar en parte á la demanda, sin contener decisión algu- 
na sobre cosas no pedidas por el actor. 

Caso: Ijo explican las siguientes piezas: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aire*. Mano U> de 191" 

V vistos: Don Juan J. J. Cabrera, por don Juan P. Cabrera, 
entabla demanda contra la provincia de Buenos Aires, exponien- 
do: Que su representado, por escritura pasada en La llata á 22 
de Octubre de íftji, compró al. doctor Martín A. Martínez, su- 
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«.•sor á título singular de las personas que expresa, nn campo 
ubicado en el Azul, provincia de Huenos Aires, haciéndose cons- 
tar que la extensión tic aquél era de < Ijmj) mi) trescientas cua- 
renta y nueve hectáreas noventa y dos áreas y ocho centiárcas, 
lindando |tor el Noroeste con don. Luis Casaburt. por. el Sudeste 
con la testamentaria de don Marcelino lYralta. por el N'orcste 
con los herederos de doña María Calvan de Gallardo y por el 
Sudoeste ron los de doña Celestina Aginar de Cabrera, previ- 
niéndose que de dicha área había que deducir doscientas cuaren- 
ta y tres hectáreas enajenadas para chacras. 

Que el doctor Martínez bahía destinado el campo n centro 
agrícola, donando al efecto al gobierno algunos terrenos para ca- 
lles y oíros usos públicos ; puro la crisis hizo fracasar sus proyec- 
tos y su sucesor Cabrera obtuvo que el gobierno de la provincia 
dejase sin efecto, por decreto de de Febrero de 1893, la con- 
cesión de centro agrícola y declarara libre el propietario de las 
obligaciones que se le impusieran en virtud de la* ley sobre la ma- 
teria y sus reglamentaciones, mandando se le otorgara escritura 
de devolución de los terri nos que él doctor Martínez había desti- 
nado á usos públicos. 

Que con motivo del provecto de centro agrícola, el doctor 
Martínez había trazado mía calle de cinciientra metros de ancho 
por todo el frente sudeste del campo, calle qu; desaparece |ior 
haber desaparecido el centro agrícola, en virtud «leí decreto cita- 
do; |icro el gobierno de la provincia parece 110 entender lo mis- 
ino, porque se empeña en mantener abierta esa zona para el tráfi- 
co público, sin indemnización al proletario y sin tener título al- 
guno ¡tara ello. 

Q\iv en virtud de estos antecedentes, y con arreglo al art. 17 
de la constitución nacional y de las disposiciones del código civil 
que invoca, pide .se condene á la provincia á 'devolver á sn man- 
dante los Cincuenta metros de frente por dos mil quinientos no- 
venta y oeho metros de fondo que ocii|>a la calle mencionada, con 
los frutos civiles desde el 23 de Febrero de iKrtf, que estima en 
siete iH'srts por hectárea y por año ó indemnizarle de la privación 
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de esa |>artc de su propiedad llagándole sn valor, ítue estima en 
inil pesos por hectárea, más ta cantidad <|tic deja indicada por 
frutos, intereses y costas. 

Ouo el doctor Mariano neniaría (hijo), |wr la provincia dé 
Buenos Aires, niega los hechos expresados jjor el actor y pide el 
rechazo de la demanda con costas, alegando : 

(Jnc la reivindicación no procede respecto cié inmuebles que 
no están dentro del comercio, como no to está el camino público 
de que se trata. 

Que como lo manifiesta el mismo demandante, ese camino 
fué hecho en tiempo de uno de sus antecesores, por lo une auné! 
no estuvo nunca en posesión del mismo, cora lición necesaria para 
que la acción instaurada prosperé; 

Que recibida la causa á pruelia, háse producido la qué ex- 
pre-aVl eertil'cado «le tojas 70 y la manflacla agrega* á ís. 11.1 
vuelta, habí Linio las parles alegado á ís. íto y 87. 

Y considerando: 1 " Qííe en la demanda dé ís. g se soHcttsí 
la devolución del terreno ó el pago de su valor, y esta eireuhstáli- 
aic .i rpsi sola hace necesario el examen de los derechos del actor, 
aún cuando hubiera de admitirse que la acción real m» procede, 
ya por el destino actual de la co*a, ya por no haber mediada tra- 
dición de ella al actor, según se pretende. 

j." Que ¡i estar al iniorme del departamento de ingenieros 
de la prbviitciá de Buenos Aires, prodüéido á instancia del actor 
v c< <:nn p.irti de prueba, snbre la linea sudeste de la propiedad 
antes indicada, dicho actor vendió á don Juan HUÍ mil ochocien- 
tos setenta y siete metros veinte centimts. incluyendo la pobla- 
ción llamada Ka Sota", y ciento sesenta y un metros veinte ecn- 
íímétfós á Soiza. de modo que la propiedad actual de Cabrera só- 
lo tiene quinientos cincuenta y nueve metros sesenta centímetros 
de frente al Sudeste ( í. 74). 

."5." One. por otra parte, la exactitud de este informe no ha 
sido categórica y explícitamente desconocida ó desvirtuada con 
otras pr-uébás 1 ís. 83. YT). 

V One no aparece asi justificado el derecho del actor para 
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cobrar él valor del terreno de que se trata, en la extensión de las 
líneas Tí b y a A, del plano de fojas 76, que sirven de frente 4 
la* compras de I lili y Soiza. 

5." Que por lo que respecta á la zona de terreno inmediata 
á ta linca a b del mismo plano, con cincuenta ó cuarenta y siete 
metros cincuenta centímetros de ancho, es de tenerse en cuenta 
que ni en la mensura de 1874 practicada ñor el agrimensor For- 
túnalo Gómez, que el dc|wrt amento topográfico encontró bien 
ejecutada f K 21 á 2$ de! cxp. acompañado núm. O, ni en la 
mensura de! centro aurícula "Cachan", llevada á caito por el agri- 
mensor don Moisés B, Fernández, en 1880. y á la que tampoco 
hizo observación alguna el departamento de ingenieros ffs. 13 
á 17 d.l cNp. letra M. riúrii. lió), se menciona la existencia de 
camino general en esa zona; resto tiene más valor que si se tra- 
tase de un camino que simplemente atravesara e! campo sin ser- 
virle de limite. 

Ti." Que el informe citado del departamento de ingenieros 
al hablar de un camino general existente desde algunos aik* 
antes de i8M<;, no invoca en apoyo de su afirmación los anteceden- 
tes á que se refiere et art. 2." cíe la ley general de caminos, cercos 
y tranqueras, de Octubre 8 de ifífH de la provincia de Buenos 
Aires, ni hace referencia al plano ordenado por el articulo io de 
la misma ley: y en tales condiciones, ese informe no puede pre- 
valecer sobre la mensura y la prueba testimonial corriente á ís. 
53 y vía. ; 47. 58 y vta. 

7. " Que con arreglo al art. 22 del código civil, lo que no está 
dicho explícita ó implícitamente en ninguno de sus artículos, no 
piieriu itiier fuerza de ley en derecho civil, aunque anteriormen- 
te mía disposición semejante hubiera estado en vigor, sea por una 
K'v general, sea |»or una iey especial. 

8. " Quv 110 hace. \x* to tanto, al caso el estudio de las leyes 
de tiulias y otras de origen español, sobre la extensión de los de- 
rechos de dominio, 

a" One en la escritura de propiedad otorgada |>or el poder 
ejecutivo de la provincia á don Severo Al vare*, causante orii;i- 
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nario de Cabrera, en 28 de Octubre de 1870 (exp. cit. nútu. i, fs. 
1 y síg.K no se hizo reserva del derecho para abrir caminos en el 
tcrieno, sin indemnización. 

10. Que en cnanto á tas disposiciones locales que se citan 
( fs. qo), el decreto de Septiembre i" de 1862 y la ley de 3 dé 
Noviembre de 1870. se refieren á quinta!;, chacras y ejidos de los 
puebles; y la* leyes de 15 de Noviembre de 1876 íart. *jf1 y (fie 
Diciembre 21 de 1878 íart. 131. al disjwncr que los ct >mprado- 
res y sus sucesores en el dominio no podrán oponerse en ningún 
tiempo á que se abran caminos y calles en sus terrenus. cuando 
el incremento de la población así lo exija, sin que tengan dere- 
cho á indemnización por la superficie que se ocupe, deben apli- 
carse necesariamente sin darles efecto retroactivo: pttdiendo 
agregarse que el art. 20 de la ley posterior de ta misma "provin- 
cia, de 8 de Octubre de 1880. establece que tos caminos genera- 
les, parciales ó municipales, cuya apertura se autorice en adelan- 
te y que deban cruzar por propiedades particulares, solo se eje- 
cutarán previa indemnización al propietario y de acuerdo á la ley 
general de expropiación : lo que demuestra que no es exacto que 
la legislación vigente de la provincia de Buenos Aires faculte la 
ocupación de propiedades de particulares para caminos públicos 
sin las indemnizaciones correspondientes. 

it. Que aun citando así no fuera, la legislación citada no 
f>odria prevalecer, salvo caso ele reservas en los actos de enage- 
nación, sobre el art. 17 de la constitución nacional, que declara 
inviolable la propiedad y el art. 2516 del código civil, que faculta 
á los propietarios para prohibir que se entre ó se pase por ella. 

12. Que el art. 261 1 y correlativos del código civil no tienen 
el alcance que se les atribuye, ni han hecho en la administra- 
ción de ta nación ó de las provincias delegaciones de facultades 
ó reconocimiento de [jodere* que estén en pugna en lo fundamen- 
ta! con el régimen de la propiedad, de que se ocupa ese código 
detallada y minuciosamente (art. 67, inc. n y 108 con si. nac. 
fallos, tomo 97, pág. 322 y otros). 

13. Que según el referido informe de fs. 72, aceptado impli- 
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cit amenté )M>r la provincia, la calle A. H., de la que hace parte la 
zona adyacente á la línea a b del plano de fs. 76, ha sido aban- 
donada |xir el tranco, haciéndose el tránsito por la traza amojo- 
nada C Í) F. F G II 1 J ; y. en su consecuencia, no había impedi- 
mento legal |Kira la acción reivindicatoría relativamente á esa zo- 
na, malquiera míe sea la inteligencia que corresponda «lar al ar- 
ticulo 2758 y correlativos del código civil y aun cuando no se hu- 
biera hecho tradición de ella al actor f fallo?, tomo 46, pág. 37^ 
y otros |. 

14. Que el abandono de la calle A H y la adopción de la tra- 
za C Ó K F G H I J. no resultan, sin embargo, para tos fines de 
la reivindicación, estar eonsagratlas por resoluciones administra- 
tivas, y en el pleito se ha desconocido en absoluto el derecho del 
actor, aún respecto tic la zona referida, manifestándose qiflp la 
provincia " al resolver que continúe librado al servido público el 
camino, no hace sino hacer efectiva esa limitación á la propie- 
dad". fs.Sovta. 

15. Que no hay mérito para condenar al pago fie frutos des- 
de el 29 de Febrero de 1803, desde que el camino fué abierto por 
el autor del demandante, con motivo del proyecto de centro agrí- 
cola, y no consta en qué fecha, forma y extensión, la provincia, 
con anterioridad á la demanda, ha impedido á dicho demandante 
el ejercicio de sus derechos de dominio. 

Por estos fundamentos, se declara que la provincia de Bue- 
nos Aires está obligada á devolver al actor, dentro del término de 
quince dias. el terreno mencionado en el considerando quinto, con 
sus frutos, á contar desde la notificación de ta demanda, absol- 
viéndosela de las demás condenaciones pedidas, Las costas se 
abonarán en el orden causado por no haber prosperado la acción 
en todas sus partes. Notifique se con el original y repuesto el pa- 
pel archívese. 

A. Bermejo.— Nicanor G. del Solar.— M. 
P. Dnmct. 

Soto— Contra el precedente fallo se interpuso recurso de 
revisión, el que fué resuelto |*>r la corte con la siguiente senten- 
cia: 
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FALLO OE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire*. Atoll W 4t 1910. 

Vistos y considerando: 

Que es la parte dispositiva de la sentencia de f s. 1 1 5, lo que 
constituye el fallo y no sus considerando ó la apreciación de los 
elementos de prueba (Fallos, tomo 28, pág. 129; 91, 568). 

Que dicha sentencia hizo lugar en parte á la demanda, sin 
contener decisión alguna sobre cosas no pedidas por el actor, 
pues se le mandó entregar una fracción del terreno reivindica- 
do, ajustándose en ello á lo dispuesto en el art. 13 de la ley n. 50. 

Que es así inaplicable al caso el art. 241 de la ley citada, en 
fjje se apoya el presente recurso. 

Que en la hipótesis de la admisibilidad del recurso, serta de 
oI>seivarse: i " que al actor incumbía la prueba de la existencia, 
en ioda su integridad, del derecho real en que se fundaba la ac- 
ción reivindicatoría, debiendo la demandada ser absoluta ; total 
c par-ialmcnte, en defecto de esa prueba, cualquiera que fuera 
e! titulo ó causa de la posesión de la última, conforme á lo dis- 
puesto t ;i el art. 2363 del código civil, la ley L, 28, tit. 2", part. 3*, 
y lo rt-itei adámente resuelto en casos análogos (49. 274; 53, 10 1 ; 
61, 200- íh*. 4K : "i*. 138; 79. 27) ; 2» que del informe de fs. 74, 
traído á los autos á instancia del actor y como parte de su prue- 
ba, aparecía que aquél había enajenado á Hill y á Loiza los te- 
rrenos á cuya entrega no se le ha hecho lugar; y 3. que no es 
exacto que el referido informe no haya sido tenido en cuenta 
por el mismo actor y reconocido implícitamente como exacto, at 
alegar de bien probado (fs. 83, VI). 

Que no procede, tampoco, la declaración que se solicita re- 
lativamente á la procedencia de un nuevo pleito con intervención 
de Mili y Loica (art. 241 citado). 

Por estos fundamentos, no se hace lugar á la revisión solici- 
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tada sin especial condenación en costas, en atención á la naturale- 
za <lel caso. Notiítquese con el original y repuesto el papel, ar- 
chívese como está ordenado. 

A. Bermejo - Nicanor O. del 
Solar — M. P. Daract. 



causa cmm 



C onttemla de competencia entre el jttes federal de Córdoba y el 
local en lo civil de ia misma provincia en autos sobre regu- 
lación de honorarios ilel escribano Sccttndino del Siano. 

Sumario : Las acciones civiles á que se refiere el articulo 2.", in- 
ciso J.° de la ley mim. 48. son las que nacen fiel derecho co- 
mún y en tal condición no se encuentra el pedido de regula- 
ción de honorarios procedentes de escrituras públicas hechas 
por un escribano provincial, cuya capacidad para el cargo, 
lugares donde puede ejercerlo y manera de fijar el abono de 
sus servicios, es del resorte exclusivo de las leyes locales, sin 
que á ello se opongan los artículos 67, inciso 1 1 y 108 de la 
constitución nacional. Los jueces locales son competentes 
para entender en tales regulaciones. , 



Caso : Lo explican las piezas siguientes : 
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AUTO DEL JUEZ EN LO CIVIL DE CÓRDOBA 

CArdob», julio 5 de wi, 

Visto el incidente de competencia por inhibitoria promovida 
por el señor juez federal á solicitud fiel señor Sccundino del Sig- 
ilo en el juicio iniciado contra los señores IJeischay y otros jior 
locación de servicios para que el infrascripto se separe del cono- 
cimiento de los autos seguidos por estos últimos' solicitando re- 
gulación de honorarios á favor de del Signo por haber éste in- 
tervenido en la escrituración de la concesión relativa al aprove- 
chamiento de la fuerza motriz del tuvo de evacuación del dique 
San Roque, acordada i»r ley núm. tgoi. Y considerando : t^ue 
según aparece fie la copia legalizada corriente fie fs. i á 5. el se- 
ñor juez federal por auto de nueve fie Noviembre fiel año ppdo.. 
se declara competente para entender en el juicio promovido |H»r 
de tlel Signo y requiere de inhibición al infrascripto para que se 
separe del conocimiento de los autos iniciados |x>r Byschlay y 
otros ante este tribunal por regulación fie honorarios. Que estan- 
do pendiente la cuestión fie competencia planteada |mr A señor 
jtiez federal ante quien se jiresentó el escritorio fiel Signo deman- 
dando a IWyschlay y otros por locación de servicios, este juzgado 
antes de practicar la regulación de los htmorarios fie conformi- 
dad á lo resuelto por la F.xma. cámara de lo civil en las diligen- 
cias seguidas |n«r cuenla separada á solicitud fie lleysehlay y 
otros, <lebe ante todo pronunciarse sobre este incidente de com- 
(leteucia que es de orden público ya que está discutida la jurisdic- 
ción fiel infrascripto por el señor juez federal que se ha declara- 
do competente para entender en el referido juicio fundándose 
liara ello en la distinta nacionalidad de las partes litigantes en que 
se trata de dos juicios sobre la misma cosa habiéndose radicado 
la demanda fie del Signo ante el juzgado federal con anterioridad 
á la de Itcischag y* otros ante este tribunal, y en que el ciuda- 
dano extrangero está obligado á someterse á la jurisdicción 
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excepcional cuando es demandado por el ciudadano argentino 
domiciliado en vi lugar en que se suscitó el pleito ante la jus- 
ticia federal, tjut* el pedido de regulación de huuorarios he- 
cho ante este tribunal [>or Heischag y otros, no importaba una 
demanda ó más bien dieho promover un pleito contra el Signo, 
sinó simplemente una reclamación ó queja en que este por 
discrepancia respecto á la fijación de honorarios se negaba á 
dar la corre spohdientc tupia de la escritura pública y se pedia 
la regulación de dichos honorarios por ser exajerada la can- 
tidad que por ese concepto cóbrala el escribano y no estiba de 
acuerdo con la establecida en la ley de Arancel en vigencia en la 
estoca de la concestón. (Jue no tratándose de un caso civil como 
to tiene resuelto la Kxma. Cámara entre un ciudadano argentino 
y un extranjero, sinó de una reclamación ó queja contra los pro* 
cedimientos del escribano en el ejercicio de sus funciones; efe 
evidente entonces que la jurisdicción del infrascripto es privativa 
en el presente caso de acuerdo con lo que dispone la ley orgá- 
nica de los tribunales |xir cuanto tos actos de los escribanos 
como auxiliares del poder judicial están sometidos á la su- 
perioridad á quien corresponda única y exclusivamente co- 
nocer y decidir en juicio verbal como lo prescribe el artículo 
2oó las reclamaciones que se interpongan contra aquellos fun- 
cionarios como la míe motivó el pedido de regulación de los ho- 
norarios del escribano y que ubra |jor cuenta separada ante este 
tribunal. 

Qik no es es el caso tte discutir en esta emergencia la prio- 
ridad por la fecha de la interposición de la demanda deducida por 
Signo á los efectos de establecer la competencia como se sostiene 
en el auto, declarándose competente el señor juez federal, desde 
que no ha existido demanda alguna de fiarte de Beischag y otros 
contra del Signo ante este tribunal, sino una mera queja flor el 
proceder de este escribano, á fin de que el infrascrito fije ó deter- 
mine el monto de los honorarios devengados según arancel, y 
por consiguiente no es fiel caso tampoco aplicar á los efectos de 
que surta el fuero de excepción, la diversa nacionalidad y vecin- 
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ilatl de las partes litigantes, circunstancia que Sí- ha tenido en 
vista para fundar ta competencia del señor )iie* federal de actter- 
do con el artículo loo de la constitución nacional de 14 de Se- 
tiembre de 1863. 

I»or las consideraciones expuestas resuelvo: 

No Hacer lugar á la inhibición requerida por el señor juez 
federal en los oficios de fs. 6 y 8 y en consecuencia comuniqúese 
¡1 dicho magistrado con remisión en copia legalizada del presente 
auto acompañándose también copia testimoniada de los escritos 
de los interesados y del ministerio fiscal corrientes á fs. 9, 10 y 13 
<1e conformidad á lo dispuesto por el artículo 1010 del coligo de 
procedimientos, y téngase presente al librarse el oficio respectivo 
lo establecido en el artículo joi t á tos fines que cu el misino *e 
indican. 

1 lágase saber. 

Angel Carranza Jofrí\ — Ante raí: 
Alberto (¡uiñastL 



AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

Córdoba Octubre 16 de 199- 

Y vistos estos autos, de los que resulta : 

Que liabujjdose requerido de inhibición al señor jue* pro- 
vincial por las consideraciones cxpuesUs en el auto de fs. II 
vuelta ; y resuelto aquél mantener su competencia según resulta 
«le las actuaciones que en copia han sido remitidas á este juaga- 
do y agregadas á fs. 18, corresponde al subscripto pronunciarse 
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sobre el mérito de las razones en que dicha resolución s capova 
para insistir ó no en la inhibitoria solicitada. 

Que las consideraciones invocadas en dicha resolución no 
han bastado á modificar el concepto, que este juzgado ha emitido 
sobre la competencia míe estima pertenecerle, por cuanto la na- 
turaleza de la acción ó gestiones entabladas j*>r los señores Beis- 
chag. Cramer. Glaser y Reichert, cualquiera que sea la denomi- 
nación que se les dé, "reclamación", "queja", etc., tienden al mis- 
mo fin que la promovida por del Signo cual es la regulación judi- 
cial de los honorarios devengados por éste en la facción de la es- 
critura de concesión, á tal punto que la decisión de la justicia pro- 
vincial que se dictase sobre el asunto expresado podria esterilizar 
la acción interpuesta por del Signo ante este juzgado ó encon- 
trarse en pugna con la que dictare éste. 

Que como consecuencia de lo expuesto, no debe distinguirse 
entre la naturaleza ó carácter de las gestiones entabladas por los 
señores antes mencionados, desde que ellas han de surtir los mis- 
mos efectos que una acción cualquiera civil y bajo este concepto 
debe estarse á lo dispuesto por el artículo too de la constitución 
nacional y la ley número 48 de 14 de Septiembre de 1803, según 
los cuales la jurisdicción de los tribunales nacionales en materias 
ile su resorte es privativa y excluyeme, como también al principio 
de derecho consagrado por ta jurisprudencia uniforme de la su- 
prema corte nacional qtic establece que el orden de las jurisdic- 
ciones no puede ser alterado por la sola voluntad de los que gocen 
de los privilegios del fuero, cuando hayan sido llamados á com- 
parecer á juicio. 

Por lo expuesto, lo dictaminado por el señor fiscal y las con- 
sideraciones de que hace mérito la resolución dictada por este 
juzgado corriente á fs. 11 vuelta» 

m 

Resuelvo: 

Insistir en el requerimiento fie inhibitoria dirigido al señor 
juez de primera instancia y tercera nominación en lo civil de esta 
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ciudad y en consecuencia ordenar se eleven los autos á la supre- 
ma corte de justicia nacional para la decisión de este incidente, 
comunicándose esta resolución al señor juez requerido á los efec- 
tos de lo dispuesto por el artículo $2 del código de procedimien- 
tos judicial. 

Cdrhs £. Pinto. 



DICTAMEN DEL Sft. PROCURADOR OENERAL 

Bucnoi Aire», 6 de Dkkntirc de I9W. 

Suprema corte : 

Las actuaciones elevadas á V. E. no constituyen los expe- 
dientes relativos á las causas en trámite ante el juzgado federal 
ile Códoba, y el de primera instancia y tercera nominación, en lo 
civil de la misma ciudad, sino incidentes formados con motivo 
de la contienda de competencia tratada entre ambos jueces, y en 
las cuales consta únicamente las piezas referentes á dicha con- 
tienda. 

Esto basta para decidir que la presente no está formalizada 
en los términos que prescribe et artículo 52 de la ley de procedi- 
mientos federales, y que. en consecuencia, no corresponde á V. E 
dirimirla, con arralo á lo que dispone el artículo <). inciso c» efe 
la ley 4055 i fallo tomo 108. página 77). 

Existen, además, otras circunstancias que demuestran la im- 
procedencia de ta contienda suscitada. IX' la exposición hecha en 
el escrito entablando la inhibitoria t fs. 2 de tos autos seguidos 
ante el juzgado federal, así como del certificado del secretario 
Guiñazú ( f> 3 vuelta de los mismos autos ) , se desprende que las 
actuaciones producidas en el juzgado de primera instancia, con- 
isten en una reclamación contra un escribano público, y un pwti- 
<b de regulación de honorarios devengados por el mismo, no se 
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!ja producido, pues, ante el mencionado juzgado, una causa ó plei- 
to que pueda motivar tina cuestión de competencia, desde que tas 
actuaciones ¡se refieren á simples diligencias que no han ocasiona- 
do una controversia. Por otra parte, el juicio que tramita anle el 
juzgado federal versa sobre cobro de servicios prestados at auto- 
rizar una escritura pública, luego no puede decir se (|tie se haya 
operado la concurrencia de litigios que es indispensable para la 
existencia de una contienda entre jueces. 

Kn el escrito presentado jior la parte que interpone la com- 
petencia ¡n>r iidiibitoría, al juez de primera instancia de lo civil 
ffs. 13 de los autos respectivos), se dice que con anterioridad 
cántpa recio á este juez, sosteniendo la incompetencia del juagado, 
y pidiendo se remitieran las actuaciones al juzgado federal. Sien- 
do ello asi. no le es jiermititlo á la parte referida» promover la in- 
hibitoria después de haber instaurado la declinatoria, desde que 
es 1111 principio de derecho y jurisprudencia establecido |»r Y. E- 
que el litigante que hubiese optado por uno de los medios pros- 
criptos |M)r ta ley |wra instaurar las cuestiones de competencia, 
no |iuedc altantlonar el uno y recurrir al otro, ni emplear ambas 
sucesivamente, debiendo pasar por el resnltado de aquel al qud 
hubiere dado la preferencia ( fallo tomo 67, página 347»; Por lo 
expuesto, pillo á V. K. se declare que no hay lugar á la contienda 
promovida, y se devuelvan los autos elevados á los juzgados de 
su procedencia. 

Julio Bote/. 



FALLO DE LA CORTE SUPMEMA 

Bu* ti o» Atm, Miro m de JMQ. 

Vistos: 

Los de contienda de competencia entre el juez de sección de 
Córdoba y el juez de primera instancia y tercera nominación cu 
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lo civil de la misma provincia, para conocer del asunto relativo 
¡t honorarios seguido entre el escriliauo don Secundino del Signo 
y don Roberto Bcrschalag y otros. 

Y considerando; 

<jue aun cuando sea cierto como lo oliserva el señor procu- 
rador general, que los jueces mencionados no han enviado á esta 
suprema corte lo< expedientes íntegros, hay en las actuaciones re- 
mitidas elementos suficientes para decidir la aludida contienda, 
y debe procederse á ello sin más trámite, en obsequio dé la mayor 
brevedad de la administración de justicia. 

Que segím resulta de dichas actuaciones, la demanda enta- 
blada ante el juzgado íederal de Córdoba por don Secundino del 
Signo, no se basa en regulación practicada de honorarios ó con- 
venio }-obrc el monto de los misinos. 

Que las acciones civiles á que se refiere el artículo segundo, 
inciso segundo, de la ley número cuarenta y ocho son las que na- 
cen del derecho común, y en tal condición no se encuentra el pe- 
dido de regulación de honorarios procedentes de escrituras públi- 
cas hechas por nn escribano provincial, cuya capacidad para el 
cargo, ¡ligares donde puede ejecutarlo y manera de lijar el abono 
de sus servicios, es del resorte exclusivo de las leyes locales, sin 
tjue á ello se opongan los artículos noventa y tfiete. inciso once, 
y ciento ocho de la constitución nacional. 

Que la intervención de arbitros establecida por el artículo 
mil seiscientos veintisiete del código civil no se explicaría respec- 
lo «le traliajos sujetos de ordinario á arancel, c importaría adc<- 
m;is una restricción á los poderes legislativos y judiciales de or- 
den local, comtraria á los motivos que informan el artículo mil 
novecíenios cincuenta y dos del código civil, en lo concerniente á 
la retribución de alagados y procuradores judiciales, y á lo juz- 
gado sobre tíi mturateza jurídica fie la acción para el cobro de 
sueldo- y jubilaciones f fallos, tomo 22. página .17; tomo e*>. pá- 
gina joo ; iíift áíiíciuips 185 y 224. ley número iS^>. Por ello, se 
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declara que el juez de primera instancia y tercera nominación en 
lo civil de Córdolia es el competente para conocer riel presente 
asunto. 

Remítasele, en consecuencia, las actuaciones y avísese jmr 
oricio al juez federal. Notiínjuese con el original y repóngase el 

A. Bermejo,— M P. Daract.— (En disi- 
dencia.) Nicanor O. del Solar. 

Disidencia, 

Vistor: 

lara anilver la contienda -le competencia suscitada entre el 
señor juez federal de Cóxtlota y el fie primera insianeia en to ci- 
vil de la misma localidad, la <|ue corresponde dirimir á esta su- 
prema coru- i '>n arrvgl*> á lo dispuesto por !a ley numeró 4055. 
artículo o. letra li >. 

Y considerando : 

íjue según lo acreditan l;*s cotí Rancias de auto-, don Secun- 
di no ik-l Signo se presentó ante el juzgado federal de CórtloUa 
en primero de Septiembre de 1908. deduciendo demanfla pof co- 
laos ele honorarios procedentes de un contrato de locación de ser- 
vid< sctmtra los scñnre- Roliertn Hcyeslachg. Carlos Cramer. Fe- 
derico Riecliert v Ernesto Olacer. 

íjue las ni i -mas « instancias demuestran que el referido juz- 
gado f«C declaró competente para entender en dielio juicio con 
arreglo ;i lo dispuesto en el articulo too de la constitución nacio- 
nal y j. inciso 2* de la lev número 48 fie 14 -le Septiembre de 
rÍt63, por halarse acreditado con la pruelia legal producida al 
cfrclo b distinta nacionalidad de 1a< partes. Auto de fojas 1 1- 
vuelta, á fojas t,*. 

One ron posterioridad á esta demanda ó sea en cinco de O- 
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(ubre del mismo año, los demandados señores Ucyeslachg, Cra- 
mer. Kiechert y Glaccr se presentaron ante el juzgado de tercera 
nominación en lo civil de la misma ciudad deduciendo, á su vez, 
ción de servicio*. (Autos citados). 

Que estos antecedentes demuestran que se traía de dos jui- 
cios sobre la misma cosa y entre las mismas partes, trabáétidose 
radicado uno de ellos con anterioridad ante el juzgado federal «le 
Córdoba, en cuyo caso corresponde declarar la competencia de di- 
cho juzgado, desde que ta jurisdicción de los tribunales naciona- 
les, en materia de su resorte, es privativa, excluyendo á los juz 
gados fie provincia, con cxce|jeión de los casos expresamente de- 
clarados por la ley. entre los que no se encuentra comprendido 
el de (jne se trata en el presente. Artículo 12, ley níimero 48 ci- 
tada. 

Por ello y de conformidad en los precedentes de jurispru- 
dencia establecidos por esta corte suprema ( fallos, tomo 12, pá- 
gina 7:13, página $)2; ft>, página 320 y otros análogos), oído el 
señor procurador general, asi se declara y en su consecuencia re- 
mítanse los autos al señor juez federal de Córdoba, haciéndose 
salwr esta resolución al señor juez de tercera nominación 1*11 lo 
civil de la misma provincia. 

Xoti ííf |itese con el original y repóngase el papel. 



Nicanor 0. DKL Solar. 
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i mitumia de compelCHciit entre el }m& de comercio de la capitat 
y el di primera instancia de la ciudad de La Plata ea autos 
G. i¡uillente*jni contra Tibureh P. Llanos. 

Stitmtrio: Al juicio universal de concurso donen acumular r-e los 
Oíros juicios (|«v* se siguen contra e! o¡neursado ante otro* 

JlieCCS. 

t'fWíi: lid explican las piezas sigtuientes: 



AVUt U t. IVÍLZ DÉ LA G PITAI. 

Butiro» Aii-n. Nmintil'ie 12 de I!'!». 

1. " Vistos y considerando: 

(¿lie nnciado este juicio pur «Uní t '■uíllermo Guitleniegiii con- 
ira «lo» Tlhureio I*. Llanos por coIito de un tragaré valor de seis 
mil pi sos, llegó al oslado de trance y remate, haliiéndose enajena- 
do un inmueble «le pro- mitad del ejecutado que rec-Hineia dos 
gravámenes hipotecario», uno á favor del Itauco Hogar Argen- 
tino y el oirá á favor de don Francisco l.ilterto. 

2. " Que el comprador se hi*o cargo de ta primera l«iK>teca 
y lia deportado el saido del precio. pidiendo ln cancelación de la 
segunda hipoteca, la |K.sesióu del inmueWe y que no se disponga 
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fie los feudos mientras im se le otorgue la correspondiente es- 
critura, ís. 1 19. 

3. " íjiu; habiéndose dado posesión de la cosa al comprador y 
consentida la cancelación |»or ti acreedor lii]K»tecario previo pago 
de su crédito, se ordenó la extracción de íps fondos necesarios á 
ese ohjel<» con citación del sindico 1 leí concurso civil formado al 
deudor cu la ciudad de \<& Mata por haberse recibido en esas cir- 
cunstancia* un exhorto del jueü doctoi i, arcano eiHimiiicando la 
apertura de esc juicio. 

4. " t¿:ic el señor juez doctor l^-eano ha timado ipic *io 
procede, ci-a uctiñeación porque "el heeho de fiar curso al exhorto 
seria desconocer ta jurisdicción que tiene el jugado sobre \tís 
bienes que |)crieneeeii a! coiicirso y nie deb^n considerarse como 
-embargado.*", insistiendo en -1; ¡¿edido ilc remisión dfe jos aiiM^. 1,- 
que equivale ú de*, o-nocer la juri>dicción del pmveyente á lo?. 
Lfectos de cumpliu lunar su> resoluciones cii este juicio. 

j." güe e! juez (filo ordena la venta debe dictar las medidas 
necesaria á Jui de entregar la cosa al comprador libre de |*k!o 
gravamen, pues lo* que cpiícurreii á la subasta pública tienen en 
cuenta la* seguridudt:- que le* ofrece cu tal sentido la venta judi- 
cial, pudiendo estiiiiarsc e<e hecho como una condición misma del 
o nitrato. 

h: ¡ (jui* nticntras t.<> v 1 entregue la cesa al comprador, en las 
condiciono ex proa; las. pagando al acreedor hi- Mítica rio i|iie se 
ha presentadn á -.ieuitnr la ^aramia para poder cancelar la hi- 
poteca y Ies impucíti > á cargo fiel vemU.fl; r i>ara pfider cancelan 
la hipoteca y lo» impuestos ii cargo del vendedor para jtoder escri- 
turar, el Juzgado no debe desprenderse del conocimiento de h* 
auti > para remitirlos á diMiuta jurisdicción |tor razones de reei- 
prfH.ii lad. pfjftnie impi cudria á los intercsai'i» un gravamen ó re- 
tardo ajeno a! acto míe enervan SUS derechos y á las* contingen- 
cias (jiic nudieran preverse. 

7. 1 Une por <>tra liarte, el scúor juez de La Plata 110 hae-c 
valer la reciprocidad sino ta ley que reglamenta los juicios uni- 
ver riles en la 1 r< víueia de límnos Aires, la que impone al prove- 
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j'Ciite ía obligación de aj listar sus actos á su vez á la ley de su 
jurisdicción. 

8." Quv el código de procedimientos de la provincia de llue- 
u'nivsfsal |>ara el juicio de concurso civil de acreedores, fuera de 
su jurisdicción, |>ür<mc en nuestro derecho reviste ese carácter en 
todo el |>ais. tan sojo el juicio üe c|uiclira limitado á las ¡lersoiias 
<|iie ejercen la profesión de comerciantes. 

Oue ni el código dt procedimientos para la capital federal, 
ni H ley orgánica de los tiibunalcs que este juzgado delie aplicar, 
tratándose del orden y turnia de proceder en un juicio, disgioue 
c|iie la juris'íicción del juez <|Uc entiende en un juicio particular 
cese cuando el deudor fuese concursado civilmente eii distinta 
jurisdicción y por consiguiente quedan en pie tan sólo razones de 
crmvcníciicias recíproca* para el deudor y sus acreedores quiro- 
grafarios á los cuales sor extraños el comprador y el vendedor 
hipotecario en el caso de autos. 

Por ello y fie eoníunniilí'd con lo dictaminado por el señor 
agente 1i>cal reitérese el exhorto librado al señor juez de Pla- 
ta con transcripción de este auto, rogándole se sirva acceder á la 
ratificación solicitada ;t lili de <|iic el representante de los acree- 
dores, si lo estima necesario, controle los actos qué pudiera inte- 
resar á sus representados y ofreciéndole la remisión de los autos 
cumplimentados (pie sean la* resoluciones á <|ne se alude. 

Re. las íojas. 

Ramón S. Cáititlo. — Ante mi: fticitr- 
i\o fu tortea. 



OTRO AL TO DfcL )VEZ DE LA CAPITAL 

DiO. mbre 24 de 19» 

Autos y vistos: 
C'm los fundamentos del auto de ís. iKj y no teniendo apíi- 
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cación al caso los fallos de la suprema corte ile justicia nacional 
que so citan en el auto ís. ]>or cnanto ninguno de ellos se reite- 
re al carácter universal del juicio de concurso civil 4 te acreedores 
fuera <le ias jurisdicciones locales de cada una de las provincias 
ó de I» capital federal, se tía por trabada la contienda de compe- 
tencia, elévense estos autos á la suprema corte de justicia nacio- 
nal de conformidad con lo que prescrita el artículo </, inciso d)' 
de i a ley minie ro 4055, de fecha 11 de Enero de hjo¿ y comuni- 
qúese al señor jttex exhortante. Repóngase el |>apel. 

Angel M, Casares. — Ante 1111 : Kieanfa- 
Vie tortea. 



ALTO DF.I. }V£¿ PE I.A PLATA 

Oiciíiiibre L* d« 

Autos y Vistos: Considerando: 

(Jue declarado el concurso civil por este juzgado del señor 
Tihureio Uan'»*. corresponde, con las dís|Kisicioncs de los ar- 
tículos 715. del código de procedimientos de la provincia, 
análogo al articulo 720 del código de procedimientos ik- ta capi- 
tal federal, el conocimiento de torios los asuntos y juicios que el 
concursado tenga pendientes, el juez del concurso, que en esta 
caso es el proveyente <tey nacional 3 de Septiembre de 1878, ar- 
ticulo 2"). 

(Jue la competencia del juez del eoncur-o ha sido reconocida 
ñor la jurisprudencia invariable de la suprema corte federal, atri- 
buyendo siempi e al juez del concuaso el conocimiento de todos los 
asuntos pendientes del concursado aún en el caso de encontrarse 
en distintas jurisdicciones y así resulta de los siguientes fallos 
t tomo o. página .434 y 43c), tonto m. página 193» ti uno iH, página 
70, tomo 22. página 2i/t. tomo 30, página 14" y fallos de 3 de 
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Marta (le 190= en el juicio del concurso civil tíc Alejo Ortega). 

<¿uc aceptar ¡a resolución del señjCir juez doctor Castillo im- 
portarta establecer que el juez del concurso tiene una jurisdicción 
limitada en !«»s asuntos pendientes cu tratti ilación en distinta ju- 
risdicción y antes bien esa jurisdicción es amplia y nace desde 
el momento de declararse el concurso, jurisdicción que reconoce, 
el jttei exhortante al ofrecer la remisión de los autos, si bien des- 
pides de haber darlo cumplimiento ;\ (os procedimientos qüé índica, 
Jó (jiie un puede aceptarse desdé que 110 es posible estas jurisdic- 
ciones concurrentes. 

Une importando ta resolución del señor juez exhortante una 
negativa á lo dispuesto por este juzgado respecto de la remisión 
de los auto-, y de acuerdo coil las consideración es aducidas y ú 

10 dictaminado ¡>t>r el señor agente fiscal, se rcsuedvc: dar por 

11 aijada la contienda de competencia, ordenando se remitan las 
actuaciones pertinentes á la suprema corte de justicia federal para 
la resol lición correspondiente de acuerdo con lo dispuesto en el 
articulo ,V de ta ley nacional. 3 de Septiembre de 1878. y líbrese 
exhorto al señor juez doctor Castillo haciéndole presente esta re- 
solución é invitándosele á remitir á la suprema corle fie justicia 
¡os antecedentes del caso. 

A los efectos indicados remítanse testimonios del auto de 
fs. y. del de fs. 53. desglose del exhorto de fs. 48. del de fs. 58^ 
vista Jisca! de ís. y auto de fs. 80. 

P. .!. /.tfiraíiíJ—Ante mí : . f . //. Qamboé. 

DICTAMEN OKL SFSOH PROCURADO» «KNhRAI. 

Suprema corte ; 

No hay en realidad, cu el presente caso, ta contienda de com- 
petencia entre jueces ipte corresponde á V. I£. dirimir, según Ib 
establece el artículo 9. inciso d t de la ley 4055. 



86 



1- Al. LOS DE LA CORTE SL I'ÜEMA 



No se observa, en las actuaciones que preceden, ni el dio* 
que de jurisdicciones sobre el mismo pleito ó asumo, ni la prieten? 
? ;o» de dos jueces para conocer ó abstenerse tic j uzgar sobre de- 
terminado caso. El señor juez de comercio de la capital. doctor 
Castillo, se dirige al señor juez civil dé 1.a Plata, doctor l.ascano. 
exhortándole á mérito de la providencia de fs. 171 «autos agre- 
gados* á la notificación clet sindico de mi concurso interesado en 
el producto de una venta judicial, anterior ¡1 su apertura, que 
obliga á la escrituración al comprador y al pago de los acreedores 
hipotecarios del bien vendido y que. se mencionan cu autos: c) 
exhortado se resiste á la diligencia í fs. 186) y significa al exhor- 
tante su jurisdicción de juez del concurso civil, formado al deu- 
dor, con posterioridad á aquella venta, y celoso en exceso de tal 
carácter exige se le envíen los autos de la ejecución en que se 
hizo la expresada venta, por ser el concurso civil un juicio uni- 
versal que. en mi sentir, atrae todos los que existen contra el con- 
estado en que se encuentren él exhortante á fs. 191 1 |»arte dis- 
positiva de su auto de fs. 189) no se opone á tal remisión, pero 
dignifica, sin desconocer la jurisdicción del jucjt del concurso, la 
necesidad de demorarla hasta practicar dentro de la suya, las di- 
ligencias tndis|wnsables y obligadas |*ara satisfacer en primer tér- 
mino las justas peticiones del comprador del bien vendido, quien 
abonado el precio total en la forma que consta de autos y tenien- 
do la posesión judicialmente obtenida, ejercita el privilegio y ple- 
no derecho que le asiste fiara requerir aquélla, independiente- 
mente de toda otra jurisdicción que no sea la del juez que ordenó 
la venta y que en este caso, es su único vendedor I artículo ¡.|cxj; 
código civih. y saldar, en segundo término los créditos de los 
acreedores hipotecarios del mismo bien, para hacer pasible la es- 
crituración aludida y respetar cumplidamente los privilegios le- 
gales que. á su vez. asiste á éstos, fuera det concurso formado á 
su deudor, á cuya iniciación y secuela no están obligados á con- 
currir, como no lo están obligados á esperar sus resultados í ar- 
ticulo 39 37 y del código civil ). 

En tal situación, 110 existe la contienda de competencia que 
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futiría m-.nivar la intervención di- \'. K. y míe. por !c d.sp. sicióu 
ya citada, dé la ley 4^5 S tendría <jue dirimir en el cSso; un;i y otro 
jiitz liencn dentro de sii jurisdicción los liiedjos de actuar sin me- 
noscabo de su respectiva competencia y obligaciones; en nada se 
'lañan los procedimientos del concurso, sin la agregación iiittw- 
tiiatu de un expediente que le es extraño, como en nada se dcs- 
lirtíia la jurisdicción de su juez, con una dili^enci:) de hit; lición 
de actos obligad"* y acce«; rt* de otros anteriores, per ft clámen- 
te legales y válidos duitro de competencia del juez míe tos orde- 
nó y que para nada alectau los interese* (|ue a<niü está llamado 
;¡ tutelar, tanto mas cuanto *\uv. esc juex ha podido proceder ''.i 
perjuicio de la propia jurisdicción rjtfe¿ \xit «iira parta hada di>- 
conoce pudicud» á su vi:: el juez exhortante cumplir lus actos 
túits aludidos y remitir oportunamente á amtél el expetíiente re- 
querido, con lo ijtie le perteneciera y colt las constancias csenttia 
de lo :tet lindo á l<is i\uu < del c ncitrso en que el juez exhortado 
esí« llamado á éohocer I»"* miu competencia míe ito se discute. 

Estas consideraciones son las míe me mueven á pedir á \". K. 
Se sirva declarar <|tiv no existe la remienda de cnmiietencia pro- 
movida, mandando fleco] ver lo* autos como corresponde. 

Jttlh* Botút. 



VA LLO DK LA CORTE SUPftEMA 



Btci»» A re». M. t :u lE «lt l! 10 



Y Vistos: 



1.a contienda de coiii|Rtcncia t ralada entre el juez ríe comer- 
cio de la capital y el de primera infancia de la chirlad de 1.a Tía- 
la, para seguir conociendo del juicio -¡eguidn por don (iiiílkrmo 
Giiílk-ntvgtii e< ritra. don TiTunein V. Uúnm. j;or eóliro de pesos. 



FALLOS DK LA CORTE SUPREMA 



Y considerando : 

(¿uc no obstante lo maní testad* ■ |mt el juez de la capital al Fi- 
nal «Id auto de 23 de Noviembre de 1**09. en chic ofrece "la remi- 
sión de los autos, cumplimentadlas míe sean las resoluciones á 
que se alude", debe considerarse trabada y sustanciada la con- 
tienda de competencia desde que. por el ele fecha 24 de Diciembre 
así lo ha resuello explícitamente, desconociendo el carácter uni- 
versal del juicio de concurso civil de acreedores ínera de las j 11- 
risdicciones locales de cada una de tas provincias ó de la capital 
federal. 

t;ttc «o se b;i deseo m eído la competencia clel juez de I.a fía- 
la |iaríi eontícer del concurso formado á don Tiburcio K. Uam». 

tjiie á ese juicio universal delten acumularse los otros jiteios 
<|lie se siguen contra el ■■oneíirsado ante otros jueces, con ttrrv- 
gío á lo dispuesto en los articulo* 71M y 720 del código de {ürpee* 
dimitíaos de la eapital y artículos 713 y 715 del código ríe pren - 
dimientos de la provincia de luirnos Aires. 

Oue como se ha observado |»or esta corte en casos análogos, 
la existencia dentro de la República, de diversos concursos for- 
mados á una minina persona ante distintos tribunales, ó de un 
concurso y de juicios independientes promovidos contra el deu- 
dor común. baria, de una parte, difícil -i no imposible la distri- 
bución de l<;s bienes de dicho deudor en la forma establecida |mr 
ta sección 2. libro IV. del código civil, y de otra, impediría la 
ccónbmia de gustos, simplicidad de procedimiento/ y eliminación 
de conflicto.-, cutre las autoridades judiciales llamadas á tomar 
imdidas inmediatas ■* ror exhorto sobre los mismos objetos, rc- 
■.ultados todos de conveniencia reciproca para acreedores y deu- 
o..r. á <|ue responden los juicios universales y que sirven de fun- 
damento á lo dispuesto cu el inciso 1 articulo 12 de la ley núme- 
ro ¿tS 1 fallos, tqmq 97, pagina 1=4: mino 101. uágina iftft; cdii- 
euriode! doctor López, Diciembre 30 «le hjo'j. 

!*;>r cíitOB fundamentos, oído el señor procurador general, se 
declara : tjiie el juez del concurso en La Plata es competente 
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r:i eOtiocer del juicio séjgttíc£0 i <»r í juilfeñtegui contra JJanos. y 
*n su consecuencia, remítansele l<,s autos, «lamín al juez del ou- 
merejd <lc la capital el avisó corres|ioiidÍente. 

X(tiiíí(|uesc cbn el original y repóngase eí papel. 

A. Bermpjo - HMmn o. dhi. so- 
lar M. í\ DaIíact. 



CUSA L'XXXIII 



Wécwsi) < xtratirdintirio Miteiifp en los mitos Munjjredi Tomás 
toutrt* finco Alejandro, por tfobra de honorarios 

Siiiimiio : La prueba <le un hecho invocado ni autos para fundar 
el fuero federal, es ajena al recurso extraordinario pre- 
visto en el articulo 14 de la lev número 4K7, artículo 6," de! 
la ley número 4055. 

Coso: l,o explican ¡as sii;itieiites piezas: 



AUTO I>E1. Jt'Eií KN LO CIVIL IM: LA CAPITAL 

llucnos Xitr», Jtinfn l de Ittfct 

V vistos: Considerando; 

íjue la excepción de ineoinpttvncia la finida el demandado 
•en su condición fie extranjero, hecho <|uc, no habiendo sido re- 
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róncetelo por el actor, debió aquél justificarlo conforme á la má- 
xima rcus iii cxibkndo fii-ui tor y ta ley primera, título 14, par- 
tida tercera, que la «nica prueba rendida consiste en las decla- 
raeiones de los testigos don Inocencio Sun Martin y don Luis 
Romano Xedes. 111 su tic i ente |*ara demostrar el lieclio en que se 
tunda la excepción, porque ninguno ele los* mencionados testigos 
declara conocer el lugar del nacimiento del demandado y míe lo 
hayan visto uaeer ó. |>or lo menos, que lo hayan conocido en el 
extranjero. Xo es satisfactoria la razón dada |>or el testigo San 
Martin en cuanto depone míe ha visto documentos que compro- 
baban ta nacionalidad de Maufredi. parque habría míe tener la 
certeza dt- la autenticidad de esos documentos y de *u origen y el 
testigo, en su declaración, ni siquiera expresa el objeto y natura- 
liza de tale> documentos. Tampoco convence el dicho de Komano 
Wde?.. porque, m él considera y tiene jKir extranjero al deman- 
•iado por el hecho de com>cer|o desde hace diez y ocho años, 
tnás ó menos, pixlria ser una creencia errónea. La pntclia testimo- 
nial analizada debió comprobarse con otros medios de prueba 
para ser eficaz. Por esto, y de acuerdo con lo dictaminado por el 
-eñor agente fiscal. ;'i fojas veintitrés vuelta, tío ha lugar á la 
excepción tic incompetencia opuesta á fojas doce con costas 1 ar- 
1 ten lo jj, ley 4u8k á cuyo efecto se regulan los derechos pro- 
curan »rio> de López Magallanes en cincuenta pesos moneda na- 
cional. 

Ke| Mingase las fojas, 

Jorge de la Torr,\ — Ante mi : /•'ntncm o 
Tómese. 

RESOLUCIÓN DE LA CAMARA HE LO ÜIVJL DE LA CAPITAL 

Bucflfl? AUcí . julio 13 tfc i\m. 

Vvisto* : 



Por *us fundamentos» se continua el auto apelado, de foja* 
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_>ít. con mtas, rcRHlárulose los honorarios del ducior lusain en 
tsla instancia, en la suma de treinta pesos, y en «lie* los trechos 
t>rcGnratorios de López Magallanes. 

IX- vuélvanse y reiJÓnRansc los sello*. 

Basualdo.— t;?lty,—\ i iUiatns.—ÁnXc mi : 
Tomás Juárez Cchuait. 



FALLO tjC H CORTP. SI PPFVA 

Hiicnm A¡ic ?1 Moran £l de t9H>. 

Vistos y consitleraiulo: 

Que Ja sentencia de la cámara de apelaciones en lo civil de h 
eap.tal no ha , leseo,, ocido lfllt . c | artk . lllo ¿ úv |a , ey pé? — 

míe se ata. .le acuerdo con el articulo ,00 de la coi.siititCH.n. con- 
fiere ;»¡ txtranjem el privilegio del fuer., federal en pbitos con 
argentinos. 

<¿ue para negar ese fuero, ella se funda en que el deman- 
dado, don .Tomás T. Manfrcdi. <pie lo reamaba, m > Ha proba- 
en autos el hecho f.or él invocado como l>asc de .su excepción 

<Jue la prueba de un hecho, emuo el de que se irata. es ajena 
al recurso e*trao,d¡nurto previsto en el artículo 6.' de la ley 40« 
y ámenlo 14 de la ley número 48 < fallo,, torno 4*. página 480 v 
J o i . pa^uia 421 ). ' - 

Úue tampoco procede en el misino, destinado : ', rever ileei- 
Mones ife derecho, el cxameiiMle alegaci.mes ó defensas, como la 
«le 1*. 1 y 3. que no hayan sitio sometidas a la resolución de lo* 
inhunales inferiores. ( Palios, tomo ioi. 241 : v 107. pg. a?2 

Por esto* fundamentos, se cc.ntinua la sentencia apelada en 
<a parle que es materia del presenu- recurso. Notifíquese con el 
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original y repuesto el pa|iel archívese, devolviéndose l<¡s aut.^ 
- emitidos por vía tic infornie. eoii testimonio (lie esta resol uciÓM. 

A. Rel.ubjo— Nicanor O. hel Solar - 
M. I*. Daract. 
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MüUfftanhni J, afctátttío de una resolución tic adttam. Raurs" 

cslnuirtiimirio 

Sumario: V.n procedente el recurso extraordinario previsto til el 
art. 14 de la ley ntini. 48 y art. ó." de la ley íiám. 405? contra 
mta sentencia que con Jimia una pena impuesta por infracción 
:r !a ley fíe aduana» fundada en <¡ue se alegó la íiiconstttu- 
cionalidad del tribunal de vistas que aplicó ta pena. Y re- 
sultando que el tribunal de vistas de aduana no impuso pena 
|>or diferencia de calidad de las mercaderías, sin» que se li- 
mitó á practicar diligencias que sirvieran «le liase para la re- 
solución condenatoria pronunciada por el administrador de 
aduana, debe continuarse la sentencia recurrida en la paree 
materia del recurso. 

taso: E\ administrador d«¿ aduaiu impuso á los interesados el 
pago de dobles derechos sobre ta diferencia de calidad encon- 
trada en la mercadería, fundándose en lo actuado por el tri- 
Irttna! de vistas. Apelada esta resolución ante el juez federal, 
este confirmó la pena impuesta. La resolución del juez fué 
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recurrida y la cunara federal pronunció !a sentencia si- 
guiente: 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Buchoi /•ir». Septiembre 9 de IVOB. 

Y tislos y considcnmdo : 

* 

(Jue til el escrito «1c expresión de agravios presentado á. 
Es. ¿d. el recurrente manifestó que la resolución condenatoria «le 
i^. es ilegal y que asi debe declararse, por cuanto tratándose 
•le una cuestión de clasificación de mercaderías ella ha sido re- 
suella por el tribunal de vistas, que es un tribunal a instituido 
¡legalmente tu razón «le que. suprimida por ley la dirección «le 
rentas, el 1'oder Ejecutivo no lia podido, t»>r simple derrito atri- 
buir á un tribunal compuesto de vistas, las funciones que la ley 
acordaba á la dirección de rentas : que |>ara el caso en que el juez 
no considerara ilegal el mencionado decreto, dice "de inconstitu- 
cionalidad «leí mismo": que siciulo ilegal et tribunal referido, no 
pm«le dictar sino sentencias nulas ilegales é inconstitucionales. 

a.* (¿tic sin entrar ¿t examinar si la clasificación «le la merca- 
dería lia sido bien ó mal hecha, lo que previamente corresponde 
resolver es ía cuestión suscita«la relativamente á la constitución 
ilel tribunal de vistas, á sus funciones y á ta legali«la«l de su orga- 
nización |K>r decreto del poder ejecutivo nacional. Kl art. 135 de 
las ordenanzas de aduana establece que si se suscitan dudas entre 
el comerciante y el vista sobre la calidad, clase ó estado de la 
mercadería, la duda del* ser resuelta por la dirección general de 
aduanas. Creada |>or tey la «lirección general de rentas, por su 
art. 2.". i itc. ij se atribuían á esta (lirección las funciones que las 
ordenanzas conferían á la dirección general <lc aduanas. 

1 turante los añ«»s que ha funcionado la dirección general «le 
rentas, las cuestiones referentes á ta clasificación «le mercaderías 
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han sillo resueltas sin ablación por «lidia dirección. Al proceder 
asi se ha ajustado á la ley. S. Corte. Fallos, tomo 40. ¡wig. 272. 
tinao 45. |iáff. \2j. 

Suprimida |ior ley la dirección de remas es fuera de duda 
que debía quedar una autoridad administrativa que resolviera las 
cuestiones de íjuc trata el art. 135 de las ordenanzas de aduana 
por cnanto ni originariamente, ni |*>r apelación es del resorte de 
la justicia federal el conocer y resolver sobre asuntos relativos 
al estado, calidad y clase de las mercaderías existentes en atina- 
•<a, cuando «¡t.bre esos puntos se suscitan dudas entre los vistas y 
los comerciantes. S. Corte, lomo 63, n%. i;o; tomo 71. pág. o¿ 
El decreto de 1: de Febrero organizó el tribunal de vistas, 
luego de suprimida la dirección de rentas. Si ¡xx dicho decreto se 
hubiera atribuido al tribunal de vistas las funciones que la ley 
«cordata á la dirección ele rentas, seria objetable esc decreto; pe- 
ro él no establece en parte alguna que tenga facultad para resol- 
ver definitivamente y sin apelación, conforme á los arts. 137 y 
138 de las ordenanzas, las cuestiones á que dé lugar el art. 135 de 
las mismas. K11 él caso sub f udtcc nada ha resuelto tampoco de- 
finitivamente el tribunal de vistas: la resolución ha sido dictada á 
fs. por la admmist ración, y esa resolución es Ja recurrida. 

J,a^ i csoUkíohc> >obre el estado, calidad y clase de las mer- 
caderías que dicte la administración de la aduana, no son tampo- 
co inapelables aún cuando no pueda rienrrirse de ellas ante los 
tribunales de Justicia, ei as resoluciones s;ii ai nía liles únicamente 
para ante el niimsteno de hacienda. 

Suprimida por ley la dirección general de rentas, las funcio- 
nes qtte ella desempeñaba recayeron t» el ministerio de hacien- 
da, desde el momento «pie no existia la dirección general de adua- 
nas de une tratan los arts. 1 33. 137 y 13* lie las ort leñan zas, 

íil art. 1070. d« las ordenanzas, dice: mientras se crea y es- 
tablece ¡a dirección general de aduana, el piNler ejecutivo conti- 
nuará con las funciones asignadas a esta oficina. Por ese moti- 
vo, el decrítO de 1" de Febrero de it;oc dispuso que las cuestiones 
sobre das i tuición C|i(C dicte la aduana serán apelables para ante 
el departamento <¡c hacienda. 
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1**1 tribuna! de vistas no lia reemplazado á la dirección gene- 
ral de rentan Úít\tó tribunal lio <licta resoluciones inapelables, y 
su intervención en las materias «le que se ncii|ia el art. 135 ele la? 
ordenanzas de aduana no afecta ningún principio tic orden legal 
6 constitucional. 

En el caso sttb ¡mitre se trata de una cuestión de clasifica- 
ción de mercaderías, resuella á fs. j v. o procediendo ablación 
para ante los tribunales de justicia, respecto de la clasificación el 
interesad* lia debido ocurrir sobre éste punto i>ara ante el dc- 
part amento de hacienda y hacer ante él la defensa de sus dere- 
chos é invocar allí lo resuelto por dicho departamento en casi;* 
análcgos. 

J'or este motivo, el tribunal se abstiene de pronunciarse, so- 
bre el mérito de bis antere* lentes snminb irados |n>r el recurrente 
á i,. 34 y ís. 4¿. 

3." Que la resolución de fs, 3 v. solo es apelable |iara aiil* 
los tribunales dé justicia, en cuanto ha impuesto peña, art. 1063 
■le las ordenanzas. 

Tratándose ríe una diferencia de calidad, *egúu la citada re- 
solución, la pena es fie dublés derechos sobre la diferencia. Arts. 
ta8 y art. #301 'le las . írdenanzas. 

ivl tribunal no encuentra en el caso jtnb /wrfirr <|iie haya cau- 
sa legat de atenuación ó de exención de pena. 

Por esto, se confirma la sentencia arlada de fs. en cuanto á 
la pen; t impuesta por te resolución administrativa de fs. 3 y. con 
costas. Notiíímicse. devuélvase y repónganse los sellos ante el in- 
ferior. 

Angel D. Rojas— Amjei Ferreyni Cor- 
tes. — Juan A. ítarrta. 
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VISTA DEL Si SOR PROCURADOR GíNLHAL 



Suprima corte: 

Kl recurso interpuesto para ante Y. E. á fs. fio y ¡V mérito del 
art. 6 1 le la ley 4055 no procede, teniendo en cuenta las signi entes 
consideraciones: 

t.' Que no liay recurso fie ineonstitucionalidad para ante Y, 
\i. y según el articulo citarlo, sino en los casos previstos y califica- 
dor por el art. 14 de la ley 48. en los míe iif* st encuentra eom- 
pj-endidu el ¿0$ judice, 

2:' Que las referencias que se hacen á la incnnstituciunalidad 
del irih'iual de vistas im afectan (lireeiamctitc ta exención que 
el mi sino rtL'tir rente sostiene. dado que ese trilninal se lia limita- 
do á hacer una declaración { fs. 3 y 15) y que quien ha fallado en 
realidad es el administrador de aduanas, cuyas resoluciones de fs, 
3 du. y 14 vía. son las apeladas y por las ime se siente agraviado 
el recurrente, 

Ht) rigor, pues, la cuestión de inconsiitucionalidad 110 ha si- 
do planteada ni discutida como corresponde. (Vistas fiscales de 
ís. 3-\ 39 vta. y 55». 

3," Que el señor juez federal no ha tomado ni tenido por qué 
tomar en cuenta la expresada cuestión, dado que no aféctala di- 
rectamente el derecho requerido |»or el recurrente, ni servía ilc 
base á la apelación que se le traía, que solo se refería á la condena 
á ios dobles derechos impuesta por el administrador de aduana, 
en uso de propia** facullidcs para prun iniciarse, oyendo ó no la 
declaración del trilninal de vistas, que en este caso le había ase- 
sorado. 

\'i la exención requerida tenia por liase la expresada incons- 
liturinualidad del decreto de Febrero l> de 1900, ni en esta ins- 
tancia se produjo pronunciamiento alguno á s« respecto. 
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4 " Que la cámara federal se abstuvo igualmente de prouun- 
CtáTíSG cu la cuestión como lo expresó á fs, 5Í1. á pesar de haber 
examinado la situación real riel tribunal de vistas, y se limitó á 
faltar la apelación en lo que constituía la competencia suya y del 
inferior. Faüó también en esta instancia la resolución contraria á 
deu-ein- ó exención alguna, fundado directamente en la interpre- 
tación constitucional de ley ó comisión un uuuibre efe la nación. 

Tales circunstancias listan, en mi sentir, para que no se 
cundieren licuados los requisitos, en lo pcrtiiiinte, <lcl art. 14 
(k »i ley 4K, siendo iTc observar que también concurro la deficien- 
cia notoria al entablar el recurso, de <|ue sn fuiidamentu mi apa- 
rece tic autos ni que tenga la cuestión suscitada, relación inme- 
diata y difectá con el artículo constitucional (pie se invoca, en su 
aplicación al fondo del recurso mismo, como lo exige el art. 15 
de la citada lev 48. 

Procede, pues, su rcrfiazo y asi lo pifio, mandando devolver 
los autos al inferior. 

Julio fióte t. 



FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Bueno* Aire». Abril ¿ j e nn». 

\ ¡stos y considerando: 

Que el recurso interpuesto á fs. 10, contra la sentencia de fs. 
50 de la cámara federal «le ta capital, es el extraordinario á que 
se rehere el art. 6." de la ley mun. 4035. 

Que diebu recurso se funda, en lo substancial, en que la pe- 
na impuesta al recurrente 'lia sid<> aplicada por un denominado 
tribunal de vistas, creado jwr un simple decreto, en sustitución, 
para este caso, de la extinguida dirección general de rentas, stihs- 
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tímida por la ley á su vez de la dirección general de aduana" : 
agregándose que "ese tribunal es ilegal, como es inconstitucional 
el decreto tic i." de Febrero de iqoo. que le ha dado nacimiento", 
(is,ó 4 ). 

Que tramitada la denuncia del vista y después de oídos los 
interesados en el .sumario administrativo mandando instruir por 
la resolución de fs. i vta.. se les lia impuesto el pago de dobles de- 
rechos por la resolución del administrador, de fs. 3, en razón de 
haberse justificado que la mercadería cuya clasificación se cues- 
tionaba está comprendida en la pulida núm. 1555 de la tarifa vi- 
gente, resolución (jue se continua por el falle» de fs. 45, de confor- 
midad con lo dispuesto por el art. 135 y siguientes de las citadas 
ordenanzas de aduana. 

One estos antecedentes demuestran que 110 es la oficina ó tri- 
bunal de vistas el que ha resuelto la diferencia suscitada sobre la 
calidad de las mercaderías mencionadas, pues su intervención se 
l;a limitado á practicar las diligencias qtie constan del sumario. 
> que han servido de Iwise para la resolución pronunciada j>or el 
administrador de la aduana de la capital. 

Qué las al r i luiciones y facultades ejercitadas t>or el admi- 
nistrador de aduana de la capital, al conocer y resolver, con arre- 
glo l;,s leyes vigentes, las dudas suscitadas con motivo del des- 
pacho dé la partida de alambre, á que se refiere la nota del vista, 
de foja 1. han sido, por otra parte, expresamente reconocidas por 
el interesado. 

Asi resulta, en efecto, de su escrito de fs. 5. gestionando an- 
te el mismo administrador la reconsideración de la resolución ex- 
presada, donde manifiesta textualmente : "que después tic una 
prolija medición, resulta ima pequeña cantidad de cable que tiene 
realmente cinco milímetros escasos de diámetro, |icro la mayor 
parle pasa de esa medida. Tratándose, pues, de un error de lu- 
cí 10, pido vuelva este expediente á la jefatura de vistas, para que 
ordene la reparación y medición de las dos clases. Sí resulta exac- 
ta mi aseveración, solicito del señor administrador se sirva re- 
considerar su fallo sobre la cantidad que resulte con más de cin- 
co milímetros de diámetro" I fojas 5). 
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Que establecido así, que no ha sido el tributial de vistas sino 
el administrador quien lia pronunciado la resolución que confir- 
ma el fallo de fs, 45, como se ha manifestado por el mismo inte- 
resado en las gestiones expresadas, se hace innecesario tomar en 
consideración lo alegado en cnanto á la existencia ilegal de dicho 
tribunal. 

Por ello y atento io dictaminado por el señor procurador ge- 
neral, se confirma la sentencia aplcada de fs. 56, en la parte que 
lia sido materia del recurso. Xotiftqucsc con el original y devuél- 
vanse, debiendo los sellos reponerse ante el inferior. 

a. Bermejo — Nicanor 0. del 
Solar — M. P. Daract. 



CAUSA CXXXV 



Recurro extraordinario en los autos Cervecería "San Martín" 
apelando de ¡WM resolución de la administración de impues- 
tos intentos. 

Sumario: Xo es definitiva, A los efectos del recurso del artículo 
14 ley 4S y <>." ley 4055, tina sentencia que sin pronunciarse 
¡-ubre el fondo de la cuestión, deja siu efecto el fallo del in- 
terior, ordenando se de ¿\ la causa el curso que corresponde. 

( uso : Lo explican las siguientes piezas : 
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AUTO DEL JUEZ DE F OHRAl 

Bahfj Blanca. Agoil» % de lEW. 

V istos nuevamente estos amo* traidus en apelación de la re- 
solución dictada |>ür la oficina central tic impuestos ¡memos de 
ís. i rf» á 68 vta., de los mismos condenando á la sociedad aut'uiiina 
"Cervecería San Marrin" al pago «le una multa de diez tantos del 
ini[>ortC' del impuesto adeudado al fisco por falsas declaraciones 
denunciadas por un inspector de aquella repartición. V conside- 
rando : 

Trímero. (Jue de las constancias de estos autos resulta: que 
la defraudación atribuida á dicha Sociedad y las resi>oiisabil¡da- 
des que por ello se imputa directa indirectamente á los propie- 
tarios y administradores de la mercadería que ha sido materia de 
tas falsas declaraciones denunciadas se fundan en ta conducta 
exclusiva fiel gerente de dicha sociedad, conducta que está con- 
fesada por el mismo, según consta «leí sumario administrativo 
instruido en tales casos, y cuj as piezas en testimonio se acompa- 
ñan en este espediente. 

Stgundo. (Jue si bien está suficientemente comprobada la 
informalidad del gerente de la sociedad nombrada, no lo estjfi 
en el mismo grado la de los propietarios y administradores de la 
misma, pues si es verdad que el artículo 31 de la ley de impuestos 
internos níun. 3764 solidariza á estos en tas responsabilidades 
provenientes de lodos los actos de sus factores, agentes ó depen- 
dientes, no constan en este expediente liedlos ni prnelias bástan- 
les que evidencien ni siqniera sem i -plenamente la complicidad de 
dichos propietarios y administradores con los actos fie) gerente. 

, Tercero. Que, |>or lo contrario, prima facic, de las constan- 
cias de este expediente y de la inspección ocular verificada |>or el 
juzgado se puede deducir más liten la inculpabilidad de dicho» 
propietarios y administradores en todos los actos que han motiva- 
do ia denuncia, sumario y resoluciones traídos á o un "cimiento 
del infrascripto, 
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Cuarto. Une la faifa de elementos necesarios para producir 
la eií«vieéí6n plénai de! juez, ya sea para condenar, ya para absol- 
ver, como en éste easo sucede, es deluda al procedimiento obser- 
vado en la tramitación del sumario administrativo, el cual se lia 
seguido de acuerdo con las realas establecidas para la generali- 
dad de los casns relativos á intereses y luchos que no tienen la 
importancia pecuniaria ni la gravedad penal del qiie lia motivado 
este juicio. 

Quinto. Que no obstante el rigor del procedimiento, la su- 
presión de todo trámite dilatorio, y los escasos medios de defen- 
sa íjtíG establecen las leyes en materia impositiva el articulo 38 de 
la iiuíri 37O4 lia sacado del conocimiento pleno de la administra- 
ción de impuestos iníemos aquellas causas cuya gravedad exija 
mi procedimiento más amplio dejando exclusivamente á aquélla 
!i»s actos preliminares de la investigación fiel heebo y atribuyen- 
do á los jueces el pronunciamiento definitivo. 

Sexto, (¿ue tratándose de un delito reiterado como es el que 
ba motivado este sumario y de la imposición de una |ieiia pecu- 
niaria considerable, no armoniza con los principios generales de 
la legislación la facultad qiie se ba abrogado la oficina central de 
impuestos internos para instruir un sumario por los mismos em- 
pkadf is interesados, aunque legalmente en el éxito de aquél ; de- 
biendo liatierse limitado dicha administración en tal caso á la sim- 
ple investigación preliminar y jtasar tocios los antecedentes para 
la continuación de la cansa en la forma que lo establece el art. 
38 de la ley citada. Por estos fundamentos, declaro nula la reso- 
lución ajelada debiendo restablecerse este sumario al t-stado en 
que se encuentra basta la foja 65 de este expediente. Notifique- 
se y repóngale, 

Gregorio Uriarte, 

■ 

Apelada esta sentencia, la cámara federal de La Plata la 
confirmó y concedió para ante la corte suprema el recurso ex- 
traordinario previsto en el artículo 14, ley 48 y 6." ley 4055. 
K1 señor procurador general dictaminó lo siguiente: 
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DICTAMEN DEL SEfiOR PHOCtTRADOR GENERAL 



Suprema corte : 

El recursu de apelación en cuya virtud se han elevado estos 
autos á V. E.j lia sido mal concedido por no tratarse de una sen- 
tencia definitiva (art. 14, ley 4S, art. d. Ky 4055 ). V. K. lia decla- 
rado en uno de sus fallos (tonioo^;, pág. 7* 1 ) que no puede repu- 
tarse definitiva la resolución que versa sobre la interpretación de 
las leyes que relamen tan el ordenamiento de los juicios, y esta 
jurisprudencia es de aplicación al caso sub jitdUw en el cual la 
sentencia apelada, sin resolver el fotuto de la cuestión, se limita 
á anular el procedimiento observado, por haln-rse violado las dis- 
posiciones míe fijan el trámite establecido para esta dase de jui- 
cios, ÉirvaSC V. K. asi declararlo. 

Julio HttWt. 



TALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BuMins Aire*. Abril 5 4c l'JIO, 

Vistos y considerando: 

Que comra la sentencia pronunciada ¡mr la cámara federal 
de Lí. i 'lata, se lia interpuesto para ante esla corte y ha sido con- 
cedido, el recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 
nünt. 48 y 6." de la ley 4055. 

Que esc recurso sólo procede contra tas sentencias deümti- 
vas. ó sea aquellas que ponen fin á un pleito ó lineen imposible su 
continuación. 
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Qttc in de fojas 107 no reviste ese carácter, desde que. con- 
tinuando la del jneí: federal de Itahía Cianea, se limita á declarar 
íuila la resolución de) administrador de impuestos internos, resta- 
bleciondo e! sumario al estado en que se encuentra hasta la f. 65, 
ó sea. hasta el momento en que aquella resolución fué dictada. 

ijue. cuino ha sido resuelto |>or esta corle, en casos análogos, 
la sentencia de una cámara federal que. sin pronunciarse sobre el 
fondo de la cuestión, deja sin efecto el fallo del inferior, orde- 
nando se dé ¡1 la anisa el curso que corresponda. 110 tiene el ca- 
rtel er de definitiva, y no procede contra ella el recurso de ape- 
lación á >.\ suprema corle i (faltos, tomo 95. páginas 133 y 13+ 
y oíros 

l'or estos fundamentos y de conformidad con h: expuesto 
pedidn por el señor procurador «enera!, si- declara iiiiiir.JCi.iku 
te el reeursn iuterpucste. 

Notificiuehe con el original y devuelva use. 

A, Rkhmejo.- Nicanor G. del 
Sola».- M. P. Dabact. 
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CAUSA CXXX\ I 



Teresa Tomassoni contra c! ijobierno nacional sobre tlaños y 

frrjuicios 

* - 

Sumario: La nación, como perama jurídica, es responsable de 
los daños y perjuicios derivados del dolo ó de la culpa t«e 
sus representantes ñ empleadas, no solamente en el cumplí - 
miento de siip n' 1 ' paciones convencionales, sino también 
fuera de las relacione- contractuales cuando dis|>osícioncs 
legales han establecido expresamente esa responsabilidad, 
como sucede coi» las empresas ferroviarias y con el servicio 
de guinches cu el puerto, i Articulo 10 de la ley 4932 \. 

l'aso; Lo explican ( a s piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ PEDER AL 

Itucflu» Aire*. Junio I de 1908. 

Vistos estos autos, de cuyo estudio resulta: 

(Juc don Ktirimtc Jaeod. por doña Teresa Tcmassoni de For- 
tín! y de sus menores hijos, instaura demanda judicial contra el 
gobierno nacional, en virtud de haber sido desatendida su recla- 
mación administrativa, sobre indemnización de tlaños y perjui- 
cios su f Hilos con ocasión del siguiente hecho: 

<Juc don Cleto Forlini. esposo de su instituyeme, prestaba 
*us servicios como peón de las obras de salubridad el día 2Í1 du 
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Jimio de ujoCj, sobre el vagón número 15.143 <'*-'' ferrocarril y 
tu circunstancia qué desCní|K;flaha sus funciones, fué lesionado 
por unos caños que se descargaban del vapor "llelgiaii", por ha- 
berse cortado la cuerda con que estaban atados y suspendidos del 
guinche número 85. de propiedad fiscal, falleciendo á consecuen- 
cia de las lesiont-s recibidas; que el hecho se produjo por negli- 
gencia de los Cjiie dirigían la o|x.-ración de descarga fuera del va- 
por, es decir, de los empleados del gobierno que manejaban el 
guinche y hacían cstivar los caños, por no haberse cerciorado 
í|ue la cuerda de que se servían no era de suficiente resistencia 
para la operación, ó porque se usaba una de cáñamo en vez de 
cadenas ó cables metálicos que evitasen todo accidente ; ciue la 
indemnización que reclama, apoyado en las disposiciones teealrs 
qne invoca, es la que corresponde á un capital en dinero efectivo 
ú en títulos nacionales, renta equivalente á un jornal de tres pe- 
sos moneda nacional por día. que es lo que un hombre joven, de 
las condiciones de la víctima, ganaba con su trabado i>crsonal. 
fundamentos por les que. en definitiva, pide sea el demandado 
condenado á pagar esa indemnización, con costas. 

Que el procurador fiscal pide el rechazo, con costas, de 
la acción instaurarla, man i testando que basta leer bis fundamen- 
tos de la demanda para darse atenta de su sinrazón. Que si l,i 
misma victima, como se reconoce, ha declarado que el hecho ha 
sido casfial. 110 puede caer responsabilidad contra persona algu- 
na, porque en hechos de esta naturaleza se necesita qne exista 
culpa ó negligencia : que, |»or otra parte, si liien el que manejada 
el guinche era empleado del gobierno, no lo es menos que en este 
caso no se le puede imputar á aquel omisión ó descuido por 110 
haber previsto t-l accidente, porque los que colocan y atan la car- 
ga que debe ser suspendida y descargada por el guinche, son 
siempre los empicados ó tripulantes del buque, concretándose e< 
del guinche á levantarla para hacer la operación de descarga, y 
desde luego, mientras no se pruebe que eran empleados del gc- 
bíerno los que tralla jaban a bordo para preparar la carga a los 
efectos de levantarla el encargado del guinche, 110 hay responsa- 
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bilídad alguna por resultar evidente que el accidente nú 3e pro- 
dujo por acto imputable al guinchero. sino, más bien, tic los que 
preparaban la lingada, con una cuenta ele á bordo. (>ara que éste 
hiciera exclusivamente la operación de levantarla y descargarla: 
que aun en la hipótesis de <|iie el hecho fuera imputable al em- 
pleado del gobierno. u¡ aun asi existiría responsabilidad, en ra- 
zón ele que no se puede ejercer contra las personas jurídicas ac- 
ciones civiles ó criminales por indemnización de i>erjuic¡o*, con- 
innne con la jurisprudencia que invoca. 

Que recibida la causa á prueba para ta justificación de los 
hechas controvertidos, con el resultado que indica el certificado 
de! señor secretario de fojas 48 vuelta, agregado el alegato pre- 
sentado por el señor procurador fiscal, y llamádose aritos i>ara 
sentencia, el expediente se encuentra en estado de pronuncia- 
miento. 

Y considerando: 

Une á mérito de la negativa del demandado en reconocer la 
rcsponsabüiilad que se le imputa por tas consecuencias del ac- 
cidente que motivó la muerte de don Cleto Fort ¡ni. É'sjX&q y pa- 
dre, respectivamente, de los demandantes, extremos éstos que 
hay que darlos j>or comprobados en razón de los documentos 
agregados y toda vez que el ministerio fiscal no los ha descono- 
cido t articulo Wi de la ley nacional de procedimientos \. á los ac- 
tores incumbe la producción de la prueba tendiente á justificar 
el hecho culpable imputado y la consiguiente responsabilidad 
del gobierno de la nación por aquella muerte, con sujeción á lo* 
prevenido en la ley primera, titulo 14. partida tercera. 

Que es de observar, en primer término, que según la cons- 
tancia del sumario policial agregado á f*. 20, á solicitud de los 
"actores Fortini. prestando declaración ante la autoridad respec- 
tiva, ¡i raíz del suceso en que fué lastimado, manifiesta categóri- 
camente, que en el accidente ninguna |iersona tiene responsabili- 
dad, y que lo ocasionado fue puramente casual, como también It>. 



r»K jrsriciA UfC LA NACION 



pueden asegurar las ¡icrsonas que estaban en él, declaración que. 
jwr emanar de la propia víctima, hace fe y desvirtúa fundamen- 
talmente las aseveraciones en contrarío de la demanda, toda vez 
une no ha sido desconocida ni tachada de falsa. 

<Jue ti»s actores, |>or otra parte, y no obstante la negativa, 
fiscal, no lian probado que los empicados de las obras de salubri- 
dad de la capital fueran quienes el día del accidente estuvieran 
encargados de la operación de colocar y atar tos caños, antes de 
ser levantados del vapor por medio del guinché número 85, ufa 
propiedad fiscal, y esa circunstancia excusa su responsabilidad, 
por ser dicha función exclusiva de la tripulación del buque y 
110 de terceros extraños '1 ella, y |>or ser elemental cpie su capi- 
tán debe tu ella emplear inda su diligencia, todus sus esfuerzos, 
á fin de evitar acci den les graves de ta naturaleza del que motiva 
este juicio, tanto más «pie su responsabilidad tegal sólo termina 
después de la entrega de la carga en el lugar designado en ta 
convención. I,u declaración del testigo del actor de fojas 31 con- 
firma igualmente esta tesis, cuando respondiendo á la sexta pre- 
gunta del interrogatorio de fojas ¿9, dice: míe los tripulantes 
qiíé estaban en el vagón no pueden ir á bordo para vigilar la for- 
mación de la tingada, porque esto lo hacen los peones de á bordo, 
quienes arreglan ia litigada en la forma que creen más conve- 
niente. 

ue de lo opuesto se desprende que si la tingada fué pre- 
parada á lionlo. por la tripulación del vapor y con sus elementos 
propíos, ya que no kc iia probado, ni se ha Intentado hacerlo de 
tille ta soga de que para ello se servían perteneciera á gente ex* 
trun a ella, y (pie |tor el ministerio fie la ley. et capitán es el en- 
cargado y responsable en la fiscalización de la operación quien 
debe tomar las precauciones más elementales para su mejor éxi- 
to y sin peligro de accidentes, y que. finalmente, en ella no tuvo 
intervención ningún empleado dependióme del gobierno de la na- 
ción, la responsabilidad atribuida á éste |>or la muerte de For- 
uní. es infundada y ú todas luces inaceptable. 

Que si bien los testigos del actor aseveran que en la opera- 
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eióii de Ir litigada no se usaran cadenas ó cables metálicos para 
atar los caños que fueron descargados del vapor "Belgian", esa 
circunstancia no constituye responsabilidad para el demandado, 
porque ni se ha probado que su empleo fueran imperiosa y le- 
galmente rci|iicridas, y |K>rque de |iericcta uniformidad, dos de 
sus testigos, los que declaran á fojas 31 y fojas ¿7. afirman que 
si los caños venian atados con una soga, es ¡torque no se puede 
emplear cadena ¡i causa de que estando en contacto fierro cotí 
(ierro resbalarían los caños. 

Que el empleado de! gobierno, encargado del manejo del 
guinche número 85, no puede tener otra responsabilidad que la 
que necesariamente pudiera surgir de su mal manejo, pero como 
la causa cicl accidente es otra, la que nace del empleo ó uso de 
cuerdas que resultaron inadecuadas para resistir un ]h*so con- 
siderable en relación á .ellas, esa responsabilidad no existe y debe 
ñuscarse, más bien, en las personas encargadas de la operación, 
en la formación de la ¡tugada, quienes debieron ser más diligentes 
revisores cu adoptar precauciones necesarias para evitar ac- 
cidentes desgraciados. 

Que en cuanto ai litó rito legal de los testimonios agregados 
de fojas jfft ú fojas 46, sus constancias en nada modifican el cri- 
terio judicial en la apreciación de la irresponsabilidad de los em- 
pleados del gobierno nacional con ocasión del accidente en tela 
de juicio, á parte de que sus constancias no han sido ofrecidas 
i ratificada* ante la autoridad judicial con las formalidades del 
caso y bajo el contralor fie las partes. 

Tur estos fundamentos y conformidad fiscal, fallo: absol- 
viendo al goniemo de la nación de la demanda en su contra ins- 
taurada á fojas 4 por doña Teresa iTomassnni y sus menores hi- 
jos, sin especial condenación en costas, por 110 encontrar teme- 
ridad ni malicia en los vencidos. 

Xotifíqucse con el original, repóngase el sellado y en su 
oportunidad archívese esta causa. 



Agustín Vrílimtrrain. 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FliDF.BAI. 



Burm» Afret, Noviembre 3 de l*XJ 



Autos y vistos : 

1. " Resulta que siendo Cielo Koriini peón <lc las obras de 
salubridad y encontrándose sobre un vagón |>ara recibir caños 
de fierro que se descargaban de un buque por medio de un guin- 
che fiscal, se corló la cuerda de cáñamo que sostenía los caños, 
cayendo éstos sobre Vortini, el cual murió en el mismo día á 
consecuencia del golpe ( informe de fojas 39). 

2. " Demandada la nación por la esposa é hijos menores de 
Fortini, cniw dueña del guinche, por daños y perjuicios, el señor 
procurador fiscal excusa su responsabilidad, manifestando que' 
si bien el guinche en que se hacía la descarga era del fisco, tos ca- 
ños se ataban á bordo del buque con cítenlas de éste ; pero debe 
establecerse que esta circunstancia no puede af»artar la respon- 



sabilidad de la nación, porque los trabajos de descarga debieron 
practicarse en perfectas condiciones de seguridad, ya sea que la 
nación empleara sus propios elementos ó aceptar» los que sumi- 
nistrara el buque. Xo es* Foriini quien aceptó la cuerda que se 
cortó, sino ia oficina fie las obras de salubridad que ordenó la 
descarga | de modo que la rotura de ella por efecto de mala cali* 
dad hace incurrir en la responsabilidad que impone el artículo 
1 109 del código civil. 

S" Otra observación hace el señor procurador fiscal para 
apartar la rcsfionsabilidad de la nación y es la tle que el estado 
110 responde por los hechos ilícitos de sus empicados. Es cierto 
que la suprema corte ha sentado tal doctrina, pero ella no puede 
extenderse á los actos que los funcionarios del estado practican 
en desempeño de gestiones civiles tle índole privada, como ser ta 
administración de un ferrocarril ó la construcción de obras. El 
estado, dueño de una empresa de esia naturaleza responde lo 
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mismo que cualquier particular |ior las obligaciones que impone 
el código civil, porque no se trata He] ejercicio de funciones pú- 
blicas. La corte dice, con mucha exactitud, en la página 38 del 
tonto 95: "las personas jurídicas (en el caso una provincia de- 
smandada ) no tienen capacidad |»ra delinquir ; sus representan- 
"tes no tienen la misión de delinquir á nombre de ellas, mencio- 
nando que el artículo 43 del código civil declara expresamente 
"que no se puede deducir contra ellas acciones criminales ó civi- 
"les por indemnización de daños procedentes de delitos". 

Pero, por los hechos que no son delitos y que sólo se equi- 
paran á ellos |n>r cuanto jior una acción imprudente se lia cau- 
sado un daño que debe repararse, la corte lia establecido cons- 
tantemente la obligación de las personas jurídicas hacia los dam- 
nificados, condenando á las compañías ferroviarias, con persone- 
ría jurídica legalmente constituida á responsabilidades pecunia- 
rias emergentes de culpa de sus empleados, lo que es pcrfccia- 
inente aplicable al caso actual 

4.* No delíc tampoco aceptarle el argumento que hace el 
señor procurador íiscai de que el accidente fué casual, por haber- 
lo asi caliticatlo el mismo Fortint al ser interrogado por el comí- 
ida de la sección Sgíj {urque aparte de que la declara- 
ción del comisario no hasta, carecería completamente de valor, 
puesto qué salta ame la sana critica que un hombre moribundo, 
víctima de una fuerza mecánica momentos antes, no se halla cu 
estado ele poder discernir las causas del suceso. 

Por esto, se revoca la sentencia apilada y bajen los autos 
¡>ara que el inferior se pronuncie sobre el perjuicio. 

Potinqúese, devuélvase y repónganse los sellos ante el in- 
ferior. 



Am/ci Ferrara Cortés.— -Atuje! O. Rojas 
— Juan A. Carchi. 
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FALLO DE l-A CORTE SUPREMA (I) 

Bueno* Aires. Abiil 12 de 1010. 

Vistos v considerando; - 

w 

Qiie «I accidente de que fue* victima don Clcto Fortíni es 
atribuido á la circunstancia de que al levantarse una tingada con 
el guinche número 85. se curtí» ta cnerda ton que estal>a asegu- 
rados unos caños que se descargaban del vapor "Uelgian", y que 
Fortini estaba encargado de recibir como peón de Jas obras de 
salubridad y lía jo las órdenes de otróS empleados de esa reparti- 
ción pública que dirigían los trabajos de descarga. 

Que sin desconocer la responsabilidad de los jwoiies de á 
Imnlu que preparaban la tingada, no puede negarse que ella |iesa 
igualmente sobre los encargados [x»r la nación de hacer funcio- 
nar el guinche, por la obligación en que se encontraban de tomar 
todas ias precauciones necesarias para evitar el accidente de que 
fué victima Fortini ; y como se lia observado en la sentencia de ■ 
fojas 60. no fué éste quien aceptó la cuerda que se cortó, sino el 
jefe de los fieoiies de las obras de salubridad que ordenó la des- 
carga. 

Oue la nación, como |>ersona jurídica, sólo es responsable 
de tos daños y perjuicios derivados del dolo ó de la culpa de sus- 
representantes ó empleados, en el cumplimiento de las obligacio- 
nes convencionales, sin perjuicio de la ampliación de esa res- 
ponsabilidad fuera fie la> relaciones contractuales cuando dispo- 
siciones legales expresamente la han establecido, como sucede 
con las empresas ferroviarias que se menciomn en ta sentencia 
de fojas 6r>; y puede agregarse la del servicio de guinches en el 



il) L'n fallo gue «lenta ta rniimi doctrina ictay» en la eaun de Manuela Mónita* 
«■do contra el Gobierno Nacional \>oi dafk» y perjuitU*. iiionuncUdo m la mi«na 
lecha. 12 Abril de 1910. 
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puerto, con arreglo al artículo 10 tte la ley número 4932- Q* íe > 
además, Fortín i había contratado sus servicios á las obras de sa- 
lubridad, ó sea, al estado» de que esas obras dependen, y ha sitio 
víctima de omisiones culpables de los encargados de la misma 
oficina en el cumplimiento de las obligaciones contractuales á que 
respecto de Korlini estaban sometidos (artículo 902 y 1 198 del 
código civil ) . 

Qm; por consiguiente, la nación es responsable del daño 
ocasionado, sin perjuicio de su derecho contra l<w autores direc- 
tos del mismo. 

Por estos fundamentos, se confirma la semencia apelada de 
fojas 6q, 

Xotifioiiese con el ordinal y devuélvanse, reponiéndose los 
sellos ante el inferior. 

A. Bermejo —Nicanor 0. del So? 

LAR — M. P. IÍARACT. 
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CAUSA CXXXVII 



¿ti provincia de C órdoba contra Carlos Guerrero (sus herede- 
ros} , sobre reivindicación 

Sumario: i* Lo dispuesto en el artículo 1004 del código civil 
respeto de las procuraciones ó documentos habilitantes, se 
rchere á las representaciones regidas por el derecho priva- 
do, y no á las que en desempeño de funciones públicas ejer- 
cen Jos gobernadores de provincia y sus ministros. 

2. a Declarada la perención de la instancia queda anu- 
lada la citación de evicción que en ella se ha hecho. 

El artículo 4.» de la ley número 4550. al prescribir 
que la caducidad de la instancia no extingue la acción, ha 
querido favorecer al litigante originario, ó sea á quien com- 
|jete dicha acción y no á su reemplazante accidental para 
objetos determinado». 

Caso: Lo explican las pieza? siguientes; 

PALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Bu*™» Alret, Abril 16 át 1(10. 

Y vistos: 

El doctor Ricardo Yofre. por la provincia de Córdoba, se 
presenta exponiendo: 
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Que en 4 de Abril de 1908 esta corte decretó la perdición de 
la instancia en el juicio que |*>r reivindicación fie unas tierras ha- 
bía iniciado el doctor Federico Sick contra el señor Carlos T. 
Guerrero, y en el cual la provincia de Córdoba figuraba rom» 
parte, citada de evicción por Sick. 

- Qtte de aeuenlo con el articulo 4." de h ley número 4550 y 
en defensa de lew intereses que representa, viene entablar nueva 
demanda eontra el mencionado señor Guerrero ó sus sucesores 
legítimos, las señoras Manuela Guerrero de Tinto y Josefa Gue- 
rrero de Flores Pinto. |Ktra tjite sean condenadas á restituir la* 
tierras referidas cuyos i imites designa, coi) más los frutos que 
hayan percibido ó podido percibir. 

Que según consta de los títulos de propiedad que pide se 
agreguen á la demanda, Sick adquirió en 1S67 de la provincia 
de Córdoba, cu condominio con don Simón Emesthal. entre otras 
suertes de tierras ta determinada con el número 38 en los pla- 
nos parciales del antiguo departamento Unión de aquella pro- 
. Incia, y posteriormente, cu virtud de la división deí condominio, 
nicho señor Sick convirtióse en único y exclusivo propietario 
de la expresada suerte 38. 

Que con el trazado de la linea divisoria entre la provincia de 
Sania Fe y Córdoba, de acuerdo con el liúdo de esta corte, la 
mayor parte del área de la suerte número quedó ubicada den- 
tro de la jurisdicción de Santa Fe, 

Ouc á objeto de conocer con exactitud la extensión de «lidia 
->arte. el señor Sick hizo practicar una mensura de la suerte nú- 
mero j8 en el año iftíj. resultando que la mayor parte de la frac- 
ción íte ja referida suerte que estaba dentro de Santa Fe. hallá- 
base ocupada por adqu i rentes del fisco provincial, y libres de in- 
da posesión, alrededor de mil trescientas hectáreas situadas al 
norte de ta colonia Caíferatta y de las de Jorge Rell. 

Que respecto de estas mil trescientas hectáreas, la mensura 
se verificó con la conformidad de todos los colindantes, y en la 
parte sud de la suerte 38 fué protestada por los mismos. 

Que ante tal oposición, don Federico Sick creyó de más tn- 
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mediato resultado el ejercicio de la acciún subsidiaria que esta- 
blece el artículo 2771) del código civil, y st!ic¡;<'* la correspondien- 
te indemnización de la provincia de Santa Fe, que ta acordó, re- 
conociendo el derecho de propiedad del doctor Skk en los te- 
rrenos ocupado* por la* colonias Cafferatta. Jorge Bell y Cava- 
nagh y en las mil trescientas hectáreas. 

f}tie después dé practicaría la mensura a pedido de Skk. que 
obtuvo aprobación judicial, y mientras se tramitaba el incidente 
de las protestas, aparece un ,«cñor Uodolfo Sáeitz. que. titulándo- 
se adquirenlc de derechos posesorios de un señor Reizábal. so- 
bre las mil trescientas hectáreas, enajenó de ellas una superficie 
de quinientas treinta y nueve hectáreas, nueve mil seiscientos 
ochenta y tres metros cuadrados á don Carlos T. Guerrero, 

One Sáeitz. causante de Guerrero, invoca como título, se- 
rúii se dice, una sumaria información que carece de todo valor. 

Qué don Amonio J, Cafferatta. por doña Manuela Guerrero 
de Pinto y dona Josefa Guerrero de Flores Pinto, pide el re- 
chazo, con costa*, de la demanda, alegando: 

Que el doctor Vofre se ha hecho parte en virtud de una sus- 
tituctorí de mandato efectuaría á su favor |>or el doctor Gonzalo 
Figucroa ; |>ero que el poder otorgado á este último por el golwr- 
nadnr de Córdoba, acompañado de sus ministros secretarios, es 
nulo con .sujeción á !•» artículos 1003 y 1004, por no haberse 
transcripto en él los documentos habilitantes necesarios. 

Que la provincia de Córdoba no tiene absolutamente la ac- 
ción que ejercita, ni es dueña de los terrenos. 

Que á partir de 1H04 hasta la fecha de la demanda, sus re- 
presentados y los causantes de éstos señor Reisábal y Sáenz, han 
estado gn quieta, pública y pacifica posesión, por lo que opone 
también la pre*cri|iciiin consumada en el espacio de cuarenta y 
cuatro años. 

Que el titulo supletorio judicial que acompaña, comoru >ba 
el derecho de propiedad y prescripción, y está conforme on las 
ieyes locales de 1868. 1*87 y con el código civil. 

One corrido traslado de la excepción de prescripción, tí ríoc- 
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tor Yofre pidió su rechazo, con costas, afirmando que Guerrero 
no tiene posesión legal del canino ni la tuvieron nunca sus cau- 
santes, 

Y considerando: 

Que dados los términos y fines del artículo 1003 del código 
civil, ta transcripción del potler que él requiere y la sanción de 
nulidad de las escrituras que no tuvieren la designación de las- 
procuraciones ó documento* habilitantes, que establece el ar- 
tículo 1004 del mismo c«'»digo se refieren á las representaciones 
regidas por el derecho privado, y no á los que. en desempeño de 
funcione» de carácter público, ejercen los gobernadores de pro- 
vincia y sus ministros, cuya investidura, debidamente promul- 
gada, delicn todos conocer i fallos de esta corte, tomo 106, pá- 

Que no es asi admisible ta nulidad que se opone al poder de 
foja ti fundada tan sólo en que no & han transcripto tos nom- 
bramientos del gobernador y ministros, que- aparecen intervi- 
niendo en el mandato conferido al doctor Gonzalo Figucroa y 
sustituido al doctor Ricardo Yofre, en ejercicio de facultad ex- 
presa para ello, consignada en el mismo poder. 

(Jue aun cuando el hecho de salir el enajenante á la defensa 
del adíjuirente. convierta al primero en purtc principal del jui- 
cio y lo habilite para el ejercicio «le todos los derechos que la ley 
procesal acuerda á los litigantes, ello <lebe entenderse en lo con- 
cerní* irte á dicho juicio, sin que, ni dentro de éste, ta sustitttció:i 
sea radical y absoluta, como se sostiene ( fallos, tomo 43. página 
jojj; tomo 46, página 0.1 ; tomo 102. página 44*»). y menos res- 
pecti • ríe otros juicios ó relaciones de derecho. ' 

i Jue la citación de cvicción ha formado parte de ta instancia 
declarada caduca por el auto de esta corte, de 4 de Abril de 1938 
< fojas 4 y fallos, torno 108. página 450). ó es un incidente de ta 
misma i fallos, tomo 43. página 104: tomo 57. página 396; tamo 

página 41) ; y con arreglo al articulo 4." de la ley 455°. l l 
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perdición en primera y única instancia anula todos los procedi- 
mientos. 

Que el articulo 5." de la misma ley dispone que, uo obstante 
ta caducidad de la instancia, las partes podrán utilizar en d nue- 
vo juicio que promovieren los instrumentos |HibHcns ó privados, 
la confesión, las declaracit «íes de testigos y demás pruebas pro- 
ducidas, sin incluir en estas excepciones á la nulidad ordenada 
1»r el articulo anterior, los trámites corres[ion dientes á la cita- 
ción de eviccióii. 

Que anulados é dejados sin efecto eso* trámites, la actitud 
asumida per la provincia de Córdoba cu el presente juicio, al 
entablar espontánea ú oficiosamente la demanda de fojas 4, sin 
autorización ó mandato formal de sus sucesores no se ajusta á 
lo dispuesto en el articulo 2 108 y otros 'leí código civil, toda vez 
que no ha sido citada de conformidad á la ley de procedimientos, 
ni tiene acción directa contra ios demandados, cuyo ejercicio sea 
independiente de la voluntad de sus prcindicados sucesores, á 
quienes la ley conliere el derecho de demandar i>or si mismos, 
«le elegir, á los efectos de la citación, entre el enajenante origi- 
nario y los intermediarios ó tle comprometer el negocio en úrbn 
tros (artículos 3100^ 21 10, 21 13 y correlativo? del código citado). 

Que al prescribir el citado articulo 4," que la caducidad de la 
instancia no extingue la acción, lia querido favorecer al litigante 
originario en el juiciu, ó sea á quien compete dicha acción, al te- 
nor de lo dispuesto en el articulo 2738 del código civil y no á su 
reemplazante accidental, (tara objetos determinados, pues i!e lo 
contrario la ley especial número 4550 estaría en pugna con las 
otras disposiciones del derecho común ya recordados y con las 
relativas a la adquisición, ejercicio y extinción de tos derechos. , 

Que si bien es cierto que la jurisdicción radicada no se mo- 
difica por los cambios posteriores en las condiciones personales 
de los litigantes, esta regla es inaplicable en el sentido que le atri- 
buye la demandante, porque no se trata de un mismo juicio, sino 
de una demanda nueva y legalmente distinta tle ta anterior á que 
puso término el citado fallo del tomo 108, página 45<* ¡ >* vis *° 4 ue 
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no existe en amos cuestión de competencia, refiriéndose en reali- 
dad la que se examina, á la extensión de los derechos del actor, 
con arreglo al código civil y á la ley 4550. 

Que, por otra parte, en el caso sub i mí ¡ce la provincia de 
Córdoba no ha podido demandar regularmente á nombre del 
doctor Sick, pidiendo se ordene la entrega á éste de la tierra en 
cuestión y sus frutos, desde que aparece que dicho señor Sick 
había transferido á tercero sus derechos relacionados con esa 
tierra, antes del 26 de Agosto de 1908, fecha de la interposición 
i!e la demanda (fojas 7, 189. 195, 198, 203 y 219) ; y desde que 
en la transferencia aludida, entraba la acción reivindicatoría 
(fallos, tomo 46. página 372; tomo 83, página 223 y otros). 

Por estos fundamentos, se declara que la provincia de Cór- 
doba no tiene derecho para entablar, á nombre del Dr. F. Sick. la 
demanda reivindicatoría de fojas 4. Las costas se alxmarán en 
el orden causado por haber tenido la actora razón probable para 
litigar. 

Notifiqtiese con el original y repuestos tos sellos, archí- 
vense. 

A, Bermejo — Nicanor O. del So- 
lar— M. P. Daract. 
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CAUSA CXXXYIll 



Aleja . trocean contra Xorberto Motilará, sobre embrago preven' 
tivo. Recurso extraordinario. 

Sumario : Las decisiones judiciales sobre honorarios tienen el ca- 
rácter de sentencias ante el tratado de derecho procesal de 
Montevideo, aprobado por la ley número Jiya. 

Caso: Don Atejo Arocena pidió embargo preventivo ¡sobre bie- 
nes de don Xnrlterto Maillard. domiciliado en esta capital, 
fundándose en una regulación de honorarios hecha por un 
juez de Montevideo, por servicios prestados en ese país al 
señor Maillard. Sé acompañó^ al pedido copia legalizada del 
auto de regulación y un certificado del actuario, también 
legalizado, que expresa que. de acuerdo con las leyes uru- 
guayas el auto de regulación ha quedado ejecutoriado y li- 
jados irrevocablemente los honorarios referidos, habiendo 
sido debidamente representado en el juicio el deudor señor 
X. Maillard. 

Kl juez de lo civil en esta capital dictó el auto siguiente: 



AUTO DEL JUEZ DE LO CIVIL DE LA CAPITAL 

Butilo» Airw, AfMto 29 de I9U9. 

Xo siendo el caso ninguno de tos previstos por el título XIII 
del código de procedimientos ; ni estando autorizado el embargo 
preventivo que se pide por ninguna de las disposiciones det tra- 
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Udo de derecho procesal internacional de Montevideo, es impro- 
cedente y asi se declara. 

Helguera;— Ante mí: L. R. Gondra. 

RESOLUCIÓN DE LA CAMARA DE APELACIONES 

Bueno» A¡r*s, Diciembre 7 1909 

Y vistos: Considerando: 

Que el embargo preventiva se pide i mérito de un título que 
carece de eficacia á las fines de originar en esta jurisdicción los 
procedimientos ulteriores que sean su consecuencia, porque si 
bien el tratado de derecho internacional privado que se invoca 
acuerda á las sentencias y fallos arbitrales liomologados la mis- 
ma fuerza en todos los estados signatarios que la que tendría en 
el país en que se dictó, no puede hacerse extensiva esta pres- 
cripción á las resoluciones judiciales fijando honorarias, «¿ne. 
siendo meramente estimatorias. ninguna analogía tienen. rt¡ por 
su alcance, ni por los trámites á que están sometidas, con Ibs 
actos á que se ha hecho referencia. Por ello, se confirma el auto 
apelado de fojas 127. 

Devuélvase y repónganse los sellos. 

BasuaUo /•". .-i rtma. — ft'iUiatns. — Ante 
mi : Tomás Juárez Cctmau. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR EN ERAL 

Buenos A/rt» 33 4* Ffbrtru de 1910. 

Suprema corte : 
MI recurso de apelación deducido es precedente, á mérito de 
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lo dispuesto el articulo de la ley 4055 y 14, inciso 3." tic la 
ley 48, por tratarse de una resolución de la excelentísima cáma- 
ra <Ie la capital, que termina definitivamente- el incidente sobre 
embargo preventivo y en el cual se desconoce un derecho que 
el recurrente ha amparado en el tratado procesal aprobado |>or el 
congreso de Montevideo. 

En cuanto al fondo del recurso, estimo arreglada á derecho 
la resolución de ta cántara, cuyos fundamentos conciierdari con 
los expuestos por este ministerio en el dictamen de foja* 115, 
lo que me lleva á jiedir á V. E. su confirmación. 

Julio liotct. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

6uf nr.i Aires. Abril 21 4c 1910 

Vistos y considerando: 

Que el auto recurrido de fojas 135 no ha hecho lugar al em- 
bargo preventivo que se pidió á fojas 126 en bienes de don N. 
Máillard, á mérito de que la resolución judicial á que se reliere 
el testimonio di; fojas 122 que lijó dehiritivamcute los honora- 
rios del doctor Alejo Arocena, no es una sentencia, con arreglo 
al tratado de derecho procesal, tinnado en .Montevideo el 1 1 de 
Enero de 1889. 

Que ese tratado, en su articulo 5.". establece que las senten- 
cias y fallos arbitrales dictados en asuntos civiles y comerciales 
en cada uno de los estados signatarios, tendrán en el territorio 
de los demás, la misma fuerza que en el país en que se han pro- 
nunciado, si reúnen los requisitos que se determinan en dicho 
artículo. 

Que la regulación de honorarios aludida tiene el propio al- 
cance que cualquiera otra decisión |*>r la que se hubiera conde- 
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nado ¡í Maillard al pago de una suma de dinero, en razón de pris- 
tamos ú otras causas de orden civil, dados los términos del refe- 
rido testimonio de fojas 122, y el hecho de que el auto de fojas 
135, no contiene pronunciamiento alguno relativamente á la in- 
eficacia de aquélla, por motivo especial de los previstos en el tra- 
tado. 1 Arg. fallo, tomo 98. página 185). & 

Que tampoco ha podido desconocerse el valor de la regula- 
ción en atención á los trámites á que están sometidas en general 
las actuaciones judiciales de esa naturaleza, siempre que ellas 
no adolezcan de alguno de los vicios señalados en el preindicado 
convenio internacional. 

Que en las actas del congreso sudamericano de derecho in 
ternacional de Montevideo no se encuentra nada indicativo di- 
que se haya empleado el concepto sentencias del recordado ar- 
tículo 5.", en sentido restrictivo y aplicable únicamente á las que 
se dicten en juicios ordinarios (V. 301 y 302 » : y existen, de otra 
parte, en la materia de que se trata, precedentes respetables con- 
forme á los cuates dcixn j tugarse regidos por idénticos princi- 
pios los fallos comunes y las decisiones concernientes á honora- 
rios judiciales y otros gastos análogos, aun cuando ellas 110 for- 
men parte accesoria de dichos fallos, y se solicite aislada ó sepa- 
radamente su ejecución en el extranjero. 

One esta inteligencia del tratado está, además, de acuerdo 
con la doctrina que informa su artículo 8. que dispone que los 
inventarios, apertura de testamentos, tasaciones, ú otros actos 
semejantes, practicados en un estado, tendrán en los demás es- 
tados el mismo mlor que si se hubieran realizado en su propio 
territorio, con tal que reúnan los requisitos establecidos en los ar- 
tículos anteriores ; y con lo prescripto en relación á los fallos ar- 
bitrales, muchos de los que se pronuncian sin sujeción á formas 
legales ó á mayores formalidades que Ls peculiares á la estima- 
ción de honorarios. 

Que en nuestras leyes de procedimientos se atribuye asimis- 
mo el carácter de sentencias á las regulaciones de honorarios, 
desde que se acuerda á su respecto el recurso de apelación. (Le- 
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yes 3094 y 3375 ; apéndice al código de procedimiento* de la 
capital). 

Que en el presente recurso extraordinario, no es dable to- 
mar en cuenta las otras cuestiones que se examinan en la memo- 
ría de fojas 147, porque ellas no han sido debatidas en los tribu- 
nales locales en la gestión promovida á fojas 126 y resuelta á 
fojas 135. 

Por estos fundamentos, oído el señor procurador general, 
se revoca la sentencia de fojas 135, en cuanto desconoce las deci- 
siones judiciales sobre honorarios el carácter de sentencias ante 
el tratado de derecho procesal de Montevideo, aprobado por ley 
número 3192. Las costas se abonarán en el orden causado. 

Xotifíquese con el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 



A. Bermejo - Nicanor G. del So- 
lar - M. P, Daract, 
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CAUSA CXXXIX 



Recurso extraordinario, deducido de hecho en autos "Molinos 
Harineros y Eteztidores de tiranos", con Satrústegui y Her- 
nández 

Sumario : La simple aplicación é interpretación de la ley procesal 
numero 4550. complementaría del código de procedimientos, 
es ajena al recurso extraordinario previsto en el arícalo 14 
tle la ley número 48 y &° de la ley numero 4055. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes ; 



DICTAMEN DEL SR, PROCURADOR QEKERAL 

Buc 

Suprema corte: 

K¡ presente recurso se funda en el hecho de haiierse desco- 
nocido i*>r la cámara federal de esta capital, el derecho <¡uc el 
recurretue funda en las disposiciones de la ley 4550. sobre cadu- 
cidad de la instancia en materia civil y comercial. 

Hasta este antecedente para concluir que dicho recurso «o 
es procedente, dado <pie la referida ley versa sobre reglas de 
procedimiento rpic delien observarse ante los tribunales federa- 
les y ordinarios de la nación, y por consiguiente no está sujete» 
al conocimiento de esta corte, conforme á lo dispuesto i>or los 
artículos 14 y 15 de (a ley 48 y resuelto pftr V. Ií, en diferentes 
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casos (tomos 75, página 404 ; 76, página 38 ; 97, página 270; 1 10, 
página 440). 

Pido á V. E. se sirva declarar bien denegado el recurso in- 
terpuesto, 

Julio Botet. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Uurno* Airea, Abril 21 lie 1910- 



Autos y vistos: 

El recurso de hecho por apelación denegada interpuesto por 
el apoderado de ta Sociedad "Molinos Harineros y Elevadores 
tle tíranos" en autos con los señores Satrúslegui y 
solm; indemnización de daños y perjuicios, de sentencia pronun- 
ciada t>or la cámara federal de apelaciones de la capital, no ha- 
ciendo lugar á la perencióii dé la instancia. 

V considerando : 

Oue la simple aplicación é interpretación de la ley procesal 
número 4550, complementaria del código de procedimientos, es 
ajena al recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de fe 
ley número 48, con arreglo al artículo 15 de la misma ley y á la 
jurisprudencia establecida en casos análogos (fallos, tomo 111, 
pagina 54). 

Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara bien denegado el recurso. 

Notifiquen con el original y repuesto el papel archívese, 
devolviéndose los autos principales con testimonio de esta re- 
solución. 

A. Bermejo. —Nicanor O. del 
Solar.— M. p. Daract. 




CAUSA CXL 



Bum expedida fiar S. A'. Pío X, instituyendo obispo del Paraná 

til doctor Abel Basán 

Sumario : (i) Corres|ionde conceder el pase á la Huía Pontificia 
que no se opone á las prerrogativas constitucionales y á los 
derechos del patronato nacional que ejerce el gobierno na- 
cional. 

Caso: Lo explican la^ siguientes picáis: 



DICTAMEN DEL SR, PROCURADOR GENERAL 

Buenos Ahts, Abril 22 de 191 n. 

Suprema corte: 

Observados los procedimientos consiguientes, cu presencia 
de la tema del honorable senado, y á los efectos de la facultad 
conferida por el inciso 8 del artículo 86 de la constitución» el 
poder ejecutivo presentó á fa Santa Sede al presbítero doctor 
don Abel Razan, para ocupar el obispado del Paraná. 

Corrido Ins trámites del caso, ante la corte pontificia. Su 
Santidad Pío X. á mérito de la mencionada presentación, ha ins- 

<l» En la miima techa de Abril de 1910-la Corte Suprema, pronuncié igual 
resnlucUM respecto de las Bulas Pontificias, que initi luyeran Oblanos de Santiago, 
Corriente* y ét Catamarci 
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tímido obispo diocesano del ! 'araná al | trotinado doctor Abel 
Kazan. 

il.w ri'Uietae reviste caracteres de autenticidad, y sus 
términos repite» formulas tradicionales haciendo reserva del pri- 
vativo derecho que la Santa Sede .se atribuye para el gobierno 
de las iglesias en la República; reservas (pie quedan subordina- 
das, naturalmente, al patronato que el gobierno de la nación 
ejerce, como atrílmt » de su propia !>ul>crania y en con sonancia 
con los artículos 67. inciso 19, y 86. inciso 8 de la constitución , 
sin perjuicio de los respetos y consideraciones íjue se merecen 
los actos de la alta dignidad eclesiástica de la Santa Sede. 

En tales conceptos, pues, y teniendo en cuenta que los pode- 
fes de la nación ban satis fecho plenamente lo proscripto por el 
artículo 8'». inciso 8 de la constitución, procede. ;i mi juicio que, 
con arreglo al inciso o. del miento articulo constitucional. Y. E. 
preste su acuerdo para el pase de la í íula ]>oiuiticia presentada 
por el poder ejecutivo para proveer la -illa episcopal del Pa- 
raná. 

Juiio Bulct. 



RESOLUCIÓN' DE LA COftTi; SUPREMA 

Buenas tire» Ahril 23 ilc dio 

De conformidad con el dictamen del señor procurador ge- 
neral, y con las reservas correspondientes al patronato nacional, 
la corte suprema de justicia fie la nación presta el acuerdo que 
la constitución exige, para que el presidente de Ja república 
conceda el pase de la bula expedida por Su Santidad Vm X. en 
Koma. el dia siete de Febrero ile mil novecientos, diez, institu- 
yendo obispo diocesana del Paraná, al doctor Abel Hazán, elegi- 
do por c! gobierno de la República Argentina, y presentado en 
forma al sumo poutilke para el expresado cargo. 
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* Devuélvase, en consecuencia, este expediente al poder eje- 
cutivo, con c! correspondiente oficia 

A. Bermejo. - Nicanor 0. del Solar. - 
M. P. Daract. 

* 



CAUSA CXLI 



Santiago Cichero en autos con Giaeomassx Parid?. Recurso ex- 
traordinario. Competencia. 

Sumario: El contrato por el que una persona se compromete á 
buscar comprador para un buque íjue se pretende enajenar, 
no cae dentro de los términos de la clausula ñual del inciso 
10, artíeulu ley número 48; correspondiendo ser juzgado 
por lus tribunales locales. 

Caso ; Kí juez de comercio de la capital n-chazó la excepción de 
fncniiuK-icncia de los tribunales locales opuesta, alegándose 
tjne la causa correspondía á la justicia federal |»r razón de 
la materia. La cámara de apelaciones confirmó este auto 
ción la sentencia -iguteiitc: 



SENTENCIA DE LA CAMARA DE APELACIONES EN LO COMERCIAL 

Bu™.* Aire* 10 de Dfctembre dé 1909. 

Reunidos los señores vocales en la «ala de aeuerdos y tridos 
para conocer los autos seguidos por don Páride F. Ciacomazzi, 
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contra don Santiago Cichero, por cobro de pesos, se practicó la 
insaculación jtic ordena ej artículo 256 del código de procedi- 
mientos. reMihando de illa cjue debían votar en el orden si- 
guiente: doctor Pérez, Upez Cabanillas, Méndez, Estévez, 
Sáaveidra. 

Estudiados los auto* la cámara planteó las siguientes eucs- 
1 11 mes ;i resolver: 

1* ,;Hs procedente el recur.-o de nulidad deducido? 

2." -;JCs justa la sentencia apleada? 

procedente la condenación ron cufias? 

A la primera cuestión, el señor Pérez dijo: La pane deman- 
dada alega contra la sentencia de primera instancia su nulidad, 
porque este asunto correspondía mi decisión á los tribunales de. 
sección nacional y 110 á los de esta capital, por tratarse de una 
cuestión de su exclusiva competencia. 

Ella fue opuesta en primera infancia en el alegato de bien 
probado y fué desechada la incompetencia de jurisdicción por el 
juez a tjun con muy bueno- fundamentos, los que reproduzco 
I*ara í undar mi todo por la negativa, debiendo agregar que en el 
presente caso no *.e trata de actos que tengan por objeto la nave- 
gación ó de medios necesarios para ella, sino de locación de ser- 
vicios prestados para la venta de un vajxir piir convenirle á sus 
dueños, ajeno ¡por consiguiente á los que se encuentran compren- 
dió -k m el incido q, articulo 1 1 1 de la ley orgánica de los tribu- 
nales. 

Por análoga* razones, los doctores López Cabanillas, Mén- 
dez. Kstcves y Sanvedra. se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión, e! doctor Pérez dijo: dun Páride J. 
tiiacomazzi, demanda á don Santiago Cichero ]mr el cobro de 
|iesos procedente- de locación de servicios prestados ¡«ara la ven- 
ta del vapor "Domingo C*\ servicios que 110 reconoce Cichero 
los haya prestado la fiarte demandante. 

(¡iacoinazzi ha probado los hechos en que funda su demanda 
con las declaraciones de los testigos liartolomé Pandini, Mario 
Pavazza. Carlos Lavarello, Francisco Pincelti, Nicolás Miliario- 
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vich, Nicolás Mihanovich (hijo) y Pedro Mihanovich, las que 
han sido detenidamente estudiadas por el jues a quo, y cuyos 
fundamentos no han sido desvirtuados en el escrito de expre- 
sión de agravios, y ellas comprueban que (nacomazzi ha pres- 
tado servicios á Cicliero en la venta del vapor "Domingo C". que 
hizo á la Sociedad de Navegación de Nicolás Mihanovich. 

Está también comprobado por las declaraciones de Nicolás 
Mihanovich (hijo). Pedro Mihanovich y llartolomé Pandini, 
que el actor se ocupa de la venta de buques, manifestando el ac- 
tor al absolver las posiciones de fojas 113 al tínal. que está 
matriculado contó corredor, sin que haya pruebas en contrario. 

Estando, por consiguiente, probado que Giacomaizi presta 
servicios al demandado y que ellos constituyen su profesión ó 
modo de vivir, sin haber ajustado su precio, procede con arrcgli . 
al artículo 1027 del código civil, que ellos sean ti jados por ar- 
bitros. 

Por estas consideraciones y las expuestas en la sentencia 
apelada, voto por su confirmación. 

Por análogas razones, los doctores López Cabanillas. Mén- 
dez, Esteces y Saavedra. se adhirieron al voto anterior. 
A la tercera cuestión, el doctor Pérez dijo: 
Que era de opinión de aplicar en cuanto :i las costas la regla 
del artículo J21 del código de procedimientos, por no existir mé- 
rito alguno para exonerar á los demandado* de su pago. 

Por análogas razones. los doctores Caltauillas. Mén- 

dez. Estcvcs y Saavcdra. se adhirieron al vetó anterior. 

Con jo *|iie terminó este acuerdo, cpic firmaron los señores 
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Y vistos: 

TV el mérito que ofrece el acuerda que precede, he confir- 
ma, con costas, la sentencia apelada, regulándose en cíenlo cin- 
cuenta pesos los honorarios del doctor Meló y en cincuenta los 
derechos pruetiratorios de Stagnaro, por sus trabajos en esta 
instancia. 

Devuélvanse y repónganse los sellos. 

Carlos Miguel Peres. — Lopes CWnwí- 
lias. — Miguel Esteres. — Diego Saa- 
vedra. — Ramón Méndez. — Ante mi: 
R. B, Cramvell 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Aires, Al» ! I.* 4c 19HI. 

Suprema curte : 

Se ha puesto cu cuestión la aplicación de la ley nacional nú- 
mero 48. y la resolución definitiva de! tribunal superior que ha 
entendido en el juicio, es contraria al derecho que se funda en 
la mencionada ley. por lo cual el recurso extraordinario dedu- 
cido |>or ante V, E. es- procedente, á estar á lo que dispone el ar- 
ticulo 14, inciso 3 ríe la misma ley. La jurisprudencia constante 
de esta corte ha establecido que en todos los casos en que se dis- 
cuta la precedencia del tuero federal, procede el recurso, extra- 
ordinario de apelación, en razón de cuestionarse una ley na- 
cional. 

I W lo expuesto, pido :í V. E. se sirva declarar mal d tinga- 
da la apelación interpuesta. 



132 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



En cuanto al fondo del recurso, estimo que es manifiesta- 
mente improcedente la excepción de mcom]K-teiicia deducida por 
ef demandado, en razón de que el objeto de esta litis no versa 
sobre actos ó contratos relativos al comercio marítimo, sino que 
se refiere á un contrato de locación de servicios, extraño en ab- 
soluto á las cuestiones relativas á la navegación. (Articulo ill, 
inciso % ley ifrtf; articulo 2. inciso io, ley 48). 

Pido, por ello; confirmación de la sentencia recurrida, 

Julio Botct, 



FALLO de la corte suprema 

IWnos Aires, Ahri! ¡íi de 1910. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que desconocido el fuero federal invocado por el recurren- 
te, fundándose en la naturaleza de la causa, el recurso lia sido 
mal denegado, con arreglo á lo dispuesto por el articulo 14 de la 
ley número 48, y lo reiteradamente resuelto jmr esta corte. 

ijue respecto al fondo de la causa, deln- tenerse presentí 
que según consté en los autos remitidos por vía de informe, la 
demanda se basa en un contrato que se dice celebrado con el de- 
mandado sobre servicios á préstamo en esta capital, 

tjue la circunstancia de que ese servicio consistiera en bus- 
car comprador para un buque ime se quería enajenar, no coloca 
el fiüM» sv.b judia' dentro de los términos de la cláusula final del 
inciso 10. articulo 2 de la ley numeró 4K, pues que esa regla gt- 
r»ral sé refiere :"i hechos de la nátumleza de los especificados en 
el inicuo 

fjiic en ese sentido se lia pronunciado la jurisprudencia en 
caso-, análogos. Fallos, tomo 66, página .M#"S* 

1 éstos fundamentos, de conformidad con lo dictaminado 
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por el señor ¡irocuradur ^¡u-ral, se conlirma la sentencia apela- 
da ni la parte que lia sido materia del presente recurso. 

Xprifiqitese con el original, y repuesto el papel, archivese, 
devolviéndose los autos principales, con testimonio de la pre- 
sente resolución. 

A. Bermejo. — Octavio Bixge. — M. P 
Daract. 



CU SA CXUI 



ynfiijtne .Imita contra W ¡jttbtcmo nacíonul. por cobro de pesos 

■ 

Sumirlo: Kl pago hecho de buena fe por el deudor, mediando 
error ñ fraude dé un falso mandatario del acreedor, nn ex- 
linjíiie la obligación en perjuicio ele éste, si no hay falta ó 
indiligencia que pueda ser imputable al mismo. 

Caso: Lo explican las piezas si¿ruii-iiK's i 



SENTENCIA DEL. jl'EZ DE SECCION 

Buenos Aiit*, Majo 2» de IMS. 

Y vistos : 

Este juicio seguido por el dtietor Enrique Arana, contra el 



KALM» DI LA COKTIT SUPREMA 

excelentísimo gobierno nacional sobre cobro de peso», de su es- 
tudio resulta : 

CJiie á fojas i se presenta el doctor Juan José Día* Arana, 
en representación tlel actor, y expone : <|ue su mandante, en los 
primeros meses del año 1905 se presentó al ministerio de marina 
reclamando el pago indebido hecho á tercera persona de créditos 
ime á él le correspondían por conducción de pasajeros y carga 
en vapores de su propiedad, pagos que fueron hechos por falsi- 
ficación de su firma. Que como no prosperara el reclamo, se pre- 
sentó ante el ministerio de hacienda reiterando, y haciendo ex- 
tensivo el mismo á otros créditos que habían sido abonados en 
idéntica forma jior otros ministerios. Que examinados los expe- 
dientes, se ve groseramente falsificada la firma de su mandante, 
lo que acusa una verdadera negligencia en los encargados del 
lago, desde que, con solo ver la firma puesta por su mandan A- 
en la solicitud de pago, | nidia comprobarle qtu- el i\ ríñante del 
recibo no era el verdadero acreedor, One habiéndose resuelto 
por el ministerio de hacienda que la falsificación de la firma de- 
bía ser judicialmente declarada, es que recurre ante este juzga- 
solicitando q«e en su oportunidad se condene á la nación al 
pago tic tres mil doscientos sesenta y cinco pesos moneda nacio- 
anl, importe total de los créditos reclamados, con más sus intere- 
ses y las cosías del juicio, á cuyo fin se indican por el actor lo.; 
expedientes respectivos, como sus créditos, f inida su derecho en 
fjtie su mamlante 110 ha autorizado nadie para pedir el imporn- 
itc sus créditos, toda vez que el pago indebido de una obligación 
perfectamente reconocida, lo deja en condiciones de acreednr 
impago : terminando por solicitar sea traido ad cfcchtut ridendi 
el expediente en que ha hecho sus gestiones ante el ministerio 
de hacienda. 

Que proveído de conformidad y traído el expediente de la 
referencia, el señor procurador fiscal evacúa la demanda á fojas 
¿I, solicitando el rechazo de la acción, por cuanto en el expedien- 
te administrativo, tas cuentas del señor Arana han sido tramita- 
das por su empleado Lindor A. Botallo, al cual le han sido abona- 
das, otorgándose alguno de los recibos en papel con membrete 
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fiel actor. Que si ese empleado del actor ha falsificarlo su tirina, 
lo que no le consta, y no le ha entregado las sumas percibidas, 
el ha sido el defraudado, sin que el gobierno tenga jior qué alio- 
narle lo (¿tic ya le pagó. 

One abierta la causa á prueba, se produce la que expresa 
él certificado del actuario á tojas 47 vuelta, agregándose los ale- 
fatos á fojas 49 y fojas 55, con lo que se llamó autos para sen- 
lencia. 

Y considerando : 

1." Que la presente acción se fumín ch qué la teson-ria ge- 
neral de la nación abonó el importe de diversos créditos que te- 
nia el actor contra el CN ce leu tí simo gobierno nacional, á inter- 
jKiMias personas falsificándose á este lin la firma del demandante. 

2:' Que de autos resulta de una manera clara y evidente, 
con el informe fu-ricial corriente ii fojas j<>. '|iie la firma del doc- 
tor ttnrique Arana pne^a en los recibos de pago que se impug- 
nan es falsa. 

,V <jw el hedió fie tfáber sido don Limlor I (atollo emplea- 
do del acjór encargado de la gestión administrativa de los asun- 
to* de éste n»» facultaba á la tesorería general para eíeotuar |iagos 
;i aquel, fíenle míe á objeto de percibir sumas de dinero debidas 
■i oír." iierstJiia, se retniiere |w«ler especial que lo haliiíite al 
efiíclt i, 

4.* One en autos no consta que ot actor haya autorizado en 
l orma alguna á su empleado I Inulto para |jercibir las .sumas de 
1 linero que le adeudaba el gobierno de la nación, por lo que los 
jwgos efectuados son imprieedentcs. no pudiendo iK-rjudiear al 
actor la negligencia ó descuido de los empleados que los efec- 
tuaron. 

Por estas consideraciones y dejando á salvo al excelentísimo 
gobierno nacional la acción que le corresponda contra la |iersona 
que se prucijc que falsificó las firmas del actor definitivamente 
juzgando, fallo: haciendo lugar á la demanda interpuesta y en 
consecuencia, condenando al gobierno de la nación á pagar al 



FALLOS m LA CO*T£ SU FIEMA 

doctor Enrique Arana la .Mima de tres mil doscientos sesenta y 
cinco j)esos monjía nacional que reclama en el presente juicio, 
con sus intereses á estilo de Banco, desde la fecha de la inter^o» 
sición de la demanda : sin costas. 

Xotifiqtiese y repónganse las fojas que comprendieren á la 
parte actora. 

Así lo pronuncio, matulo y tirino cu la sala do despacito del 
juzgado federal, en la capital de la República, fecha ut stipra, 

G. Fcnrr, 



SENTENCIA 1>E LA CAMARA FEDERAL 

Buenos Aires, Murto 18 de IML 

V vistos y considerando : 

i." Que la resolución del poder ejecutivo nacional de agos- 
to 14 de 10x15, fujas iS, establece "(pie 11 lien iras ti tribunal com- 
petente no declare la nulidad de los recibos otorgados en los e.\- 
peiliente» de la referencia, por la existencia de un hecho delic- 
tuoso, el poder ejecutivo debe considerarlos como auténticos, y 
pbr consiguiente no puede decretar "11 nuevo pago". Habiéndose 
probado en debida forma que la linna de los recibos de que se 
irata ha sido íalsiticaiia. resulta acreditado el hecho delictuoso 
que, en concepto del poder ejecutivo, era necesario para orde- 
nar el al>ono reclamado. 

2" One no es procedente la imputación de descuido o negli- 
gencia que se hice al demandante doctor Arana, cuando se afir- 
ma que ha dejado transcurrir un cierto número de años. >in in- 
formarse si Jas cuentas presentadas habían sido ó no pagadas. 

Si ese descuido hubiera sido la causa de los cobros ó pu- 
diera presumirse qUc dió ocasión á ellos, bajo recibos falsos, la 
imputación pudiera ser plausible: pero resulta que los cobros 
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se hicieron sin demora, tan pronto como terminó la tramitación 
administrativa de las ctícntaa. 

Luego la demora (jnc se imputa al actor, no ha infinido en 
tnancra alguna en tos cobros, no ha sido ni lejano motivo ocasio- 
nal. Kl descuido del doctor Arana ha hecho postergar ,1a averi- 
guación del acto delictuoso; pero no ha influido en su comisión. 

3,'* One las obligaciones se e. tinguen (wr el pago, y que éste 
debe hacerle á la persona á cuyo favor estuviese constituida la 
obligación, si no hubiera cedido el crédito ó á su legitimo repre- 
sentante, cuando lo hubiera constituido pura recibir el pago. 
Artículos 724 y 7/31, inciso i.° del código civil, 

Kn el caso sub jndn %\ el pago no <e ha heelm ni al acreedor 
mismo, ni á su legitimo representante autorizado jwira recibirlo; 
se ha hecho á un extraño, sin poder para cobrar, habiéndose ex- 
tendido uno de los recibos en el mismo expediente administra- 
tivo, como consta á ís. 11 (espediente agregado 1, lo ipte acusa 
un descuido grave. Que b»s demás recibos acrezcan en folios se- 
parados. 110 comprueba que haya habido diligencia y atención por 
parte fiel funcionario <jue veriticalia los pagos, por cuánto era 
de tu deber cerciorarse de la autenticidad de la firma del d»ictor 
Brinque Arana. 

I'or esto y los fundamento- de la smunvia apelada de fo- 
jas , se confirma. 

Xotiítfjuese, devuélvase y repóngase el papel ante el in- 
ferior. 

Attgcl D. Rojas. — Atf0Cl i'\*rnyra Cor- 
Á. Garda, 



FALLO PE LA CORTE SL'P&EMA 

Bnc.»> Aire», Abril 25 dt 

Vistos v considerando: 
Que el decreto de 14 tic Agosto de im$ (fojas 18) del po- 
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der ejecutivo nacional reconoce implícitamente la existencia «le 
los hechos que sirvieron de base al reclamo administrativo ini- 
ciado á foja» 6. y á la demanda de fojas i , en cnanto á la conduc- 
ción de pasajero* en ios vapore* del actor, y en cnanto al imparte 
ile ese servicio. 

One sin entrar en el examen de otros puntos alegados en 
el escrito de fojas 95. debe observarse <|uc entre la f celia ex- 
presada del decreto y la de interposición fie la demanda, 2 de 
Noviembre de 1905 (fojas 110 había transcurrido un aíio. y 
es asi impn védente la excepción de prescripción opuesta en esta 
instancia (fojas 93). por el señor procurador general, fundada 
en el articulo 85,3 del código de comercio (articulo 8+4 del mis- 
mo código y 3989 del código civil K 



Une Ins conceptos "mientras el tribunal competente rió de 
elare ta nulidad de los recibos otorgados", . , el poder ejecutivo 
debe considerarlos como auténticos, y por consiguiente no del»e 
decretar nuevo pag* de la resolución referida de fojas 18, rio 
afectan, según es de doctrina, el efecto interruptívo del conoci- 
miento tle la deuda, si ella no se ha extinguido mediante el pagu 
hecho á quien otorgó dichos recibos. 

(¿ue no corresponde imponer el pago de las costas á la na- 
ción, por haber tenido ésta razones atendibles para litigar, da- 
das las circunstancias del caso. 

Por estos fundamentos, los del fallo recurrido de fojas 81. 
y lo resuelto por esta corte en la causa del tomo pagina 18. 
se continua ac¡nél. Las costas se abonarán en el orden causado. 

Xotififjuesc con el original, y devuélvanse, debiendo los se- 
llos rejíonerse ante el inferior. 




A. Bermejo, — Octavio Bunge. — M. p. 
Daract. 
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Manuel Rodrigues ¡iteheto contra la provincia de Buenos .lites. 
f>or rescisión de un contrato. 

Sumaria : Kl pacto comisorio establecido sólo á favor del vende- 
flor, 110 puede ser invocado por el comprador para demandar 
la rescisión del contrato. Si el vendedor rto lia cumplido stis 
obligaciones, no puede, tainjioco, exigir la rescisión del con- 
trato f imitándose en e! pacto comisorio establecido á su 
fa\*or. 

Casi? : Lo explica el siguiente fallo : 



I Al LO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Atr«». Abril :*» de lUIfl- 

Vistos estos autos, de los que resulta: 

Qué don ,'íomás Claver, en representación de don Manuel 
ttodrígue/ Ktchelo, demanda al golñerno fie la provincia de I Sue- 
nes Aires, exponiendo: 

Que su representado adquirió i>or intermedio de don Fran- 
cisco lióme?, diversos lotes de chacras, situados en la colonia 
"Naposta". «pie el gobierno de la provincia demandada puso en 
remate público en el mes de Enero de 1900, bajo las bases y con- 
diciones (me menciona, y en las que se establecían que el precio 
de venta se |>agaria : un 10 o]o diez por ciento en el acto de tir- 
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marsc el uoicio, oiro 10 ojo, üiez por ciento, 
entura de propiedad respectiva, y el 8o ojo, ochenta por ciento, 
restante eíi ctiatro letras, cpti garantía hipotecaria de la misma 
tierra, con el 6 o ¡o, seis jKir denlo, de interés anual acumulado 
á las letras expresadas, á tos plazos de uno, dos, tres y cuatro 
artos, á contar desde la fecha de la escritura. la <¡ue debería otor- 
garse dentro de los quince días de aprobado el remate. 

Qtic después de hecha la primera entrega, lia requerido el 
otorgamiento de la escritura de propiedad, lo que no ha podido 
conseguir, por habérsele manifestado que dchia depositar pre- 
viamente el otro lo ojo, diez por ciento, á lo que se ha opuesto, 
|x>r considerar no estar obligado á verificarlo sino en el acto de 
Imitarse aquella escritura, conforme á lo establecido cii las lia- 
ses del remate; poi lo que se ha visto en el caso de formular 
Sa protesta míe en testimonio acompaña. 

Fundado en estos antecedentes é invocando en sa faver di- 
versas deposiciones (leí código civil, pide se declare rescindido 
el contrato, con devolución, dentro de tercero día, de la simia 
pagada, cotí sus intereses, comisión de venta y gastos: y, en su 
cítelo, que se ordene el cumplimiento del misino en las condi- 
ciones i-m ¡pilladas, todo elh u costas. Acreditada la jurisdic- 
ción de esta corte suprema, y corrido traslado de la demanda, 
fué contentada por el representa Me del gobierno de la provincia, 
exponiendo, en primer término, que desconocía representación 
suficiente al apoderado del actor jrara demandar la rescisión del 
contrato de míe se irata. y pedir que. en su defecto, se obligue 
al gobierno, como vendedor, su cumplimiento, pues; en este ulti- 
mo están limitadas las facultades que se le habían con ú nelo p"or 
el poder presentado. 

lor lo que hace al fondo del asunto, é&poiíé qtte. á pesar de 
haber transcurrido con exceso el plazo dentro del cual el actor 
debía abortar la segunda cuota del precio, con arreglo á tas liases 
fie la venta, el ministerio de hacienda dispuso en Marzo 28 de 
njoS, que se recibiera esa cuota y se firmaran las letras, por ha- 
ber manifestado el actor que estaba dispuesto á abonar la tierra 
comprada; pero que éste, después de practicada la liquidación de 
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la deuda y de preparadas las letras que debía firmar, se negó 
á verificar et depósito pretextando que la entrega de la escritura 
y el pago de la segunda cuota debían realizarse en el mismo acto, 
como lo dice en su demanda* 

Que el articulo 3;' de las bases de venta no puede tener otra 
interpretación que la que le lia dado invariablemente el gobierna, 
es decir, la de que debe ordenar la escrituración en el acto Je 
u hoiiarsc la segunda cuota; no la que le da el actor que exige 
que la escritura debía estar lista y firmada para que en el acto 
dé hacérsela entrega material, abone recién su segunda cuota y 
firme las letras. 

Termina pidiendo el rechazo «le la demanda y que se declaro 
re^indido j contrato, con pérdida de la parte de precio afanad 1 
)" pago de las costas, por tratarse de un pacto comisorio estipnla- 
do á favor de la provincia por la cláusula cuarta de las l*ases dtl 
remate, á la que sostiene son aplicables las disposiciones de los 
artículos 1 sol, iso2 y 1304 del código civil. 

Y considerando: 

giié el representante del actor lia presentado con su de- 
manda el poder de fojas i, en virtud del cual fué tenido por 
parte. 

Que posteriormente, interviniendo el actor personal y di- 
lectamente ha presentado el escrito de fojas 25 en el que declara 
"que ratifica en todas sus partes la demanda presentada por su 
apoderado don Tomás Claver, entendiendo que el poder conferido 
contiene facultades bastantes para iniciar y proseguir la acción 
en la forma propuesta. 

Que ¡a providencia de fojas 25 por lo que se mandó agregar 
á los autos ese escrito, no fué oportunamente observada como 
pudo hacerse, por lo que debe tenerse por consentida y aceptada 
!?. demanda en los términos indicados. 

Que por lo que hace al fondo del asunto, de las condiciones 
bajo las cuales se procedió á la venta de las tierras públicas dé 
que se trata y á que se refieren los aviaos oficiales publicad, 



resulta que fué expresamente establecido por parte de ta provin- 
cia demandada, la facultad de rescindir el contrato en el caso 
efue los compradores no concurrieran á realizar la escritura den- 
tro de tos quince dias de aprobado el remate. Expediente agre- 
gado, letra B, número 113, páginas 10 y 11. 

(¿lie este pacto no aparece haberse estipulado también eti fa- 
vor de los compradores, y no puede extenderse para quienes no 
ha sido establecido, en cuyo caso debe cumplirse la obligación 
tal como ha sido convenida, desde que las convenciones hechas 
en los contratos forman para las partes una regla á la cual deben 
someterse como á ta ley misma, según lo dispone el artículo 1 197 
del código civil, y se ha declarado por esta corte suprema en una 
causa de idéntica naturaleza, seguida con motivo de iguales ven* 
tas de tierra pública y bajo las mismas condiciones, contra dicha 
provincia. Tomo 1 10, página 122. 

One si bien, como queda dicho, la facultad de rescindir ó 
dejar sin efecto la venta fué estipulada tan sólo en favor fiel go- 
bierno de la provincia, éste no puede, tampoco, ejercitar en el 
caso stib judke ese derecho, y está, jior el contra -io. obligado 
á cumplir el contrato, como se pide en la demanda, desde que. 
las constancias de los expedientes administrativos que se tienen 
á al vi -ta. demuestran que hasta la fecha en que fué deducida la 
demanda, ito se bahía otorgado escritura alguna de venta de las 
tierras fie que se trata, seguirse expone en el informe de fojas 
73. por las razones en é! consignadas. En este informe cx|tedido 
por el escribano mayor de gobierno, en cumplimiento á lo orde- 
nado por esta corte, y ;*i que se reitere el oficio de fojas 72, se dice 
teMual muite : "En el registro á mi cargo, nu se lia otorgado has- 
ta la lecha (junio 17 de iqoKi escritura alguna fie venta de las 
tierras a qué se reitere el anterior exhorto, Kn cuanto á las cau- 
sas porque no se lian otorgado esas escrituras, tengo entendido 
que primeramente quedó cu suspenso su otorgamiento basta tan- 
111 se cancelara la hipoteca en favor del I lauco Hipotecario fie la 
Provincia, reconocida en dichas tierras y se practicara la mensu- 
ra qne de las mismas se había ordenado, y después de cancelada 



Jü! 

la hipoteca, \x» no haberse requerido por los compradores la es- 
crituración". • 

Que de lo expuesto resulta, que aunque el remate de las 
tierras de la colonia *\\apostá". fué aprobado en 5 <le Febrero 
de 1906, éste 110 st ha cumplido en la parte que manda extender 
las escrituras de venia á favor de los compradores, por causas 
que no son imputables al actor en manto con él se relaciona ese 
decreto, desde que. cqíttó aparece de lo expuesto por el mismo, 
no hizo el depósito de la segunda «iota qué se le exigía por ser 
contrario á lo estipulado en el acto del remate, según Ib ha ma- 
nifestado, motivando esto la protesta que formuló, y que fué no- 
t tacada al gobierno, < Expediente letra R. número 84 >. 

Que de los avisos del remate publicados |>or la oficina ile 
tierras resulta que., efectivamente, fué establecido que el precio 
se pagaría un 10 o|o. diez por ciento, al contado, en el acto de 
firmar el boleto, 10 ojo, diez por ciento, en el acto de otorgarse 
Ja respectiva escritura de propiedad y el 80 o|o. ochenta por 
ciento» restante, en cuatro letras, con garantía hipotecaria de la 
propiedad vendida, y 6 o lo. seis por ciento, de interés anual que 
se acumulará á las mismas letras á uno. dos tres y cuatro anos 
de la fecha de la escritura, en cuya virtud no puede desconocerse 
et derecho del actor para exigir que se cumpla lo establecido, n 
lo cual deben someterse las partes como á la ley misma, código ci- 
vil, artículo 1 197. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar á la rescisión pedi- 
da y se declara oye la provincia demandada está obligada á cum- 
plir el contrato de venta conforme á lo convenido, lo que deberá 
verificar dentro del término de veinte días, debiendo las costas 
pagarse en el orden causado, atenta la naturaleza de las cuestio- 
nes debatidas 

Notífíquese con el origina! y repuesto el papel, archívese. 



A, Bermejo - N.eww G. del 
Solar — M. P. Daract. 
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Don Máximo Üartncr contra Ja provincia de Hítenos .iíres t por 
indemnización de daños y perjuicios 

Sumario: t." I. a ley número 3052, de 6 de Octubre «le iKrjo. 
bre demandas cpntta la nación, no es aplicable á la* qué se 
deduzcan comra tina provincia, y por lo tanto, el ejercicio 
de la jurisdicción originaria de la suprema corte no está 
sttlx>rdmada para ser eficiente en juicio, á la condición de 
tina previa gestión administrativa por medio dé actuaciones 
oficiales ante el gobierno de la provincia demandada, 
-v Las provincias no son responsables de las consecuencia? 
•le loa actos ¡lícitos de sus empleados. | En el caso, se hacía 
derivar los perjuicios de un embargo trabado sobre unos 
euert.». por im haber sido satisfecho el impuesto eorresppn- 
dieute. omisión que, según el actor, fue debido á n n error 
cometido i^ir la dirección dé rentas de ta provincia, que in- 
formo qué e*;ii- frutos estaban exentos de todo derecho \. 

Casa. Kc-ulta del siguiente: 
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Hucüoí Aires, Mavo 3 de 1910. 
\ i-ti»s esto* autos, de los que resulta : 

Qlte don Máximo Gartner, representad» por don José Vá- 
rela, deduce dennnda contra el gobierno de la provincia de 
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IWnos Aires por indemnización fie daño* v perjuicios. cxno- 
nwndp p Gartncr había establecido en Zarate una industria 
Mué ten» por principal objeto la compra tté haciendas veguari- 
zas y ía exportación ai extranjero de sus producto,, consistentes 
en sus cueros, cenia, huesos, etc. 

Que las relaciones de Oartner con el liseo de la provincia 
se habían manti llo bien, sin haber surgido dificultades en la 
apricaciou y cobranza de los impuestos establecidos por | a ley 
mil novecientos tres, hasta e! mes de Agosto del mismo año. en 
que ocurneron los hechos qne sirven de fundamento á la de- 
manda, en cuya é,>uca. teniendo que embarcar en el puerto de 
/arate dos mil quinientos veimiun méfos equinos, v |>ara no 
incurrir en contravenciones á la citada lev, consulté á la dirección 
gen- ral de rentas de la provincia sobre el importe fie los dere- 
chos oiie debía abonar. inínriuáiidosele que habiendo va .satisfe- 
cho el impuesto de yutas estaba exento de tótip derecho* de expor- 
tacinn. dándosele una constancia escrita que (¡antier hizo rono- 
' ilU,la,, ° r " ^l^ «S lft P^cepci..ii del impuesto en 

Que esto 110 obstante, el señor José María Silles. entonces 
comisario de policía de la expresada localidad, pidió v obtuvo <lel 
juez de paz una orden fie énibatgo sobre mil novecientos veinte 
kilos de cerda en veintiuno bultos que existían en los galpones. 
|>or un vab.r. entonces, de seis mil pesos, más ó menos, á tin de 
res|K»uder al cobro fie mil ciento cuatro p^os pur preteudifla in- 
fracción del impuesto y tes fistos correspondientes. 

Que á consecuencia de los hechos expresados. Gartner ha 
sufrido los perjuicios i,ue reclama, y cuya estimación considera 
moderada, no sólo p0r la perdida de los mil novecientos veinte 
kilos de cerda al precio corriente en plaza el día del embargo, 
irnes los residuos entregados ]>or el depositario no tienen valoí 
alguno, á lo que debe agregar e! monto de los honorarios y gas- 
tos de los pleitos (| ue lia seguido, sino también [H>r las ganancias 
actuales > las futuras que resultaban de tina industria ya encarri- 
lada y abandonada completamente por los socios capitalistas que 
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retiraron los fondos indispensables fiara su éxito y exigieron su 
liquidación. 

Que si el error expresado es imputable á la dirección de ren- 
tas, como resulta de las sentencias pronunciadas ]>or tos tribuna- 
les de la provincia, no cabe la menor duda sobre la aplieabilidad 
del articulo i iot) del código civil, que impone la reparación de! 
daño al autor de todo hecho ú omisión que perjudica á terce- 
ro», citando también el artículo i it2. en cuanto dispone que la* 
culpas ú omisiones de los funcionarios públicos en el ejercicio 
de sus funciones, son susceptibles de originar la reparación de 
las pérdidas sufridas y el artículo H13 que legisla, dice, la cues- 
tión de la responsabilidad civil del gobierno de la provincia en 
cuanto á los actos de sus representantes ó encabados. 

Después de sostener que el impuesto sobre la producción 
en el ano njo.1. lia sido declarado inconstitucional en diversos 
fallos, en cnanto á su aplicación á los artículos exportados fuera 
de la provincia, termina pidiendo se condene al gobierno deman- 
dado al pago de la iudcmtujíación qué reclama, ó sea joo.000 pe- 
sos moneda nacional. 

Corrido traslado de esta demanda, el representante del go- 
biemo de la provincia expone en su contestación: 

(Jue este juicio se ha promovido sin baherse antes gestii mu- 
do en forma alguna por el actor el reconocimiento de sus dere- 
chos ante las autoridades provinciales y que este hecho inhábil i- 
ta á la corte suprema para entrar a conocer del fondo del asnil- 
lo, por carecer de competencia para ello. 

Oue invoca en su ínvnr h lev nacional número ,Ví?-í en h\ 
pane que establece la incompetencia de los tribunales para enten- 
der en demandas contra la unción sin que presamente se lia va 
hecho reclamo ó gestión administrativa. 

Oue por lo que hace al error de interpretación de la ley 
de impuestos, este error del «mlidirector ríe rentas no puede cons- 
tituir un acto ilícito, jorque 110 hay ni habrá nunca una ley que 
prohiba á los hombres dar una opinión equivocada al interpretar 
una disposición legal y porque no reúne las condiciones exigid?/* 
para constituir 'o, aduciendo al respecto diversas eonsideraeto- 
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nes. fundándolas en los articulo* r*>5. 006, 923 á 1068 del código 
civil. 

Que para que el estado responda de los actas de sus fun- 
cionarios, es necesario, según las reglas generalmente aceptadas 
por los tratadistas del derecho administrativo, que exista un lie- 
dlo ilícito cometido |>or el funcionario con violación del derecho 
de otro, que el hecho ¡licito sea cometido por el empleado en cali- 
dad de tal y que ohre en el limite de sus atribuciones, y que 110 
existiendo el primero y tercer requisito ni pudiendo considerarse 
;i la dirección general de rentas como asesora legal de los particu- 
lares, sus opiniones deben estimarse como dadas fuera de sus 
propias atribuciones, desde que debe aplicar la ley conforme lo 
emienda, sin poder asesorar sobre ello. 

Oue. por otra liarte, la opinión escrita «leí segundo jefe de 
una oficina, aunque se tome como de la repartición, no es posible 
considerarla corno un acto definitivo de gobierno, porque esa ofi- 
cina depende »tel ministerio de hacienda y éste del gohiernador, 
tai q"<-* pueden opinar en contrario, como ha ocurrido en el caso 
de Cartner. en el que. f>or orden de la superioridad, y no obstan- 
te la opinión del subdirector de reutas, se ordenó la percepción 
del impuesto. 

Termina mani testando que la indemnización reclamada es 
improcedente, además de exagerada, por jo que pide el rechazo 
de la demanda con especial condenación en costas, agregándose 
en su alegato de fojas mj que a\m suponiéndose probada la 
existencia del hecho ilícito de que se trata, la provincia, como 
persona jurídica, no sería responsable de sus consecuencias in- 
vocando, al respecto. diversos fallos pronunciados por esta corte. 

Y considerando en cuanto á la ine* mpetencia deducirla como 
cuestión previa: 

One con arreglo á lo establecido por la constitución y leyes 
de la nación, corresponde ;'i ésta corte suprema conocer origina- 
ria y exclusivamente en las causas que su susciten entre una pro- 
vincia y algún vecino ó vecinos de otra ó ciudadanos ó subditos 
extranjeros. 

f)ue así lo ha establecido la jurisprudencia consagrada in- 
variablemente en repetidas resoluciones judiciales, declarándose 
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además que el ejercicio de esta jurisdicción no esté subordinada 
|>ara ser eficiente en juicio á la condición de una previa gestión 
administrativa por medio de actuaciones oficiales ante el gobier- 
no cic Ta provincia demandada, como se sostiene en el presente 
caso invocándose Ja ley número yqfij ( Je 6 de Octubre de r&jo. 
Articulo* loo v 101 dé la ci institución nacional, ley número 48, 
articulo i.", inciso !/■ ^ Hallo* di- la corte suprema, tomo 04, pá- 
gina 426. 

QU| la reíeriila ley número 3952, fue saitóioiiatla cuino una 
excepción al principio de qje la nación no pin» le ser traída á 
juicio sino con su consentimiento expresado por el órgano de sus 
poderes competentes, como resulta .le los antecedentes parlamen- 
tarios que precedieron á su sanción, mencionados en la causa 
que se registra v n el torno 100, página ts6 de ¡OS fallos de esta 
corte suprema, no uniendo, por lo lauto, esta ley el alcance que 
se pretende, en el sentido de ser ella aplicable también á las de- 
manda* contra una provincia, la que no necesita de una autoriza- 
ción previa legislativa para comparecer en el juicio que se la 
promueva ni puede -nbordinar el ejercicio del derecho del actor 
á la condicii n de una gestión administrativa anterii r. Tomos So, 
!>ágma ^ci ; 04. página 42Ó. y 100, página iJt-.. 

i'or ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador ti-eal, asi se declara. Y considerando en cuanto 
al fondo del asunto: 

Qué de los antecedentes relacionados resulta míe la demanda 
de daños y perjuicios di dreu'a fwir el actor en esta cansa contra 
el gobierno de la provincia de Mttenos Aires y por la que se pide 
se le condene á pagar como indemnización una suma determinada 
de dinero, con sus intereses y las costas del juicio, tiene por base 
en error en que. según se afirma, había incurrido un emplearlo 
de la provincia, aduciéndose para fundarla los artículos tioq.l 
1112 y mi¿ del código civil, que reglan las obligaciones que 
nacen de los actos ilícitos. 

(Jue los antecedentes expresados demuestran que la indem- 
nización de daños y |>erjuicio$ reclamada, no se hace derivar de 
hechr-s u rinisínjio en el cumplimiento de obligaciones conven- 
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cioiiales ó expresamente contratarlas, sino de un acto ilícito así 
clasificado |ior el actor en su (lemán. Ja. 

Que en tal concepto, no ha podido dirigirse esta di-manda 
contra la provincia, porque ella no es ni puede ser considerada 
como autor.de los hechos que la motivan y porque no se pueden 
ejercer contra las personas jurídicas acciones civiles por indem- 
nización de daños y perjuicios procedentes de delitos ú act >s ilí- 
citos, como se ha declarado en regidos faltos, i Artículo 4$ có- 
digo civil, tomo 52, página 371 ; 7$ página 371 : 70. página Vj»>. 

Que en cuanto á la opinión manifestada |>or el empleado de 
la dirección de rentas, es de observarse que ella 110 lia sido Ja 
causa directa é inmediata de tos daños que reclaman, sino el em- 
barco trabado con motivo de la denuncia sobre defraudación 
y la demora en su levantamiento. 

<¿uc es de notarse, además, que dicho embargo se ha decre- 
tadn [*>r los tribunales locales, á petición de un tercero, el denun- 
ciante Sil les, y eran esos tribunales los llamados á decidir sobre 
mi procedencia y extensión dé las responsabilidades que pudie- 
ron dimanar de tal medida de seguridad, en caso de halarse so- 
licitad" sin cansa legitima. 

Ouc dado lo expuesto, es innecesario averiguar si se han 
justificado tos daños y perjuicios que se dicen causadus como 
consecuencia del emlwrgo, que se mencionan en la demanda, y si 
esos daños ascienden al monto de la indemnización reclamada. 

I'or cito, se absuelve al gobierno de la provincia, de la de- 
manda deducida contra ella en la presente causa, debiendo las 
costas alionarse en el orden causado por lialwrse tenido r;i2Ón 
1 probable para castigar. 

Notifiques? con el original y repuesto el papel, archívese. 



A. Bermejo — Nicanor G. del So- 
lar- M. p. Daract. 
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Criminal contra Joaquín Ledcsmo y otro, por robo; contienda 

de competencia. 

Sumario : La justicia todera! es incompetente para conocer del 
ttelito de substracción de mercaderías de un vagón de enco- 
miendas de «n ferrocarril particular, imputado á los guar- 
das del mismo. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 



DICTAMEN OEL SR. PROCURADOR GENERAL 

* 

Bueno* ANh » de Abril de l«0 

Suprema corte: 

V, K. es competente para dirimir la presente contienda do 
competencia á mérito de lo que dispone el articulo 9, inciso d 1 1 li- 
la ley 4055. 

El hecho que ha originado el proceso incoado contra los 
guardas de encomiendas Lcdcsma y Cosenlinp, consiste en la 
sustracción de mercaderías que conducía el ferrocarril Central 
Argentino y que se hallaban al cuidado de los mismos procesa- 
dos. Éstas circunstancias son bastantes para determinar, prima 
jacie, que se trata de un acto previsto y castigado por las dis- 
posiciones de la ley de ferrocarriles relativas á los delitos y falta* 
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contra la Seguridad y el trálico, por lo cual os de aplicación el 
artículo 2$, inciso 3." del código tic procedimientos en lo crimi- 
nal (jiio defiere á los jueces federales el conocimiento de los de- 
litos cometidos con violación de las leyes nacionales. 

Tur ello y jurisprudencia concordante de V. E. f sumario 
contra Luis Villíam, por homicidio. Aliril de 1900). ,,i<lo S e 
declare la competencia del señor jije* federal del Rosario para 
entender en este proceso. 

Julio Botei. 



FALLO DE LA CORTE SUMTEMA 

1 

Buemi Aire* Mij4 12 de 

Vistos : 

Ka contienda de competencia negativa trabada entre el juez 
federal y el de insiruccióii del Rosario, provincia de Santa Fe, 
para conocer de ta causa seguida contra Joaquín Ledcsma y Car- 
melo Coscntíno, guardas del ferrocarril Central Argentino, por 
sustracción de mercaderías de un vagón de encomiendas del 
mismo ferriK-arril. 

V considerando: 

<Jue el delito imputado á Ledcsma y Cosentino no se halla 
comprendido entre los delitos y faltas contra la seguridad y el 
tráfico, previstos en la ley general de ferrocarriles, ni puede de- 
cirse «pie ha sido cometido en un lugar en que la nación tenga 
absoluta y exclusiva jurisdicción. < Palios, tome» 57, página 300; 
tomo 58, jKigina 185, y tomo 81. página 66). 

Que tampoco reúne alguna de las demás condiciones exigi- 
das por el artículo 3 • de la ley de jurisdicción, número 48, con- 
cordante con el artículo 23 del código de procedimientos en lo 
criminal, para que proceda el fuero federal. 
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l'or ullo, oído el señor procurador general, se declara í|ue el 
conocimiento de esta causa no corresponde a la justicia nacio- 
nal. En su consecuencia, remítanse los autos al juez de instruc- 
ción del Rosario, provincia de Santa Fe. para que lleve adelan- 
te sus procedimientos dándole al juez de sección el aviso co- 
rrespondiente. 



K.MEJO.- NlC NCR 0. D L SoLR - 

M. P. Dí:r. 



CACSA CXLVI 

Dok Florintio *ii Ció, contra dan f'af'lo CacciavUlatti, f*or cobro 
de pesos: contienda de competencia 

Sumario: Es juez competente para et conocimiento de los pleitos 
en que se ejerciten acciones persoualo. c&á ] referencia al 
del domicilio del demandado, el del lugar >cñalado explícita 
ó implícitamente para ia ejecución de un contrato, cuales- 
quiera que sean las pretensiones de vi que <e demanden. 

Caso: Lo explican la> piezas sigt|téntes: 



UTO DEL JUEZ DE I.» INSTANCIA DE LA CAPITAL 

Butnut Aires A(u*io 14 de !«0. 

Y vistos: 

Para resolver el pedido de mliiltiwria dirigido por el señor 
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juez de primera instancia en lü civtj y comercial dje la circuns- 
cripción judicial (le Cmya. provincia de Corrientes, fundándose 
en el hecho de encontrarse domiciliado en aquella jurisdicción 
el señor l*ablo Caceiavíltani. demandado ante este juzgado por 
el señor Flnrindo di Cío. 

Y considerando: 

1. " Que el señor Cacciavillani. establecido con casa de nego- 
cio en Mercedes, solicitó los servicios de don Fíorindo di Cío, 
|M»r ¡nlennedio de «Ion J,ui> Saia. para míe se hiciera cargo de la 
tramitación de un convenio amigable con sus acreedores en esta 
capital. 

2. " Que di Cío prometió prestar tales servicios mediante la 
remuneración ofrecida y cuyo monto se lijó en el documento fie 
fojas 2. firmado también en esta capital y con el cual se instruye 
la demanda enlabiada ame el proveyeute. 

3. " fjue en ese documento, el enear¿;ad<j de Cacciavillani, 
se obliga por su mandante á pagar á di Ció ó á su orden ta suma 
de un mi) cien pesos moneda nacional en el acto de serle entre- 
gada la carta de pago de sus acreedores : y en caso de na haberse 
podido celebrar el arreglu. quinientos pesos por su? gestiones, 
bin trámites judiciales. 

4. " One, en consecuencia, sea porque el pago de los servicios 
debe efectuarse en el lugar donde fueron contratados y presta- 
dos. |>or ser el domicilio aceptado impl ¡chámenle p-*v las partes 
liara i*¡ cumpliniienlo de sus obligaciones reciprocas (articulo 
lo¿, código civil*, sea porque debe entenderse tjtté una obliga- 
ción consignada en mi documento á la orden es jugadera en el 
lugar donde fué i i rutada, cuando 110 lleva lugar designado para 
el pago 'artículos Oofi y del código de comercio), la eoin|)c- 
tencia de este juzgado resulta de cualquiera de esos motivos y 
por ios dos á la vez. 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el señor 
agente fiscal y lo solicitado |»or el demandante, no se hace lugar 
á ta inhibitoria : y líbrese oficio al señor juez exhortante con tras- 
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cripciótt de este auto, «le los documentos tic fojas i y 2, escrito 
de fojas 26 y dictamen de fojas 28; y hágasele saber que para el 
caso que insistiera en su competencia, este juzgado da |>or cnia- 
Iiladn la respectiva contienda para ante la corte suprema de jus- 
ticia nacional, de conformidad con lo que prescribe el artículo 
9, de la ley número 4055. 

Repónganse las fojas. 

Ramón S. Castillo. — Ante mi: Juan ,\f. 
Balado. 
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Suprema corte : 

A Y. E. corresponde dirimir la presente contienda de com- 
petencia, á mérito de lo qué dispone el artículo o. inciso d ) de la 

fcy 4055- 

La demanda promovida versa sobre el ejercicio de una ac- 
ción personal, referente al cobro de honorarios de un contrato 
de mandato, no habiéndose alegado la designación de un lugar 
especial para el cumplimiento de la obligación» dado lo cual es de 
aplicación la última parte del articulo 747 del código civil. 

Estando acreditado <jtie el domicilio del deudor lo es la ciu- 
dad ile Mercedes, y atento el precepto legal recordado y la ju- 
risprudencia de Y. E. (tomo 53, página 55 1, pido se declare que 
el juez comitente para conocer en este juicio es el de la circuns- 
cripción judicial de Ooya, provincia de Corrientes. 



Julio Botet. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butne* Air», Mayo 13 út 1910 

Vistos: 

Los ilc contienda de competencia entre el juez de comercio 
de esta capital y el juez de primera instancia en lo civil y comer- 
cial de Goya. para conocer del juicio seguido entre don Florindo 
dí Ció y don Pablo Cacciavillani, sobre cobro de pesos. 

Y considerando: 

^ Qhc la convención celebrada entre los mencionados di Ció 
y Cacciavillani debía cumplirse en esta capital, donde estaban 
Jas casas de comercio ante quienes el primero se comprometió 
á hacer las gestiones para un arreglo con los acreedores del se- 
gundo. 

Que con sujeción á lo dispuesto en el artículo 1212 y corre- 
lativos del código civil y la ley 32, título JF t partida ¿Ves juez 
competente para el conocimiento de los pleito- en que se ejerci- 
ten acciones personales, con preferencia al domicilio del deman- 
dado, el del litgar señalado explícita ó implícitamente |>ara la eje- 
cución de un contrato, cualesquiera que sean las prestaciones 
del que se demanden, ya principales, ya accesorias, i Fallos, tomo 
42, página 39 ¡ tomo 45, página 101 ; tomo 92. página 380 ). 

Por ello, y fundamento* concordantes del auto de fojas 20. 
oído el señor procurador general, se declara que el señor juez de 
comercio de ta capital tiene jurisdicción para entender del jui- 
cio referirlo. 

Remítansele, en consecuencia, los autos y avísese por oficio 
al juez de Coya. 

Xotifíquese con el original y repóngase eí papel. 

A. Bermejo. -M P. Daract.— 
C. Movano Qacítúa. 
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/.a prometo de Santo /*> rniiíru «fon Henmrdino Torres, por 
nulidad de documentos; $¡ohre noltfíración del unto de prue- 
ba al cesionario. 

Su mano: j}<> procede la notificación al cesionario del ejecutante, 
del amo de prueba dictado en el juicio ordinario deducido 
de conformidad al articulo 2;H de la ley nacional de pruce- 
dimientos. 

CjCMfc: IJon fíernardino Torres siguió ejecución contra la pro- 
vincia de Santa Ec |>or cobro de unas tetras, y durante la 
tramitación del juicio cedió sus créditos á don Víctor Pinr> 
la. lín la oportunidad legal, la provincia inició demanda or- 
dinaria contra Torres, |»r nulidad de las letras. La escri- 
tura de cestón fué otorgada diez días después de notificad» 
en persona esa demanda, Aliierta la causa á prueba, la pro- 
vincia pidió que este auto fuera notificado á I'inola. que. co- 
mo cesionario de Torres, se halria obligado "a responder |mr 
cualquier acción qut- se intente ó deduzca fundada en esos 
papeles". 1.a corte tío hizo lugar al |»edido. y habiéndose so- 
licitado revocatoria, se dictó el siguiente 



PALLO DE LA CORTE SL'PREMA 

Buenos Aire», Mayo 14 <Jt I9KL 

Autos, vistos y considerando : 
Que el recurso de re|»osicióii interpuesto contra el auto de 
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tojas 70 nu se hallan autorizados por la ley (articulo 10, ley nú- 
mero 2- ! fallos, lomo 20, página 452 y otros). 

Que aun cuantío asi 110 fuera, seria tic observarse en apo- 
yo de dicho auto: que de los términos que se transcriben de la 
escritura «le cesión de bonos á Pinol». 110 aparece que éste, no obs- 
tante >le estar ya notificado de la demanda de fojas 28, según se 
uce (fojas 80 vuelta, números 3 y 0), se hubiera obligado á 
reemplazar al primero en el presente juicio, distinto de los jui- 
cios ejecutivos ;'i que alude el escrito de fojas 80. "sino á res|>oii- 
dtr por cualquier acción que se intente ó deduzca, fundada en 
esos papeles de crédito"; que tas manifestaciones contenidas en 
¡a primera parte del escrito de fojas 09, importan, cu substancia, 
la petición de que se inicie un nuevo juicio contra Piuola ; que el 
fallo que se invoca de esta corte, de 25 de Octubre de 1902, 
no es contrario al auto de fojas 70. pues tn el caso ( lomo 96. 
página 3 lío. el cesionario se hizo volutariamente parte en el jui- 
cio ordinario sobré nulidad de documentos: que el preindicado 
amo no es tampoco susceptible de producir las consecuencias 
que se señalan á fojas 52. número 8. dado que la sentencia que 
recaiga sobre la nulidad ó eficacia de los créditos, hará cosa juz- 
gada en favor ó en contra, para los sucesores del demandado, 
que no puede trasmitir á tercero más derechos que los que él 
tetu*a en dichos créditos (articulo 1469 del código civil). 

Por ello, no se hace lugar á la reposición y estése á lo re- 
suello. 

Molifiqúese con el original y repóngase el papel. 



A. Bermejo — Nicanor G. del 
Solar— M. P. Daract. 
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CAUSA CXI.YIN 

Pon Santiago Kemty contra la provincia de Santa fe, por cubra 
de pesos; sobre procedencia de Un embarco 

Sui::>'io : Es embarga Mi- un terrenc de propiedad de una nrovtn- 
vincía, adquirido jxrr expropiación con el objeto de levantar 
un edificio para una oficina pública. < Kn el caso, á la (echa 
del embargo, no se bahía construido el edificio, y. |>or fo cni- 
lo, c! inmueble no sen ¡a de asiento á la oficina }. 

( aso : Resulta del siguiente : 
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Bunof Aire», Mayo H de ISIO 

Vistos y considerando : 

Oiic los documentos de fojas i y 89 fueron Otorgados en 
21 de Knero de 1898 con anterioridad á la sanción tic la cons- 
titución provincial de que se hace mérito ;'i fojas 340 vuelta, que 
viilró :'i regir desde Knero 11 de 1900, y cuyo articulo 25 dispo- 
ne: "Si ía provincia fué condenada judicialmente al pago de al- 
guna deuda no podrá ser ejecutada en la forma ordinaria ni sus 
¡cutas embargadas; debiendo la legislatura, en su caso, arbitrar 
•A moflo y forma de verificar el pago. Esta prescripción forma 
parte integrante, lia jo pena de nulidad, de lodo acto ó contrato, 
que las autoridades ó funcionarios provinciales celebren en re- 
prese n tac ion del Estado.** 
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Que esta íIis|Mjsiaún constitucional no puede considerarse 
incorporada ú los documentos referido», desde que las leves no 
llenen, por regla general, efecto retroactivo; y además sin renun- 
cia de parte del acreedor, ella carece de eficacia, pifes e! código 
civil lia estatuido que las personas jurídicas, entre las que están 
incluidas las provincias, pueden ser demandadas |»or acciones ci- 
\iles y puede hacerse ejecución en sus bienes, y dicho código de- 
le prevalecer sobre lo dispuesto en la constitución local t artícu- 
los 32. 42 y vuelta al 4.1- código civil ; artículos ¿1 y 10H de la 
constitución nacional, fallos, lomo ioj, página 3731. 

Que el articulo ¿x+o. inciso 7 del código civil declara c|iie 
&m bienes público* del Kstüdo general las nlira* pública* cuns- 
trullas para utilidad común, 

Que esta corte, aplicando los artículos 2$$.* y siguientes del 
mismo código civil, en el íaün que se cita del tomo 48. trigina 
195, lia decidido nm* »« s '>u cmlrargablcs las cosas que se hallen 
consagradas á un servicio general y comunal y mientras dure 
esta consagración especial. 

Que atentos los términos del articulo 260 de la ley número 
50, la exención de embargo debe aplicarse restrictivamente, pu- 
diéndose agregar que el mismo articulo 25 de la constitución de 
íanta Fe. antes citado, excluye dei embargo las rentas y no las 
1 >ropit d;ide> en general de la provincia. 

Que según se reconoce en el escrito de fojas 344. el inmue- 
ble emtargado no era asiento de la jefatura política de !a ciudad 
del Rosario, en las fechas del embargo y de dicho escrito, ni se 
iia manifestado que lo fuera posteriormente, pues >ólo existe 
un proyecto desde años atrás, de construir en él un edificio 
para tal ñu. sin que se baya dado principio á las obras ; lo que 
vale decir que con t i embargo y venia no se perturba ó impide 
el funcionamiento actual fie ninguna institución administrativa. 
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do, en consecuencia, ] a ejecutada designar perito para los fine* 
acl articulo 285 de la ley número 50. 

Xotifíquese con el original y repóngase el papel. 

A. Bermejo — Nicanor G. del Solar— 

M. P. DaRACT.-C. MOV.tNoGACITÚA. 



CAUSA CXIJX 



fyópimia th- $Wa$ .tires contra Federico Mackinby y Juan 
l'cUt'Scfii, por reivindicación 

Sumaria : E*> improcedente la acción reivindicatoría fundada en 
que el demandado no lia cumplido el cargo resolutorio im- 
pluvio por el actor, sin plazo para su cumplimiento, al ven- 
der el terreno que demanda. En tal caso, á falta de término 
convenido (rara la ejecución del cargo, ha debido solicitarse 
la determinación judicial de «lidio término, conforme á lo 
prescriptó en el articulo 561 del código civil. 

Ciw.«: Lo explica el siguiente fallo: 
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Bueno» Alfti. tinto 4 de I«l0. 

Y visto?: 

Don Feliciano Ferreira. por la provincia de Buenos Aires, 
se presenta exponiendo substancial mente : 
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Ouc «i el mes de Octubre tic 1884. doña María E. Comvay 
M*lit iti» en compra un terreno en la ciudad de I-a Plata, para cons- 
(ruir un edificio destinado n colegio de niñas; que previos los 
trámite* del caso, él poder ejecutivo de dicha provincia resol- 
vió, en ¿,\ de Julio del mismo año, conceder el derecho á la com- 
pra de hi< lotes 8, 10, 12 y 13 de la manzana A A. sección 15. 
enyn extensión y linderos determina pero con la condición de que 
el edificio á construirse 110 debía destinarse á otro objeto que 
el de colegio de niñas de instrucción secundaria; que en el me» 
•le julio de 1885 doña María E. Conway vendió á los señores 

Mackinlay y L. 1 taldi los mencionados lotes bajo la cond:=:d 
expresa de cumplir ta* condiciones impuestas por el superior 
gobierno antes mencionadas, y en junio cié 1888. don Luis Baldi 
vendió ú don Juan Fellescln ta parte que hahia comprado de 
los mi sinos lotes; que cu diciembre de 1888, don F, Mackinlay 
Vtdió al jnnier ejecutivo <jue levantara la inhibición, manifestar 
fio que estaba cumplida la condición impuesta á la venta de los 
lotes; que tramitada eMa solicitud con varios informes en tos 
que se consignan, que el edificio hecho en el terreno era insufi- 
ciente é inadecuado para un colegio, el poder ejecutivo dictó un 
decreto, ordenando que el interesado ocurriera á donde corres- 
pimtiia ó sea ante el poder legislativo ; que ta venta de que se tra- 
ta ha sido hecha bajo condición suspensiva, y el dominio no fué 
ni pudo ser eedido mientras la condición no fuese cumplida, co- 
mo no lo ha sido á pesar del largo tiempo transcurrido, en la 
forma en que las partes verosímilmente quisieron y entendieron 
que debía cumplirse ; que en su mérito, y de acuerdo con lis dis- 
posiciones legales que cita, entabla demanda de reivindicación 
•le los lacs referidos contra los señores F. Mackinlay y J. Pe^ 
Ileschi, y pide se haga lugar á ella con costas y costos. 

Que los demandados solicitan el rechazo de la acción, con 
costas, alegando entre otros antecedentes: 

o«i* terminado el edificio construido en el terreno que * 
reivindica, se destinó á escuela y durante años se mantuvo á su 
costa una profesora que ta regenteaba, en cumplimiento del cargo 
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impuesto :i la señora de Conway ; que la acción es absolutamente 
improcedente, ]>nrque ella eoin|»ctc al propietario que lia peditlg 
Ta |KJSe*iim. y et gobierno demandante enajenó ¡i título «le venta 
t hizo tradición de la posesión del bien «pie reivindica ; que el 
cargo impuesto á la venia si tio hobia (latió derecho al demandan- 
te. si í\o hubiese sido cumplido, ó si sólo fué en parte. para exigir 
cumplimiento, p*ro Je ninguna manera para reivindicar el in- 
mueble ; tute se trata de una verdadera venia del inmueble, de 
cuya posesión y dominio se desprendió la provincia y lo transfi- 
rió al comprador por un precio dado en dinero, con tixias las 
rcspon<iabiIidades del enajenante ; que empleando estas defen- 
sas, alegóse posteriormente la prescripción de la obligación ac- 
cesoria ó cargo impuesto al trasmitirse la propiedad ; que co- 
rrido traslado de esta e?¡ec|KÍóii, el repre sentante de la provincia 
expuso que no lia demandado el cumplimiento de obligaciones, 
>' que no hubo trasmisión de la propiedad reivindicada. 

Y considerando : 

Ouc en la contestación á la demanda ninguna observación 
se hizo acerca de la nulidad del |»oder de fojas i, y son. |Mir lo 
tanto. exteni|Miráneas las que se aducen al respecto en el alegato 
de bien probado i fojas 108 vuelta, articulo 13. ley número 50 ). 

Que de los términos de la escritura otorgada por el IWer 
ejecutivo de la provincia de Tíllenos Aires, á doña Maria K. Con- 
way. en 3 de Octubre de 1884. relativa á la venta de los terrenos 
en cuestión, no aparece que hubiera quedado susjK'ndidda la 
trasmisión del dominio hasta la construcción del colegio i»ara 
niñas, como quiera que en aquélla se expresa que el Poder eje- 
cutivo "apructa y ratifica la venta celebrada á favor «le doña 
María F.. Conwaj . . . que cede y traspasa ta propiedad liara que 
la compradora disponga «le ella á su arbitrio. t fojas 1, F.xp. 
:id.. letra M. número 180.) 

Que no se han presentado las actuaciones administrativas 
que precedieran á la venta y de que se hace mención en la escri- 
tura, de suerte que no es jmsible saber si en ellas se contenían 



163 



algunos ccnceptio ó antecedentes que pudieran imponer cura 
interpretación á las cláusulas de dicha escritura. 

Oue. además, la ley de 23 de Agosto de 1882, invocada por 
el poder ejecutivo en la escritura como fiictite inmediata de don- 
de emanaban sus facultades para el acto de la enajenación, no 
estableció condición suspensiva en la trasmisión del dominio, y 
su art 13 dispone que las venias de los terrenos señalados ¡para 
¡a fundación de la capital de la provincia, debían bacerse con 
cláusula «le rescisión para el caso de <jtie no n- cumplieran las 
condiciones establecida- en los articulo* anteriores, ó sea la de 
edi tirar, cercar, plantar, etc.. seguii s c tratara de solares. quinta* 
ó chacras (art. 1." y 10 á 12. ley ctt. 1. 

íjue, según lo manifiesta el actor, "doña María K. Conway 
adfjtiirió una fracción de terreno liajn la forma especial de una 
toitcesión de utilidad publica legislada y reglamentada, por un 
cierto precio en dinero, mucho menor que su valer real, y por un 
compromiso sobre el uso y destino de | a tierra concedida"; y 
desde este punto de vista, la enajenación á dona María K. Con- 
way guarda analogía con las mcin i* nadas en los artículos 558 á 

565 y IÍÍ2I» del CÓdigO Civil. 

Que en la escritura citada no se lijó plazo para Ea construc- 
ción de) colegio, ni esc plazo puede inferirse de las disposiciones 
de la ley 23 de Agosto de 1882, que se limitó á establecer que las 
edificaciones comenzarían dentro de tres meses de la enajenación 

Que si bien es cierto que en la ley posterior de 16 de ( Jctii- 
bre de 1883. se autorizó al poder ejecutivo para acordar plazos 
para la «ti Creación en material, que no debían exceder de cinco 
años, ni esta ley se mencionó en el instrumento de la venta, ni se 
alega que el poder ejecutivo la Imbiera aplicado, señalando al ad- 
quirente Conway ó á sus sucesores, el tiempo der.tro del cual 
ilebian construir el colegio. 

One. en realidad, las do* leyes recordadas de 1882 y 1883, 
así como las jiostcriores de 27 de Junio y 6 de Octubre de 1887! 
la última de las cuales eximió de la obligación de edificar á los 
propietarios de lotes dentro «leí ejido de la ciudad de í.a Plata, 
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son en todo aplicables á ta enajenación ejue ha dado origen al 
litigio, toda ve* tjne esas leyes impusieron la edificación en tér- 
minos generales y reducida á su miniina expresión, á saber, una 
pieza cada diez metros de frente lart. 10 ley de 1882) y poste- 
riormente un edificio con nn número de piezas igual al número de 
lotes adquiridos. 

*Jm- ;i falla de término convenido |>ara la conclusión de la 
obra del colegio *jue se encontráis, según l> dicho, en condicio- 
nes diverjas de los edíficius ce mítines de habitación, lia debido 
solicitarse la determinación judicial de dicho término, conforme 
á lo prescripto en el art. 561 del código civil: y sin esta diligen- 
cia previa, acerca de cuya procedencia el tribunal no está llamado 
U resolver en \i présenle juicio, la adtjuirentc ó sucesores no lian 
pulido incurrir en mora, con la f Ardida consiguiente de los lotes 
(arts. 13. ley 50: ¡iris. 555. 560. 563 y correlativos cód. cit.)- 

Que es asi inadmisible la acción real entablada, desde que 
esta nace del dominio y la adora no lo tiene. | an. 27 58 del códi- 
go civil; rail* tomo -3. |>ág. 167 y otro? 1. 

tjue en cuanto á la otra condición ríe sostener permanente- 
mente un colegio de instrucción secundaria para niñas en los lo- 
tes preindicados, día 110 se ha articulado tn la demanda en tér- 
minos categóricos, como debió I neerse, pues en ésta se habla de 
tina sola condición la de construir el edificio lart. 57. ley 50), y 
de otra parte, no cabría pronunciamiento sobre el particular, en 
tanto no se decida en el juicio cor re spom líente, si la provincia |s- 
tá ó no en tiempo hábil para exigir la construcción del menciona- 
do edificio. 

l'or estos fundamentos no se hace lugar á la demanda. Las 
costas se abonarán en el orden causado, por haber tenido la acto 
ra razones probables para litigar. Noítfíqtiese con el original y 
repuesto el ¡«peí, archívese. 



A. Bermejo — Nicanor o. del 
Solar —M. P. Daract. 
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Municipalidad de Tucumán contra cí ferrocarril Central Argén- 
tino y Buenos Jires y Rosario, sobre cobro de impuesto 

Sumario : El artículo 8/> de la ley nóm. 5315 no exonera á los fe- 
rrocarriles del pago de los servidos municipales. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



AUTO DEL }VEl DE TUClfMAN 

Tucumln, Abril 29 dt 1909 

Y vistos: El recurso interpuesto por la empresa del ferroca- 
rril íiuenos Aires y Rosario en ta ejecución deducida por la mu- 
nicipalidad sobre cobro de impuestos. 

V considerando : Que la excepción opuesta por la empresa 
es la del inc, 3. del art. H de la ley de apremio. 

Que para fundar esa excepción se invoca el art. 8 de la ley 
nacional nútn. 5315 que exhonera á la empresa ejecutada de todo 
impuesto municipal. 

Que la empresa se acogió ;í U )S beneficios de esa ley, según 
consta del decreto de fecha de Octubre de 1907 del poder eje- 
cutivo tic la nación. 

Oue atento lo considerado lo dispuesto por el art. 8 de la ley 
53» 5 X lo resuelto cotí esta misma fecha en el caso del ferrocarril 
Central Córdoba se debe hacer lugar á la excepción tan sólo por 
los impuesto* qwe se cobran á la estación de la empres i. 
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Por ««tos fundamentos f alio ; haciendo lugar á la excepción 
opuesta por la empresa ejecutada en cnanto se refiere á la suma 
de cuatrocientos cincuenta pesos, y rechazando la misma excep- 
ción por lo que hace á los impuestos cobrados por la oficina íle in- 
formes. 1 fágase saber y repóngase. 

fl. Gñubeca. 
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Hucnus Aires. Junio 7 de 1910 

V istos estos autos de lo* que, en lo pertinente, resulta : Ouc 
la municipalidad de Tiicumá» demandó al ferrocarril Huenos Ai- 
res y Rosario, por el pago de impuestos de alumbrado y limpieza, 
correspondientes á la estación y oficina de informes que dicho 
ferrocarril tiene en la ciudad de Tncumán (1 i y sig. > ; que el 
auto de fs. 22. interpretando el artículo 8." de la ley mu». 5315, 
invocado en el juicio pnr la demandada, declaró que sólo debían 
abonar*? impuestos por la olicina de informes, y 110 por ta esta- 
ción : que ambas parte apelaron de ese auto para ante esta supre- 
ma corte y le fué concedido el recurso 1 fs. 24 y 26), 

Y considerando: Que la ablación interpuesta por la munici- 
palidad 110 procede, atento lo dispuesto en los incisos 2 y 3. arV 
ticuio ¡4. ley 48. y lo repetidamente resuelto en casos análogos, 
porque el auto referido, en ta parte que ha sido adverso á aqué- 
lla, no contiene decisión en favor, sino al contrario, de ley ó au- 
toridad local cuya validez se haya cuestionado en concepto de 
ser repugnante á la constitución nari-.ua' * y porque la misma mu- 
nicipalidad 110 Ita hecfío valer en el j nicii 1 derecho alguno emana- 
do de la ley 5315 tí otra especial de la nació» i fallos, tomo 4r. 
pág. 449 y oíros). <Jue. en su consecuencia, y debiendo reputarse 
definitiva en el caso la decisión de fojas 22, á falta de declaración 
en otro sentido de los tribunales provinciales, el único punto que 
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corresponde resolver, es el de si el impuesto á la oficina de in- 
formes puede ó no concillarse con la exoneración acordada á la 
empresa por el arl. 8 de la ley 53*5- >* «> decreto de i; de Octubre 

de UfCj <¡e! poder ejecutivo nacional. 

One á tste respeto es de tenerse desde luego en cuenta que 
ias disposiciones legales tendiendo á eximir de la carga pública 
genera! que representan los impuestus son de strictissimi juris 
\ dében interpretarse muy restrictivamente, como lo enseña la 
doctrina y ta jurisprudencia, de tal suerte míe lo que no está ex- 
presamente concedido, queda sometido al derecho común. 

Que los artículos i y ft de la !ey 5315 disponen que todas las 
concesiones de ferrocarriles sean lineas principales é ramales. 
que en adelante se acordaren, serán regidas ]>or las cláusulas de 
illas, de acuerdo con la ley general de ferrocarriles núm 2873, y 
que las empresas pagaran desde la sanción ^e la ley hasta el I.? 
ile Kncro de 1047 una contribución única, igual al tres por ciento 
del producto líquido de sus líneas, quedando exoneradas por el 
mismo tiempo de todo otro impuesto nacional, provincial y mu- 
nicipal Que el articulo 12. inciso 3- de la misma ley. impone á 
■as empresas el deber de destinar mi local especial en las estacio- 
nes principales para oficinas de correos y telégrafos, sin qnc ha- 
ya otras disposiciones en ella que se refieran á dependencias, ser- 
vicios ñ oficinas que tos ferrocarriles establezcan fuera de sus 
lineas, paré inavor comodidad de los viajeros ó cargadores, pero 
sin formar parle integrante de tos mismos ni ser indispensables 
a su funcionamiento regular y que pindén ser atendidos por otras 
empresas ordinarias locales ó por particulares, al igual del ser- 
* icio de carruajes ó carros entre las estaciones y las casas ú ho- 
teles en tas ciudades. 

yue esta corte, en el caso que se registra en el tomo 104, pá- 
gina 73. ha «lecidido que en la expresión y demás dependencias 
del art 3." del contrato celebrado por la nación para la construc- 
ción del ferrocarril Central Argentino, no están comprendidos á 
los fines de la exoneración de impuestos, los telégrafos 11 oficinas 
exteriores de ese ferrocarril, y es de observarse que en la ley 5315 
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no se encuentra dicha expresión ni otra análoga que pudiera dar 
lugar á dudas de si fuera de la linea principal ó rainales, hay al- 
go más exceptuado de los gravámenes comunes necesarios |>ara 
el gobierno de las provincias ó municipios. Que el impuesto mu- 
nicipal de que se trata, ni se alega que se haya creado para gra- 
var exclusivamente al ferrocarril Buenos Aires y Rosario, ni es 
susceptible de contrariar los propósitos de la ley 5315, pues en 
ningún caso puede comprometer los intereses de la empresa, den- 
tro lo que constituye su esfera de acción propia, como instnimen- 
del comercio interprovincial, cuya reglamentación coír^pon- 
al congreso, siendo la del comercio interno del resoné de los 
poderes locales fart. 6ft inc. 12. const. nac). 

Que el decreto de 30 de Abril 1908 á que se refiere la me- 
moria presentada en esta infama i i. 40 vía.) no aparece qüe 
se haya hecho valer oportunamente, ó sea durante el juicio (art. 
14, ley 48) j y además, el hecho de que al producto de la oficina 
de informes se lo haga formar parte, según se afirma, de las uti- 
lidades de la empresa y esté por ello sujeto al impuesto nacional 
dél ti es por ciento, no bastaría i>or si solo para impedir el cobro 
del impuesto local, dado que, en el caso más favorable para la 
ejecutada, no sería un decreto, sino una ley la que podría restrin- 
gir ias facultades impositivas de la municipalidad de Tucumán 
para el cobro del alumbrado y limpieza dentro «le las calles del 
municipio. Que lo expuesto en los considerandos precedentes ro- 
bustece con los elementos de juicio que se desprenden de la dis- 
cusión de la ley número 53 15, pues habiéndose preguntado ]**r 
1:110 de los señores diputados cuates eran los impuestos municipa- 
les mencionados en aquella de que se eximía á las empresas, y si 
entraban en ellos al servicio de alumbrado, afirmado, etc.] el 
miembro informante de la comisión y que había despachado el 
proyecto, manifestó sin observaciones de los otros miembros 
*le ella ni de otros diputados: "Los antecedentes administra- 
tivos é interpretativos de la constitución establecen lo que es 
un servicio y lo que es un impuesto: el impuesto tiene un ca- 
rácter general, mientras que el sen-icio tiene un carácter par- 
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t ¡arlar : ¡o paga el njwe lo recibe. Kl impuesto es genera!, y to papa 
tocto aquel que rccilie ó no mis beneficios. l'or consiguiente, I<> 
que se ha consignado en este artículo son los impuestos de la 
constitución, aquellos que tienen que ser legados por todos y 
también por los ícrrocorriles. sí no fuesen exonerados por la 
ley. De ahí entonces que los servicios de carácter comunal que 
beneficiasen á los ferrocarriles, por lo mismo que tienen un 
carácter ¡articular, los ferrocarriles particulares tendrán que 
alionarlos. ("Diario de sesiones" de la honorable cámara de dipu- 
tados, 1907, 1. pagiii!» 1 jo>j). 

Por estos fundamentos, se confirma el auto recurrido, en la 
parte qm lia podido ser materia de! recurso. 

Molifiqúese con el original y repuesto el pspejtí devuélvanse. 

A. Bermejo — Nicanor G. del 
Solar - M. P. Daract. 

4 



NOTA. — Igual resolución que la anterior y de la misma fe- 
cha se dictó en los autos seguidos por la municipalidad de Tucu- 
tnán contra el ferrocarril de Córdoba, sobre cobro de impuesto. 
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CAUSA CLI 



Exhorto dfi juez tarado de ¡a Pampa Central 

mario : L"n despacito prccatorio de un juez nacional a otro pro- 
viudal, á efecto de practicar una notificación, debe ser cum- 
plido, >in necesidad de que se remitan recaudos que com- 
prueben la competencia del exhortante. 

tí: Lo explican las simientes piezas: 



EXHORTO 

Sanra Rota de T.uy, Octubre líl de I9f». 

Al señor juez en lo civil en turno do la capital federal: 

longo el a^taiU» de dirigirme á V. S. haciéndole áábci* que 
ante e^te juzgado tramitan jos auto* testamentarios de Italdo- 
i itero Fernández, en los cuales y á petición de parte se ha dis- 
puesto librar á V. í. el presente, pidiéndole se sirva disponer 
que se intime al >cfior gerente del Banco Español y Rio de la 
ílata de esa, ciudad, para que deposite en el llanto de la Na- 
ción Argentina de esta localidad el importe del depósito que hu- 
biere en aquel establecimiento como perteneciente al ca isante 
de la sucesión en que me dirijo y el cual se hará á la orden dtf 
este tribuna) 

Ruego y exhorto el diligenciamiento ofreciendo recipro- 
cidad. 

Saludo á V. S. atentamente. 

Baltasar S. Beltrátí. — Angel Bspeehe. 



VIS! A FISCAL 



Señor juc* : 

Ei presente exhorto debe devolverse sin diligencias, hacien- 
do píeseme al juez exhortante <-uc faltan los recaudos necesa- 
rios. 

Octubre 29 de 1909. 

Juan B. listruda. 



MITO DEL JUEZ DE* LA CAPITAL 

I'or la razón expuesta en el distamen «juc antecede, devuél- 
vase el presente al ¡A-ñor juez oficiante 

P. A. S. ~-N. González del Solar.— Ante 
iiíí : Julio Gttyot. 



AUTO DEL JUEZ LETRADO 

Santa Rom de Toa?, Diciembre |t¡ ét 1W0 

\11los y vistos: 

En mérito de lo <¡uc resolta de estos - -orados y de confor- 
midad con ei precedente dictamen del señor agente riscal que el 
¡tugado considera suficientemente fundado, elévese este exhorto 
á la excelentísima corte suprema de la nación, debiendo desjrlo- 
-.arsc el escrito de fojas 3 que se reservará en secretaria, á lin de 



Fallos de la corte suprema 



diclio superior tribunal ordene al juez civil de la capital 
doctor E. Giménez Zapiola el diligenciamiento del referido ex- 
horto de fojas I. 

Baltasar $. Bcltrá»--\í\tv mí: Anací üs- 
pccltc. 



DICTAN iN DCL SR. PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Air», 21 de Piricmbre de 1409. 

Suprema corte: 

Considero que el incidente suscitado entre el Juez letrado 
de la Pampa Central y el juez de lo civil de la capital federal, 
está resuelto por el articulo 13 de la ley 48, cuando dice que siem- 
pre que un juez nacional dirige un despacho precatoria á un juez 
provincial, á efecto de practicar una notificación, el encargo será 
-implido. sin que se establezca en gsa disposición ni en ninguna 
tra ley, It exigencia de remitir los recaudos que comprueben la 
ompetencia del exhortante, ya que existe la autenticidad re- 
querida. 

En mérito de ello, y haciendo USO de las facultades de su- 
jH-riiitendcicia que acuerda á Y. E. la ley 4055, según lo tiene 
resuelto en el fallo, tomo 104, trigina 208. pido se declare que 
el exhorto de fojas 1. debe ser cumplido por el juez exhortado, 
íi cuyo efecto se devolverá al juez exhortante. 



Julio Botct. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire», Jual* 16 de 1910. 

Y Utos: 

De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor pro- 
curador general, se declara que el despacho de fojas ! está en 
debida forma y debe ser cumplido por el juez exhortado; á sus 
efectos, devuélvanse los autos al juez exhortante. 

Repóngase el papel ante el inferior. 

A. Bermejo.-M. P. Daract.- 
D. E. Palacio. 
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ÚominQUcS José León, sit testamentaria. Competencia. 

Sumario : Si el cansante no hubiere dejado más que un solo liere- 
(Uto. las acciones ;í <|iu> se refieren lodos los incisos del ar- 
tículo 3284 del ciKÜffo civil, delieu dirigirse ante el juez del 
domicilio de esle heredero, como lo dispone el artículo $2$$ 
tlcl mismo código, * 

( aso, : Lo explican tas pieza* siguientes : 



AUTO DEL JUEZ DE LA CAPITAL 

Buenn) Aire». Octuhre ll de 1909. 

I V 11 las consideraciones del escrito de fojas 7 y dictamen lis- 
cal <lc fojas *í vuelta, las cuatis han servirlo de fnndaniento á este 
juzgado tara solicitar, como ¡o lia hecho |wr oficio librado en 2J 
del mes próximo pasado, a) señor juéi oficiante se inhibiera de 
conocer en los autos sucesorios de <1on José Domínguez; contés- 
tese al referido señor juez doctor Pihg Kómez. haciéndole saltcr 
rtijé si insiste en su resolución, se siijva dar por formada la cou- 
ienrla de competencia y remita los autos á la suprema corte tiara 
eme se resuelva á quien corresponda el com iciiniento del referido 
inicio. 

Reténganse las fojas. 

Nicanor G. del Solar.— Ante mí : B. P¡- 
cardo. 
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AUTO DKI.>JUKZ DE I.A PUTA 

La Platj, Octubre 2 de 1309. 

Autos y vistos : 

Krtanrio jtMilicado por \a punida de do función de fojas T. 
jior oí inínniu- del o Hüi-arin de pnlieh tic fojas i8. y declara- 
ciones tic testigos de fojas 15, <\uc el dofnicílto del causante, al 
tiempo de su fallecimiento era en el partid^ de t.ujau de este 
departamento judicial, de áeuefdo con la vista ftsea) precedente 

\ COtl lo dispuesto vil Ím? arik'tlins ion y 3_*r 'I 1 ' 1 código civil y 
ii del de procedimiento, el infrascripto se declara competente 
para entender en esto* autos sucesorios de don José León Potnm- 

Etl consecuencia, líbrese el oficio inhibitorio que se si ►licita 
•le fojas 1-3* al señor juez en "o civil de la capital federal, doctor 
González del Solar 1 articulo código de procedimientos >. un 
testimonio de las actuaciones de fojas 1 ;t4, 13 á 15. 18 y 19. 

kepongasc la foja. 

Tomás Plítg Utmez. —Ante mi: Uran- 
ciseo L. /de. 



DICTAMEN DEL SE$OP PROCURADOR OENERAL 

Bueno» Altes, Diciembre 12 de 19» 

Suprema corte: 

■ 

A V. E. corresponde dirimir la presente contienda de com- 
petencia, á mérito fie lo míe dispone el artículo 9. inciso c) de la 
¡cy 4055, 
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Cónstsj en el testamento otorgado en la capital federal, por 
causante José León I Jomingm ¿, i|«e «éste instituyó como única 
y universal heredera á su cónyuge doña Ana Peralta, la que ini- 
ció el jiticb testamentario respectivo ante las autoridades judi- 
ciales de esta ciudad, por ser ta de su domicilio, habiendo acep- 
¡ado la herencia y pedido ta citación de la tegaiaria que se de- 
signa en el mismo testamento. 

Ki juicio testamentario abierto en la ciudad dé I. a Plata, 
lo fué á requisición de la legal aria, fundándose en que el cau- 
sante tuvo su último domicilio en el partido de Lujan de la 
provincia de Uñenos Aires. 

Esto sen ta di i, no es dudoso que el juez compútente |iara en- 
tender en los autos elevados á V. E. es el de la capital federal 
en razón de que: 

a » Kl articulo 3285 del código civil determina que e» caso 
de 110 existir más que un heredero, es ante el juez del domicilio 
del misino que deben seguirse las acciones que tengan por ob- 
jeto los bienes bendita* ios. como lo ha sentado V. E. en el fallo 
contenido en el tomo ¿l. página 469. 

b 1 F.1 artículo 3767 del coligo citado, inpone á los legatarios 
la .Ilinación de pedir al heredero ó albacca la entrega de la cosa 
legada, sin que puedan tomarla por si mismos. ]ior lo cual, en el 
caso sub indico, la legataria instituida debió reclamar al here- 
dero ó alljacca en su domicilio, el cumplimiento del legado, sin 
promover un juicio sucesorio que no tiene razón de ser legal, dada 
fu situación, según la disposición citada. 

Por lo expuesto, pido á V. E. se sirva dirimir la presente 
contienda, declarando la competencia del juez de lo civil de la 
capital federal, para entender en los autos testamenta ribs de don 
;os¿ Uón Domínguez. 



Julio Botct. 
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FALLO DE LA SUPREMA CORTE 

Bucaoi Aiiet. Junto 16 de I9f0. 

Y vistos : 

La contienda de competencia t ra liada entre cJ juez de pri- 
mera instancia de la capital, doctor del Solar, y el de igual clase 
de !a ciudad de La I-Mata, ductor Puig íy*mcz. para conocer del 
inicio tcstame4itaHp. de (km José J«eón Domínguez, fallecido en 
esta capital el 33 de Agosto de iyoa 

V considerando: 

Chic 'a señora viuda, doña Ana I de Domínguez, instituida 
conm única y uni\ersal heredera del cansante por et testamento 
agregado, á la vez que fué nombrada atbacca y ejecutora lesta- 
ii'cntaria. haljta iniciado el juicio sucesorio y aceptado la heren- 
cia ante el señor juez de la capital, con anterioridad á la pre- 
sentación de la legataria ante el juzgado de la ciudad de La 
Piala. 

Que la única heredera de Domínguez está, además, d omi- 
tí liada en esta capital, como lo hace constar la legataria (fojas 
(?, expediente número 4392 ). 

Que con arreglo al articulo 3285 del código civil, si el di- 
funto no hubiera dejado más que un solo heredero, las acciones 
«leñen seguirse ante el juez del domicilio de este heredero, des- 
pués i le haher aceptado la herencia. 

Que na obstante la divergencia de opiniones, entre los co- 
mentadores fiel código civil, en cuanto á si e! articulo 3285 se re- 
ñere á todo el contenido del artículo 3284 ó solamente á las ac- 
ciones personales de los acreedores que menciona el inciso 4.". 
es de notar que, entre las fuentes citadas por el codificador, se 
encuentra la obra de Zachariae, que le atribuye alcance general, 
i Tratado de Massé y Vergé, párrafo 351). 
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Por estos fundamentos y <ie conformidad con lo pedido por 
I señor procurador general, sé declara que el conocimiento de 
este juicio corresponde at señor juez de la capital. En su conse- 
cuencia, remítansele los autos, dándose aviso al juez de la ciu- 
dad de La Plata. 

Notifiquese con el original, debiendo reponerse los sellos 

ante el inferior. 

A. Bermejo. -M.P Daract - 
D E. Palacio. 



CAUSA CU II 

Criminal cmtra Isidro Umtgurcn, /w homicidio 

Sumario : Es justa la sentencia que condena á quince años de 
presidio ai autor de un homicidio simple, mediando en favor 
del reo la atenuante mencionada en el inciso cuarto del ar- 
ticulo 83 del código penal. 

Caso: Ijo explican las siguientes piezas : 

SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO 

Vfednu, Octubre 35 4c HW 

Y vistos: 

Estos autos, seguidos de oricin omitra Isidro Aranguren, de 
veintinueve anos, soltero, español alambrado^ domiciliado en 
Concsa. acusado del delito de homicidio. 
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Resulta : 

1. " Que el trece de. Octubre del año mil novecientos siete, 
á las siete y inedia de la noche, el comisario de Conesa tuvo co- 
nocimiento de que en la casa de negocio de Primo de Rossi, si* 
diada en dicho pueblo, acababa de producirse un heclw ¿f san- 
gre, del que resultó muerto un hombre; que practicadas las di- 
rigencias que constan en el sumario, se comprobó que la victima 
se llamaba Manuel Día/ Canales y que falleció inmediatamente 
después de consumado el hecho, á consecuencia fie seis puñaladas 
que el procesado le había inferido en circunstancias que salían 
del referido negocio hacia la talle, invitado por la misma vícti- 
ma, á raíz de una breve discusión sostenida entre ambos mientras 
se encontraban comiendo. 

2. ° Que el procesado, en su indagatoria fie fs. 2 vuelta, ma- 
nifiesta: que habiéndose encontrado |tor casual ida<l en la casa del 
íiecho con la víctima, á quien conocía de antes, fué invitado por 
él á comer junios; que en eí curso de la conversación tuvieron 
un disgusto por un asunto privaflo. y que conociendo el mal ge- 
nio de su acompañante, trató de rehuir la discusión, mantenién- 
dose callado, por lo cual fué insultado y amenazado: que en esas 
circunstancias y sin decirle natía, Día* le pegó una trompada, y á 
la vez, con la mano izquierda, to tomó del cuello, en tanto que, 
con la otra busca1>a anuas, y que fué entonces cuando de miedo 
que su contrario le matara, sacó su cuchillo y sin fiarse cuenta, 
le pegó, ignorando si lo había ó no lastimado, y que cuando el 
otro lo soltó del cuello, salió disparando para la calle, creyendo 
que uún to corría. 

3. " Que á fojas 3 y <í constan las declaraciones de tos testi- 
gos presenciales fiel hecho. Carlos líe Rossi y Miguel La man na. 
y á fojas 5-6 vuelta y 7 vuelta las de Bautista Betoqui. Nicome- 
dcs Robledo y Primo De Rossi, quienes sintieron discutir á los 
protagonistas y presenciaron el cadáver. 

4. * Que a fojas 10. corre el informe médico, por el que cons- 
ta que el cadáver de la victima presentaba seis heridas producidas 
con un instrumento de doble filo, todas penetrantes, estando si- 
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uadas la primera en ti tercio medio del muslo izquierdo, de dos 
centímetros de ancho por diez de jiro finid i tlad. que lia interesado 
totlos los musciiíos de la región ; la segunda en la región inguinal 
izquierda, de dos centímetros de ancho por ocho de profundidad, 
interesando todos los órganos de la región, músnilns. vasos y 
nervios ; ta tercera en la región intercostal izquierda, entre la oc- 
tava y novena costillas, que interesó el peritoneo y pro fluidamen- 
te él hígado: la cuarta en ti hombro izquierdo, región del toidto, 
de cuatro centímetros de profundidad: la quinta en la cara ex- 
terna de la región broquial derecha, parte inferior, haciendo sali- 
da en la cara interna, y la sexta en la región del toideo del hom- 
bro derecho, de cuatro centímetro* de profundidad; haciéndose 
igualmente constar que !>iaz dejbió fallecer n consecuencia de 
elia<. inmediatameiite después de producidas debido á la abun- 
dante hemorragia y especialmente á consecuencia de la segunda, 
s .' One á fojas ¡4, el prevenido raí ¡lita ante el juzgado su 

¡iTífagatCtjá de fojas 3, 

6/'f>tic á tuja* i<> e rre agregada la partida ile defunción 

del caiu-anle 

Que á fojas 18 se decretó la prisión preventiva del in- 
culpado y á fojas 19 se elevó la causa á plenario. 

8." Que a fojas 2! el representante del ministerio fiscal acu- 
sa al prevenido como autor tle homicidio simple, pidiendo se le 
aplique la pena de quince años dt presidio, conforme á lo dis- 
puesto en el artículo diez y siete, inciso ¡¡rimero, capitulo prime- 
ro de la ley de reformas al código penal, número cuatro mil cien- 
to ochenta y nueve, con la atenuante de enemistad anterior, cuyo 
dictamen es rebatido á fojas 24 |»r d defensor del reo, solici- 
tando para este ta absolución dt culpa y cargo, por haber proce- 
dido en legítima defensa. 

9* Oue abierta ia causa á prueba, se produjo la que consta 
en el certificado del actuario de fojas 35 vuelta, consistente en 
!a declaración de la testigo Margarita C. de Gándara, habiéndose 
ñamado autos para definitiva á fojas 36. 



Y considerando: 
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Prhm-ro. One consta el delito pot el informe pericial de fb? 
jas 10, partida de defunción, de foja> ió y demás elementos de 
autos. 

Segundo. One la* decláracionés de los testigos presenciales 
y Lamanna, Beloqiii, Robledo y Primo Rossi. asi como la con- 
fesión del reo, hacen plena prueba de acuerdo con lo dispuesto 
en los artículos 306, 307. 310 y 321 ilel códig.. de procedimientos 
elt lo criminal, míe el procesado tlMró A r auguren es autor de la 
muerte de Manuel Díaz Gánales, 

Tercero. Que dados lo* antecedentes que obran en el pro- 
eeso, la responsabilidad del prevenido pnr el crimen cometido, 
vs indudable. 

Los testimonios de Garlos De Rossi y Miguel Unuatma sihi 
legalmente válidos, porgue reúnen los reqni-ít.^ de los artículos 
306 y 307 del códig" citado. 

Kilos destruyen plenamente la confesión del reo un cuanta 
pretende excusar su acción, y demuestran míe Arangurcn hirió 
á Diaz en circunstancia* que amlios salían á la calle, invitad"» 
|mr la victima, y cuando éste. >iu arma alguna, se dió vuelta al 
llegar ;'i la puerta «leí negocio poniendu la cara de frente á su 
victimario, quien sin piedad alguna le descargó esa feroz cuchi- 
llada que resulto del peritaje citarlo. 

I ; .l crimen se ha cometido sin mediar lucha alguna y sí bien 
es de presumir que el objeto de la salida de los protagonistas no 
fué otra que la de pelear, según se desprende del examen de las 
declaraciones de los testigos, respecto á los términos empleados 
en la discusión que precediera al hecho, ta lucha no se produjo 
desde que está probado que no huí 10 agresión en ninguna forma 
de parle de la victima, quien recibió Jas puñaladas en circunstan- 
cias que. sin arma alguna, se dalia vuelta á tiempo de llegar á 
1:i puerta del negocio. 

Es cierto que el mismo Diaz fué quien invitó al victimario 
á abandonar el sitio donde discutían en forma que ñn.|>orta1ia una 
prov<tcaeión de su |>arte; pero esta circunstancia será justa te- 
nerla en cuenta en forma de atenuar el delito, sin que nunca pue- 
da alcanzar á legitimarlo. 
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Cuarta. Que en cuanto ;'t la confesión calmeada tic! reo, 
procede su rechazo cu presencia de lo* testimonios citados que 
nejan realmente la forma cómo los hechos lian tenido lugar y 
que concuerdan en cuanto han podido ver ú oir en las ilccla ra- 
ciones de los testigos Beloc|U¡, Robledo y Primo Rossi. 

Quinto. Que corresponde declarar al reo autor recusable 
del delito de homicidio simple, de conformidad cotí lo estable 
cido en el articulo diez y siete, inciso primero, capitulo primero, 
de la ley de reformas ai código penal, número cuatro mil ciento 
ochenta y nueve. 

Sexto. Qiw teniendo en cuenta las circunstancias que lian 
rodeado la comisión del hecho, corresijotide estimar en favor del 
encausado la atenuante del inciso cuarto, articulo óchente y tres 
del código penal. i>or cuanto puede legalmente .sostenerse que fué 
provocado á pelear jior ta propia víctima. sin agravante alguna 
en su contra. 

Por estas consideraciones, fundamentos legales cxpuesins 
y conforme á la acusación, fallo en definitiva condenando á Isi- 
dro Aranguren. como autor de homicidio simple, á sufrir la pena 
de quince años de presidio, que cumplirá en el establecimiento 
pena) que el Poder ejecutivo designe, diez día» de reclusión soli- 
taria en los aniversarios del crimen, demás accesorios y costes, 
debiendo computarse, en forma, la prisión preventiva que lleva 
frida. 

Notifique se oficíese á quien corresponda para su conoci- 
miento y si no fuera apelada, óbrese en consulta al. superior en 
la forma de estilo. 

/. Alfredo Torres. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

La PUta. Fthtei.. » de IttO- 



Vistos y considerando: 
Q\w ví acusado manifiesta que después de haber estado con- 
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versando un momento con Díaz Canale, que lo había invitado á 
cenar, sí- disgustaron por una conversación privada que estaban 
ateniendo, y conio sabia que la victima era de mal genio no le 
t|uiso seguir ta discusión, pero que Día* Canales insistió en su 
conversación, y como no le contestara le dijo que "era un gran 
charlatán y que si no fuera por ir preso te rompería el alma". 
!>iaz. sin decirle nada. 1c pegó tina trompada, ta cual se la había 
atajado con el brazo, pero acto continuo lo tomó por el cuello 
con ta mano izquierda, tratando con la otra de buscar cuchillo y 
fué ejstbnces cuando de miedo sacó su cuchillo y sin darse cuento 
le pegó, sin salier si lo había lastimado ó no. y cuando el otro le 
-.íiltó el ci'ello, «alió disparando, creyendo que el otro lo seguía 
corriendo. 

Cero el testigo presencial, Carlos de Rosas, declara que 
Aranguren lo trató de cerdo y acto continuo salieron en dirección 
á la calle, jwro al llegar á la puerta. Díaz Canales se dió vuelta, y 
como le diera el frente á Aranguren, éste lo tomó por H brazo 
y acur rucándolo en la puerta empezó á darle de puñaladas simul- 
táneamente y emprendió la fuga. 

En i(¡nat «mentido se expresa el otro testigo presencial. Miguel 
I^amanna. 

Que ta defensa trató de justiñear en vano que Aranguren 
fué al salir tomado del cuello por Díaz Canales, aplicándole una 
bofetada tratando de sacar arma, y que Díaz hubiera amenazado 
de muerte anteriormente á Aranguren. 

One como acertadamente establece la sentencia apelada, 
el testimonio de los testigos presenciales dado que sus testimo- 
nios retinen los requisitos enumerados en el articulo trescientos 
seis del código de procedimientos, es hábil para facultar al ma- 
gistrado para invocarlos como plena prueba de sus afirmaciones. 

Por las consideraciones expuestos y sus concordantes, se 
confirma la sentencia apelada, con costas, y devuélvase para su 
cumplimiento. 

Marcelino Escalada.— Daniel Goyffo.— 
Jcaqttln Carrillo. 
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- DICTAMEN DEL SEÑOR- PROCURA DOK GENERAL 

Buenos Ai m I de Junio ttc 1910. 

Suprema corte : 

El hecho que Ha originado este proceso está debidamente 
comprobado con ta partida de di' f Tinción que acredita la muerte 
del interfecto y las circunstancias en que ella ocurrió, y en cuan- 
to á la culpabilidad de Arañaren se halla justificada mediante 
las declaraciones de los testigos presenciales Rossi. foja* J vttel* 
ta, y Lamanna, fojas 5 vuelta. Las disposiciones de éstos coinci- 
den al afirmar que al salir de la pieza en que se encontraban Díaz 
Canales y Arangiiren, y al darse vuelta el primero, el segundo 
ie agarró por un brazo y estrechándolo contra la puerta le (lió de 
puñaladas hasta que la victima cayó al suelo. Las declaraciones 
de los otros testigos, Bcdoqui, fojas 5 y Robledo, fojas O vuelta, 
corroboran las circunstancias anteriores á la comisión del delito, 
si bien no presenciaron la agresión de Arangurcn, pero sirven 
liara precisar la manera en que se desarrolló el incidente. 

El procesado, en su declaración de fojas 2 vuelta, relata lo 
ocurrido en forma inverosímil, que se halla contradicha por las 
manifestaciones de los testigos que depusieron en el sumario, 
la circunstancia de que la victima le pegase una trompada no ha 
sido confirmada por ninguno de los cuatro testigos, á |H?sar de 
que todos ellos vieron la discusión sostenida entre amitos. 

Por ello y consideraciones de las sentencias de primera y 
segunda instancia, pido á V. E. la confirmación del fallo recu- 
rrido. 



Julio Boiet. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Uurm.s Aires. Junio 1í de Wlu 

Vistos : 

I-Utos auto- seguidos contra Uidro Araugurcii. español; de 
59 anos de edad, du estado soltero, procesado [n»r el delito de 
homicidio perpetrado én ía persona tic Manuel Diaz Canales. 

Y coásíderaiicío en cuánto al recurso de nulidad: 

Que en la presente cansa rio se ha incurrido en ninguno de 
los de rectos ó violaciones de ¡as formas substanciales del jtjicio 
prescriptas por derecho i>ara que pudiera prosperar dicho re- 
curso, deducido pur el defeucor del procesado contra la senten- 
cia de iojas $2 vuelta* desde que cu su pronunciamiento se han 
observado las regla* exigidas para su validez, tanto por to que 
hace a la relación de los antecedentes que, dieron lugar á la for- 
mación del proceso, corno en cuant" á los hechos que se han 
estimado debidamente proliadas y :i las demás circunstancias 
que el código de procedinnentos en lo criminal prescribe dclien 
ttnerse presente, t Artículos -u>5. >' S°* 

Y considerando en cuanto á la apelación : 

One la existencia del delito de que se trata, está plcuamerite 
comprobada j>or tas declaraciones de los testigos Carlos De Uossi, 
Itautista lleloqui, Miguel l.amaimaser. Nicomedes Robledo, Pri- 
mo L>e Rossi. informe pericial, partida de deíunción y demás dili- 
gencias del sumario inst ruido por la comisaría de (leneral Couesa 
de la policía de Río Negro. 

One la responsabilidad del procesado, c<nno autor de esté 
delito, resulta, además, rlc su propia confesión, comprobándose 
especialmente, por las declaraciones de los testigos Carlos De 
Rossi y Miguel I amaiiua gue presenciaron la agresión de Aran- 
gurvii y vieron también cuando tomó del brazo á Díaz Canales y 
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estrechándole eontra una puerta le infirió las seis heridas que. 
¿egún el informe pericial, le causaron la muerte, ocurrida en el 
misnic lugar del suceso, pocos momentos después. 

Que en presencia de estos antecedentes, la pena que se ha 
impuesto por la sentencia del señor jttez de la cansa, y que con- 
íirma la de la cámara federal de apelaciones de fojas 52 vuelta, 
es la que corresponde con arreglo á lo <!¡s|mesto por el artículo 
17. inciso 1. Capítulo t." de ia ley numero 4189 de reformas a4 
código penai. sin que concurra en el caso circunstancia alguna 
que pudiera autorizar su modificación en sentido favorable at reo. 

Por ello y de conformidad á lo pedido por el señor procu- 
rador general, se confirma la sentencia apelada de fojas 52 vuel- 
ta, con costas. 

Notifiquen om il original y devuélvanse los autos. 

A. BWMEIO-NlCANQÍ O. DEL 

Solar — D. E. Palacio. 
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i'roriucui de Buenos . lites contra ta municipalidad de h capital, 
sobre rek indicación. Incidente sobre personería 

Sumario: l;° Las atribuciones conferidas por el artículo i$2 de 
la constitución de la provincia fie Buenos Aires y ley de u 
de Abril de K)Oi al riscal del estado, son para ejercerse den- 
tro de la jurisdicción territorial de la provincia y no ante un 
tribunal cíe ajena jurisdicción y que tiene su asiento en te- 
rritorio (JiMilltO. 

2;" La nulidad de un pacto de cuota-litis, tendría por 
resultado la ineheacia del pacto cuando el apoderado prete- 
f Itera reclamar los beneficios estipulados; pero no afecta la 
validez de la personería invocada por el apoderado. 

Caso: Lo espHcan las piezas siguientes: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Airtt. Junio IB dt IMfc 

Y vistos : 

£1 incidente sobre falta de personería propuesto por el re- 
presentante de la municipalidad de la capital en la demanda in- 
terpuesta por don Esteban B. Gandul f o, apoderado de la pro- 
vincia de Buenos Aires, sobre rervmdkacióo de varios lotes de 
tierra* niñeados en el paraje conocido con el nombre de "Baña- 



dos Úé Flores", tle lo* que, -«egúii se asegura, se incautó 5a inu- 
iiíeqjalidad de la capital después de la federal i atación de \o> mu- 
nicipios de Flores y Bel grano. 



Y considerando: , 

i> Que para fundar la excepción de falta de personalidad 
tu el demandante ó en su procurador, deducida en torma de ar- 
ticulo previo y especial pronuiicianiierilo. el representante de la 
municipalidad se aduce, en primer termino, que según el artículo 
152 de la constitución de la provincia de Buenos Aires y la ley 
de 12 de Abril de 1901, el fiscal de estado es el representante 
obligado en todas las causas en que la provincia es i>arte. Bl al- 
cance de ese precepto constitucional lia sido ya determinado i«>r 
e»ta corte, estableciendo que las atribuciones que por él se con- 
fieren al fiscal son para ejercerse sólo dentro de ta jurisdicción 
territorial fie la provincia y 110 ante un tribunal »>e ajena juris- 
dicción y qüt tiene su asiento en territorio distinto. (Fallos, tornó 
5f». |>ágiiia 273: lomo 57. página 30 L 

2. " Que respecto á la alegación de que el poder presentado 
por don Ksteban 11. Gandul fo es nulo, porque no se han trans- 
eripto en él las procuraciones ó documentos habilitantes como lo 
disponen los artículos 1003 y 1004 del código civil, debe tenerse 
presente que la transcripción del poder requerido por el artículo 
1003 del código civil y la sanción de nulidad de las escrituras que 
nó tuvieron la designación de las procuraciones ó documentos 
habilitantes <me establece el articulo 1004 del mismo código, se 
refieren á las representaciones regidas por el derecho privado, 
y no á las que jercen los gobernadores de provincia y sus minis- 
tros en desempeño de sus funciones de carácter público, cuya 
investidura debidamente promulgada deben todos conocer. (Fa- 
llos, lomo 106, página 438 y otros). 

3. " Que la deficiencia del poder de fojas 1. en cuanto al 
apoderado Ganduifo era ptfi él autorizado para obtener la re* 
versión al dominio del estado -le una .1 acción de terreno dipu- 
tada por particulares, lo que autorizaría á dudar de ta eficacia 
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de la representación en una demanda dirigida contra la munici- 
palidad de la capital, día lia sirio subsanada en la ampliación ile 
pocíer corriente á ís. 34, otorgado con interioridad á la artieu- 
icioti tic este incidente. 

4." Que la nulidad del pníCtp de cuota litis que se dice cele- 
brado mire él gobierno de la provincia y su apoderado en esta 
causa, tendría por resultado ia ineficacia de ese pacto, es decir, 
i;i imposibilidad de hacerle valer en juicio, cuando el ai<oderado 
pretendiera reclamar los beneficios que lo constituyen, punto de 
i;ué ahora 110 se trata, sino de Ins derechos que pretende ejerci- 
tar ia provincia «le Buenos Aires contra la municipalidad de la 

capí i ai. (ley 30^4). 

5/ Que en cuanto la excepción de falta de personería en et 
demandado fundada en que la demanda ha debido ser dirigida 
contra ta nación, ella no está autorizada como dilatoria por la ley 
nacional de procedimientos núm. 5c. y no puede apoyarse en la 
lev núm. 3981. iwrqnc Osla declaró que las leyes de procedimien- 
los de la capital serian en 1o adaptable, supletorias de la ley fe- 
deral citada, y no modificatorias de la misma. 

Por estos fundamentos: 110 se hace lugar á las excepciones 
opuestas y se declara que la municipal idad debe contestar dere- 
chamente ta demanda, sin especial condenación en costas á mé- 
rito de lo consignado en el considerando 3.? \otifiqnese con eJ 
original, y repóngase e! papel. 

A. BERMEJO.- NKANOB O. DEL SOLAR 

— M. P. Daract.-D. E. Palacio. 
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CAUSA CLA 



Fecnrso extraordinario deducido por ei ferrocarril Noroeste Ar- 
gentino en autos con la municipalidad de Tucitmán. sobre 
cobw de un impuesto. 

Sumario : No os definitiva á los efectos *lcl recurso extraordina- 
rio previsto en los artículos 14. ley 48 Y 'ey 4055- «"» 
tencta que declaró inaplicable la ley 53» 5 invocada en un 
juicio ejecutivo quedando al recurrente la vía ordinaria don- 
<le puede hacer valer sus derechos. 

Caso: Ijo explican las [Mezas siguientes: 



AUTO DEL JUEZ 

Tucemin. NoWtmbTt 21 de l«W 

Austos v vistos: Los presentes autos, sobre cobro de im- 
puestos municipales ai ferrocarril Noroeste Argentino, elevados 
por el señor intendente municipal de acuerdo á lo dispuesto por 
e) art . 32. inc/2' de la ley orgánica de las municipalidades, y en 
vista de haberse opuesto la excepción del hic. 3. del art. 8 de la 
lev de apremio administrativo . 

Y cunsiderando : Que la excepción se funda en que el ferro- 
carril Noroeste Argentino se acogió á la ley nacional núm. 5315 
y |»or cuyo art. 8 la empresa queda exonerada de todo impuesto 
nacional, provincial y municipal. 
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Que por decreto del poder ejecutivo de la nación de fecha 8 
de junio del corriente año. se declaró comprendida tajo la juris- 
dicción de la nación af ferrocarril Noroeste Argentino y en con- 
secuencia, acogido á los beneficios de la ley 5315 ya citada I Bole- 
tín Oficial de la Nación núm. 4368 }. 

Que, es indudable que por el art. 8 de la ley núm. 5315 las 
empresas están exoneradas del pago de todo impuesto nacional, 
provincial y municipal, y el congreso nacional al dictar esa ley 
ha hecho uso de la atribución que le confiere el art. 67, inc. \€ 
de la constitución nacional. Tomo 68. pág. «7. Tomo 90. pág. 
289. S. C. X. 

I«a única limitación impuesta al congreso por la última pres- 
cripción legal citada, es que las leyes protectoras de privilegios y 
de recompensa* sean temporales lo que está cumplido en la nú- 
mero 5315 

Que si el congreso tiene facultades para, proveer lo condu- 
cente á la prosperidad del país, al adelanto y bienestar de todas 
las provincias, y al progreso de la ilustración, sí puede promover 
fa industria, ta inmigración, la construcción de ferrocarriles, etc., 
etc., estas facultades no excluyen á las provincias las que tienden 
á promover sus industrias, la inmigración, la construcción de fe- 
rrocarriles, etc.. etc., que les acuerda el art. 107 de la constitución 
de la nación. 

Son estas facultades concurrentes que pueden ser ejercita- 
das por el estado general y por los estados particulares. 

Es así, también, como lo lia entendido el mismo congreso en 
la ley 2873 al dividir á los ferrocarriles, en nacionales y provin 
cíales. 

Que. en uso de esas atribuciones el gobierno de la provincia 
concedió autorización al señor Samuel Kelton para construir el 
ferrocarril Noroeste Argentino por ley sancionada el 8 de Abril 
de 1885. 

Se trata, pues, de una empresa provincial y mi puede acoger- 
los de la ley 5315. 
rrrocarrileí provinciales, los construidos ó condigna- 



(los l*>r las provincias dentro de los límites de sus territorios res- 
pectivos, dice el nrt. 4:' de la ley nacional 287,%. luego el íerroca- 
rnl Noroeste Argentino autorizado por la provincia y construido 
dentro «le los limites de su territorio, desde Lamadrid á esta ca- 
pital, es un ferrocarril provincial. 

Las franquicias que le atribuye el decreto del poder ejecuti- 
vo ele la nación. ai)tés recordado que al considerarlo como un fe- 
rrocarril nacional lo declara comprendido en la ley 5315. no pue- 
de amparar sus pretensiones de exención de impuestos, porque 
se trata de un ferrocarril de la provincia y para perder este ca- 
rácter es necesario un acuerdo á leyes de la nación ó provincia, lo 
cual 110 se lia invocado ni existe. 

Por estos fundamentos fallo; rechazando con costas la ex- 
cepción opuesta por éj ferrocarril Noroeste Argentino, llágase 
sal>cr y repóngase. 

B. Gaubvcti. 



SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE Tl'CUMAN 

Tucumán. Miya li de 1900. 

Vistos y considerando : 
Oik- se trata del cnbm de impuestos municipales por la 

vía de apremio. 

Que en esta clase de diligencias el señor juez de ins- 
tancia falla en definitiva art. $t. inc. 2 de la ley orgánica de mu- 
nicipalidades, salvo la vía ordinaria, art. 1 de la ley sobre apre- 
mio. 

3/* (Jue como una consecuencia de lo considerado, resulta la 
improcedencia de los recursos deducidos. 

Por tanto: Se declara mal concedidos. Hágase saber y re- 
mugase. 

lai-alia.SilvctH.— Fwffn.— Manuel Pió 
Lobos. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Junio 23 de 1**10 

Vistos y considerando : 

Que según se expresa en fe! auto de fs. JJ, dictado por ta su* 
preina corte de justicia de la provincia de iTuciimán, éj auto de 
ts. 4 del juejE do i* instancia no hace cosa juzgada sobre el pun- 
to en el resuelto, relativamente á la inaplicabilidad de la ley 5315 
ipie el ÍLirocarril Noroeste Argentino invocó para resistirse al 
jiago del impuesto que se le cobra ( fs. 2 vta. ). pues, queda á di- 
clio ferrocarril la via ordinaria donde pueda hacer valer sus de- 
rechos. 

Que con arreglo á lo dispuesto en los artículos 14. ley 48 y 
6, ley 4055. y á lo reiteradamente resuelto, el recurso extraordi- 
nario que esos artículos acuerdan solo procede contra sentencias 
definitivas, f Fallos, tomo 107. pág. 308 y otros). 

Kn su mérito se declara mal concedida la apelación. Noti- 
fíquose con el original y reptiestos los sellos devuélvanse. 

A. Bermejo.— Nicanor Q. del Solar 
— M. P. Daract.-D. E. Palacio. 
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Fallos de la corte suprema 



CAl'FA CLVI 



fmmmw* Sannaijo (sus henderos I contra la prozimia de 
&Wifps .Ures, sobre indemnización 

Sumario: rAsbe declararse obrada la prescripción sea de ia ac- 
ción real reivindicatoría, ¿ea de la personal subsidiaria, si 
lian transcurrido más de treinta año. sin <ine los demandan- 
tes ni sus antecesores liayan ejercitado acción alguna |«ra 
interrumpirla, ni haya mediado el caso previsto en el artícu- 
lo ¿<>8o del código civil. 

Caso : Lo explica el fallo siguiente : 



FALLO I>fi LA CORTE SUPREMA 

Sueno* Airea. |utj¡u 3J de 1310. 

Y vistos: 

Doña Artemia V. de Rcljorcdo, doña Maria Y. de Kraussvr, 
doña Feliciana V. de Zamudio, doña Casilda Y. de Sneratii. do- 
ña Jacinta Salwrido y Yillamayor y don Emilio Yillamayor. en- 
tablan demanda contra 1a provincia de Buenos Aires, exponiendo : 

Que el lo de agosto de i8tf>, don Santiago Yillamayor so- 
licitó un campo en enñtensis en el partido de Chivilcoy y le fué 
concedido en 21 de diciembre del mismo año, firmándose ta es- 
critura correspondiente en 2? de Septiembre de l8#>. despué? de 
medido d'eho camp» y lijado el precio del canon. 
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Que en 4 de Enero de 1838» cuatro días después üe vencido 
el enfiteusis, que 'fué por diez años, don Santiago Vitlamayor 
ó la cumpra del campo mencionado, de conformidad á la ley 
de 10 ríe Mayo de 1836; y lijado el precio por el departamento to- 
pográfico, el gobierno hizo lugar á la solicitud, por resolución de 
4 de Noviembre de 1839 y se otorgó la respectiva escritura de 
propiedad el i$ de Xociemhrc del mismo ano 1839. 

Que en 12 de Octubre de 1858 fué dictada la "ley de con- 
fiscación", á mérito de la cual el gobierno de la provincia privó de 
su propiedad á don Santiago Villamayor, anulando, por resolu- 
ción de 11 de Mayo de 1859, la escritura mencionada de 1859 y 
tomando posesión de aquélla. 

Que esta confiscación se llevó á cabo aplicando erróneamen- 
te al caso de Villamayor, que era de venta, las disposiciones del 
artículo primero de ta ley citada, que mandaba anular las dona- 
ciones y ubicaciones hechas por Rosas desde 1829 á 1852. 

Que la ley de 12 de Octubre de 1858 era además inconstitu- 
cional. |>or(|iie se despojaba, á los particulares de sus bienes sin 
previo juicio. 

Que una vez el gobierno en posesión del campo de Villanía- 
ynr, lo hizo medir y dividir en 1863, y lo vendió en chacras á «lis- 
timos compradores, según escrituras extendidas ante el escriba- 
no don Carlos A. Fajardo. 

Que los herederos de Villamayor iniciaron gestiones admi- 
nistrativas el 31 de Diciembre de 1863, solicitando la revalida» 
ción del título de propiedad indebidamente anulado y no se hizo 
lugar á ellas por el poder ejecutivo de la provincia en 12 de Agos- 
to de 1897. 

Que de acuerdo con el art. 157 de la constitución de la pro- 
vincia. W mismos herederos entablaron m demanda de 23 de 
Agosto de 1897, Y la suprema corte de la provincia por senten- 
cia de 27 de Junio de 1906, declaró válido el título de Villama- 
yor, otorgado en 1839. 

Que dictada esa sentencia, los sucesores de Villamayor. con 
fecha 2 de Agosto de 1006, se presentaron ante el poder e^ecn- 
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tivo reclamando la indemnización correspondiente de daños y 
perjuicio!* causadlos i»r el gobierno con los actos que quedan re- 
feridos. . . . -JL 

Que la provincia se ha negado al pago de ta indemnización 
níerulo que la sentencia de ta suprema corte no lia resuelto 
otido del asunto, sino una cuestión de personería, lo que es 
itrario á ios antecedentes de la demanda y á las declaraciones 
contenidas eii el curso de esa sentencia. 

Que fundado en estos antecedentes y en las disposiciones le- 
gales que invocan, interponen la acción subsidiaría acordada por 
el art. 2779 del código civil, á fin de que se condene ¡í la provm- 
víncia á pagar daño? v perjuicios ó sea el valor actual del campo, 
con más los frutos dejados de percibir y las costas del juicio. 

One el doctor Juan E, Sola por la demandada pide el recha- 
i.o de la acción, alegando : 

<>uc la sentencia de la suprema corte de la provincia de 27 
de Junio de 1906, no ha revalidado el titulo de Villamayor, quien 
no fué nunca propietario de tas tierras preindicadas de Chivilcoy. 

Que aun cuando se reconociera la valide* del titulo, la ac- 
ción de los demandantes no puede prosperar, por haber vencido 
con exceso á favor de los propietarios actuales, y por tanto tam- 
bién de la provincia, el tiempo que la ley requiere para la pres- 

' ' VÉ 

CnP< Ouc corrido traslado .le esta excepción, la contestó don Emi- 
lio E~ Villamayor. pidiendo su rechazo: 1», porque la acción 
entablada es personal y no real; 3.'. porque sólo habrían trans- 
currido dos años desde la fecha en que la suprema corte de la 
provincia declaró válido el título de Villamayor, y no los diez 
«lie se requieren para la prescripción. 

Que recibida la causa á prueba, liase producido la que ex- 
presa el certificado de fojas 109, habiéndose alegado sobre su 
mérito ¿ fojas 120 y 307, y producídose los informes de fojas 
«5 y 257 que se agregaron de común acuerdo de partes. 

Y considerando: 
1* Que corresponde examinar, en primer término, la excep- 



ción de prescripción, dado el carácter de esta instancia, y porque 
el pronunciamiento que sobre dicha excepción corresponda, pu- 
diera ser innecesaria toda decisión sobre los otros puntos deba- 
tirlos en el pleito. 

2 • Oue á este respecto, aun cuando en el escrito de fojas 
¿3 se hubiera manifestado expresamente que la excepción opues- 
ta era contra una acción real, que tos actores no habían entabla- 
do, ello no impediría relacionarla con la acción realmente enta- 

■ada, pues incumbe á los jueces aplicar el derecho, de acuerdo 
con la intención formal de las partes, y la verdad probada en au- 
tos, prescindiendo de los errores ú omisiones en que ellas hayan 
'ncurrido al fundar sus demandas ó sus defensas i fallos, tomo 
página 292 y otros). 

3 • Que en la demanda se expresa, según queda consignado 
antes, que el gobierno de la provincia de Buenos Aires anuló el 
titulo de don Santiago ViHamayor en 1 1 de Mayo de 1859 y tomo 
posesión del campo (fojas 4). 

4. ' Que aparecen, asimismo, de la prueba rendida por los" ac- 
tores, que dicho campo, en concepto de ser terreno público, fué 
vendido y dividido en chacras de doscientas cuadras y en otras 
fraccione? menores que se enajenaron á diversas personas, entre 
¡.,* años 1865 á 1870. (fojas 4». número 2 y vuelta, núm. 3 i fo- 

* 59, 60, 02 á 74, 87 á 107). y que él no figuró en la cuenta de 
división y adjudicación de los bienes por fallecimiento de ÍJon 
Santiago ViHamayor, hecha en Marco 22 de 1861, porque ya no 
lo poseían tos hereden» de éste ( fojas 65 á 79. exp. ad. ; fojas 82 
y 84 vuelta de estos autos). 

5. " Que consta también que cuando se procedió á su mensura 
por el gobierno en 1863. el terreno ó parte de él, estaba en poder 
de terceros, á título precario, algunos de los cuales hacia 15, 16, 
20. 38 aftos que se encontraban en esas condiciones (fojas 89 y 
siguientes), sin que se haya demostrado satisfactoriamente el ca- 
rácter de inquilino, medianeros ó tercianeros de ViHamayor, que 
aquéllos tuvieran, y que se alega por k» actores i fojas 136 vuel- 
ta á 139 y 14O- 
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6/ Que admitiendo, sin embargo» que los ocupantes aludi- 
dos poseyeran á nombre de Villamayor ó de su sucesión, y ((tic la 
provincia no entrara á poseer el inmueble sino en 1863, fecha de 
la mensura de Pico, como lo sostienen los actores i fojas 87 
vuelta. 135 vuelta, 136, 138 vuelta 259, 2°), resultaría que desde 
esta fecha y aun desde 1870 hasta la de la demanda. Abril de 
Kjo8 (fojas 15 vuelta), habrían transcurrido más de treinta 
años, filtrante ta vigencia del código civil, ó sea más del término 
necesario para la prescripción, ya respecto de la acción real, ya 
de la personal subsidiaria, porque la demandada punle unir su 
posesión á la de st'ts sucesores á título singular ( fallos, tomo 39, 
L agina 299; tomo 108, página 226, y tomo 111. página 65), y 
porque la última acción no puede tener más duración que la pri- 
mera (artículos 4015, 4016 y 4051 del código civil ; (fallos, tomo 
98, página 5 ; tomo 100, página 395). 

7. " Que el pago de contribución directa que se alega á fojas 
144, ni está comprobado (fojas 205 vuelta y 233 vuelta), ni se re- 
fiere, según tos mismos actores, á época posterior al año 1803. 
sino á los años 52 á 57; y esta circunstancia por si sola, omi- 
tiendo otras razones, basta para demostrar que ese pago n<» ha 
interrumpido la prescripción. 

8. ° Que no es exacto (fojas 228) que el gobierno de la pro 
vincia, mediante la declaración de nulidad de! título de Villa* 
mayor ó la nota puesta en la escritura matriz, haya hecho impo- 
sible la reivindicación del campo de Chivilcoy. desde que los ac- 
tores han podido ejercitar ante los tribunales las acciones co- 
rrespondientes en tiempo hábil, alegando, como lo hacen ahora. 
Ja inconstitucionalidad de ta ley de 12 de Octubre de 1858 y la in- 
validez de los actos producidos á consecuencia de la misma, ó su 
errónea aplicación al caso. 

9. " Que el artículo 3980 del código civil comprende las ac- 
ciones reales y las personales y sólo autoriza á los jueces á librar 
«1 los acreedores ó propietarios de las consecuencias de ta pres- 
cripción cumplida durante un impedimento, cuando éste consista 
en dificultad de hecho que hagan imposible temporalmente et 
ejercicio de una acción. 



DK JUSTICfA DE LA XACION »■* 

io- Que no se pretende que la resolución invocada de 11 de 
Mayo de" 1859 1 fojas 230 vuelta) m oirás, hayan prohibido á los 
iribunale? de la provincia el recibir demandas de los afectados 
por ellas, produciéndose asi uno de los casos á que se reliere la 
nota del mencionado articulo 3980, ni esta demanda se entabló 
inmediatamente ríe desaparecer el impedimento que se alega, 
cualquiera que fuese su mérito, pues to fué muchos meses des- 
pués de pronunciada la sentencia de Junio de 1906; meses que. 
se empicaron én gestiones administrativas que no eran necesarias 
para la promoción del inicio en lo federal. 

10 bis. Que, con mayor razón, tampoco ha imposibilitado el 
ejercicio de acciones civiies el destino que se dice dado parcial- 
mente al inmueble, ó sea su ocupación por vias férreas, estacio- 
nes y calles. 

1 1 . Que las gestiones administrativas de que se hace mérito 
( fojas 241 y siguientes) no son en principio actos interniplivos 
de la prescripción, con arreglo á los términos del articulo 3986 
del código civil y á lo reiteradamente resuelto |ior esta corte. 

12. One el antecedente de ser personal y no real la acción 
i-ntablada. no altera la conclusión establecida en el anterior con- 
siderando t fojas 245). dadas las relaciones entre la acción sub- 
sidiaria y la reivindicatoría, desde que las gestiones administra- 
tivas no pueden equivaler á los actos enumerados en los artículos 
3988 y 3989. del código civil ( fallos, lomo 97. página 357; tomo 
; 03. página 155 ; tomo t i l, página 65; lomo 27. página 338 (pá- 
gina 354, considerando 4 " I : t° ni ° íA pág'"a* A** >* 4 12 )- 

13. Que la sentencia antes citada de la suprema corle de la 
provincia, que declaró nulo y sin ningún valor legal el decreto del 
poder ejecutivo de la misma provincia, de \2 de Agosto de 1897 
"que le deniega íá don Santiago Villamayor ó su sucesión) la 
valide* del título de propiedad, otorgado en 18 de Noviembre de 
1839" (expediente ad. agregado 1906. ministerio de hacienda de 
la provincia de Buenos Aires, letra S. número 261. fojas 1 á 15), 
no se opone á las conclusiones anteriores, fundadas en motivos 
independientes de la bondad intrínseca ó legitimidad del título 
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aludido; pudiendo agregarse que los mismos actores debieron 
entenderlo así al traer su acción ante esta corte, que no está lla- 
mada á cumplir sentencias de otros tribunales, y al 110 oponer la 
defensa de cosa juzgada contra !a prescripcióu que la provincia 
alegó en su escrito de fojas 33. de que se corrió traslado { fo- 
jas 54)- 

14. Que. además, con arreglo ai código de procedimientos 
iie lo contencioso administrativo vigente en la provincia de Híle- 
nos Aires, en el momento de dictarse la sentencia citada de 27 
Junio fie ir¡o6. la suprema corte no debia hacer en dicha semen- 
cia declaraciones respecto á los derechos civiles que los Villama- 
yor pretendieron tener "El conjunto de resoluciones que for- 
man la materia contencioso-administratíva. todos aquellos actos 
(pie crean relaciones de derecho entre los particulares y la auto- 
ridad administrativa, y en los que ésta ha procedido como poder 
público y no como persona jurídica, es lo único que puede servir 
de motivo á un fallo del tribunal de lo contencioso administrati- 
vo. . . Supóngase que llega hasta la suprema corte ( de la provin- 
cia) un expediente en que el poder administrativo ha resuelto 
una cuestión de derecho civil, reconociendo ó negando derechos 
reales á un particular : la corte no se pronunciará sobre el fondo 
del asunto, limitándose á anular la resolución administrativa por 
haber ultrapasado sus facultades la administración demandada 
(articule 02 y su nota). 

15. Que confirma este alcance restringido que se atribuye 
á la sentencia local, el hecho mismo de que la suprema corte pro- 
vincial se haya negado á ordenar que se testara ó dejara sin efec- 
to la nota marginal de nulidad puesta al titulo de Villmayor 1 fo- 
jas 84 y 129 vuelta). 

16. ''Que si por las leyes locales los actores se hubieran visto 
en la necesidad de entablar gestiones administrativas, como acto 
preliminar indispensable para la intervención posterior de los 
tribunales de la provincia, y no fuera por ello aplicable al caso 
lo dicho cu el considerando II, sería siempre de tenerse en cuenta 
lo que queda expuesto en tos considerandos decimotercero á 
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decimoquinto y la doble circunstancia de que no aparece que lia- 
ban estado imposibilitados de acudir ante esta corte en todo el 
tiempo transcurrido, desde 1870 hasta 1800 ó de reivindicar la 
tierra de los sucesores de la provincia. 

Por estos fundamentos, se absuelve á la provincia de Bueno* 
Aires de la demanda de fojas 1. Las costas se abonarán en el or- 
den causado, á mérito de Itatwr tenido los actores razón probable 
¡tara litigar. 

Nutifiqnese con el original y repuesto el panel archívese. 

A. Bermejo.— Nicanor 0. del Solar 
M. P. Daract.-D. E. Palacio. 
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/'oíd Carmen Rordcra, su testamentaría; sobre procedencia del 
recurso extraordinario y contienda de competencia 

Uumarío: 1." La interpretación y aplicación de las constituciones 
y leyes locales de procedimientos, sin que en ellas se conten- 
ga una decisión contraria á la constitución nacional, tratado 
ó ley del congreso, no pueden fundar el recurso extraordi- 
nario del artículo 14, ley número 48. 

2." Xo se bal ta en condicione* de ser dirimida, una con- 
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tunda «le competencia en la que la resolución denegatoria 
del pedido de inhibición no ha sido comunicada al jue* ex- 
hortante y ha quedado suspendida en sus efectos en razón de 
recursos deducidos y concedidos. 

Caso: Resulta de las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte: 

La semencia recurrida de la suprema corte de justicia de la 
provincia de Buenos Aires, no contiene una decisión que se haya 
amparado en la constitución nacional, tratado ó ley del Congreso, 
y se limita á rechazar las pretensiones del recurrente, aplicando 
la constitución de la provincia y el código de procedimientos de 
ta misma, cavas disposiciones no caen bajo la jurisdicción de 
V. E. (artículos 14 y 15 de la ley 48- Fa»«*. tow1 ° 93- P*g» na 

210'- 

Las cuestiones ventiladas ante los tribunales de la provincia 

y decididas en definitiva por la suprema corte, se han referido 
á los procedimientos observados en la contienda de competencia 
citada por una de las partes y al domicilio que tenía ta cau- 
sante, para cuya solución se han aplicado meramente las disposi- 
ciones de las leyes comunes y de procedimientos de la provincia ; 
no se ha desconocido en ningún momento los actos del señor juez 
de lo civil de la capital federal, y la competencia que se atribuye 
á Y. E-. conforme al artículo 9 de la ley 4055» recién se ejercerá 
cuando se trabe en forma la contienda formulada, todo lo que 
demuestra que el caso no está comprendido dentro de los pre- 
vistos por el articulo 14 de la ley 48. 

Por ello, pido á V. E. se sirva declarar mal concedido el re- 
curro interpuesto para ante esta suprema corte. 

Julio Botct. 
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lutiMf Airea, Julio 5 de 1910. 

Vistos y considerando : 

(Jue conforme á lo dispuesto por la ley número 4055 y á loa 
reiteradamente resuelto, esta corte suprema sólo debe conocer 
en grado de apelación, de las sentencias pronunciadas por los tri- 
bunales superiores de provincia, en los casos previstos por el ar- 
tículo 14 de ta ley número 48, de 14 de Septiembre de 1863, en- 
tre las que no se encuentra comprendida la pronunciada en esta 
causa á fojas 144, desde que tanto en ese fallo como en los que 
confirma, se ha tratado tan sólo de ta interpretación y aplicación 
de la constitución y leyes locales de procedimientos, sin que en 
ellos se contenga una decisión contraria á ta constitución nacio- 
nal, tratado ó ley del Congreso que pudiera fundar el recurso 
interpuesto. 

Que por lo que hace á la contienda de competencia suscita- 
da por el señor juez de primera instancia en lo civil de esta ca- 
pital, doctor Williams, y á que se refiere el exhorto de fojas 20. 
ella no lia sido traída al conocimiento de esta corte suprema en 
la forma que corresponde, ni se encuentra hasta el presente en 
estado de resolverla, desde que la resolución de fojas 1 11 del juez 
de La Plata que ciénega el pedido de inhibición, no aparece ha- 
ber sido comunicado al juez exhortante y ha quedado suspendida 
en sus efectos, en razón de los recursos deducidos de dicha reso- 
lución, que fueron concedidos á fojas 1 15 vuelta, y fojas 133. 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador genera) y sin perjuicio de lo consignado en el 
considerando anterior, se declara improcedente el recurso inter- 
puesto y concedido á fojas 155. 

Notifiquese con el original y repuesto el papel, devuélvase. 

A* BERM jO. NiCANO? O. DEL SOLAR 

M. P. Daract.-D. E. Palacio. 
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Sumario : Las provincias pueden reivindicar sin necesidad de 
y otras, sobre tatintücation 

Sumario: Las provincias pueden reivindicar, sin necesidad de 
presentar tul titulo especial, las tierras que se hallen cu las 
condiciones determinadas |ior el artículo 2342. inciso 1 
del código civil, no obstante la disposición general contenida 
en el artículo 23O3 del mismo. 

2.". La mensura de que habla la ley sobre sobrantes de 
tierras públicas y la intervención del departamento de inge- 
nieros, son las pruebas comunes de las que puede resultar 
comprobada la existencia de sobrantes ; pruebas que no ex- 
cluyen la que importa el propio reconocimiento de los parti- 
• cubre» en actos públicos, de que poseen tierras fuera de 
sus títulos. 

j° En un juicio por reivindicación, la alegación de «jiie 
no s¿ posee la cosa que se trata de reivindicar debe hacerse 
en la contestación á la demanda y 110 como argumento para 
pedir la aclaración de la sentencia. 

Caso: Resulta del siguiente: 
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Bucttoi Air». Julio 7 dt 1910. 

Vistos: 

Don Luciano Ri viere por la provincia de Buenos Aires, en- 
rabia demanda de reivindicación centra el dector Oscar Ferrari, 
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doña Carolina Marcó de Arana, dona Aurelia Levalfc de Gallo 
y doña Aurelia F. de Levalle. exponiendo: 

Que la sucesión del general Nicolás Levalle poseía, sin título, 
tinas "fracciones de campo en el partido de Adolfo Alsina, cuya 
ubicación se determina, y que han sido trasmitidas á título sin- 
gular á los dos primeros demandados y á título de herencia á los 
Otros, en la extensión de ciento cincuenta hectáreas, cuarenta y 
cinco áreas ; cincuenta y cinco hectáreas, sesenta y cinco áreas ; 
ticuiares las tierras situadas dentro del territorio de la repúhli- 
cuatro hectáreas, respectivamente. 

Que los herederos del expresado general se lian presentado 
:i la legislatura de la provincia solicitando legitimar su posesión 
indebida, por medio de una ley. sin que hasta la fecha se haya he- 
cho lugar al pedido. 

Que como lo establece eí articulo 2342, inciso 1." del código 
civil, son bienes privados del estado general ó de los estados par- 
ticulares las tierras situadas dentro de! territorio de la repúbli- 
ca que carecen de otro dueño. 

Que en mérito de esta disposición y de otras que invoca, 
pide la restitución de las fracciones de fierra referidas, sus frutos 
y costas, 

Que el doctor Ferrari solicitó la citación de evicck'in dé los 
herederos del general Levalle. y habiéndose hecho lugar á ella, 
«lona Amelia I* de (Jallo, doña Aurelia F, de Levalle, doña 
H. L. de Romero y don Nicolás A. Levalle. en ese carácter con- 
testaron la demanda, pidiendo su rechazo, con costas, á mérito en 
lo substancial, de las siguientes razones: 

Que el general Levalle era poseedor y propietario de un ex- 
tensión de campo en Carhué. de más de treinta y seis mil hec- 
táreas, que había adquirido por diversos títulos, que no pueden 
precisar los detalles de éstos, que pasaron á los compradores del 
campo, pero todos se encuentran en las escribanías de gobierno 
de la nación y de Buenos Aires, como también extractados en el 
departamento de ingenieros y en el registro de propiedad de la 
misma provincia; que los límites actuales de la totalidad del 
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campo que perteneció al antecesor de los exponentcs. stm les 
mismos que desde un principio le asignaron las mensuras particu- 
lares y oficiales, como las de Moreno y Castro, la última de las 
cuales tiene una relación de títulos de la que se deducen, que tan- 
to la fracción reivindicada al doctor Ferrari, como las demás re- 
clamadas por la provincia á la viuda del general Levalle. á la se- 
ñora Marcó de Arana y á la señora Levalle de Gallo, no son fis- 
cales ; que no han podido encontrar todos los títulos extractados 
por el agrimensor Castro y suponen que el título se lia extraviado 
ó ha sido entregado por error á algún comprador de una frac- 
ción ; que en la solicitud hecha á la legislatura de la provincia de 
1 >iictio? Aires no han reconocido que fuera riscal el campo que se 
reivindica, y si pidieron la donación de él, fué como tm medio de 
rehacer el titulo extraviado; que de acuerdo con las leyes de la 
provincia de Buenos Aires, para que exista sobrante que pueda 
considerarse fiscal, es necesario que lo haya dentro de ta totali- 
dad de los títulos y no sólo respecto de una parte ; que cuando el 
agrimensor Castro practicó la mensura referida, no resultó so- 
brante alguno y si lo hubiese habido, el general Levalle habría te- 
nido el derecho de ubicatlo donde más le conviniera y de adqui- 
rirlo en las condiciones de la ley ; que no basta la circunstancia 
ite que no se presente título claro y aplicable Á lo que se reivin- 
dica para que prospere la demanda, desde que el poseedor posee 
porque posee, y no está obligado á producir título; que jjor (o 
que respecta á la fracción reivindicada al doctor Ferrari, el actor 
tendría qué indemnizar las mejoras y gastos necesarios y «tiles 
hechos por el poseedor y el importe de las valiosas construccio- 
nes, que llegan á cien mil pesos y equivalen á todas las traccio- 
nes del pretendido campo fiscal que reivindica la provincia ; que 
aun en el supuesto que prosperase la reivindicación, sería impro- 
cedente en cuanto á los frutos, dada la evidente buena fe de los 
poseedores del inmueble. 

Que por análogos fundamentos se ha solicitado el rechazo 
de las demandas contra doña Catalina Marcó de Arana, doña 
Aurelia L. de Gallo y doña Aurelia Ferreira de Levalle, en las 
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que se pidió y obtuvo también la citación de evícción de los pre- 
indicados herederos del general I.evallc. 

Que acumulados los diversos expedientes ile que se lia he- 
cho mención y designada doña Amelia Ferreíra de Levalle. como 
representante de todos los herederos, se recibió la causa á prue- 
ba, habiéndose producido la que expresa et certificado de fojas 
106 y alegado las partes á fojas 109 y fojas 1 18. 

One en el escrito de alegase ríe las demandas se opone, 
además, la excepción de prescripción de diex años ( fojas 131 
vuelta), de la que se corrió traslado y fué contestada por el actor 
(fojas Tff). 

Y considerando : 

i. n Que en las contestaciones á las demandas no se ha ar- 
ticulado explícitamente ta falta de determinación de las cosas re- 
clamadas ; á que se agrega que en las segundas se hizo referencia 
al plano de qne obra testimonio á fojas 84 y que la ubicación pre- 
cisa de los últimos ha podido hacerse durante el término de prue- 
ba, í Faltos, tomo 38, página 34» y otras). 

2° Que con arreglo á lo dispuesto en el artículo 2342, in- 
ciso 1 ." del código civil, pertenecen al estado general ó á los esta- 
dos particulares todas las tierras que estando situadas dentro de 
los limites territoriales de la República, carecen de otro dueño; 
y en su consecuencia, sin presentar un titulo especial sobre las 
tierras de que se trata, la actnra ha podido reí vindicarlas, si ellas 
están en las condiciones de dicho artículo, no obstante la dispo- 
sición general contenida en el articulo 2363 del código civil ('ar- 
ticulo 2758 ídem). 

3. a Que según el informe del departamento de ingenieros de 
la provincia de Buenos Aires '(fojas 89 y siguientes), el general 
Levalle. en virtud de seis títulos diversos de que hay constancia 
en ese departamento, era propietario en el partido de Adolfo 
Alsina. de treinta y seis mil ciento siete hectáreas, treinta y una 
áreas, ubicadas en la forma que aparece en el plano de fojas loo, 
valiéndose para ello de la mensura de una de las fraecciones, de 
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lo» «Utos que arrojan las mensuras de tos terrenos linderos y de 
los planos de esos terrenos, que hilo levantar el gobierno nacio- 
nal cuando ellos fueron distribuidos entre los poseedores de ac- 
ciones emitidas, de acuerdo con las leyes de 5 y 16 de Octubre de 
i8;8. Sin incluir las chacras y quintas mencionadas en el mismo 
informe í fojas 04 vuelta). 

4." (¿ue de otra parte» dados los términos en que han sido 
contestadas las demandas, los testimonios de fojas 50. á 68 y el 
de fojas 75. es indudable que los terrenos que se reivindican están 
fuera «le los títulos á que se reñerc el considerando anterior, pues 
como se expresa en la cuenta |»rticionaria "la sucesión (del ge- 
neral Levalle) carece de título sobre trescientas cuarenta hectá- 
reas, comprendidas dentro del lote de la señora Amelia F. de 
Uvalle; sobre ciento cincuenta hectáreas, cuarenta y cinco áreas, 
comprendidas en el tute del señor Oscar Ferrari, sobre todo et 
lote de la señora Aurelia levalle de Gallo y sobre una pequeña 
fracción comprviuiuia en el lote comprado por la señora Carotina 
AI. de Arana" i fojas 60 vuelta). 

Que la sup-rheie cjti titulo vendida al señor Ferrari es 
la del triángulo G H 1 «el plano de fojas 84 ( fojas 63 y vuelta) ; 
fojas 46. 5O v «6í ; la vendida en iguales condiciones á doña Ca- 
rolina Marco fie Arana tiene la ubicación q«c se manifiesta á 
fojas óík y la adjudicatla á doña Aurelia Levalle de Gallo, es la 
señalada en los lotes con las letras P. O. u. h, k. x, z, q. del mismo 
plano de fojas 84, con tina superficie de dos mil trescientas vein- 
ticuatro hectáreas, veinte áreas (fojas 1 y 14 «el t?xp. Buenos 
Aires provincia contra Aurelia L. de Gallo). 

6." Que la provincia ha podido legalmente tomar con» an- 
teccdentelierio v seguro para determinar la ubicación del sobran- 
te fiscal ó de la tierra reclamada, el propio plano aprobado judi- 
cialmente, según se ha dicho sin contradicción {fojas 1. 10. 30, 
txp. R A. la provincia contra Marcó de Arana Carolina), que 
sirvió de base á ta distribución de la tierra entre tos herederos, 
á las enajenaciones al doctor Ferrari y á doña Carolina Marcó 
de Arana y á la solicitud á ta legislatura (fojas 75). 
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7." Que no se opone á lo dicho en el considerando preceden- 
te la ley de Febrero 14 de 1890 de la provincia de Buenos Aires, 
sobre sobrantes de tierras públicas, en cuanto la mensura de que 
ella habla y la intervención del departamento de ingenieros son . 
las pruebas comunes de que puede resultar comprobada la exis- 
tencia de dichos sobrantes, que 110 excluyen otras como la del ca- 
so su!* jndice, en que los mismos demandados han reconocido en 
actos públicos que poseían tierra fuera de los seis títulos que te- 
nían, hicieron ubicar éstas por el ingeniero don Domingo So- 
bral (fojas 130 vuelta», y aceptaron como ubicación de esa tie- 
rra ¡a misma que acepta la provincia al promover sus reivindica- 
ciones, desde que con ello es la última y 110 los primeros la que 
puede sufrir perjuicios, caso de haber más tierra riscal que la 
que se confiesa poseer sin título ó con titulo extraviado. 

S. " Que en cuanto á las siq>crposiciones expresadas en el in- 
forme cilado ile fs. 03. ni el departamento manifiesta que sean 
exactas las cantidades de hectáreas que faltan á los seis títulos 
del general Levallc. ni !a provincia ha sido reconvenida en este 
juicio con motivo do ta falta de tierra aludida, quedando así á 
salvo los derechos sobre el particular que pudieron asistir á los 
herederos. 

9. " Que tampoco es de tomarse en cuenta lo que se observa 
en el alegato relativamente á la laguna Epecuen < h 132 y sig.i, 
por las mismas razones consignadas en el considerando anterior 
(art 13. ley 501. 

10. Que por lo que hace á la excepción de prescripción fun- 
dada en el articulo 3049 del código civil, es de observarse que este 
articulo requiere buena fe y justo titulo, entendiéndose por tal 
el que sea verdadero y aplicable en realidad al inmueble, no bas- 
tando el titulo putativo, cualesquiera que sean las fundamentos 
del poseedor para creer que tenia un titulo suficiente (art, 401 1 
código civil). 

tí. Que, en principio, la expresión titulo verdadero del ar- 
ticulo 4011 citado no sólo comprende la necesidad de que sea el 
mismo inmueble á que se refiera el titulo, sino que también debe 
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Abraza* la extensión del área, extremo que según áe ha visto, 
no concurre en el caso (Fallo dk. 16 de 1909. prov. de Mendoza 

versus Moreno). 

12. Que la época fijada en dos de las demandas y en el ale- 
gato respecto de todas ífs. 1 16) para la restitución de los frutos, 
ó sea el i.° de Septiembre de 1905, fecha de la presentación de la 
solicitud á la legislatura, en la que se manifestaba la falta ó ex- 
iravínde título, es conforme con lo dispuesto en lo* arts. 2434 y 
2442 del código civil. 

13. Que no hay la prueba que requiere el art. 2362 del códi- 
go civil, para decidir que con anterioridad á esa fec!ia y en el mo- 
mento de hacer las mejoras indicadas en la contestación, el gene- 
ral Uvalle no fuera un poseedor de buena fe. como quiera que la» 
mensuras de Castro y Moreno han podido hacerlo creer propieta- 
rio de las fracciones que se reivindican, y siendo esto asi. es de 
ley que se alionen á la sucesión ios gastos necesarios y útiles í art. 
2427 y 2429 del cód. civil ). 

Por estos fundamentos se condena á los demandados á la 
entrega de las fracciones de tierra á que se refiere el consideran- 
do quinto, con sus frutos desde el primero de Septiembre de mil 
novecientos cinco, previo pago de las mejoras aludidas en el últi- 
mo considerando, cuyo valor será determinado por peritos, Las 
costas se abonarán en el orden causado por haber tenido dichos 
demandados razón probable para litigar. Notifiquese con el 
original y repuesto el papel archívese en su oportunidad. 

A, Bermejo. -NicANot O, del Solar 
— M. P. Daract.-D. E. Palacio. 



FALLO SOBRE ACLARACIÓN 

Bueno* Aln*. Julio 19 de 1910. 

Vista la solicitud precedente y Considerando: 
Que no procede la aclaración autorizada por el arl. 232 de 
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ta ley 50, desde que en dicha solicitud no se alega obscuridad ó 
ambigüedad en las cláusulas de la sentencia de fs. 145, error ma- 
terial respecto de los nombres, calidades y pretensiones de las 
partes, ó error de cálculo en su parte dispositiva. 

Que. además, sí fuera exacto que doña Aurelia Levalle de 
Gallo no posee la tierra que se le ha condenado á entregar, esto 
debió haberse expuesto en ta contestación á la demanda (art. 86, 
ley citada). 

One á la mencionada doña Aurelia Levalle de Gallo se la 
demandó |K>r la entrega de 1111 total de ríos mil trescientas vein- 
ticuatro hectáreas, veinte áreas, de las cuales novecientas cin- 
cuenta y dos hectáreas, veinte áreas, se calificaban de tierra fir- 
mé v mil trescientas setenta y dos hectáreas de la laguna Enc- 
ellen : agregándose que la ubicación precisa de ta cosa se halla 
determinada en el plano de mensura y división practicada por el 
ingeniero don Domingo J. Sobral y por el presentado por los he- 
rederos del general Levalle á la legislatura de la provincia de 
Huellos Aires (demanda de fs, i, nítms. t, 2 y 7). 

0,ue estos hechos no fueron negados en la contestación re- 
cordada de fs. 14; y en el escrito de fs. 20 al solicitarse la cita- 
ción de evicción. manifestó el apoderado de doña Aurelia " que 
habiendo sido adjudicada á su mandante ta fracción de campo 
eme se intenta reivindicar en ta sucesión de su señor padre, el 
general Levalle viene á pedir, etc." 

Que no se ha objetado tampoco en el juicio la exactitud del 
plano de fs. 84. en concepto de no ser copia fiel del plano levanta- 
do por el ingeniero Sobral y agregado en los autos sucesorios del 
general Levalle : y las enunciaciones ó indicaciones de ese pla- 
no coinciden en to substancial con lo expuesto en la demanda y 
ordenado en la sentencia, conforme á lo dispuesto en el art. 13 
de la ley núm. 50. 

En su mérito, no ba lugar á la aclaración pedida. Notifique- 
se con el original y repóngase el papel. 



A. Bermejo. -Nicanor O, m Solar 
— M. P. Daract. - O. E. Palacio. 




FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



CAUSA CLIX 



Hofjwamu la Roche y Compañía, contra Francisco Buoho y 
por imitación fraudulenta de marca 

Sumario : El articulo 6." de la ley número 4055 «o automa al 
recurso de nulidad para ante la corte suprema. 

2. " La decisión acerca de si una palabra empleada como 
marca de fábrica ha pasado ó no al uso común y era del do- 
minio público en una fecha dada, importa un pronuncia- 
miento, no sobre interpretación ó inteligencia de la ley nu- 
mere. 397$ sino sobre una cuestión de hecho, que la corte 
mp&m "° l >HL ' ae KVCT en d rccl,rso fx» "«ordinario del 
artículo 14. ley número 48. 

3. *' La regla de que sólo las designaciones consignadas 
en el emirx medicamentarius sean de «so común ó puedan 
considerarse del dominio público, no es absoluta ; hallándose 
establecido, por el contrario, que las denominaciones adop- 
tadas como marca liara designar un .producto farmacéutico, 
deben ser de pura fantasía, sin relación con la naturaleza 
de éste ó sus propiedades medicinales. 

Caso: Resulta de las piezas siguientes: 



SENTENCIA DFL JUEZ FEDERAL 

Pumos Aire* Junto « dt IV*. 

Y vistos y considerando: 
Que teniendo en cuenta la forma en que se ha trabado la litis, 
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debe estudiarse la cuestión en el orden que se lian planteado las 
defensas, analizando con preferencia aquella que se refiere á la 
nulidad de la marca registrada por los querellantes, para distin- 
guir un producto químico de su elaboración. 

Que, según lo expresa el título de fojas i, la oñeina de ., 
cas acordó el año 1906, la marca de comercio "HuocoI", para 
distinguir artículos de las clases peí» 14 y 79! y ^K"" el docU_ 
niento de fojas 41. don Juan B. Rinaldi, ex dueño de la farmacia 
que adquirieron los demandados en este juicio, fué autorizado 
j K >r el departamento nacional de higiene para poner en circula- 
ción un "Elixir de Thiocol". 

Que, como se ve, pues el certificado antes mencionado es del 
año 1900, á la época del registro de la marca, habían transcurri- 
do seis años á que se encontraba en circulación un producto far- 
macéutico con idéntica denominación al reivindicólo por los que- 
rellantes en 1906 en la república. 

Que de las declaraciones de los testigos, resulta igualmente, 
que de mucho tiempo á esta fecha del registro, se usaba recetar y 
se expendía libremente en las farmacias un producto ó remedio 
baju la misma denominación ; de modo que, ya sea que se trate 
de una denominación de fantasía encuadrarla dentro de la pres- 
cripción contenida en el artículo 1° de la ley 3075, sea que se 
refiera á una palabra comprendida dentro de la prohibición del 
inciso 4.°, artículo 3." de la misma, lo cierto es que cuando el que- 
rellante obtenía el registro de su marca en 1006. hacía mucho 
tiempo que la palabra "Tlnocol" estalxi en uso y era conocida 
dentro del territorio de la república, ¡wr los encargados de aplicar 
el medicamento designado enn ese nombre y por los que lo expen* 
dian en las farmacias* 

Puede, pues, sostenerse que la palabra qué sirve de marca 
á los productos de los querellantes, era antes del año de su regis- 
tro, 1906, un término ó locución que había ¡tasado al uso común 
en el sentido del inciso 4. del articulo 3 de la ley. desde el mo- 
mento que ya se aplicalia en el territorio de la república, á un 
artículo con l-I cual se comerciaba con entera libertad y garan- 
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tia, desde d momento que contaha con la autorización de una ofi- 
cina pública nacional. 

De modo que si antes del registro ya se vendía en plaza tin 
elixir denominado "Thiocol", esta palabra había caído en el domi- 
nio publico y el que la usaba no cometía delito ante la ley de 
marcas de fábrica y de comercio. 

La circunstancia de haberse obtenido esc mismo registro en 
el extranjero, con anterioridad al año 1900. en nada modifica la 
situación legal de esa marca con relación á nuestra legislación, 
portnie pudo no ser conocitla en otros |>aíses donde era suscep- 
tible de reivindicarse, ó las leyes á cuyo amparo se registraba, 
pudieron 110 contener cláusulas prohibitivas para impedir su re- 

Que esta misma doctrina lia sentado la excelentísima cantara 
federal en el fallo que se registra en ta página 320 de la colección 
de sentencias del señor juez doctor Francisco Astigiieta. al de- 
clarar que la palabra Anliphyrin. creada por el doctor Kuor. 
había lasado ;i ser de uso común pnr haberse incoriiurado al 
vocabulario de la farmacopea argentina; y aunque ta glabra 
"Tluocol" no se encuentre en el Codex-Medicatnentarius, habién- 
dose autorizado sn empico por el departamento nacional de hi- 
giene, puede sostenerse que se admitió sn incoloración ó que se 
nacionalizó su uso en la república. 

Que, por consiguiente, la marca de fábrica y de comercio 
que eT titulo de fojas 1 acuerda á los querellantes, señores Hoff- 
mann, La Roche y Compañía, no puede atribuirles el derecho de 
perseguir como falsificador ó imitador de ella al que hubiere 
usado la palabra "ÍThiocoT, seis años del registro, ni ella puede 
ser considerada como tal» de acuerdo con los términos de los ar- 
tículos 1.* y 3." <le nuestra ley, por 1° n" e « « w, » Ta s " otor " 
gamiento es contrario al articulo y, inciso 4? ya recordado*. 

Que. auh admitiendo la valides del titulo expedido por ta 
oficina de marcas, la res|wnsabilidad de los acusados ito resulta- 
ría de los hechos á que estas actuaciones se refieren, porque ellos 
han justificado de una manera amplia y satis factoría, que adquí- 
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rieron del señor Rinaldi ta farmacia que poseen actualmente y 
cine entre los efectos ó mercadería* comprados, figuraban las eti- 
quetas secuestradas y que el vendedor usaba para distinguir el 
"Elixir de Tlnocol" con que comerciaba. 

Que, en tales condiciones, no es aventurado sostener que 
Rnono y Repara* quedaban exentos de toda responsabilidad, no 
sillo por haber seguido usando lo que sin ninguna interrupción 
usaba Rinaldi. sino por haber «lado explicaciones satisfactorias 
n^x-fc. de quien hubieron tas mercader ¡as ó efectos en contra- 
ve lición, llenándose con ello los extremos del articulo 58 de la ley 

(Jite taiitu iujís justificada resulta la inocencia de los acusa- 
dos, si se compara ta etiqueta ngwraria. con ta que fueron se- 
cuestradas de iMider de 'iqneílos, y se ve que 110 existe entre am- 
l«s, ni ta más remuta ¡>osi!iilidad de uiia confusión. 

r *or esto* fundamentos y consideraciones aducidas en los 
escritos de fojas (jo y <io. definitivamente juzgando, fallo: ab- 
solviendo ¡1 los señores Francisco Ituono y Adolfo Reparaa tle ta 
acción contra ellos aducida. Levántese el embargo trabado; abó- 
nense las costas en el orden causado, atentas las cuestiones en 
debate y haber procedido el actor sin malicia, fundado en el do- 
cumento de fojas t. 

N'ntifiqitesc con el original, y repuesto- que sean los sellos, 
arcl-ivese. 

Horacio #V. Larrcta. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Butilos Afttf 1 Junto 39 4c 

Autos y vistos: 

Resulta que los señores J. Hoffmann, La Roche y Compa- 
ñía, como dueños tle la marca número 16655, que les reconoce 
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la propiedad dr ta palabra "ThiocoT para un articulo de farma- 
cia, han deducido querella contra los sr ftores Francisco Buono 
y Adolfo Reparaz. por expender éstos un producto similar con la 
misma denominación. Pero consta á fojas 41 , que el antecesor 
de ellos en el negocio, señor Juan B. Rinaldi, en 17 de Octubre 
de 1000, hilo analizar en el departamento nacional de higiene 
ese producto, bajo el nombre de 'ThtocoP : lo que por sí solo de- 
muestra la improcedencia de la querella, pues la marca con que 
se deduce fué obtenida seis años después, debiendo por tal causa 
considerarse de uso común la palabra "Thiocol". como lo declara 
la sentencia apelada. 

Por esto y demás fundamentos de la sentencia apelada, se 
confirma, con costas. 

Xottfíquese, devuélvase y repónganse los sellos ante el in- 
ferior. 

Angel D. Rojas. — Angel Ferrcira Cor- 
tés, — Juan A. Garda. 



PALLO DE LA CUITE SUPREMA 

Buenos Aires, julio 1 de I0ID- 

Vistos y considerando: 

1. ' Que con arrecio á los términos del artículo &." de la ley 
i muero 4055, y ;'• la jurisprudencia establecida, no procede ante 
esta corte el recurso de nulidad en casos de la naturaleza del 
presente. 

2. " Que en cuanto al de apelación, la sentencia de fojas 07 
no ha hecho lugar á la acción deducida por los recurrentes entre 
otros fundamentos porque la palabra "iTliiocol" había pasado al 
uso común y era del dominio público antes de 1906. fecha del re- 
gistro de la marca número 1*1655 (fojas 1), que lia servido de 
liase á la querella. 
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3. " Que ese fundamento ha sido aceptado por la sentencia 
de fojas 1 10. qiie declara, asimismo, de uso común ta palabra 
Thiocor*. 

4. ' One la decisión del punto indicado importa un pronun- 
ciamiento sobre una cuestión de hecho y n<> sobre interpretación 
ó inteligencia del artículo- 3.". inciso 4." ó de alguna otra de las 
disposiciones de la ley número 3975. 

5. Que dicho pronunciamiento sobre el hecho aludido. 110 
puede reverse por esta corte en el recurso extraordinario de que 
se trata, analizando las pruebas aludidas, con presciiideticia de la 
manera en que lo han sido por el inferior, como si estuviera lla- 
mado á conocer del caso en carácter de tribunal ordinario de 
apelación • artículos 3 y 6 de ta ley 4055 ; artículo 14. ley 48; fa- 
llos, tomo gi); página 371 y otros). 

6? Que si bien es cierto que á fojas 125 vuelta, párrafo X, 
de la memoria presentada ante esta corte, dicese que !a palabra 
"Thiocol" no se encuentra en el Codex Mklicamentarius argen- 
tino, y que, según la jurisprudencia francesa. |>ara decidir si la 
designación de un medicamento lia pasado al uso común. del»e 
tenerse en cuenta fatuamente si esa designación está ó no ins- 
cripta en dicho código, también lo es que esta inteligencia res- 
tringida del articulo 3». inciso 4. de la ley número 3075 en lo re- 
lativo á medicamentos, no acrece que se haya sostenido por los 
querellantes durante el juicio; y es indudable que 110 pudo serlo 
por primera vez en esta instancia (articulo 14. ley número 48: 
falto, tomo toe*, página 37 > otros ). 

7." Que en la hipótesis que esa cuestión hubiera sido susci- 
tada oportuna nveilte. tabría observar que l-I inciso 4." citado no 
hace distinción y que con arreglo á la jurisprudencia que se in- 
voca, no es regla absoluta la de que sólo las designaciones con- 
signadas en el Codex sean de uso común ó puedan considerarse 
del dominio público, pues se lia establecido que las denominacio- 
nes adoptadas como marca para designar un pri^iiéfo farma- 
céutico, del>eii ser de pura fantasía, sin reiacton con la naturale- 
za de este ó mis propiedades medicinales, to que vale decir que 
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no liasta el antecedente de que tal denominación no esté en ct 
Codex. sí ella ha entrado en el vocabulario de médicos, farma- 
céuticos y de otras personas. {FouiHet, Tracté de marques de 
Fabrique, etc., 5. J edición, número 68 bis ; Carpenticr, etc.. tomo 
27, página 622, números 105 y 106). 

8. 1 Que la reglamentación del ejercicio de la farmacia or- 
denada por el artículo 9, de la ley número 4687 y aprobada por 
el decreto de Septiembre 18 de 1906, permite la venta de especia- 
¡idades ó específicos con autorización del departamento nacio- 
nal de higiene (artículos 75 y siguientes) ; y esto demuestra que 
In denominación de un medicamento, puede estar en el dominio 
púbiieo indei>endientemeiite del hecho de que aparezca en el 
Codex 

o.° Que á las cuestiones de si en el caso snb judice no ha 
mediado más autorización que la consignada en el certificado de 
fojas 41. y de si ella con las declaraciones de que se hace mérito 
en las sentencias de fojas 97 y 1 ro. es suficiente para considerar 
•iel dominio público la palabra "Thiocol", seria aplicable lo di- 
cho en el considerando 5 * 

10. Que debiendo aceptarse, según lo expuesto, que la gla- 
bra '■Tinoco!" había pasado al uso general antes del otorgamien- 
to de la marca á que se refiere el testimonio de fojas 1. es de 
concluirse que el citado inciso 4. , articulo 3.", no ha sido erró- 
neamente aplicado en el caso : y dada esta solución, se hace in- 
necesario entrar en el examen de los otros puntos dcliatidos. 

En su mérito, se confirma la sentencia anclada, en la parte 
que ha sido materia del recurso. 

.Molifiqúese con el original, y devuélvanse, debiendo repo- 
nerse los sellos ante el inferior. 

A. Bermfjo. M. P. Daract.-D. E. 
Palacio. 
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CAUSA CLX 



Don Francisco López contra don José Crotto é hijos y Martin 
l l ércs, por cobro de honorarios; contienda de competencia 

Sumario. El conocimiento de tma demanda por cobro de hono- 
rario? de un depositario corresponde al juez que entendió 
en ia cansa en que aquéllos fueron devengados. 

'"aso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL SR. PROCA'RADOR GENERAL 



Suprema corte: 

V. E, es competente para dirimir ta presente contienda de 
competencia, á mérito de lo que dispone el inciso d) del artículo 

y de la ley 4055. 

Es doctrina sentada por una jurisprudencia repetida é in- 
variable de V. E-, que el cobro de las costas judiciales constitu- 
ye un incidente del juicio en que se han causado, y es juez com- 
petente para entender en su conocimiento, el juez que conoció 
en tos autos principales. (Tomo 70, página 148; tomo 90, página 
165; lomo 91, página 186). Esto sentado, y resultando que el 
pleito en que se promueve la contienda de competencia por inhi- 
bitoria, tuvo por origen el cobro de los honorarios y gastos deven- 
gados por el depositario que se designó en la demanda entablada 
por la sociedad "José Crotto c hijos", contra Martin Pérez, es 
indudable que el conocimiento del incidente por cobro de las cSfe 



m LA COSTÉ SI 

al mismo juez ante quien se tramitaba la refe- 

demanda. 

Por ¡o expuesto, y jurisprudencia invocada, pido á V. E, 
se declare la competencia del juez de la ciudad de Córdoba para 
entender en et juicio. 

/tilia Botet. 
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Bucnúi Aire*, julio M de 1910. 



Vistos : 

La presente contienda de competencia suscitada entre el se- 
ñor jnez de comercio de esta capital, doctor Tico, y el de igual 
clase de segunda iiominacióii de Córdoba, doctor JMtran. que 
corresponde dirimir con arreglo á lo dispuesto por el artículo 9, 
inciso d 1 de la ley número 4055. 

Y considerando : 

Que según resulta de los autos que se tienen á la vista, en 
17 de Agosto de 1901 tos señores José Grotto é lujos, vecinos de 
esta capital, representados por don Miguel S. Amuctiástegui, de- 
dujeron >Vi uanda ordinaria ante el juzgado de comercio de se- 
gunda nominación de Córdoba, contra don Martín Pérez, vecino 
del departamento Unión, de dicha provincia, por cobro de canti- 
dad de pesos. 

<jne en este juicio .iparcce nombrado don Francisco I/ipez, 
depositario ele los bienes embargados al deudor, según resulta 
de ia diligencia de fojas 8 del espediente respectivo, y renuncia- 
do el cargo i»or el depositario, fueron regulados sus honorarios 
en Octubre 18 de 1905. los que se mandaron pagar con las pla- 
nilla de gasto- de fojas 5*1 aprobada á fojas 53 del mismo ex- 
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cediente, siguiéndose con lal motivo, un juicio de apremio como 
consto del expediente caratulado "Lópei Francisco contra José 
Orotto é hijos y Martín Pérez, juicio de apremio". 

Que estos antecedentes demuestran que e! cobro de los ho- 
norarios del depositario y gastos de que se trata, se han cau- 
sado en el juicio promovido por tos referidos señores José Crotto 
é hilos ante el señor juez de comercio de Córdoba, en cuyo caso 
no puede desconocerse su jurisdicción y competencia para cono- 
cer en dicha gestión como incidente del juicio principal, de con- 
formidad con lo establecido por esta corte en repetidos fallos 
pronunciados en casos análogos. Tomos 23, página 358 ; 70, 148 ; 

90. 165. y 01. página "86\ 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se declara que el conocimiento de jui- 
cio expresado que ha motivado la presente contienda de compe- 
tencia, corresponde al señor juez de comercio de segunda nomi- 
nación de Córdoba, al que se remitirán los autos haciendo saber 
esta resolución al señor juez de comercio de esta capital, 

Notiííquese con el original y repónganse las fojas. 

Nicanor 0. del Solab.-M. P. Da- 
ract.-D. E. Palacio. 
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CAUSA CLXI 



¿seo de ¡a nación contra Raúl R. Huergo y Compañía, por co- 
bro de pesos; sobre perención de instancia 

Sumario : Dados los términos del articulo 9.* de la ley número 
4550, dictada la providencia de "autos" en un juicio dé apre- 
mio, no puede obrarse la caducidad de la instancia. 

aso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Bueno* Aire». Miyo 29 de 19». 

Autos y vistos: 

Para resolver la exección ele pWeheién de instancia deilu- 
cida á fojas 89. 

Y considerando : 

t> Que por el escrito de fojas 85 fué solicitado por uno de 
los ejecutados la formación de incidente |»r separado para ges- 
tionar e) cobro de sus honorarios y gastos como depositario, en 
razón de haberse ordenado la remisión de los autos al señor juez 
de primera instancia, doctor Juan Agustín García ( hijo), como 
consta ;i fojas 80. 

3.° Q«e no siendo imputable íi la parte del tísco la demora 
en la prosecución del juicio, no pudiéndose, por otra parte, com- 
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putarse eJ término que determina el artículo i.* de la ley 4550, el 
que recién empieza á correr desde la fecha de la devolución á este 
Juzgado de los autos de la referencia. 

j," Que los efectos de la perención de la instancia que de- 
termina el articulo l.° de la ley 455° cs P° r el abandono ó in- 
acción del acreedor pnr el término de dos años imputables á 
éste. 

i*or estos fundamentos y los concordantes del escrito de to- 
las yg. no se liace lugar, con cosías, á la perención de instancia 
Opuesta, 

1 líigasc salier y repónganse las fojas. 

G. Fcrrcr. 



SENTENCIA UE LA CAMAMA FEDERAL 

Rurnoi Air»». Septiembre U de I90B. 

Y visto*: 

• 

Siendo la ley sobre caducidad de la instancia una de las más 
amplias dictadas hasta el presente, como se desprende de uno de 
sus artículos, al declarar que la perención de la instancia se ope- 
rará contra el estado. los establecimientos públicos, los menores 
ó cualquiera otra persona, aun cuando no tenga la libre admi- 
nistración de los bienes, sin hacer limitación alguna ; no puede, 
por lo tanto, alegarse por el ministerio público que la perención 
tío ha podido producirse en el caso siib judice. por cuanto los 
autos se encontraban en otro juzgado. 

Este liecho, que por otra parte consta de autos, no puede 
constituir un motivo legal, en que el actor déla ampararse para 
noder asi justificar su inacción, dados los términos amplios en 
que la ley de perención establece contra quienes ella se produce. 

Por otra j»arte. ha podido el actor en cualquier momento 
presentar ante el juez de la causa, escritos manifestando ya sea 
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su intención de proseguir ta acción instaurada, ó bien solicitar 
cteS mismo pidiera la devolución de los autos |>ara solicitar las me- 
jillas que creyere conveniente á sus intereses. 

Do todo esto se infiere que no ha existido imposibilidad le- 
gad ni material de solicitar por el actor cualquier clase de medi- 
das tendientes á no dejar que en estos autos se produjera la 
perención. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia ajwlada de 
ín;as 07, imponiéndose las costas al actor, de acuerdo con lo dis- 
puesto en el artículo 6* de la ley 4550. 

Xotifiquesc. devuélvase y repóngase el pajH'I ante el in- 
ferior. 

Angel D r Rojas,— Amjcl Fer reirá Cor- 
tés.— Juan A. Garfia. 



KA i. LO. DE LA CÜKTE SUPREMA 

Bucnus Aire» Julio 14 de 191- >. 

Vistos y considerando: 

Que opuesta la excepción de inhabilidad de título y evacua- 
do el traslado de e-ta excepción, dictóse el decreto de "autos" 
I tojas 40. 50 y 53 vuelta í. 

Que en tales condiciones, dados los términos del articulo 
(), ' de la ley 4550. los antecedentes de su discusión parlamentaria 
y !■ i resuelto por esta corte en casu análogo ( 20 fie Julio de 1909. 
Ferrocarril Cenital Argentino, v. fisco nacional), no lia podido 
operarte la caducidad de la instancia. 

Kn su mérito, se revoca el auto de fojas 107. 

Xotifiquese con el original, devuélvanse, debiendo los sellos 
reponerse ante el inferior. 

Nicanor ü. del Solar. M. P. Da- 
ract.-D. E. Palacio. 
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El fisco nacional contra don Joselín Huergo, por cobro de pesos; 
sobre levantamiento tic embargo 

Sumario: 1. a Antes del cumplimiento de la formalidad estable- 
cida en la segunda parte del articulo 838 del código civil, no 
procede el levantamiento de un embargo, solicitado por el 
deudor á titulo de haber cumplido tas obligaciones que le im- 
f)onía la transacción. 

2 * No procede v\ levantamiento de un embargo trabado 
i>ara asegurar el pago del crédito, sus intereses y costas, si 
ésta? se hallan aún impagas. 

Caso : í^o explican las piezas siguientes : 

AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

UueiM* Aire», junin 3 de 190». 

Vistos : 

Para resolver el |>edido de levantamiento de embargo hecho 
por don Joselín Huergo en su escrito de fojas tffii 

Y considerando : 

glié con arreglo al articulo 83 2 del código civil, la secuela 
de] presente juicio terminó por razón del convenio ó transacción 
concertada entre acreedor y deudor ejecutado, según lo instruye 
l;i copia legalizada del decreto del ejecutivo nacional de fojas 13% 
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Que, por dicho decreto se concede á Huergo abonar su deu- 
da del año 189a, en tres cuotas, debiendo firmar letras á seis, doce 
y diez >• ocho meses de plazo, letras que devengarán el interés 
anual de ocho por ciento anual. 

Que cumpliendo el deudor con su nueva obligación, presen- 
tó en tiempo oportuno las letras corrientes á fojas 134, 135 y 136 
de autos. 

Qite t por consecuencia, estando cumplida la nueva obliga- 
ción, no puede esa transacción ser modificada |*>r actos ulterio- 
res del acreedor, no sólo porque la convención pelada forma 
para las partes una regla á la cual deben someterse como á la ley 
misma, sino jiorque toda transacción extingue los derechos y obli- 
gaciones que las partes hubiesen renunciado y tiene para con 
ellas la autoridad dé la cosa juzgada. Artículos 1 107 y 830 del 
mismo código. 

One 110 desnaturaliza esta cuestión, la circunstancia y pedir 
do hecho por el ministerio fiscal á raiz del decreto de fojas 140, 
cu razón de las consideraciones legales aducidas y porque el mis- 
mo poder ejecutivo nacional en su decreto fie 14 de Agosto de 
1900, reconoció como fundamento de justicia liara exonerar á 
Huergo del pago de lodo interés punitorio el hecho de que la 
deuda de éste databa de una época en que 110 existía fijado en la 
lev de la materia un tipo determinado de interés punitorio. 

Vot estos fundamentos y demás expuestos en el escrito pre- 
cedente, fallo : mandando levantar el embargo trabado en autos, 
para lo que se librarán tai órdenes de estilo y previa redición 
dé sellos, ordeno el archivo dé estos autos. 



.UjustUi Urttiiutnain. 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Buenos Airea. Mino 26 de 1908. 

Y vistos: 

Por sus fundamentos se continua la sentencia apelada de 
fojas 175. 

Nolifkjuese y devuélvase, debiendo reponerse tos sellos ante 
ti inferior. 

An<tel i'erteíra Cortés.— Angel D- Rojas. 
—Juan I, García. 



FALLO DE LA CURTE ^l'hfcMA 

Rueños Aire». Jntk» 14 de 1910. 

Vistos y considerando: 

<¿ue con arreglo lo dispuesto en el artículo 838 «leí código 
civii t ~¡ la transacción versare sobre derechos ya litigiosos. 110 
se podrá hacer válidamente, sino presentándola al juez de la cau- 
sa, firmada por los interesados, y antes que las partes se presen- 
ten al juez exponiendo la transacción que hubiesen hecho ó an- 
tes que acompañen la escritura en que ella conste, el acto no se 
tendrá por concluido. 

Que las formalidades indicadas no se han cumplido en el 
raso sub juditc, tic tal suerte que. de haberse intentado celebrar 
una transacción propiamente, ella no habría producido los efec- 
tos del artículo 832. del mismo código y no sería procedente el 
levantamiento del embargo y el archivo de los autos en concepto 
oe estar terminado el pleito. 
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£ue, en realidad, y según se desprende de los términos del 
decreto del poder ejecutivo nacional, fecha 14 de Agosto tic 
1900, de que obra testimonio á fojas 123, se trata de una con- 
cesión hecha al señor Joselin Huergo para que pudiera abonar 
su deuda del año 180,2 en tres cuotas, debiendo firmar letras á 
feis, doce y diez y oclia mese- de plazo. 

Que el deudor 110 estuvo con forme con la liquidación practi- 
cada por la administración ( fojas 158 vuelta), á los fines del 
otorgamiento de las letras mencionadas, quedando así pendiente 
la solución que correspondía sobre este punto, y que debe dic- 
iarse por el mismo poder ejecutivo que hizo la concesión de faci- 
lidades para él pago (arg. articulo 26 de la ley ,1764}, 

Oue, de otra parte, el embargo en el juicio se mandó trabar 
para asegurar el pago del crédito fiscal, sus intereses y costas 
(fojas 13 y artículos 283 y 310 de la ley número 50) ; y estando 
impaga las últimas, pues, aña no se ha practicado la liquidación 
pedida y ordenada ( fojas 124}- 125), no podría dejarse sin efec- 
to dicho eml>argo. aun cuando las letras presentallas á foja< 134. * 
f$5 >' '3 ( > estuvieran de acuerdo con el citado decreto de fojas 
123 y careciera de todo valor el decreto posterror de Marzo 13 
de Kjo¡ que 1c» modificó en lo relativo á los intereses. 

Bar ello se revoca el auto de fojas 202. 

Nolifiqucse con el original y devuélvanse, debiendo repo- 
nerse I js ¿ellos ante el inferior. 

Nicanor 0. del Solar.— M. P. Da- 
RaCT. - D. E. Palacio. 
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Do. i U'cntc Sánchez en autos con don David Canevas, por in- 
jurias y calumnias. Recurso extraordinario. 

Sftmarh' Ini declaración de que un juicio \tor injurias y ca- 
lumnias deducido ante la justicia ordinaria local, os de com- 
petencia del jurado y no de ésta, envuelve una cuestión de 
jurisdicción de orden local, cuya decisión no corresfmndc 
á la corte suprema. 

2. a El artículo 17 del código de procedimientos de la 
provincia de Córdoba que faculta á los jueces para exigir 
á los litigantes firma de letradi ». no es repugnante al articulo 
itf fie la constitución nacional que garante la inviolabilidad 
de la de tensa en juicio de personas y derechos. 

Caso: Resulta del siguiente: 



FAt.t.0 PK CORTK sri'jtKMA 

BiH-iio* Mtts, julio Mi de V.W 

Vistos y considerando : 

en et recurso de liecho de fojas 11 se solicita de esta 
corte la doble declaración de que el juicio jmr injurias y calum- 
nias á qiu* aquél se refiere, es de com|jetencia fiel jurado y no de 
la justicia ordinaria local : y que el artículo 17 del código de pro- 
cedimientos ile la provincia de Córdoba, que faculta á los jueces 
para exigir á ios litigantes firma de letrado, viola el artículo 18 
rje la constitución nacional. 
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Que respecto del primer punto, fuera de tratarse de una 
cuestión de jurisdicción dentro del orden local, no se ha inter- 
puesto y denegado recurso para ante esta corte, motivo por el 
cual es improcedente la apelación de hecho interpuesto, con arre- 
glo á la doctrina que informa los artículos 229 de la ley número 
50, 51 j del código de procedimientos en lo criminal y lo reitera- 
•Hmcntc decidido. 

Que por lo que hace al segundo punto habiéndose interpues- 
to el recurso, aunque con una calificación errónea ( fojas 7 1 es de 
tenerse en cuenta que el artículo 18 de la constitución nacional 
declara que es inviolable ta de tensa en juicio de la persona y de 
■os derechos, ó sea que el litigante ó acusado deba ser oído y en- 
contrarse en condiciones de ejercitar sus derechos en la forma 
y con las solemnidades establecidas por las leyes comunes de 
procedimiento í fallos, tonto 03. página 102: tomo 100, página 
408 v otros). 

Que ni se ha alegado la omisión de audiencia, ni la inter- 
vención obligatoria dé letrado es en si misma susceptible de im- 
posibilitar ó dificultar el goce de los derechos aludidos, sino, al 
contrario, de tal suerte que aquélla, salvo caso extraordinario, 
no da lugar al recurso del artículo 14 de la ley 4** ' fallos, tomo 
04, página 328). 

Que, por otra parte, la restricción ;i ta lilwrtad de la defensa 
que importa la intervención mencionada, puede ser impuesta á 
título de corrección disciplinaria ó por justas causas como se 
halla establecido en lo federal < articulo 5. ley número 46). 

Que según el auto recurrido de fojas 7 vuelta, el tribunal 
a quo exigió dirección de letrado ñ Sánchez porque los escritos 
y solicitudes presentadas por el recurrente trababan la marcha 
del procedimiento y contenían conceptos irrespetuosos. 

Que esta corte no está llamada á rever los fundamentos del 
auto expresado; y partiendo de ellos, no habría existido restric- 
ción inmotivada de la garantía constitucional de que se ha hecho 
mérito. 

Por ello, y de acuerdo con lo pedido por el señor procurador 
general, se declara no haber lugar al presente recurso. 
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Notifiquen en» el original, y repónganse los sellos, arcluve- 
se y devuélvanse los autos principales con testimonio *1c esta re- 
solución. 

A. BEHMEJO. — NtCANOW G. DEL SOLAR. 

M. P. Darac.-D. E. Palacio. 



CUSA CI.XIV 

Don Joxc María Calaza contra BMqite Asassif par calumnias 
é injurias; iabrv procedmcla thl recurso, extraordinario 

Sn»firii>: La simple declaración de que la jnslieia local de la ca- 
pital es competente jwira conocer de mía querella por los 
delitos de calumnias é injuria* cometidos por medio de ta 
prensa, sin imponer pena alguna al acusado, no implica la 
de ¡a ley que corresponda aplicar, ni la de que habrá conde- 
na; por lo que es improcedente contra tal decisión el recurso 
extraordinario del articulo 14, ley número 48, fundado en el 
articulo 32 ile la constitución nacional. 

Caso: I.n explican las piezas siguientes: 



AUTO DEL JUEZ DEL CRIMEN DE LA CAPITAL 

Bueno» Aires, Noviembre 23 de 19». 

Vistos v considerando: 

t* En cuanto á ta excepción «le íalta de jurisdicción: ha- 
Incndo sido publicada c« esta capital la carta acusada y siendo 
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jiie¿ competente el <lel lu^ar donde se cometió el delito (artículo 
34 del código de procedimientos), se declara improcedente la 
excepción opuesta. 

2. Que en cuanto á la falta de acción del acusador : siendo 
precisamente un funcionario público y constituyendo el delito 
de calumnia la imputación cíe delitos cometidos por éslos cu el 
ejerekio de sus atribuciones, carece completa- lente de base; y 
por otra parte, el hecho de halier sido publicada en un periódico 
la caita ojie unitiva este juicio. 110 exime de responsabilidad ;i 
i ti autor, aun cuando pudiera re sponsabi tizarse también et autor 
material de la publicación. 

3/ Kn cuanto .i la nulidad de lo actuado: habiéndose ajus- 
tado el procedimiento ¡1 lo dispuesto en el libro cuarto, título pri- 
mero de la sección segunda del código citado, es uerfertamente 
válido y sin vicio de nulidad. 

Por estos fundamentos se rechazan, con es]iecial condena- 
ción ert costas, las excepciones opuestas, regulándose los honora- 
rios del doctor Argerich en la suma de doscientos pesos moneda 
nacional y en cien pesos igual moneda los del procurador Molina 

Repóngase la foja. 

Ernesto Madero.— Ante ihíi M. A. Q 11 ir- 
no Costa. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA DE APELACIONES 

Butno» A fet, Mano 17 de 1910. 

Y vistos : 

■ 

For sus fundamentos y teniendo presente, además, une los 
delitos acusados son los de calumnia é injurias y no un delito de 
imprenta, se confirma el auto apelado en todas sus parte- y de- 
vuélvanse. 

L. López Ctthtmílhis.— Carlos Mújttci Pé- 
rez. — Pieaio Saüycdra, — Ame mi: fi. 
B. Crunwell. 
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DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 

Suprema corle: 

F.l recurso tje apelación interpuesto ha sido mal concedido 
\x>r no estar amparado por las di«iM>síciones del articulo 14 «lo 
¡a lev 4**. 

No se ha cuestionad* la inteligencia de cláusula alguna, ni 
resuello cuestión (|tie tenga relación directa ¿ inmediata con la 
constitución, tratado Ó ley del Congreso, y la mención del anículo 
$f de la constitución hecha |»or el a|iefaiite al formular sus ex- 
ceptioiies, rio es bastante f>ara decir que se haya puesto en cues- 
iión la inteligencia de dicho artículo; siendo, por otra |>arte, que 
d no es api ¡cable á los tribunales de la capital, que nada tienen 
que hacer con 'a jurisdicción federal á cpie aquella cláusula se 
refiere 

No existe tompoeo decisión contraria á la validez del dere- 
cho amparado en la cláusula o institucional citada, desde «pie las 
j-ésoliK-iones de primera y segunda instancia áe limitan á aplicar 
¿as disposiciones del código de procedimientos de la capital, míe 
•*e halla íuera fie la jurisprudencia atribuida á esta suprema cor- 
re (articulo 15 . ley citada, fallos, taño ¿o. ingina 540 y tomo 
pagina 108 p. 

] Vir ello, pido á Y. l\. su decían- impn rcedente la apelación 
oncedida l«ira ante V. K. y, por ende, mal concedido el presente 
recurso 

Julio fíotst. 
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t Buco.- Afrc». Julio 16 <te 1910- 

Vistos y considerando: 
(jite el amo de fojas 22 conliimatoriu fiel del fojas 12, se ha 



limitado, en lo que es pertinente al recurso, á declarar la com- 
petencia tie la justicia local de la capital para conocer de la que- 
rella promovida por don José M. Calaza^ contra don Enrique 
Aguzzi, por calumnia c injurias sin imponer pena alguna al acu- 
sado. 

Que. en consecuencia, la cuestión suscitada por el último 
en cuanto que es inaplicable el código penal á los delitos come- 
tidos por medio de la prensa, con arreglo al artículo 32 de la 
constitución nacional, como lo requieren los artículos 14 de la ley 
simple declaración de competencia 110 implica la de la ley que 
corresponda aplicar (fallos de esta corte, tomo 30. páginas 112 
y 540) , ni la de que habrá condena. 

Que en tales condiciones, diversas de las del caso del tomo 
39, pagina 26c, no hay decisión definitiva en favor de la aplicabi- 
lidad de la ley común objetada en e! presente juicio y contraria 
á derecho fundada por el apelante en el citado artículo 32 de la 
constitución nacionel. como lo requieren los artículos 14 de la ley 
48 y 6° tic la lej- número 4055 para ta procedencia del recurso 
que ellos autorizan (fallos, tomo 106. página 164). 

Kn su mérito y de acuerdo con lo pedido por el señor procu- 
rador general, se declara mal concedida la apelación. 

Molifiqúese con el original y repuesto el papel, devuélvase. 

A. Bermejo.— Nicanor G. del Solar. 
M. P. Daract.-D E. Palacio. 
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Don Antonio Ü. Hovedatti contra <-/ ferrocarril Central Argen- 
tino, por daños y pfjuiiips; sobre competencia 

Sumaria'. i.° Corres|)Ortde á la justicia nacional el conocimiento 
de una demanda por daños y perjuicios causados por el re- 
tardo en el transporte de tina carga, deducida por un vecino 
de una provincia contra una empresa de ferrocarril que tie- 
ne su domicilio reconocido en esta capital. 

2. a El artículo 305 del código de comercio, se refiere 
¡1 la autoridad judicial local dentro del orden jurisdiccional 
establecido por la constitución y leyes orgánicas* que no ha 
podido ni entendido revocar. 

Caso : I,o explican las piezas siguientes: 



D1CTAMÉN DEL SERC.B PRCCLRADC» GENERAL 

Suprema corte: 

El recurso interpuesto es procedente á mérito de lo que dis- 
pone el articulo 14, inciso 3, de la ley 4*» P° r tratarse de una 
resolución definitiva de un tribunal superior de provincia, que 
deniega el fuero federal invocado por una de las partes (fallo, 
tomo 87, página 77). 1 

Fundada la declinatoria de jurisdicción en la distinta vecin- 
dad de las partes, la que no ha sido discutida por el actor, es 
indiscutible su procedencia, atento lo que dispone el artículo too. 
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Je la constitución nacional y la ley 48 (artículo 3. inciso 2). y ley 
1467 que han reglamentado aquel artículo. 

IV ello se desprende que ta jurisdicción federal ampara at 
ferrocarril Central Argentino, en el caso, por disposición de la 
constitución y de la ley. Esa jurisdicción corresponde al señor 
u« federal de la provincia de Buenos Aires, por razón del con- 
trato de transporte debatido en esta litis, atento !o que dispone 
el articulo 305 del código de comercio, según el cual es la auto- 
ridad judicial del lugar de partida ó de arribo la competente para 
.lirlmir ias controversias que se produzcan con tal motivo. 

La competencia determinada por la ley de fondo, no altera 
, orden íurisdiccional fijado por la constitución y las leyes or- 
gánicas para tos tribunales de la República, que debe armonizarse 
las disposiciones de las leyes comunes que establecen cuáles 
los jueces á que corresponde el conocimiento de las acciones 
á que dan tugar sus prescripciones. 

Por ello y jurisprudencia de Y. É ít«no 70. página 43 U 
ido á Y. I; se sirva revocar la sentencia recurrida y declarar 
competencia del señor juez federal de La Plata para entender 
i n este pleito. 

Julio ttolet. 
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tMicno* Aire*. Julio 19 de 1910. 

Vistos y considerando: 

Que la demanda de fojas 4. deducida por don Antonio B. 
Roveoatli, vecino del Pergamino, provincia de Buenos Aires, 
es dirigida á Obtener de la empresa del fern ¡carril Central Ar- 
gentino la indemnización «le los perjuicios que él actor sostiene 
habe- s-tírido por el retardo en el transporte de una carga que 
dcliia serle entregada en la estación Solis. 
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£ue en tal virtud y <1c conformidad con lo dispuesto por 
la ley número 48, de 1 1 de Septiembre de 1863. corresponde á la 
justicia nacional el conocimiento de esta causa, por tratarse en 
día líe un pleiio suscitado por un vecino de dicha provincia 
contra otra que tiene su domicilio reconocido en esta capital, co- 
mo es la empresa del ferrocarril mencionada, artículo 2 *. inciso 2 
tic la ley 48 citada, y ley de 18 de Septiembre de 1884. 

<Jiic el código de comercio al deferir el conocimiento de las 
cuestiones sobre cumplimiento de un contrato de transporte por 
íerrocjnil á la autoridad judicial del lugar en que se encuentra 
ia estación de partida ó la de su arribo, se ha referido y se re- 
fiere á la autoridad judicial local dentro del orden jurisdiccional 
establecido por la constitución y leyes orgánicas, "que no ha po- 
dido ni entendido revocar, como se ha declarado por esta corte 
en casos análogos, causa tomo 70. página 43! tomo 68, página 
413, y tomo o/» t página 21. y sentencia de 28 de Diciembre de 
i<loy, en la causa seguida por don Tomás D. Agüero contra el 
'errorarril Gran < Jcste Argentino, por repetición de pago y daños 
y perjuicios. 

por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se revoca el fallo apelado de fojas 28. 
y se declara qite el conocimiento de esta causa es de la competen- 
cia de la justicia nacional. Las costas del incidente se pagarán 
en el orden causado, por existir mérito para eximir al actor de 
esta responsabilidad, dado lo resuelto en el fallo que ha moti 
vado el recurso traído ante esta corte. 

Notifique se con el original, y repónganse las fojas, 
viéndose los autos. 



A. Bermej - Nicanor 0. del solar. 
M. P. Daract.-D.&. Palacio. 
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CAUSA CLXVI 



Sociedad Puerta San Nicolás* contra la provincia de Buenos 
Mim P*>r expropiación; sobre intervención del usufructua- 
rio en ei inicio. 

Caso ' Convocados demandante y demandado á juicio verbal para 
nombrar peritos. se presentó el Tiro Federal de San Nicolás 
manifestando que la provincia de Buenos Aires le había ce- 
dido en usufructo el terreno que se trataba de expropiar; 
que el expropiante, en su presentación, no hacía mención de 
esta circunstancia, pretendiendo que las actuaciones se pro- 
sigan sin su intervención, para evitar se les discuta el de- 
recho de expropiar un terreno destinado á un polígono ofi " 
cial de tiro ; y solicitando se le tuviera por parle y se le diera 
intervención en el juicio. A esta petición se proveyó orde- 
nando se hiciera saber al solicitante la audiencia señalada 
para el nombramiento de peritos. En el comparendo, el re- 
presentante de la provincia pidió que se resolviera previa- 
mente si se !e tendría ó no por parte al i iro Federal, mani- 
festar» o w por la suya 110 veía inconveniente alguno para 
elb. El actor dijo que aceptar ta cuestión previa planteada, 
importaría desnaturalizar el juicio, admitiendo la interven- 
ción de un tercero; además de que si resultaran afectados 
lts dei etiios del umifrurtuuio, éstos se coiisidanrian trans- 
feridos de la cosa á su precio. 

¿ALIO i>K t.\ OttTK SI-l'KlvMA 

Bucnut Aire» Julio 21 Je 1M0, 

Vistos: 

Estos autos en lo que ri-reciá al incidente sobre interven- 
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ción del Tiro Federal de San Xicoláü de los Arroyos, promovido 
en la acta de fojas 52. 

Y considerando: 

Que en tanto puede inferir»- de la discusión en el honorable 
congreso, del proveció que se couvirtió en la ley 189, el legislador 
ha entendido que debía acordarse audiencia en los juicios de ex- 
propiación á Jos usufructuarios y otra» personas con derechos en 
las cosas afectadas i>or dicho* juicios ("Diario de Sesiones" de 
!a cámara de senadores, año 1 866, páginas 405 á 407 ) . 

Que esta inteligencia tic la ley se impone, además. |jor la dis- 
tosícíóji contenida <n su artículo 16, según el cual la indemniza- 
ción deberá comprender todos los perjuicios que sean consecuen- 
cia forzosa de la expropiación, excluyéndose las ventajas ó ga- 
nancias hipotéticas. 

Que en el caso sub jitdke el Tiro Federal de San Nicolás 
de los Arroyos fué citado al juicio verbal decretado á los efectos 
del artículo 6 de la ley número 1*1 1 fojas 43. 44 vuelta y 48 y 5 1 
vuelta). 

Que la intervención de que se trata no puede admitirse 
>in embargo, en el sentido de que ella deba ser separada é inde- 
pendientc de ta que la ley confiere á la provincia de Rueños 
Aires, pues ni aun siendo copropietaria de ésta, podría ser oída 
cu esas condiciones la preindicada institución 1 articulo 1 1 ley ci- 
tada). 

En su mérito, ténganse por nombrados los peritos que se 
mencionan en el acta de fojas 32 y llévese adelante el procedi- 
miento en la forma de la ley. 

Notifique**? con el original y repóngase el papel. 

NlCAMWG. DE!. SOLA». M. P, DA- 

ract.-D. E. Palacio. 
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CAUSA CLXVII 



Criminal contra Ramón Gallcyos y otro, par violación de la Ity 
que prohibe los jucijos de asar 

Sumarie Las resoluciones condenatorias fundadas en la ley nú- 
mero 4097, que prohibe los juegos de azar en la capital y 
territorios nacionales, no pueden fundar el recurso autori- 
zado por el artículo 550 del código de procedimientos en lo 
ci ittünflL 

Caso ; Lo explican la* piezas siguientes : 
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Suprema corte: 

Los recurrentes han puesto en cuestión únicamente la inte- 
ligerícia de varios artículos de la ley pretendiendo que la 

iplicación que se ha hecho i»r los tribunales inferiores es con- 
iraria al derecho que les ampara. 

Ahora bien, dicha ley 4^7. %m Í^ UWk tos juegos de awir 
en la capital de la república y territorios nacionales, ha sido dic- 
tada por el congreso en su carácter de legislatura, local de la ca- 
pital |>ara el gobierno y administración de la misma, y. por con- 
siguiente, escapa á la jurisdicción de a|>e1ación de V. E., desde 
une no está comprendida entre las leyes federales á que se refiere 
e! artículo M n* la & y 9U concordante el artículo 22 del co- 
úigo de procedimiento* en lo criminal. 
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La interpretación y aplicación de dicha ley, así como de las 
relativas a los impuestos de patentes y contribución directa que 
sanciona el congreso, está confiada exclusivamente á los tribuna- 
les locales,, según lo tiene declarado V. E. en repetida y constan- 
te jurisprudencia ( tomo 83. página 355 ; tomo 91, página 380; to- 
mo 04, páginas 2-^5 y 351). 

I'ot ello, pido á V. E. se sirva declarar bien denegado el re- 
dirá interpuesto. 

Julio Boict. 
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Bueno* Aire*. Julio 33 de 1910. 

Resultando de los autos remitidos por vía de informe por la 
tXcelehtlsima cámara de apelaciones en lo criminal. <|ue se tie- 
nen á la vista, que las condenaciones pronunciadas contra los re- 
currentes y otros procesados en la sentencia apelada, se refieren 
á la ley número 4097 por la que se prohibe los juegos de azar 
rn la capital de la república y territorios nacionales. 

Que esa resolución no puede fundar el recurso autorizado 
por el articulo 550 d/i código de procedimientos en lo criminal» 
desde que se Ha limitado á la interpretación y aplicación de una 
•ey de carácter local, sin comprender ninguno de los casos deter- 
minados por el artículo 22 del código de procedimientos citado. 

F'or elle, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se declara bien denegada la apelación 
(¡comida fiara ante esta corte suprema de la sentencia de fojas 

m 

Xottfíquese con el original y repónganse las fojas, devolvién- 
dose los autos al tribunal de su procedencia» con testimonio de 
esta resolución. 

Nicanor O. del Solail-M. P. Da- 
ract.— D. E. Palacio. 
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f?na Atanos^ R,tdrUftn~ «» itra ttmt nde í onso Chaves, por 
cobro de pesas: entienda de competencia 

Smna.io- No corres|>onde * eorU * *W* m í,irill,ir las contien " 
dus de competencia ei»re jueces federales. 

Caso: U> explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SH. PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte: 

Las contiendas de competencia entre jueces federales son 
extrañas ;í V. E. corres] mndiendo dirimirlas á las cámaras fede- 
rales de aiJelaci«^n respectivas, según expresamente lo estatuye 
el artículo 19 d.* la ley 4^5- Kn »" 1 concepto, y tratándose en el 
caso. <ie una d- esas contiendas, entre el juez federal del Rosario 
v c' de Santií.go def Estero, corresponde que V. E. y así lo pido, 
"se declare i- .competente para dirimirla, mandando devolver los 
autos come corres|>ondc. 

Julio Botet. 
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Buenot Alm, Julio & dt 1910 

Y vistos; 

Con arreglo á lo dispuesto en el articulo 19 de la ley número 
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4055, lo resucito encaso» análogos, y Je conformidad con lo dic- 
taminado por el señor procurador general, remítanse estos autos 
a la cámara federal de ablaciones del Paraná, para que dirima 
la cuestión de competencia entablada entre el juez federal del 
Rosario y el ele Santiago del Estero. 

Hágase saber y repónganse los sellos ante la expresada 
cámara. 

A. Bermejo. -Nicanor O. del Solar.— 
m. P. Daract.-D. E. Palacio. 



CACSA CLXIX 



Contienda de competencia cutre el jnes de comercio de la capital 
y el de 1* instancia de Mercedes iPnnincia de Bs. Aires) 
en ios autos Carmen Priori contra B. Al Bnnge y i. Born 
por rendición de cuentas y cobro de pesos. 

m 

Sumario : El juicio promovido para el cum|>limcinto de obligacio- 
nes emergentes de actos comerciales debe sustanciarse ante 
o! juez del lugar en que dicha* obligaciones fueron contraí- 
das. 

Coso : Lo explican las piezas siguientes : 
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AUTO DEL JUEZ Ut LA CAPITAL 

Butrto» Aire*. Dkltmbr* 15 de 1909. 

Autos y vistas ; Téngase por parte at solítantc en mérito 
del poder acompañado y por constituido el domicilio indicado ; 
al principal estando acreditado qué el domicilio de la sociedad 
en esta capital según resulta del contrato adjunto y no resultando 
del minino que tenga sucursales fuera de csia ciudad se declara 
convídente este juzgado para conocer en los presentes autos y 
líbrese el oficio de práctica con los recaudos del caso y A les 
efectos del art. 410 del código de procedimiento al señor juez 
de i.a Instancia de la ciudad de de Mercedes. Repóngase el 
papel. Proveen el suscrito por autorización siificrior. 

Paulino Pifo.— Ame mi, Germán C, 
Ramírez. 

ALTTO DEL Juez de mercedes 

Merced», Abril 7 de 1910 

Y vistos para resolver la cuestión sobre inhibitoria promo- 
vida por los señores Ernesto A. Bunge y J. Uorn ante el señor 
juez de comercio de la capital federal, doctor Carlos M. Casa- 
íes, en el expediente seguido por don Carmen E. Priori contra 
aquellos sobre rendición de cuentas. 

Considerando : 

Primero: Que de los recaudos acompañados al presente 
exhorto resulta, que los nombrados Bunge y Born han promo- 
vido cuestión |K>r inhibitoria á fin de que el proveyentc se inhiba 
de conocer en el juicio seguido por don Carmen E. Priori con- 
tra aquellos sobre rendición de cuentas y cobro de pesos. 
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Que fos autos dé referencia se encuentran tramitando por 
ante el juzgado del infrascripto donde fueron iniciados origina- 
riamente. 

Que en tal virmd y ejerciendo el señor juez exhortante y 
el proveycule una niiMiia clase de jurisdicción las partea liti- 
gantes sólo han podido promover cuestión de competencia por 
declinatoria de acuerdo con disposiciones expresadas de la ley 
de procedimientos. 

Que t>or tatito los señores Ernesto A. Bunge y J. Itorn no 
lian i>odi<to Legalmente intentar la cuestión planteada por inhibi- 
toria por estar expresamente prohibido por la la ley art. 429 
del código de procedimientos de esta provincia y art. 411 del có- 
digo de procedimientos de la capital federal. 

Segundo: Que jmr otra ¡«ule fie los documentos corrien- 
tes de te. 3 ;i fs. 12 del juicio seguido por don Carmen E. Prtori 
contra A. Kurigc y J, liorn sobre rendición de cuentas asi como 
del escrito fué sentado por estos últimos promoviendo la cuestión 
de competencia resulta que se demanda el cumplimiento de 
contratos celebrado entre comerciante, en el pueblo de Bolívar 
de esta provincia. 

Que no existe constancia en el exhorto ni autos relaciona- 
ilos que las partes hayan convenido que las relaciones y contratos 
comerciales celebrados debieran ser cumplidos y liquidados en 
la capital federal ó en el partido de Bolívar. 

(Jue á falta de la fijación del lugar del cumplimiento de la 
obligación por parte de los contratantes, ella debe cumplirse 
en el lugar que se ha contraído de acuerdo con la regla fijada 
por el ar|. 618 del código civil. 

Tercero: Que además, de la documentación mencionada 
de fs. 3 ñ fs. 12 manifestaciones de fs. 38 vía., fs. 35, fs. 45, fie 
los autos seguidos por t'riori contra Btinge y Born sobre rendi- 
ción de cuentas y reconocimiento de estos últimos en su escrito 
promoviendo la cuestión cíe inhibitoria, surge de una manera 
indudable que los demandados tienen establecimientos radicados 
* n Bolívar para sus operaciones comerciales y por tanto domici- 
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o especial en dicha localidad para ejecución de las obligacio- 
atH contraídas por los agentes locales de la sociedad» art. 90, 
inc. 4, art. 1312 y demás concordantes del código civil. 

Por estos fundamentos, demás consignados en el escrito de 
fs. 46 y vista del señor agente fiscal de fs. 54; resuelvo: man- 
tener la competencia de este juzgado |»ra conocer en el juicio 
promovido por don Carmen E. Priori contra los señores Bunge 
y J. Born sobre rendición de cuentas y cobro de pesos. En su 
consecuencia y de acuerdo con el art. 436 del código de proce- 
dimientos, líbrese oficio al señor juez de comercio requírente á 
fin de míe dando por formada la contienda de competencia, re- 
mita los antecedentes á la suprema corte Nacional á los efectos 
del caso. Repóngase la foja. Autorice al adsrripto. 

D. Diez Gomes — Anlc mí. Jos¿ 
M. Rosales. 



DICTAMEN DEL SEÑO» PROCURADOR GENERAL 

Btitno* Alrti, Julio 7 dt 1910. 

Suprema corte: 

A Y. E, corresponde dirimir la presente contienda de com- 
petencia, á mérito de lo que dispone el art. 9, inc. c de la 
lej 4t>5.v 

De los documentos con que se instaura ta demanda pro- 
movía ante los tribunales de Mercedes, se desprende que los 
actos comerciales que la motivan, fueron realizados en el par- 
tiJo de Bolívar, provincia de Buenos Aires, por lo que es en el 
mismo sitio donde deben llevarse á su cumplimiento las obli- 
gaciones contraidas (art. 1212 del código civil). 

Reconociendo los demandados, por otra parte, que tienen 
establecida una í.irursal en el partido de Bolívar. Ú cuyo frente 
se encuentra un U.cwr. es de aplicación el art. ejo, inc. 4 del 
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código civil por ti atar »e dé ia ejecución de las obligaciones allí 
contraídas pn- !<js agente- Incales. 

Per lo expuesto, pido a V. E. se declara la competencia 
del señor jmz de Mcicciii 1 .-, ;*ara conocer en la demanda pro- 
moví) la. 

Julio Botct. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires. Acollo 4 de 1910. 

Vistos los de contienda de eomtx'tencia entre el juez, de 
comercio de esta capital y el de i .■ instancia de Mercedes ( Bue- 
nos Aires}, para conocer del juicio promovido por don Carinen 
E. I'riori contra los señores E. Á. iiunge y J. Boro, por ren- 
dición de cuentas y cobro de |wsns y. 

Considerando : 

One el art. 411 de Icódigo de procedimientos de la capital 
y el art. 429 del código de procedimientos de la provincia de 
LUteiios Aires t|tte se invocan por el segundo de tos jueces men- 
cionados. 110 son de aplicación en el presente caso, porque nin- 
guno de esos código* es ley común ¡rara los jueces entre quie- 
nes se lia trabado la referida contienda { Xov. 14)908). 

<Jue según puede inferirse de los términos del escrito de 
fojas 45 con (me se promovió la inhibitoria, tas liquidaciones 
de fojas 3 a 6 de los autos principales se han hecho en Bolívar 
v han sido presentadas al comitente Priori en la misma loca- 
lidad. 

í>ue en estas condiciones y aun cuando otro fuere el domi- 
cilio real de los demandados, es I ¡olivar el forum gestac admi- 
uistratioHís fart, 74 código de comercio: ley 32, tit. 2.", part. 3,*). 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por el se- 
ñor procurador general, se declara: <|tie el juez de 1* instancia 
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«le Mercedes es el competente para entender en la presente 
causa. Remítansele los autos y avísese por oficio al juez de co- 
mercio de la capital. Repóngase el papel. 

Nicanor O. del Solar. -M. P. Da- 
ract.-D, E. Palacio. 



C.-U'SA CIAX 



Procurador fiscal contra el ferrocarril Córdoba y Rosario, sobre 
defraudación. Recurso extraordinario 

Sumario: i." El recurso extraordinario autorizado en el art. 14 
de la ley n.° 48 y 6." ríe la ley n. ü 4°55 "<* cs *á sü ) c * » 
las reducciones en cuanto á la cantidad litigiosa, que exis- 
ten respecto del ordinario previsto en el art. 3.? de ta ci- 
tada ley n.» 4055. 
2." Los muelles 110 forman parte <le la línea del ferrocarril Cór- 
doba y Rosario, autorizada ix>r la ley 2549- 

£ aso : I*o explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Rourío. Novlmbn 20 de 1M» 
Y vistos : estos autos autos seguidos por el señor procura- 
fiscal, contra el ferrocarril Córdoba y Rosario sobre dc- 
udación á la renta pública de los cuales resulta: Que en 
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seis ile Noviembre ele mil novecientos tino, ilmi Ricardo Na- 
varro Ctibifias se presentó denunciando <i«e el ferrocarril Cór- 
doba y Rosario había usado cu mil novecientos para la cons- 
trucción de su muelle en esta dudad madera de la que introdujo 
libre de derechos como destinada al uso del ferrocarril. La ma- 
dera fué introducida por los vapores "Guanaco", "Batítú" y 
"Vutcaim". 

Tramitada la denuncia pasaron los aulo? al señor procu- 
lador fiscal, quién á fs. no solicitó se condenara á la empresa 
á pagar una multa de cuatro mi! seiscientos veinte y cuatro 
¡«sos con sesenta y un centavo oro sellado, con costas, con más 
ti valor de los derechos fiscales. 

Fundada su petición en el hecho de no constituir los mue- 
lles del ferrocarril Córdoba y Rosario, parte del ferrocarril pro- 
piamente dicho á. tos efectos de la exoneración de impuestos 
fiscales. 

Corrido traslado la empresa pidió el rechazo con costas de 
la acción, sosteniendo que los muelles eran parte integrante del 

ferrocarril Hs, 125). 

Abierta la causa aprueba se produjeron los in formes de 
fs. 141 y 142 el peritage de ís. M3- informes de ís. 157. >5 8 » 

159 y ¡<m; « l r* r « a e e de ís - 166 ? 167 y la 1¡í i l,ií,aciün át 

H. 169 y 171. 

Vencido el termino de prueba presentaron ambas partes 
sus respetivos informes, quedando la causa en estado de sen- 
tencia. A esta altura se solicitó para mejor proveer, ta copia de 
Is. 196 á y agregada que fué volvieron al despacho 

Y considerando en cuanto á la com|ietencia : i Que el art. 2. 
inc. ¿< de la lev 48 <W »4 Septiembre de 1863 **** J«« s * 
dicción y competencia de la justicia federa! establece que los 
jueces de sección entenderán en todas tas causas regidas espe- 
cialmente por las leyes que haya sancionado ó sancione el con- 
greso; en cuy* categoría corresponde colocar la tey de aduana 
en su carácter de ley tributaria y la que á estar a ta afirmación 
del señor procurador fiscal ha sido violada por la empresa de- 
mandada. 
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a." Que el art, 1034 de las ordenanzas de aduana que son 
parte integrante y complementaria de la ley á que se alude 
en el considerando anterior estatuye que las aduanas no podrán 
imponer penas por infracciones á sus reglamentos, cuando estas 
infracciones hayan pasado desapercibidas al tiempo «leí ik-spa- 
cho siempre que las mercaderías hayan salido de su jurisdicción, 
debiendo reenrrirse para tales casos á los tribunales nacionales. 
Disposición ésta, conforme con los principios más elementales de 
todo derecho procesar |ior cuanto importando la jurisdicción, la 
facultad de administrar justicia, su ejercicio no se concibe citan- 
do las personas ó cosas sobre las cuales ha de recaer han salido 
por hechos tangibles y notorios de sn esfera propia de acción. 

3. " Que es evidente que el fraude que se imputa á la em- 
presa demandada dentro de la denuncia y la acusación (su- 
puesta su existencia la que se verá en oportunidad) aparece 
haberse cometido después de halier sido desechados los mate- 
riales y pasados éstos á los depósitos de la empresa lugar hasta 
donde 110 alcanra la jurisdicción aduanera. 

4. " Que la jurisprudencia de la suprema corte á este res- 
pecto está hecha y es precisa demostrándolo el fallo que corre 
de fs. 136 á 139 de este expediente. 

5. " Que la raatón alegada por la empresa demandada al im- 
pugnar la competencia del tribunal en nada innova la eficacia 
legal de los motivos consignados en los considerandos que pre- 
ceden toda vez que ella se funda en una simple opinión personal 
que 110 aparece rolwstcdda por disposición alguna legal ni por 
jurisprudencia que le sea correlativa. 

Considerando en cuanto á la falta de acción fiscal : Que la 
aprobación tácita que la empresa demandada hace derivar del 
hecho de 110 halwr sido observadas las cuentas presentada- res- 
pecto de los materiales que son olijcto de la demanda; jwr la 
contaduría conforme con lo dispuesto en el art. 9 del decreto 
del Poder Ejecutivo Nacional de fecha tr> de Septiembre del 
noventa y siete ; ni aun la expresa caso que existiera, en nada 
afecta el derecho del fisco para accionar en la forma que lo ha 
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hecho por medio tic su representante legal porque se trata de 
un decreto de orden puramente administrativo. 

En efecto atento el origen del decreto y la finalidad que 
lógicamente del» suponerse que persigue éste no puede tener 
otro alcance que fijar el procedimiento dentro del cual deben 
a justar todas las empresas ferroviarias existentes en el país, 
la marcha de su contabilidad en sus relaciones de control con la 
contaduría. 

Pensar de distinta manera sería en el concepto del prove- 
yente mistificar su letra y su espíritu, para caer en el absurdo 
jurídico de que un decreto puede extinguir los efectos de una 
ley como es la de aduana que da al fisco el derecho á percibir 
jas tarifas aduaneras. 

La acción fiscal en un caso como el que nos ocupa, sólo 
puede cesar ó extinguirse ya sea por la cosa juzgaila ó la pres- 
cripción ordinaria circunstancias ambas que no se han producido 
ni se han alegado. 

Considerando en cuanto á lo principal. i.° Que puede 
sentarse como hecho perfectamente demostrado que la empresa 
demandada empleo en la reparación de sus muelles la canti- 
dad de 145 metros con 342 decímetros cúbicos de madera de 
Curupay la misma que introdujo libre de pago de derecho den- 
tro del privilegio que á este respecto le acuerda la ley conce- 
sión. 

U confesión paladina que hace la empresa sobre este punto 
a! contestar la acción fiscal á fs. J26. el contenido de los mani- 
fiestos ile fs. (o :'i 62. el informe presentado por el perito señor 
t'iaggio á fs. 167 son pruebas conduyentes á este respecto que 
no aparecen destruidos ni aun modificados por hechos probato- 
ríos ile descargo. 

2. a Que no sucede lo mismo resjwcto á los 8.508 kilogra- 
mos de hierro que según la acusación y la denuncia y el informe 
corriente á fs. 163. han sido empleados también por la empresa 
demandada en las mismas condiciones que la madera utilizadas 
en sus muelles. 
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En efecto esta parte de la acusación no aparece probada, 
pues no exisie confesión de parle ni prueba alguna de otra índole 
producida por la acusación. 

La circunstancia de que la empresa haya podido introducir 
hierro análogo al amparo de la ley que lo autoriza sin pagar 
derecho» para el uso de sus líneas no es suficiente por si sota 
para tener por probado que el hierro que según el informe del 
ingeniero Piaggio aparece empleado en la reconstrucción de 
lo» muelles sea el mismo que ha podido introducir libre de de- 
rechos. 

Este hirro ha podido s*r comprado en plaza : Asi las cosas 
surge la duda y en tal caso debe ser favorable al acusado. 

Es cierto que la empresa al contestar la acusación no ha 
negado categóricamente este hecho: ¿itero puede tomarse este 
silencio como una confesión de su existencia? El prove vente 
piensa que no, y aduce como razi'm lo siguiente: Es indudable 
que la acción fiscal sí bien entiende ejercitar un derecho cuyo 
fin es que la empresa demandada pague el importe de las tarifas 
r.ue le corresponde por los materiales que introduzcan j>ara em- 
plearlos en obras extrañas á su linca ferroviaria, persigue á la 
vez, la represión de itn hecho que la ley respectiva reputa frau- 
ulcnto y lo castiga. 

En tal caso es fuera de duda que ampara á la empresa la 
presunción general de inocencia porque se le imputa un frautle y 
es evidente que éste no se presume y que debe probarse. 

j. rt Que tampoco se ha probado |>or la acusación en la for- 
ma legal que debe verificarlo todo aquel que en juicio afirma la 
existencia de un hecho que la madera de quebracho que según 
e! informe del ingeniero Piaggio aparece empleada en la recons- 
trucción cic los muelles sea madera i litro* lucida por ésta última 
sin pagar derechos aduaneros á ta sombra del privilegio que 
gota. 

Sobre este punto la empresa al contestar la demanda niega 
categóricamente el hecho, al afirmar que el quebracho empleado 
no es madera introducida, sino madera del país que ha com- 
prado en plaza. 



PC JUSTICIA m: LA NACION 



4. " Que c¡ privilegio de esención que invoca á su fav^. 
empresa demandada para excusar toda responsabilidad en p 
sencia «le ta acusación no existe en el caso snb-judiee. No existe 
Ijorque este privilegio á estar i\ la letra y espiritu de 1 aley que 
lo otorga se refiere pura y exclusivamente á los materiales 
que Ta empresa necesite para la construción, reconstrución ó 
conservación de sus líneas y demás accesorios, dentro <le cuyo 
concepto solo por sutileza y forzando la lógica pueden incluirse 
los muelles del ferrocaril Córdoba y Rosario. 

5. " Que por otra parte tratándose de un privilegio es regla 
de buena interpretación procurar reducirlo á los límites extrícia- 
nicnte señalados por el texto de la ley ó decreto que lo acuerda. 

6. fl (Juc adema* la jurisprudencia consagrada por la su- 
prema corle en un caso sino igual, de perfecta analogía que lleva 
la fecha 16 de Junto del corriente ano y cuya copia corre agre- 
gada á fs. i«/> de estos autos nos da la pauta para afirmar que 
es cosa resuelta y definida (pie los muelles son construcciones 
completamente agenas y distintas á las empresas de transportes 
ferroviarios. 

Con a reglo á esta sentencia tos fines inmediatos y prin- 
cipales de los terrocariles son el transporte de personas y de co- 
sas dentro de los límites fijados por el trazado de sus vías. 

Siendo así es entonces evidente que un muelle no es ni 
puede ser considerado como un factor necesario para estos 
fines; y. mucho menos los de la empresa demandada que por 
:>u ubicación á orillas de un río navegable como es el Paraná; 
<- estar situado fuera del radio de la estación termina) de la 
Vía de esta ciudad, denuncian desde luego un destino completa- 
mente distinto. 

7. Que habiéndose cometido un acto fraudulento por la 
empresa demandada que ha perjudicado los derechos del fisco 
como queda demostrado con lo dicho en los considerandos pri- 
mero y cuarto que preceden y atento á lo dispuesto en et 
art 1026 de las ordenanzas de aduanas, la cuestión de si la 
ación fiscal ha sido bien ó mal clasificada queda reducida k 
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una simple controversia sobre terminología legal cuya solución 
no es necesaria, toda vez que ella rt» influiría en nada para 
U decisión justiciera tic esta causa. 

8. ' Que con arreglo á lo dispuesto en el arl. 58 de la ley de 
aduana la liquidación de las mercaderías caídas en comiso que 
hayan salido de ta aduana deben pagar el valor que los mismos 
tuviesen en depósito más los derechos fiscales. 

9. Que la petición formulada por la empresa demandada de 
que se deje á salvo las acciones que le pudiesen coresponder por 
caños y perjuicios contra el denunciante no debe ni puede 
prosperar en el caso sub-judice. 

I ■ Porque la denuncia lia resultado confirmada en parte; 
Porque el denunciante no contrae obligación alguna que la 
Ügue al procedimiento judicial, ni asume responsabilidades, salvo 
í.iie fuese calumnioso, art. t68 del código de procedimientos en 
lo criminal ; lo que no se puede presumir bajo ningún concepto 
en nuestro caso ya, i»rque como se ha dicho ha resultado ser 
exacta en parte ¡a denuncia y también por la posición de em- 
pleado superior de aduana que ocupa el denunciante, uno de 
cuvos deberes primordiales, por razones de moral administra- 
tiva v preceptos terminantes de la ley art. 164 del código de 
procedimientos criminales, es el velar por el fiel cumplimiento 
de la ley y ordenanzas de aduana. 

3 .■ Porque no liabiendo tomado participación el denunciante 
en el juicio sería violar el principio fundamental de justicia que 
establece que á nadie se puede condenar sin antes oirlo. 

Considerando en cuanto á las costas. 
i.° Que si bien es cierto que la acusación procede en parte, 
es también evidente que ha habido exceso en su petitoria. 

Por consiguiente la resistencia de la empresa acusada ha 
obedecido á razones plausibles que excluyen por su parte un 
propósito temerario. 

2 * Que el seftor procurador fiscal está exscnto de las eos- 
tas, citando obra en cumplimiento de los deberes de su minis- 
terio, salvo que lo peticionado sea notoriamente contrario á 
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las leyes art- 145. al código de procedimientos en lo criminal 
io que está muy lejos de haber sucedido en la emergencia que 
nos otupa como ya se ha demostrado. 

tW estas consideraciones y disposiciones legales citadas dc- 
linitivamcntc juzgando fallo: 

1." Oectaranrio que el tribunal es competente para entender 
en esta cansa. 

2" Qik la acción liscal deducida no se ha extinguido. 

3;' Condeno á la empresa demandada á pagar el valor de 
la madera cunipay empleada en la reconstrucción de sus mue- 
lles conforme con el m el rape que arroja el informe de fs. 167 
mas el importe de los derechos de Aduana: cuya liquidación 
?e hará en oportunidad tomando como base los elementos qat 
suministra en lo peninente la liquidación aduanera de fs. 169 
á 170 vta. ; debiendo las costas abonarse por las partes en e! 
orden causado. 

Insértese. ti:i¡iase saber y repóngase. 

Eugenio Puedo. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

PumJ. Octubre 21 de 1908. 

Y vistos: 

Considerando sobre el recurso de nulidad : 

Que ta presente contienda versa sobre una infracción á 
las leyes de aduana, penadas por éstas con una sanción fie ca- 
rácter pinamente pecuniario. 

Que como tal está regida por la legislación especial y ex- 
cesiva que sobre la materia tiene dado el H. Congreso de la 
Nación» en virtud fiel poder, de igual índole, que le está con fe* 
rido por el art. 07. inc. 1 " de la constitución. 

Que en esa legislación ni en ninguna otra ley de ta Xación, 
existe precepto que someta tas causas de aduana de que se trata. 
a) imperio de las disposiciones contenidas en el código de proce- 
dimientos en lo crimina!. 
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Que por lo tanto carecen de razón de ser y de tcxlo fun- 
damento legal los vicios fie nulidad en 0,11c el recurrente ha ba- 
sado su recurso, por haberlos articulado bajo el erróneo con- 
cepto <i? ser a<|iiel código el cjnc por su propia autoridad regía los 
procedimientos de la presente causa. 

Que, aun cuando los preceptos tle ese código suelen apli- 
carse á esta es|>ccie de causas ello se realiza en mérito de la 
jurisprudencia establecida por razón de analogía, más, no es 
tsta la invocada por el recurrente; ella carece de fuerza para 
|K>r si sola sancionar nulidad alguna : y nada hay en autos que 
pueda autorizar su declaración de oficio. 

Por esto* fundamentos y los aducidos por el señor procu- 
rador fiscal, se le desestima. 

Y considerando sobre el de apelación : 

Que los antecedente» conocidos míe motivaron la sanción de 
'a. leyn. 2541). limitan la exoneración del derecho de importa- 
ción en beneficio de la empresa demandada, á .tolo aquellos ma- 
teriales necesarios para la eonsirución y explotación de la ¡inca 
durante su concesión, Kn efecto, así estala ya definido por la 
ley de esa concesión sancionada por la provincia de Santa Fe 
,le fecha 2 de Septiembre de i88n, en esos misinos términos lo 
solicitó el P. E. de esta provincia ante el H, Congreso de la 
Nación, en cumplimiento de obligación contraída por aquella 
I t y ; — y j a capacidad de la empresa concesionaria estaba limi- 
tada en esos momentos, á sólo lo comprendido en su concesión, 
según se añrtnó en la acusación de fs. 1 16 sin oposición ni ob- 
servación ulterior por parte del demandado. Extenderla, como 
lo ha sostenido la parte demandada, dándole el sentido de un 
favor puramente personal ó llevándola á empresas y negociacio- 
nes míe no existían ó que no tuvo en consideración el H. Con* 
greso al tiempo de concederla; — importaría el atentar contra 
su propia legitimidad ; por no estar en las facultades de aquel 
alto poder del estado el acordarla en esas condiciones. 

Que los decretos y demás actos del V. E. de la Nación y 
del de la provincia de Santa Fé que se han articulado para jus- 
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tiricar r^n ellos que los muelles nacionales á que se refiere )a con- 
lientla adquiridos por la empresa demandada con posterioridad 
A su lev de concesión ferroviaria y á la n." 2549 arriba mencio- 
nada — están incorporados en la linea férrea como parte cons- 
titutiva de ía misma, y comprendidos en la liberación del d» 
recho de importación concedido |»r la última ; — carecen de 
lodo mérito en el sentido propuesto, por cnanto es facultad 
exclusiva del congreso el otorgar esas incorporaciones y privi- 
legios. .-\rt. 67, ine. 9 y 16 de la constitución. Y no existienilo 
ley de la nacútn que asi lo tenga declarado, es forzoso consi- 
derar como separadas é in dependientes entre si á las concesio- 
nes de las fincas férreas y de muelles que tiene la empresa 
demandada, y que no se extiende á las segundas la exención 
del derecho de importación de que disfruta respecto de las 
primeras. 

Que las constancias del expediente administrativo sobre 
apHcaci.'jn det impuesto de patente y multa por los muelles <le 
le referencia, que obra de fs. 22 á 57 de estos autos, prueban 
acabadamente lo articulado en la acusación, á saber: que con 
muclta anterioridad á los hechos materia de este proceso la em- 
j.rcsa demandada sabía por lo resuelto en aquel expediente 
con ía debida intervención de la misma, que, tanto la aduana 
del Rosario, como las autoridades superiores del ramo, enten- 
dían que los muelles no formaban parte de su línea férrea ni 
¿uiaban riel privilegio acordado á ta ultima ; y que consiguien- 
temente no le serían despachados libres del derecho ele impor- 
tación los materiales que introdujera con destino á sus muebles. 

Que en esas condiciones tos actos de la demandada que 
la acusación le imputa como defraudación consistentes en haber 
solicitado y obtenido la introducción tibre de derechos por estar 
destinados al ferrocarril, material que Juego en parte aplicó á 
la reconstrucción fie sus muelles, caen bajo las definiciones y 
sanciones que como actos fraudulentos contienen los artícu- 
los 1025. 1026 y 1037 de las Ordenanzas de Aduana, pues á 
sabiendas se silenció el destino verdadero que impedía el libre 
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despacho suplantándolo falsamente con otro que oblígate á la 
Aduana á concederlo ; liecho éste que llevaba la defraudación 
sobre la cantidad de lo asi introducido, y que hería peí igual al 
Estado tanto en su función de percibir la renta correspondiente 
como en la de bacer efectiva en favor del comercio, la misión 
que tiene de ser el exclusivo agente para poner las mercadería* 
im¡K>rtadas en la mano de ludo consumidor. 

Que no obstan á la conclusión anterior los términos del 
Decreto de 29 de Setiembre de 1897 invocados en sn defensa 
por la demandada; porque á más de la supremacía que tienen 
la* leyes sobre los decretos que las reglamentan, el art fe de 
aquel decreto elimina la aplicación de todo él en los casos tic 
fraudc-cNtrcmos que queda ya declarado y manda que se pro- 
ceda con arreglo á las disposiciones de las ordenanzas. 

yuc atento lo declarado en los considerandos anteri.ir^ 
eorresi»nde el desestimar por infundadas las defensas opues- 
tas por la demandada y peticiones que la misma lia formulado 
contra los funcionarios que han intervenido en la causa: y de- 
clarar á su cargo las costas de ambas instancias por ser conse- 
cuencias necesarias de la contravención aduanera de que se la 

declara autora. 

Que no hay prueba bastante en autos jmra declarar com- 
prendida en ta defraudación á la madera de quebracho empica- 
da en la reconstrucción de aquellos muelles. 

Por estos fundamentos y los aducidos cotice rdantemente 
por el ministerio fiscal en aml»as instancias y los contenidos en 
!a recurrida de fs, 249 se la confirma en todas sus partes, salvo 
en lo que se refiere á las costas que se declaran á cargo del acu- 
sado en ambas instancias. Hágase saber y repuesto el sellado 
devuélvase. 



Jou- Marcó— Fortunato CahienUi.—S'. 
Florts Vera. En disidencia. 
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Bueno» jjUriij AsotiQ * * tíPBO- 

\ Utos y considcrátitlós ; 

(Jtic ta presente causa lia venido en apelación ante esta 
curte en virtud de! auto de fs. 331, que concedió el recurso 
que acuerdan los arts. 6 de la ley 4*>55 V >4- « nci *° 3 " «te la 
ley N " 4»- 

Que no catando dicho recurso sujeto ú las restricciones, 
en cuanto á la cantidad litigiosa, que existen respecto del ordi- 
nario previsto en el art. 3 de la misma ley numero 4055, no es 
admisible la petición de fs, 360. de que se declare aquél impro- 
cedente, fundada en que 110 alcanza á unos mil pesos oro la can- 
tidad que se manda abonar al Ferrocarril Córdoba y Rosario. 

Ouc la sentencia recurrida de fs. 397 se afirma que ta em- 
presa del Ferrocaril Córdoba y Rosario, solicitó y obtuvo la 
introducción libre de derechos, por estar destinados al Ferro* 
carril, de materiales que luego en parte aplicó á la reconstruc- 
ción de sus muelles, ocultando á sabiendas el destino verdadero 
que impedía el libre dc$|>acho y suplantándolo falsamente con 
otro <juc obligaba á la aduana á concederlo. 

Que estas conclusiones de hecho, que no pueden unirse 
en un recurso extraordinario como el de que se trata con arreglo 
;'i los términos del citado art. 14. inc. $¿ de la ley 48, y á lo reite- 
radamente resuelto, colocan el caso sub judice en condiciones 
diversas de las que mediaron en los casos que invoca el señor 
procurador general, en su memoria de fs. 361 (fallos, tom. 99» 
pág. 317 y tom. 106, pág. 115), y hacen de ineludible aplica* 
ción lo dispuesto en los artículos 1035. 1036 y 1037 de las Or- 
denanzas de Aduana. 

Que ta circunstancia de no haber sido observadas por ia 
administración las cuentas de la empresa dentro del plazo esta- 
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biccido por el art. u del decreto de Septiembre 29 de 1897, re- 
glamentando la introducción de materiales para los ferrocarri- 
les, no ha podido legalmente impedir la denuncia de ís. 10 y la 
acusación Kscal de fs. 110 (fallo cit , tomo 106, pág. 115). 

(jue en la disensión de la causa no se ha alegado que la 
acción contra el ferrocarril se encuentra prescripta conforme 
al artículo 4037 del código civil, como se hace por primera vez 
en la memoria de fs, 357 ; y sea cual fuere el mérito de esta de- 
fensa, ella no puede ser tomada en cuenta en razón de no ha- 
berse alegado oportunamente como lo requiere et articulo 14 
de la ley 48 ( fallos, tomo 75, pág, 404. lomo 83. pág- 3*3 Y 

OtiOS"! 

Por estos fundamentos y los de la sentencia recurrida, en 
que se demuestra que los muelles no forman parte <íe ia linea 
del ferrocarril Córdoba y Rosario, autorizada por la lev núme- 
ro254o. se confirma aquella en la parte que ha podido s„r mate- 
ria fiel recurso. Las costas de esta instancia se abonar.» >i en el 
orden causado, á mérito «le la naturaleza de los punios i'ebaíi- 
dos. Notifiques* con el original y devuélvase, debiendo us - lio* 
reponerse ante el inferior. 



A. Betmep.-NiCANOff 0. del solar, 
m. P. Dawct.-D. E. Palacio. 
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CU SA (XXXI 

Contienda de competencia cutre rl jnts de lo eivii de ta capital x 
él de itftiai clase cu La R'taja. 

Sumario: El cnnociniienlo del juicio sucesorio corresponde al 
juez del lugar {U<1 último domicilio del causante. 

Cqso : Lo explican las piezas s i guien les : 

DICTAM N DEL SR. PROCURADOR GENERAL 

Bucm» Aires. Mu» 4 de l&IO. 

Suprema corte: 

A V. K. corresjjonde dirimir la presente contienda á mé- 
rito de lo que dispone el art. 9 inc. d de la ley 4055. 

Las declaraciones que constan en el expediente seguido an- 
te el juez cic la capital federal doctor Nicanor González del So- 
lar, son suficientes para comprobar que el causante don Mauri- 
cio Terrier, traslado su residencia á la ciudad de Buenos Aires 
con ánimo de permanecer en ella, lo cual causa el cambio de do- 
micilio conforme al art. 97 del código civil. 

Las declaraciones prestadas en el juicio que tramita ante 
el juez de la Rioja doctor Luna, son en extremo deficientes y no 
pueden oponerse á las anteriores; — los testigos no dan razón 
satisfactoria de sus dichos, y declaran conocer de oídos los he- 
chos sobre que deponen, lo que priva de todo valor á sus mani- 
festaciones. 

Por lo expuesto y en atención á lo que prescribe el art. ¿¿84 
del código citado, pido á V. K. se sirva declarar que el conoci- 
miento de este juicio corresponde al juez de lo civil de esta 
capital. 

Julio Botet 



valu» wt la corrí suprema 



AiffS. *W»to 9 «k 1910. 

Y vistos: ta contienda de comi>ctencia trabada cutre el juez 
de i ' Instancia de la capital doctor del Solar, y el de igual 
lase de ta ciudad de la Rioja, para conocer del juicio suceso- 
de don Mauricio Perrier. 



Y considerando: 

Que de las declaraciones corrientes de is. 46 á 5* >' 57 á ^ 
de que se hace mérito por el señor juez de I." instancia de la 
capital a fojas 7* comprobado que el causante Mauri- 

cio Perrier había constituido su último domicilio en esta capi- 
tal, cu la calle Humberto I número 2179- 

Que no bastan á desvirtuar esa conclusión los testimonios 
de fs- 6 á 9 y fs. 65 á 68 de las actuaciones ante el juzgado de 
la ciudad de la Rioja, por emanar de testigos de oídas ó que no 
contienen la razón de sus dichos. 

Oue el conocimiento del juicio sucesorio corresponde al 
del lugar del último domicilio del difunto (art. 3284 del 
- civil). 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo expuesto 
v pedido |»r el señor procurador general se declara que el co- 
nocimiento de este juicio corresponde al juez de (.' instancia 
de la capital, á quien se remitirán los autos, dando al juez de la 
ciudad de la Rioja el aviso correspondiente. Repóngase el pa- 
pel ante el inferior. 



A. BttME|0.-M.P DARACT.- 

D. E. Palacio. 
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CU S \ CLXXII 

Cntnmált por ctlnujos frothtádos cu d tcairo Colón. 



Sumario i" Los jueces federales solo delwn conocer «le los de- 

Ht tle afecten el orden nacional ó jtte se lian cometido 

L -n alia mar ó en Indares donde el gptieríió nacional ejerza 
autoridad exclusiva. 

2" Kl dtlit«> de arrojar explosivos causando estragos y 
heridos en un teatro de la capital es. prima faác de carácter 
común, á diferencia de otros definidos y castigados por la 
lev de defensa social número 702*1, pues solo ími>orta un 
atentado análogo al previsto en el art. 25 de la ley número 
41 ft), sin eme afecte la soberanía ni la seguridad de la 
nación ó revista los caracteres de los otros delitos enume- 
rados en el inciso tercero, cartíuio 23 del código de pro- 
cedimientos en lo criminal. 

f Si hubiera de darse el artículo 32 de la ley número 
7020, el alcance de que todos tos delitos reprimidos 1*>r 
ella, sin distinción de instituciones ó de personas ofendidas, 
ni de lugares de ejecución, son de competencia de los jueces 
federales, se habría invenido 3 estos en la capital y provin- 
cias ile una jurisdicción más extensa de la «i«c el congreso 
puede conferirle, desnaturalizando su misión por el mismo 
hecho de convertirlos en jueces de fuero común. 



< tííO i Resulta de la* picjta* siguiente* : 
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VIS1 A DEL FISCAL 



Señor juez: 

IX 1 acuerdo con la ley 7020,. art. 32 y la jurisprudencia dé 
ta Ecitia. Cámara de Apelaciones, registrada en el torno 95, 
pág. 205 al 215, corresponde jas-ar este proceso al üeiior juez 
federal correspondiente. 

.1/. S: Ih'ilrán 

AUTO DEL JUEZ DE INSTBL'CCIÜN 

Buenas Aire», Julia 13 de 1910. 

Autos y vistos: 1W los fundamentos riel precedente dic- 
tamen ttel señor agente liseal, se declara este juzgado incompe- 
tente para seguir conociendo en esta cansa que será remitida 
con oficio al «¡ñor juez federal. Xutifiquese á quienes corres- 
ponda y ain'ilese. 

I : c)lx C. Consianpó.—Anie mi. Intín Jo- 
sé Giménez. 

Señor juez: 

Kl hecho dcltettiioo que motiva este sumari i. no cae lia jo 
sanción de la ley 7020. míe invoca el señor juez remitente pa- 
cón sitiera r que V. S. es competente |>ara entender en e»te 
sumario, por cuanto aquel hecho tuvo lugar antes de la promul- 
gación de ta ley referida. 

El articulo 32 de la ley 702^, dice que corresponde á la 
justicia federal, aplicar las- penas que en esa ley se establecen : 
|kto no siendo el caso de aplicar dichas penas, en virtud det 
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principio ck la no retroactividad de las leyes, es evidente que 
la justicia federal, no es competente |*ara entender en este pro- 
ceso. 

R. G. Purera 



AUTO DEL JUEZ FEDERAL 



Bueno» Aire*, Julio 20 <lc 1910. 



Autos y vistos: Por los fundamentos aducidos por el se- 
ñor procurador fiscal en su precedente vista, que el juzgado 
considera ajustados á derecho; declárase que lajusticia fede- 
ral es incompetente jara conocer de esta causa. Kn su conse- 
cuencia, vuelvan estas actuaciones al señor juez de instrucción 
en lo criminal doctor Félix C. Constanzó, con el oficio de estilo 
haciéndosele presente que en caso de insistir en su resolución 
de ís. ;6 vta.. deberá elevar los autos á ta suprema corte de 
justicia nacional para que este tribunal superior dirima la con- 
tienda de competencia. 

Horacio R, Larrcta 

Buenos Aire*. Julio 23 dt 1910. 

Autos v vistos: Manteniendo el juzgado su incompetencia 
declarada \ñr auto de fojas 76 vía., y teniéndose además en cuen- 
ta que 110 se trata, de la rct reactividad de la ley á los efectos de 
la |rena— pues es evidente que en caso de recaer condena la apli- 
cable sería la legislada en la época en que el hecho tuvo lugar.— 
la más lieniRiia caso de existir ley posterior, sino de la regla 
del procedimiento, que es de orden público, se sostiene que el co- 
nocimiento de este asunto corresponde á la justicia federal. 

En consecuencia, y á objeto de que la suprema corte de la 
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ración dirima ta cuestión de competencia, elévese este proceso 
en la forma de estilo. 

Insértese en el libro respectivo. 

C. Constancó.—*\mv mi : Juan José 

O!0T;*m$ DSÍ- S». PROCURADOR GENERAL 

(íiunoí Aire», AkosIo 4 de 1910. 

Suprema corte: 

Corresponde a V. H, dirimir la presente contienda de com- 
petencia trabada en forma, entre el señor juez federal del cri- 
men de la capital y uno de los jueces de instrucción en lo or- 
dinario de la misma. (Inc. b del art. o de la ley 4055 1. 

La justicia federal es incompetente para conocer en el pre- 
sente caso. |X>r razón de las siguientes consideraciones y cir- 
cunstancias : 

[.* Que el art. 32 de la ley 7020, dé cuya aplicación se trata, 
con posterioridad al hecho del proceso saca al acusado ó acu- 
sados de los jueces ordinarios, para someterlos ni juez y tribu- 
nales federales, en contraposición á la prescripción expresa del 
art. 18 de ta constitución, que terminantemente estatuye que 
no lia de sacárseles de los jueces designados por la ley antes 
•leí hecho del proceso, observándose que 110 cuadra en el caso 
la aplicación de la jurisprudencia de V. K. sentada en el tomo 
t)y pág. 215. en que solo se trataba de un cambio de jueces, [>or 
razones de orden público y basta para más equitativa y favo- 
rable aplicación de la ley penal: — siendo que por el contrario, 
no median ahora tales razones, ni se favorece, sino que se em- 
peora y agrava la situación del reo ó reos, llegándose á esta- 
blecer penas más severas, sin procedimiento verlial y actuado 
y jKir ende angustioso, y una restricción manifiesta en los tér- 
minos del pnxeso mismo. (Disposición citada. ) — Xo concu- 
rriendo pues, las circunstancias que determinaron la expresada 
jurisprudencia, así como la interpretación, que en obsequio á la 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



267 



mejor administración tic justicia, (lió Y. E. en el fallo del tomo 
17, piig. 22, al articulo constitucional citado, ni registrándose 
circunstancia alguna favorable a lrco 6 reos: debe estarse á la 
no retroaettvidad en el caso de la disposición legal citada (art. 
32). Manteniéndose la jurisdicción competente con anteriori- 
dad al heclio del proceso. 

2 ° (Jne estando limitada la competencia, cjne la expresada 
disposición del art. 32 de la ley 7029, atribuye á los jueces fe- 
derales á eunoccr y aplicar las penas que por esta ley Í7029) se 
establecen, no es el caso de ejercerla, — puesto que pertenecí n- 
do esas penas á una ley posterior al hecho del proceso (ex post 
fació) no son ni pueden ser aplicables al caso sttb jxtdice, en pre- 
sencia del ya citado art. 18 de la constitución.— Aun bajo este 
nuevo concepto; es improcedente aquí la intervención del juez 
federal. 

y Que 110 habiendo otras penas anteriores y aplicables al 
hecho del proceso que las generales que registra el código pe- 
nal, la jurisdicción federa) queda excluida de conocer, por 
cuanto esas leyes caen dentro de la reserva del inc. 11 del arl. 
67 de la constitución y su aplicación está expresamente sepa- 
rada de la competencia federal por el art. 100 de la misma 

Estas consideraciones son Jas que me inducen á creer que 
es competente para conocer y seguir conociendo en este juicio, 
el señor juez de instrucción en lo ordinario de la capital. — pi- 
diendo en consecuencia á V. E. se sirva asi declararlo, mandan- 
do devolver los autos como corresponde. 

Julio Iiotet. 

TALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire». Aporto 9 de 1910. 

Vistos los de contienda de competencia negativa entre el 
Juzgado de Instrucción en !o criminal y el juez de sección de esta 
capital, para conocer de los autos caratulados "Teatro Colón", — 
inimario instruido con motivo fiel "«trago producido en el misino. 
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sídcrando : 

Que con arreglo á !o dispuesto efi el articuló i oo de la Cons- 
unción Nacional, correspondí; á la Corte Suprema y á los mini- 
nales inferiores de la nación el conocimiento y decisión, uniré 
otras, tic todas las caucas que versen sobre puntos regidos |K»r 
la* leyes qtic sancione el Congreso, con la reserva hecha en el 
inc. 1 1 del ai t. 67 de la primera. 

Que en el inc. 1 1 mencionado, se faculta al congreso para 
dictar los códigos civil, comercial, penal y de minoría, sin que ta- 
les códigos alteren las jurisdicciones locales, inc 11111 hiendo mi 
aplicación á los tribunales federales ó provinciales, según (pie las 
cusas ó las personas cayeren lia jo sus respectivas jurisdicciones. 

Que la regla más segura, establecida por los precedentes 
legislativos nacionales, ¡a jurisprudencia y la doctrina ]>ara de- 
terminar los asuntos propios de cada una «le las dos jurisdiccio- 
nes en lo criminal, reconocidas por los preceptos que acaban de 
recordarse, es la de que los jueces federales sólo deben conocer 
de los delitos que afecten el orden nacional ó que se han come- 
tida en alta mar ó en lugares donde el gobierno nacional ejerza 
autoridad exclusiva ( ley núm. 50. art. 3."; ley núm. 48. arts. 20 á 
2,1 del Código de lYoc. en lo criminal; fallos, tomo 1.*; págs. 40 
j 170; tomo 75, pág. 335: Kent, jurisp. of the l*. S.. 14 ed„ pá- 
gina 438, 443: Story. párrafo 1776). 

Que funcionando en esta capital tribunales de orden federal 
y de orden común. c« aplicable á ellos lo dicho en el consideran- 
do anterior. 

Que el deliio que ha dado origen á la presente contienda, á 
diferencia de otros definidos y castigados por la ley de defensa 
social, núm, 7029. es prima faeic de carácter común, pues sólo 
importa un atentado, análogo al (pie prevé el art. 25 de la ley 
núm. 41K0. sin qué afecte la solieran ia y seguridad de ta nación, 
ó revista los caracteres de los otros delitos enumerados en el in- 
ciso 3,". art. 23 del Código de Procedimientos en lo criminal. 

Oue si hubiera de darse al art. 32 de la ley 7020, el alcance 
amplio de que todos los delitos reprimidos por ella, sin distinción 
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de iu st i t liciones ó de personas ofendidas, tii rtc lugares de ejecu- 
ción, son <lc competencia de los jueces federales, se habría inves- 
tido ú éstos, en la capital y provincias, ele tina jurisdicción, no 
nías restringida, sino, al contrario, más extensa de la <pie el Con- 
greso puede conferirles, desnaturalizando su misión, por el mis- 
ino hecho de con vertirlos en jueces de fuero común ( fallos, tomo 
99. páp 3*3>- 

En su mérito, y de acuerdo con lo pedido por el señor pro- 
curador genera!, se declara <jtic el juez de instrucción de la ca- 
pital debe seguir conociendo del presente proceso, — Remítan- 
sele, cu consecuencia, los autos y avísese por oficio al jne* de sec- 
ción. XMiitiriuese con el original y devuélvase. 

A. Bermejo.— Nicanor G. del Solar. 
-M. P. Daract.— D E. Palacio, 



NOTA. — La Corte Suprema falló en el mismo sentido el 13 de 
Agosto de 1910 las cuestiones de competencia suscitadas en las 
causa!* criminales seguidas contra Pablo Karachini por tentativa 
de estragos y contra Simón Radowizkv por homicidio en las per- 
sonas del coronel Ramón t*. Ka Icón y Juan Alberto Lartigau. 
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CAUSA CLXXHI 



Recurso extraordinario en autos fiarbarino Petiay y Cía., contra 
et F. C. Pacifico. 

Sumarió ; i,a Corle Suprema no puede rever en un recurso ex- 
traordinario las conclusiones tic hecho *lc la sentencia recu- 
rrida en cuanto á la fonna irregular con que una empresa 
ele ferrocarril ha llevado sus libros y en cuanto á la omisión 
de aviso oportuno de la llegada de la carga. 

Caso: La razón social Garbaríno, l'etray y Cia. demandó ante 
i\ Juagado de l'a? de la capital á ta empresa de ferrocarril 
Buenos Aires al Pacífico por devolución de la suma de 385 
pesos uion. nac, por fíete indebidamente percibido, fundán- 
dose la acción en lo dispuesto por el art. 188 del Código de 
Comercio y ar<. 222 del reglamento general de ferrocarriles 
nacionales. El juez de jw condenó á la empresa demandada 
a devolver á los actores la suma reclamada y sus intereses. 
Apelada esta sentencia, el juez de lo comercial de esta capi- 
tal pronunció el siguiente fallo; 



Considerando que la empresa demandada alega que el tér- 
mino del transporte debe ser la fecha en que las mercaderías 
fueron puestas á disposición del interesado. Que la prueba ren- 
dida al respecto consiste en el informe del Ministerio de Obras 
Públicas, el cual se basa exclusivamente en las constancias de 
los libros de la estación de llegada. Que siendo esos libros sim- 
ples borradores no rubricados, 110 constituyen prueba de la fecha 




DE COMERCIO 



Bueno» Aires, Diciembre 2ft át 1909, 



Y vislos: 
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<ie llegada como ya lo ha declarado ni j tugado en casos análogos 
al presente. Que por consiguiente y estando obligada la empre- 
sa traii¿|xjrtadora á dar aviso de ¡>u llegada y entregar la mer- 
cadería porteada y á probar esa entrega, debe estarse en defecto 
¿e otra prueba procedente á las constancias del recibo de hi t. 

Considerando que la cuestión relativa al tiempo que debió du- 
rar el transí jone é indi f érenle en el caso desde que de acuerdo 
con las constancias del recibo de fs. i las mercaderías á que se 
refieren fueron transportadas en 2136 horas, es decir con un ex- 
ceso de 1S86 horas sobre el tiempo de 350 horas 45 minutos que 
alega la empresa. 

Considerando que si bien la huelga de todo un gremio puede 
existir un caso de fuerza mayor que excusa el retardo en l-1 
transporte, tanto más cuanto que un ferrocarril se halla obli- 
gado á recibir y transiíortar toda la carga que se le presenta, no 
pudiendo prever las huelgas al realizar sus contratos obliga- 
torios, la excepción no puede invocarse en el caso, por tratarse 
de una carga recibida con anterioridad á la huelga que instruye 
el informe de fs, . y porque la duración de dicha huelga no 
guarda relación con la importancia del retardo. 

Considerando, por lo tanto, y acordando el art. 188 del Có- 
digo de Comercio la devolución proporcional ó total del flete, 
según lo tiene resuelto el jwezgado en proporción de una unidad 
de retardo por una de transporte, que en el caso corresponde la 
devolución integra del flete. 

Por estos fundamentos se confirma con costas la sentencia 
apelada de fs. . regulándose en diez pesos m|n. los honorarios 
del procurador I,ahiton lstneta en esta instancia, y devuélvase. 
Rep, la foja. 



Ricardo Scebcr. 
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Buenoi Airw, Atonto 13 de 1910. 

Vistos y considerando: 

Que el art. 26 de la ley núm. 2873 establee* que las empre- 
sas que exploten o construyan ferrocarriles nacionales, deberán 
l'evar libros rubricado.* con arreglo al Código de Comercio; y 
según el arl. 50 de la minina ley, son aplicables A las empresas 
de ferrocarriles tas disposiciones de las leyes generales sobre 
transporte. 

Que esta Corte, en 1111 recurso extraordinario de la natura- 
leza del presente, no puede rever las conclusiones de hecho de la 
.'cntencia recurrida en cuanto á la forma irregular con que el 
ferrocarril Buenos Aires al Pacifico ha llevado sus libros y en 
cuanto á la omisión de aviso oportuno de la llegada de la carga. 

Que partiendo de estos antecedentes y atento lo dispuesto 
eii los arts. 230 y 239 del reglamento general de ferrocarriles, 
no ha podido inferirse agravio á la empresa demandada al to- 
marse en cuenta las enunciaciones del recibo del pago del flete 
í fs. 1 ) para los efectos de computar el tiempo empleado en el 
tiansporte. 

En su mérito, se confirma la referida sentencia de fs. 62 en 
la parte que ha sido materia del recurso. Xottfiquese con el ori- 
ginal, repóngase el papel, devuélvase. 

A. Bermejo. — M. P, Daract — D. £. 
Palada, — En desidencia, Nicanor G. 
del Solar. 

Y considerando: * 

Que la sentencia apelada de fs. 62, sin desconocerse lo ate- 
"o por la empresa demandada en cuanto al término que debía 
rar el transporte de las mercaderías remitidas desde ia Esta- 
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ciófi "Rodeo del Medio", coii destino :\ esta capital, se limita á 
establecer que la prueba rendida al respecto consiste cu el infor- 
m tlél Ministerio de Obras Públicas, basadas exclusivamente 
en las constancias de los libros de la estación de llegada, y que 
siendo esos libros simples liorradores sin rubricarse, no consti- 
tuyen una prueba, estimando en su consecuencia que en defecto 
«le otros justificativos, debe estarse á las que resultan del recibo 
de K i. 

Que es en este concepto y de acuerdo con las constancias 
del mencionado recibo, que declara que las mercaderías á que se 
renete se han transportado con el exceso del tiempo que se in- 
dica en la sentencia del inferior corriente á fs. 50, en [a que se 
hace mérito, también, de las pruebas ofrecidas por ía liarte acto- 
ra. sin que en uno ni en otro fallo aparezca una decisión que pu- 
diera bacer procedente con arreglo i\ lo dispuesto por el art. 6 de 
la ley 4055 y su correlativo de la de 14 de Septiembre de 1863, 
el recurso traído ame esta Corte, 

<Jue por otra parte y aun admitiendo ¡a interpretación y al- 
cance que se da por la empresa demandada at art. 285 del regla- 
mento general de ferrocarriles, es de observarse, que esa inter- 
pretación no autorizaría en el caso la modificación de la senten- 
cia apelada, en cuanto ]«or ella se declara el tiempo que se ha em- 
pleado en el transporte de las mercaderías expresadas, por cuan- 
to este pronunciamiento sobre cuestiones de lieclio. no puede 
reverse por ser ajeno al recurso extraordinario ele que se trata, 
con arreglo á lo« términos del art, 14 inc. 3." de la ley citada de 
i-¡ de Septiembre de 1863 y á lo resuelto en repetidos fallos. 

Por ello se declara improcedente el recurso deducido. Xoti* 
fiquese con el original y devuélvanse los autos reponiéndose las 
fojas. 



Nicanor G. del Solar. 
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CAISA CLXXIV 

Contienda de competencia entre el juez del Rosario y él de esta 
capital, en la sucesión de Francisco Medina. 

untaría: Es competente para conocer de acción. de petición, de 
herencia y de las incidencias de un juicio 5ucesorfp¡ el juez 
que pronunció la declaratoria ele heredero y que es el del do- 
micilio del heredero. 

Caso: LiO explica» las siguientes piezas: 

AUTO DEL JUEZ DEL ROSARIO 

Rosatin, Marzo 13 de 191». 

Y vistos la contienda de competencia promovida en el cx- 
torto de fs. i (*f*r el señor juez de primera instancia de la capital 
ederal, doctor Williams, quien á instancia del Manco de la Xa- 
ion. e¡ asesor de menores, el señor agente fiscal y el tutor de la 
menor María Luisa Medina, pide al proveyente que se despren- 
da del conocimiento de los autos sucesorios del doctor Francisco 
Medina, y en caso de no estar conforme, que proceda de acuer- 
do con lo dispuesto en el art. 419 del C. de I\ 

Resulta del expediente sucesorio del doctor Medina, que fa- 
llecido éste en la ciudad de Buenos Aires el 14 de línero de 1905 
(partida de fs. 7K la madre del mismo, doña María G. de Medi- 
na se presentó ;» este juzgado como única y universal heredera 
promoviendo e¡ juicio sucesorio ali intestato, en virtud de que el 
causante tenía su domicilio en esta ciudad, su familia, el asiento 
principal de sus negocios y también sus propiedades. 

Abierta la sucesión y llenados los trámites legales, dictó en 
-23 de Junio de 1005 sentencia. |<or la cual se te declaró heredera. 
Posteriormente, en 36 de Junio del misino año. se recibió de! 
iiismo *eñor juez de la capital federal el exhorto cié fs. 18. ha- 
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Metido saber que ante mi juzgado se había iniciado la sucesión 
del señor Merlino, cu el que la ]»arte <le doña María G, de Medina 
Iialiía deducido excepción de incompetencia y pedía se paralice 
a<pií el juicio. A este pedido del señor juer se proveyó, no ha- 
ciéndose lugar al <lí licénciamiento de! exhorto por halarse dic- 
tado la declaratoria de herederos y por no haberse propuesto la 
incompetencia de jurisdicción por inhibitoria. 

Después se recibió el exhorto que lleva fecha de 7 de Di- 
ciembre de itjoy, suscitando la contienda de competencia, y un 
segundo exhorto de fecha 23 de Junio de irjoS, en reiteración 
del anterior. Subst anclada la contienda de competencia, con arre- 
gle á las disposiciones del C, de Procedimientos con intervención 
riel señor agente riscal, la heredera doña María Cr. de Medina y 
el representante del Banco de la Nación, quedó en estarte «le dic- 
tare resolución. 

Y considerando: 1." En los amos sucesorios del doctor Fran- 
cisco Medina, que se tiene á la vista, consta que él era hijo legí- 
timo de doña Marta (',, de Medina y que á su fallecimiento era 
rsta su i'mica heredera, por no haberse presentado en la sucesión 
ningún otro pretendiente á la herencia que la madre legitima del 
causante, la que entro en jwsesión de la herencia, sin necesidad 
de formalidad alguna y aun sin intervención de los jueces, según 
asi lo distwnc el art 3410 del Código Civil, en los casos en que 
l.i sucesión tiene lugar entre ascendientes y descendientes. 2." Que 
tic la prueba rendida en este incidente se ha constatado que el 
doctor Medina, si bien tenía su estudio de ahogarlo en Buenos 
Aires y pasaba allí algunos meses del año. también tenia aquí su 
residencia, es decir, que alternaba esta entre la capital federal y 
la ciudad del Rosario, donde tenia su casa particular en la calle 
25 de Diciembre mim. ; también tenia su estudio, ejercía su 
profesión y en la mencionarla casa de su propiedad habitaba 
con su familia constituida |>or ta madre y una sobrina. Y final - 
mente, se ha prohado que aquí tenia la casi totalidad de sus bie- 
nes y solo una casa en Huenos Aires. Ver declaración de los 
testigos don Rufino Villarriic!. fs. 33. don Filadelfio Díaz, fs. 33 
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%udta, don Jr*é \ illarruel, K 34. *w ^ t)! " Cuia-tavino. doc- 
tor Domingo del Campo, don Antonio t "ásalo y don Ignacio 
(.astro, de ís. 36 i fs. 40. 3-" Q&« la coinjKrtencia «le loi tribuna- 
les de esta provincia, oara entender en esta sucesión, se des- 
prende de lo dispuesto en el art. 13 '^1 Código Civil, según el 
cual en ca>o de tenerle habitación alternativa en diferentes lu- 
nares, el domicilio se determina |H>r aquel en que m: tenga la fa- 
milia. Y habiéndose justificado plenamente que el causante tenia 
L n eMa ciudad su familia, ha podido y debidu substanciarse le- 
galmente la sucesión det mismo, y en el caso, como el ocurrente, 
en que no hubiese dejado Mnn un so[,. heredero, la* accione- que 
hubieren fie deducir terceros d«J>en dirigirlas áfíte cj juez del 
domicilio de este heredero !an. ¿¿K? C. C.i. l ; al|o «U- la Suprema 
Corte Nacional, tomo XXI. páfr 4''/. c "untan., fiel ítocíor 
Macharlo al artículo citado 

J'r.r esto, y de conformidad á lo dictaminado por el séfior 
agente tfstal á fs, 7. resuelvo declarar la competencia de este 
jn/gado para entender en la sucesión del dOCtOT Francisco Me- 
dina, y 110 hacer lugar a la inhibición solicitada por el señor jilC? 
de primera instancia de la capital federal. Kn consecuencia, há- 
líase saber, elévese esto* autos á la Suprema Corte de Justicia 
Nacional, para que dirima en definitiva la contienda, é invítele 
a! señor juez exhortante para que proceda de igual manera, de 
acuerno con lo dispuesto en los artv 2 y 3 de la ley nacional de 
3 de Septiembre de 1X78. Rengase. 

Jitsc R. lira: <>. 
Ante nú. fimilio fíohirosa. 

ALTO DEL JLCZ L* CAPITAL 

Bucfji Aiffi, Maird 9 <lt 1**6. 

Austos y visto- : 

Considerando: Que una ile la* caucas en que se fundó la 
nulidad de fs. 13, fué la incompetencia de jurisdicción, pem no 
m: propu-o propiamente la cuestión de competencia por deeli- 



natoria en I*., irrimnn* del art, 4 to, párrafo II del Código Ufe 

Procedirníe : que. (le consiguiente, el señor a*;.-*or de nu-no- 

re*. y <?i -i úut agente tiscal. i»uc<leti promover; la euotióu t>or ínhi- 
líituria. y el ultrájenlo, de tic acceder á ello, pirque á ís. 48, se 
declaró competente para conocer 111 r^tc juicio y la Kxctna. Ci- 
nara, confómto tal n- elución 

Por tsio, diríjase exhorto inhibitorio al señor juez del Ró- 
larío tic Sama t-V-, doctor Juan A ¡lian, para que >e uitiilia de co- 
nocer en vi juicio sucesorio del doctor Francisco Medina, robán- 
dole si 110 está conforme, proceda Je acuerdo con lo rli-|jne»n » 
por el art. 40 « i-- 1 d'xligo de I Procedimientos. Trancríbanse en 
t[ cxhí-nM 1*3 'e*oludifmea Úé h» 4$- f*< 4** vuelta y ía presente, 
cómo bmbíéti los vistos (le fs. ¿3 y vuelta. 

/í. iMliams. 
Ante mi. Vraneisio T*>rmu: 



ItICT AVÍEN ÜfcL SE*OP PHOCLKAOOH ílENKCAi. 

BueftM Air«, Jallo 23 de (910 

mj i trema Corte : 

A \ K corresponde dirimir la presente contienda de cotn- 
] 'ciencia, á mentó de U, que iJi^jMJiie el art. *) inc. t* de la ley 4055- 

De la* finesas pruebas que se han presentado en el expe- 
i líente ^guitió ante el Juez de la capital federal, ^e desprende 
fjue el domicilio real del caúsame, don Francisco Medina, lo era 
L ciudad de Buenas Aire-, en la que tenía establecido el asiento 
Itrlncipal de su roidetteia y de sus negocios, en la forma que lo 
determina el art. «o del Código Civil. Los testigos han dedarado 
de manera coriiordanie y categórica sobre la residencia habitual 
del doctor Medina en esta ciudad, «lando razón lisiante fie sus 
dicli— > *iuninisirarido diversos antecedentes que corroboran 
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sus afirmaciones, habiendo mantettiiíp los tíegoiientes relación 
estrecha con el causante y frecuentado las diferentes casas en 
([iic liabitó. 

UI informe del Ministerio dé la guerra agregado á ís. 43 (le- 
los mismos autos, |>or el que se comprueba que el causante estaba 
enrolado en esta capital, proporciona otro antecedente de impor- 
taucia en el sentido de establecer cuál era su domicilio habitual, 
f Fallo de V. R, tomo 04 pág- 2Ü2i. En el exptdiente agregado 
que sigue el llanco Nacional contra el cansante, existe un docu- 
mento suscripto por éste, en el cjiic constituye su domicilio en la 
calle Alsina 487, y en el mismo domicilio le fué hecha personal- 
mente y sin observación de su parte ta intimación fie iKigo de 
fs. to. lo cual implica una manifestación de continuar emi ese 
domicilio (Fallo citado). 

La prueba que dejo examinada no ha pedirlo desvirtuara 
con las declaraciones recibidas en los autos tramitados ante el 
señor juez del Rosario de Santa Fe. las cuales, por el contrario, 
corroboran las declaraciones anteriores y llevan al espíritu la 
convicción de que la permanencia del doctor Medina cu la ciu- 
dad de¡ Rosario era solo temporaria y accidental, no teniendo el 
carácter de estable que exige la ley para que la habitación pueda 
causar domicilio (art. 92. Código Civil |. 

Si fuera el caso de aplicar el art. 93 *W mi*»"" Código, ann- 
nue no resulta que el causante habitara alternativamente una y 
otr acuidad, debería considerarse constituido su domicilio en la 
de Buenos Aires, pues en ella tenía el asiento principal de sus 
negocios y vivía con su hija natural, que formaba su «nica fa- 
milia. La residencia de su señora madre en el Rosario, no impli- 
ca que es,tuví?''a domiciliado allí, \mr cnanto la ley entiende por 
familia, á los efectos del domicilio, á la esposa é hijos menores 
que se encontraren bajo ta |>otesiad de padre. 

En cuanto al art. 3285 del Código Civil, que ha sido invoca- 
do por una de las |>artcs, no es de aplicación al caso sab judie?, 
por cuanto existe más de un heredero que se pretende con de- 
recho á lo* bienes sucesorios. F.s evidente que al prever dicho ar- 
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tieulo el caso tic <|tic el difunto no hubiera dejado más t|iic un . 
m<Iq heredero, ha comprendido en esta denominación á todas las 
personas que tienen i*>r la ley. un carácter hereditario, sean le- 
gitima? ó natural es, de suerte que bastará que dos personas se 
presenten invocando su calidad de sucesores, para que sea in- 
aplicable Ja disposición citad;;. l)e otra manera, sería necesario 
determinar r f ftfitffi si el causante ha dejado más de un heredero, 
Ir que no es posible efectuar mientras rio se sustancien las de- 
mandas que sobre ese punto pueden formularse, y se dicte la de- 
cía ratoria á favor de los herederos que hayan justificado 4ebida- 
incntc <u carácter, Por otra parte, las acciones á que hace alu- 
sión el referido art. 3285. Sf>n exclusivamente las previstas en el 
inciso 4 riel art. 3284 anterior. lo que se desprende del uso de la 
palabra "acciones", empleada en el citado inciso, á diferencia de 
los demás cu que se habla de demandas, y también por ser la 
¿'ociritui que enseñan los autores que menciona el codificador co- 
mo fuente del artículo I Anbry y Rail, pág. 590; Chabot. ar- 
ticulo H22 I. 

Pbr lo expuesto, pido á V. K. se declare la competencia del 
¡Hez «le la capital federal para conocer en este juicio. 

Julio Botct 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» JUr«, AfoHo 13 de 1910. 

Vistos tos ile contienda de competencia entre el juez de pri- 
mera instancia en lo Civil de esta capital y el Juzgado Civil y 
Comercial del Rosario de Santa Fe, 1.* Nominación, |»ra cono- 
cer de) juicio de sucesión del doctor Francisco Medina, y consi- 
derando: 

One |Mir amo de Junio 23 de 1905. el segundo de los jueces 
nombrados declaró n doña María (Vmzález de Medina, vecina 
del Rosario heredera única de s'.i hijo el mencionado Doctor 
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Francisco Medina, sin perjuicio* de terceros i h. </ y if> de los 
autos remitidos de Santa Fe t. 

Que el exhorto del juez de la capital promoviendo la inhi- 
bitoria fué librado en " de Octubre de 1907 y presentado en 10, 
«irl mismo mes y añn 1 f& i y 6 vuelta de los autoc caratulados 
"Exhorto del Dr. Benjamín Williams, juez de primera instancia 
en lo civil de la Capital de la República, solicitando la declaración 
•le incompetencia de e.ite juzgado en los autos sucesorios de 
Francisco XíteO*irta"j fs. 87 y 04 de los autos tramitados en esta 
Capital, fiel juicio ith hltCSlúto del doctor F. Medina. 

íjue el exhorto anterior de tedia 20 de Junio de irj05 dirigido 
por el mismo juez de ¡a Capital al del Rosario, y en el cual, por 
rtra parte, no se promovía en forma la contienda de competen- 
cia, aparece también recibido por él último juez con posterioridad 
á la declatoria de herederos ludia favor de la expresada dona 
Maria González de Medina* fs. 18 y vuelta del expediente tra- 
mitado ante el juez del Rosario). 

Que dados cito- antecedentes, y atento lo dispuesto en et 
art. 3285 del Código Civil. corresponde al juez del Rosario cotí- 
turnar conociendo del juicio de que *c traía y de mis incidencias, 
entre los cuales debe incluirse la petición de herencia promovida 
por doña Maria Luisa Medina. 

Por tito, oírlo el señor procurador general, así se declara- 
R tiui tanse. en eonsecuene? los amos al juez expresado y avíse- 
se por oficio al juez de la capital Xoti tiquete con origina! y 
repóngase el panel, 

A. Bermejo. -Nicanor G. del Solar. 
M. P. Daract.-D. E. Palacio. 
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CAL'SA CLXXV 

Yillamayor S. ( mis herederos) contra la Provincia de Bunios 
. tires. — [nádente sohre rctusacum. 

Sumarió: i." Ks improcedente la recusación de un ministro de la 
Corte deducida vencido el plazo de tres días contados desde 
la noti tieación de la providencia de "autos". 

2." K1 recurso de revisión no constituye un juicio nuevo, 
no pudiendo las parles pretender se resuelva por mayor nú- 
mero de ministros de los que intervinieron en la sentencia 
principal, ni separar de su coiií»e¡mietito á éstos, mediante 
recusación sin causa deducida fuera del término legal. 

Caso; Lo explica el siguiente fallo: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

ilue»ii» Attc* h Aíi*í1ü 18 de 191". 

Visto lo ^licitado en el capitulo III del escrito de fojas 
Y considerando: 

Que con arreglo á lo dispuesto en c lart. i * de la ley número 
3266. hasta tres días después de hacerse salier el señalado para 
la vista de los pleitos civiles y comerciales, cada litigante tenía 
derecho de recular sin causa un miembro de esta Suprema Corte, 
no pudiendo usar de tal facultad sino una sola vea en cada caso. 

(Juc el art, 7 de ta ley núm. 3375 suprimió el señalamiento 
de día para la vista de las cansas, motivo por el cual el término 
para la recusación preindicada, debe contarse desde la notifica- 
ción de la procedencia de "autos 1 ' (fallos tomo 101, pág. 310). 

Que notificado el peticiunante de la procedencia de autos 
jiara definitiva, dictada á fs. 205 vuelta, no usó del derecho de 
que se trata. 
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Que aun cuando debe tramitarse tomo las apelaciones con- 
cedidas libremente (art. 276. ley núm. 50», el recurso de revi- 
sión no constituye titi juicio nuevo y en su consecuencia las par- 
tes nn pueden pretender cpie acjuel se resuelva |x.>r mayor nú- 
mero <le ministros de !«'- une intervinieron en la sentencia prin- 
cipal ( fallos de esta Corte, tomo 26. pág. 2~o l . ni separar de su 
conocimiento á los últimos, mediante recusación sin causa, det lu- 
cida fuera del término señalado por la ley. 

Por ello, no se nace htgar u la recusación del señor presi- 
dente, doctor Merme jo, — y corran los auto* según su estado. — 
Repóngase el papel. 

Nicanor O. del Solar. - M. P. Daract.— 
D. E. Palacio. 



CAl'SA CLXXVI 

Recurso extraordinario interpuesto en la testamentaría de 

José Xitfíéncs 

Sumario: La apertura de un testamento cerrado verificada en los 
tribunales de Montevideo tiene en la República Argentina 
el mismo valor mte si se hubiera realizado en su propio te- 
rritorio. ( Art. 8 del Tratado de I )ert clio I *n »cesal aprolwdo 
por ley $U)2 y art. 44 del Tratado de DeréehQ Civil fnter- 
iincidiial de Monte video). 

laso: Lo explican las piezas siguiente-: 
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ESCRITO 



Buenis Al reí julio Je IH». 

Señor juca «le primera instancia: 

Luis licrnitti. constituyendo domicilio legal en la casa calle 
de Florida 407, ame U. S. cumn mejor proceda, digo; 

(Juu según consta üel poder cjuc acompaño, doña María 
Wells ile Jalahert. me ha autorizado para iniciar la testamentaría 
de don José Ximénez. de quien es heredera instituida en el tes- 
tamento que también acompaño. Este trámite es indispensable 
porque entre los bienes dejados por el causante existe tina finca 
en usta capital calle Viamonte 2774. y habiendo sido otorgado 
en Montevideo. República Oriental del Uruguay, se requiere su 
protocolización aquí, art. 1245 del Código Civil, 

Así. puts. en cumplimiento del mandato que invisto, niego 
■\ ü. S *e sirca proveer de conformidad las siguientes: 

Peticiones: 

1. " Se rne tenga por presentado con el testimonio de poder 
y por constituido el domicilio legal que indico al prin- 
cipio. 

2. " Se declare abierto el juicio testamentario de don José 
Ximénez. en mérito de la partidade defunción inserta en 
las actuaciones que en copia de máquina acompaño, los 
que deberán ser protocolizadas por el escribano don Juan 
Pedro Hughes en el registro 45 de su adscripción, desglo- 
sándose al e fecto. 

Es justicia, etc. 

Luis ¡Scmitti. 
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AUTO DEL JUEZ EN LO CIVIL 

Buenos Airw Scpliemn» 2 de 1900 

Y vistos: 

Considerando: Que las peticione- que se formulan en los 
números i y z del escrito de fs. 2K sólo jmdrán prosperar en el 
caso de admitirse que esta sucesión delje seguir los trámites del 
juicio testamentario, para lo que seria indisi«nsah1e juzgar pre- 
viamente de la vahde2 del testamento y ordenar su protocoliza- 
ción. 

Que el tratado de derecho civil internacional sancionado por 
el Congreso de Montevideo de aplicación estricta al presente 
caso preceptúa en su art. 44 que la ley de 'i situación de los bie- 
nes hereditarios es la que rige la forma del testamento, salvo que 
tste se haya otorgado por acto público. 

Que para examinar si se lian observado las formalidades 
que las leyes argentinas prescribe», es necesario, según lo exige 
lu jurisprudencia, tener a la vista el testamento original i Véase 
resolución recaída en los autos sucesorios de Pedro La nata, de 
fecha o. de Febrero de 1909. 

Por ello, no obstante lo dictaminado por el señor agente 
fiscal á fs. 37 y de acuerdo con la jurisprudencia citada, no Ita 
Jugar á lo pedido eb los números indicados del escrito ríe fs. 28 
y preséntese el testamento original. 

Repóngase el sello. 

Jorge de h Torre. 
Ante mí, José Ñossoxc. 

AUTO DE LA CÁMARA DE APELACIONES 

Rueños Airea, Ni. siembre Ití de 1900. 

Y visto; Por sus fundamentos, se confirma con costas, el 
auto apelado de Í-. Dev. rep. 1< s sellos. 

iiasiuilittt. — (Jeilv. — H ' tilia tus. 
Ante mí. Tomás J mires í'eltnau. 
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DICTAMEN DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Ai le*. Febrero 14 de 1910 

Suprema Corte : 

El recurso interpuesto para artife Y. E. es procedente en ra- 
de tratarse de la resolución definitiva <le un tribunal supe- 
rior de la capital federal, que desconoce un decreto amparado 
en un Tratado Internacional aprobado por el Congreso de la 
Nación (árt. 14 ley 48. art. 6 ley 4055). 

La aplicación que lian hecho del art. 44 del Tratado de De- 
recho Civil Internacional aprobado por el Congreso de Monte- 
video, los tribunaici- cjue decidieron, en primera y segunda ins- 
tancia, la cuestión promovida» se ajusta ¡i ía letra y espíritu de 
tal disposición, que sujeta la forma de los testamentos á la ley 
del lugar de la situación de los bienes hereditarios; y aun podría 
agregarse que la excepción establecida en la segunda parte del 
citado articulo, en favor fie los testamentos otorgados por acto 
público, que de)>en ser admitidos en cualquier otro Estado con- 
tratante, excluye de ese beneficio á los testamentos que revistan 
ctra íornia de tes aceptadas por la legislación, fas cuales quedan 
sometidas á ta disposición de la primera parte del artículo. Bajo 
M$ punto de vista, nada tendría que observar á la resolución 
apelada. 

Pero considero que ella no lia examinado la situación en que 
coloca el art. H del Tratado de Derecho Procesal Internacional 
? probado por el mismo Congreso, á los actos de jurisdicción vo- 
luntaría, entre los que menciona expresamente la apertura de 
testamentos, para los cuales establece que tendrán el mismo va- 
lor que si se hubiesen realizado en su pi orno territorio, siempre 
<?ue reúnan ciertas requisitos previstos por el mismo tratado. Es- 
tos requisitos son los enumerados en el art. 5, y estAn llenados 
en el presente caso. 

Si cr.n arreglo á esta última disposición, los actos de apertu- 
ra de testamentos celebrados en Montevideo, tienen el mismo 
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valer *£iie ti se hubiesen realizado en la República, no es de dudar 
que con ios documentos que se lian presentado en estos autos, 
el juez inferior ha podido examinar si el testamento otorgado 
por el causante retine las condiciones requeridas por nuestras le- 
yes para su valide/, y si puede invocarse para acreditar ta trans- 
misión de bienes situados en la República. Las actuaciones au- 
tenticadas y legal izada» en debida forma que obran en el ex- 
pediente, contienen una copia del testamento de don Jo<é Ximé- 
nez. la descripción del estado en que se encontró y tic las forma- 
lidades <|uc precedieron á su apertura, cuyas diligencias son va- 
lederas para nuestras autoridades. 

\o puede decirse entonces míe el juez inferior no esté en 
condiciones de juzgar si se lian observado las formalidades (pie 
las leyes argentinas prescriben para la validez del testamento, 
puesto que tiene á la vista una copia de ese documento y de la 
diligencia de su protocolización, á la que se atribuye vi mismo 
valor que si hubiese sido hecha en la República, y con ellas pue- 
de cumplirse ta obligación que impone la ley al juez de examinar 
si el testamento se encuentra en debida turnia, antes de conti- 
nuar los trámites del juicio respectivo. Como lo dijo el miembro 
de fa Comisión informante del Congreso de Montevideo (ver 
actas de sesiones, pág. 503), ia interposición de la autoridad ju- 
dicial para continuar la voluntad de la* partes ó para practicar 
mi: hecho, da á estos actos de jurisdicción voluntaria toda la so- 
lemnidad de lo> actos públicos y el de documentos fehacientes y 
auténticos á aquel ios en que se consignan. 

Considero, |jor !o expuesto, que, V. H. debe revíicar la re- 
solución de ís. 45 y su correlativa de fs. 37. en cuanto ordena la 
presentación original del testamento del causante, y así lo so- 
licito. 



Julia Huid. 
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FALLO DE LA CORTb" SUPREMA 

Buenos Airct, AroiIo 20 de 1910. 

V vistos: 

Doña María Wells de Jalabert, \mr medio ele mandatario, 
l-resenta testimonio cu forma del testamento cerrado extendido 
ett M unte video por don José Xiiuéncz. abierto y protocolizado 
cu aquella ciudad, y con ese testimonio solicita del juez de la 
República alna el juicio testamentario correspondiente con rela- 
ción á una propiedad dejada i»or el causante en esta capital, ca- 
1k Y ¡amonte número 2794. 

Funda su petición en lo dispuesto por el art. 8 del Tratado 
de Derecho Procesal suscrito en Montevideo y aprobado por la 

ley rifim. 3192 * & ^8 y 34 >• 

Por sentencia de! juez de primera instancia, continuada por 
¡tus fundamento?, se lia ordenado la presentación del testamento 
original, fundándose en que i»or el art, 44 del Tratado de Dere- 
cho Civil Internacional de Montevideo, la ley de la situación de 
los bienes es la míe rige la forma del testamento, salvo que éste 
se baya otorgado ¡ior acto publico y en eme para examinar si se 
han observado las formalidades que las leyes argentinas pres- 
criben, es necesario tener á la vista el testamento original (37 
v 45 í- 

Interpuesto y concedido para ante esta Corle e1 recurso ex- 
li «ordinario previsto en el art. 14 de la ley mim. 48 y art. *p de 
la ley orgánica de los tribunales de la capital, se dictó | a provi- 
dencia fie "autos", dándose intervención al señor procurador 
general. 

V considerando : 

i," Que con arreglo á ¡a disposición invocada del art. 8 del 
'1 r atado de Derecho Procesal, los actos de jurisdicción volunta- 
ra, como son los inventarios, apertura de testamentos, tasaciones 
ú otros semejantes, practicados en un listado, tendrán en los 
dtnñ- listados, el mismo valor qué si se hubiesen realizado en 




mi propio territorio, con tal <le que reúnan los requisitos que el 
mismo tratado establece y que, en el caso, no se desconoce que 
lian sido llenados. 

2. " One e! miembro informante en la discusión de ese tra- 
tado ante el Congreso Sud Americano de Montevideo, determi- 
naba H alcance de ese articulo, al manifestar lo siguiente: 

**La Comisión se lia ocupado ele los actos de jurisdicción 
voluntaria, para darles en los listados signatarios un valor pro- 
letario, análogo al que les acuerda la ley del listado en que se 
ban realizado; y la Comisión ha procedido asi. por cuanto la in- 
terposición de la autoridad judicial para confirmar la voluntad 
de hs partes, ó ¡»ara practicar un hecho, da á esos actos de ju- 
risdicción voluntaria toda la solemnidad de los actos públicos, y 
el de documentas fehacientes y auténticos n aquellos en que se 
consignan. í Actas de las sesiones del Congreso Sud Americano, 
pág. 302)". 

3. " Que, por consiguiente, la apertura del testamento ce- 
rrado de don José X íménez. verificada en los tribunales de Mon- 
tevideo, tiene ti mismo valor que si se hubiera realizado en la 
República, por cuanto la intervención de la autoridad judicial 
de aquel país ha dado á ese acto la solemnidad de los actos pú- 

ieos y el de documentos fehacientes y auténticos á aquellos en 
se consignan. 

4. " Que el art. 44 del Tratado de Derecho Civil Interna- 
cional, sancionado conjuntamente con el de Derecho Procesal 
que se ha citado, exige que el testamento revista alguna de las 
formas establecidas por la ley del lugar de la situación ele las 
bienes hereditarios, como lo es en el caso la forma adoptada, ó 
sea. la de testamento cerrado denominado también testamento 
místico. 

5. " »i la segunda parte del artículo agrega, "el testamento 
ir acto público otorgado en cualquiera de los Estados contra- 
lles, será válido en todos los demás", es porque las solcmni- 

del acto público depende de la legislación de cada país y 
también porque esa forma de testamento es admitida en todas 
las naciones (actas citadas, pág. 510), pero no porque excluya 
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el testamento cerrado y el ológrafo admitidos por nuestras teres, 
á diferencia del testamento oral ó mmcupativo. 

6." Que las enunciaciones de los testimonios presentados 
de fs. i á <>, i|uc reúnan todas las condiciones de autenticidad 
iwrmiten á los jueces verificar si se han llenado ó no los requisi- 
tos de forma exigidos por las leyes argentinas de acuerdo con 
ia doctrina del Tratado de Derecho Civil Internacional une ha 
sometido tanto el fondo como la forma de los actos jurídicos á 
la lev del lugar de su ejecución, con excepción de los documen- 
ta públicos. 

-." Que la aplicación del art. 8." del Tratado de Derecho 
Procesal se impone con mayor razón, si se tiene en cuenta que 
en el testamento de que s etrata, el otorgante dispute de sus bie- 
nes presentes y futuros, en general, sin individualizarlos, y con 
arreglo al art. 34 del Tratado de Derecho Civil internacional, 
los contratos ó actos jurídicos que; recaigan, no sobre cosas cier- 
tas é individualizadas, sino sobre cosas determinadas pur su gé- 
nero, se rigen por la ley del lugar del domicilio del deudor aí 
tiempo en míe fueron celebrados. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo pedido por 
el señor procurador general, se revoca la sentencia apelada de 
fs, 45, en cuanto exige la exhibición del testamento original para 
la apertura en la República del juicio testamentario de don José 
Nimencz. Xotifíqucse con el original y repuestos los sellos, de- 
v vívanse, 

A. Bermejo. -Nicanor G, del Sola» 
— M. P. Daract.— D. E. Palacio. 
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CAUSA CLXXVII 

Recurso extraordinario en antos Calsada Rafael contra AI. J. 
Biignolc. — Competencia. 

Sumario : En los casos de jurisdicción concurrente, la demanda 
deducida ante un juez local puede, no Habiendo sido contes- 
tada, interponerse ante los tribunales federales. 

Caso : Lo explican las siguientes piezac : 

AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

La PJali, Abril 1 4c 1910. 

Vistos y considerando: 

Que |»r la Constitución y ley nacional de jurisdicción, es 
de excepción el fuero federal para las personas y los casos esta- 
blecidos en ellas. 

Que si bien es verdad que el demandante ha justificado ser 
extranjero y c! demandado ciudadano argentino, resulta sin em- 
bargo de autos fs. 3Ó4 y fs. 87 del expediente agregado lírígnole 
contra Ipcrria que el actor entabló primeramente ante la justicia 
<lc esta provincia ta misma demanda contra la misma persona, 
actitud que importa renuncia del fuero federal y consiguiente 
prorrogación de la jurisdicción del fuero común provincial, (ar- 
ticulo 12, inc. 4.* de la Ley de Jurisdicción), y ya no le es per- 
mitido al actor recurrir al fuero federal, sino en los casos del ar- 
tículo 14 de la ley citada. 

Que aún cuando el demandante desistió de la demanda ante 
la justicia provincial antes de la contestación á la demanda, tal 
circunstancia no rehabilita el fuero federal para el actor, porque 
la ley federal de jurisdicción no exige la litis pendencia para la 
incompetencia de la justicia federal, sino el simple hecho do la 
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presentación de la demanda ante la justicia provincial. Este sim- 
ple hecho importa prorrogación del fuero del demandante. 

Este caso de incompetencia por prelación de la demanda, 
ante la justicia común, no está regido por las reglas del derecho 
procesal, sino por el articulo 12, ínc. 4." de la ley de jurisdicción, 
y es la que corresponde aplicar. 

Que el fallo citado por el señor procurador fiscal de Cáma- 
ra se refiere al caso de prórroga de jurisdicción consentida por 
el demandado. Es decir, al demandado correspondía el fuero 
federal y contestó la demanda sin desclinar la jurisdicción pro- 
vincial, tal actitud importa renuncia del fuero federal, operada 
por la litis contestación. 

Esta situación es completamente distinta á la del presente 
caso, que es, por haber el demandante ocurrido á la justicia pro- 
vincial y prorrogado en consecuencia la jurisdicción, de acuerdo 
con la primera parte del inciso 4* art. 12 citado. 

Por estas consideraciones y fallos de la Suprema Corte en 
el volumen quinto, pág. 405, tomo 3.», pág. 40a. tomo VI, págs. 
7*5, 10, 373 y 394, se resuelve : que la justicia federal es incompe- 
tente para conocer esta causa y el demandante debe ocurrir don- 
de corresponda. 

Devuélvase y repóngase. 

Marcelino Escalada. — Daniel Coy- 
tía. — Joaquín Camilo. 

DICTAMEN DEL SR. PROCURADO» OENB9AL 

Bu*** A¡n%. julio 3» de 19». 

Suprema Corte: 

Procede el recurso interpuesto por tratarse de la negativa 
del fuero federal sostenido por el recurrente, consentido por la 
primera instancia, y apoyado en las prescripciones legales que 
lo fundan. La jurisprudencia constante de V. E. y el hecho de 
encuadrar el recurso dentro del art. 14 de la ley 48 y 6 de la 4055, 
abonan la expresada procedencia. 
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La renuncia del fuero federal por el extranjero que, como 
en el caso sub judicc, demanda á un argentino no puede deri- 
varse necesariamente de la sola y exclusiva presentación del es- 
crito respectivo ante las autoridades judiciales locales. Esa pre- 
sentación debe asumir los caracteres de un acto legal, que lleve 
en sí la manifiesta intención de la mencionada renuncia, como lo 
exige la ley (inc. 4 del art. 12 de la ley 48). cuando se refiere al 
demandado, á quien sólo se reputa renunciante del fuero federal, 
una vez que lia aceptado el local, contestando la demanda. Tara 
que la aludida presentación sea legal, es necesario que implique 
la iniciación real del juicio respectivo dentro de las reglas de la 
ley procesal ; así como que, para la renuncia del fuero, es nece- 
sario que ella se deduzca de la actitud del demandante ó deman- 
dado en la iniciación y. primero? trámites del juicio (tomo 33, 
pág. 285). Tal es el espíritu de la prescripción del inc. 4 del ar- 
tículo 12 de !a ley 48, cuando refiriéndose al demandante habla 
de la demanda, y tal es el de la jurisprudencia de V. E. que, en 
los casos citados por el inferior, como en los muchos otros que 
existen, se ha pronunciado en juicio trabado, y sobre actos del 
demandante que daban lugar á presumir la expresada renuncia, 
llegando en el fallo del tomo 84 pág- 49 íl consentir en ella, aun 
después, de contestada la demanda, con el sólo requisito de la 
conformidad de la contraparte. 

Sí bien es cierto que en el caso sttb jttdicc, se presentó el 
escrito de demanda ante la justicia legal de Dolores ( provincia 
de Buenos Aires), no es menos cierto que no se le dió curso, 
no llegándose á notificar al demandado (certificado de fs. 364), 
lo que quita al acto todo carácter legal, no siendo de presumirse 
la renuncia del fuero cuando no hay trámites preliminares ni 
posteriores que lo autoricen y existe, por el contrario, el desis- 
timiento ulterior, por la ratón muy explicable que da el deman- 
dante de que recién pudo saber que Brignote era argentino, y 
por ende conocer la diversa nacionalidad que autorizara el fuero 
federal á que se ocogió posteriormente. 

Estas consideraciones, las del dictamen del señor fiscal de 
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fs. 511, así como lo excepcional del mismo fuero federal, lo que 
impone el examen estrictamente legal de las circunstancias que 
rodean el caso que autorizan su amparo ó su renuncia, me mue- 
\en á requerir de V. E. la revocatoria de la sentencia del infe- 
rior, declarando que este juicio se halla bien radicado ante la 
jurisdicción federal que en él ba conocido. 

] nlio Batet. 



PALLO DE LA SUPREMA CORTE 

Buenos A¡im. A£t>ito23 de 1010. 

Vistos y considerando: 

Que no aparece que el juicio seguido por don M. J. Urignote 
contra don K. Ipcrria, de que se hace mérito en el auto de fs. 513, 
sea idéntico al presente, 

Que en cuanto á la demanda iniciada por el doctor R, Cal- 
zada contra Brignolé ante los tribunales locales de Dolores 
(B. A.), ella no lia producido, de acuerdo con lo resuelto por 
ota Corte en casos análogos (fallos, tomo 19, pág. 253: tomo 28, 
pág. 428 y otros) y lo dictaminado por el señor procurador ge- 
neral, prorrogación de jurisdicción, en virtud de haberse desis- 
tido de la misma en las condiciones que expresa el certificado de 
fs. 364, ó sea antes de ser tramitada. 

Por ello, se revoca el auto recurrido. Notifiques? con el ori- 
ginal, repóngase el papel y devuélvanse. 

A. Bermejo.— Nicanor G. del Solar 
M. P. Daract.— D. E. Palacio. 
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CAUSA CLXXVIII 

Rteurso extraordinario deducido de hecho por don Federico 
Schtuter, en autos sobre inscripción del titulo de calígrafo. 

Sumario: i.° A los efectos de la procedencia del recurso extra- 
ordinario previsto en el art. 14 de )a ley núm. 48, no es 
menester que la sentencia recurrida haya sido pronuncia- 
da en juicio ordinario, basta que ella tenga el carácter de 
definitiva y la autoridad judicial que la haya dictado sea et 
superior tribunal de la provincia en la materia sobre que 
versa la cuestión. 

2. Es procedente el recurso del art, 14 de la ley núme- 
ro 48 contra una resolución de la Corte Suprema de una 
provincia que niega eficacia á un titulo de calígrafo expe- 
dido por la autoridad nacional. 

Caso : Lo explica las siguientes piezas : 

ESCRITO 

Bitooi Afra*, Otetentire di 1909. 

Exenta. Suprema Corte de Justicia de la Nación : 

El letrado que suscribe, constituyendo domicilio legal en su 
estudio I ¿valle 134& á V. E. como mejor proceda en derecho, 
digo: 

Que como lo acredita el poder adjunto (que V. E. se ha de 
servir ordenar se me descose y entregue por necesitarlo para 
otros asuntos), el señor Federico Schuster me ha conferido po- 
der para que lo represente en todas las gestiones que sea nece- 
sario para que se le inscriba como calígrafo y contador nacional 
que es, en la provincia de Buenos Aires. 

Ahora bien: mi mandante, á mérito del diploma de calígrafo 
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nacional que lo confirió el ministerio tle Instrucción Publica de la 
Nación, después oc haber cursado ton estudios reglamentarios 
y rendido ;'i satisfacción las pruebas de competencia debida, se 
presentó ante la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, so- 
lici lando se ordenara su inscripción en la matrícula de calígrafo, 
y pagó el impuesto respectivo á efecto de quedar habilitado para 
desempeñar su profesión ante los tribunales de la provincia de 
Bueno*» Aires. 

Después de una larga tramitación, la Suprema Corte de Jus- 
ticia de ta Provincia, no hizo lugar á su pedido, porque, dice, es- 
tando facultadas las provincias para reglamentar el ejercicio de 
las profeciones de calígrafo, traductor, contador, etc., etc., y 
babiendo dictado, en ejercicio de tales atribuciones la provincia 
de Hítenos Aires resoluciones por las cuales aun los que tienen 
diplomas expedidos por autoridades nacionales, deben someterse 
la reglamentación provincial, debía mi mandante acatar esas 
disposiciones, rindiendo pruebas de competencia ante comisio- 
nes administrativas ad ftOC, etc., etc., porque en la provincia no 
hay institutos de ninguna clase en los cuales se dé la instrucción 
que costea el erario nacional y que resultan inútiles en casos co- 
mo este. 

De la resolución negativa de la Excma. Suprema Corte de 
Justicia tk- la Provincia, mi mandante apeló ante ella para que 
concedido el recurso V. E. entendiera en el caso sub judicc por 
?cr la resolución denegatoria de aquellas que autorizan el recurso 
para ante la Exenta, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
presentando. j*ara fundar el mismo, el escrito cuya copia acom- 
paño. 

La Exma. suprema corte de justicia de la provincia no ha 
hecho lugar á la apelación tamjxKo, por lo cual me veo en la ne- 
cesidad de acuerdo con instrucciones que be recibido de mi man* 
dante, de ocurrir <le hecho ante V. E. solicitando que previo pe- 
dido de los autos seguidos por mi mandante ante aquel tribunal, 
sobre inscripción de su título de calígrafo declare mal denegada 
la apelación interpuesta ante él. de manera que entrando á cono- 
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cer V. E. en el asunto que motiva estas actuaciones revoque la re- 
solución de la Exnu. suprema corte fie justicia de la provincia y 
mande se inscriba el titulo nacional de mi mandante para que 
pueda él, sin más trámite desempeñar ante los tribunales de la 
provincia de Hílenos Aires, el cargo de calígrafo para que ha si- 
do habilitado á mérito de leyes y decretos del 1 í. congreso y P. 
Ejecutivo ele la nación. 

Excuso rogar á V. E. preste atención preferente á este apun- 
to en el que no está de por medio solo el señor Schuster sino al- 
tos principios de soberanía nacional, vulnerados por una resolu- 
ción de autoridad de provincia <|uc á ser desconocidos llevarían 
hasia autorizar que una provincia cualquiera aún de las más des- 
provistas de las instituciones que solo el erario nacional puede 
sostener desconociera los títulos expedidos por universidades 
nacionales, como los de alwgados, etc., ct., á los cuales so pretex- 
to de reglamentación podrían exigí rseles que rindieran exámenes, 
ante comisiones provinciales [>ara que esas provincias lo autoriza- 
ran para el ejercieio de profesiones lilierales. que nadie, más que 
la nación está en condición de finalizar. 

Y V. E. se dará cuenta fácilmente, de los peligros que im- 
portaría autorizar á los gobiernos de provincia que so color de re- 
glamentación negara validez á los títulos nacionales, ó diera va- 
lidez á los que le pareciera, mediante exámenes ó requisitos en los 

que la política local Wllt0 l KK,r ' ia iiaccr cn I^n 1 "' ' dc lns tinV 
mos intereses, permanentes locales. 

I.» ilustración y perspicacia de V. E. me ponen en el caso de 
plantear solamente el problema sin entrar á discutir más la juris- 
prudencia vigente al respecto de V. E. mismo la cuestión sobre 
competencia de las autoridades provinciales para alzarse contra 
las autoridades técnicas y leyes y decretos de la nación, sobre to- 
do, en materias relacionadas con la instrucción pública y la ad- 
ministración de justicia que cualquiera que sea la provincia debe 
estar bajo la salvaguardia de la autoridad nacional siendo solo 
ios gobiernos de provincia, aún en esas materias, agentes solo del 
poder federal. 
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A mérito de lo expuesto V. E. se ha de servir resolver como 
lo letigo solicitado mandando se inscriba el titulo materia de este 
recurso. 

Será justicia. 

Otro si á V . E. digo : Que la Exma. suprema corte de justicia 
de (a provincia al denegar la apelación ante V. 1". lia seguido el 
dictamen del señor procurador general de la provincia, que á su 
vez haciendo ligeramente una cita, sostiene que V. E. en el fa- 
llo inserto en el tomo 2, serie 2, pág. 444 lia resuelto que la su- 
prema corte de justicia de la nación, no puede entender en los 
casos en que una provincia reglamenta los títulos profesionales 
expedidos por otra, sin tener presente que el caso en cuestión 
es muy distinto de este» pues en aquél lo que ocurrió fué que un 
abogado con diploma expedido por las autoridades de la provin- 
cia de Entre Rios pretendió hacer valer en los tribunales de la 
provincia de Buenos Aires, á lo que se negaron las autoridades de 
ésta, lo que es bien distinto del caso sub jndke porque mí man- 
dante no tiene un título expedido por una autoridad provincial 
sino nacional, el que se lo desconoce en absoluto una autoridad 
de provincia, diferencia sobre las que no lia meditado, sin duda, 
el señor procurador general, ni ta suprema corte de justicia de la 
provincia de Rueños Aires, cuanto erróneamente lo trae á cola- 
ción. 

Dígnese Y. E. tenerlo presente, al proveer de conformidad 
á lo que arriba solicito. 

Será también justicia. 

O. Rodrigues Saráchaga. 
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DICTAMEN DO. ». PROCURADOR OENERAl 

Bikw» Alrei Julio 15 de :»10. 

Suprema corte: 
No trayéndose el presente recurso extraordinario y de he- 
cho, para ante V. E., en u nlitigio ó juicio contencioso y teniendo 
por motivo la negativa de la suprema corte de justicia de la pro- 
vincia de Buenos Aires á la inscripción de un título de calígrafo, 
mientra» n ose llenen las condiciones que la organización de jus- 
ticia local exige y su ley procesal estatuye, con lo cual no afecta 
ia constitución ni leyes de la nación, tal recurso no encuadra den- 
tro de los arts. 14 y 15 *W 6 ley 1 8 >' l K,r emte t,el art * 6 de la 
4055. 

Estas circunstancias, asi como la jurisprudencia invariable 
de V*. E. me inducen á pedir se deseche el expresado recurso, de- 
clarándolo bien denegado por la suprema corte de justicia de la 
provincia de Buenos Aires. (Tomo 11, púfr 444: tomo 3», P : »£- 
02; tomo 40, pág. 413)- 

Julio Boh't. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires, Afollo 23 dt 1010. 

Vistos los de! recurso de hecho entablado por don Federico 
Schuster contra resolución de la Exma. suprema corte de la pro- 
vincia de Buenos Aires, por la que se le ha negado la inscripción 
de su título nacional de calígrafo, y Considerando: 

Que á los efectos de la procedencia del recurso creado por el 
articulo 14 de la !ey de jurisdicción y competencia de los tribu- 
nales federales, no es menester que la sentencia de que se recu- 
rre haya sido pronunciada en juicio ordinario, bastando que ella 
tenga el carácter de definitiva y la autoridad judicial que la haya 
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dictado sea el superior tribunal de la provincia en ta materia que 
haya dado origen al juicio. (Fallos tomo 76, pág. 351), 

Que en el caso anterior registrado en el tomo 31, pág. 62 
de los fallos de esta corte, y que se invoca en el dictamen prece- 
dente del señor procurador general, si bien se declaró no haber 
lugar al recurso de apelación, sin substanciarlo, ello no fué pro- 
piamente en razón de que en el caso no había habido pleito, sino 
porque se eslimó que la denegación á inscribir en los registros de 
la cámara en lo civil de la capital, un título de escribano público 
otorgado en la provincia de Buenos Aires, no era contrario a 
la constitución ni á ninguna ley nacional. 

Que en el caso sub ¡udicc, aparece que se lia negado eficacia 
á un título expedido á nombre de la nación, y en estas condicio- 
nes, aquél se encuentra entre los previstos en el inciso tf f del 
art, 14, ley 48. cualquiera que sea el mérito de las razones aduci- 
das para desconocer el valor del titulo referido. 

Que dada la naturaleza de esas razones, en apoyo de las cua- 
les se invocan varios preceptos constitucionales (fs. 2Z y sig.), 
110 corresponde entrar en su examen sin la tramitación del re- 
curso con arreglo ;i lo dispuesto en el art. 8 de la ley 4055. 

Por ello oído el señor procurador general, se declara mal de- 
negada la apelación. En su consecuencia, pídanse los autos prin- 
cipales. Xotifíquese con el original y repóngase el papel. 

A. Bermejo.- NfeCANoa O. del Solar 
M. p. Daracy.-d. E. Palacio. 
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CAUSA CLXXIX 

Criminal, contra Antonio Mansilla, por homicidio. 

Sumario : Es justa la sentencia que condena á la pena de once 
años de presidio y accesorios legales al autor de un homi- 
cidio perpetrado con las circunstancias atenuantes previs- 
tas en los incisos primero y cuarto del art, 83 del Código 
Penal. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

St- í i ENCIA DEL JUEZ LETRADO 

Santa Rom de Tcay, Novlcabre 13 de I90S. 

Y vistos estos autos seguidos de oficio contra Antonio Man- 
cilla por homicidio en la persona de Clodomiro Coronel, en Ge- 
neral Uriburu el 6 de Marzo de 1907, de donde resulta : 

Que en el lugar "'La Florida" jurisdicción de Catríló 2.° 
Departamento, el ó de Marzo de 1907 se encontraban en la casa 
de negocio "T,a Florida", de propiedad de Policarpo Martínez 
y Dionisio de la Fuente, Antonio Mansilla. Clodomiro Coro- 
nel y Mariano Poncc, y en el mostrador Dionisio de la Fuen- 
te, que los tres primeros jugaron una partida de naipes y be- 
Dieron unas copas, que lugo se pusieron á probar el temple de 
sus cuchillos entre los dos primeros, queriendo apostar cuál era 
mejor acero, que de esto resultó una discusión, y se trabaron en 
¡>elea Mansilla yCoro nel, con cuchillos, y Mariano Ponce, tam- 
bién con cuchillo, trataba de separarlos, poniéndose entre am- 
bos combatientes. Que á Coronel se le cayó un revólver que 
llevaba bajo el chaleco, y se cayó de espaldas. Que Mansilla 
a provecí kj para pegarle un planazo y alzarle el revólver pu- 
dtendo en este momento Mansilla haberlo ultimado, lo que no 
hizo, y Coronel se levantó y siguió atacándolo, que Mansilla 
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con el revólver en la mano derecha, el cuchillo en la izquierda 
le apuntala á Coronel diciéndole que no se arrimase que lo iba 
á matar, á lo que no accedió Coronel, y Ponce siempre preten- 
diendo separarlos sin conseguirlo, que en esto salió un tiro, y 
Coronel cayó con el cráneo atravesado fie un balazo, que todos 
estalan ebrios. Que Mansilla, nuntó á caballo y se fué, y lue- 
go fué lomado preso, que previo las diligencias practicadas, fué 
eievado á éste los autos, á fs. 24 vuelta, se conviene la deten- 
ción en prisión preventiva á fs. 36, se cierra el sumario, á fs. 34 
el Ministerio Fiscal pide la pena de quince años de presidio, á 
fs- 36 se hace la defensa, abierto á prueba no se produce nin- 
guna, y á fs. 38 se llama autos para definitiva. 

Y considerando qm- según la constancia de autos, y la par- 
tirla de fs. Clodomiro Coronel fué muerto de un lialazo por 
Antonio Mansilla. en la fecha y lugar mencionado anterior- 
mente. Que no habiéndose producido prueba alguna, es necesa- 
rio fallar esta causa de acuerdo con lo justificado en el suma- 
rio de prevención, y en caso de duda, debemos estar á la más 
favorable al procesado (art. 13 Cód. de Proc.). Que según las 
declaraciones unánimes de todos los testigos, en el momento 
de la lucha, Mansilla decía á Coronel que se retirara. Que no 
lo atacase, porque lo iba á matar, lo que prueba la agresión 
parte de Coronel. Que según las mismas constancias, 
si hubiese tenido intención criminal, pudo haberlo muerto cuan- 
do le quitó el revólver y se cayó Coronel, lo que no hizo. Que 
Ponce trataba de apartarlos, lo que no pudo conseguir por causa 
de Coronel, que atacaba á cuchillo á Mansilla, sin obedecer ni 
á éste ni á l'once, lo que prueba la necesidad de repeler los ata- 
ques, lo que hizo Mansilla después de prevenirle á Coronel, y 
que esa agresión no ha sido legítima por parte de Coronel, jus- 
tificando por tanto los tres requisitos exigidos por el art. 8r 
iuc. 8 del Código Penal, para la legitima defensa. Que admitien- 
do la hipótesi* que no estuviese bien justificado la necesidad 
de emplear el medio violento con que procedió Mansilla, pero 
teniendo en cuenta el art. 13 ya citado, y el estado de ebriedad 
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en que estaban ambos, que h> privaba por lo menos de meditar, 
reflexionar y pensar si le era posible proceder en otra forma 
que dándole muerte, lo coloca en el caso preciso. Por estos fun- 
damentos, y á pesar de la vista fiscal, fallo declarando que al 
dar muerte Antonio Mansilia á Clodomiro Coronel, ha proce- 
dido en legitima defensa; y por tanto, de conformidad al art. 81 
inc. 8, está exento de responsabilidad, y absolviéndolo de culpa 
y cargo sin que haya afectado su buen nombre, y en consecuen- 
cia póngasele inmediatamente en libertad, librándose las órde- 
nes del casa Hágase saber, désen las copias que se soliciten, y, 
á su tiempo, archívese. 

M, R, Dttürtc. 
Ante mi, R, Encinas Ortiz. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

U PUta, A**ril 76 dt IMS. 

Vistos y considerando : 

Que según el testigo presencial Policar|x> Martines, decía- 
la que Mansilia quería apostar cinco pesos por el cuchillo me- 
jor, contestando Coronel que no tenia dinero, originándose con 
ese motivo un cambio de palabras, saliendo ambos al palenque 
los dos cuchillos en mano, trabándose en pelea. Coronel, en se- 
guida echó mano al revólver, pero cayó, y agachándose preten- 
dió alzar el revólver, circunstancia que Mansilia aprovechó pa- 
ra darle un planazo que le sentó de espaldas para atrás, apro- 
vechando Mansilia la circunstancia para alzar elr évólver. Una 
vez Mansilia con el revólver en la mano derecha y el cuchillo en 
la izquierda. le apuntaba á Coronel con el revólver, diciéndole 
que no se acercara porque lo iba á matar. . . pero Coronel sin 
armas, seguía envistiendo á Mansilia. hasta que de pronto se 
sintió un tiro, viéndose caer á Coronel. 

El testigo Dionisio de la Fuente, narra el incidente más 
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6 menos en los mismos términos, pero manifestando que no se 
había fijado si Coronel tiró el cuchillo cuando avanzaba hacia 
Mansilla, despité» de haber caído y recibido el planazo de éste. 

Que la declaración de estos testigos, toda vez que son hábi- 
les y están contestes en el hecho, lugar y tiempo, y son de buena 
reputación, lleva al ánimo el convencimiento que en la desgra- 
ciada emergencia que produjo la muerte de Coronel, se trataba 
de un duelo irregular, de lina riña á cuyo delito debe aplicarse 
la penalidad establecida en el art. 17 inc. 1.°, cap. i." de ta ley 
de Reformas al Código Penal. 

Que la ley no disculpa la venganza, ni considera excusable 
el rencor. Cuando ha habido desafío no cabe invocar la legiti- 
ma defensa, porque el peligro del ataque se produce volunta- 
riamente y mal puede alegarse después ese mismo peligro como 
disculpa. 

Que siendo todo ello asi. corresponde t dada las circuns- 
tancias atenuantes, previstas en los incisos primero y cuarto, 
art. 83 del Código Penal, aplicar al reo la pena de once años 
de presidio, sus accesorios legales y costas. 

Por los fundamentos expuestos y fallo de la Suprema Cor- 
te, en el tomo 21 pág. 503. se revoca ta sentencia apelada, im- 
poniéndose al procesado Antonio Mansilla once años de presi- 
dio con sus accesorios legales y costas. 

Devuélvase para su cumplimiento. 

Marcelino Estafada. — Joaquín Ca- 
rrillo. — Daniel Goytia. 

DICTAMEN DEL SR. PROCURADO* QBOWAL 

Suprema Corte: 

Resulta comprobado por la confesión del procesado y la 
declaración de los testigos presenciales, que Mansilla descerrajó 
un disparo de revólver, que produjo la muerte instantánea de 
Coronel. 
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Las eirci nstancias anteriores al hecho, relacionadas en el 
sumario, demuestran que entre ambos hubo una discusión que 
degeneró en riña, esgrimiendo «no y otro las armas que tenían 
en el momento, y que Mansilla recogió del suelo et revólver 
que se 1c cayó á Coronel, con ei cual hizo el disparo que hirió 
en la cabeza á este último. Ello es bastante para excluir toda 
idea de legitima defensa, dado que, el que concurre voluntaria- 
mente á un desafío, no puede excusarse con el peligro que con- 
tribuye á producir, de suerte que no es el caso de aplicar la exi- 
mente alegada. 

Por ello, y consideraciones de la sentencia apelada, pido 
su confirmación. 

Julio Botct. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA* 

Bueno* Aire», Síplkmbt* 3 de !!>li". 

Vistos estos autos seguidos contra Antonio Mansilla, ar- 
gentino, de veintiún años de edad, de estado soltero, jornalero y 
Ucitio del territorio de la Pampa Central, procesado por el de- 
lito de homicidio, y considerando: 

Que está plenamente comproliado en estos autos el homi- 
cidio perpetrado i>or el procesado en la persona de Clodomiro 
Coronel en el lugar y casa de negocio conocidos con el nombre 
dé "La Florida", distante cinco leguas del pueblo de Catriló, el 
día 6 de .Marzo de 1007 (declaraciones de fs. S á fs. 11 ; certi- 
ficado de defunción de fs. 17). 

Que esta muerte se produjo á consecuencia de un tiro de 
revólver disparado por Mansilla. como t'ste lo confiesa en su de- 
claración de fs. 8, ratificada ante el juez de la causa á fs. 15 
vuelta. 

fjnc como lo demuestra la sentencia recurrida, el proce- 
sado no se ha encontrado en el caso de legítima defensa al dar 
muerte ;'i Coronel; de la que es por lo tanto responsable, con 
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arreglo á lo establecido por el art. 17 inc. 1." de la ley 4 1 S-j de 
Keí orinas al Código. 

por ello, y <le confomtidad con io expuesto y pedido |w>r 
c! s L finr procurador general, >c confirma la sentencia apelada 
tic ís. -17 con costas. 

Xotiínjue-e con el original y devuélvase. 

ttiCAXOR O. DEL SOLAR-— Mi P. Da- 
hact.-D. E. Palacio. 



&A-USA ^.XXX 

CnmUitú, cpnha Justa PtoSf'M ñíqlihq, por Ipmmtíw. 

Sitttittrio: 1'% justa la semeneta qué condena á la pena de doce; 
año* de presidio y acecino* legales al autor del delito dé 
homicidio peipeirndo con la cireun-tancia atenuante de 
einuriaguejs incompleta. 

Caso : E p explican las pieza- -igniemes: 

SENTKNCIA DEL JUEZ LETRADO 

Santn Rosi de Toa y, Febrero l. de 1910, 

Y vi-to*: 

l\Mo> autoss eguiííos de nlício entura Pastor Molina por 
|ionucidi< en la persona (le Rarhón P. Llanos, do donde resulta: 
Que en esta capital del territorio, el ¿lia i? de Febrero de! 
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huo próximo pasudo. encontrándose como á las 3 p. m. en la 
fonda de Eduardo Saldar riaga varias personas, entre éstas Tac- 
tor Molina y Kamón Llanos, tedos más ó menos ebrios, juga ri- 
elo á 1r>s naipes; jugaban |>or separado al juego del (fuco &fb- 
litia y Llanos, suscitándose un desacuerdo entre ambos, se le- 
v amaron de la misa y salieron al |>atio. Molina adelante, I. la- 
tios Siguiéndolo por detrás, armado éste de revólver y cuchillo; 
dos minutos después se oyeron dos detonaciones de anua de 
luego y Molina, saltando los alambres de la casa, disparaba, y 
Llanos volvía al dcsttacho de bebidas, herido debajo de la cla- 
vícula izquierda y en la parte superita de la pierna derecha, se 
toma declaración á todos los testigos, los ijue 110 han presencia- 
tío el momento de las heridas, á ís. i> aparece el informe del 
méi ¡ico de los tribunales, doctor Olivcr. explicando las herida», 
clasificándolas de grave, á fs. 10. otro informe del mismo facul- 
tativo, quien examinó al heridor Pastor Molina en la comisaria 
quien manifiesta que se encuentra en estado avanzado de em- 
briaguez en el periodo de excitación inconciente y presenta se- 
ñales de tierra <|iie prueba que ha estado echado en el suelo. 
<Jue á fs. 14. la policía eleva á este juzgado el sumario de pre- 
vención, á fs, ió ( se ratifica en su declaración el procesado, y ;'t 
f>. 10 vuelta declara el herido Ramón Llanos, á fs. 18 aparece- 
una nota del médico de los tribunales doctor Olivcr. maní fe— 
lando la gravedad de Llanos, y aconsejando el inmediato tras- 
lado á Buenos Aires y pn cediéndose de acuerdo, el encargado 
de conducirlo á fs. 20 da cuenta que falleció al ser trasladado 
;»! hospital San Roque, á fs, 21 vuelta, se convierte la detención 
de Molina en prisión preventiva, á fs. 20 vuelta, el procesado 

pro ta nuevamente declaración, diciendo que quiere decir la ver- 
dad de lo ocürrtdü, a f». JJ y en Julio 20 se cierra el sumario 
y >e pasa á pleitarío y del fuero criminal, á fs. 2H el ministerio 
f'-cal acusa, á fs. \2. aparece la partida de fie función de Llanos, 
;'• fs. 30 se hace la defensa, abierta á prueba, no se produce nin- 
guna por las partes y previo los trámiu- de ley. $e llama autos 
para dUiniliva. 
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Estudiando Ja presente cansa, encontramos que se invo- 
can dos causales para pedir la absolución; embriaguez com- 
pleta, comprendida en el ¡nc i." del art. 81 del Código Penal, y 
legitima defensa, comprendido en el ine. 8 del mismo. Teniendo 
en cuenta que si es verdad que no está resuello por los crimi- 
nalistas si la embriaguez priva totalmente del discernimiento 
porque las opiniones están completamente divididas, pero la 
jurisprudencia establecida |»r nuestros más altos tribunales en 
diferentes fallos, aceptan la absolución de un procesado, por 
considerarlo comprendido en el ínc. i° del art. 81 del Código 
IVnal, en el caso de la embriaguez completa, porque priva abso- 
lutamente de la inteligencia, quedando reservad» á los jueces, 
si es ó no el caso previsto por la ley, luego entonces jior nues- 
tras leves está aceptada ( según el informe de fs. lo). Pastor 
Molina, al ser examinad» por el facultativo de tribunales, mo- 
mentos despuéf de lo ocurrido, se encontrad en estado avanza- 
do de embriague? y cu el período de excitación inconciente, es 
decir, en el caso de embriaguez completa: por tanto, debemos 
aceptar la causal |ioi la que debe considerársele irresj 
Hé\ hecho, 1.a legitima defensa, invocada |»or el áéféi 
reunir tres requisitos: agresión ilegítima, ésta no lia exh 
propiamente diebo, por ninguna de las partes, desde el instante 
que producido el desacuerdo en el juego, parece míe se desafia- 
ran ambos afuera, y saliendo Molina adelante. Llanos lo siguió 
iirmado con Cuchillo y revólver en las manos. El segundo, nece- 
sidad racional del medio emplead* para im|>edirla ó repelerla. 

Si es verdad, á prmm facic, que no hubo agresión, el me- 
dio empleado estaba demás, porque no habla que repeler, pero 
en cambio, era necesario emplear esc medio, sino para rqicler 
la agresión, jiara garantir su vida que estalla en eminente |wli- 
pro, puesto que su adversario estaba sobre él. apretándolo y con 
sus armas en la mano, y debía defenderse. F.l tejeer requisito 
tstá dudoso como el primero; examinados de esta manera los 
hechos y confrontando el estado de embriaguez completa con c! 
peligro de su vida, en que se encontraba, es necesario aceptar 
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c;ue el proceder de Molina sólo ha respondido al instinto de 
propia conservación. Por estos fundamentos y los de la defen- 
sa, definitivamente fallo, absolviendo de eulpa y cargo á Pastor 
Molina del homicidio en la persona de Ramón 1\ Llanos en esta 
capital el 17 de Febrero del año próximo pasado, en consecuen- 
cia póngasele en libertad, librándose las Órdenes del caso. y. a 
su tiempo, archívese. Itágase salier y désen las copias. 

M. R. Duarh\ 
Ante mí, /, A/, í/t* la Cámara. 

SRNTENOA DE LA CAMARA FEDERAL 

La Platt, Abril 30 de 1910. 

Vistos y considerando : 

Que el testigo presencial Félix Villarroel, declara que ha- 
biéndose disgustado á consecuencia de una partida de truco. 
Llanos y Molina, salió el segundo seguido del primero en direc- 
ción al patio, llevando Molina el cuchillo en una mano y el re- 
vólver en otra, sintiendo inmediatamente dos tiros y escapán- 
dose inmediatamente Molina. Llanos también estaba con las ar- 
mas en la mano, cuando salió del comedor al palio. 

Que Ramón Frías, también testigo presencial cu parte, 
manifiesta que cuando Molina y Llanos salieron al patio, mn 
propósito de pelear, observó <|iie Molina iba adelante y Llanos 
oetrás, sintió al poco rato dos tiros, entrando Molina berilio. 
Molina lie val» en la mano derecha el revólver y Llanos en la 
mano izquierda. 

Que Pablo Villarrocl, á su vez. cuenta que vió que fiel co- 
medor salía en dirección al palio Llanos, esgrimiendo 1111 cuchi- 
llo en la mano izquierda y un revólver en la derecha. 

Donato Oroná dice, que habiendo sentido dos tiros, vió 
en cea circnnslancia á Llano* que venía en dirección á la calle, 
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armarlo ríe 111 1 cuchillo en una mano y un levó) ver en la otra, 
herido al parecer, pues venta dañarlo en sangre. 

Que la declaración de estos testigos hábiles, contradicen las 
niani testaciones del procesado, en cuanto narran el incidente 
amparándose en la legítima defensa, pues es fuera rte duda que 
se trata de una pelea ú riña cu duelo irregular, con la circuns- 
tancia atenuante ríe ebriedad incompleta. 

ijxte no es el caso de aplicar el inc. 2" riel art. 81. para exi- 
mir de pena al procesado, porque la embriaguez no ha sido 
completa, según resulta de amos. 

1W los fundamento* expuestos se revoca la sentencia ar- 
lada, con costas, condenándose á Justo Pastor Molina á sufrir 
Ir. pena de doce años ríe presidio, con sus acceso "ios legales, es- 
tablearla en el art. 17 irte. 1.". cap. 1". "Delitos contra la vida'* 
ric la ley ríe Kc formas al Código Penal, en mérito á las circuns- 
tancias atenuantes mencionadas. 

Devuélvase para su cumplimiento. 

Marcelino liscalada. — Daniel Gov- 
tía. — Joaquín Carrillo. 



DICTAMEN DEI. SR. PROCURADOR GENERAL 

- 

Suprema Corte: 

El hecho rjue se imputa al procesarlo Molina está probado 
mediante las declaraciones de los testigos presenciales y la con- 
fección del inculpado, quien ha reconocido haber inferido á Lla- 
nos las heridas de bala, que interiormente le causaron la muer- 
te, según el informe de fs. *j y 1 partida de ríe función de fs. 32. 

K11 cuanto :i las dos eximentes invocadas por la defensa, 
resultan desvirtuadas por las constancias riel proceso. La forma 
en qtté se desarrolló el incidente anterior á la lucha entre Lla- 
hos y .Molina, demuestra que se trabaron en riña, lo que exclu- 
ye la ]>osibtIidad ríe una agresión ilegitima. La embriaguez total 



310 



FALLOS DE LA COfTt SIT1KUA 



tampoco ha existido por cuanto el procesado conocía perfecta- 
mente los actos que realizaba y trató de huir saltando por encima 
de un alambrado. 

Por ello, y consideraciones de la sentencia afielada, pido su 
confirmación. 

Julio fáotet. 

FALLO DE LA SUPREMA CORTE 

Buenos Airei, Septiembre 6 de 1910. 

Y vistos: 

El recurso de apelación interpuesto por el defensor del pro- 
cesado Pastor Molina contra la sentencia pronunciada por la 
Cámara Federal de la Plata, y en la qué se le condena a sufrir 
la pena de doce años de presidio y sus accesorios legales i ar- 
tículo 17 inc. i", ley núni. 4x89), por heridas que ocasionaron 
la muerte á Ramón V. Líanos; y 

Considerando: 

i." Que los testigos presenciales del licclio afirman ijue 
encontrándose Molina y Llanos en compañía de los declarantes 
la tarde del día 17 ríe Febrero de nja». jugando al truco y l>e- 
biendo vino, en el comedor de la fonda de Geranio M. Xalda- 
rriaga, Santa Rosa de Toay. (Pampa Central !, se lomaron en 
palabras y salieron al patio, Molina seguido de Llanos; y que 
acto continuo sonaron tíos Uros de revólver y vieron regresar 
al interior ú Llanos, lierido de dos balastos que le ocasionaron 
la muerte á los seis rlias en esta capital, según se acredita por la 
partida de fojas 32. 

sr Que en lo principal está corroborada la relación del 
incidente por la confesión de Molina, fs. ¿f>, y de Llanos, fs. 2 
y 3, ratificadas á fs. t6 vuelta y t". sin otra diferencia qué io 
aseverado por el primero, de que el segundo le disparó dos tiros 
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de revólver y 1c tiró una puñalada, circunstancias que ni remo- 
tairieriíe se ha tratado <le justificar ni hacer constar en el suma- 
rio, no obstante tener el revólver de Llanos en el juzgarlo i Nu- 
las de fs, 9 vuelta y 14). 

3. " (Jue lo tínico alegado en la instancia lia sirio la beodez 
contpleta de Molina, de acuerdo con ei certificado médico de 
fs. 10. Pero debe advertirse (file ninguno «le los testigos la afir- 
man en el modo que se espresa, ni e! juex instructor lo hace 
notar, no Obstante de haberle tomado declaración móntenlos 
después «le ocurrido el hecho, ni Molina lo menciona en su se- 
gunda decía ración de fs. $6, todo lo que unido á su fuga y á la 
manera como declaraba á fs, 8. 11 ratificada á fs. 15 vuelta y 
16, demuestra íjtaé su estado no era él que ha pretendido acredi- 
tar con ti informe ele fs. 10. 

4. ' One |ior el contrario, lo* testigos presenciales. Gv Za>- 
darriaga á fs. .| y Ramón Frias á fs. 4 vuelta, manifiestan; el 
primero, que estaban aU¡» ¿bríos, y el segundo, dice algo tgma- 
<:<ts, prro no nntt bo. Félix Yillarroci. ;í fs. 6, dice <|ue estallan 
ebrios. 

1*11 sargento Agüen y, qué prendió a Molina inmediatamente 
después de cometido el hecho, nada dice di- la ebriedad di* éste 
* fs. 1 ). Y la manera como escapó después de herir ;í Llanos* 
indica claramente qué la beode» que se menciona no debía ser 
temí ileta, 

K*. estas condiciones y con los antecedentes expresados, el 
informe de fs. 10 110 basta para acreditar legalmente el estado 
dé beodez completa é involuntaria de Molina, porque está con- 
tradicha por ti -rías las circunstancias expresarlas y que constan 
cíe autos y que -on oíros tantos elementos de convicción que el 
proceso ofrece. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo i>edído por 
el señor procurador general, se confirma con costas ei fallo ¡ipe 
tai lo. 

Notifiques? original y devuélvase. 

M. P. Da:* ac r, — D. E. Palacio. - Tu 
t disidencia, Nicanor G. nrL Solar. 
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Y vi.stos estos autos seguirlos contra Justo Pastor Molina, 
argentino, ele cuarenta y nueve años de edad,* de estado casado, 
profesión comisionista y vecino de Santa Rosa de Tuay. Gober- 
nación de la Pampa Central, procesado por el delito de homici- 
dio en la persona de Ramón Manos, y 

Considerando : 

(Jnc según resulta del sumario de prevención á eme se refie- 
ren tas diligencias de íü. i á ís, 12, el día 5 de Febrero del año 
próí.iino pasado, el procesado infirió á Ramón Llanos las heri- 
das que le causaron la muerte, ocurrida ¡wcos días después en 
1! hospital San Roque de esta capital. Declaraciones fie fs. 2 á 
fs. 8. informe pericial de fs. 9 vuelta, y certificado de defunción 
de fs. 32. 

(jue en dicho sumario no aparece que los testigos que han 
declarado hubieron lenido conocimiento de lo que pasó entre 
Molina y Llanos al ser este último herido por el primero, jiues, 
lodo* ellos expresan tan sólo los hechos que precedieron á este 
suceso hasta el momento en que vieron >alir del lugar en que se 
i-iu-<»mraUin á Molina seguido de Manos, armado este último de 
revólver, que llevaba en una mano, y un cuchillo en ta otra, 
agregando, que ainboi estaban ebrios. Declaraciones de Ramón 
Frías, fs. 4; Félix y Pablo Villar niel. fs. 5 y ó vuelta: Donato 
tirona, fs. ; y Geranio Zaldarriaga. fs. $ 

Que interrogado Ulanos pocos momentos después de ser 
herido, mantliesta en su declaración de fs. 2. ratificada ante el 
juez de ta causa, "que siendo más ó menos las cinco p. m.. cu 
momento en qjtlc >e encontraba eil ta fonda de Gerardo Zalda- 
rriav'a bebiendo vino en coni)>aína de Pastor Molina. Félix Vi- 
üalha. Ramón Frias. Donato Orona, y Pablo Villarrucl, no re- 
cuerda por qué motivo, pues, lo mismo que .se encontraba ta 111»- 
yóriá. se hallaba en listante estado de embriaguez, tuvo un al- 
tercado con el primero de tos expresados, esto es, con Muí ¡na. 
quien. Uvamándose de improviso de ía mesa en que se bebía, se 
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dirigió ú la puerta; c|iie visto esto por el declarante lo llamó 
amigablemente, á lo que Molina contestóle que saliera afuera á 
donde 16 'fésafiába i pelear", agrega, "eme el declarante sin ta 
menor intención de hacer lo que pretendía Molina, intentó con- 
vencerle de míe su ánimo no era pelearlo, que muy por el con- 
trario, no había motivo para eso, y acercándose á donde aquél 
se encontraba, ó sea en la puerta de la fonda, quiso tomarlo tic 
Ja mano pan llevarlo á la mesa, en que bebían, actitud que qui- 
zá equivocó Molina, pues, sacando rápidamente su revólver le 
disparó un tiró, cuyo proyectil lo hirió en el |)ccho, del lado iz- 
qiúcrdu". **Oue como en ese instante Irabía conseguido aga- 
rrar á Molina. atutos cayeron al suelo, quedando el declarant 
encima, posición en la que le hizo Molina un segundo disparo 
que ln hirió en la pierna derecha". I Velara también, "que no 
hizo uso del revólver y el cuchillo que tenía, á causa de Ta debi- 
lidad que le había producido la pérdida de sangre; que eran bas- 
tante amigos y que cree que únicamente el estado de beodez en 
que se encontraban, ha sido la principal cansa de que este hecho 
se haya producido". 

One esta manifestación que no contradicen las demás cons- 
tancias de autos, demuestra que el procesado debió considerar- 
se como agredido por í danos al acercársele armado como estaba 
y querer tomarle la mano, y dados los antecedentes eme habían 
mediado entre ellos poco antes, cabe suponer también que fué 
esta actitud como lo reconoce el mismo Llanos, la que determi- 
né la escena que rápidamente se desarrolló y fué causa de las 
heridas que recibiera Llanos en ia forma que éste lo relata. 

One cu tal virtud, y no existiendo en esta causa elementos 
suficientes de prueba en contra del procesado, debe estarse á 
lo que resulta de ¡a manifestación del ofendido, ta que induce 
una presunción contraria á la voluntad criminal que pudiera 
imputársete en los hechos expresados: con tanta más razón, si 
se tiene presente el estado fie embriaguez en que se encontraba 
en e! momento de herir á Llanos, como se acredita en el informe 
pericial de fs. to, y tas demás circunstancias de que se hace mé- 
rito en la sentencia det inferior. 
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l*or dio y de conformidad con lo dispuesto por el art. 13 
lid Código de Procedimientos en lo Criminal, y lo establecido 
al respecto |»r esta Corte en casos análogos i lomo O9. \ág.* 240 
y 284; lomo 75. pág. uj2), se revoca la sentencia apelada de fo- 
jas 51. 

Xotifínncse con el original y devuélvase. 

Nicanor ü. dei Solar 



CAfSA CLXXXI 



Don Manuel Latines contra don José M. Calaza, por desmato; 
sobre rctjttlacién de honorarios de un con juez de la Cámara 
h'ederaf de fa Capital. 

Sumario: No corresponde á la Corte Suprema fijar en definitiva 
los honorarios de mt con juez de la Cámara Federal, nom- 
brado |iara integrarla en mi juicio seguido contra el jete de 
Ikiii bcros de la capital. 

Casó: En el juicio seguido jior el senador don Manuel Láinez 
contra d coronel José María Calaza, por desacato, fué in- 
tegrada la Cámara Federal con el con juez, doctor Xorbcr- 
to Qnirno Cosía: concluida la cansa, fueron regulados los 
honorarios de é-ae, y afielada esa regulación para ante ta 
Corte Suprema, se dictó el siguiente: 
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HALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buen 01 Aire*, Septiembre 6 de 1910 

Visto* v considerando: 

(Jue ti casu xub /infice no ota cutre los comprendidos en el 
uié. i.", art. 3." de la ¡ey 4035, dado míe no existe demanda ó 
gestión equivalente contra la Nación en ,su carácter de persona 
jurídica (Fallos, tomo 108. ikír. 305). 

Que en la luixrteüis de que lo estuviera en el inc. 2." del re- 
cordado art. ,V, seria de observarse que se traía dé una suma 
inferior á cinco mil pisos. 

Kn su mérito, se decían mal concedida la apelación. 

Ratifiqúese con el original, repóngase el papel y devuél- 

v ase. 

A. Bermejo. -Nicanor G. del Solar. 
— M. P. Daract.- D. E, Palacio 
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CAUSA CLXXXJI 

Criminal, contra Adoifó S, Acosla, por lu mias á Manuel f)á:i- 
h. sobre procedencia tic un recurso. 

Sumario: La resolución [>or ta que un juez federal -e declara 
incompetente í*ara conocer de ttna cansa, no es apelable pa- 
ra ante la Corte Suprema. 

Caso: El juez local <lcl crimen de la provincia de 1.a kioja, re- 
mitió al juez federal, declarándose incompetente, un suma- 
rio instruido contra el jefe de una de las estaciones del fe- 
rrocarril Argentino del Norte, por heridas con arma de fue- 
go. El jitex de sección, ¡\ su vez. se declaró también incom- 
petente y ordenó se devolvieran las actuaciones al juez lo- 
cal. Apelada esta resolución, para ante el superior, por el 
fiscal nacional, el juez de sección concedió el recurso para 
ante la O irte Suprema. 

DtCTAM S DEL SR. PROCURADOR GENERAL 

Buttio» Ai«« Agosto 6 de IEM>. 

Suprema Corte: 

Siendo improcedente para ante V. E. e! recurso de apela- 
ción interpuesto y concedido á fs. 43, por tratarse tle la provi- 
dencia de un juc* federal, lo que 110 autoriza, bajo ningún con- 
cepto, la ley 4055 ; y rto habiéndose tratado, |ior otra parte, en 
la forma que la ley lo prescribe, la contienda de competencia 
r¡ue parece fundar la expresada apelación. 110 ha llegado el 1110- 
• liento de que V. E. ejerza la facultad que le confiere el inc. b 
oet art. o. de la ley 4055, l*or ello debe V. E. rechazar el recusar 
aludido y declararlo improcedente, mandando devolver jos au- 
tos al juex ile su origen. 

Julio liotet. 
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FALLO DE LA COlíTE SUPREMA 

Bueno» Air**. Septiembre 6 de 1010 

Sícudo improcedente para ante esta Suprema Corte el re- 
curso interpuesto á fs, 43, y 110 habiéndose sustanciado contien- 
da <¡e competencia en la f orina establecida por la ley, de confor- 
midad con lo dictaminado por el si'ñor procurador genera!, de- 
vuélvanse los autos al señor juez federal de la Rio ja, ¡¡ara que 
ies dé la tramitación correspondiente. 

A. Bermejo — Nicanor ü. del Solar 
— m. P. Daract— D. E. Palacio. 



CACSA C1.XNXMI 

l'rihtmz y Compañía contra don lizeqnicl Hamos Mexia, por 
daños y f<rjtti(iu$: sohie procvdenélé del recurso extraor- 
dinario. 

Sumario: i. Q ['ara la procedencia de la tercera intatieia autori- 
zada por el art. 14, inc. 3," de la ley tiúni. 48, no lia si a que 
se haya discutido durante el juicio la inteligencia ele alguna 
cláusula de la constitución ó de un tratado ó ley det con- 
¿Tieso ó una comisión ejercida en nombre de la autoridad 
nacional; es indisjiensable que la decisión definitiva sea 
contraria á la validez del título, derecho, privilegio ó exen- 
ción fundada en diclia cláusula. 
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2. a Es improcedente el recurso extraordinario contra una 
resolución que se Umita á establecer que un ministro nacio- 
nal no puede. ix>r actos «metidos en el desempeño de su 
cargo, ser traído ante tos tribunales, sin que previamente 
haya sido despojado del fuero en juicio político. 
Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO DEL JUEZ DE 1/ INSTANCIA 

Rucitoa Airt». Diciembre 21 de I 1 .»*. 

Autos y vistos: 

Considerando que la presente demanda versa subre actos 
gubernativos cumplidos dentro de las facultades discrecionales 
de la Administración, que aún que puedan lastimar un interés 
no hieren, sin embargo, ningún derecho perfecto, y no constitu- 
yen tu pueden constituir, |wr consiguiente, un caso de naturale- 
za judicial. SObre el eual puedan conocer los jueces, sin cometer 
exceso de poder y avanzar sobre los límites trazados a cada uno 
tui lus poderes públicos del Gobierno, dentro de la división fmi- 
tiamental de ésto* que consagra la Constitución Nacional fítlack 
American Constimtional Lan párrafo 54). 

Que, por otra parte, y aun cuantío se tratara de actos civil 
6 criminalmente delictuosos de uro de los ministros del Poder 
Ejecutivo Nacional, cometidos ellos en el ejercicio de sus fun- 
ciones, nc podrían ser traídos ante los jueces ordinarios, sin el 
previo trámite de! juicio político prescriptb |>or el art. 45 de ta 
Constitución, contra aquel ó aquellos de dichos funcíonari"- 
que los hubieren ejecutado, 

l»oi estos fundamentos, y de conformidad con lo dictami- 
nado por el setter A gente Fiscal, se declara incompetente el iti- 
irwripto. jiara entender en el presente juicio. Archívele, repu- 
liéndose la foja» 

Jor(jc de ¡ti Torre. 
Ante mi, Francisco Tómese. 
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RESOLUCIÓN DE LA CAMARA DE APELACIONES 

Bucutrt Airci. Noviembre lü 4t 19». 

Y visto» 1 

Considerando; One si bien los hechos y ti derecho en *\w 
i-1 actor funda su demanda son de la competencia de los iril jú- 
nales ordinarios cu virtud de la disposición del art. l 112 del Có- 
digo Civil, que declara une los funcionarios públicos, cu el ejer- 
cicio de mis funciones, se eiieueniraii comprendidos en la res- 
ponsabilidad fjuc dicho Código sanciona en general para los au- 
toras de los hecli< s ilícitos, ello no obstante, y como lo establéce- 
la sentencia apelada en el segundo considerando, elidios funcio- 
narios no pueden, por actos cometidos en el d?sempcñp de su 
cargo, ser traídos ante los tribunales, sin que previamente hayan 
sillo despojado* del fuero en juicio político, como lo establece 
e! art. 4.; fíe la Constitución Nacional. 

Por esln> fundamentos, se con finita el auto apelado de fo- 
jas i". Devuélvase, repóngase los sellos. 

Basuútdo.—GeUy. — 1 1 'iliwms. 
Ante mi. Tomás J mires Ccltmtn. 

DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte ; 

Kl apelante afirma (jue la incompetencia declarada por el 
inferior está en pugna con el art. ió de la Constitución, y míe la 
teoría sostenida en la resolución recurrida im|>orta el estableci- 
miento de un fuero á favor del demandado. 

F.sto. en mi sentir, es aqui encado, pues dicha resolución se 
limita á establecer cpic los ministros del í'oder Kjecutivo Nacii - 
nal 110 pueden ser traídos ante los jueces ordinariez, sin el pre- 
vio trámite del juicio |iol¡ttco. 

i\ejns de ser contrario al art. 16 de la Constitución, ello i m- 
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porta la confirmación del principio de la igualdad ante la ley, 
consagrado por ese mismo artículo. La igualdad consiste, según 
se expresa en el Estatuto Provisional de 1815, "en que ta ley, 
bien sea preceptiva, penal ó tuitiva, es igual para todas, y favo- 
rece igualmente al poderoso y al miserable, fiara la conservación 
de sus derechos*'. 

Y este principio se afirma, desde <|ue |*ir el auto recurrido, 
sí bien se exigen formalidades previas para traer á juicio al de- 
mandado, se declara expresamente comprendidos en las dispo- 
siciones de! art. 11 12 del Código Civil á los ministros del Poder 
Ejecutivo, á quienes alcanza la responsabilidad que dicho Có- 
digo sanciona en general ¡rara los autores de los hechos ilícitos. 
No se desvirtúa, entonces, el principio de la igualdad ante la ley. 

La Constitución Argentina, como dice Estrada, es. en esta 
materia; prudente y acertada. l<a igualdad que ella declara, con- 
siste en e! imperio de una sola ley y de un solo órgano de la ley 
sobre todas las personas, sea que proteja, sea que obligue, sea 
que coarte. Esta igualdad, que elimina la esclavitud, la servi- 
dumbre. Tas prerrogativas hereditarias y los privilegios de gre- 
mio, es [a primera de dos grandes bases sobre las cuates asien- 
ta, en la República Argentina, la libertad civil (curso de Dere- 
cho Constitucional, tomo pág. 209). 

Tampoco puede sostenerse que la mencionada resolución 
importa el establecimiento de un fuerao especial á favor del 
demandado, desde que en ella se establece que éste puede ser 
traído ante ¡os tribunales ordinarios, por los hechos que sirven 
ú*> tiinditmcnto á la demanda, previas las formalidades á que 
st refiere el art. 45 de la Constitución Nacional. 

Los fueros personales abolidos por la Constitución, "con- 
sistían en privilegios que se acordaban á individuos determina- 
dos, para ser juzgados, en cuanto á los delitos que cometieran, 
1"» en cnanto á sus contiendas privadas, por una jurisdicción es- 
f ecial, de sns pares ó de sus iguales". 

En mi concepto, pues, el señor Esequiel Ramos Mexía. no 
puede ser traído á juicio, por los hechos en que se funda la de- 
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manda, mientras no sea separado de su puesta por el Senado, 

ó cese en sus funciones por cualquiera utra causa. 

El hombre público, ha dicho el doctor Tejedor, que tiene 
parte en el Gobierno de cualquiera de estos modos: c imo mi enfl- 
oro del Poder Ejecutivo, Judicial y Legislativo, está revestí* 
de una misión pública, cuyo Ubre cumplimiento interesa á la 
ciedaci. Su autoridad resulta de una delegación directa ó indi- 
recta del pueblo, y nadie debe, hablando en general, tener la po- 
sibilidad de atentar contra este mandato, ó turbar su ejercicio. 
No es un privilegio de la persona, sino de las funciones, aunque 
por ra/ón de ser la persona indivisible, cubra, en ciertos casos, 
iodos sus actos. 

Por lo expuesto, opino que V. E. debe confirmar la 
ción apelada, de ÍS. 41. 

Lttis B. Molina. 





PALLO DE LA CORTE SUPREMA 
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Buenos Alrct, Septiembre 6 de 1910. 



Vistos y considerando: 



Que el recurso interpuesto y concedido en el presente caso, 
c.< el previsto en el art. 14» tac 3° de la ley núm. 48 (fs. 45 

Que con arreglo á los términos de ese inciso y á lo reitera- 
damente resuelto, no basta para la procedencia de la tercera ins- 
tancia extraordinaria de que se trata, que se haya discutido du- 
rante el juicio la inteligencia de alguna cláusula de ta Constitu- 
ción ó de un tratado ó ley del Congreso ó una comisión ejeif 
cida en nombre de la autoridad nacional, requíriéndose indis- 
pensablemente que la decisión definitiva sea contraria á ta vali- 
dez del título, derecho, privilegio ó exención fundada en dicha 
cláusula (Fallos de esta Corte, tomo 41, pág. 429; tomo 94, 
pág. 258 j tomo 96. pág. 420; tomo 100. pág. 17 y otros). 

Que el auto recurrido de fs. 41, sin entrar en el examen de 
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si ha existido ó no usurpación ele facultades por parte del minis- 
tro nacional, don Ezequiel Ramos Mexia, del punto de vista, de 
los arts. 74, 86 y g 2de la Constitución Nacional, invocados en 
la demanda de fs. j. se limita ¡| resolver cjue dicho funcionario 
no puede, por actos cometido» en el desempeño de sn cargo, ser 
traído ante tos tribunales sin que previamente haya sido deso- 
jado del fuer.» en juicio político. 

Oue 110 hay, asi, decisión expresa ó implícita acerca de la 
inteligencia y alcance de las recordadas disposiciones de la Cons- 
titución Nacional, ni era juvusario míe la hubiera pues que ei 
ra» 1 v resolvió por razones independiente> de aquellas. 

One "i liÍL-n l "nlaniz y Cía, han invocado, además, un l-1 jui- 
cio. ío$ arts, 14. 10. 17, 18. 45. 93 y Í17, íuc. u <íe la misma 
Conjunción, de observarse que estos artículos ttu les acuer- 
dan derecho alguno especial, para los ñnes del presente recurso. 

Que. en efecto, el art. 14 contiene una enumeración general 
de los derecho* reconocidos á todos lo> habitanies de la Nación, 
como el de trabajar y ejercer toda industria licita, etc.. confor- 
tóle á las leves que legt amen ten su ejercicio; y cuando la regla- 
mentación está hecha en lo« códigos á (ÍUC w refiere el iuc. II 
del art. ó;, incumbe aplicaría á los tribunales federales ó comu- 
nes, mu recurso para ante esta Corte {art. 15 ley níim. 48), luc- 
ra de los casos previstos en el art. %* de ta ley núm. 4055. 

Que los arts. Id, 17 y 18 de la Constitución Nacional, en la 
parte que establecen la supresión de los fueros personales y la 
inviolabilidad de la defensa de la |wrsnna y derechos en juicio, 
deben conciliar se con lo especia) y expresamente prese ripio en 
ei art. 45 y correlativos de la primera, que. sin crear propiamen- 
te un fuero especial, restringen las atribuciones del poder judi- 
cial y el derecho de los partí -rulares jwira acusar ¡í determinados 
funcionarios en las mismas condiciones que á otros particularec. 

Que en tal concepto, el citado art. 45 importa una exención 
asordada á los aludidos funcionarios. |w>r rajones de orden pú- 
blico, relacionadas con la. marcha regular de) gobierno creado 
por ta ley fundamental, ó consagra, como se ha dicho acertada- 
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mente, una garantía, de buen gobierno, establecida para defen- 
der el principio de mondad: y habiendo sido el auto ríe fs. 41 
favorable ;V aquélla, pues lejos de desconocerla ó limitarla, la 
hstóe extensiva, :i las acciones civiles, el caso no se encuentra 
comprendido en los términos y propósitos del art. 14, ínr. 3.°, ley 
i"im. 48 ( Fallos, tomo 82, pág. 232). 

l'or ello, de acuerdo con lo dictaminado por el señor pro- 
1 11 ra< Ic.r general, «e confirma el auto de fs. 41 en la parte que 
lia podido ser materia del recurso. N'otiíiquesc con el original; 
repóngase c! pape! \ devuélvase. 

A. Bermejo — Nicanor G. del Solar 
- M. P. Daract-D. E. Palacio. 



FAUX» Wt LA COTO fVFRKMA 

CAUSA CLXXXIV 
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Doña María J. de buque contra ta empresa de navajación "Ni- 
colás Mikfítwvieh", por daños y perjuicios;* sobre intenen- 
ción det defensor de pobres é incapaces, de la ciudad del 
Paraná. 

Sumario: Al defensor tic pobres é incapaces del Paraná corres- 
ponde intervenir, no solamente en las causas que vayan 
á la Cámara Federal de esa ciudad, de los juzgados fede- 
rales de la sección de Entre Ríos, sino también en las que 
se radiquen ante aquel tribunal, provenientes de los demás 
juzgados federales comprendidos en esa circunscripción. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



AUTO DE LA CAMARA FEDERAL 



PiMná, Majo 31 de IflOS». 



Wtk' 

ta 



Vistos y consi< 

Que la jurisdicción es de interpretación restrictiva, debien- 
do siempre entenderse circunscripta al radio territorial con que 
se acuerda y á las personas ó cosas sobre t^ie recae. Emanación 
de la ley y reflejo de la soberanía, sólo puede conferirla el po- 
der, facultado al efecto por la carta fundamental de estado. 
Por tanto, fuera de los objetos que se indican ó cuando no ema- 
na de fuente legítima, ella no existe. En tal caso, su ejercicio 
constituiría por lo menos una extensión indebida, un verdadero 
abuso de atribuciones, todo lo que es de derecho elemental y co- 
rriente. Y bien, aplicando estos principios al incidente de que se 
trata, resulta: 



a) Que el puesto de defensor de pobres incapaces y au- 
sentes, que desempeña el oponente doctor Echagtie, ha sido 

creado por ia ley de presupuesto núm, 4032 de 1904 ) anexo E, 
item jo L. cit.j, para la "Sección Entre Ríos". 

b) Que en igual concepto, como no podía menos de serlo, 
se expidió |K>r el P, E, á favor ile aquél el resi>ectivo nombra- 
miento, como igualmente lo fué el de su antecesor doctor Enri- 
que Racerln { Decretos de Abril 9 de 1904 y de Julio 21 de 
1905} : y 

e I ijue la intervención que aejui se pide por <licho funcio- 
nario, motivada por la nota que manifiesta haber recibido del 
Ministerio ríe Justicia é Instrucción Pública, es en un juicio ve- 
nido de la Sección del Rosario de Santa Fé, en el cual, por apa- 
recer interesada una menor, se nombró defensor de menores 
od km al doctor Marciano Torres, de quien aquél solicita á la 
vez su cese, en el cargo referido. De donde se sigue, como fluye 
ik lo expuesto anteriormente, que el postulante carece de juril- 
dicción para ejercer su ministerio en el sub jadicc, toda vez que 
el juicio relacionado corresponde á una "Sección territorial" 
dsitinta de aquella para la que él fué nombrado. Darte á éste 
l.i participación que pide, seria reconocerle un poder y faculta- 
des que maní tiestamente no tiene, lo que viciaría estas actua- 
ciones ilc insaciable nulidad. Por otra parte, la ley tampoco ha 
dicho que la jurisdicción atribuida á estos funcionarios sea acu- 
mulativa, y en su mérito, podrá sin duda el oponente seguir en 
indas las instancias los asuntos que se inicien por ante el jue* 
Federal ríe Entre Ríos (actualmente Paraná), pero de ningún 
modo, puede serle licito inmiscuirse en los incoados en los juz- 
garlos de las demás secciones riel circuito. 

N'o arguye contra las precedentes consideraciones, ta no- 
ta que el señor defensor aduce como fundamento único de la 
participación solicitada; puesto que los ministros que asesoran 
al poder ejecutivo nacional, no sólo carecen en absoluto 
de facultades para conferir atribuciones á cualquier funciona- 
iío, sino que el misino F\ E. en los casos que el congreso íúiúV 
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co órgano gubernamental facultado al efecto por la constitu- 
ción, art. 67 inc. 17), ha silenciado ese punto, si bien suplió la 
omisión, lo hizo siempre provisoriamente (véase decreto del 
1'. E. tífc Febrero ió de 1*15. referente a los defensores de me- 
nores y lisíales de los territorios nacionales 1. Ks que una cosa 
es la facultad de tiombratnicnto de un empleado ó funcionario, 
y otra muy distinta, la de su creación y asujnacum de atribitcut* 
ms para el jlerigi de ta función. Aquella es ejecutiva y las últi- 
mas incumben exclusivamente al poder que dicta y sanciona la 
ley: quien, sin violar el principio fundamental de la 110 delega- 
ción, puede sin embargo, en ciertos casos y por via de reglamen- 
tación, conferir á los otros poderes del gobierno, facultad para 
determinar los deberé* y obligaciones que corresponden á 1111 
puesto. (C. X.. art. 67 inc. 17 citado, y «o hie. to. art. 14' de la 
ley núm. 1893). 

F.mpero en este caso y en lo que ge reitere al defensor de 
pobres incapaces \ .uiseutes de la sección Entre Ríos 1 Imy 
F'aranáj, como también en lo que respecta a los debidas las de 
este circuito jurisdiccional, faltan tales antecedentes; no siendo 
tampoco dable generalizar lo que la ley sobre organización de 
los tribunales de la capital lia legislado sobre la materia ( títulos 
VIH y IX, ley citada núm. iSq^O. 

í'or lo demás, y en lo que hace al nombramiento mi hoc del 
ductor Torres - no existiendo en esta cámara defeiwir de 
menores; — jtp piidkndo la misma dejar sin el patrocinio tu- 
telar de la ley á ia menor interesada y es participe en este jui- 
cio, y lio siendo po'sible ni legal exigir al defensor de |Miljres 
incapaces, y ausente* de la sección tle! Rocano que -alga de 
ella para proseguir la instancia en ésta, ha debido proveerse á 
dicho nombramiento como se ha practicado siempre en todos 
ios tribunales de la nación, en lo* prj que n$ exista dicho 

iuncionario. 

Por lo expuesto y omitiendo otras consideraciones, se re- 
suelve declarar improcedente la participación solicitada en este 
caso pnr el -^iinr defensor de pobres, incapaces y ausente? de 
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esta sección, debiendo en su mérito tenerse por bien nombrado 
ud kot y en ese carácter al doctor Torres, <|ucu continuará in- 
terviniendo en el suh fúMcé. Hágase saber. 

R. flores l'eni. — Fortunato Cal- 
derón. — José Mareó, en desi- 
deneia de fundamento. 

DICTAMEN DFX SR. PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

V. B. se ha de servir revocar la resolución de la e\enia. 
cámara y mamlar se dé intervención en este juicio al de tensor 
oficial de pobres de la sección Entra; IMos. por ser ello te míe 
ci >mspi indi? legalmente, 

creación en la ley ílc preMipiu-ii ' general ilel cargo de 
''ek'n-nr de pobres para la sección Kntrc Ríos, con asiento en 
"a ciudad del Paraná, importaba confiar á la persona míe lo de- 
-empefialKi, el ejercicio de las funcione-: respectivas ante los tri- 
bunales federales radicados en dicha dudan" — qúe lo son el 
juagado de sección > la cámara de apelaciones, pues ipie no 
se hacia distinción de una y otra instancia, y tratándose de un 
funcionario indispensable en la tramitación de determinada* 
causas, segón lo establecen las leyes de procedimiento, no es no- 
■•■Mr presumir íjiic se haya omitido la crea:ión del puesto para 
la cámara federal, ciumdo era nece-aria su intervención en los 
expedientes míe ante ella iramitcn, 

'S si el tínico defensor de pobres designado para la ciudad 
del Paraná, debe intervenir en ambas instancias, lógico es que 
el misino ¡je haga cargo ame la cámara federal fie los expedien- 
tes tjuc vengan de las otras seccione* une forman el circuito 
respectivo, por cuanto á los defenso/es oficiales de los demás 
juzgado?, no les sería posible trasladarse al Paraná, para conti- 
nuar en segunda instancia el ejercicio de su ministerio. 
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Es de observar, asimismo, que de tos términos del art. 7 
r/c la ley 4162. se desprende que los fiscales y defensores de 
pobres, deben reemplazarse recíprocamente en sus funciones, 
y que la designación de los abogados de la matrícula, debe reser- 
varse para los casos extremos, en que no exista ningún funcio- 
nario oficial, á quien encomendar el cargo. 

Por ello, pido á V. E. se provea como lo solicito en el 
exordio, 

Luis ií. Molina. 
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Bu«io> Air el, Septiembre 10 de 1910 

Vistos para resolver el recurso deducido por el ministerio 
tic menores y procurador fiscal de la cámara federal del Paraná 
cti la presente causa seguida ante el juzgado federal del Rosario 
por dona María F. de Cuque contra la empresa de navegación tic 
Nicolás Mihanovích sobre indemnización de danos y perjuicio*, 
de los que resulta : 

Que el defensor fie pobres é incapaces, lia gestionado de la 
cámara federal se haga cesar la intervención del defensor ati Iwr 
nombrado en estejuicio por dicha cámara y se le de la partici- 
pación que le corresponde en igual carácter en virtud de las fun- 
ciones de su cargo oficial á lo que no se lia hecho lugar. 

V Considerando : 

Que no estando, corno no están, limitadas las atribuciones y 
facultades fiel ministerio de menores á los asuntos judiciales en 
i* instancia, le corresponde intervenir en las que' se radiquen ante 
la cámara de apelaciones en la circunscripción en que ejerce sus 
¿unciones, desde que es el único funcionario creado allí por ta ley. 

Que entre estos asuntos deben considerarse comprendidos 
los que fuesen llevados ante dicho tribunal remitidos en apelación 
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[K>r oW juzgados, con arreglo á lo dispuesto por la ley 4055 q«* 
ha creado esta cámara estableciendo la jurisdicción apelada que 
ie corresponde ejercer en dicha circunscripción judicial. 

Que asi se ha entendido siempre ante lo»; tribunales de esta 
capital en los que los defensores han intervenido en los asuntos 
lemitidits en apelación de los jueces federales de las secciones de 
San Luis. Mendoza y San Juan hasta el año ppdo., en que quedó 
establecida por la ley el defensor de pobres, incapaces > ausentes 
que deben intervenir en los asuntos que tramiten ante la corte 
tuprcina y cámara de apelación, circunscribiendo las funciones de 
his demás á la de primera instancia. Ley de presupuesto, 

IVr ello y ele conformidad con lo expuesto y pedido por 
señnr procurador general se revoca la resolución apelada de 
f,»]as 107, y el declara que corresponde al defensor del Paraná 
intervenir en esta causa como representante de los menores inte- 
resados ante la cámara de ablación. Notifiquese con el original 
y devuélvanse los autos reponiéndose los sellos ante el inferior. 



.- 

A. Bermejo. - Nicanor O. del Solar. - 
D. E. Palacio. 



.sí 



so 
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Criminal, contra Leandro Calderón v otros, por hurto de 
mercad crias; sohrc c&tft0feMfa 

'SnmamS No corresponde á la justicia nacional el conociniien- 
to de tina causa por el ilelito de hurto de mercadería!- co- 
metidp e" »na estación de un ferrocarril de propiedad de 
Ja nación, en construción en una provincia. 

Casos Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOS GENERAL 

Suprema Corte: 

Vuestra excelencia tiene establecido como regla general é in- 
variable une cuando la jurisdicción se baila comprometida, la 
cuestión que la envuelva del» <crle sometida (tomo 51). pág. #?o> 
mayormente si ella lia sido denegada como en el ca^o ( sentencia 
de H, ¿08 1 , y consentida su acción y requerido su mantenimien- 
to por una de las partes, — el procurador fiscal.— cuyo recurso en- 
cuadra en la invariable jurisprudencia de V. K. aplicable, asi 
como en el art. 14 de la ley 48 y 6 de la ley 4055. 

Fsio me induce á reputar procedente el recurso, puliendo 
á V. K. sé prenuncie al respecto. En cuanto á su fondo, considero 
íjue la jurisdicción federal es extraña al caso; el hecho de tratar- 
se de la estación de un ferrocarril en construcción, de propiedad 
d( la nación, como lugar del becbo criminal (pie motiva el proce- 
so, no implica el de la exclusiva jurisdicción á Que se refiere el 
artículo 3 de la ley 48, la que supone autoridad directa y juris- 
dicción nacional propia y exclnyente, de toda otra (como en ar- 
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cénales, fortalezas, almacenes, etc.), lo que no sucede cuando el 
gobierno actúa como propietario ú constructor de. un ferrocarril 
en que no ejerce autoridad, ni excluye la local que existe tí orno 
M- W 354)- 

Esta consideración, la invariable jurisprudencia al respecto 
\ las consideraciones de (a sentencia recurrida, me inducen á pe- 
dir á V. E. su confirmación en cuanto declara incompetente la 
justicia federal en este proceso, 

Julio Boht, 



PAULO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 10 de 19(0. 

Vistos y considerando; 

Que |Ktr la sentencia de fs 208, se declara que la presente 
Causa no corresponde á la jurisdicción federal, por tratarse en 
ella de un delito regido por el ilerecho común, y como tal* de la 
competencia de los jueces ordinarios. 

Que en tal virtud, procede el recurso deducido contra dicho 
fallo, con arreglo á lo dispuesto |wr la ley núm, 4055, art. 6.° y 
por la de Septiembre de 1863, art. 14, como se ha establecido en 
casos análogos. 

Que por to que hace al fondo del asunto, resulta de aulos 
que él delito de hurto de mercaderías que ha dado margen á la 
formación de esta causa seguida contra Leandro Calderón y 
otros procesados, se lia cometido en la Estación Into del ferroca ; 
nil que se construye por el gobierno nacinal en ta povincia de 
Jujuy, 

Que este delito 110 se halla comprendido entre los provistos 
por la ley general de ferrocarriles, ni puede decirse (pie ha sido 
cometido en un lugar en el que la nación tenga absoluta y exclu- 
siva jurisdicción (Fallos, tomo 57» pág. 300 ; 58, pág. [85 ; 8k pá- 



iHna 66 y causa criminal contra Joaquín Ledesma y Carmelo Co- 
sentino. fallada en Mayo 12 del corriente año). 

Por ello, y de conformidad con Ib expuesto y pedido por el 
seiior procurador general, se confirma la sentencia apelada de 
h. 208. Notifiquesc original y de vuélvanse los autos. 

A. Bermejo.— Nicanor G- del Solak 
— D. E. Palacio. 



CAUSA CLXXXVI 

Mmte y Tudor contra francisco Armemjoi y otros, por imita- 
ción fraudulenta de morca de fábrica ; sobre procedencia de 
ios recursos de nulidad y revuión. 

Sumario : 1, De los tallos de la corte suprema no liay recurvo; 
alguno i excepción del de revisión. 

a> La corte suprema puede conocer y tesolver las cues- 
tione* que se susciten ante ella con la mayoría absoluta de 
sus miembros. 

3." F.l procedimiento establecido por el art. 8 de la ley 
número 4055 no permite que se corra traslado de la memo- 
ria míe él autoriza á presentar. 

4.' Kl tribunal, sin incurrir en nulidad, puede tomar en 
consideración, en sus fallos, únicamente las cuestiones (pie ;t 
su juicio estime necesarias para fundarlo, y reproducir en 
lo demás, los fundamentos fie la sentencia del inferior. 

Coso : Resulta el siguiente: 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA (1) 

Buenot Aireij bcpiitmbre 72 de 1910 

Vistos y consií i erando: 

Que los fallos de esta corte suprema, no hay recurso al- 
guno á excepción del fie revisión, como lo dispone el art. 10 de la 
ley de 16 de Octubre de 1862, y se ha declarado en diversas can- 
sas; tomo 12, pág. 134; 24. í¿¿ r99tí á|, pág- i«5= y 9*» páginas 
[69 y 214. 

Que esto, no obstante, debe observarse que lo alegado res- 
pecto^ la composición del tribunal que ha conocido en esta causa 
y pronunciado la sentencia recurrida, es de todo punto improce- 
dente, desde que, conforme á lo dispuesto por ta ley núm. 50 
de 14 de Septiembre de 1803 (art. 22), y por la <le 16 de Octu- 
bre de 1862 (art. 9), la corte suprema puede conocer y resolver 
las cuestiones que se susciten ante ella con la mayoría absoluta 
de sus miembros, á lo que se agrega la circunstancia de no ha" 
berse pedido, como pudo hacerse, que la causa fuera fallada por 
el tribunal íntegro. 

Que por lo míe hace á la memoria de fs. 2t, no puede sos- 
tenerse que debió darse de ella traslado, desde que este procedi- 
miento 110 está autorizado por la ley 4055, la que en su art. 8.* 
ex presamente dispone que "en las causas en que la corte supre- 
ma conozca en grade de apelación, recibido que sea el cxpdien- 
te. se dictará la providencia de "autos" y las partes podrán den- 
tro de los diez días comunes é improrrogables siguientes al fie la 
notificación de esa prm.,iencia presentar, una memoria sobre la 
causa que se mandará agregar, y sin más trámite queda la causa 
conclusa para definitiva ( art. 8 ley 4°55)' 

Que es de «mponersc que los recurrentes lian tenido conoci- 
miento del contenido de la expresada memoria por la notificación 

<» Véw el fallo del loma 112, pift. 136 



■ 
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de fs. 58 vuelta, posterior á su agregación, sin que desde la fecha 
de esa notificación ( Mayo 2 de 1909) hasta Septiembre 14 del 
mismo año, en que fue pronunciada la sentencia de fs. íío, le hu- 
biese hecho observación respecto á su contenido. 

Que en ta sentencia recurrida se han tomado en considera- 
ción las cuestiones que, á juicio del tribunal se han estimado ne- 
cesarias para fundar su decisión reproduciendo en U» demás los 
fundamentos de !a sentencia di 1 fs. pronunciada efi primera 
instancia (ex|>ediente agregado 1. lo que demuestra la insubsis- 
teneia de lo alegado en cuanto ;d hecho de no haberse examinado 
todas las cuestiones suscitadas |»or los querellantes sobre las me- 
dallas ipie tiznón un la marca tpie lia sido materia de este juicio. 

One en cuanto al recurso ríe revisión, él 110 está comprendi- 
do en ninguno de los caso* expresamente determinados |>or el ar- 
tículo 551 del código de procedimientos en lo criminal, que pu- 
diera justificarlo. 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por et 
señor procurador general, no se hace lugar, con costas ;i Is re- 
cursos deducidos. JCotifiquesr eon el original y repuestos los se- 
llos devuélvanse. 

Nicanor O, del Solar - 
C. Moyano Gacitüa, 

\I. P, Daract, en disidencia de fun- 
damentos. 

DISIDENCIA DE FUNDAMENTOS 

Buen»* Aire*, Septiembre 22 dr \W\ 

Y vistos; Considerando en cuanto al recurso de nulidad : 
Que con arreglo á lo dispuesto en el art. 9 ile la ley miin. 27 

y ¡o establece el auto precedente de la mayoría, el de fs. óo ha 

podido dictarse sin tribunal íntegro. 
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(Jttt- en cuanto á las otras causales de nulidad alegadas en 
el escrito de te, 67, el recurso, en concepto de distinto del de re- 
visión, es inadmisible (art. 10. ley citada». 

Considerando en cnanto al recurso dé revisión: ■ # 

Que el art.2 4 de la ley 111'nn. 50 se reitere á tas cansas en míe 
la suprema corte COtteÉB" originariamente, como lo demuestran 
mis términos y la referencia al art. 7 de la ley núm. 27. 

une el ínc. 3.°, art, 551 «leí código de procedimientos en lo 
criminal es inaplicable a fallos pronunciados por esta Corte en 
los recursos eMraordinarios del año 14 de la ley núm. 4* >' íi de 
la ley 4055, t(Hla vez que en ellos el tribunal 110 debe admitir 
pruebas ni está llamado á apreciar las producidas por las liarles 
en el juicio ( Fallos, tomo <)j, página 319; tomo 109. página 50 y 
oíros). 

gil sn mérito, se declaran improcedentes los recursos dedu- 
cidos. Notifícese con el original, repóngase y devuélvase, como 



.1/. P. narart. 
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CAUSA ctxxxvn 

D. Pastor Xicto contra los herederos ite don Santos Martínez, 
por petición de herencia; sobre competencia 

Sumario: So corresponde á la justicia federal el conocimiento 
de una demanda .sobre petición de herencia, cuando el juicio 
sucesorio en que ella ha sido instaurada se halla en estado de 
indivisión. 

Caso: L,0 explican las piezas siguientes: 



[>ICT \MEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte: 

I-íí acción entablada por I). Pastor Nieto en su calidad de 
hijo natural declarado de D, Santos Martínez, contra ia sucesión 
fie éste constituida por D. Patricio y I). Argelino Astorga y don 
Manuel Zambra, no tiende á la devolución de los bienes inmue- 
bles, muebles y semovientes incluidos en las diligencias de inven- 
tario de los bienes pertenecientes al causante, míe se encuentran 
en estado de indivisión. I'astan estos extremos cjue han sido ex- 
presamente admitidos por los demandados |>ara caracterizar la 
acción de petición de herencia prevista |H>r el art. ,UJJ del códi- 
go civil y cuyo conocimiento corresponde al juez de la sucesión 
abierta conforme al art. 3284. inc. 1." del mismo código. 

DicKá acción, atenta su calidad de incidente del juicio unir 
versal de sucesión, está excluida de la jurisdicción de los tribu- 
nales federales de acuerdo con lo míe establece el art. J2 inc. u' 
de la ley 48 y art. 2 de la ley 0,27 y compete al juez que entiende 
en el juicio sucesorio respectivo, con arreglo á la disposición re- 
cordada del código civil. 
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Por ^ilo. y jurisprudencia dé fe E¿ fto.no ,07. p% 7 ,, nulo 
a V. E. la confirmación del fallo recurrid... 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» AiTts, Septiembre 22 de 1910. 



Vistos y consitfefatidó: 

Qut- habiéndole dc-cmeíd., por | ;I sctttenéa dé fs 107 | a 
C " m,,m ' ,,t,ií4 líl Í"*¡™ Neral par, eonoeér ,„ w ' tc 
cansa, o.mo se ha sosu-nidn , N , r !„< demandado*, pj^e ¿1 rc- 
«Wfl ifc apdaeió,, se ha ¡merpuestn y emolido para ante 
«ta t - irtl . con arreglo á Ib dispuesto por la kv núm. 40^ art ó 
K conehim dé qj de Septienibr, dé art. 14, v ¡ fo re^ 
t-i ri-ik-railanuim- tM i casos niialn^*. 

V considerando en cuan," a| f„ndo de |„ ctu^ri.ui • 
L>.-r la demanda de í>. 4 cs dirigía á obtener ta herencia 
f: l 'V ,r ; ,ir S,1S,K '" L « >m '*l»'n** «m único v universal here- 
dero de D N„,„. Martina, en s„ carácter .le kij., natural dé! 
tan-ante debidamente reconocido. 

l}ue esta demanda ha sido Mngfti ante el fufado cíe urí- 
imra ,„M.mcia de la provincia «le U Ríoja, en el que fué nl.k-ni 
y se CWftenífa rascarlo en estado de indivisión, el juicio <nccso- 
mp M presado don Santo, Martin,,, como se co,.M K „a en la 
semencia recorrida. 

@«e ¡a jurisdicción sobre Ir, succión corresponde ñ lo, u w - 
.cs , ej l^ar del úlílniei domicilio del ¿Hfimto y ante los jneees de 
e se lugar del*,, enlabiara (as demanda* concerniente, a lo. bie- 
nes hereditarios hasta la partición ¡nitusive, citando son inter- 
puestas por áfettnos d, los suce>o,v. ,miver-ale. contra Sús ebfté- 
rtderos, como se dispone expresamente por ,1 código civil v oc„- 
ire en él présele caso. art. .^4 di código eitado. uTonio fot 
tm 7. falló de la Suprema Corte 1. ^ 



Que por otra parte es ele tenerse presente. que si bien la ju- 
risdicción de !cs tribunales tápionales es privativa en las causas 
determinadas en los arts. I. 2 y 3 tlt la ley número 48 citada, es- 
tán exceptuadas las que expresa el art. 12 de la misma ley. en las 
míe están comprendidos linios los juicios universales de concurso 
de acreedores v petición de herencia .le los cpie debe conmer el 
juez .le provincia compéleme. cualquiera que fuera la nacionali- 
dad ó vecindad de las idrectauicntc interesadas en ellos tart. 1. 

lev 48. v 2. ley 02- >. ,1,1 
' por ello v de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
«ftbf mirador General, se confirma la sentencia apelada de 
fs. 107 con costar Not¡f.quese original y devuélvanse los auto*, 
reponiéndose las fojas, 

Nicanor Ü. del Sola»-M. P. Daráct- 

C. MOV ANO flACITt'A' 



CUSA ci.xxxvrn 



Don Bernardo de {turraste y otros, contra la provea de Santa 
/♦Y, por daños y perjuicios: sobre rebeldía. 

Sunmm; Declarada la .cfachlia. nn correrle acordar al re- 
mide para qü* conteste la demanda, el termino de 24 horas 
¿ q,te *■ refere el art. 12 de la ley nacional ,lc procedmnen- 

los. 

C'„ t( , • Venado el término .1c diei .lias acórchelo á la provincia de 
Sa.i.a Hj, para comparar á c«ar á derecho. f«e 
ra,la rebelde ú petición .Id actor. El apoderad de la pro- 
vincia pidi» revocatoria, fun.la.lo en <|ite por omisión del co- 
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rrco, se extraviaron los documentos y antecedentes que el 
gobernador le había remitido [ara que compareciera ante la 
Corte; y en caso negativo, pidió íjue se le acordaran 24 ho- 
ras para contestar la demanda. Habiéndose opuesto el actor, 
st- pronunció el siguiente : 



PALLO DE LA SUPREMA CORTE 

Bueno* Airei. Septienibrc 39 ét 1910. 

Y vistos; 

Bi recurso de reposición interpuesto por el representante 
de la provincia de Santa Fe, contra el auto de fs. 456 vuelta que 
declaro la rebeldía del demandado por tío haber comparecido á 
sstítr ó detet fin en !a demanda instaurada por don Bernardo P. 
de Itnrras|K.' y otros, y 
Considerando : 

[.* Que la rebeldía ha sido acusada y resuelta de confor- 
midad con el art. 183 de la ley nnm, 50. 

2." Que en e¡ supuesto de que el recurso proceda, la peti- 
ción y declaratoria de dicha rcbcldia no puede sus|Kiulerse ni 
anularle sino en los casos legislados |»r los artículos 187 y 188 
de la ley cjtada. y que 110 han sido invocados por el recurrente. 

FY>r efTo. no se hace lugar con costas, á la petición de fs. 4166 
y cornm los autos según su estado. Repóngame los sellos. 

Nicanor G. del Sola«.-M. P. Daract 
C. MOvano Gacitüa.-D. E. Palacio. 
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CAUSA' CLXXXIX 

Criminal contra Hilario íV//«, f>or homicidio. 

Sumario : Ks jn«.ta la sentencia qtte ct »rideua á once años Cié pre- 
sidio y accesorios legales á un reo «le homicidio, cometido 
mediando las atenuantes de ebriedad parcial y la especifica- 
da en el art. 83 inc. 5 de la ley penal. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Ll Pim, NovCcmhre »' de 190U. 

Visto* y consídíraindo*: 

Ol,c c) cuerpo del delito, ó sea !a muerte por homicidio de¡ 
interfecto, está plenamente probada i>or las declaraciones de tes- 
tigo*. informe de la policía y dictamen pericial. De éste se des- 
prende, que la muerte ita sido ocasionada por la hemorragia pro- 
ducida por la herida de la mu Taca. 

One de autos, no resulta justificada la legítima defensa in- 
vocada por el procesáis y antes por el contrarío, aparece que el 
delito 'levado á cabo Cae bajo la ¿nación de) art. 17. cap. I. Deb- 
ió* contra la vida. inc. i. n . castigado cdh la pena <1e presidio de 
10 á 2? años. 

T.ií efecto, dice Vega, 'que encontrándose enlazando, en su 
h domicilio, vió que el sujeto Sosa, le incomódala á tiemjKi que 
" él venía con un animal para contramarcado, parado en ta pucr- 
" ta del corral por lo que le dij<>: "ladéate y salí de la puerta, 
" que inc vas á hacer matar el caballo injustamente", á lo que 
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" enojad» Sosa, se bajó del caballo provocándolo á pelear y éh 
*' entonces, en defensa de sus infero sos y su vida, no tuvo inás 
remedio que lia¿er mi defensa sin la menor intención de herir 

* ;i Sosa." 

l£l testigo presencia!, Muñoz, dice que "Vega le pegó con el 
ta*o que andaba enlazando y vió «juc se boleó al suelo, con cuchi- 
llo en mano ". no pudiendo precisar por qué ha sido la discusión. 

Montiel, también testigo presencial, declara: "Que Vega le 
pegó dos lazozos con el mismo lazo, estropeando á Sosa, según 
cice. pues salió con manchas de sangre"- . . 

QtlC o uno se ve. lejos pues de encontrarse Vega en estado 
de legitima defensa, y lejos también cié aparecer el homicida co- 
mo provocado, aparece que fué Vega quien primero agredió á 
Sosa de hecho, guipándolo con el lazo. 

Oue Vega tiene derecho á que se le computen las circuns- 
tancias atenuantes de ebriedad parcial voluntaria y la especifica- 
da en el art. 8j inc, 5. 

Por estos fundamentes, se revoca la sentencia y se condena 
á Vega á sufrir la pena fie once años de presidio, sus accesorios 
legales y costas. 

Devuélvase para su cumplimiento. 

Daniel GoiHa — Marcelino Escalada, 
Joaquín Carrito, en disidencia. 



DICTAMEN DEL SR. PROCURADO* GENERAL 

BueflM Air**, Afottn 3 ót I9IQ. 

Suprema Corte: 

Las constancias del sumario incoado por ta policía de la 
Pampa Central, que no fué ampliado por el juez letrado á ñn de 
llenar las deficiencias de que adolecía y que pudieron ser subsa- 
nadas en aquel momento, (tejan en la obscuridad los hechos que 




FALLO OP LA CORTE SUPREMA 



debían servir para la calificación «leí delito y la determinación de 
4a culpabilidad del procesado. No resulta de las diligencias prac- 
ticadas la cansa que originó la muerte del interfecto, y el infor- 
me de fs. 8 es insuficiente al extremo dé no permitir apoyar en 
I ninguna conclusión lega!. 

Aparle de ello, es indudable que, en los casos de heridas ó 
lesiones, cuando la victima fallece posteriormente, no puede cas- 
tigarse á su autor por el delito de homicidio, sino se probase que 
la muerte lia sido la consecuencia necesaria ó al menos ordinaria 
de las heridas ó lesiones. I lahría injusticia en suponer en el reo 
la intención de cometer un homicidio é imputarle este delito, si 
la herida no fuera de suyo mortal, y hubiera sobrevenido este 
resultado, solamente [>or algún accidente extraño al hecho delic- 
tuoso <|ue se persigue Por esto, en la doctrina, se admite sin dis- 
crepancia la distinción de las heridas necesariamente mortales, 
mortales por Ir» común, y mortales a causa de una complicación 
idlerior. de manera que. al autor responsable del hecho, se le cas- 
tigue por la lesión que cansó considerada en si misma, y con 
preseindeneia del resultado que ocasionalmente hubiera produ- 
cido. 

Kl código jifenil redactado por el doctor Tejedor, contenía 
una dis|JOsición estableciendo que "para que una lesión ó herida 
'* se repute mortal en el sentido legal, liasta que la lesión ó he- 
** rida sea la causa eficiente de la muerte", ( liarte 2.\ libro 
titulo i ", articulo y el comentario á dicho artículo, agrega: 

* Pnru dt terminar la relación de una persona, debe atenderse á 
'" dos cosas* i.*, comí .roltación del cuerpo de) delito de homiei- 
' dio; 2.\ naturaleza de la conexión causal que existe entre la 
' lesión y la muerte, buscar cuales pueden ser las causas más 
■ directas, y después calcular basta qué punto el resultado de la 
*" lesión puede considerarse la causa del resultado mortal. Hay 

* homicidio desde que se establezca que la ¡>erttirbación letífera 
" introducida en el organismo e« la consecuencia necesaria del 
- acto vulnerante". Aunque no esté en vigor ya la disposición 
un recuerdo, y el código jK-nal vigente no condigna ninguna 
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í*rescrtiiciófi análoga, es indudable qtié los principios que dejo 
referidos, son los que predominan actualmente en la materia, y 
de los cítales no es posible apartarse al juzgar «le la responsabilt- 
oad criminal *n lo* delitos por heridas ó lesiones. 

En el caso que se llalla á mi dictamen, la herida que infirió 
Vega á Sosa, lo fué en la muñeca del brazo derecho, según lu di- 
ce el informe de fs. 8, que menciona además una contusión en et 
pómulo izquierdo, más no es posible determinar, dada la defi- 
ciencia del citado informe, cuál de las dos heridas produjo el de- 
rrame de sangre, ni la importancia que una y otra tuvieren, co- 
uto queda igualmente sin aclararse la forma en que Sosa se tras- 
ladó al sitio en que fué encontrado muerto, desde el lugar en que 
ocurrió la riña con Vega. La falta completa de antecedentes so* 
hre las consecuencias de la herida, no permite imputar al reo la 
muerte del interfecto, desde que no e*tá probado «pie la lesión 
en la muñeca, región poco importante del organismo, produjera 
el derrame de sangre que causó el fallecimiento, el cual pudo 
¡mrfeetamente originarse j^or la contusión en el |>órmito izquierdo. 

\o estando justificado que el hecho de Vega fuera la causa 
eficiente de la muerte de Sosa, no puede castigársele como ho- 
micida, y eorresjwnde aplicarle la pena del delito de lesiones, en 
la forma que lo indica el voto de la minoría de la exenta, cáma- 
ri federal. 

(Hilo á V. E. se sirva revocar la sentencia ajelada, y conde- 
nar al procesado Vega á sufrir la pena de un año de arresto, con 
:rngto íi lo que dispone el ¡tic. l." art. 17 cap. 2" de la ley de 
re formas al código penal. 

Julio fíotei. 

■ 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Biwnoi Alici. Octubre 1. tfc 1910, 

V istos v considerando: 

1. " Que la diligencia consignada por el comisario instructor 
del sumario á fs. 2 vuelta, hace constar la posicii'm del cadáver 
de Elíseo Sosa, la herida que presenta en el puño dé la mano de- 
recha, de dos y medio á tres centímetros de profundidad, de lo 
cual ha resultado su muerte instantánea. 

2. ° Que los peritos designados por el juez instructor á fal- 
ta de médico, para el reconocimiento de las heridas que presen- 
tatra Sosa, lo fueron con arreglo al art. 325 del código de proce- 
dimientos en lo criminal, desempeñando su cometido, previo el 
juramento requerido i>or el art. 336 de la misma ley ( Diligencia 
de fs. 2 vuelta). 

3. " Que en su informe de fs. K afirman que el cadáver du 
Sosa presenta una heriría de arma cortante en ta muñeca del bra- 
zo den-crio y una contusión en el pómulo izquierdo, lo que, á su 
juicio, "al parecer, ha causado la muerte por derrame de sangre", 
circunstancias que comprueban suficientemente que Sosa ha 
muerto por hemorragia y á consecuencia de una herida de arma 
cortante inferida por Vega, en riña, según el mismo lo confiesa á 
fs. 6 y 7. ratificada á fs, 10 V.. todo lo que caracteriza claramen- 
te el hecho cometido por Vega. 

Por estas consideraciones y las concordantes del fallo recu- 
rrido de fs. ¡¡8 y 20. se lo confirma, con costas. Notifiqnese ori- 
ginal y devuélvase. 

A. Bermejo. Nicanor G. del Solar.— 
M. P. Daract.-C. Moyamo Oacitüa-D. E Palacio, 
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CAUSA CXC 

fcéciixse extraordinario deducido de hecho por don Juan Mótta 
en autos ton Mieheli Quinto. 

Sumario: K.s improcedente el recurso extraordinario previsto en 
el an. [4 (te la ley nitro. 4X. cuando en el pleito no ha sido 
cuestionada 1» inteligencia (te la cláusula constitucional <¡ue 
se cita al fundarlo y une sólo se la menciona después de fa- 
llada la causa. 

Caso: lx> explican las piezas siguientes: 



INFORMA DE LA CAMARA FEDERAL DE LA CANTAL 

Suprema Corte : 

Evacuando el informe ordenado por V. K. en el recurso de 
hecho interpuesto por don Andrés U. W'itt en los autos <¡ue signe 
Quinto Mieheli contra don Juan Motta por imitación fraudulen- 
ta de marca, del» informar á V. E. lo siguiente: 

Ktt 28 Uc Noviembre de DJ07 se presentó don Juan C, Parel 
en representación de don Quinto Mieheli. ante el señor juei fe- 
deral, doctor Ferrer, iniciando formal <|iierella contra don Juan 
Motta por imitación fraudulenta de la marca de comercio 41 A las 
tres bolas". 

Manifiesta el señpr I'arel que su defendido posee una casa 
de compra-venta en l;¡ calle 25 de Mayo, denominada "A las tres 
iiotas", registrada en 1904. 

y»e el demandado se estableció con igual negocio en la mis- 
il. a caiíe, denoinináudolii "A los tre* mundos", marca visible- 
mente igual a la expresada, y tratando de confundir ambas ca- 
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mís para aprovecha i se dé la inmensa clientela del señor Micheh, 
y furnia su aceito en él art. 4»*. irte; 3." y 56 <lc la ley núm. 3975. 

Tramitada la cansa con ias formalidades de la lev de infe- 
rior, sentenció condenando á don Juan Motta al |>ago de una 
multa de doscientos pesos moneda nacional, y á sufrir un mes 
«e arresto, eon costas: ordenando también el retiro del frente de 
su negocio, todo emblema que se relacionase con la causa. 

Apelada la precedente sentencia, este tribunal la confirmó en 
todas sus paites. 

Interpuesto recurro de apelación para ante V. Fí.. esta cá- 
mara dictó el siguiente auto: 41 Y vistos: Xo encontrándose el 
presente caso comprendido en ninguna de las disposiciones de la 
ky nuiu. 4055. y no siendo objeto de la presente litis la inteligen- 
cia de ninguna cláusula de la constitución ni ninguno de tus pun- 
ios enumerados cu ia ley uúm. 4K. y no habiendnse resuello sobre 
i a validen ó nulidad de la marca objeto de la querella, no se hace 
lugar al reetirso de apelación interpuesto para ante la Suprema 
Corle dé Justina. ( Firmado) : Juan A. Carda, Angel IX Rojas, 
.Angel Ferreyra Cortes", 

iÍs cuanto de! 10 infurmar a V. F... á quien Dios guarde. 

Juan A. García. 



DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR OENERAL 

« ■ 

Bueno* Aiitt Septiembre V de :SIU. 

?uprema Corte : 

\\\ recurso de ajjelac¡ón que sv deduce para ante V. E.. es 
improccdculc. en razón de las siguientes circunstancias que re- 
sultan dé autos: 

i/' No se lia puesto en cuestión por el demandado ninguna 
cláusula de la ley de marcas, ni se lia fundado en ella un derecho, 
exención ó privilegio que estuviere amparado por la misma ley. 
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2." I.a sentencia recurrida rio contraría tm derecho, privi- 
ligio ó t'vmtf'in que so funde eií la ley citada, y se limita á la 
aplicación de sus disposiciones, conforme a las probanas pre- 
sentías |>or tos partes. 

3, La violación ilc tina cláusula constitucional. <pie se nle- 
Ka por primera vez al formularse el recurso, es extemporánea, 
por cuanto, según lo tiene declarado V*. F.. un múltiples casos, es 
imlUpeusahlc futra la procedencia del recurso, que su fundamen- 
to haya sido materia del litigio, y la sentencia definitiva se pro- 
nuncie á su rojK-clo. 

Por Jo expuesto y proscripto por el art. 14 íiic, 3 y 15 de la 
ley 48. pido á V. K. se rechace el recurso tic hecho interpuestos 

Julio Botct. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buiwm Airei, Octubre II dr 1910. 

Autos y vistos: 

F.i recurso de hecho por apelación denegada interpuesto por 
ul a|Hwler,idi» <le don Juan Motta contra sentencia pronunciada 
pOf la cámara federal de ablaciones de la capital, en los autos 
seguido* contra aquél por don Qttinto Micheli. 

V considerando ; 

(Jue para fundar el recurso extraordinario previste» en el 
art. 22, tnc, 2." acápite 3," del código de procedimientos en lo 
criminal, ó sea el inc, 3 * art. 14 de la ley m'«u. 48, se aduce qrte 
el pleito no pudo versar sebre imitación ó falsificación de marca, 
por tratarse de la designación ó enseña fie las casas dr comercio 
de ambos litigantes y que ta sentencia apelada desconoce la ga- 
rantía de la libertad de comercio míe garante la constitución na- 
cional. 

Que como resulta de los autos traídos á ía vista, rn el plei- 
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lo no ha sidb cuestionada ta inteligencia He cláusula alguna ctcl 
artículo 14 de la constitución, el que sólo se menciona después 
de haber sido fallada la causa ífs. 170 vuelta). 

Que el andante no se cncuantra en el caso previsto en el in- 
ciso $¿% art. 14 de la ley núm. 48, que cita, pues, que si bien lia 
impugnado la acción que el actor fundaba en ta ley 3975- P° r *« 
parte ;u» Ha fundado en ella derecho alguno que le haya sido des- 
conocido en la sentencia apelada. 

Por e^tos fundamentos y de conformidad con lo expuesto y 
pedido por el señor l'tttcurador General, se declara bien denega- 
do el recurso. Arcinvese previa rejiosición de sellos y devuélvan- 
se los auto* principales con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo.— Nicanor Q. del Solar 
— M. P. Daract.— D. E. Palacio. 



CAUSA CXCI 

Saltador Antonio, contra ¡a mumdpaiidad de CUascomüs, sobre 
MconstitttfbnaHdad de una ordenanza. Hecnrso extraordi- 
nario. 

Sunwrio ; lis improcedente una acción entablada para obtener la 
declaración, en abstracto, de inconstitucional idad de una or- 
denanza municipal que establece un impuesto, si este im- 
puesto no lia sido pagado |»or el actor. 



Caso: f.o explican las piezas siguientes : 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

La Plata. Mano 10 4c 1910. 

Y vistos : 

(Jne es principio inconcuso que la justicia federal debe ejer- 
citarse dirimiendo casos contenciosos y no procede á hacer de- 
claracioncs en abstracto. 

Que en el caso actual éj actor pretende que se anule |>or in- 
cotislilucional una ordenanza dictada j»or la municipalidad de 
GhascoiTitb. 

(Jne el ocurrente no lia expresado que á consecuencia de esa 
disposición mi patrimonio haya sido atacado, pues no dice que el 
impuesto a que se refiere haya sido pagado indebidamente, único 
caso en que jiodria demandar su devolución, si obtuviese la de- 
claración de que el cobro había sitio hecho violando preceptos 
terminantes de la constitución nacional, y que correspondía que 
i ! caso fue>e resuelto por los tribunales federales. 

Que la suprema corle asi lo ha declarado en repetidos ca- 
ses, como puede vcise en sus fallos, tomo 36 pá^. 103, y tomo 94 
páíí. 421. 

I'or esto y sus concordantes, se confirma el fallo recurrido 
de fs, 11.*, con costas (1). Devuélvanse. 

Marcelino Escalada. — Daniel Goy- 
tia. — Joaquín Carrillo. 



(I) Noia-EI Juei Federal, luadáodoac, «nti» atm coitttdc racione*, ra que el ador 
flo haWa pagado el inpunh) raya incowlirucíoaaHdad dtaunda y ra 
ti litigado no pwitt hacer dectancJúim ra afcmtracto tobn fncmt«liiudo< 
nafidad de la ordenaua impmwMú». ««claró Impropíente la demanda, aln 
coatai. 



WCTAM N DEL Sft. PROCURADO» GENERAL 



tmtm Alm Mayo » d* iw 

Suprema Corle: 

?\l interponer el recurso de apelación para ante V. E„ no se 
han llenado los requisitos exigidos por el art 15 de la ley 48, para 
su admisibilidad, ni se ha mencionado disposición legal alguna 
<jiie lo autorice, por lo que pido ;t V. E. se sirva declarar mal con* 
cedida !a apelación interpuesta < Fallos, ionio ro8. pág. 481 >. 

Jnlio Bútet. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BtttffM Alm, Octi bft II d» »t0 

\ i>lnv v considerando: 

One en el recur.so |»ara ante esta corU 1 so han llenado los re- 
quisitos de forma del art. 15 de la ley iiúni. 48. por lo que del* 
considerarse Itien concedida i»or el amo de ís. 140,. 

tHie en cuanto al fondo, el inferior lia aplicado correcta- 
mente \u jurisprudencia de esta corte suprema cu <¡ue apoya su 
fallo. 

IW l'IIi». oído d señor procurador general, se confirma Id 
genti licia fíe f>. 1 L+ uielta. Xotiiíunesc con el original y devuél- 
vanle, deUiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo.- Nicanor O, del Solar. 
— M. P. Daract,- D. E. Palacio 



CAUSA CXCII 



Crutinal conjira Vine» i'tüppa por bigamia. Recurso cvlraordi- 
t*a*io. 

Suvwriv; f,a interpretación de disposiciones ctcl tratado de de- 
recho penal concluido en Montevideo í ley núm. 3792) hecha 
solo en d concepto fie que ellas se hallan incorporadas á la 
legislación nacional, sin que el apelante haya hecho valer en 
el juicio drrecho alguno especialmente consagrado por el 
citado convenio internacional, no da lugar al recurso pre- 
visto en el art. 14 de la ley m'im. 48, 

Casó: Lo explican las piezas siguientes: 



AUTO DEL JUEZ t>£ INSTRUCCIÓN 

Butoot Air**. AUrto I» 4* »m 

Autos y vistos: 

Kl presente juicio de querella iniciado por Carolina S;affico 
de Filippa contra l írico L.udovico Emmanueie Segundo Filippa. 
imputándole et delito fie bigamia, y 

Considerando : 

Que de los documentos presentados por el prevenido en el 
acto tic su declaración indagatoria y vertidos al idioma patrio por 
e¡ traductor oficia! de los tribunales, se desprende que el acusado, 
casado en Turín (\ taita) con la querellante, y luego divorciado 
ante la autoriflad judicial de Suiza, contrajo nuevo enlace con 
ñoña Rosalía reyroiiaolle Arieu en d misino país. 
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Que en estas condiciones es evidente la incompetencia del 
juzgado para entrar á juzgar la criminalidad ó ¡«criminalidad 
del acto imputado, por cuanto lia sido cometido fuera de su ju- 
risdicción, y el matrimonio se rige por )a ley del lugar de su ce- 
lebración . , . 

1\>t eíio, y de acuerdo con lo manifestarlo por el señor agí-ri- 
to fiscal en su dictamen de fs. 46, se declara este juzgado incom- 
petente para proseguir el proceso, debiendo ia querellante, si con- 
viene á sus derechos, hacerlos valer ante las autoridades de Sui- 
za. Notifiquesc. anótese y rejiónganse los sellos. 

/Y/r.r Constanza. 
Ante mí : Juan José Giménez, 



SRNTENCIA DE LA CAMARA DE APELACIONES EN LO CRIMINAL 

* 

Bueno* Aires, Noviembre 16 de iw 

Y vistos, considerando : 

Que según lo dispone el inc. del art. 25 del código de 
procedimientos, la jurisdicción de los tribunales de la capital, se 
extiende al conocimiento de los delitos cometidos en el extran- 
jero, so'a mente en los ca>os determinados por las leyes. 

Que en consecuencia y 110 existiendo ley alguna que someta 
á la jurisdicción de tos tribunales de la capital, el conocimiento 
fiel detito acusado, cometido en Suiza, de!>e aplicarse en este ca- 
so, la regla general de que la jurisdicción sólo alcanza k los deli- 
tos cometidos en el territorio de la capital I inc art. citado). 

Que las disposiciones del tratarlo de derecho penal inter- 
nacional fie Monte video, no Hgen sino entre los |>aises contra- 
tantes y no son aplicables por lo tanto al caso sub jndicc. Que la 
circunstancia de estar domiciliada en esta capital ta persona víc- 
tima del delito, no modifica las conclusiones anteriores, porque 
m es el domicilio del damnificado, sino el lugar en que se ha co- 
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metido el delito, lo que, según la ley expresada, determina la ju- 
risdicción. 

Que, por otra parte, et principio de derecho internad* 
privado que puede considerarse incorporado á nuestra 
< tratado de Montevideo), no ampara tampoco las pretensiones 
de Ja querellante, en cuanto á la competencia de los tribunales de 
la capital. Ese principio, fué, en efecto, consagrado en los si- 
guientes términos : "Los hechos de carácter delictuoso perpetra* 
dos en un estado, que serian justificables por Tas autoridades de 
este, si en él produjeron sus efectos, pero que sólo dañan dere- 
chos é intereses garantidos por las leyes de otro estado, serán 
juzgados por los tribunales y penados según las leyes de este úl- 
timo 



El principio no comprende, como se ve, el caso de autos, por- 
tille el delito acusado no se encuentra en las condiciones que 
disposición transcripta prevé. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado, regulándose en doscientos pesos los honorarios del doc- 
tor Rodríguez Saráchaga por sus trabajos en esta instancia y de- 
mélvanse. 

l.ópcs Cadenillas.— Pércs.—Saavedra, 
Ante mí : . H, Craweett. 



DICTAMRN DEL 5R. PROCURADOR GENERAL 



Bueno» Aim, AfHto 29 <k IMO. 



Suprema Corte : 



El recurso de apelación para ante V. E. ha sido mal conce- 
dido por no estar comprendido en ninguno de los casos previstos 
por los arts. 14 y 6 de las leyes 48 y ¥>S$, respectivamente. 

E? apelante no ha puesto en cuestión oportunamente la va- 
lidez ó Ta inteligencia de una cláusula, ley ó tratado con nación 
extranjera (ver escrito di fs. 53* y la descisión recurrida, se li- 
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mita ai resolver, á aplicar «na disposición del código de procedi- 
mientos de la capital, con arreglo á la cual se pronuncia sobre el 
punto en litigio- t-a mención de las disiiosiciones del tratado de 
derecho i»eiial internacional de Montevideo «pie contiene, sólo 
responde al deseo de hacerse cargo del principie» de derecho in- 
ternacional privado que sientan aquellas y que se reputa, en cier- 
to modo, incorporado á nuestras práctica* y jurisprudencia fie 
ese orden . no tratándose en consecuencia, de la aplicación de 
cláusula alguna de ese tratado. |>or no estar afectados en el caso 
ninguno de loa plises signatarios hasta en mi sentir, para afir- 
mar que. bajo este concepto, no se ha desconocido el derecho que 
pudiera haberse fundado cu cualquiera de ellas, lo que. por otra 
parte, sólo se ha hecho extemporáneamente, ó sea con interiori- 
dad :t la sentencia recurrida, como consta en el escrito de ís. 82, 
!'or iodo ello, lo dispuesto en los arts. 1 4 y 15 de la ley 48 f 
la jrnsprn.lencta de Y. E„ pido se declare mal concedido el pré- 
senle recurso extraordinario para ante la Suprema Corte. 

Julio Hotct. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bucnot Aire». O; tu Ve líüi lUlO 

Visto el recurso entablado por doña Carolina Staffmo de 
1-iliopa contra sentencia de la exema. cámara de apelaciones 
en lo comercial, criminal y correccional, en causa seguida con 
el d'óetor l'lrico Fihppa. «.obre bigamia, y 
Considerando: 

( )ne en el auto de fs. 8ó se expresa que el recurrente invocó 
el tratado de derecho penal concluido en el congreso de Monte- 
video y que ¡a resolución había sido contraria á la pretensión fun- 
dada en aquél. 

One aún cuando sea vxacto que lo alegado al respecto en el 
(,cnto de fs. 82. al interponerse el recurso para ante esta corte, 
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sería extemporáneo, es de presumirse, en vista de tos térmii 
del referido auto, que también se invocó dicho tratado en el in- 
forme á que se refiere la nota de fs. 74 vuelta. Que en su conse- 
cuencia debe tenerse por bien concedido el recurso extraordina- 
rio del art. r 4 de la ley 48 y 6 de la ley núm, 4055. 

Que en cuanto al fondo, corno lo observa el precedente dic- 
tamen ílel señor procurador general, y lo establece el conside- 
rando tercero del auto de fs. 76. la apelante no ha hecho valer en 
el juicio derecho alguno especialmente consagrado por d conve- 
nio internacional antes citado (ley núm. $192), toda vez que éste 
no rige las relaciones entre la república y Suiza. 

Qiie si bien en el último auto (fs. 76) se interpretan las dis- 
posiciones del tratado mencionado, ello es tan sólo en el concepto 
de que se hallan incorporadas á la legislación nacional ; y la apli- 
cación de esta, fuera de los casos previstos en el art. 14 de la ley 
número 48. no da lugar al recurso de que se trata, con arreglo al 
art. 15 de la mi sitia ley. 

Por ello se confirma la resolución apelada, en la parte que 
ha podido ser materia del recurso. N'ottfíquese con el original y 
devuélvanse, debiendo los sellos ser repuesto* ante el inferior, 

A. Bermejo — Nicanor O. del Solas 
- M. P. Daract- O. E. Palacio. 
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CAUSA CXCIU 

C oh hernia de competencia entre el jaez de Paz de Secochea 
{Provincia de Buenos Aires) y el de la Sección cuarta de la 
Capital de la República, en tos autos Adolfo Tretles y Cía. 
con Eduardo Rodríguez Etjaña, por cobro de pesos. 

Sumario: Es juez competente para el conocimiento de los pleitos 
en que se ejerciten acciones personales, con preferencia al 
domicilio del demandado, el del lugar señalado, explícita é 
implícitamente para la ejecución de nn contrato, cualesqnie- 
ra que sean las prestaciones que se demanden, ya principa- 
les, ya accesorias. 

Cnw: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTA JAEN ORL SR. PROCURADOR GENERAL 

Bunt» Aires. Octubre 6 dt 191o 

* 

Suprema Corte: 

Con arreglo at art. Q (le la ley 4055, que no hace distinción 
respecto de la categoría de ios jueces ó tribunales cuyas contien- 

de cnni|Httncia están deferidas á esta corte suprema, corres- 
ponde á V. E. dirimir la presente trabada entre un juez de paz 
de la capital federal y otro de la provincia de Buenos Aires. 

Se trata en el caso de una demanda en la que se persigue el 
Cobro de una cuenta de mercaderías, compradas por el deman- 
dado en la casa de comercio del actor, la que está ubicada en el 
partido dé óecochea. donde también tiene el demandado su esta- 
blecimiento de campo. Es de aplicación, por consiguiente, el ar- 
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tiento 1212 del código civil, conforme al cual, el lugar para el 
cumplimiento de la convención celebrada* no existiendo designa- 
ción especial, es el citado partido de Necocliea. donde fué reali- 
zado, dado cjtie era el doimeilio del deudor, como se desprende 
de la notificación de la demanda, sin que la testimonial produ- 
cida en la capital federal pueda determinar una convicción con-* 
traria, 

En presencia de etlo, y ta jurisprudencia de V, E. (Fallo, 
tomo 92 \úg. 380. causa de Ció V Cacciavillant, de 12 de Mayo 
de iQto). pido se declare ta competencia del juez de paz de Ne- 
cochea para conocer en el pleito promovido. 

Julio Botct, 



FALLO DE LA SUPREMA CORTE 

Butno» Air». Octubre 25 4% 1910. 

Y vistos los de contienda de competencia entre el juez de 
paz del partido riu Xecocliea (provincia de Buenos Aires) y el 
de la sección cuarta de la capital de la república, para conocer 
del inicio seguido entre don Adolfo Trelles y Compañía y don 
Eduardo Rodríguez A gaña, sobre cobro de pesos. 

Y considerando : 

i.° Que según expresan los demandantes, señores Trelles 
y Cía., suministraron artículos varios de comercio al señor Ro- 
dríguez Egaña, en su residencia de Xecochea, donde tenía su do- 
micilio y aún conserva su etsablecimicnto de campo ; y al preten- 
der cobrarle un saldo de cuenta por tres cientos noventa y dos 
pesos con setenta y cinco centavos moneda nacional, se traslada 
á esta capital y acredita cotí dos testigos ser éste el lugar de su 
domicilio, y al ser notificado para comparecer y contestar la de- 
manda, promueve por inhibitoria, la contienda de competencia 
de fpie se trata. 
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2° Que con sujeción á lo dispuesto en el art. 1212 y corre- 
lativos del código civil, es juez competente para el conocimien- 
to tle los pleitos en que se ejerciten acciones personales, con pre- 
ferencia al domicilio del demandado, el del tugar señalado explí- 
cita ó implícitamente para la ejecución de un contrato, cuales- 
quiera que sean las prestaciones que se demanden, ya principa- 
les, ya acesorias ( Fallos de la corte suprema, tomo 42. pág. 30. ). 
tomo 45 pág. iot ; tomo 92. P%- 330» y causa de Ció Cacciavi- 
llani de 12 de Mavo del corriente año. 

Por ello y fundamentos concordantes del auto de fs. 33 y tle 
conformidad con lo pedido por el señor procurador general, se 
resuelve por el señor juez de paz de Necoehea es el competente 
para entender del juicio referido. Remítasele, en consecuencia, 
los autos y avísese por oficio al señor juez de paz de la sección 
cuarta de la capital. 

Notifíquese con el original y repóngase el pipi, 

t 

A. Bermejo.- Nicanor G. del Solar — 
M. P. Daract. - D. E. Palacio. 
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c.\rs.\ cxav 

Criminal contra Juan Cisncros, f>or homicidio 

Sumarial Corresponde la pena de >cis años y uied'o de peniten- 
ciaria y accesorios legales al autor dé un homkidio cometido 
mediando á favor clél reo la atenuante de agifsión provo- 
cada é insultos proferidos por la víctima. 

* 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

i 

La Pl*u. Mayo 19 de 1910. 

Vistos y considerando: 

(Jue no hay duda sobre la existencia del hecho (pie Ha dado 
materia á este proceso; ni la hay tani|>oeo de «pie Juan Cuneros 
haya producido la muerte de Juan Fernández, suscitándose sólo 
por la de ten su la cuestión ile la defensa legitima que debe de- 
clararse para pronunciar la absolución del prevenido. 

<Juc el jUéz íí ijtío no ha encontrado reunidos los caracteres 
que el código penal señala al ejercicio del derecho de con ser va- V 
CióiK tjue no los encuentra lampreo esta cámara, jx>rque cons- 
ta en autos un conjunto de dalos que establecen claramente el 
desarrollo de la escena en míe Fernández murió, y ninguno de 
esos datos corrobora la tesis sustentada i>or la defensa. 

\*o consta, efectivamente, que hubiese agresión; y el sólo 
dicho del victimario no liasta para crearle tina situación de de- 
cebo previlegiada. Ixjs testigos qué sé hallaban á poca distancia 
fian idea de qué la victima fué derribada por los balazos, "pu- 
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( 

'tiendo ver (al oír lo- dos estampidos) á Juan Fenández caído 
y á Cisneros bajado del caballo y con el revólver en la mano", 
dice Peralta fs. 3, "pudieudo ver entonces, dice Beterniino Cis- 
neros, á Juan Fernandez que caía en el suelo y á Cisncros bajado 
de su caballo y con un revólver en la mano'*, fs. 6. Se ve. por las 
declaraciones de esos testigo,*, que Cisneros detuvo su marcha, 
en primer lugar, cuantío estaba comprometido á seguirla en el 
arreo para el que se bahía concbavado. \\n segundo lugar, es pre- 
sumible que Fernández, de quien dependía Cisneros, pues era el 
capataz del arreo, tratase ele que no se quedara el peón, originan- 
do esto la irritabilidad de Cisnero* que hizo uso de su revólver, 
No es concebible que el capataz bubiese rebenqueado al peón 
que estaba bajado de su ra bailo, ni sus amenaza* en tal caso, si 
existieron, pueden constituir la grave agresión de que bahía el 
inciso 8.* del art. 81. sin provocación del que se defiende, ni en 
tal situación parece el recurso pn>|K>rcionado al a laque supuesto. 

1.a repetición de los tiros es otra man i legación grave para 
dar por establecido que se usó de esc recurso en ta medida ne- 
cesaria para resistir ta violencia que se su'wnie empleada por la 
vtci ¡ma. 

l'or esto, por los fundamentos de la sentencia de primera 
instancia y dictamen fiscal se confirma et fabo recurrido, con 
costas (i). 

Marcelina Üscaiada. en disidencia. — 
Dante! Coytta. — Joaquín Carrillo. 



{II Li Semencia de I a . instancia condcnA «I acusado Juan Cisnero* á lufrir la 
pena de ITafloi y medio de presidio y accesorio» legales, con coilai 
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DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 



Existen en estos aulo> pruebas bastantes, independiente- 
nieme de la con festón del reo. para tener iior justificado el hecho 
criminoso imputado. 

Los testigos l'eralta y Cisncros, libres de toda tacha, y cu- 
ya,- declaraciones son contestes en el hecho, lugar y tiempo, nía- 
üiiiiMan que sintieron de improviso dos estampidos de arma <le 
fuego, y al darse vuelta, vieron á Juan Fernández en el momen- 
to. <|iic caía en el suelo, y á Cisneros lia jado de su caballo con un 
revólver en la mano; estas declaraciones forman plena prueba 
del homicidio perpetrado, conforme á lo prese ripio en los artícu- 
los 306 y 307 del código de procedimientos en lo cr:mitia1. 

f)e esto se desprendí.-. c|«e es inaplicable la doctrina de la in- 
di visibi Hilad de la confesión, la cual se refiere solamente á la su- 
posición de que. no existen otras pruebas acerca de la criminali- 
dad del procesado, que su propia declaración, en cuyo supuesto 
se considera inequitativo aceptar lo que le perjudique y rechazar 
fo ptlverso \ Fallos, tomo 6 |>ág. 114. tomo 69 |>ág. 1Ó9), 

Establecida la presunción legal de la voluntad crimina! en 
los actos clasificados de delitos ;art, 6 del código penal) basta 
quje conste la realización del hecho material castigado y que se 
compruebe de cualquier manera quién sea el autor, para 
proceda la aplicación de la i»ena, sin que pueda obtar á ello, 
motivos con que el procesado haya calificado su confesión. 

Dichos motivos, por otra )*arte, deberán ser justificados 
\xit el confesante, en razón de las pruetias que existen en su cotí- 
lia íart. 318 del código de procedimientos), lo cual no ha sido 
¡mentado en este proceso (Faltes, tomo 74 págs. 59 y 291, tomo 
.jo pág. 144. 
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Demostrada así ta tlivísibilulad fie la confesión, en el caso, 
v la improcedencia de la legítima defensa alegada, procede la 
condenación del procesado en !a forma que lo hace la sentencia 
de !a exema. cámara federal, tuya confirmación solicito de 

V. E. 

Julio fiotrt. 



VM.L I DE l.A CORTE SL'l'REMA 

Buenos Aires ¡5 <te oclubre de I9IIÍ. 

Visto* y considerando : 

Out* los ilos tínicos testigos que han presenciado en parte los 
hechos, declaran ¡pe sintieron dos estampidos de arma de fuego. 

al dar vuelta inmediatamente para ver lo que pásala hacia 
donde se eneont raían Fernández y el procesado, pudieron ob- 
servar que el primero hahia caído al suelo herido y al segundo 
i, anido á pocos pa«os. teniendo en la mano un revólver: agregan, 
que se acercaron al lugar del suceso y que uno de ellos levantó 
tíel suelo n Fernández, quien falleció en sus brazos, después de 
pedir que avisaran á Fratini, tínicas palabras que pronunció, y 
que en esos momentos el procesado montó en su caballo y se au- 
mentó. 

Que estas declaraciones acreditan plenamente la muerte de 
Fernández en la forma expresada y como consecuencia de las 
heridas que le infirió el procesado, mas no contradicen la agre- 
sión ní los insultos a qüe este último se refiere en su confesión 
de fs. 7. ratificada á fs. ió vuelta. 

One 110 existiendo en autos oíros elementos de prueba so- 
bre las circunstancias como se produjo el hecho, y de conformi- 
dad con el principio consagrado ¡>or el código de procedimien- 
tos en to criminal <art. 3181. y 1c. establecido en casos análogos. 



DE JUSTICIA DE LA NACION 363 

debe admitirse como verosímil lo manifestado por el procesado; 
dado tg expuesto también jwr tos testigos nombrados en cnanto 
á la discusión que oyeron tuvieron Fernández y Cisneros pocos 
momentos antes del suceso, respecto al estado del caballo eme 
montaba el ñhimo. 

Que en tales condiciones, el delito cometido en el caso sub 
•■idicc, debe considt -arse comprendido en lo dispuesto en el ar- 
ticulo 17, cap. II. ine. 4." de la ley 4180. P»es, no puede soste- 
nerse que haya existido en el caso la eximente de legitima defen- 
>a. tpdá vez que el mismo procesado, en sil declaración de fs. 7, 
no manifiesta (pie se hubiera encontrado en inminente peligro ni 
que hubiera tenido el propósito de matar ó de inutilizar á Fer- 
nández, al hacer uso de sn revólver. 

Tor ello, oído el señor procurador general, se condena al 
moeesado Juan Cisneros á la pena de seis años y medio de peni- 
tenciaría y accesorios legales de) art. 67 del código penal, con 
cosías, modificándose en esta forma Ta sentencia apelada de fo- 
ja* 54. Notifiquese original y devuélvanse los autos. 

A. Bermejo— Nicanor O, del Solar. 
M. P. Daract.-D. E. Palacio. 
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CAUSA CXCV 

/íjríiWúiííii de Juan Seminara, pedida por las autoridades de 
Italia. 

■ » 

Sumario: La apreciación de la prueba relativa á sí el requerido 
se encontró ó no fuera del país que lo reclama en la época 
en que se dice cometido el cielito que se le imputa, corres- 
ponde al fondo del proceso y debe este punto ser resuelto 
por los tribunales del país requeriente. 

Ono : Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

La Plata. Junto 9 de IÍH0. 

Vistos y considerando: 

Que las autoridades italianas solicitan la extradición de 
Juan~SL'ininara, acusado por la corte de apelad" lies tl * ,Vor ' 
mo í Sesione t\' Acensa), por los delitos de tentativa de extor- 
sión y de homicidio premeditado, y puesto á disposición del tri- 
runal de Alises para la sentencia correspondiente, hechos que 
ti vieron lugar en Gangé, en noviembre y diciembre «leí año 
1800. respectivamente. 

Oue según el tratado de extradición con Italia, vigente en 
la época en que ha sido iniciado este juicio, habrá lugar á ella, 
cuando se trate de imputados ó condenados por delitos de la 
clase de los imputados á Seminara, siempre que se acompañen 
los recaí» los del caso y siempre que. según las leyes del estado 
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requeriente ó tos del país del asilado, no se Hubiera cumplido la 
prescripción de la acción penal ó de la pena (arts. 8 y 12). 

Que en el caso se han acompañado los recaudos necesario» 

Que si la defensa se npone á la extradición, es á mérito de 
liaher justificado, según ella, que el Seminara cuya extradición 
se solicita, no es el Seminara detenido en estos autos, pues éste 
vive en este país, en el Azul, desde 1898. no habiendo regresado 
en ninguna época á Italia. 

Que la cuestión planteada por esa excepción, como acerta- 
damente sostiene el ministerio público en primera instancia, no 
se refiere á la identidad de la persona detenida y reclamar Ta, sino 
á la culpabilidad de ésta, punto que está vedado ventilar, á las 
autoridades requeridas, so pena de desnaturalizar el juicio de 
extradición (Suprema Corte, tomo 49 pág. 22). 

Que no obstante las consideraciones apuntadas y teniendo 
en cuenta que la defensa á fs. 84 vuelta, aunque incide uta luien- 
te ha alegarlo subsidiariamente, que la prescripción estaría cum- 
plida, el tribunal debe hacerse cargo fie esta excepción, y venti- 
larla aunque fuera de oficio. 

Que según la ley núm. 418») de reformas at código penal 
¡irt. jt#; capitulo I inc. 3. (letra A), corresponde la pena de 
muerte al que matare á otro con alevosía, y la de presidio desde 
15 í'^20 años, al reo de tentativa íart. 3). 

La prescripción de Ta acción penal, por delitos que tengan 
pena de presidio ó penitenciaria por tiempo determinado se 
ctníiple á los diez años íart 89 inc. 2." del código penal) , de- 
biendo la prescripción empezar á correr desde la media noche 
del día en que se eomteió el deli;., íart. 16 de la ¡éy de refor- 
mas citada). 

Que desde el tg de diciembre de 1899, bast í el día 20 de 
febrero de 19x19, no ha transcurrido el plazo de diez años, sino 
e! insuficiente de nueve anos, dos meses, y cinco días. 

Que tampoco la prescripción se habría cumplido con arre- 
glo á las leyes del país requeriente ; pues el art. 91. inciso a.° apli- 
cable al caso, del código penal itahano. establece como término 
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jara que se realice la prescripción de la acción el de 15 años, si 
la pena fuese de reclusión por 20 años. 

Que Seminara, no ha justificado, ni tan siquiera intentado, 
que se" haya culnplido la prescripción con arreglo á la legislación 
italiana. 

Por la^ consideraciones expuestas y dictamen del procu- 
rados liscal, SÉ revrtca la sentencia apelada de Is. 8o. declarán- 
dose al detenido, sujeto á la reclamación entablada por extra- 
dición por vía diplomática, por el gobierno de Italia, acordán- 
dose en consecuencia ésta lo que se comunicara |*>r intermedio 
del ministerio res|»ectivo. 

Manriwo listafatla. — Ihiuivl í-\>y- 
tia. — Joaquín Carrillo. 



DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

La presente causa sobre extradición, que viene á conoci- 
miento de V. K, conforme á lo que prescril* el art. inc.4 de 
la ley 4055. debe ser decidida con arreglo á las estipulaciones 
del tratado sobre extradición canjeada con el gobierno de Italia, 
en tedia 14 de Noviembre de 1000, y vigente, por tanto, en la 
fecha en qué se presentó la requisitoria en trámite {20 de Fe- 
brero de IQ09). 

Carece, pues, de fundamento la consideración que formula 
el señor juez federal en el con stle rail do 2." de !» sentencia de 
foja^ SIS, relativa á la inafabilidad de dicho tratado, en razón 
Cié haberse cometido los delitos que se ^siguen con anteriort- 
tíail á la vigencia del mismo, dado que en su art. 21 prescribe 
que comenzará u hacerse efectivo desde el día del cange de las 
raiifieácioñesi entendiéndose por ello, que á partir de esa fecha 
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los países contratantes se obligan á la recíproca entrega ele los 
delincuentes que se encuentren en las condiciones pactadas. La 
disposición del art, i$ de la constitución nacional, no es un 
'íbice para tai interpretación, dado que las convenciones sobre 
extradición no constituyen leyes (jcnales, sino meras formas 
de procedimiento ¡jara la entrega de procesados ó condenados, 
según lo tiene declarado la rcjH'tida jurisprudencia de V. E. 
(Fallos, tonio 1 10 p:tg. 41 ¿}, y por consiguiente, son disjjosi- 
ciones de orden público respeto de las cuales no rige el princi- 
pio de la 110 retroaclividad de las leyes (Fallos, tom 95 página. 
201). 

La excepción opuesta |Mir el procesado alegando no ha- 
berse encontrado en Italia, en el momento que se cometió d de- 
lito imputado, se refiere al fondo del proceso, y no puede ser 
discutido en el juicio sumario de extradición. <pte no permite 
otras defensas míe las consignadas en et art, 655 del código de 
procedimientos en lo criminal; como lo ha decidido V. E. en 
las causas contenidas en los tomos 49 pág. 22. y 90 pág. aojo. 
Además la sentencia apelada ha demostrado de una manera pal- 
maria. (|uc ito se lia operado la prescripción del delito por el que 
se procesa á Seminara, dado que se le imputa el delito de tenta- 
tiva de homicidio con premeditación, por lo que la pena aplica- 
ble sería la tic presidio de 15 á 20 años (art. 3 y 17 inc. apar- 
te á la de la ley de reformas al código |>cnat), y en conse- 
cuencia, el término de la prescrí|icioi] es de 10 años (art. ftj in- 
ciso 2." del código penal > que no ha transcurrido en el caso sub 
jurUce. 

Por lo expuesto y consideraciones de la sentencia afielada, • 
pido á . E. se sirva confirmarla en todas sus partes. 



Julio Botct. 




PALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Bueno* Aires, OC'»b« & <** 



Vistos y considerando: 



Que la única defensa aducida en esta instancia consiste en 
que el detenido Juan Seminara no es la persona reclamada, por- 
que á la fecha en que se dicen cometidos los delitos que se le 
imputan, se encontraba en la rtpóbHca. 

(Hie todas las indicaciones respecto a la tiliacion del reque- 
rido. Coinciden con los de la persona detenida, como puede veri- 
ficarse comprobando los datos de la orden de captura de ís 14, 
con los del poder de ís. 38, otorgado por Juan Seminara al doc- 
tor Ricardo Flood v declaración de fs. 46* 

Que el requerido de extradición es la persona de que se 
trata en estos autos y no otra, resulta además del escrito de de- 
fensa corriente á fs. 42. «1 que se expresa que "la poli™ 
na, por una causa anterior en varios años á la que motiva el 
exhorto ba*e de esie sumario, buscaba al mismo Juan Semina- 
ra quien se vino á la República Argentina ", agregándose que 
como se ignoraba esa ausencia, "no se lia tenido inconveniente 
en endosarle la culpabilidad de ellos". 

Que es. pues, indudaWe que Juan Seminara es la persona 
requerida, correspondiendo que ha¿a valer ante los tribunales 
del país requeriente las pruebas tendientes á |*>ner de mani- 
fiesto su falta de i*articipación en los delitos que motivan esta 
extradición, únicos por los que puede ser procesado, con arre- 
glo al articulo 7.° del tratado vigente entre esta república y el 

reino de Italia. . , t .1 

One la apreciación de la prueba relativa a si el detenido se 
cneomró ó no fuera de Italia en la época en <|ue e dice come- 
tido el delito que se le imputa, corresponde a! fondo del proceso. 
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y debe ser resuelto por los tribunales del país i^iuérjente, con 
arreglo al art, 055 del oútlign de procedimiento él) (o criminal 
y lo resuelto por esta corte en el pr^e^hiuéiitü K- extradición 
ci< José Costa (Fallos, lomo íjífc pág. Jqni. 

I'or esto?, fundamentus y de conformidad con lo pedido por 
el señor procurador general. >e confirma la semencia ajelada 
de fs. loo. c|ue acuerda la extradición de Juan Seminara. Kn sn 
ion secuencia, líbrese oficio al j 111.7: federal ile Había I llanca, 
para que [irocecla á la caí mira del requerido y hágase saber, de- 
volviéndose estos aillos jutni que se cumpla lo dispuesto en el 
art. f>5y del código de procedí mu- utos en lo criminal, ponién- 
dose al reo a disposición del poder ejecutivo nacional. 

A. hkrmcjo - Nicanor 0. del Solar — 
M. P. Daract.-D. E. Palacio. 



Extraduum </■• Andrés Aitanasio, solicitada por la Legación 
fie i la Ha. 

Sumario : Debe juzgarse llenado el requisito ilel tratado <le ex- 
tradición vigente entre la República Argentina y el reino de Ita- 
lia, respecto á la indicación de la fecha del delito que la 
motiva, si la forma en que la orden de captura está redac- 
tada y la naturaleza del delito imputado indican que en el 
momento en que esa nnleii fué dictada, el requerido era 
miembro de presenw de una asociación de malhechores. 

Caso: I.u explican las piezas siguientes: 



FAfcí.0 DF. LA CHUTE SL'PJtKM.V 



SENTENCIA UE LA CAMARA FEDF-HAL 

Buenas Aiic*, Julio 19 de 1910. 

■ 

Y vtslus y considerando: 

t * Que t'1 requerido AttanasijQ Andrea se le imputa ser 
reo del delito <le asociación para ilclínqiíir cütttra las j>ersonas 
v las propiedades. 

FJ delito de asociación para delinquir que se atribuye al 
requerido, está comprendido entre los que son susceptibles de 
autorizar la extradición tic su autor, como se demuestra en el 
considerando tercero de la sentencia apelada; 

3." Qwc el inferior no lia hecho lugar á la extradición so- 
licitada, por cuanto considera que en los recaudos de ley pre- 
sentados al efecto, no se consigna la fecha de la comisión del 
mencionado delito, designación que <rs tanto más importante, 
cnanto que sin ella, no podría establecerse si existe ó no la pres- 
cripción de la acción |K-nal que .mioriza el art. 8." del tratado 
de extradición que rige el caso. 

3. 1 ' Que en la orden de captura librada por la autoridad 
competente, se dice: "Ordenamos la captura de Attamsio An- 
drea fs. como imputado de asociación para delinquir contra las 
personas y ¡a propiedad''. 

La forma en que la orden de captura está redactarla y la 
naturaleza del delito de que se trata, indican que Andrea, en el 
momento de dictarse la orden, era miembro de presente de una 
asociación de malhechores, esto es, que en el instante de orde- 
narse su captura, estaba cometiendo el cielito que se le imputaba. 
El delito de asociación para delinquir es un delito continuo ó 
permanente, segitn el cual, el asociado se mantiene en un estado 
e-instante de criminalidad, eñ una violación sucesiva y no inte- 
rrumpida de la lev penal, F.ste delito no es como los btstatitá- 
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neos, el robo, el incendio, etc.. c|iic terminan con el hecho inismo 
que los constituye ; vi delito ele asociación |>ara delinquir conti- 
núa mientra* sigue existiendo el acto incriminado. ( Hans y De- 
recho Penal, tomo I. iiúms. 365 y 367; Garraud. tomo I, núme- 
ro 99. 

Si se ordenó la captura de Andrea |M>r ser reo <lel delito de 
asociación fiara del i nqu ir. debe entenderse ijue era asociado eu 
ta íeclia de la orden, |mes no consta ni se induce lo contrarío de 
las circunstancias de autos. 

Si se considera que Andrea era miembro de una asociación 
para delinquir, en la fecha ele la orden de captura, el requisito 
legal relativo á la fecha de la comisión del delito está cumplido 
en el caso snb judice y procede la extradición. 

l'or estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
fs. 56, y se hace lugar á la extradición de Aitanasio Andrea so- 
licitada. Líbrese oíicio á la polic j para ta detención del reque- 
rido, el cual, debe ser puesto á disposición del señor ministro 
de relaciones exteriores, á quien se elevarán los autos en opor- 
tunidad Notifiquesv, devuélvase y rejióngase el papel ante el 
superior. 

Juan A, Cari-ía. — Angel D. Rejas. 
—Angel I'crrvyra Cortés. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Sunrema Corte: 

Expresado con claridad en la orden de prisión que instru- 
menta el presente pedido de extradición, que son dos los moti- 
vos que la determinan ; la complicidad atribuida al requerido en 
el homicidio «le lo* cónyuges Cuocolo, y la circunstancia de for- 
mar ¡jarte de una banda fiara delinquir; ambos motivos, ó im< 
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ú otro separadamente, son bastantes para justificar la extradi- 
ción requerida en el caso. 

Si. según U nota del señor -.linistro de Italia. e\ reoueridu 
fué absuelto de la primera imputación, no lo ha sido «lo ta se- 
gunda: la que. por oirá parle, está bien caracterizada é indivi- 
dualizada, en los documentos acompañados, en cuanto al hecho 
misinn, al lugar y al tiempo, teniendo en cuenta el carácter con- 
tinuo de la asociación en hunda criminal de que se trata. Den- 
tro de tales conceptas, el delito ¡i sí, está previsto por el trata- 
do, como dando lugar á la extradición, siendo bien conocido el 
lugar de su comisión y su existencia en el tientpo que se deter- 
mina en los referidos documentos. 

Kstas consideraciones y la* que se exilien en la sentencia 
recurriría del inferior de fs. óo, me inducen á pedir su confirma- 
ción en todas las partes. 

Julio Botct. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA* 

Bucnui Alie», Octubre 25 <tc 1910 

■ 

Vistos y considerando: 

Que el auto de captura corriente á fs. 33 aparece motivado, 
no solamente en la complicidad que se atribuye al requerido 
Áttauasio Andrea en el homicidio de los esposos Cuocolo. y de 
que fué absnelto ( fs. 52), sino también en la imputación hecha 
al mismo del delito de asociación para delinquir contra las per- 
sonas y la propiedad. 

One como se hace constar en la resolución ue la cániar 
ftdcral de apelación fie la eapit.ti, la forma en <u¿e esa orrle 
de captura está redactada y la naturaleza del delito imputado 
Attauasio Andrea, indican que cu el momento en que fué dic- 
tada, éste era miembro de presente de una asociación de malhe- 
chores. 
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Que se lia licuado así el requisito del tratado vigente entre 
esta república y el reino de Italia, respecto á Ir. inó cación de la 
fecha del delito que motiva el pedido de extradición y nada se 
Tift opuesto respecto á las demás que prescribe e! artíeulo 12 de 
ese tratado, y cuyo cumplimiento consta á fs. 9. 13. 33 vuelta 

Por ello, los fundamentos de la resolución arlada de fs. 
y de conformidad con lo dictaminado |>or el señor procurador 1 
general, se confirma éste. Notifiquese con el original y devuél- 
vanse a los efectos del art, O50 AA código de procedimientos en 
le criminal. 

A. Bermejo— Nicanor G. del Solar - 
M. P. Daract.-D. E. Palacio 



CAUSA CXCVII 

Contienda de competencia entre el Juez Letrado en lo Civil y 
Comercial de la Pampa y el de pritnera instancia de ta ca- 
pital de ta república, en los autos del concurso de Manuel 
Fernández Meana. 



Sumarial 1." Deben acumularse al juicio universal de concurso 
todas las acciones contra el fallido, de cualquiera naturaleza 
<|iie sean, máxime cuando se trata de ejecución hipotecaria 
sobre un inmueble situado en la jurisdicción del juez del 
concurso. 
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2. a Los convenios entre partes, relativos á constitución 
de domicilio especial, no pueden sobreponerse á tas facul- 
tades que las leyes acuerdan á los jueces del concurso sobre 
los bienes del concursado, 

Caso : ).<> explican las piezas siguientes : 
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Buenoi Alr«, AgoMo II de I9HL 

Suprema Corte: 

A V. E. corresponde dirimir la presente contienda de com- 
petencia, á mérito de lo <|ue disixme el art. y iru\ d, de la ley 

4055- 

Iniciado el juicio de quiebra de don Manuel Fernández 
Mearía, anlc el señor juez letras de la Pampa Central, este 
funcionario requirió del señor juc¡. de lo civil *te Ja capital fe- 
deral, la remisión del expediente seguido por don Eduardo 
JenUlcr contra el concursado, sobre cobro de una tleutla liii>o- 
tcaria, fundándose en que se lia! ,>ba radicado en - ti juzgado el 
juicio universal de concurso de acreedores, y atento to dispuestu 
por el art. 8o de la ley 1456- El ;üez requerid* no hizo lugar á 
ia remisión del expediente solicitado, sosteniendo que el princi- 
pio de ia universalidad de lo» juicios no es de orden público. j>or 
lo tjue las partes pueden introducir una excepción á la regla ge- 
neral, lo cual ocurría en é caso en litigio, en que los contratantes 
habían constituido como domicilio especial, la ciudad de Buenos 
Aires, y ello atribuía jurisdicción á los tribunales respectivos, 
á mérito de los arts. 101 y 10a del código civil, agregando que 
las convenciones celebradas entre las partes obligan á sus suce- 
sores universales (art. 1195, Código citado). 

Es un principio elemental de nuestra legislación que los juí- 
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ios de quiebra atraen á sí. torta* las acciones hábiles activas ó 
pasivas que se sigan contra el concursado, respondiendo á un 
proposito de conveniencia general para la mejor división de los 
bienes pertenecientes á la masa, con mayor economía de gastos, 
simplicidad de procedimientos y eliminación de conflictos entre 
t'iversas autoridades judiciales ( tomo 47. pág. 141 : tomo 93, 

Dicho principio está expresamente sancionado en el articu- 
lo 1436 del código de comercio, en cuanto establece que ta de- 
lta rae ion de quiebra atrae al jiugido de la misma, todas las ac-V 
ciones indicíales contra el fallido con relación á sus bienes, sin 
hacer distinción entre los que proceden de acreedores quirográ- 
fiisoSii lo (pie implica que tanto unos como otros deben ocurrir al 
juez de la quiebra. Ño contraria esta conélusit.<\ lo dispuesta 
en el art. 1Í67 del mismo código, lesde que lo que dicho artículo 
establece, es que los acreedores privilegiados ejercen sus aceto- 
ís sobre los bienes afectados, con independencia del concurso, 
bajo la misma jurisdicción, como se desprende de los ar- 
tículos siguientes del código < ¡458. 1495* *49ífc '5°^ '5<>3. 
1504. 1505, 1509). que regulan los procedimientos tic la quiebra, 
bajo la dirección de un jue* Anuo, á cuyo cargo queda la dis- 
tribución de fondos de la masa, conforme al orden de preferen- 
cia fijado por la ley (Fallos, tomo 48, pág, 405). 

l*a constitución de un domicilio especial para el cuinpli- 
íiento de las obligaciones emergentes de un contrato, sí bien 
iplica atribuir jurisdicción á los jueces respectivos, con aíre- 
los arts. f¿ y 102 del código civil, ello sóln rige respecto* 
di las partes que ki convinieron, pero no puede sobreponerse á 
la? facultades que las leyes acuerdan á los jueces del concurso 
sobre los bienes de los concursados. Del>e tenerse eit cuenta que 
el principio de la universalidad de los juicios ha sitio estableci- 
do principalmente en l)enehcio de los acreedores, y estos verían 
desaparecer la ventaja que les es acordada, si las convenciones 
Ulteriores de su deudor impidiesen la remisión de todos los cré- 
itos que deben entrar á la liquidación, i Fallos, tomó no página 
13, tomo 93 pág. 137, tomo 97 pág. 154). 
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Por lo expuesto, pulo á Y. R. se sirva declarar la competcn- 
ía del juez de la Pampa Central, para conocer en el expethen- 
e elevado. 

Julio Botct. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire*. Octubir 29 de 1910. 

Y vistos ¡os de competencia t ntre el juez letrado en lo ci- 
vil y comercia! de Santa Rosi de T«ay, territorio nacional de 
b Pampa Central, y el de primera instancia de ta capital de la 
i epública. 

Y considerando: 

Que el concurso comercial de acreedores de don Manuel 
Fernández Meana. fué declarado y se tramita arte el juez de 
su domicilio, asiento |>ermanente de sus negocios. 

íjae en tal concepto, deten acumularse A dicho juicio uni- 
versal todas las acciones de cualquiera naturaleza que sean con- 
tra el fallido, con relación á sus bienes (art. 143" código de 
comercio K máxime cuando se trata de ejecutar créditos hipo- 
tecarios sobre inmuebles situados en la jurisdicción del juez de 
la quiebra. 

Que no puede invocarse la circunstancia de haber determi- 
nado un domicilio especial en el instrumento de la obligación 
hipotecaria que se trata de ejecutar, como una excepción al prin- 
cipio general conseguido en el artículo antes citado, |>orqite, co- 
mo se ha resuelto por esta corte suprema, tal circunstancia no 
puede sobreponerse á las facultades que las leyes acuerdan á los 
jueces de concurso, sobre los bienes de los concursados (Fa- 
llos, tomo o?, jág. 165). 

Por ello, los concordantes riel auto de fs. 41. >* <l* acuerdo 
con lo pedido ]>or el señor procurador general, se declara que 



el juez letrado en lo civil y comercial de Santa Ro. a de Toay. 
lampa Central, es el competente ¡ara conocer de la ejecución 
Hipotecaria tfue persigue don Eduardo Wcntzler, sobre biene» 
del fallido don Manuel Fernández Meana. Remítanse, en con- 
secuencia. los autos y avísese po" oficio al juez de primera ins- 
tancia y de esta capital. Repóngase el ]>ape1. 

A. Bermejo — Nicanor 0. del Solar — 
M. P. Dabact. -D. E. Palacio 



CAUSA CXCVI1I 

Ret urso extraordinaria deducida por don Pió Soldaü. en tos au- 
tos sobre multa impuesta por ef Departamento de Htffiene. 

maño l Es improcedente el recurso extraordinario previsto en 
el art. 14 de la ley m'im. 4K. deducido contra una resolución 
definitiva de un juez del crimen, después ríe vencido el pla- 
zo de cinco días señalado tu el art. 5°2 del código de pro- 
cedimientos en lo criminal. 



Caso : I,o explican las piezas siguientes : 



isiderando: Que la multa impuesta at recurrente lo ha 
sido por vender al público sin receta médica, medicamentos míe 
requieren este requisito infringiendo así lo dispuesto en el ar- 
ticulo 2." de la reglamentación de la ley 4637, dictada de acuer- 
do con lo dispuesto en el art. 9 de la misma ley. 

Por ello, y de acuerdo con lo dictaminado por el agente 
fiscal se confirma la resolución apelada de fecha 22 de febrero 
(¡el corriente año que impone á don Pió Soldati la multa de cien 
pesos moneda nacional (S 100 mjn,> y devuélvase. 

Hrncsto Madero. 
Ante mí : Eduardo Anido, 



AUTO DEL JUEZ DEL CRIMEN 



BtlcOM Aire», Junio 2 de 1910. 

Austos y vistos: 

Considerando: i." Que en el caso sub judice el «infrascrip- 
to actúa como juez de la última instancia, de modo que por ana- 
logía es aplicable lo dispuesto é nél arl, 550 del código de pro* 
ceñimientos. 

2. a Que en este caso se ha puesto en tela de juicio como 
repugnante á los arts. 14, 19, y 28 de la constitución nacional 
el decreto reglamentario de la ley de farmacias, ¡uniendo sido 
las resoluciones dictadas en ambas instancias favorables á la 
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validez de ese decreto, por cuanto se ha impuesto al recurrente 
una multa por su inobservancia. 

3* Que en consecuencia corresponde conocer en el re- 
curso á la suprema corte nacional de acuerdo con lo dispuesto' 
en el artículo 22, inciso 2.*, nún:. 2, del código de procedimien- 
tos. 

JVir ello, se conecte el recurso interpuesto y elévense los 
mtos con nota á la suprema oírte nacional. Repónganse las 
lajas. 

Ernesto Madero. 
Ante mí : Eduardo Anido. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte: 



Ki recurso extraordinario es procedente por tratarse de 
tesotución dictada er última instancia, y haberse puesto en cues- 
tión una ley nacional como repugnante á la constitución, articu- 
lo 6, ley núm. 4055, art. 14. inc. 2°, ley 48. 

Considero que las disposiciones de los arts. 7 y 8 de ta ley 
4O87, no contrarían las garantías acordadas á los ciudadanos 
por el art. 14 de la constitución, -.esde que la Htx rtad para ejer- 
cer el comercio no es un derecho absoluto; y está subordina! 
jK>r la misma cláusula constitucional á las leyes que r< 
su ejercicio, limitándose en el caso la ley impugnada á estable- 
cer tas restricciones exigidas por el interés general y la 
pública. 

Por ello, pido á V. E. la confirmación del fallo apelado. 

Julio Botct. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



• * 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires Octubre 29 dr 1910. 

* 

Vistos y considerando: 
Que la resolución de fs. 17 que confirma la de fs. 5» tiene el 
carácter definitiva, y fué notificada en 17 de mayo último, co- 
mo consta de la diligencia de fs. 18 vuelta, habiendo transcu- 
rrido e! término dentro del cual pudo interponerse e' recurso 
traído ante esta corte (art. 502 código de procedimientos en 
lo criminal). 

Por ello, se declara mal concedido dicho recurso. Notifi- 
original y devuélvanse los autos reponiéndose las fojas 
el mferior. 

A. Bermejo.— Nicanor 0. del 
Solar.— M. P. Daract. 
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CAUSA CXCIX 

ferrocarril dei Oeste contra don Julio Naón, sobre expropia- 
ción. Recurso extraordinario. 

Sumario: Xo procede el. recurso extraordinario del art. 14! ley 
iiúm. 48. contra una resolución pronunciada en un juicio 
de expropiación en el que no se lia planteado cuestión algu- 
na de carácter federal* y basada en la constitución provin- 
cial y leyes procesales, que no han sido impugnadas como 
contrarias á la constitución nacional. 

Caso . Lo explican las piezas siguientes : 



FALLO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA PROVtítClA 

DE BUENOS AIR S 



U Pin*. Octubr» 16 de 1WT 



Y vistos: Considerando: 



Que esto corte al declarar mal denegado el recurso 
indó únicamente en que la cámara no se halló habilitada 
para rechazarlo, desde que en él se habían llenado los requisitos 
de forma exigidos por el art. del código de procedimiento», 
y por lo tanto, esa declaración no importó establecer cosa juz- 
gada acerca de la procedencia ó improcedencia del mismo, sino 
11 solver acerca de la denegatoria apoyada en razones extrañas, 
á las que debió tener en cuenta, con arreglo á lo establecido en 
el art. 328 del código de procedimientos mencionado 

2." Que este tribunal no se encuentra habilitado para pro- 
nunciarse sobre el recurso de inaplicabilidad deducido, porque 
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aun cuando se alega la de la ley de expropiación provincial in- 
vocada |.or la cámara en su fal a, éste se hace Ir 'o el funda- 
mento «le (fue los tribunales He la provincia sor in -ompetentcs 
para entender en el presente juicio, por razón de la materia, 
semctieitdr así, un punto que no ha sido objeto de .discusión ni 
pronunciamiento por parte de dicha cámara, cual r el de ju- 
risdicción de nuestros tribunales para conocer y decidir en juicio 
de expropiación ; y por lo tanto, no es |K>sible juzgar si existe ó 
no la iiiapticaliilidad de la ley invocada, desde (pie el fallo recu- 
i rido no sé ha pronunciado al respecto, por nu haberse discutido 
ni desconocido la jurisdicción del tribunal a quo. 

j." (¿ue por otra parte tampoco puede resolver e*te tri- 
bunal, sobre la cuestión de competencia cjué somete el recurren- 
te, acerca de (pie la aplicación de las leyes (pie cita cae bajo la 
jurisdición privativa y excluyen-, de la justicia federal, como 
asimismo sobre el carácter nacional (pie atribuye á ta línea fé- 
rrea de Olascoaga á Timóte, que atraviesa el campo dd demanda- 
do, porque tampoco existe, acerca de ninguno de esos puntos 
decisión alguna de la cámara 2t apelación: y entonces esta 
corte no puede rever dichas decisiones, porque no es un tribii'- 
nal de instancia ordinaria, sino de derecho y con jurisdicción 
extraordinaria á efecto de juzgar las decisiones de los de segun- 
«r instancia, eu cuanto ñ la aplicabilidad ó inaplicabilidad en (pie 
se funden de acuerdo con lo dispuesto en el inc. 6." del art. 15, 
ile la constitución de la provincia. 

4." (Jtie, además, bajo la apariencia de un recurso de in- 
aplicabilidad de ley. se somete á decisión, otro recurso que no 
está autorizado por ley alguna. Es un verdadero recurso de nu- 
lidad por incompetencia de jurisdicción de todo un juicio tra- 
mitado en primera y segunda instancia, con la intervención de 
I» misma pane sin que durante su secuela se haya alegado tal 
incompetencia ante los tribunales ordinarios. 

Por estos y demás fundamentos consignados por la mayo- 
ría en el precedente acuerdo, se declara improcedente el recurso 
de inaplicabilidad de ley deducido, con costas al recurrente íar- 
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tí culo 351 del código ile procedii mentes vigente) ; á cuyo efecto 
e regulan los honorarios del doctor Del Valle, en la suina de 
— $ m|n. y los derechos procuratorios de don Juan Castello, 
en la de 50 $ de igual moneda. 

Devuélvase a la cámara de * J procedencia previa reposición 
< le sellos por la parte recurrente Cart 72 del Código citado). 

Gregorio LecoL — Datmiro AUtina. • 
— Pedro Accvedo. — Teodoro Vá- 
rC ¡ nM — K ¿mulo iltehcverry. — An- 
te mi: lítbio Mtditia. 



DICTAMEN DEL SfcSOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Kl presente recurso extraordinario no es procedente |x">r las 
siguientes consideraciones; 

1 Porque se trata de un juicio radicado ante los tribu- 
nales de ta provincia de Hítenos Aires, cuya jurisdicción acoli- 
taron demandante y demandado, no oponiéndose la naturaleza y 
motivos del juicio á que fuera sentenciado y fenecitlo ante ellos, 
en el momento en que lo fué (sentencia de fs. 113 y ijo. y do- 
cumento de fs. 195). 

2* Porque durante la secuela de este juicio en primera y 
da instancia no se ha tachado de invalidez la ley provincial 
se ha aplicado en las sentencias citadas, ni se ha puesto en 
ion para nada ley alguna del congreso, ni na habido tani- 
~ resolución á tal respecto, que desconozca un derecho fie los 
cqueridos en el juicio por las partes. 

3* Porque, finalmente, la sentencia del superior tribunal 
de la provincia de llncnos Aires de fs. 210, fuera de no ser defi- 
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nitiva. dado que se limita á no hacer lugar á un recurso dent 
de su ley procesal, fué motivado por oposiciones que se suscit 
ron después del fallo definitivo de fs, 139, lo que en ningún ca 
podría motivar la apelación que se ¡merjioiie, como V. E. lo tk 
nc establecido en su uniforme jurisprudencia. (Fallos, tomo 7 
pág. 183; tomo 80, pág. 288). 

Son éStas las consideraciones que basan mi dictamen, y las 
que me mueven á requerir de V. E. declare mal otorgado el re- 
curso y ordene la devolución de los autos en la forma que c 
rrésponda. 

Julio Botct, 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bucnoj Aiics, Noviembre 3 de 1910. 

Vistos y considerando: 

iJ\K fundado en el inc. a.", art, 14 de la ley núm. 48, se tr 
ñ la revisión de este tribunal !a sentencia pronunciada por 
suprema corte de justicia de la piovincia de Buenos Aires, con 
el recurso de inaplicabilidad de ley, deducido ante ella por el re- 
presentante de clon Julio Naón en el juicio de expropiación se- 
guido jxir la empresa del ferracarnl del oeste. 

fjue usa sentencia se limita á declarar improcedente el 
curso de inaplicabilidad de ley, en razón de que. bajo la a| 
riencia del expresado recurso, se había sometido á decisión otro 
que no estaba autorizado por ley alguna» ó sea, el de nulidad 
incompetencia de jurisdicción de todo un juicio tramitado 
primera y segunda instancia con la intervención de la misma 
parte, sin que durante su recuela se hubiera alegado tal incom- 
petencia ante los tribunales ordinarios (fs. 2 20 vuelta). 

(Jw ¡>ara abstenerse de todo pronunciamiento sobre esa 
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iión <tc competencia, la suprema corte de !a provincia se 
basado en ta constitución de esta y en sus leyes i recésales. 
Que ta interpretación y aplicaron de la constitreion y leyes 
locales que no han sido impugnada» como con*r arias á Vi cons- 
it lición nacional, no da lugar a 1 :t curso extraordinario tutor i - 
xutkt cu el art. 14 de la ley nuiu 48. como ha sido ; enerada - 
1 nen te resuelto por esta corte ( tallos, tomo 54 pag. 170) ; tonto 
óo, jKig. Z44 ; tomo 86, pág. 324. y tomo 04. pág- 35°)- 

Qtte en et juicio de expropiación resuelto en definitiva por 
mtencia de la cámara de apelación del departamento del 
centro de la provincia de Unenos Aires (fu. 139K no se había 
planteado cuestión alguna de carácter federal que pudiera dar 
fundamento al recurso extraordinario de que se trata (art. 14, 
ley mím, 48). 

t'or ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
; rociirador general, se declara improcedente el recurso inter- 
1 Atesto. Notiííquesc con el original y repuesto el papel, devuél- 
vanse. 

A. Bermejo.— Nicanor G. del Solar— 
M. p. Daract. -D. E. Palacio 




ESCRITO 

Suprema Corte Nacional : 

Juan Castello, por la Empresa del Ferrocarril Oeste, en au- 
tos con don Julio Naón, sobre expropiación, á V. E. respetuosa- 
mente digo : 

Oue, notificado del pronuncia* uient o dictado por V. E. en 
autos, declarando improcedente el recurso de apelación inter- 
puesto por el demandado, lie podido notar que V. E. ha omitido 
pronunciarse sobre las costas de esta instancia, las cuales deberá 
abonar el vencido de acuerdo con la disposición contenida en el 
art, 21 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial de 
)ú Capital Federal, supletorio de la ley núin. 50 de Procedimien- 
tos Federales, de 14 de Septiembre de 1863, en virtud de lo dis- 
puesto en la ley númi 3981 de Mayo 31 de lyoi. 

En mérito de lo establecido |>or el art. 242 fie la ley de Pro- 
cedimientos de los Tribunales Nacionales, vengo á rogar á 
Y. E- se digne aclarar la resolución dictada en la parte refe- 
rente á las costas. Será justicia, etc. 

Juan Castello. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Noviembre 22 de iyia 

Atenta la naturaleza del recurso y no tratándose de un casn 
ck los previstos en e¡ art. 274 del Código de Procedimientos de 
la Capital, supletorio de la ley nnm. 50. 110 lia lugar. 



A. Bermejo.— Nicanor C. del Solar.— 
M. P. Daract,— D. E. Palacio 
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CAUS\CC 

Crimino!, contra f rancisco Scarffo, por homicidio. 

Sumario : i." Es justa la sentencia que condena á la pena de dici 
y siete años y medio de presidio al autor del delito de homi- 
cidio perpetrado sin circiinst anuas agravantes ni atenuantes. 

2. 1 El hurto de un objeto del victimar ¡o, imputado á la 
víctima, no constituye provocación en el sentido del ar- 
tículo 17. inc. 4-'\ '»ítra A., ley 4180, ni está consignado co- 
mo circunstancia atenuante en el articulo 83 del código pe- 
nal. 

Caso: Lo explican las pieza- siguientes: 



SENTENCIA DE), JUEZ LETRADO 

Sinla Rom de Toiy, Aliyo 16 de 1010. 

Autos y vistos: 

Estos autos seguidos contra Francisco Scarffo por homici- 
dio cu la persona de Angel Custodio Carreño. lie donde resulta : 
Que en el 4." dcj>artamemo del territorio en la estación San 
Antonio cu liernasconi. el 2 de Octubre á las 6 p. m.. más ó me- 
ros, de rop8. se presenta el procesado Scarffo en la carpa de 
Pablo l'arini. en busca de un peón, Angel Custodio Carreño; 
corno no lo encontrara, se fué á un potrero como á quinientos 
metros, y allí lo encontró comenzando una discusión en alta voz 
sobre unas matras ó piessas de la montura que reclamaba Scarf- 
fo á Carreño, y éste decía que eran de él, al mismo tiempo que 
ambos venían con dirección á la carpa que momentos antes at 
llegar Scarffo sacó un revólver, amenazándolo de muerte si no 
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le entregaba las prendas que le reclamaba, y acto continuo le 
Hzo fuego, dándole muerte instantáneamente, dándose á la fuga 
en seguida que Carreño no hizo Sicib de defensa alguna, porque 
el cuchi lio (|iie tenía en la cintura no lo tocó i>ara nada, pues ni 
esperaba tal ataque. 

(Jue instruido el sumario de prevención se pasan los autos 
al juzgado, el procesado reíortri su declaración n partes; se 
convierte la detención en prisión preventiva, se cierra el suma- 
rio, se declara del fuero criminal á fs. n>. el lisral pide diez y 
íete años de presidio, el defensor pide la absolución. Abierto á 
prueba, se produce |mr el procesado la que corre de fs. 23 á 32, 
j previo los demás trámites se llama autos. 

Y considerando: 
Que la relación de la presente causa hecha anteriormente, 
está plenamente justificado con la decía rae ión unánime de to- 
dos los testigos oculares, como igualmente la muerte tic Carreño. 
por la partida de defunción de fs. . Que la prueba que pre- 
senta el procesado nada liace ni en pro ni en contra, porque los 
testigos que menciona no se han encontrado presentes y nada sa- 
ben, por tanto, de antes; está plenamente justificado que Scarffo 
dió muerte á Carreño en la forma que queda relacionada ante- 
riormente, >m existir circunstancia atenuante ni agravante. Que 
tratándose de un homicidio simple que no está castigado espe- 
cialmente en nuestro código pem%. está comprendido en el ar- 
ticulo 17 cap. t.", inc i." de la ley 4189. cor respondiéndole de 
diez á veinticuatro año*; «le presidio, y que no existiendo cir- 
cunstancias como queda mencionado anteriormente, debe co- 
r responderte el término medio de la [>ena ya citada ó sean diez y 
siete años y medió de presidio, cuya tesi* está .sostenida |wr 
nuestros más altos tribunales, cámara de ape'acimes de 1.a 
I 'lata, toino 13, pág. 240 y otros. Por estos fundamentos, y de 
acuerdo con la acusación fiscal, fallo declarando á Francisco 
Scarffo autor del homicidio perpetrado en la persona ríe Angel 
Custodio Carreño, el 2 de Octubre ele 1908. en la estación San 
Antonio de ílerna-cuni. 4." ¿lepas lamento de e$íc territorio, y 
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cohtfetorlo á sufrir la pena de diez y siete años y medio de pre- 
sidio con los accesorios del art. del código pena* y tres años 
ííe vigilancia policial, después de cumplida la pena. La que de- 
berá ser cumplida de acuerdo con el art. 8. ley 4189. con costas. 

Hágase salxrr, y si 110 fuere apelado elévese en consulta y á 
su tiempo archívese, 

Miguel R. Üttarte. — Ante mí : J. M. 
iff la Cántara, 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 



La Piala. Junio Iti de I9J0 



Vistos y considerando: Que el procesado ante el co- 
misario local, manifestó que fué á la carpa donde crcia en con- 
tiar á Carreño. á fin de reclamarle un caballo de su propiedad 
tomo también varías pilchas de recado que éste le llevaba sin su 
autorización. No lo encontró en la carpa, y fué á buscarlo á un 
potrero, donde lo halló y pudo pedirle su caballo y (ás matras * 
qite te tenía indebidamente. Carreño se negó rotundamente á ha- 
cerle entrega de nada, sin darle explicaciones de ninguna espe- 
cie. I.e bahía exigido varias veces la devolución, consiguiendo 
tuncamente el caballo, pero no las pilchas, U- pidió una vez más 
la entrega ¡V lo que le contestó negativamente. Entonces, en un 
momento qtje no se explica, hizo un tiro de revó'ver v si pro- 
cedió en ferina, fué parque Car-eñe pretendía qir ( ar!e el re- 
vólver, y echando mano al cuchillo, lo seguía al extremo de co- 
locarlo, en el caso de tener que hacer un disparo. 
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Que ante el juez aque amplió la anterior manifestación, 
agregando que donde había ocurrido el hecho fué en la carpa de 
mi propiedad (del declarante) y que el arma estaba descom* 
:»ucsta. á lo que atribuye un caso completamente involuntario. 

Que si bien es cierto la confesión calificada, como es la 
prestada por el procesado es indivisible en tesis general, no lo es 
cuando de las circunstancias de la causa resultan presunciones 
graves en contra del confesante (art. 318, código de procedi- 
mientos). 

Que en el caso, la victima m> hizo uso de su cuchillo, "el 
cual consérvala en !a cintura" ( fs. 2) como lo hace constar el 
comisario sumariante, y como además lo consignan los testigos 
presenciales del hecho, los cuales declaran más ó menos, que, el 
matador se lanzó á buscar á G*í ;eño, no encontrándole en la 
¿arpa de Borini, encontrándolo como á quinientos metros de la 
carpa, desde dontle eni|iezó la discusión en alta voz. exigiendo 
el matador la devolución de unas matras de las que se decía due- 
ño, y Carroño, por su" parte, también alegaba la propiedad de 
ellas, y entonces Scarfío sacó un revólver que llevaba en la cin- 
tura V amenazó de muerte á Carreño, si no le entregaba las ma- 
Iras y como Carreño le contestara negativamente, Scarfío le 
íiizo un disparo, produciéndole t.na muerte iivit* manea. La 
víctima no había ni siquiera hecho ademán de sacar su cuchillo, 
no habiéndose defendido en ninguna forma, dice el testigo Mar- 
tínez. 

La victima no esperaba el ataque, manifiesta Itorini. por- 
* que no intentó defensa: tan es así. que Carreño ha muerto 
" con su cuchillo envainado y en la cintura ..." 

Oue como acertadamente lo establece la sentencia apelada, 
el hecho delictuoso está comprendido en el artículo 17 capítulo 
primero, inciso primero, ley ih reformas a! código penal, y 
se encuentra castigado con la pena de presidio de diez á veinti- 
cinco años, cuya penalidad debe aplicarse en su término medio, 
esto es, diez y siete años y medio, por no existir circunstancias 
atenuantes ni agravantes, 
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Por las consideraciones expuestas y concordantes de la sen- 
tencia apelada cíe fs. 35 vuelta, se continua esta con costas y de- 
vuélvase para su cumplimiento. 

Marcelino Escalada. — Danid Gay- 
tia. — Joaquín Carrillo. 
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Bueno* Al reí, Noviembre 3 de 1910 

Y vistos: 

El recurso de apelación interpuesto por el defensor del pro- 
cesado Francisco Scarffo. contr.. ta sentencia de la excelentísi- 
ma cámara federal de Ka Plata, por homicidio perpetrado en la 
persona de Angel Custodio Cáneño. la tarde del día 3 de oc- 
tubre de njo8 t en el establecimiento San A moni no, jurisdicción 
del cuarto departamento, territorio nacional de la Pampa Cen- 
ts al. 

Y considerando : 

1. * Que los testigos presenciales del hecho. Pablo Uorini 
K 3; Pedro Alonso, fs. 4. y LuUiS Martínez, fs. 5 vuelta y <r 
relatan contestes el episodio de la muerte de Carreño, causada 
]k>t Scarffo. después de una corta disputa acerca de la propie- 
dad de unas prendas de montura. 

2. "Que á consecuencia de esto y sin que mediara provoca- 
ción. Scarffo Sacó un revólver é hizo un disparo contra Carreño, 
ocasionándole una muerte instantánea, abandonando inmediata- 
mente el lugar del suceso. 

3. " Que esto mismo está corroborado f>or la confesión del 
procesado á fs. 7 y 8. aunque ha pretendido en ella colocarse 
en estado de legítima defensa, manifestando que fué atropella- 
do ]Hir Carreño. echando mano del cuchillo. Todo lo que está 
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desvirtuado, no tan sólo |wr la declaración de los testigos antes 
nombrados qué no han sido tachado*, sino laminen por la dili- 
gencia de fs. 2 que hace constar que, registrado el cadáver di? 
Carreño. se le encontró el cuchillo en la cintura y guardado cu 
la vaina. 

4" Q uc MU) suponiendo exacta la circunstancia del hurlo 
alegada por la defensa, no constituye provocación en el senti- 
dcl art. i- inc. 4" Itlra A. ley 4189, ni está consignado como 
uante cu el anu 83 del código penal, 

l'or ello y los concordantes de la sentencia apelada, se la 
continua con costas. Xotiíiquese con el original y devuélvase, 

A. Bermejo —Nicanor G. del Solar - 
M. P. Daract.-D. E. Palacio 

1 



C.U'SA CCT 

Pon Faustino da í\\)sa. contra don Emilio StMfftitr, por cobra 
de dañas y perjuicios: contienda de competencia. 

'lamino: Ks juez competente para el conocimiento de los plei- 
tos en míe se ejerciten acciones personales, con preferencia 
al del domicilio del demandado, el del lugar señalad» ex- 
plícita ñ implícitamente para la ejecución ele un contrato, 
cualesquiera que sean la* prestaciones de él que se deman- 
den, ya principales ya accesorias. r 



(\i,~o: Lo explican las pieza? siguientes: 
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DICTAMEN DFX SR. PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corle: 

A V. E. corres|>onde dirimir la presente contienda dé com- 
petencia, á mérito dé lo que dispone el art. 9 inc. d, de la lev 

4°55- 

El contrato (pie da margen al juicio instaurado, fué cele- 
brado en la ciudad dt-1 Rosario, y tuvo allí principio de ejecu- 
ción, según lo afirma el demandante y el demandado, debiendo 
tener también allí ejecución definitiva, por tratarse de la loca- 
ción del "teatro de la ópera*' d* dicha ciudad. La acción de- 
ducida tirnde á obtener el pago de los daños y perj uicios oca- 
sionados por la falta de cumplimiento del referido contrato, se- 
gún expresa et escrito de demanda. 

De ello se desprende, que, es al juez del Rosario á quien co- 
r responde el conocimiento del pleito promovido, porque se trata 
de una acción personal referente á nti contrato en el que expre- 
samente se lia señalado dicha ciudad para su ejecución, en ra- 
zón dé lo cual tiene preferencia esa jurisdicción á la del domi- 
cilio del demandado, conforme á lo que prescrílien los artículos 
1212, 1213 y 1215 del código civil, ley 32, til. 2. . part. 3* y ref 
siu-lto por V. E. en diversos fallos (timo 42, pág. 39: tomo 45',; 
pág. ioi : lomo 92, pág. 380: juicio Florindo di Ció contra Pa- 
llo Cacciavillani, de 12 de Mayo de 10,10 J. 

Pido á Y. E. se sirva declarar la competencia del seítor juez 
del Rosario. |>ara entender en el juicio instaurado. 

Julio Boh t. 
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Bueno» Aires. Noviembre 8 de 1910. 



Y vistos: 



Los do contienda de competencia entre el juez tic primera 
instancia en lo civil de la capital de la república y el de igual) 
clase y lo comercial de la ciudad del Rosario, provincia ele Santa 
Fe, para conocer del juicio seguido por don Emilio O, Schiffner 
contra don Faustino Da Rosa, por daños y |»erj nietos. 



Y considerando : 

Que el contrato de a rfendd miento del tealru de la ópera 
de la ciudad del Rosario, corriente de (s, 14 á 17. indica clara- 
mente en su art. 6 que el pago debía hacerse á diario y al ter- 
minar cada función, señalándose así el lugar del cumplimiento 
de la obligación del locatario, aparte de que la naturaleza del 
contrato lo establece implícitamente. 

Que está resuelto por esta corte suprema, en casos repeti- 
dos, "que. con sujeción á lo dispuesta en el art. (212. y correla- 
tivas del código civil y ley 32, tít. 2, partida 3 es juez conv 
pétente para el conocimiento de les pleitos en que se ejercita)» 
tCCiones personales, con preferencia al del domicilio det deman- 
dado, el del lugar señalado explícita ó implícitamente para la 
ejecución de un contrato, cualesquiera que sean las prestaciones 
ríe él que se demande, ya principales, ya accesorias". ( Fallos» 
lomo 42. pág. 3<j; tomo 45, p;ig. 101 ; tomo 92. pág, 380 y otros). 

Por ello y fundamentos concordantes del auto de fs. 18 
vuelta ú 20. y lo pedí tío por el señor procurador general, se de- 
dará: que el juez en lo civil y comercial fie la ciudad del Rosa- 
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de Santa Fe, es el competente para entender en el juicio re- 
ferido. Remítansele en consecuencia los autos y avísese por 
oficio al juez en lo civil (le la capital de la república. Notifíque- 
m con el original y repóngase el papel. 

A, Bemejo. - M. P.Dahact.— 
D. E. Palacio. 



CAUSA CCil 

Don Bartolomé Devoto contra el gobierno nachuat. por cobro 
de pesos. 

sumario: El art. 1622 del código civil parte de la base de que 
ni el locador ni el locatario lian hecho manifestaciones de 
voluntad expresa o implícitamente aceptadas que alteren 
en algún sentido los términos del contrato de locación. 

Cojo: Lo explican las piezas siguientes; 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

1 

Bueno* Airei. Abrtl 3 de 1908. 

Vistos estos autos seguidos por don Bartolomé Oevoto 
tontra el poder ejecutivo nacional, por cobro de pesos, de su es- 
tudio, resulta : 

t¿ Que á fs. ti, le presentó don Juan Roque por el actor» 
y expone: Que su representado adquirió con fecha 19 de Jtmi© 
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ele iqoj, la propiedad del inmueble situado en esta capital, calle 
<:e Alsina números 1552 al 15*"», cuya tinca reconocía un con- 
trato Je arrendamiento celebrado entre los anteriores propieta- 
rios y el superior gobierno de la nación con fecha 24 de Marzo 
de 1897. de cuyo contrato se acompaña testimonio. Que según 
ia cláusula primera de dicho contrato, "e! gobierno nacional tu- 
rnó la locación la casa expresada, con destino á reparticiones 
públicas |x>r el termino de cinco años, prorrogables por igual 
tiempo á voluntad del gobierno", conviniéndose por la cláusula 
cuarta del mismo en que. "los impuestos municipales y los de 
a y cloacas serán al Mina dos por el tocata rio á los locadores". 
Que los primeros cinco años del contrato vencieron el 24 de 
arzo ríe iqo2, y, si bien el golmrno no usó de »a facultad de 
rio, continuó en el uso y goce de la casa ¿rrendáda* de 
donde resulta que el caso viene :'■ estar regido por el art. 1622 
tlef código civil. Que permaneciendo el gobierno en ta casa loca- 
da, continuaba en la locación de ¿4 de marzo de i 807, bajo los 
mismos términos, es decir, que "los impuestos municipales y los 
de agua y cloacas, serán alionados por el locatario 'i los locado- 
res". Que como el gobierno no diera cumplimiento á dicha obli- 
11. se reclamó administrativamente del poder ejecutivo, 
cuya reclamación fué desestimad « por decreto de 24 de mayo de 
^900, fundado en las disposiciones del decreto de 24 de Bífero 
4e 1000. el que textualmente dice: 1" Las oficinas públicas que 
ocupan fincas de propiedad partí' utar. deberán estipular, sin 
excepción que el pago de los servicios de aguas corrientes y 
desagües, será de cuenta del propietario i 2* Déjase sin efecto 
la* exoneraciones concedidas anteriormente, iptc no hayan sido 
ateria de estipulación especial por contrato, 3-° En los casos 
de contratos vigentes en que se haya estipula* lo tal exoneración 
el pago de la cuota correspondiente se hará por la olicinn ocu- 
pante ó repartición de que depende. Que en este decreto no pue- 
de fundarse el rechazo de la declaración del señor Devoto, en 
razón ; a) Que el contrato de locación es anterior al decreto, y 
habiéndose contratado la locación bajo cláusula de que el loca- 
rio pagaría á los locadores lo impuestos mnnvi pales, los de 
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agua v cloacas, es aplicable lo dispuesto en el art. 3." del decre- 
to mencionado, pues en la fecha del mismo, el gobierno conti- 
nuaba la locación tle la finca del señor Devoto, bajo los términos 
del contrato tle 24 tle marzo de 1897. Que á este efecto estaba 
vigente, tle acuerdo con lo dispuesto en el art. 1022 del códtgp 
civil ; b) no hubo nuevo contrato que viniese á derogar tas cláu- 
sulas del primero, luego forzoso es concluir, no que se haya re- 
novado el contrato, sino que continuaba la locación bajos las 
mismas clásulas desde que así 'o establece la (lis sición legal 
antes citada. Que el señor Devoto ha iwgatlo por impuestos se- 
gún detalle que se expresa, la suma de nueve mil trescientos 
cuarenta peso?, cincuenta y tres centavos ro|«u; cantidad que 
debe ser abonada por el gobierno, locatorio de la casa Alsí- 
na 1552 al 1560, conforme á ta cláusula 4.* del contrato de cele- 
bración referido, que es ley para las partes, art. 1107 del código 
civil. Que á más de la suma anteriormente expresada, el gobier- 
no adeuda un mes de alquiler de la planta alta. Alsina 1556, 
corespondiente 4 diciembre de 1904, ó sean mil cuatrocientos 
pesos mjn., que fueron también reclamados por el señor Devoto 
en la solicitud que motivó el expediente D. núm. 21, año 1906', 
dé) ministerio de justicia, y sobre la cual se lia prouunciado el 
tfobierno en la resolución de 5 tle mayo de íyoó. Que en mérito 
de ios hect'os y derecho expuesto, pido al juzgado se condene al 
gobierno ? la nación á pagar al señor Devoto la cantidad de 
diez mil setecientos cuarenta y tres pesos mjn. con treinta y tres 
centavos importe total de las sumas que le adeuda por los con- 
ceptos referidos, con más *sus intereses á estilo de banco, y las 
costas del juicio. 

3." Corrido traslado de la demanda lo evacúa á fs. 17 el 
señor procurador fiscal, quien dice que. si bien es cierto la exis- 
tencia del contrato, lo que el gobierno no desconoció, no es me- 
nos cierto que concluido el término de cinco años, el poder eje- 
cutivo, no se acogió al derecho que le acuerda ese contrato de 
orórrogarlo por un término igual, y. por el contrario, dispuso la 
traslación de las oficinas públicas ubicadas en la casa materia 
del contrato á otro local, lo que circunstancias que probará no se 




llevó ú cabo, y los que determinan lo infundado de la aplicación 
del articulo citado en la demanda. Que además existen constan- 
cias que oportunamente presenta :é que prueban que la locación 
de la tinca de la referencia, desde el 24 de mayo de 1903. no obe- 
decía á los términos del contrato invocado, y también que el actor 
ten>a conocimiento del decreto de 24 de enero de lyoo, citado, 
por lo que, y al no haberse hecho la prórroga, es ;'¡ cargo del lo- 
cador el |>ago de los impuestos, resultando infundada la deman- 
da, |>or lo que pide que ésta sea rechazada con costas. 

3. Abierta la causa á prueba se produjo la que expone el 
it niñeado del actuario corriente á fs. 86. sobre cuyo mérito han 
alegado las partes en sus escritos de fs. 88 á 93 y de fs. 95 á 97. 
que se llamó autos para dictar sentencia. 

Y considerando: 

t," Que dado los términos en que ha sido planteada la pre- 
ente litis, corresponde determinar previamente si la relación ju- 
ica existente entre el actor y el gobierno tle la nación, se en- 
turaba regida, á la iniciación de este juicio. |>or el contrato de 
fs. r que el actor invoca en su demanda. 

2." Que de las constancias de autos se desprende que, si 
bien el gobierno de la nación 110 hizo uso de la facultad de pro- 
rrogar el contrato referido, que le otorga su cláusula primera, 
continuó sin embargo en el uso y goce de la finca de propiedad 
tor. Como resulta del informe corriente á fs. 58, según el 
asta el 28 de diciembre de Í907, la propiedad Alsina 1552 
i5í)o. toda ella estuvo ocupa*. 1 por oficinas públicas. Ahora 
bien, el art. 1622 del código civil dispone expresamente que, sí 
terminado el contrato, el locatario permanece en el uso y goce 
oc la casa arrendada, no se juzgará que hay tácita reconducción, 
sino la continuación de la locación concluida, y bajo sus misinos 
términos, basta que el locador pida la devolución de la casa." 
Aplicando la disposición legal citada debe concnlirse. Que 
la fecha de la demanda, el contrato de fs. I continuaba reglan- 
do las relaciones entre actor y demandado, respecto á la finca 
propiedad de aquél. 
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3 o Que la argumentación aducida por el señor procurado! 
fiscal, de que el poder ejecutivo de ta nación no prorrogó el con- 
tiato, como "«al» facultado á hacerlo, en virtud de lo cual dicto 
contrato no regía desde 1902, es inaceptable, por cuanto nt> se 
discute en estos autos la celebración de un nuevo contrato, ale- 
gándose simplemente la vigencia del primitivo, de acuerdo con 
?os términos del artículo citado del código civil, á cuyo respecto se 
lia pronunciado ya la jurisprudencia entre otros casos, en el fallo 
de la exema. suprema corte registrada en el lomo 44, 3.* Héric 
rtág. 1 13- 

4. " Que en cuanto al decreto del jwder ejecutivo, de 24 'le 
enero de 1900, alegado en favor de la nación por el señor pro- 
curador fiscal, y del que corre copia en forma á fs. 55. no puede 
on manera alguna, perjudicar al actor, t." porque tal resolución 
exceptúa en su art, 3." á los casos de contrato vigentes, como es 
el sub jndice de acuerdo con lo establecido anteriormente y 2.°* 
jiorque la manifestación <U voluntad de una sola de las partes no 
podía crear una nueva situación legal, desde que para que esto 
sucediera sería necesario una convención expresa que modifica- 
la situación jurídica creada |«r el hecho de continuar el gobierno 
de la nación, ocupando la tinca del actor bafo los términos de 
contrato originario. 

5. " Que la clásula 4." del contrato impone al locatario la 
coligación de pagar á los locadores los impuestos municipales y 
los de agua y cloacas. Del ¡n forme de fs. 27 resulta que. á partir 
del ¿4 ele marzo de 1902. se ha hecho efectivo el cobro de los 
servicios de agua y cloacas de la propiedad de la referencia, 
habiéndose percibido por tal concepto hasta septiembre 30 de 
1907, la cantidad de seis mil ochocientos treinta y dos pesos mjn. 
con cincuenta y tres centavos. 1*¡i manto á ta partida de noven- 
ta pesos mjn- con ochenta y tres centavos importe del servicio de 
desagüe anterior al 1." de julio de 1891, y que según el citado 
informe ha sido también abonado, del contrato de fs. 1 no surge 
¡a obligación |>ara el gobierno fie la nación de pagarlo al actor, 
pues sus obligaciones nacen de 24 de marzo de 1897 en adelante, 
razón por la cual el juzgado conceptúa mal invo! erada dicha 
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partida en el total reclamado por el actor, en cuyo mérito la re- 
chaza. En cuanto á la persona inte ha efectuado el pago de di- 
impuestos, si bien en el informe de fs. .27 se manifiesta que 
«o es posible precisar quien lo hizo, por cuanto en las boletas que 
i-e emiten para el cobro tic los servicios sólo se hace constar la 
callo y número de la caía que la* .ecibe y no el nombre de la per- 
sona que efectúa el pago, el se fu - procurador li \ .1 nu ha ob- 
jetado en forma alguna la afirmación del actor de haber sido 
alionados por él. 

6. ° Que en cuanto á la ptrtitla de dos mil cuatrocientos 
t:iez y siete \ksos m|n.. cpie el actor reclama en concepto de im- 

ucstoi municipales, del informe de fs. 3:» resulta que dicha 
«urna ha sido efectivamente depositada bajo protesta por el 
actor, en la ejecución que la intendencia municipal inició en su 
contra por cobró de dichos impuestos generales. 

7. " Que en lo referente á la partida de mil cuatrocientos 
jwsos mjn. importe del alquiler de 1$ planta alta, calle .Usi- 
na 155Í1. correspondiente al mes de diciembre de 1904, reclama- 
da por el actor en el expediente administrativo que rre de fs. 69 
á 72, el poder ejecutivo nacional, en su resolución de 5 de mayo 
de 1006. corriente á fs. 76, no se ha pronunciado, desestimando 
el reclamo, por cuya razón su cobro en este juicio es improceden- 
te, pur lo que el juzgado rechaza dicha partida, dejando á salvo, 
ai actor las acciones y derechos que pudiera corresponderé para 
c! cobro de dichas sumas en la forma determinada |«r la ley. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgado filio; ha- 
ciendo lugar á ¡a presente demanda y en consecuencia declaran- 
d-i que el gobierno de la nación está obligado á pagar á don Hár- 
tenme Devoto, la cantidad de r.a'cma y nueve rn*-os m|u. con 
c.iicueuta centavos con su* intereses á est¡|r> (Je banco desde la 
fectíá de la demanda, debiendo pagarse las costas en el orden en 
que se han causado. 

Xou fique-e con el original y impónganse los <j,*IIos. 



Carlos Doncel, 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Buenos Aires, í tptiembre 2 de 1909. 

Vistos y considerando ; 

Que en el juicio seguido por el señor iUrtolomé Devoto 
contra el gobierno nacional, fallado contra éste, ambas partes 
han apelado de la sentencia de fs. 100. 

Que sobre la apelación del actor, que se refiere á la no impo- 
sición de costas á la parte vencida, debe establecerse ipie lia podi- 
(io en primera instancia resolverse asi, por cnanto se trata de 
«na cuestión de derecho, la que. por la forma en que se ha pre- 
sentado, excluía toda ítlea ile temeridad en la divergencia prodi 
cída. 

Que en cuanto á la cuestión ele fondo sobre que versa la 
apelación del SL-iior procurador fiscal, corresponde consignar que 
es arreglada á derecho y á las constancias de autos la senten 
cía. 

A mérito de lo expuesto, se confirma por sus fundamentos 
la sentencia de fs. loo. siendo á cargo de la parte demandada las 
costas de ésta segunda instancia, 

Xotifícjiiesc, devuélvase y repóngase el papel ante el infe- 
rior. 

Angel D. fio jas. — Angel Perrcyra 
Cortés, — Juan A, García, 
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[turnos Alrei 10 de Noviembre de 1010 

Vistos y considerando : 

Que las partes están conformes en interpretar el cr intrato do 
ción por cinco años de que obra testimonio á fs. I, en el sen- 
de que si bien el poder ejecutivo de la nación tenía facultad 
para prorrogar por otros cinco años, el derecho á la prórroga 
no se entendería ejercitado por el solo hecho de continuar ocu- 
pando el inmueble después del vencimiento del primer término, 
en veinte y cuatro de marzo de mil novecientos dos. 

Que por decreto de 29 de noviembre de mil novecientos dos 
( fs. 59 vuelta), dictado con anterioridad á la fecha en que apa- 
rece que el actor adquirió la ñuca calle Alsina nttnis. 1552 al 
1560, ó sea el ig de junio de mil novecientos tres ( fs. 1 1 ), se or- 
denó hacer saber al interesado ó locador, que desde el 24 de 
marzo de 1902. y en atención á lo dispuesto en el decreto de 
24 de enero de 1900. correrían por su cuenta los impuestos de 
i.gua y cloacas. 

Que esta resolución fué notificada á don Alberto Fernán- 
dez, en concepto de apoderado del locador ( fs. vuelta, 63 y 67), 
1 entregársele el testimonio de una escritura (fs, ). 

(Juc si bien se lia desconocido ese carácter de mandatario al 
mencionado don A. Fernández ( fs. 67), alegándose por el actOT 
que no tenía facultad para obligarlo á hacer renuncia de sus de- 
rechos, sería de tenerse en cuenta que, aún en la hipótesis tle 
haber sido ordenada la referida notificación á dicho actor, no 
obstante las fechas del decreto, y no á tos anteriores propietarios 
-le la linca alquilada, aquél ha venido abonando los impuestos 
de que se trata, sin hacer oportunamente reclamo alguno en el 
empQ transcurrido desde la resolución administrativa prein- 
dicada, ó desde que tuvo que hacer el primer pago de mil qui- 



OS JUSTICIA DE LA NACIOK 409 

nientofa noventa pesos, ochenta y tres centavos, en jimio 19 de 
1903 ( fs, 13 vta..), tiasta octubre de 1905 ( fs. 61 y cucha) ó 
marzo de tyoó. en que se dicen indicadas las gestiones del caso 
(fs. 81}. 

Que el arreglo que se afirma fué celebrado con el sub-se- 
etplícitas del poder ejecutivo, hace presumir legalmente que el 
locador aceptó la modificación hecha al contrato primitivo, 
pues es manifiesto que en caso contrarío hubiera pedido la en- 
trega de la finca ó el reembolso inmediato de los impuestos que 
se veia obligado á pagar ; ó I ibría hecho, por lo menos, una re- 
serva expresa de stis derechos (arts. r 145 y 1 146, código civil). 

Que el arreglo que se afirma fué celebrado con el sub-se- 
< retalio de justicia é instrucción publica, y según el cual el poder 
ejecutivo abonaría 1111 alquiler mensual de dos mil quinientos 
pesos á contar desde el primero de marzo de 1906, en vez de los 
tres mil pesos que se habían exigido ( fs. 69 y 78), obligándose 
a la vez á mantener en toda SU vigencia el contrato de tocación 
existente de marzo de 24 de 1807 durante todo el tiempo que Ta 
finca se encuentre ocupada por oficinas públicas de la nación 
Vf s - 73)* no eí j conforme con el decreto de julio 3 de 1906, 
pues este consigna que la rebaja en el alquiler á dos mil quinien- 
tos pesos fué consentida ]xir el actor en una conferencia celebra- 
da con el ministro de justicia é instrucción pública: sin que dicho 
«tecreto contenga, además, referencia alguna á los impuestos 
ífs. ;oj. 

Que la protesta de que obra testimonio á fs. 5. notificada al 
ministro de justicia é instrucción, en 14 de Abril de iojO", no es 
susceptible de mejorar la condición del demandante, en cuanto á 
los efectos legales de los hechos anteriores, ni puede tomarse, 
dallos sus conceptos, como una mam f estación de la voluntad de 
modificar relaciones de derecho existentes, creando un nuevo 
contrato. 

Que el arl. 1622, del código civil al establecer que si termi- 
nado el contrato, el locatario permanece en el uso y goce de la 
cosa arrendada, no se juzgará que hay tácita reconducción, sino 
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la continuación de ta locación concluida y bajo sus mismos tér- 
minos, parte de la base de que ni et locador ni el locatario han 
hecho manifestaciones de voluntad expresa ó implícitamente 
aceptadas que alteren en algún sentido esos términos, porque 
el contrato de locación no está sujeto á formas determinadas 
íart. 1494, código civil). 

Que en lo concerniente á los impuestos municipales, el de- 
creto citado de 29 de Noviembre de 1902, no los comprendió cx- 
rcsatnentL', ni á ellos se refiere el decreto de Enero 24 de 7900. 
e en él se invoca; y corresponde, en su consecuencia, confor- 
me al art. 1622, código civil, que se exima de ellos t al propietario 
hasta el 20 de Noviembre de 1905, fecha en que se hizo exten- 
sivo á ellos lo resuelto respecto de los impuestos de agua y cloa- 
cas (fs. Oí á 63). 

Por estos fundamentos, se declara que la nación no está 
obligada a! pago de las sumas que se le cobran en ta demaudá 
de fs. 11, con excepción de las correspondientes á impuestos mu 
nicipales hasta el 20 de Noviembre ele 1905, modificándose en 
estos términos la sentencia recurrida. J„as costas del juicio se 
abonarán en el orden causado, atento el resultado del mismo, 
Notifiqucse con el original y devuélvanse, debiendo reponerse 
el papel ante el inferior. 

A. Bermejo — Nicanor O. del Solar 
— M. P. Daract-D. E. Palacio. 
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CAUSA CCI1Í 

. Crimina}, contra José Pagano, por homicidio; contienda 

de competencia 

Sumario: No corresponde á la justicia militar el conocimiento 
de una causa por homicidio perpetrado por un conscripto en 
lugar no sujeto exclusivamente á la autoridad militar ni en 
acto de servicio militar. 

C oso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte: 

La presente contienda de competencia suscitada entre un 
juez del crimen de la provincia de San Luis y un juez instructor 
de la 4.a región militar de la República, encuadra dentro de los 
términos del inc. d del art. 9 de la ley 4055, y por ende corres- 
ponde ser dirimida por V. E. 

El homicidio atribuido al conscripto José Pagano en la per- 
sona del ciudadano Domingo Velázquez, tuvo lugar en plena 
calle, fuera del recinto det cuartel á que aquél pertenecía, con 
motivo de una riña que se produjera entre varios particulares 
y en la que accidentalmente intervino Pagano y otros soldados, 
al solo objeto de prestar auxilio por orden superior, — según Se 
añrma, — del oficial de guardia de su cuartel, en respuesta al 
socorro que demandara uno ó varios de los reñidores. 

Tales circunstancias, que son las que constan de autos, sin 
discrepancia alguna, determinan: 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



1. " Que el hecho de que se trata es el delito común de ho- 
micidio previsto y legislado por el código penal y sometido 
á la jurisdicción penal de la provincia respectiva (inc. H, art. 
67 de la constitución), 

2. " Que la calle ó lugar donde aquél acaeció está bajo la 
jurisdicción del juez del crimen de Pedernirra, departamento 
de la provincia de San Luis. 

3. " Que la calidad de conscripto de Pagano no altera cjsa 
jurisdicción, ni por razón ríe tal carácter ni por el motivo de 
su intervención. 

4. " Que por más que el auxilio y la vigilancia que enten- 
diera ejercer ó llevar Pagano al lugar del suceso, como mi- 
litar y por orden de su superior, no resulta que tales actos se re- 
friesen ó tuvieran una rulación directa y obligada con sus 
funciones de tal. (Art. 827 cód. de justicia militar): — su auxi- 
lie era, en el caso, un acto espontáneo y humanitario de él ó de 
su superior, como la vigilancia un acto ríe comedimiento eje- 
cuto en jurisdicción extraña, sin la autoridad que uno y otro 
pudieran tener en su cuartel, que en ningún caso pudo pro- 
longarse hasta el lugar del suceso, ni menos asumir los carac- 
teres de un acto de servicio emergente de sus respectivas fun- 
ciones militares. 

5. " Que no bastan á justificar tales prolongaciones ni 
U orden del oficial de guardia ó jefe del cuartel para prestar 
auxilio ó guardar el orden dentro de jurisdicción extraña,— 
que ello en muchos casos desmembraría invadiendo jurisdic* 
clones locales que la constitución autoriza y las leyes de la na- 
ción respetan, — ni menos la pretendida delegación de poderes 
que se atribuye al jefe político de Mercedes (San Luis) deri- 
vada sin fundamento de la nota qne corre á fs. 17, como cla- 
ramente se desprende de las constancias ríe f. 19 vuelta y fs. 21 1 
nc bastando tampoco á justificar aquellas prolongaciones, la ju- 
risprudencia invocada del fallo de V. E. del tomo 100, pág. 233,' 
en (pie, con motivo de una matanza de indios llevada á cabo 
por un oficial al mando de sus soldados, en desempeño de 
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sus funciones militares» á los fines y dentro íle la jurisdic- 
ción propia del comando que ejercía en la región en que esta' 
destacado,— lo que no sucede en el caso, — se declaro la 
deucia de la jurisdicción militar, 

6.° Que aparte de las consideraciones y circunstancias ex- 
puestas y recordadas, es muy de tenerse en cuenta eme la cali- 
dad de jurisdicción de excepción que caracteriza la militar, obli- 
g,i á sn aplicación restrictiva, dando preferencia dentro de la ley 
á la jurisdicción civil (por contraposición á la militar), la que 
además de ser ejercida por magistrados permanentes y diplo- 
mados.— lo que no sucede en lo militar —aplica la legislación 
penal que radica sobre principios inmutables de justicia, á dife- 
rencia de nuestra actual legislación militar, que sólo entiende 
amarar ía obediencia y sumisión del soldado como la autoridad 
y conducta de los comandos, en el interés primordial de conser- 
var la disciplina en el ejército y en la marina nacional. En tal 
situación justo es que domine la primer jurisdicción sobre la 
segunda, que aquélla sea ampliamente ejercida, siéndolo res- 
trictivamente ésta, sobre todo cuando, como en el caso sub- 
jiulicc, ni las circunstancias, las personas, ni el lugar del hecha 
lo exigen dentro del espíritu y texto de la ley. 

Kstas consideraciones son las que me inducen á pedir á V 1 .' 
T se sirva dirimir esta contienda, declarando (pie compete co- 
nocer en el proceso que la motiva, al señor juez del crimen de 
Fedcrnera, (provincia de San Luis), con exclusión de la juris- 
dicción militar que se le opone. 

Julio BoteL 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Bueno» Aires, Noviembre 10 de 1910 




Vistos los de contienda de competencia entre ei juez del 
crimen de Mercedes (San Luis) y la autoridad militar de la 4/ 
ñ t «ara conocer en el proceso instruido al conscripto José» 
10 del regimiento 4 de artillería, ix>r homicidio» y conside- 

Que según aparece de la nota del jefe del regimiento men- 
cionado al intervenir la guardia de prevención en la riña que 
se produjo en la noche del 26 de Marzo del corriente año, en las 
inmediaciones del cuartel de dicho regimiento, lo hizo en virtud 
«le autorización ó pedido anterior y general de la policía del de- 
rtamento Pedernera; agregándose que "deseando regularizar 
situación y descargar al personal del cuerpo de la tarea 
siguí tica, pues todo vecino del caserío, sabiendo que no 
existe autoridad policial alguna, requiere el auxilio de la guar- 
dia, he hecho presente al señor jefe de policía la necesidad y 
conveniencia de establecer aquí un puesto policial ofreciendo 
a' agente que lo represente, alojamiento, rancho y todo el apoyo 
moral y material del cuerpo para el desempeño de sus funcio- 
nes ífs. 85 y 86 de los autos remitidos por el juez de instruc- 
ción militar). 

Que entre otros antecedentes de autos, confirman lo ex- 
puesto en esa nota, los de la auditoría de la 4.* región militar 
Centro y Cuyo, y de la jefatura política de Pedernera al juez 
del crimen f fs. 2 vuelta de los autos citados y fs. 17 del exp. 
remitido por el juez del crimen de Mercedes). 

Que es asi indudable que el homicidio de Velázquez le- 
vado á cabo con motivo de la intervención oñeiosa aludida, no 
se ha cometido en lugar sujeto exclusivamente á la autoridad 
militar ni en el acto de servicio militar, toda vez que por lo que 
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hace á lo último, se reconoce expresamente que el mautcnhmen- 
lo fiel orden en los lugares <le que se trata podía ser realizada 
por persona» ajenas á la fuerza armada de la nación, ó por la 
policia local íart. 117 del cód. de inst. militar; fallos de esta 
corle, tomo 108, pág. 27). 

Kn su mérito y de acuerdo con lo expuesto y pedido 
por el señor procurador general, se declara que el conocimien- 
to de esta causa corresponde al juez del crimen, de Mercedes 
(San Luis). 

Remítansele en consecuencia los autos y avísese por oficio 
a! juez de instrucción. Xotifiqucse con el original. 

A. Bermejo. —Nicanor G. del Solar. 
— M. P. Daract,— D. E. Palacio 



CAUSA CC1V 

Criminal, contra Sihio Aeevedo t futr falsificación y circulación 

de billetes de Banco 

Sumario : Es justa la sentencia que condena al máximum de la, 
pena establecida en el art. i> de ta ley núm. 3972 al autor de 
li»s delitos de fabricación y circulación de billetes falsos 
de flanco. 



Caso: £,o explican las piezas siguientes: 
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SENTENCJA DEL JUEZ FEDERAL 

PihiJ, Febrero 24 <te 1909. 

Y vistos : En la causa seguida de oficio contra Silvio Accve- 
do, argentino, soltero, jornalero, de veintisiete años de edad, do- 
miciliado eii U ciudad de Gualeguay y contra Valentín Barón, 
argentino, casado, estanciero, de cuarenta años de edad, domi- 
ciliado en el distrito Crucesitas del departamento de Nogoyá, 
por falsificación y circulación de billetes de Banco, y resultando: 
rimero: Que el día 27 de Septiembre del año 1905, el co- 
rsario del distrito Sauce, departamento Rosario Tala, comuni- 
có al comisario de órdenes del departamento citado, que el dia 
26 del mismo mes y año, el sujeto Silvio Acevcdo, se presen- 
ta en la casa de comercio de don Salomón Maltcr, efectuan- 
do compras por *alor de 0.40 centavos, dando en i#ago, un 
billete de diez pesos, que fué recibido por el dependiente de la 
mencionada casa de negocio, don Felipe Correa, dándole éste, 
vuelto en buena moneda, pero sospechando después fuera fal- 
el billete, se dirigió á la casa de don Eustaquio Chico, fcncon- 
tráitdose allí accidentalmente el comisario de policía del Sauce, 
cmicii al comprobar la falsedad del billete, púsose en persecu- 
ción de Acevedo, deteniéndole, dos billetes idénticos y otros ob- 
jetos, que por su naturaleza, debieron servirle para la falsifi- 
cación. 

Segundo: Ordenado el sumario de prevención por el Jefe 
de policía de Rosario de Tala, declara Silvio Acevedo fs. 3 á 
4 vuelta, que los billetes que se le ponen de manifiesto son los 
mismos que le secuestró el comisario, siendo también verdad 
nue efectuó compras en la casa de negocio de Matter, pagan* 
do con diez pesos falsos; que el los había hecho, pero no por 
falsificar, por cuanto no hay ninguno en circulación, y que» 
los falsificó calcándolos de otro; á fs. 12 y 13 vuelta, declara 
ante el juez de paz del Rosario de Tala, que los billetes fueron 
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dibujados por él mismo, y sin ayuda de nadie, y que los útiles 
que se te presentan, so» los mismos, valiéndose para la falsifi- 
cación de una aguja de acero, especie de punzón, y que el ver- 
dadero punzón, para estos casos no lo utilizó. 

Tercero: Felipe Correa, depemlienle de la casa de co- 
mercio de Matter, á fs. 4 vuelta á 6, declara que al obscu- 
recer clet dia mencionado llegó á la casa citada una persona 
desconocida, y como el encargado del negocio estuviera en- 
fermo éste, llamó al declarante para que atendiera u aquél 
despachándole una copa de ginebra que el desconocido pagó 
con diez centavos, pidiéndole después dos paquetes de ciga- 
rrillos y alionando este gasto, con un billete de diez pesos;- — • 
une como el declarante no supiese leer, enseñó el billete á 
Antonio Correa, quien le dijo que sacara del cajón del mostra- 
dor el cambio, entregando al comprador el vuelto;^— que cate, 
inmediatamente compró un pañuelo, cuyo importe quiso abo- 
nar con otro billete de diez pesos; pero el declarante le ma- 
nifestó que le abonara con el cambio eme la había entregado, 
y como aquél no quisiera, Correa le dijo que no podía recibir 
e! billete, devolviendo entonces el pañuelo y retirándose en 
seguida. Que el declarante se trasladó momentos después á 
la casa de negocio de Eustaquio Chico, "a fin de comprobar la 
validez del billete, y encontró allí al comisario de policía, á quien 
i'ió cuenta, el cual, comprobada la falsedad del billete, púspse 
en persecución del desconocido, que resultó llamarse Silvio 
Acevedo. 

Cuarto: Que el jefe de policía de Rosario de Tala, co- 
munica á este juzgado que el día 30 de Octubre, se había eva- 
dido de la policía de esa ciudad, el detenido Silvio Acevcdb, 
siendo aprehendido nuevamente en la ciudad de Concordia, en 
la noche del 30 de Diciembre, según nota de fs. 41, prestando 
allí declaración, fs. 41 vuelta á 43. en ta <l" e manifiesta llamarse 
Miguel Uacosa, de nacionalidad oriental, con cuatro meses de 
residencia en este país, y al ser interrogado por la causa dfe su 
detención, dijo: que era porque había cambiado un billete de 
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cincuenta pesos en una casa de comercio cerca ele donde vive, 
comprando dos botellas (fe cerveza, que como el dueño de casa 
no se lo quisiese tomar, dudando fuese legítimo, él le dijo: que 
si tenía desconfianza, se Jo devolviera ó de lo contrario, le diera 
el vuelto, accediendo á ello el dueño de la casa de comercio, 
el que más tarde hizo detener á aquél, por un comisario — (fue 
ignoraba que el billete fuese falso, porque lo había ganado 
en una jugada, en ta estancia det general Luis María Campos, 
— que es el único billete que tiene y que jamás tuvo intención de 
cambiarlo; — que su residencia es en Paysandü, donde tiene su 
familia. 

Quinto: Que á fs. 42 vuelta á 43, comparece á declarar 
el denunciante don Nicolás Xardonc, quien constata lo ya de- 
clarado por Llacosa, de fs. 41 á 43, siendo él quien dió cuen- 
ta á la policía del delito cometido por aquél. 

Sexto: Que el señor jefe de policía de Concordia, ordena 
nuevamente se tome declaración al citado Llacosa, con el ob- 
jeto de comprobar si ha estado alguna vez en Villaguay y con 
qué nombre y apellido; declaración que corre á fs, 43 vuelta y 
44 en te cual, el detenido manifiesta, que vivió dos ó tres días 
en Vülaguay con el nombre de Eustaquio Jara» trasladándose 
espués por tren á Estación Mantera. Que el jefe de policía, 
en vista de lo manifestado por Llacosa de ser él quien circuló 
el billete falso de cincuenta pesos, y estando también probado, 
cue éste, con el nombre de Eustaquio Jara, ha estafado á un 
comerciante en V illaguay, pretendiendo después estafar á otro 
con un billete falso de cincuenta pesos, resolvió pasar los an- 
tecedentes y el citado Llacosa ó Jara, á la policía det departa- 
iento de Villaguay (fs. 44). 

Séptimo: Que citados á declarar don Juan Ríeos, Aure- 
lio Pardo, Tobías /ipil iraní y Quintín Rodríguez, el primero 
maní fiesta que la persona que está presente, refiriéndose á 
Llacosa, es la misma que ha estado en su casa dos veces para 
cortarse el [telo y afeitarse, habiéndole también comprado d« 
su librería Hojas de papel de calcar color azul, pintura para 
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acuarela y otras cosas, que no recuerda; que cuando hizo 
tstas compras iba acompañado de otra persona que había lie; 
de varias veces á su peluquería, pero que no ia conoce (ts. 4 
á 47) ; — el segundo dice: que en la noche del 24 ó 2¿ de Di- 
ciembre, estuvo en su casa de negocio la persona que cree re- 
conocer y le pidió un cauastito de pasas de higo y otras cosas. 
c>bonandu esta compra con un billete de cincuenta pesos, quo 
el declarante le volvió inmediatamente porque comprendió que 
ira falso y que el billete que se le presenta, es el mismo; qkie 
fué él quien mandó prevenir al dueño del restaurant dónde 
«e hospedaba aquél y dió aviso al comisario Vclazquez (1 
48 á 49) : — el tercero declara, que conoce á la persona que 
le presenta, por halíer estado el 24 de Diciembre por la no- 
che, en la casa de comercio de su hermano Moisés, comprando 
una docena de cucharas y otros artículos, cuya compra abonó 
con un billete de cincuenta pesos, y que conio no tuvieran cam- 
bio en la casa, la persona aquella, fué á la de los señores Fprro 
y Márquez donde se lo cambiaron <fs. 49 á 50 vuelta); — y el 
cuarto, don Quintín Rodríguez, dice: que conoce á la perso: 
(¡ue está presente, que hace más ó menos dos meses est ivo en 
su casa de comercio en compañía de Valentín Barón, que hicie- 
ron tina pequeña compra y se retiraron ; — que en la noche bue- 
na, recuerda, estuvo nuevamente en su casa de negocio, ha- 
ciendo varias compras que te abonó con un billete de cin- 
cuenta pesos; que como el declarante no estuviera seguro 
de su validez se dirigió á la casa del señor Salas, quien le 
íiiíestó que el billete era para él desconocido, y que no se lo 
cambiaba; que regresó á su casa y que Uacosa ó Jara, al no 
tener ni encontrar cambio, dejó la mercadería y se retiró 
(fs. 51 vuelta á 53), 

Octavo: Que Miguel Llacoí-a ó Eustaquio Jara (fs. 
á fs. 48 y 53 á 55, declara: que cuando hizo las compras 
casa del señor Ricos, le acompañaba don Valentín Barón, 
que además de los objetos comprados en casa de Ricos, com- 
pró en una botica anilina y ácido nítrico, el primero para di 
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btijar cauciones en papel y el segundo para hacer mías latas 
de esquilar, ú don Lúeas Al faro. Que interrogado sobre la re- 
lación aiiiistosa que tiene con Harón, dice que eran amigos y 
compañeros de juego, pites son jugadores de profesión y que 
no le lia prestado ni dado ningún dinero; que en vista de que 
l'arón le inculpa de haberle llevado un dinero, quiere com* 
la verdad, declarando: que Barón y él, son los únicos fal- 
dores y autores de la circulación de billetes falsos de cin- 
cuenta pesos ; que toda la falsificación ha sido hecha en la ca- 
sa de Harón, en un cuarto donde, cuando se trabaja en los 
billetes no se permitía la entrada ú nadie ; (|uc los billetes 
eran hechos entre los dos, él hacía la cara en que está el es- 
cudo nacional y Harón hacia la cara en que está representada la 
libertad y las firmas del presidente y secretario del Hanco; que 
es incierto haberle llevado ningún dinero á Harón y que lo úni- 
co que llevó í nerón ciento cincuenta pesos falsos que quisa 
cambiar en Víllaguay y Concordia; que con Harón, hicieron 
cinco billetes de diez pesos, con los cuales se quedó éste, para 
cambiarlos, teniendo la creencia, de que aún, debe tener algu- 
nos en su poder; que en el armario de Harón están todos los 
titiles que les sirvieron para la falsificación de los billetes, y que 
cuando salió de la casa de aquél, lo hizo en presencia de todos» 
Noveno: Que el comisario de órdenes de Villaguay, cum- 
pliendo una resolución del jefe de policía de dicha ciudad, se 
constituyó en el domicilio de Valentín Harón y después de 
algunas resistencias, lo redujo á prisión y procedió á la revisa- 
ron de la pieza que ocupaba aquel, secuestrando en presencia 
de varios vecinos, cuatro billetes falsos de dic* pesos, nuevosj 
é inconclusos, papeles, tintas, lápiz y otros objetos que emplea- 
ban para la falsificación ffs, 56). 

Décimo: Que Valentín Harón, en su declaración de fs. 
có vuelta á óo, dice : que se encuentra detenido i>orquc el sujett* 
Eustaquio Jara, lo ha acusado de complicidad en una falsifi- 
cación de billetes ele Banco de la Nación; que tiene relación' 
, ton Jara, desde el rlía 28 de Enero del ano 1905. porque lo 
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hospedó en su casa, cu momentos que andaba esquilando por el 
departamento, permaneciendo allí hasta el 23 de Diciembre, día 
eir que se ausentó de sti casa, en circunstancias en que Barón 
había salido á unas carreras, que al día siguiente, estando en su 
casa, los vecinos Al faro y Enrique, se apercibió que Eustaquio 
Jara no estaba más en la casa, y al preguntar por él á un mu- 
chacho, se lt contestó que Jara invocando su nombre pidto- 
á dicho muchacho un recado y el caballo que le fué facilitado, 
que en seguida, en compañía de los vecinos citados, se dirigió 
a« cuarto q .e ocupaba Jara, y al notar su ausencia, recogió los 
papeles que estaban sobre la mesa y los depositó en su arma- 
rio, saliendo después en |RTsecucÍún de Jara, hasta Roca mora, 
y regresando dos ti ¡as más tarde á su casa; que ar ser noliticadü 
que había contra él orden de detención, se dirigió en busca del 
comisario de policía á una reunión que había en casa dé I renco 
/apata, no consiguiendo su objeto; que en la noche que futS 
¿¿tenido, sacaron de entre los papeles que había en el armario 
de su habitación, los billetes que se le ponen 'le manifiesto, co- 
jos billetes debe haberlos hecho Jara, pero, sin su conocimien- 
to, y que *i fueron encontrados en su armario, fué porque ha- 
biéndoos ausentado de su casa Jara, él los recogió y sin lijarse 
lo que había entre h>s paítelos, los guardó; que el papel de cal- 
car, las pinturas y tintas, las compró Jara en casa de don Juan 
Ricos, en circunstancias que él se estaba afeitando en la misma 
casa citada: que al terminar, compró una cajita de lápices, fa- 
cilitándole á Jara veinticinco reales para que abonara ta com- 
pra eme había hecho ; que el ácido nítrico y la anilina, los com- 
pró el mismo Jara, y si él i»agó. fué porque le debía siete pesos 
de las esquilas, abonándole el resto en el billar de üorhanct; 
que al comprar jara el ácido nítrico, éste manifestó af boti- 
cario que era para marcarle un cuchillo y un reloj y hacer unas 
tiescieutas latas de esquila para el vecino don Lúeas Alfltro, 
de cuyo (ral tajo, solamente el cuchillo fué marcado; que al 
muchacho Nicandro Sánchez, hermano de Crispí n. á quien li- 
pidió el recado y el caballo, le solicitó la llave del armario, 
y como no la tuviera, no se la entregó. 
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Undécimo: A fs. 6o á 6i vuelta declara don Lúeas Alfaro, 
que filé llamado por liaron y al llegar á su casa estaba ya de- 
tenido éste; que él mismo, presenció el secuestro de los obje- 
tos, porque alumbraba con una vela, mientras el comisario saca- 
ba varios papeles del armario, y entre ellos, una libreta, dentro 
de la cual, había cuatro billetes tic diez pesos del Banco de la 
Nación: que el comisario, dirigiéndose á Harón, le dijo*. "Va 
venia sabiendo que Vd. tenia aquí este depósito", á lo que 
contestó: que él no sabia nada y que los babía recogido ele la 
pieza riel ausente junto con otros papeles. 

Duodécimo: Que en el careo efectuado entre los procesados, 
fs. (il vuelta :i 63. manifestó Jara ó Ltacosa ó Acevedo, que la 
declaración que se le leía, era la misma y que se ratificaba en ella, 
(¡ue los gastos para la falsificación, los hacían á medias con Ha- 
lón, paga mi" éste ; que Harón sabia rjuc era prófugo de ta policía 
del Tala y así se lo dijo, en circunstancias que los dos, regresaban 
fie las esqititas de don Lucas Al faro, y que desde esa vez, se pu- 
sieron de acuerdo para hacer ia falsificación : habiendo contes- 
tad,'. Harón, que todas estas afirmaciones de Acevedo, eran m- 
ciertas. 

Décimo fercero: Que remitidos ¡1 este juzgado todos los an- 
tecedentes relacionados con la falsificación, en forma de suma- 
rio y habiéndose constatado que el sujeto Miguel IJacosa ó Eus- 
laquio Jara, á que se refieren estos antecedentes, ha sitio recono- 
cido por la policía fie Rosario Tala, como Silvio Accvetlo, contra 
o ni en existia ya un proceso, por los delitos de falsificación y 
circulación de billetes, ordenóse fueran agregados estos obrados, 
ai referido proceso, y respecto í\ Valentín Harón se le tomara de- 
claración indagatoria ( fs. fio á 70 vuelta). 

IXcimo euano: Que el jefe de pnlicía de Gualeguay, remite 
;¡'. de Villaguay, el resultado del interrogatorio á que fué someti- 
do el ciudadano Juan Rocha, como también del allanamiento 
efectuadlo en el domicilio de doña Agustina Altamirano. madre 
de Acevedo; habiéndose secuestrado en un baúl perteneciente á 
c ste, varios útiles, cajas de pinturas, papeles de color, contenien- 



DE JUSTICIA DE M NACION 



417 



do 011 ellos, grabado un facsímil «le útl billete de diez pesos del 
liaiico de la Nación Argentina, ( fs. 71 á ?')). 

Décimo quinto : (Jiic en la declaración prestada ante este 
■uzgadu por Sil vii > Acevedo corriente de fs. 86 á 87, confiesa 
primeramente une su detención es por haberle enci nitrado tas 
autoridades poliieales de Uosario Tala, varios billetes de diez 
pesos del I lauco de ta Nación, y que éf, los hacia por via de 
entretenimiento, cuya emisión na circulaba en la República, des- 
pués por haberse evadido de la cárcel de Rosario Tala, y |H,*r úl- 
timo, por imputársele postenormehte á su evasión la circulacii 
de otro sbíllefes de bañen falsificados, en el departamento de V 
tlagitay y en Concordia, que hacia constar, que si, después de 
evasión, al ser aprehendido lia manifestado etí sus diversas decla- 
maciones llamarse JJ acusa ó Jara, ha sido porque siendo prófugo 
ok la cárcel de Rosario Tala, quería que no lo conocieran. 

Décimo sexto : One al comparecer nuevamente Acevedo pa- 
• a ampliar su declaración indagatoria á fs. K~ vuelta á 88, y al 
iuter rogársele sobre sí conoció á Orlando Díaz, contestó que si, 
teniendo con él relación amistosa desde hace más de cinco años, 
habiéndolo eoiiocido en el departamento Gualegnayetiú.— <juc es 
verdad que dio á Díaz un billete fajso de diez pesos, en Agofcto 
de HJ04, no habiéndole dicho que el billete era falso, y (pie desde 
esa vez jamás se han vuelto á ver. 

Décimo séptimo: (Jue en el expediente separado fie estos 
aillos, é iniciado contra t triando Díaz, éste declara primeramente 
como queriendo ocultar la culpabilidad de la persona de quien 
recibió el billete falso, manifestando después que se lo dio el su- 
jetó Silvio Acevedo. tratando de cambiarlo en casa de Addans 
debiendo darte la mitad á Aliamirano. y que si no dijo al princi- 
pio la verdad, fué porque quería salvarlo de la pena. 

Décimo octavo: Que don Antonio Addans. fe. 28 á 30, .dor. 
SÜverio Gachistcgui, fs. 35 á ;j¿$, don Merman Marcovich, fs. 44 
ii 45, y don Guillermo Toinassi. fs. 50 á 51. declaran ser cierto 
que Orlando Díaz, andaba con billetes falsos, haciendo compras 
con intenciones de cambiarlos, cuando más tarde, fué denuncia- 
do á la policía y detenido por ésta. 
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Décimo noveno: Pasados los antecedentes al procurador fis- 
cal, éste, opina, en irrefutables argumentos, que respecto á Orlan- 
do Días, debe el juzgado sobreseer, decretando su inmediata li- 
bertad, y con respecto á Silvio Acevedo, se debían agregar listos 
aiitoí al juicio criminal que se le signe por falsificación de bille- 
tes de banco, habiendo el juzgado accedido á lo solicitado por el 
señor procurador fiscal. 

Vigésimo: Que Harón, en ia declaración prestada ante este 
juzgado, corriente de fs. 8o á 93, dice: cjuc supone sea su deten- 
ción por inculpársele complicidad en una falsificación de billetes 
de banco cuyo atuor es el sujeto conocido con el nombre de Ens 
taqitio Jara, en el distrito Crucesitas. y que recién sabe que es 
Silvio Acevedo; que en el mes de Octubre de 1005, estuvo Ace- 
vedo en Crucesitas y después de esquilar en varias casas y es- 
tancias se presentó en su domicilio, donde esquiló también, per- 
maneciendo en su casa un tiempo más, á solicitud del mismo 
Acevedo; que quiere bacer constar qué éste era un joven simpá- 
tico, engañador, por sus maneras, siendo querido por todo el ve- 
cindario; qvie Acevedo mientras permaneció en su casa, se de- 
dicó bien á matar langosta, comí» á cazar y |iescar. permaneciendo 
después en su cuarto, y nunca creyó que fuera falsificador, por- 
que jamás oyó á nadie ni lo vio; que si lo hubiera sabido, no hu- 
biese permitido que estuviera más en su casa; que Acevedo ocu- 
paba un galpón en compañía de uno de sus lujos, teniendo una 
mesa, donde escribía y pintaba ; qué en cierta ocasión Acevedo, 
le propuso adornar su cuarto con papeles pintados y habiendo 
accedido á esta petición, compró todos los útiles cu Villaguay 
que fueron pagados por el mismo Acevedo; que en Villaguay 
compró él misttiíi. unos lápices de colores diversos para una hija 
de crianza que tenía y que sabia dibujar; que al retirarse Aceve- 
do <le su casa y al recoger los | tape les y demás objetos que tenia 
en la mesa, no notó que hubiese entre ellos algunos billetes de 
banco, pues, no maliciaba nada, y Ir» hizo asi. porque en el cuarto 
que habitaba Acevedo, había criaturas y temió se los extravia- 
ran : por esta causa, fué que los guardó en el armario, que las 
declaraciones prestadas por el en Villaguay son las mismas y se 
ratificaba en lo dicho. 
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Vigésimo primero: Que citado nuevamente Acevcdo, á obje- 
to de ampliar su declaración indagatoria, man i tiesta al ser inte 
rrogado, fs. 93 vuelta á 95 vuelta, que los billetes de cincuenta 
¡ de diez pesos que se le ponen de manifiesto, son al parecer los 
mismos míe hizo circular, con el deseo de cambiarlos en las caías 
de negocio tic Villaguay, baciendu notar que el billete de diez pe- 
sos, corriente ¿i fs. 69 y que lleva el número 0.926.129, no era de 
su propiedad, sino de líarón que se lo había prestado en una oca- 
sión, en que le pidió un peso, siendo este billete el que servia á 
amlms para calcar y fabricarlos de igual valor. 

Vigésimo segundo: Que á solicitud del procurador fiscal, 
este juzgad" 1 ordenó se procediese á ratificar las declaraciones 
prestadas por los testigos l ; ordanc, líicós. Pardo, Zipilivaní, Bo- 
diño, Rodrigue* y Alfaro, ratificándose todos ellos en sus de- 
claraciones, existentes en estos autos. 

Vigésimo tercero: A fs. 109. existe el informe de la caja 
de Conversión en que dice: Qti'e los billetes de diez pesos y do 
cincuenta son falsos, y que el billete de diez pesos núm. 0.926. 129 
de la ley 20 de Septiembre de 1897, es legítimo. 

Vigésimo cuarto: Que á petición del procurador fiscal, se 
declaró cerrado el sumario, elevándose la causa á plcnario (fi, 
141 vuelta). 

Vigésimo quinto: Que de fs. 154 á 163, presenta el procu- 
rador fiscal sn acusación contra los reos Acevcdo y Barón, soli- 
citando para el primero la |x-na de veinticinco años de presidio 
y imilla de diez mil ¡«sos .de acuerdo con lo prescripto por el art. 
1" de la ley 39"2 t por ser éste fabricante y circuí ador de billetes 
falsos; y para el segundo, ta |»etia de diez y siete y medio años de 
presidio y cinco mil quinientos pesos de multa, de acuerdo con el 
prt. i" y 11 de la citada ley. 

Vigésimo sexto : Que de la acusación fiscal, dióse traslado á 
los defensores, quienes presentaron sus respectivas defensas. 

Vigésimo séptimo: Qne encontrándose á cargo de este juz- 
gado, por ausencia del titular, el procurador fiscal y habiendo 
este funcionario intervenido en esta causa, inhibióse de su cono- 
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cimiento, de acuerdo con lo que determinan tos arts. 75, iue! 4; 
76 y 77 del cml. de proc. en materia criminal, pasándose estos 
autos al defensor de pobres, incapaces y ausentes, confronte al 
art. 3". inc. 2" de la ley 4162, de 8 de Enero de 1*103. nombrán- 
dose con tal motivo fiscal ad lux-, al doctor Miguel Laurencena. 

Vigésimo octavo: Que estando esta cansa abierta á prueba, 
á solicitud del defensor de Valentín Marón, se señaló un día de 
audiencia, á fin de que el ero Silvio Acevedo, es ratificara en sus 
declaraciones, habiéndolo hecho, según consta á fs. 190. ■ 

V igésimo noveno: A fs. r*>5 vuelta se llamó autos para sen- 
tencia, fijándose la audiencia, para que las partes concurran á 
objeto de informar in voce llevándose ésta á efecto; y 
Considerando respecto á Silvio Acevedo: 
Trímero: Que el procesado confiesa ser cierto, que eefetuó 
compras cu una casa de negocio del distrito Sauce, del departa- 
mento Rosario Tala, pagando con un billete de diez pesos, que 
é; mismo había hecho calcándolo de otro y sin ayuda de nadie 
(fs. 3 á 4 vuelta y fs. 12 á 15 vuelta). 

Secundo: Que lo declarado por Acevedo, está plenamente 
umiproliado por las declaraciones del dependiente de la casa de 
comercio de don Salomón Matter. donde efectuó las compras 
(fs, 4 á fi vuelta). 

Tercero: Que en la declaración prestada ante la autoridad 
pulícial de la ciudad de Concordia, donde fué detenido á solicitud 
de la policía de Rosario de Tala. por haberse fugado de la cár- 
cel de esa localidad Aceveo. manifiesta ser también cierto que 
efectuó compras en la casa e negocio de don Nicolás Nardone. 
pagando con un billete de cincuenta pesos falsos, comprobándo- 
se este dicho, por el denunciante ( fs. 42 á 43). 

Cuarto: Que está también comproliado. que el procesado 
Silvio Acevedo. no solo por su propia declaración, sino también 
por las declaraciones corrientes de fs. 46 á 47, 48 á 40. 49 á 50 
vuelta y 51 vuelta á 53. cu varias casas de negocio, circuló bille- 
tes falsos, y aún que, en esta circunstancia, fuera acompañado 
por alemin Barón, sefiún consta también cu las declaraciones 
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citadas, probarlo está que el que efectuaba las compras y pagaba 
era Acevedo, pues así lo declara Quintín Rodríguez, que dice: 
que en !a noche buena, se presentí) á su casa de negocio, efec- 
t uamlo compras que pagó con un billete de cincuenta pesos fal- 
sos, y que al reconocer su falsedad no se lo recibió, dirigiéndose 
más tarde á la autoridad á denunciar este hecho f fs, 51 vuelta 
* 53)- 

Quínto; Que el mismo Acevedo, en sus declaraciones de 
fs. 47 á 48, y de 53 vuelta á 55, confiesa ser cierto q»e él mismo 
compró en la casa de negocio del señor Ricos y en un botica, áci- 
do nítrico y anilina y que en cuanto á la relación amistosa con 
Barón, manifiesta ser amigo y compañero de juego. 

Sexta : Que después de haber prestado diversas declaracio- 
nes, en que se ha comprobado su delito, inculpa á su amigo y 
compañero, haciéndole partícipe de! misino delito, añadiendo de 
una manera dudosa, que tenía la creencia, de que aún, debían 
existir billetes falsos, en poder de Harón y demás útiles que te 
sirvieron para la fabricación. 

Séptimo - Que teniendo muy en cuenta la afirmación hecha 
1 or Acevedo, acerca de la complicidad de Harón, no siendo ella 
de una manera clara, firme y convincente, deja siempre la duda 
de ser verdad lo dicho por él. después de haber sido descubierto, 
á pesar de sus constantes evasivas y teniendo presente su rein- 
cidencia, en delitos análogos. 

Octavo : Que el hecho de haber vivido en casa de Harón, no 
t s prueba suficiente, ni mucho menos, digna de tenerse en con- 
sideración, para la clasificación del cielito que se le imputa, ptie -. 
1 robado está, por las diversas constancias de estos autos, como 
fué el origen de la mistad de Acevedo con Barón que al ocuparse 
en los trabajos de esquila, 110 solo en casa de liaron, sino tam- 
bién en otros lugares, Acevedo solicitóle permiso para vivir en 
tu casa, consintiendo Harón, en la creencia que fuera un hombre 
digno y hueno, como lo tiene declarado al afirmar que Acevedo 
era un joven simpático y querido jxir todos los que lo trataban. 

Noveno: Que probado también está, por declaración del 



FALLO DK LA CORTE SUPtKMA 



mismo Acevedo, que las cajitas de pintura de colores que com- 
pró lían "m. eran |«ra una hija de crianza de éste, que sabía di- 
bujar. 

Décimo: Que por declaración del mismo Acevedo á fs. 47 
vuelta, manifiesta que tos colores de anilina y el ácido nítrico, 
que compró en la botica, eran el primero, para copiar cauciones, 
porque él es componedor de versos, y el segundo, para liacer 
latas de esquila, al vecino Alíaro. comprobando con este hecho, 
que quería ocultar ante el mismo liaron, la falsificación de bille- 
tes falsos, en su misma casa. 

Undécimo : Que la actitud observada por Acevedo, al reti- 
rarse de ta casa de Barón llevándole un recado y un caballo, 
según consta en estos autos, liacc presumir sin duda alguna que 
Acevedo, temía ser descubierto en el delito que se le imputa, no 
queriendo entonces ser mal mirado por aquél, ele quien recibía 
toda clase de consideraciones. 

Duodécimo: Que la afirmación hecha por Acevedo, de que 
ios billetes y Útiles que él usó para la falsificación se encontraban 
c:í el armario de Barón. 110 es un antecedente digno de tenerse 
en cuenta para suponer que Harón sea culpable, pues habiendo 
vivido un tiempo en su casa y no teniendo en el cuarto que 
é. habitaba, más muebles que una cama y una mesa, se presume 
que un hombre vivo como Asevcdo, stif>onga que después de ha- 
ber desaparecido de la casa de Harón, éste recogiera todo lo 
abandonado por él y lo depositara para más seguridad, en un 
¡imario. 

Décimo tercero: Que si respecto á la complicidad que 
pretende Acevedo hacer participar á Darón aquél hubiera esi,» 1 
seguro de su afirmación no hubiese desaparecido de la casa del 
compañero de falsificación, abandonándole todos los útiles y 
tnos billetes falsos, encontrados más tarde por la autoridad, 
entre una libreta, pues, de esto se desprende que ha querido 
desde el primer momento, hacer cómplice á Barón de un delito 
f 1 que éste no tenía participación, ni conocimiento. 

Décimo cuarto: Que el hecho de haber ofrecido Acevedo 
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& Barón ;if lomarle el cuarto que él habitaba con papeles pirt- 
tados, can esta circunstancia, se comprueba de una manera evi- 
dente, que Acevedo, al fabricar los billetes falsos que ¿I misma 
circuló por repetidas veces y en diferentes pueblos quería des- 
pistar ante los njos de harón, el delito que en su misma casa, 
sí estaba consumando. 

Dtcimo quinto: Que además de las circunstancias ya m 
donadas, y qué perjudican la situación de Accvedo. existen an- 
tecedentes acerca de sn persona que lo colocan en una situación 
dt ser merecedor á toda pena primeramente, ser reincidente en 
delitos como el presente, comprobándose su culpabilidad, en cau- 
cas ya falladas, su fuga de la c;ircd pública de Rosario Tala, y | 
por último, los cambios de nombre y apellido, como para despis- 1 
tar la acción de la justicia. 

Por estas consideraciones y teniendo presente la importa! 
ce la circulación definitivamente juzgando, fallo: Condenar 
al procesado Silvio Acevedo. á la pe» 3 < lc veinticinco años de 
presidio y multa de diez mil pesos moneda nacional, de conf af- 
inidad con el artículo i de la ley 3972 y de acuerdo con lo dic- 
taminado ]>or el procurador fiscal, por haberse probado suft- 
cernemente, ser Acevedo, el único que falsificó y circuló billetes. 

Notifíquese á las partes y si no í lere apelada esta senten- 
cia pónganse los autos al desecho para proveer lo que co- 
rresponda. 

■ 

Utis Xtaria Ethagitc. 
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SEIVTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

» 

Pmni, Abril 30 de i'.ntf 

Y vistos; de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
ñor riscal de cámara á fs. 228, se confirma ]*or sus fundamentos 
;i sentencia de fs, igfi en lo que respecta at acusarlo Silvio Ace- 
b. con costas Y no sustentándose por dicho señor tiscal el 
lecurso de apelación en lo que hace al otro acusado Valentín 
Harón, dadas también las circunstancias de! caso por tu que re- 
sulta de estos autos, devuélvanse previa notificación á las par- 
es. 

Fortunata CaltUrón. — fosé Marcó, — /í, 
Flores i 'era. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bucnoi Aires. Noviembre 12 de 1910. 

YUlos y eunsiderando : Que el delito de fabricación y circu- 
lación de billetes falsos de banco cometido por el procesado, está 
plenamente probado |ior su propia confesión y demás constan- 
cias de autos, relacionados en la sentencia de fojas 198, que con- 
iititíá en todas .sus partes la que se ha pronunciado por la cámara 
federal de apelaciones á fs, 236. 

One de estos antecedentes de la causa resulta también com- 
probada la circunstancia de ser el procesado el fabricante y 
ijuieii hizo circular á la vez los billetes falsos que corren de U. 
too á 108, lo que justifica ta pena que se le lia impuesto, con 
arreglo á lo establecido por el art. r de la ley 3072 (pie lia pre- 
visto este delito, disponiendo que "cuando la introducción, ex- 
pendio ó circulación se hiciere por los fabricantes mismos, la 
represión será el máximum de la pena". 
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Por ¿lio y de acuerdo cok lo expuesto y pedido por el si 
ícr procurador general, y por sus fundamentos se confirma» con 
costas, ¡a sentencia apelada de fs. 236. Notifiques* original y de- 
vuélvanse los autos. 

A. Rermfjo — Nicanor G. del Solar 
— M. P. Daract— D. E. Palacio. 



CAUSA CCV 

■ 

Arturo M. Qucirrl, apelando dt tota rcsvliuión de aduana. 

Sumario : Eti ¡as causas de aduana no procede el recurso de ape- 
lación i>ara ante la corte suprema cuando la suma que se 
manda pagar por concepto de derechos ó multas no excede 
de la cantidad de cinco mil pesos. 

( aso : El administrador de aduana de Empedrado, provincia de 
Corrientes, condenó al consignatario del vapor "Villa En- 
carnación" al pago de la suma de 1 jo pesos oro |x>r 110 ha- 
ber salvado errores de manifestación de mercaderías, con- 
forme al art. 846 de las ordenanzas de aduana y haber ma- 
nifestado de más. según el art. 980 de las mismas. El agen- 
te afwló para ante el juez de sección, sosteniendo que, esa 
resolución era nula por falta de jurisdicción administrati- 
va, en razón de tratarse de mercaderías que habían salido de 
la aduana. El juez rechazó tsa defensa, confirmando la re- 
solución apelada. La cámara revocó la resolución del juez 
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tfe sección, declarando fundada y legítima la defensa opues- 
ta de falta de jurisdicción en la aduana. Concedido el re* 
curso de apelación para ante la corte suprema, ésta pro- 
nunció el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

I 

Buenos Aires. Noviembre 12 de Uno 

Y vímos: Xo apareciendo (juc el importe de las multas que 
m* mandan alionar por la resolución de ís. 31, exceda de la can- 
tidad determinada por el an. 3". inc. z" de la ley 4°55' $C decía- 
is mal concedido el recurso. Xotiíujucse con el original y devuél- 
\:¡«isl\ debiendo reponerse el papel ante el inferior. 

A. Bermejo.- Nicanor G. del Solar 
— M. P. Daract.— D. E. Palacio. 



Igual r solución se dictó en los juicios seguidos entre las 
mismas partes, vapores "Asunciun R." y *$kn Martín". 
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CAUSA CCVI 

{■enocarri* Centra! Córdoba, extensión Buenas Aires, en autos 
¿obre expropiación con !o sucesión tie don Lázaro Madero. 
Recurso de hecho. 

Sumario: i." La admisión del fuero federal no autoriza el re- 
curso extraordinario del articulo 14. ley 48. 
2." La determinación de los requisito* do la cosa juzgada co- 
rresponde al derecho común, cuya aplicación es ajena a di- 
cho recurso. 

( aso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 
\'f» habiéndose discutido en esté juicio la cláusula del art. 
¡7 de la constitución, á que se refiere el recurrente, para. fundar 
mí recurso, por más que sostenga halarla mencionado en el 
curso del juicio, no habiéndose resuelto nada á su respecto, por 
■ct notorio que la expresada cláusula constitucional ninguna re- 
lación directa tenía ni tiene con el caso sub judiec como lo ob- 
-erva el inferior al abstenerse de todo pronunciamiento al res- 
pecto, no habiéndose «le jado de satisfacer los derechos alegados 
pm el apelante y fundados en la ley y en la mencionada disposi- 
ción de la constitución, ni resultando, por último, la concurrencia 
de los otros requisitos legales, el recurso interpuesto es impro- 
cedente dentro de lo dispuesto en el art. 14 de la ley 48 y 6 <te 
¡a ley 4055 por to que pido á V, E. se sirva asi declararlo, con- 
firmando la sentencia del inferior que así lo hizo. 

Julio Botet. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buen»i Aires Noviembre 15 de ¡Bl". 

Alisios y vistos: el recurso tic hecho |>or apelación ilemcgada 
interpuesto |ior el ferrocarril Central Córdoba, extensión Buenos 
Aires contra sentencia pronunciada |K>r la cámara federal de ape- 
lación del Paraná, en los antus sobre expropiación seguidos con 
la sucesión de don Lázaro Madero. 
Y considerando: 
Que j>ara fundar el recurso extraordinario previsto en e! 
inc. 3 o , art. 14 de la ley 48. y art. 6" de la ley 4055. se alega: 
primero, que el fuero federal no surgía en el caso; y segundo. 
|tic la entrega del dinero debitado como im]»orte de la expro- 
ación viola la cosa juzgada lo que importa un ataque al derecho 
e pn ^piedad garantido por e! art. 17 de la constitución nacional. 
One la admisión del fuero federal no autoriza el recurso in- 
tei puesto, con arreglo á lo reiteradamente resuelto por esta cor- 
Fallos, tomo 109. pág, 

(Jue la determinación de los requisitos ríe ta cosa juzgada 
corresponde al derecho común, cuya aplicación es ajena á ese 
recurso. Fallos, tomo 108, |>ág. 100. 

<Jue tamjKKo !o autoriza en el caso la invocación del art. 
7 de la constitución, pues que esa disposición no tiene relación 
recta é inmediata con la cuestión planteada y resuelta por el 
..f sobre escrituración del inmueble expropiado y entrega 
su precio, como aquel lo hace ^con star cu su sentencia, (an. 
iS ley 4»K 

iVir ello, y de conformidad con lo dictaminado |H>r el señor 
procurador general, se declara bien denegado el recurso. Notifi- 
quen con el original y repuesto el papel, archívese. 

A. Bermejo.— Nicanor C. del Solar.— 
M. P. Daract.-D. E. Palacio 
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CUSA CCVll 

Don P*dr$ ílrancl isas herederos ) contra la sucesión de don 77- 
bureio Benegas, por cobro de un depósito: sobre compe- 
tencia. 

Sumario: i." Habiéndose >oslenido que ta interpretación en tal 
sentido ilc un articulo fiel código civil seria repugnante á la 
constitución nacional, procede el recurso extraordinario dei 
artículo 14, incisq V de la lev número 48. aun cuando el su- 
perior tribunal haya omitido pronunciarse sobre este punt 
si es que no lia consignado en su resolución que la ley re- 
peciiva ile procedimientos le impidió tomar en cuenta la 
cuestión planteada, eñ razón de la oportunidad en que lo fué. 
j." I.a interpretación fiel art. $2X4 det código civil, en el senti- 
do tle que los juicios sucesorios abiertos en una provincia 
atraen las acciones personales promovidas ante ¡os tribuna- 
les tle otra, no es repugnante á los artículos 104 y 105 de la 
constitución nacional. 

Caso: T.o explican las piezas sigüiérites: 



AUTO DKL JUt : Z I>K U, INSTANCIA 

Bueno» Airc». Octubre «de 1909. 

Autos v vistos: Atento lo dictaminado por los ministerios 
público* rcorit vistas precedentes t. y considerando: 

ni Oiu\ según se flesprendc del informe de fs. 225, el juicio 
sucesorio demandado ha sido iniciado en la ciudad de Men- 
doza |H>r Ser público y notorio que su domicilió era allí; 

h) Que el becbo de que se produjera su fallecimiento en esta 
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capital, como lo acredita i a partida de fs. 220. no prueba cu ma- 
lura alguna r|ite ese haya sido, á la época dé su muerte, su do- 
r.ucilio legal, es decir, el lugar donde la ley presumí*, sin admi- 
tir prueba en contra, que una persona reside de una manera per- 
manente para el ejercicio de sus derechos y cumplimiento de sus 
obligaciones, aunque de hecho no esté allí presente íconf. art. 
código civil). 

c) Que hay que tener presente que el domicilio que tenia el di- 
fumo determina el lugar en qtté sé abre la sucesión (coi tí, h^. 
;', art, <)0. eit.h y que es juez ciítupetentc para conocer de ésu 
c'. del último domicilio del causante 'conf. art. $305 código civil 
> 634 eód. tle procedimientos), por Uwlo lo que no cabe observar 
1a competencia del juzgado de la provincia de Mendoza á este 
respecto : 

d) Que el juicio sucesorio es de carácter universal y. como 
tal, atrae hacia si todas las demandas concernientes á los bienes 
hereditarios asi como las acciones per simales de los acreedores 
<!el difunto (conf. art. ^4 códg. de proc. I y es tan lata y abso- 
luta esta regla de la universalidad que no pueden sustraerse al 
conocimiento del juez de la sucesión las demandas interpuestas 
piiterinrmenie al hecho riel fallecimiento, pero en los cuales no 
1.a recaído aun resolución de ninguna especie, cualquiera que sea 
: n estado. 

e) Que el hecho de que se haya abierto la causa á pruclta y 
consentido, en consecuencia, la jurisdicción, «i bien por regla ge- 
neral lija á ésta de una manera definitiva, no puede llegar basta 
desvirtuar el precepto general de la unidad en tos juicios suceso- 
rios, establecida por razones de interés común. 

Por estos fundamentos, se declara incompetente el juzgado 
para seguir entendiendo en tos presentes autos, y remitan se éstos 
*¡n más trámite á quien corresponda para que sigan los procedi- 
mientos. Repónganse las fojas. ÍAtfc 3.1 de la ley 41281. 



Erm$tQ Q ¡tesada. -Ante mi : Carlos G. 
di l Solar. 
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auto de La cámara de apelaciones 

Butrtns Aires. Noviembre tí de IG09 

Y vistos: Por sus fundamentos, se coiilirma, con cortas, el 
í!i¡io apelado tic fs. 230, fijándose en minia pesos, los honorario* 
ti- 1 doctor del \ alie, en osla instancia y en diez los derechos pro- 
tf.ratoiíos He Ciríaco <K-1 Vallé. Dev. rep. los .sellos. 

Basualdo, — . f rana — \\ 'illitwts,— Ante mi 
Tomás Juárez Celmau. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Rumoi Aira*, Novlfmbre IT de (910 

Y vistos* el recurso extraordinario do apelación, inc 3 " * r - 
ticulo M, ley 48. interpuesto por lus beredems de don Pedro Ora- 
1:1 i. contra él auto de la Exilia, cámara en lo civil de la capital de 
la República, que confirma el 3é fs. 230. por el que el juez de i ." 
instancia se declara incompetente para seguir conociendo del jui- 
t o por cobro de un dejxwito judicial, según se expresa y á mé- 
rito de estar abierto en la provincia de Mendoza, el suasorio 
t ii extinto deudor, don Tífeurcio Ttenegas. 

Y considerando : 

Que en et escrito de fs. 238 se invocaron los arts. 104 y u 5 
de la constitución nacional, sosteniéndose que sería contrario á 
eííos lo determinado en el código civil, si se diera á las disposi- 
ciones de éste el sentido de que lian establecido la universalidad 
d-*: juicio de sucesión rcs[K>cto de los bienes ubicados en cualquier 
l arle de la república, ó del ejercicio de las acciones personales 
fíe los acreedores del difunto. 



Que si bien la cxma. cámara de lo civil en su auto de is. 
¿43, ha omitido pronunciarse sobre este punto, al halier proce- 
r;¡do así, no lo lia hecho consignando que la ley respectiva íUj 
procedimiento le impedía tomar en cuenta la cuestión aludida, 
ai razón de la oportunidad en que se había planteado, 

Por ello, y de acuerdo con el art. 14, inc. 3." de la ley 48, 
declara bien concedido el recurso. 
Y considerando en cnanto al fondo : que el auto citado de fs, 
-'43. por su referencia al de fs. 230, establece que los juicios de 
sucesión abiertos en una provincia, atraen las acciones persona- 
les promovidas ante tos tribunales de otra» con arreglo al articulo 
.^84 del código ti vil. 

(Jue ¡a inteligencia atril ittida á este artículo tío está en pugna 
ron los articulo.- 104 y 105 de la constitución nacional, pues el 
morable congreso, al dictar los códigos, lia usado de una facul- 
d que la misma constitución le acuerda en e! art. 07, inc. u, y 
vi articulo citado responde al propósito de asegurar la conserva- 
*'ón de !os bienes y su más equitativa y menos dispendiosa distri- 
bución, así como at de evitar ta |H>sihilidad de que se produzcan 
r- soluciones contradictorias sobre los derechos que el mismo có- 
c'i^o avuerda 

Por ello, y oído el señor procurador general, se conlírma el 
to apelado. Xotififjiiese con el original y devuélvase, previa re- 
sietón de sellos.. 



Nicanor G. del Sola*.-M. P. Daract 
— D. E. Palacio. 
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causa ecvni 

f'ttít José Ríffotrcaffo contra la pr n im ia de ¡hienas Aires, sobre 
cabra de mejoras. 

Sumario : Kl que por vencimiento del contrato de locación y lue- 
go, por haber sido anulado el remate en que le fué adjudi- 
cada la tiei ra que tuvo arrendada, queda en las coudick 
de un simple tenedor, carece de derecho para exigir el pago 
de la siembra, invocando los artículos 1536 y 1 53*>. «nc 4° 
del código civit. Dado lo áispiiesto en los artículos citados 
v nú eoncmriendi> las circunstancias previstas en el inc. 4* 
dé 15.V). él lócala rio, si nada establece al respecto el con- 
trato. 110 puede col ira r el valor de las poblaciones, alambra- 
dos y árboles, «tte se hubieran lucho y plantado durante la 
vigencia de este, 



iVk*>: Resulta del siguicnle: 



1 



TALLO ÜE LA CORTE SUPREMA 

Bueno) Aire». Noviembre 19 de 1910. 

Y vistos: Don jóse Klgorreaga entabla demanda contra la 
Provincia de Unenos Aires, \x>r cobro de pesos, exponiendo: 

One en uso de un ilerecho que dalia la costumbre. pobló ha- 
ce años un campo en el desierto de la provincia de Buenos Ai- 
res, en el que empleó todo SU capital, introduciendo hacienda va 
cuna, equina y ovejuna. 

Que años después compró una parte de ese eamno, situado 
en el partido «le Peltuajó, y arrendó otra, cuya ubicación deter- 
mina, compuesta de mil hectáreas, por el término de tres año»J 
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mediante el precio de quinientos diez pesos anuales, pagaderos 
anticipadamente, pudiendo el gobierno, si no se efectuaba asi el 
pago, declarar rescindido el contrato, y siendo entendido que sí 
al vencimiento de los tres años el locador no disponía otra cosa, 
"se continuaría aíto por año en las mismas condiciones". 

Que el contrato referido concluyó porque el gobierno ven- 
dió el terreno á otra persona á la que lia mandado entregarlo con 
todos los ingentes valores de su exclusiva propiedad, previo deso- 
lo jo que se llevó á calió con la fuerza pública. 

Que los valores aludidos consisten en nueve mil metros de 
alambrado, 200 hectáreas de trigo, 40 hectáreas de avena, una po- 
blación de tres piezas y árboles, cuyos precios estima en nueve 
mil pesos m¡n. los primeros; 57.000 las segundas; 9.120 las ter- 
ceras ; y en 3.000 pesos los últimos, lo que hace un total de seten- 
ta y ocho mil ciento veinte jiesos iu¡il, cuyo pago, sus intereses 
y cestas del juicio, cobra al gobierno de Unenos Aires, invocando 
'os arts. 1536, 1539 inc. 4." y 251 1 del código civil. 

Que si et gobierno no estuviera conforme con la eslimació'T 
que ha hecho, 110 tiene inconveniente en que los valores sean de- 
terminados por peritos. 

Que el doctor Mariano Dcmaría (hijo), por la provincia de 
lé'rios Aires, pide el rechazo de la demanda, con costas, ale- 
ndo : 

Que es imposible conocer con exactitud la cosa sobre la cual 
m litiga, porque el demandante no dá datos precisos j»ara ello, 
y procede asi la excepción qnv opone de defecto legal, en el mo- 
do de proponer ta demanda. 

Que en ta hipótesis que el actor se refiera á los lotes K, U, 
M. X, O, reserva U. sección 3.' que adquirió en remate público 
•si, 31 de Agosto de 1903, sería de tenerse en cuenta: primero, 
que ú star á la propia declaración del señor Elgorreaga. éste ha 
ocupado los terrenos aludidos, sin título de ninguna clase y sa- 
biendo que pertenecían al gobierno, hasta que el año 1809, cele- 
bró un contrato de arrendamiento que feneció et 30 de Agosto de 
903. fecha en que se hizo comprador ; segundo, que por no lia- 
rse pagado el precio fie !a tierra conforme á las bases del re- 




I>E JUSTICIA DE LA NACIOW 



mate, el poder ejecutivo declaró sin efecto la compra en 20 de 
Octubre de 1903, y la suprema corte confirmó el decreto respec- 
tivo en 26 ilc Diciembre de 1900; tercero, que Elgorreaga no era 
arrendatario en la feelia que sembró, sino un ocupante sin título 
; sabiendo que no lo tenía desde el 30 de Agosto de 1903. por lo 
que corresponde aplicar al caso el art. 2589 del código civil ; 
cuarto, que la acción para el reclamo de mejoras no corresjíonde 
contra la provincia, sino contra el propietario actual del terreno, 
qtie lo es don Francisco S. Smart. 

One en ea«o de qitc se creyese procedente la acción contra 
la provincia, ésta declara míe no tiene interés en aprovechar de 
las mejoras, y exige la reposición de las cosas á su primitivo es- 
tado, á costa del actor. 

Que recibida la causa ;'» prueba, liáse producido la que ex- 
presare! certificado tic fs. 73. habiendo alegado las partes a fe, 74 
y 86, respectivamente, y Uamádose autos para sentencia á fs. 85. 
Y considerando : 
Que si hubiera derecho al cobro de las mejoras fie que se 
traía Ja acción ha debido dirigirse contra ta provincia de Rueños 
Aires, qitc habría recibido el lieneficío de aquéllas en el mayor 
precio obtenido en la venta que hizo á Smart. 

ij ue atento lo manifestado á fs. 76, 77 vuelta y 78 vuelta del 
alegan, del actor y a fs. 86 del alegato de la provincia, así como 
de t«» que resulta de los expedientes acompañados como prueba, 
aparece que el campo á que se refiere el contrato de arrenda 
iiiuio reproducido en la demanda de fs. i ( es el mismo que Elg- 
eaga compró en remate el 3° tle Agosto de 1903» ( fs - 2 vueUa 
.el expediente 1903; ministerio de hacienda de la provincia de 
Buenos Aires, La Flata, letra E. nitrn. 235, 2." sección, EJgorrea- 
ga José, pago de un tetreno; f. del expediente 1907, ministe- 
rio de hacienda de la provincia de lluenos Aires, La Plata, letra 
E. hurtu 58. 2." sección, Elgorreaga José solicita un plazo de un 
año |»ara desalojar un campo; f. i> y stg. dd expediente I9°7 
ministerio de hacienda de la provincia de Buenos Aires, La Plata, 
letra S núm. 43. 4.' sección, suprema corte de justicia comunica 
acuerdo y sentencia en el juicio seguido por don José Elgorreaga 
a el poder ejecutivo. V 
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y«e según el documento ilc fs. 70 presentado por el actor y 
que tiene en su consecuencia, valor en contra de él. el cuarto año 
de locación venció en Agosto 1 7 de 1903 1 y no consta ni se alega 
que antes de esta fecha se pagara arrendamiento por otro año á 
contar desde ella, como debió hacerse, con arreglo á la cláu- 
sula 3.* del citado c< nitrato ; ni es verosímil une si hubieran estado 
arrendados los lotes el 30 de Agosto tic 10/13, basta el mismo mes 
del año 1904, el poder ejecutivo dispusiera de ellos, y los vendie- 
ra en remate sin hacer saber esta circunstancia á los postores, y 
une Klgorreaga. á su vez, le jes de oponerse invocando derechos 
de locatario, ó de hacer reserva de éstos, concurriera á dicho re- 
mate y los comprara, si bien el acto fué anulado después por (u\ 
ta de pago ( fs, l y sig, del expediente mencionado, letra K. nu- 
mero ¿35). 

One tampoco hizo el actor oposición á Ja segunda venta de 
los mismos loto, verificada en 15 de Noviembre tic 190$. en 
cuanto ella afectara sus derechos de locatario, pues se limitó á 
protestar, en razón de que se le desconocían derechos ya adquiri- 
ros ]H>r halarlos comprado en el remate anterior de 30 de Agosto 
del mismo año ( Expediente 1903. oficina de tierras públicas de 
la provincia de Buenos Aires. La Plata, ninn. 842. Martínez M. 
M. da cuenta remate Pehuajól. 

Que no tenía asi Elgorrcaga el carácter de locatario eti la 
época en que se vendieron á Smart los lote* preindieados ( ¡5 de 
Noviembre de 19031, y mucho menos en Agosto de 1907, en que 
se ordenó que la fuerza pública prestase auxilio al inspector de la 
oficina de tierras públicas, á efecto de hacer desalojar el campo 
al primero, ("Hxpediente, 1907. ministerio de hacienda de la 
provincia de Buenos Aires, IU Plata, letra l\ núm. 219, 2.* s 
ción. Policía contesta nota fecha 8 del corriente"), y son por lo 
mismo inaplicables al caso los artículos que «e invocan del códí 
civil, relativos á la locación. 

Que habiendo Klgorreaga promovido juicio al poder ejecu- 
tivo en 1003 ante la suprema corte de la provincia, á fui de que 
«c declarase válida la compra por él hecha de los lotes menciona- 
dos, no le era lícito, pendiente dicho juicio, como lo estuvo hasta 
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26 ilc Diciembre de 1906, y con mayor razón después de esta fc- 
cna en que se dictó sentencia desconociéndole los derechos que 
pretendía, proceder á cultivar eso? lotes en condiciones de poder 
i-xigir el aliono de la siembra, que no im|>ortaba gasto ó mejora 
necesario, desde que inequívocamente quedó en las condiciones 
de un simple tenedor, obligado á entregar la cosa para los efectos 
«leí decreto de 20 de Octubre de 1903, que dicha sentencia con- 
I rm¿ íarts. 2462. inc. 2465 y 24»» del enligo civil). 

Que las siembras del trigo y avena antes aludidas han tenido 
que hacerse con posterioridad á la fecha de la sentencia citada de 
26 de Diciembre de 1906. P^sto que en la demanda, presentada 
el 2 de Octubre de 1907. se dice que estaban en esta fecha en las 
mejores condiciones para levantar una buena cosecha ; >' porque 
cu la petición al poder ejecutivo de un plazo para desalojar el 
campo, presentada por Elgorreaga en Marzo de 1907. 
que tenía sembradas cien hectáreas de maíz que debían levantar- 
se en los meses de Abril. Mayo y Junio ("Expediente 1907. mi- 
nisterio de hacienda. La Hata. letra E. núm. 58" >• 

Que en cuanto á la población, alambrado y árboles que se 
mencionan también en la demanda, su valor no puede cobrarse 
a la provinctaí aun en la hipótesis que hubieran sido hechos los 
primeros v plantados los últimos durante el arrendamiento, en 
razón de que el contrato antes mencionado no establece nada a 
respecto, v dado lo dispuesto en los arts. 1530. 1539 >' '54© del 
código civil, sin que sea de pertinente aplicación al caso el in- 
ciso 4." det segundo artículo citado, porque la provincia no ha 
rescindido un contrato de locación subsistente en la é|»ca en que 
se procedió á la venta de ta cosa arrendada ( fallos, tomo 4». pa- 
gina 217K ni ha mediado culpa de su parte ó imposibilidad de 
emplear la cosa en el destino que se le díó en el contrato, o exigi- 
. la tierra sin dejar disfrutar al locatario de las mejoras. 

Que se hace innecesario entrar en el examen de los dere- 
v,vos que tas leyes de ta provincia de Buenos Aires hayan acor- 
dado en general á los pobladores de campos, puesto que las reta- 
cones jurídicas entre el actor y la provincia han estado determi- 
nada*, según la misma demanda. |»r el contrato antes menciona- 
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i¡o, en el cual se establecen las condiciones de) mismo, sin refe- 
rencia alguna á aquellas leyes, expresándose, á mayor abunda- 
miento, que "ambas partes quedan en lo demás sometidas á las 
disposiciones del código civil que rigen la locación" ( fs. 2, 

Qiie la petición de que se mande destruir las mejoras á cos- 
ta del actor, es de entenderse que se ha hecho para el caso de que 
considere procedente el pago de dichas mejoras ; y aun cuan- 
do asi un fuera, tal medida no jxxlria tomarse respecto de una 
propiedad poseída por tercero, que no ha sido pane en el juicio. 

I V.r estos fundamentos, no se hace lugar á la demanda. Las 
costas se abonarán en el orden causado, en atención á los térmi- 
nos en que se ha trabado la lilis. Xolifiquese con el original, y re- 
puestos los sellos, archívese, debiendo devolverse los expedien- 
tes administrativos. 

A. Bermejo. -Nicanor Q. del Solar.— 
M. P. Daract. — D. E. Palacio. 



CALSA CC IX 



Don f'i'ii.v Alonso contra don Domingo t'aronelli, por cobro de 
pesos; sobre procedencia del recurso extraordinario y levan- 
tamiento de embarga. 

Sumario : 1." No obsta á la procedencia del recurso extraordina- 
rio del art. 14 ley 48, la circunstancia de no haber pronun- 
ciamiento expreso eh la resolución arlada, acerca del alcan- 
ce de disposiciones del tratado He derecho procesal que se ha 
invocado en la gestión. 
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2 * H! hecho ilc haber procedido un juez de la capital i 
decretar un embargo á petición de un juez de uno de lo« 
países que celebraron el tratado de derecho procesal firma- 
do en Montevideo, no lo inhabilita para decidir respecto a 
los incidentes del mismo ni acerca de su legitimidad o conti- 
nuación 

3." Ka corte suprema no puede en el recurso extraordi- 
nario del art. 14 ley 48. «ver una resolución de los ^ n *^ 
les locales, que. interpretando y aplicando el arl. $27 fiel có- 
digo de procedimientos de la capital, establece que el soste- 
nimiento de un embargo trabado á petición de un juez de la 
Asunción se opone á la eficacia ó efectos legítimos de otro 
anteriormente trabado por un jwfí del país en ejecución - 
que ya existía sentencia firme. 
Cuso: %0 explican las piezas siguientes: 



AUTO DEL JUEZ DE COMERCIO 

Bueno! Aire». NoT¡*mbre 16 d* ttW. 

Autos y vistos : 
Resultando de las actuaciones precedentes que el embargo 
trabad.» por el señor juez exhortante, que ha tenido lugar en una 
ejecución en que existe sentencia firme, es de fecha anterior al 
tratado por este juzgado á pedido del juez de la Asunción, de 
acuerdo con lo dispuesto en el an. 5*7 ^ <^S° * I>r«e<hmien- 
to* que establece que sin estar reintegrado completamente el eje- 
eutantc no podrá aplicarse las sumas realizadas á otros objeto*. | 
a menos que sea para las costas de la ejecución ó para pagos de j 
otro acreedor, que haya sido declarado preferente por ejecuto- | 
ria, no obstante lo dictaminado por el agente fiscal y sm perjui- 
cio de la jurisdicción de este juzgado, dése cumplimiento á lo - 
licitado en el presente exhorto y devuélvase con oficio. 

J?. Sccber. 
Ante mi : M. Gramtott. 

i 





440 



IÁLLOS DE LA CORTE SUPREMA 



AUTO DE LA CAMARA DE APELACIONES 

Bu«k» A tres, Julio 30 de 19t0, 

Y vistos : 

No existiendo vicio de utilidad, por sus fundamento* y de 
conformidad con lo pedido por el señor fiscal, se continua con 
costas ct auto apelado de fs. 20, vuelta, y devuélvanse. Repóngase 
el sello. 

López C abatíiilas. — Esteres Mén- 
dez. — Ante mi ¡ K. Grotmetl. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buena» Aire», Noviembre 22 4* 1910, 

Vistos y considerando en cuanto á la procedencia del recurso : 

(Jue en el escrito de fs. 31 al solicitarse que se dejara sin 
efecto el levantamiento del embargo sobre el que versa el presen- 
t » recurso, se invoca los arts. 9 y 10 del tratado de derecho pro- 
cesal ti ri nado en Montevideo, sosteniéndose <|Lie con arreglo á 
ellos ti» había podido ordenarse dicho levantamiento. 

Que si bien en el auto de fs. 42 en que no se hizo lugar á esa 
petición, manteniendo el auto de fs. 29 vuelta, y en el de fs. 55 
confirmatorio dé éste no hay pronunciamiento expreso acerca del 
alcance que corresponda atribuir ú las citadas disposiciones dul 
tratado de derecho procesal, esta circunstancia no obsta á la pro- 
cedencia de la apelación concedida á fs. oñ, conforme á lo resuel- 
lo en casos análogos désele que la parte ha hecho valer oportuna- 
mente un derecho q«e se pretende amparado por la convención 




Dg JfSTICIA [>K LA NACION 4*1 
* 

internacional prcinriicaria (átt. ó ley 4055 y ari. [4 inc. 3 lt*y 48). 
Considerando en cuanto al fundo : 

Que no lia existido de parte de los tribunales ordinarios de 
esta capital, negativa á subir el exhorto del juez de la Asunción, 
para la traba del embargo solicitado ]x>r el último, motivo por el 
cual no hace al caso de si dicho embargo era ó no procedente. 

Que el hecho de haber procedido el señor juez de comercio á 
decretar ese embargo por encargo ó comisión, 110 lo inhabilitaba 
para decidir respecto á los incidentes del mismo, ni acerca de la 
legitimidad de su continuación, |>orqiie era él y no un juez ex- 
tranjero el llamado á amparar los derechos (pie tal medida pueda 
afectar dentro del territorio de la república, y de conformidad 
al derecho común que rige en ella. 

Qitv en este orden de ideas, el tratado de derecho procesal 
ha dispuesto íart, 2) "que los exhortos y cartas rogatorias se di- 
ligenciarán con arreglo á las leyes del país en donde se pida la 
ejecución", lo que conu» se expresó en la discusión de aquél, es 
conforme con el principio de la lex fori consignado en el art. l.? 1 
del mismo, que dice: "l»s juicios y sus incidencias cualquiera 
oue sea su uatUTaleza, se tramitarán con arreglo á la ley de pro- 
cedimiento de la nación en cuyo territorio se promoverán (Acias 
del congreso de Montevideo, pág. 304). 

Que los autos" citados de fs. zq vuelta. 42 y 55 interpretando 
y aplicando el art, 537 del código de procedimientos de la capt- 
lal. han decidido que el sostenimiento del embargo que se trabó 
a petición del juez de la Asunción, se oponía á la eficacia ó c fec- 
tos legítimos del anteriormente trabado por el # señor juez de San- 
tiago tlel Estero, en ejecución en que ya existía sentencia firme, 
sin tener en cuenta para ello el origen de ta medida de que se 
trata, ó sea sin establecer diferencias per judiciales á los acree- 
dores del extranjero. 

Que según lo dispuesto en el art. 15 de la ley núm. 40 y lo 
reiteradamente resuelto, esta corte no puede rever con motivo de 
un recurso extraordinario como el actual, las resol liciones de los 
tribunales á puntos regidos por las leyes locales en lo concernien- 
te a puntos regidos j»or las leyes de procedimientos. 



w extraordinario.— Es improcedente el recurso extraordi- 
nario airtoriaado por et articulo 14 de la ley 4$, contra una 
sentencia fundada en el derecho común, que resuelve un in- 
terdicto en que son partes dos empresas de ferrocarriles na- 
cionales, las que no invocan derechos emergentes de 
ta ley nacional de su concesión, ni han cuestionado en el 
juicio la validez ó inteligencia de algunas de si» clásulas. 

Recurso extraordinario.— La prueba de un hecho invocado 
en autos para fundar el fuero federal, es ajena al recurso 
extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley núme- 
ro 487, artículo 6.* de I» ley número 4055. Pág 80. 
Recurso extraordinario— Es procedente el recurso extraordina- 
rio previsto en el art. 14 de la ley núm. 4* y »«■ 6 -° ta ,e > 
núm. 4055 contra una sentencia que confirma «na pena im- 
puesta por infracción á la ley de aduana, fundada en que se 
alegó la ínconstitucionalidad del tribunal de vistas de aduana 
que no impuso pena por diferencia de calidad de 'as merca- 
derías, sino que se limitó á practicar diligencia* qne 
ran de base para la resolución condenatoria pronunciada pw 
el administrador de aduana, y debe confirmarse la sentencia 
recurrida en la parte materia del recurso. Pag. 9a. 
Recurso extraordinario. — No es definitiva, á los efecU-s del re- 
curso del art. 14. ley 48 y 6 • ley 40$$, «na sentencia que sin 
pronunciarse sobre el fondo de' la cuestión, deja sin efecto 
el fallo del inferior, ordenando se de á la causa el curso que 
corresponde. Pág. 99. 

vrso extraordinario.— La simple aplicación é interpretación 
de la ley procesal núm. 455o, complementaria de procedi- 
mientos, es ajena al recurso extraordinario previsto en el 
articulo 14 de la ley número 48 y 6* de la ley número 4055. 
Pag. 124. 

R*c*rso extraordinario— es definitiva á los efectos fiel recur- 
so extraordinario previsto en los artículos 14, ley 4* >' 6 - 
ley 4055. una sentencia que declaró inaplicable la ley 5315 
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invocada 011 un juicio ejecutivo quedando al recurrente U 
vía ordinaria donde puede hacer valer sus derechos. 
Pág. KJO. 

Rec tirso extraordinario, — La interpretación y aplicación de las , 
constituciones y leyes locales de procedimientos, sin que en 
ellas se contenga una decisión contraria á la constitución 
nacional, traiado ó ley del congreso, no pueda» fundar e» 
recurso extraordinario de! artículo 14. ley núin. 48 Pág. 201. 

Recurso extraordinario. — f«a decisión acerca de nna palabra 
empleada como marca ele fábrica ha pasado ó 110 al uso 
común y era del dominio público en una fecha dada, impor 
ta un pronunciamiento, no sobre interpretación ó inteligen- 
cia dé la ley núm. 075. sino sobre una cuestión de hecho, que 
la corte suprema no puede rever en el recurso exlraordína- 
rio del articulo 14. ley núm. 48. Pág. 213. 

Recurso extraordinario. — La simple declaración de que la justi- 
cia local de la capital os coi upe ten te para conocer de una 
querella |>or los delitos de calumnia é injurias cometidos por 
medio de la prensa, sin imponer pena alguna al acusado, no 
implica la de la ley que corres|x>nda aplicar, ni la de que ha- 
brá condena; |x>r lo que es improcedente contra tal decisión 
el recurso extraordinario del art. 14. lev núm. 48. fundado 
en el art. de la constitución nacional. Pág. 231. 

Recurso extraordinario en materia penal. — Las resoluciones con- 
denatorias fundadas en la ley número 4007. que prohibe los 
juegos de azar en la capital y territorios nacionales, no pue- 
den fundar el recurso autorizado por el artículo 550 del 
código de procedimientos en ln criminal. Pág. 240. 

Recurso extraordinario, — El recurso extraordinario autorizado, 
está sujeto á las restricciones, en cuanto á la cantidad liti- 
giosa, que existen respecto del ordinario previsto en el ar- 
tículo %* de ta citada ley núni. 4055. Pág. 248. 

Recurso extraordinario. — l,a Corte Suprema no puede rever en 
1111 recurso extraordinario las conculsiones de hecho de la 
sentencia recurrida en cuanto á la forma irregular con que 
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Que en cuanto al art. 20 tlcl tratado sobre derecho eivit de 
Montevideo, su invocación, que aparece hecha por primera vez 
en el memorial ilc ís. 78 presentado en esta instancia, ha sido 
extemporánea desde que no se lo hizo valer durante el juicio; 
art. 14 ley núm. 48. 

l-.n su mérito, oído el señor procurador general, se continua 
c¡ auto apelado en la parte que ha podido ser materia de recurso, 
Xotifíquese con el original, y devuélvase, debiendo los sellos se» 
repuestos ante el inferior. 

A. Bermejo— Nicanor G. del Solar, 
m. p. Dahact.-D. E. Palacio. 



CAISA CCX 

Hm tio, Unos., cuntía la sociedad "Roya! Insurance Company', 
sobre cumplumctifo de cxiwrto de un juez de la Asunción 

Sumario : 1." 1.a tramitación de un exhorto ele un juea de la 
Asunción del ra ragua y no es del resoné exclusivo de la ju- 
risdicción federal. 
2." Los artículos 9 y 10 del tratado «le derecho procesal dfc 
Montevideo no tienen en vista el cumplimiento de senten- 
cias, sino de medidas dictada.; durante la substanciación de 
los juicios, y el art. 7." según el cual, cuando se trata de eje- 
cución de éstas y el juicio .1 que su cumplimiento dé lugar 
serán los que determina la ley de procedimientos del estad 
en donde se pide la ejecución; no establece distinciones en 
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tro Ies casos de inscripción, anulación ú otros análogos y los 
de simple condena al pago de sumas de dinero que se intente 
hacer efectiva fuera del estado donde se haya seguido el 
juicio y dictado la sentencia. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO D L JUEZ DE CUMIíHCIO 

ftinbt Aírrf . Noviembre 71 de 1*9. 
Autos y vistos: Considerando: 

i * Que nuestra jurisprudencia ha sancionado el principio 
tk derecho internacional, según el cual, los tribunales extranje- 
ros carecen de jurisdicción para decretar el embargo de biene* 

situados en el país. 

2. » Que en este concepto debe inspirarse la inteligencia tic 
las disposiciones del tratado de Montevideo sobre derecho proce- 
sal, el que no contiene ninguna destinada á derogar expresamente 
ese pr inciuio. 

3. " Que en consecuencia los de los arts. 5, 6 y 7 responden 
al propósito de que la ejecución de las sentencias se haga en el 
país donde están situados los bienes sobre que ha de realizarse 
la ejecución, como lo ha declarado la suprema corte nacional en 
el fallo que se registra en el to.no 89, pág. 394- en que la ma- 
yoría del trihttnal. está de acuerdo sobre este punto con el voto 
de disidencia. 

4. " Que por tanto, la del ari. 10 que menciona el embargo 
entre las diligencias que pueden ser objeto de una carta rogato- 
ria, no delic aplicarse á aquellos embargos que tienen por obje- 
to el desapoderamiento tic los bienes como trámite preliminar 
de la ejecución, no siendo del caso examinar la cuestión con res- 
pecto á los que importan una simple medida de seguridad duran- 
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Por estos fundamentos y tle acuerdo con lo dictaminado por 
el señor agente fiscal, el juzgado resuelve no hacer lugar á lo so- 
licitado por el señor juez de la Asunción del Paraguay en el ex- 
horto que se acompaña, á quien se hará saber en respuesta esta 
resolución una vez que sea consentida ó ejecu tortada. Repóngase 
tas fojas. 

Paulino Pica.— Ante mi: J. .Irtayeta. 



AUTO DE LA CAMARA DE APELACIONES 

Bueno* Aires, Mario » de 1910. 

Y vistos: Por sus fundamentos y de acuerdo con lo resuelto 
por la suprema corte de justicia en el caso que se registra en el 
tomo 89, pág. 394, se confirma con costas el auto apelado de H. 
yO y de vuélvanse. 

Esteta. — Saavcdrñ. — Méndez. —Ante 
iní : R. E. CrvuweU. 



DICTAMEN DEL SrfiOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte : 

En presencia de la disposición que contiene el art. 7 * ivtf* 
tratado de derecho procesal aprobado en el congreso de Monte- 
video, no cabe dudar que el juicio á que dé luga'r el cumplimiento 
de las sentencias ó fallos arbitrales dictados en un pais signata- 
rio, será el que determine la ley de procedimientos del estado en 
donde se pide la ejecución. Es ello lo que se desprende de su tex- 
to claro é mtcrgivcrsabie, que complementan las disposiciones 
contenidas en los arts. 5 y 6 anteriores, los cuales hacen referen- 
cia á los requisitos intrínsecos y á las formalidades externas que 
deben reunir las sentencias y fallos arbitrales para obtener su eje- 



I 

DE JUSTICIA DE LA NACIOK 



443 



cudSn «i «tro pife El rilado irt. 7 responde por otra parte, al 

S* generalmente aceptado que .urj. .le la 

S.y Corroe al cal los tribunales de un ¡n 

SL i hriperte P-a dictar órdenes que dd» cumpb™ « 

,,ir„ ..ai. i...r ib cual deien someter*.- la sentencia o fallo ar 

d C ad» de las circunstancias á que ««. 1» ¡» f« 

trata.!-, para que sean ante ellos y ce arreglo a sn legisla- 
ción que se lleve á «11 cumplimiento. 

, „ el caso «i* j«d¡«. n» calie .Indas -pie se trata de la e,«- 
e l scn.enria. por cuanto asi lo expresa el «tato del 

ta ¿¡¿«no una intitnactón de pago contra persona don«dtota« 
, «a ciudad, v un embargo sobre bienes sitiados en la r ep uUn. 
I,! cumplimiento de las cnndenaciones dictadas contra el deman- 
dado en las sentencias cuyo testimonio se ha P rtS ™ ,a,, °- 

Luego eorresp.»nde que 1» referidas condenaciones vengan 
tu mS»ts* en nuestro país, de conformidad a las leyes * 
"2 Wsc efeeto. v por mandato de las autoridades argentina. 

. •7,ñ, ripio de detesto intemaeimial que be recordado con foro» 
;,, 3fE jueces extranjeros no tienen jurisdicción sobre oers* 
„as ó bienes existentes en la «publica. 

I'idnpor ello, la confirmación del auto apelado 

* y jfíií» Batel* 
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Buen»» Mi». Nrjvienitiie 26 de 



1910. 



Vistos v considerando: 



n„e la irritación del c*horto { í*- 90) del señor juez de | 
MfcS de .a ciudad de la Asunción, capital de .a república A 
íwv, al juez de comercio de esta capital, no es del resort 



FALLOS DE I*A CORTE SUPREMA 

exclusivo (le la jurisdicción federal. (Fallos, tomo 04. pág. 258; 
torno 98, pág. 169 y otros). 

Que en el referido exhorto se pide la intimación de pago á 
don Roberto Valou, gerente de la "Itoyal Insurance Company", 
de la suma de sesente y ocho mil ochocientos sesenta pesos fuer- 
tes oro sellado, y que en caso de no verificarlo, se proceda á tra- 
bar embargo en bienes suficientes de la compañía deudora, hasta 
cubrir la suma referida, que en su caso debía ser depositada en el 
banco de la Nación Argentina á ta orden del juez exhortante. 

Que esa misma intimación se solicitó en el esreito de fs, 94 
por el encargado del di 1 i gene ¡amiento del exhorto y representan- 
te de los acreedores señores Bueno Hermanos. 

Que los arts. 9 y 10 del tratado de derecho procesal de Mon- 
tevideo, á que se refiere la ley 3192, invocados en los escritos de 
fs. 94, 105 y en ta apelación de fs 115, no tienen en vista et cum- 
plimiento de sentencias, sino de medidas dictadas durante la sus- 
tanciación de los juicios (actas del congreso de Montevideo, pá- 
gina 303) ; sin que sea contrario á esa interpretación lo resuelto 
>r esta corle en el caso que registra en el tomo 89; pág. 38] dfó 
colección de sus fallos, pues en ét se declaró improcedente el 
il*argo |K>r motives independientes de la oportunidad en que 
medida había sido dictada por el juez exhortante. 
Que de acuerdo con el art. 7 del convenio internacional refe- 
). y como lo observa el señor procurador general, cuando se 
.ta de ejecución de sentencias, el carácter ejecutivo de éstas y 
ei juicio á que su cumplimiento dé lugar, serán los que determine 
a ley de procedimiento del estado en donde se pide la ejecución. 

Que el art, 7 recordado 110 establece distinciones entre las 
casos de inscripción, anulación ú otros análogos y los de simple 
condena al pago de sumas de dinero, que se intente hacer efecti- 
va futra del estado donde se haya seguido el juicio y dictado la 
sentencia : ni tales distinciones surgen de los propósitos genera- 
les del tratado de derecho procesal, pues, según se expresó por 
c* miemliro informante al fundar el mismo facías citadas, pág, 
302) dicho art. 7 reproduce et principio de la lex fori, á que sfc 
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utrac e! art, i. que dispone : "Los juicios y sus incidencias, cual- 
niera que sea su naturaleza, se tramitarán con arreglo á la ley 
e procedimiento* de la nación, en cuyo territorio se promueva". 

Que en el caso íjue se cita en la memoria de fs. 119, A rocería 
V. Maillard. el pedido le embargo se hizo por el interesado ante 
los tribunales ordinarios de la capital y no i*>r exhorto de juez ex- 
tranjero (sentencia de 10 de Agosto de ryot)). 

En su mérito* y de acuerdo con |n expuesto y jiedido |wr el 
señor procurador general, se confirma el auto recurrido en la 
parte que lia podido ser materia del recurso. Xotifíquese con el 
original y devuélvase, debiendo reponerse el paiwl ante el inferior. 

A. Bermejo — Nicanor O. del Solar — 
M. P. Daract. -D. E, Palacio 



CAUSA CCXI 

Criminal, contra Daniel Baigorri, por Inuniádio 

Sumario'. Ks justa la sentencia que condena á la pena de doce 
años de presidio al autor de un delito de homicidio perpe- 
tiado con las circunstancias atenuantes de ebriedad parcial 
y voluntaria. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO 

Y vistos: Estos autos seguidos contra Daniel líaigorri por 
homicidio en la persona de Mariano Hecerra. tic donde resulta : 
Que teniendo conocimiento el 9 de Noviembre de 1908 el comisa- 
rio de Parera que en el lugar denominado "Los Barriales'*, había 
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tenido lugar un hecho de sangre, se trasladó al ílomktHd de Da- 
niel Ain Irada y allí encontró un hombre herido en cama, y lo- 
mándole declaración, le dijo: "Que después de unas bromas de 
palabra une le hiáo a Daniel fiaigorri. éste te dió una puñalada. 
Que examinado e! herido por el facultativo don Francisco Mons, 
éste informó que la herida es de cuchillo en él abdomen y mor- 
tal liahiPndo fallecido el 10 del mismo, é fs> 5 consta 'a 
líela de defunción de Mariano Becerra, á fojas 6 presta du'Li 
ración el procesado y á ík 8 se remiten los autos á este j'uigácloí 
.\ fs. «) se ratifica en su declaración, se convierte la detención en 
prisión preventiva, á fs. 10 vueltt se cierra el sumario, se decla- 
.«; del fuero criminal y pasado al fiscal éste se espide á ís. 12 
pidiendo diez y siete años y medio de presidio; el defensor á fs. 
13 invoca atenuantes y Cjlié se le aplique el uiinimum de la pena. 
Abierto ;*i prueha, tm se produce ninguna por las partes y previ. s 
lus trámites de ley >e llama autos, Y considerando: que según la 
f!éeláfaeÍQil del herido líecerra. i"e1 procesado y del testigo An- 
■ trad:!. lí:iigorri dió una puñalada en el ahdómeii á Daniel Itece- 
• ra á consecuencia de una discusión entre ambos, la fjUé le oea- 
>innó ¡a muerte, según el certificado médico de fojas y la partida 
de defunción de fojas, estando por tanto plenamente justificado 
el hecho. One según esas mismas declaraciones, no ha tenido mo- 
tivo r.t Objeto alguno el proceder de Itaigorri. desde el instante 
que ni' ha habido ludia ni amenaza, ni agresión alguna por parte 
de Tkecrra; pues sido ha existido una discusión y que por tanto 
no aguardando líecerra semejante ataque como consecuencia de 
una discusión, el hecho queda comprendido en el inciso _> del 
ari. S4 de! código penal, existiendo por tanto la alevosía. 

I íue sLjn'm el procesado y el testigo And rada, estaba algo 
t i, rio en el momento de ejecutar el hecho y teniendo en cuenta 
que es lo seria una circunstancia atenuante de conformidad al 
art. 13 del cóiL de proc,. debe tenérsele por tal. 

Que el heclio como tpieda detallado, se encuentra comprendi- 
do en el iuc. t del art. 17, ley 4180, cor respondiéndole por tanto 
la pena de diez á veinticinco años de presidio. 
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Que teniendo en cuenta ta circunstancia atenuante y la agra- 
• anteante hemos mencionado anteriormente, del* correspmuler 
el término medio de la pera expresada. 

Por estos fundamentos fallo: Declarando á Daniel Baigorrí 
autor del homicidio ocasionado el diez de Noviembre de 1908 en 
i arera en el lugar "Los Barriales" en la estancia de Daniel An- 
dada en la persona de Mariano Becerra, condenándolo á sufrir 
le pena de diez y siete años y medio de presidio, con los acce- 
sorios de larl. 63 del código jienal y cinco años de vigilan* 
piliciat después de cumplida la pena que deberá cumplir de 
;:cuerdo con el art. 8 de la ley debiendo (lesconíársele el 

tiempo de prisión preventiva, r.n. 49 del cód, penal. Hágase 
':dwr. 

.1/. R. /íiwr/i-.— Ante mi: José M. de ta 
Cámara, 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Li Ftftla, junio 35 de ItIO 

V istos y considerando : 

Que el procesado manifiesta que hirió de una puñalada á su 
compañero Mariano Becerra, á consecuencia de una discusión que 
sostuvieron, agregando que se encontraba "algo divertido". 

Que toda manifestación del procesado, por la cual se reco- 
nozca autor, cómplice ó encubridor, del delito surte los efectos le- 
gales de la confesión (art. 316, cód. de proc.l. 

Que en el caso de confesión del procesado no puede dividir- 
se en su perjuicio, porque á pesar del antecedente |>ersona1 que le 
e> desfavorable (el de hal»er sido condenado anteriormente por 
heridas á seis meses tle prisión) no resultan de las circunstancias 
de la causa presunciones graves en su contra (art. 318, c. citado). 
Que el hecho llevado á cabo está previsto en el art. 17", cap. 
, inc. 1 de la ley de reformas al ««ligo penal y castigado con la 
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pena de diez ;'i veinte y cinco años .le presidia. Huía vez ijiie n<> 
se trata (le un homicidio proveerlo [>or ofensas ú injurias ilícita-, 
ó graves, sino por homicidio proveniente de una discusión, en la 
que sin «luda alguna 110 lian emitido ofensas ¡Itátig ó graves, 
pues el prticcsailo. á existir las hubiera referido. 

Que no existe la agravante de alevosía, como equivocada- 
mente lo establece la sentencia apelada, toda vez que el reo ti- 
lia tratado cautelosamente de atraer a la víctima, para inspirarle 
confianza v dar asi un golpe á mansalva. 

Que existen las circunstancias atenuantes de ebriedad par- 
cial y voluntaria y haber mediado provocaciones n ofensas (art. 

S3. inc. 1 v 4 del CÓd. penah. 

Por las consideraciones expuestas se modifica la sentencia 
apelada, reduciéndose la pena á doce años de presidio, sus acceso- 

r'os h-gales v costas. 

Devuélvase para su cumplimiento, haciéndose presente al 
nferior qué la tramitación de este proceso, adolece de vicios y 
ileficicnctas saltantes á primera vista: que ha debido establecer- 
se C()ll precisión si la herida producida ha sido causal de la muer- 
tt (art. 222. inc 2, cód. de proc. > ; (píe ha debido librarse man- 
damiéiíO de mmfgú para garantir la pena pecuriiárié y la efec- 
tividad ile sus responsabilidades civiles íart. 41*. c<Sd - atado)* y 
finalmente ampliar la declaración del procesado, estableciendo si 
era posibte la gravedad de las ofensas que pudieran haKr ongí- 
1 ado la discusión. 

Mtirt'slinn Ii¿ra!ii(h,—P»nwl Goytía. — 
JtnjqtiíU CftrrUío. 
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Suprema corte ; 
Pido la confirmación en todas sus partes, de ía sentencia de 
la Exma. cámara federal de La Plata. 

ívl hecho delictuoso que se imputa á líaigorri. así COtílO 
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\s responsabilidad de éste, han íptedado plenamente comprobados 
ion la confesión que corre á ís, 6. la cual ha sido confirmada por 
las demás constancia»; del sumario, y en cuanto :'i la califica* 
eión del delito que hace la sentencia apelada, la creo ajustada 
¡*i los antecedentes del proceso y conforme á lo míe prescribe el 
árt. i", cap. i. itic. i ley de reformas al código iienal. 

Ka defensa que se formula por primera vez en esta instan- 
cia no es procedente, por cuanto nada permite asegurar que la 
muerte se haya producido, por mía causa rpic no fuera la he- 
i¡da en et abdomen de carácter "grave y de diagnóstico incura- 
ble { informe de fs. 2), qué le fué inferida al interfecto dos días 
antes <le r>currir la muerte. Por el contrario, ta partida de d" 
función de fs. 5 menciona el certificado del médico que cons- 
tató el fallecimiento, el que establecía que este es produjo por 
herida de arma cnrtatil. en el abdomen. 

Sírvase- V. E. resolver como lo pifio eit el exhordiu. 

Julio BotcL 



KA LLO DE LA CORTE SUPREMA 

Hucnnj, Aliei, Noviembre 29 de t« 

Vistos para resolver el recurso deducido en la presente cau- 
sa seguida contra Daniel líaigorria por el delito de homicidio per- 
rctrado en la persona de Mariano Becerra y 

Considerando : 

One según resulta de autos, el día 8 de Noviembre de 1908, 
ftj procesado agredió á Mariano Becerr* armado de un cuchillo 
t m el que le dio una puñalada, poniéndose inmediatamente en 
fuga— declaraciones de fs. 1 y fs j vta. á fs. 4 y confesión <fcr 
procesado de fs. 6. ratificada ante el jwcz de la causa á fs. 9. 
Que en el informe pericial de fs. 2 expedido al día siguien- 
(9 del mismo mes de Noviembre l se expresa que la herida de 
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Becerra era ele carácter qjrave. .le extensión de cinco Cétttíniétr? s 
de largo por dos tic anclio. pi^«ti<fe con instrnment.. cortante y 
' de diagnóstico incurable''. 

Que á consecuencia «le esta bernia. Ueeerra falleció al d.rf 
iguíeme de ser recntioctSR por d perito nombrado, como consta 
i'e la diligencia de fs. 2 vuelta y del certificado de defunción hW 

15 Qw estos antecedentes dentuestran que el liomicidio peníe- 
Irado |>er líaijíorrla. Ha Mü voluntario, sin riña, probación 111 
efensa por P¡i"c del agredido como resulta también líe la deela- 
ación de éste, prestada pocO antis de morir y de la propia con- 
*ón del pnn-esado. 
Qlie la iK-na impuesta en la resolución recurrida de fs. 25, 
se ajusta á lo determinado por el arl. 17. cap. 1. inc. 1 de la ley 
de reformas al código (ieha!, sin que proceda en el caso modificar- 
la. |K>r cuanto no concurren otras circunstancias atenuantes que la 
de la ebriedad parcial y voluntaria de que se hace mérito en dicha 
res* ilución. 

Por ello se confirma con costas la sentencia arlada de fí* 
¿5, Xotiíítjuese original y devuélvanse los autos. 

A. Bermek>- Nicanor 0. del solar - 
M. P. Daract.-D. E. Palacio 



